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I. ASISTENCIA


-Asistieron los siguientes señores diputados: (111)

NOMBRE
(Partido*
Región
Distrito)

Accorsi Opazo, Enrique
PPD
RM
24

Aguiló Melo, Sergio
PS
VII
37

Alvarado Andrade, Claudio
UDI
X
58

Álvarez-Salamanca Büchi, Pedro
RN
VII
38

Álvarez Zenteno, Rodrigo
UDI
XII
60

Allende Bussi, Isabel
PS
RM
29

Ascencio Mansilla, Gabriel
PDC
X
58

Barros Montero, Ramón
UDI
VI
35

Bauer Jouanne, Eugenio
UDI
VI
33

Bayo Veloso, Francisco
RN
IX
48

Becker Alvear, Germán
RN
IX
50

Bertolino Rendic, Mario
RN
IV
7

Burgos Varela, Jorge
PDC
RM
21

Bustos Ramírez, Juan
PS
V
12

Caraball Martínez, Eliana
PDC
RM
27

Cardemil Herrera, Alberto
RN
RM
22

Ceroni Fuentes, Guillermo
PPD
VII
40

Cornejo Vidaurrazaga, Patricio
PDC
V
11

Correa De la Cerda, Sergio
UDI
VII
36

Cristi Marfil, María Angélica
IND-UDI
RM
24

Cubillos Sigall, Marcela
UDI
RM
21

Delmastro Naso, Roberto
IND-RN
IX
53

Díaz Del Río, Eduardo
UDI
IX
51

Dittborn Cordua, Julio
UDI
RM
23

Egaña Respaldiza, Andrés
UDI
VIII
44

Encina Moriamez, Francisco
PS
IV
8

Errázuriz Eguiguren, Maximiano
RN
RM
29

Escalona Medina, Camilo
PS
VIII
46

Espinoza Sandoval, Fidel
PS
X
56

Forni Lobos, Marcelo
UDI
V
11

Galilea Carrillo, Pablo
RN
XI
59

Galilea Vidaurre, José Antonio
RN
IX
49

García García, René Manuel
RN
IX
52

García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
UDI
VI
32

González Román, Rosa
UDI
I
1

González Torres, Rodrigo
PPD
V
14

Guzmán Mena, Pía
RN
RM
23

Hales Dib, Patricio
PPD
RM
19

Hernández Hernández, Javier
UDI
X
55

Hidalgo González, Carlos
IND-RN
V
15

Ibáñez Santa María, Gonzalo
UDI
V
14

Ibáñez Soto, Carmen
RN
V
13

Jaramillo Becker, Enrique
PPD
X
54

Jarpa Wevar, Carlos Abel
PRSD
VIII
41

Jeame Barrueto, Víctor
PPD
VIII
43

Kast Rist, José Antonio
UDI
RM
30

Kuschel Silva, Carlos Ignacio
RN
X
57

Leal Labrín, Antonio
PPD
III
5

Leay Morán, Cristián
UDI
RM
19

Letelier Morel, Juan Pablo
PS
VI
33

Letelier Norambuena, Felipe
PPD
VIII
42

Longton Guerrero, Arturo
RN
V
12

Longueira Montes, Pablo
UDI
RM
17

Lorenzini Basso, Pablo
PDC
VII
38

Luksic Sandoval, Zarko
PDC
RM
16

Martínez Labbé, Rosauro
RN
VIII
41

Masferrer Pellizzari, Juan
UDI
VI
34

Melero Abaroa, Patricio
UDI
RM
16

Mella Gajardo, María Eugenia
PDC
V
10

Molina Sanhueza, Darío
UDI
IV
9

Monckeberg Díaz, Nicolás
RN
VIII
42

Montes Cisternas, Carlos
PS
RM
26

Mora Longa, Waldo
PDC
II
3

Moreira Barros, Iván
UDI
RM
27

Mulet Martínez, Jaime
PDC
III
6

Muñoz Aburto, Pedro
PS
XII
60

Muñoz D'Albora, Adriana
PPD
IV
9

Navarro Brain, Alejandro
PS
VIII
45

Norambuena Farías, Iván
UDI
VIII
46

Ojeda Uribe, Sergio
PDC
X
55

Olivares Zepeda, Carlos
PDC
RM
18

Ortiz Novoa, José Miguel
PDC
VIII
44

Palma Flores, Osvaldo
RN
VII
39

Paredes Fierro, Iván
IND-PS
I
1

Paya Mira, Darío
UDI
RM
28

Pérez Arriagada, José
PRSD
VIII
47

Pérez Lobos, Aníbal
PPD
VI
35

Pérez Opazo, Ramón
IND-UDI
I
2

Pérez San Martín, Lily
RN
RM
26

Pérez Varela, Víctor
UDI
VIII
47

Prieto Lorca, Pablo
IND-UDI
VII
37

Quintana Leal, Jaime
PPD
IX
49

Recondo Lavanderos, Carlos
UDI
X
56

Riveros Marín, Edgardo
PDC
RM
30

Robles Pantoja, Alberto
PRSD
III
6

Rojas Molina, Manuel
UDI
II
4

Rossi Ciocca, Fulvio
PS
I
2

Saa Díaz, María Antonieta
PPD
RM
17

Saffirio Suárez, Eduardo
PDC
IX
50

Salaberry Soto, Felipe
UDI
RM
25

Salas De la Fuente, Edmundo
PDC
VIII
45

Sánchez Grunert, Leopoldo
PPD
XI
59

Seguel Molina, Rodolfo
PDC
RM
28

Sepúlveda Orbenes, Alejandra
PDC
VI
34

Silva Ortiz, Exequiel
PDC
X
53

Soto González, Laura
PPD
V
13

Tapia Martínez, Boris
PDC
VII
36

Tarud Daccarett, Jorge
PPD
VII
39

Tohá Morales, Carolina
PPD
RM
22

Tuma Zedan, Eugenio
PPD
IX
51

Ulloa Aguillón, Jorge
UDI
VIII
43

Uriarte Herrera, Gonzalo
UDI
RM
31

Valenzuela Van Treek, Esteban
PPD
VI
32

Varela Herrera, Mario
UDI
RM
20

Vargas Lyng, Alfonso
RN
V
10

Venegas Rubio, Samuel
PRSD
V
15

Vidal Lázaro, Ximena
PPD
RM
25

Vilches Guzmán, Carlos
RN
III
5

Villouta Concha, Edmundo
PDC
IX
48

Von Mühlenbrock Zamora, Gastón
UDI
X
54

Walker Prieto, Patricio
PDC
IV
8


-Asistió, además, el ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, don Jorge 
Rodríguez. 


-Concurrió, también, el Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Energía, señor Luis Castellón. -




II. APERTURA DE LA SESIÓN


-Se abrió la sesión a las 11.09 horas.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. ACTAS


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
El acta de la sesión 56ª se declara aprobada.


El acta de la sesión 57ª queda a disposición de las señoras diputadas y señores diputados.

IV. CUENTA


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
El señor Prosecretario va a dar lectura a la Cuenta.


-El señor ÁLVAREZ (Prosecretario) da lectura a la Cuenta.

CONDOLENCIAS AL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA POR EL FALLECIMIENTO DE SU MADRE, DOÑA EMA ESCOBAR VIUDA DE LAGOS.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
En nombre de la Cámara de Diputados, reitero nuestras sentidas condolencias a su excelencia el Presidente de la República, señor Ricardo Lagos, por el sensible fallecimiento de su señora madre, doña Ema Escobar viuda de Lagos.

PÉSAME AL DIPUTADO SEÑOR ANÍBAL PÉREZ LOBOS POR EL FALLECIMIENTO DE SU MADRE, DOÑA DOMINGA LOBOS MELLA.


El señor ASCENCIO (Presidente).- Asimismo, expresamos nuestro pésame al colega y amigo, señor Aníbal Pérez, por el fallecimiento de su señora madre, doña 
Dominga Lobos Mella.

AUTORIZACIÓN A COMISIÓN PARA SESIONAR SIMULTÁNEAMENTE CON LA SALA.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Si le parece a la Sala, se accederá a la petición de la Comisión de Educación, Cultura, Deportes y Recreación para sesionar hoy, simultáneamente con la Sala, con el objeto de analizar las observaciones del honorable Senado al proyecto sobre financiamiento de estudios de la educación superior.


¿Habría acuerdo?


Acordado.

INTEGRACIÓN DE COMISIÓN ESPECIAL.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Propongo integrar la Comisión especial relativa al control del sistema de inteligencia del Estado con los siguientes señores diputados: Jorge Ulloa, Eugenio Bauer, Jorge Burgos, Waldo Mora, Antonio Leal, Mario Bertolino y Francisco Encina.


¿Habría acuerdo?


Acordado.


Recuerdo a las señoras y señores diputados que esta sesión se suspenderá aproximadamente a las 11.55 horas para concurrir a la ceremonia ecuménica que se celebrará en homenaje a Su Santidad Juan Pablo II, en el Salón de Honor del Congreso Nacional, y se reanudará al término de ésta.

INGRESO DE PROYECTO SOBRE BONIFICACIÓN A SECTORES DE MENORES INGRESOS. 


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Informo a la Sala que se ha recibido un mensaje de su excelencia el Presidente de la República, con el que inicia un proyecto de ley que otorga un bono extraordinario para los sectores de menores ingresos, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.


Ha sido enviado a la Comisión de Hacienda y, de acuerdo con lo dispuesto por los jefes de los comités parlamentarios, se incorpora a la Cuenta de la presente sesión.

V. ORDEN DEL DÍA

PERFECCIONAMIENTO DE LA LEY GENERAL DE SERVICIOS ELÉCTRICOS. Modificación del decreto fuerza de ley Nº 1, de 1982. Primer trámite constitucional.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
En el Orden del Día, corresponde tratar, en primer trámite constitucional, el proyecto de ley, originado en mensaje, que introduce modificaciones al marco normativo que rige al sector eléctrico, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.


Diputado informante de la Comisión de Minería y Energía es el señor Cristián Leay.


Antecedentes:


-Mensaje, boletín Nº 3806-08, sesión 50ª, en 15 de marzo de 2005. Documentos de la Cuenta Nº 2.


-Informe de la Comisión de Minería y Energía. Documentos de la Cuenta Nº 9, de esta sesión.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Tiene la palabra el diputado informante.


El señor LEAY.- Señor Presidente, hoy nos corresponde analizar un proyecto de gran importancia para el futuro del desarrollo energético del país, cuyo trámite ha sido necesario debido a las restricciones de envío de gas natural desde Argentina.


Para paliar la escasez de gas natural existe un abanico de alternativas de combustibles para uso energético. Sin embargo, y por algunas razones, entre los inversionistas existe incertidumbre, lo que ha traído como consecuencia el estancamiento de los proyectos de generación eléctrica. La iniciativa, en lo fundamental, apunta a destrabar las restricciones, eliminar la incertidumbre y dar señales claras al mercado, con el objeto de generar inversiones en combustibles distintos del gas natural.


La desconfianza existente en el mercado afecta a los inversionistas que a futuro quieran invertir en algún tipo de generación eléctrica alternativa, como gas natural licuado, GNL, carbón u otras. La incertidumbre dice relación con el hecho de no saber qué pasaría si, hecha la inversión, eventualmente se normalizara -digamos, en un par de años- el abastecimiento de gas natural argentino o de otro país vecino, ya que ello los dejaría prácticamente sin capacidad de recuperar sus inversiones, debido a que el gas natural es mucho más barato.


El proyecto da una señal clara a los inversionistas, al crear un nuevo procedimiento de licitación para abastecer a las distribuidoras del país, cuyo precio de adjudicación se mantendrá estable mientras dure la vigencia del contrato. Asimismo, establece un techo para las licitaciones, el cual será igual al límite superior de la banda, incrementado en 20 por ciento. En caso que en la primera licitación no haya oferentes o que haya sido declarada desierta, las distribuidoras podrán llamar a una nueva licitación 30 días después de dicha declaración. Además, con la aprobación del consejo directivo de la Comisión Nacional de Energía, ese techo podrá incrementarse en 15 por ciento por sobre el 20 por ciento inicial.


La iniciativa dispone que la licitación podrá generar contratos de hasta 15 años, lo que permitirá que el techo establecido sea diagnosticado por el mercado y por los distintos inversionistas como una gran señal para participar en las licitaciones.


También se señala, para los procesos de licitación, que el reglamento eléctrico establecerá el porcentaje máximo de los requerimientos de energía a contratar por los clientes regulados; que el precio de la potencia, durante la vigencia del contrato de suministro, será el precio fijado en el decreto de precio de nudo vigente al momento de la licitación; que las fórmulas de indexación del precio de energía y potencia serán definidas por la Comisión en las bases de la licitación, o si éstas lo permiten, por los propios oferentes.


Las fórmulas de indexación del precio de energía deberán expresar la variación de costos de los combustibles y de otros insumos relevantes para la generación eléctrica. Del mismo modo, las fórmulas de indexación del precio de la potencia deberán reflejar las variaciones de costos de inversión de la unidad generadora más económica para suministrar potencia durante las horas de demanda máxima.


El proyecto también crea incentivos para favorecer una conducta más eficiente de los consumidores libres y regulados. Para tal efecto, establece que los consumidores podrán recibir ofertas de los generadores para mantener reducciones o aumentos de los consumos, y que los costos relacionados con la implementación de esta medida, los de administración y de potencia, serán de cargo del generador y no de la distribuidora.


Además, se perfecciona el sistema de bandas que se maneja en torno al promedio de precios libres, punto que es muy relevante. 


Como consecuencia del shock externo no previsto que ha venido sufriendo el país, como consecuencia del desabastecimiento de gas natural, se han visto afectadas la generación eléctrica y, por cierto, la banda de precios, que es variable. Hoy tenemos una banda de 5 por ciento, y la transparencia de los precios reales es muy lenta, porque está sujeta a una banda que se maneja en torno a los precios libres, que están determinados por todos los contratos de mediano y largo plazo, dadas las restricciones de abastecimiento de gas natural. Estos precios, que reflejan el precio de nudo, están muy por debajo de los costos operacionales que hoy se están pagando por la falta de gas.


En la Comisión de Minería y Energía trabajamos con representantes del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción y de la Comisión Nacional de Energía, y establecimos algunas normas que le van a dar mayor elasticidad a la banda, lo que nos va a permitir afrontar, de manera más eficiente, los fuertes cambios estructurales que hemos tenido que vivir durante el último año, y transparentar más rápidamente los precios, lo que será, sin duda, una señal económica muy importante para la inversión.


El proyecto también contempla algunas normas que van en beneficio directo de los consumidores. En efecto, en el pasado, algunas distribuidoras, particularmente Saesa, en el sur, abastecía de energía sin contrato. Por lo tanto, ante alguna falla del sistema, los consumidores no recibían compensación alguna. Por lo tanto, se agrega un artículo nuevo que establece que los clientes tendrán derecho a recibir compensaciones, independientemente del origen de la obligatoriedad de abastecer a la concesionaria. Es decir, con contrato o sin él, siempre estará resguardado el interés de los consumidores.


Por otra parte, el proyecto establece que los mayores costos en que incurra el sistema eléctrico por planes de seguridad de abastecimiento requeridos excepcionalmente al Cdec por la Comisión Nacional de Energía serán de cargo de las generadoras que incurrieron en costos adicionales por dichos planes.


Asimismo, se incorporan normas que van a dar mayor tecnicismo e independencia a los directorios de los centros de despacho económico de carga y a su presupuesto, respectivamente.


Por otro lado, el proyecto señala que las faltas de seguridad y calidad de servicio, provocadas por indisponibilidad de centrales a consecuencia de restricciones totales o parciales de gas natural proveniente de gasoductos internacionales, no serán calificadas como caso fortuito o fuerza mayor. 


El proyecto del Ejecutivo consideraba restricciones a la importación de gas natural, pero la Comisión, por mayoría de votos, las eliminó.


Las disposiciones transitorias establecen que esta ley entrará en vigencia a contar de su publicación en el Diario Oficial; que 15 días después de su promulgación, los precios de nudo vigentes en la banda podrán ser ajustados; que en el período que medie entre la fecha de entrada en vigencia de la ley y el 31 de diciembre de 2008, las empresas generadoras recibirán -esto se refiere, básicamente, a las empresas que no tienen contrato y a las cuales se les dará un período de transición hasta las licitaciones-, por los suministros sometidos a regulación de precios no cubiertos por contratos, el precio de nudo vigente dispuesto en el artículo 103 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1982, del Ministerio de Minería, abonándole las diferencias positivas o negativas, respectivamente, que se produzcan entre el costo marginal y el precio de nudo vigente. Si éste está por muy debajo, se le abonará; de lo contrario, se le restará a las generadoras. Estos costos serán absorbidos por los consumidores regulados del sistema eléctrico en proporción a sus consumos.


En términos generales, es un muy buen proyecto y tremendamente necesario para el sector eléctrico y el desarrollo energético del país.


Por las razones expuestas, la Comisión recomienda a la Sala su aprobación para su pronto despacho.


Es cuento puedo informar.


He dicho.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Solicito el asentimiento de los señores diputados para que ingrese a la Sala el secretario ejecutivo de la Comisión Nacional de Energía, don Luis Sánchez Castellón.

¿Habría acuerdo?


Acordado.


Tiene la palabra el ministro de Economía y Energía, señor Jorge Rodríguez Grossi.


El señor RODRÍGUEZ (ministro de Economía y Energía).- Señor Presidente, quiero agregar algunas observaciones al excelente informe del presidente de la Comisión, diputado señor Cristián Leay.


El proyecto sometido a la consideración de la Sala tiene como principal objetivo neutralizar la incertidumbre sobre las decisiones de inversión en el sector eléctrico, que se deben adoptar a raíz de la crisis de abastecimiento de gas argentino. Proyectando nuestra mirada hacia los años 2007, 2008 y de allí en adelante, visualizamos productores muy interesados en invertir en mayor generación eléctrica para abastecer la creciente demanda de energía que requiere nuestra economía, pero que por la incertidumbre que genera el mercado del gas argentino no pueden tomar decisiones de inversión en otras tecnologías, como gas natural licuado, carbón, hidroelectricidad y otros energéticos base.


El proyecto propone un cambio en las reglas de inversión de las compañías distribuidoras eléctricas, que en el caso del Sistema Interconectado Central, SIC, satisface aproximadamente el 60 por ciento del consumo y en el del Sistema Interconectado del Norte Grande, Sing, el 10 por ciento, mediante un sistema de licitaciones públicas que les permiten lograr contratos que le aseguren, en plazos muy largos, precios relativamente estables, indexados con los de los combustibles. O sea, quienes ganen las licitaciones, podrán asumir proyectos de inversión con un grado de estabilidad en sus ingresos que despeja la incertidumbre que crea el mercado del gas argentino. Es decir, desde el punto de vista económico, se trata de venta de energía a futuro, con precios conocidos, que disminuyen cualquier variación que pueda tener el costo de combustibles en el mercado doméstico, de manera que los inversionista puedan seguir adelante sin mayores tropiezos.


Ése es el principal cambio que se introduce en nuestra legislación, que permite al país mirar con tranquilidad hacia delante en materia de inversiones y de ofertas eléctricas.


El segundo tema, que viene como modificación transitoria, tiene que ver con la situación que hoy viven algunas compañías distribuidoras de electricidad, concretamente Saesa-Frontel y seis cooperativas eléctricas rurales, que no tienen contrato y que son abastecidas en virtud de una resolución ministerial.


El problema de abastecimiento de gas argentino obliga a las compañías eléctricas a gastar enormes recursos en petróleo diésel y a emplear centrales térmicas, cuya operación es muy cara, para generar electricidad. En la medida en que seamos capaces de cubrir transitoriamente los costos de producción de esas distribuidoras que están siendo abastecidas por el sistema, pero que no tienen contratos, podremos, por un lado, garantizar a los consumidores pleno derecho a compensación en caso de cortes o de racionamiento eléctrico en el futuro y, por otro lado, permitiremos que las compañías alleguen capacidad de producción transitoria, temporal, hasta que llegue el gas natural licuado, aproximadamente en 2008 ó 2009, sin tener que considerar en los cálculos de rentabilidad el costo que el sistema obliga a asumir por tener que abastecer a precio de nudo, pero a un costo muy alto en el caso de las distribuidoras que no tienen contrato.


La tercera modificación permite a los consumidores regulados -que, como dije, en el caso del sistema interconectado central abastece alrededor del 60 por ciento del consumo y en el Sistema Interconectado del Norte Grande, el 10 por ciento, recibir ofertas que incentiven una mejor administración de la demanda. Actualmente, estos consumidores tienen un precio determinado cada seis meses, por lo que sólo existe un estímulo de precio en dicho lapso. En cambio, ahora se introduce la posibilidad de que, sea por razones de altos costos, de escasez de energía o de sobreabundancia de energía, las compañías eléctricas puedan ofrecer estímulos a los consumidores regulados, ya sea para aumentar su consumo o para que lo disminuyan, lo que genera un espacio de libertad en el mercado de los regulados, que actualmente no existe.


Esta medida también va a ir preparando a los consumidores que, de acuerdo con la ley corta, tienen un tamaño de entre medio y dos megawatt para que puedan ser clientes libres, si ellos lo deciden voluntariamente, lo que generará un comportamiento interesante.


Una cuarta medida obliga a los consumidores de gas natural, a partir de 2010, a buscar un abastecimiento alternativo en un mercado internacional distinto al único que nos abastece, que es el de Argentina.


En nuestra opinión, el mercado es incapaz de solucionar los problemas que ha significado para el país, para la diplomacia, el abastecimiento del gas de Argentina, que hoy es el único mercado y que enfrenta una gran intervención del estado. 


Por lo tanto, proponemos que se obligue, a partir del año 2010, que al menos el 15 por ciento del gas natural provenga de un segundo mercado, de manera de obligar, como se ha hecho con otros mercados con características monopólicas, a abrirse hacia otros competidores, en beneficio del mercado chileno. Además, se incorpora en la indicación del Ejecutivo la excepción a esta norma en el caso de regiones que produzcan gas natural, con lo cual se genera también un incentivo para que se busque ese elemento en nuestro territorio.


Una quinta medida, que hemos presentado y que ha sido aprobada por la Comisión de Minería y Energía, tiene que ver con la causal de fuerza mayor en caso de cortes abruptos de energía eléctrica provocados por cortes de gas. Es decir, no se aceptará como argumento de fuerza mayor, en el caso de los cortes eléctricos, el desabastecimiento de gas, con el objeto de obligar a las compañías eléctricas a tener respaldos que aseguren el suministro eléctrico. El argumento de fondo es que los cortes de gas son un hecho en nuestro mercado y, por lo tanto, no pueden ser considerados en el futuro como elementos sobre los cuales no es posible reaccionar.


Una sexta medida tiene que ver con el fortalecimiento de los centros de despacho económico de carga, que hacen funcionar el sistema eléctrico. En este caso, argumentamos que es importante que los ejecutivos de esos organismos tengan un mayor grado de autonomía, para lo cual se dispone que no podrán ser despedidos o removidos de sus cargos si no se hace por un alto quórum de los miembros de los Cded.


Además, se pide ampliar la participación de otros miembros del sistema eléctrico que tienen la obligación de coordinar, pero que hoy no forman parte de los centros de despacho económico de carga. En consecuencia, se establece que haya al menos un representante de los grandes clientes en esos centros y que existan representantes de los propietarios de la subtransmisión, que también deben coordinarse con el sistema eléctrico, pero que hoy no tienen presencia en dichos centros.


Por último, en la iniciativa de ley solicitamos que esos organismos cuenten con los recursos necesarios, de manera que la seguridad en materia eléctrica no falle por carencia de éstos, que son fundamentales para realizar los análisis correspondientes a fin de tener programado de la mejor forma posible el sistema eléctrico ante contingencias, que siempre se producen.


Nos parece que el sistema de precios de nudo sujetos a una banda de precio de los clientes libres ha funcionado bien en general, pero ha quedado completamente desadaptado desde que el país sufrió el shock externo que todavía experimenta debido a la insuficiencia de abastecimiento de gas natural argentino. 


Proponemos que, debido a que los mercados funcionan mejor mientras más rápidamente se adaptan a los cambios, se permita que, cuando surjan acontecimientos de la naturaleza indicada, el sistema eléctrico pueda adaptar la banda, hacerla más elástica, de manera que aunque el shock sea negativo, como el que está ocurriendo hoy, o positivo, como podría ocurrir si el día de mañana hubiera cambios muy fuertes en tecnología o en el precio de los combustibles que hagan bajar abruptamente los costos, el sistema permita que los precios de nudo se ajusten en forma más rápida. Lamentablemente, los precios de los clientes libres están estructurados en base al mediano o largo plazo, por lo que en verdad han sido completamente inútiles en la adaptación a las nuevas condiciones del mercado.


En la Comisión, prácticamente el 90 por ciento del proyecto de ley fue aprobado por consenso, y estamos muy satisfechos por el trabajo efectuado.


En consecuencia, solicito encarecidamente que la Cámara reafirme la decisión adoptada por la Comisión y respalde las indicaciones presentadas por el Ejecutivo para perfeccionar el proyecto de ley.


He dicho.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Tiene la palabra la diputada señora Rosa González.


La señora GONZÁLEZ (doña Rosa).- Señor Presidente, los principales objetivos del proyecto son los siguientes:


Primero, otorgar mayor seguridad en el mercado nacional de la generación y distribución de la energía eléctrica. Para dicho efecto, se favorecen las inversiones en generación a partir de combustibles alternativos al gas natural, que, como todos sabemos, ha tenido problemas.


Segundo, promover un uso racional de la energía, a través de mecanismos de incentivo al ahorro en el consumo.


Tercero, como consecuencia de lo mencionado, favorecer la diversificación de la matriz energética chilena.


Entre las principales modificaciones del marco regulatorio del sector eléctrico, propuestas por el Ejecutivo, destacan:

1.
La creación, en la ley general de Servicios Eléctricos, de un mecanismo de licitación de contratos de suministro eléctrico con el que se busca asegurar, en primer término, la competencia entre proveedores; en segundo lugar, que las distribuidoras puedan contar con la energía necesaria para atender a sus clientes libres y regulados, y, en tercer término, como consecuencia, que los clientes regulados paguen por la energía un precio más conveniente y ejerzan el derecho a recibir las compensaciones legales en caso de falta de servicio, como ha ocurrido en otras oportunidades.

2.
La modificación, de manera integral, del mecanismo de determinación de la tarifa por los servicios, o precio de nudo, regulando el cálculo de tales valores, su periodicidad, fórmula de indexación y su traspaso a las tarifas a pagar por los usuarios finales.

3.
La inadmisibilidad del argumento de que los cortes de suministro de gas importado puedan constituir una causal de fuerza mayor que excuse a las distribuidoras de su obligación de abastecer de electricidad, con la calidad y continuidad debidas, a sus clientes finales.

4.
Una nueva integración de los centros de despachos económicos de carga, que permitirá que dichos organismos sean integrado por otros actores del sector eléctrico, además de los generadores que lo integraban hasta la fecha.


En cuanto a la reglamentación posterior, el Ejecutivo solicita al Legislativo la delegación de la facultad necesaria para proceder, a través de la dictación del correspondiente decreto con fuerza de ley, a la adecuación de los textos legales, en particular de la ley general de Servicios Eléctricos y de la ley orgánica de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles.


He dicho. 


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Para trasladarnos al Salón de Honor del Congreso Nacional y rendir homenaje a Su Santidad Juan Pablo II, se suspende la sesión.


-Transcurrida la suspensión:


El señor ASCENCIO (Presidente).- Continúa la sesión.


Tiene la palabra el diputado señor Jaime Mulet.


El señor MULET.- Señor Presidente, el proyecto en debate tuvo un importante respaldo en la Comisión de Minería y Energía, como que sus artículos se aprobaron por unanimidad o por amplia mayoría. Esto es digno de destacar. 


En la comisión hubo discrepancias fundamentalmente en una norma, a la que me referiré más adelante, que persigue salvaguardarnos de una situación que se puede dar a futuro.


Pero, lo fundamental del proyecto, que modifica el marco normativo que rige al sector eléctrico, es que busca enfrentar las consecuencias de una crisis no deseada ni prevista en el sector eléctrico, derivada exclusivamente por la falta de suministro de gas natural, provocada por la actuación de un país vecino, Argentina, que estableció una serie de restricciones y condiciones, por decirlo en términos generales, distintas de las que se otorgan a los consumidores argentinos. Ello provocó una distorsión que se traduce en que las empresas eléctricas abastecidas con gas natural tengan serias restricciones para poner en funcionamiento sus turbinas y sus centrales termoeléctricas y se vean en la obligación de sustituirlo por otro combustible, como el diésel, lo cual genera un alza en los costos de producción, situación que se arrastra por más de dos años. 


Todos sabemos que los contratos eléctricos que mantienen las empresas, sobre todo con los clientes libres, son de largo plazo y fueron suscritos en condiciones diferentes de las actuales, pues no previeron -no tenían por qué hacerlo- la crisis del gas natural argentino. 


Como consecuencia de ello, hoy nos enfrentamos a una situación bastante compleja y difícil, pues las empresas no han querido ni podido decidir inversiones en nuevas centrales, porque primero debe despejarse la situación del suministro de gas natural.


Por lo tanto, el Estado, a través de los poderes Ejecutivo y Legislativo, está dando una señal clara con este proyecto, tendiente a sincerar la situación de los precios y a permitir que las empresas tomen decisiones de inversión en materia de energía eléctrica.


Todos sabemos que el consumo eléctrico está creciendo del orden del 7 por ciento anual. Ello implica que deben construirse nuevas centrales, sean a gas, a carbón, hidroeléctricas, geotérmicas, etcétera.


La manera como el proyecto aborda esta situación constituye una buena fórmula y una propuesta legislativa seria. Por la vía de establecer mayores grados de libertad en la determinación de los precios a los clientes regulados, a través del establecimiento de un techo en el precio y de una banda, las empresas podrán asegurar condiciones de largo plazo que les permitirán tomar las decisiones de inversión que el país requiere.


Asimismo, para proteger a los clientes domiciliarios y a las pequeñas y medianas empresas, clientas de las empresas distribuidoras, se asegura que habrá grados de competencia entre las distintas empresas de generación eléctrica. Incluso, si las condiciones de la licitación se establecen como lo señalará la ley, perfectamente podrán participar nuevas empresas. Esa competencia asegurará la protección de dichos clientes.


También es interesante la norma que establece incentivos o mecanismos para que, cuando haya sobreproducción de energía eléctrica, se fijen condiciones entre los generadores y los consumidores, que permitan utilizar dicha energía que se está produciendo a bajo precio. Asimismo, cuando existan restricciones, se permite otorgar una compensación económica para quienes ahorren energía. Creo que se avanza bien, porque se incorpora un concepto nuevo en nuestra legislación eléctrica, debidamente abordado, muy novedoso, interesante y conveniente desde el punto de vista del país.


Un tema muy discutido en la Comisión de Minería, que no logramos aprobar por un voto, pero que el Ejecutivo ha repuesto a través de una indicación, se refiere a lo que en la Comisión conocemos como el 85/15, que establece que en ningún caso Chile podrá depender de un solo país en materia de abastecimiento de gas, en cualquiera de sus formas: gas natural, comprimido, en fin. El propósito de esa norma es evitar lo que nos ha pasado, en que prácticamente el ciento por ciento del gas con el que se abastecen las empresas de energía eléctrica que operan centrales termoeléctricas proviene del vecino país. La norma pretende que a futuro no exista dependencia de una sola fuente de gas, como ocurre hoy con Argentina.


Si bien es cierto algunos señalan que esta norma no es racionalmente pura desde el punto de vista económico, creo que desde el punto de vista geopolítico, debemos aprobarla, para evitar la dependencia absoluta de un país que tomó decisiones sin racionalidad económica, lo que provocó las consecuencias que hoy estamos corrigiendo a través de la iniciativa en estudio. Sería errado suponer un estricto principio económico en esta norma si las consecuencias han derivado de hechos que no tienen racionalidad económica, como las restricciones de gas natural desde Argentina.


Por último, la iniciativa permitirá que el precio del gas natural, argentino o de otro país, a futuro sea determinado por el precio del gas natural licuado que, se supone, en el corto plazo será un commodity. En ese sentido, nos sirve establecer una limitación al gas natural argentino, porque al tener otra fuente de abastecimiento, de al menos un 15 por ciento, nos aseguramos la posibilidad de que el precio del gas se regule en el mercado, como ocurre con el precio del gas natural domiciliario, que tiene como precio el costo alternativo del gas licuado que proviene del petróleo. Por ejemplo, Metrogas compra en aproximadamente 2 dólares el millón de BTU y lo vende a los domicilios particulares en, más o menos, 15 dólares, un poquito menos del costo alternativo del gas natural licuado. Ésa es la realidad. Con el porcentaje 85/15 aseguramos tener una fuente de abastecimiento distinta, lo que es tremendamente necesario. Por eso, es muy importante aprobar esta norma.


Los diputados de la Democracia Cristiana aprobaremos el proyecto, con la indicación a que hice referencia.


He dicho.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Recuerdo a las señoras diputadas y señores diputados que cada comité tiene derecho a dos discursos de cinco minutos cada uno, dado que el proyecto tiene urgencia de discusión inmediata.


La votación se efectuará, aproximadamente, a las 15.00 horas. Debido a que algunas comisiones empiezan a funcionar a esa hora, solicito la unanimidad de los señores diputados para autorizarlas a sesionar simultáneamente con la Sala, una vez finalizada la votación del proyecto.


¿Habría acuerdo?


Acordado.


El señor MORA.- Señor Presidente, solicito que se llame a votar a los señores diputados en forma especial, no sólo mediante los timbres, por las mismas razones que su señoría ha dado.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Señor diputado, minutos antes de la votación se llamará a todos los señores diputados al lugar en que se encuentren.


Tiene la palabra el diputado señor Carlos Vilches.


El señor VILCHES.- Señor Presidente, el proyecto en discusión tiene un objetivo claro: modificar el marco normativo del sector eléctrico, porque la situación que vive amerita la adopción de medidas oportunas y acuerdos que den una respuesta efectiva a los requerimientos de los próximos años. Es necesario entregar señales económicas claras para que el sector se fortalezca y asegure el suministro de los usuarios con la tarifa más barata posible. Lo más importante es la defensa de los usuarios, sello que queremos imponer en este tipo de iniciativas.


Efectivamente, se han reconocido las dificultades que enfrenta el país en cuanto a suministro eléctrico. En tal sentido, este proyecto de ley es la respuesta oportuna para lograr satisfacer la mayor demanda eléctrica. Ojalá que también se legisle en forma oportuna respecto de los combustibles, para demostrarle al país que es posible administrar de manera sana, sin demagogia ni politiquería.


El artículo 1º del proyecto de ley considera un problema bastante serio: entregar la generación a las distribuidoras para que éstas, a su vez, presten a todos los usuarios un servicio oportuno en cantidad y calidad, de manera que tengan asegurado su abastecimiento eléctrico mediante contratos.


Por eso, comparto plenamente las modificaciones que aprobaremos, en el sentido de que ya no habrá distribuidoras que no tengan contratos de generación. Al respecto, es importante citar la resolución ministerial 
Nº 88, por la que se obliga a las generadoras a dar servicio eléctrico a todas las distribuidoras, aun sin contrato, pagándoseles el precio de nudo, que es el precio referencial para el cálculo de las tarifas cobradas por las distribuidoras a los usuarios. Reconozco que la resolución es una medida oportuna. Pero algunos pretenden que esto continúe. Tal vez sea una posición razonable, pero insostenible, porque, en la realidad, el precio de nudo se modifica dadas las dificultades que se han presentado con el abastecimiento de gas natural -al que la generación apostó en los últimos diez años- desde Argentina y los contratos celebrados. La única posibilidad de mantener una norma de este tipo sería con un precio de costo marginal, porque hoy, producir un mega, puede costar 30 ó 31 dólares. Pero el precio real actual supera los 45 dólares. Incluso, ahora, cuando se ha utilizado petróleo diésel para la generación, el valor ha alcanzado los 120 dólares por mega. Ante esa situación real, hay que tomar medidas y legislar tratando de dar equidad en el sector, sin exagerar, como lo estamos haciendo hoy.

Debemos reconocer la vulnerabilidad, del sistema eléctrico actual, porque -como muy bien señaló el diputado Mulet- las importaciones de gas natural desde Argentina han disminuido paulatinamente. También debemos reconocer que la apuesta del país por construir centrales térmicas de ciclo combinado con gas natural hoy presenta serias dificultades. 


Queda la generación hidroeléctrica, que es la más barata de todas, pero limitada, ya que una sequía podría poner en riesgo el suministro. 


Por otro lado, una de las posibilidades que se barajaron para reemplazar esa generación fue el gas natural, que es el combustible más barato -”bueno, bonito y barato”-, y que hoy no está. Ante ese problema, el Presidente de la República tomó la decisión de importar gas natural licuado desde otros continentes. Pero ésa es una solución parcial, porque no se puede confiar en que la cantidad que ingrese al país reemplace la generación. Seguramente, será una solución para las industrias y, tal vez, para el uso domiciliario, pero no para la generación, por lo que Chile deberá mantener sus puertas abiertas a nuevas posibilidades. 


El proyecto hace eso: abre oportunidades energéticas. Aquí surge un dilema que ha sido, quizás, la parte más difícil de la iniciativa: compatibilizar el abastecimiento de gas natural, la generación con otros combustibles y asegurar el suministro mediante inversiones en el sector en gas natural licuado u otros combustibles, que son más caros, para los próximos tres, cuatro o cinco años, a fin de que el fantasma del gas argentino no se traduzca en la paralización del desarrollo del país. Todos los sectores de la economía se relacionan con el abastecimiento eléctrico y si en ello tenemos debilidad, le estaremos poniendo un freno al crecimiento del país y, con ello, anunciando que no hay posibilidades de generar más empleos, ni de crecer, ni de dar respuesta efectiva a los chilenos. 


Durante la votación del proyecto en la Comisión, me abstuve en el artículo que se refiere a limitar las importaciones de gas natural. Ésa es una medida de seguridad transitoria -llamo a los colegas a entenderla- que permitirá garantizar cualquier inversión que se realice en el país. Entiendo que haya argumentos en contra, porque es una verdadera intromisión en el sistema de mercado, una decisión dura, difícil, pero que permitirá garantizar el abastecimiento, tener inversiones en el sector eléctrico y, lo más importante, que no se “arranque” el precio final al usuario, que es la preocupación que debemos tener. Si el día de mañana no hay abastecimiento, el recurso será cada día más caro, y no podemos olvidar eso. 

 
Por lo expuesto, anuncio mi voto favorable al proyecto, pues apunta en la dirección correcta. Recibimos muchas recomendaciones, pero ellas deben dar respuesta a la realidad que vive el país. 


Los artículos transitorios del proyecto son absolutamente necesarios para ayudar a muchas empresas de la región de Magallanes. Al respecto, es necesario aprobar una indicación presentada a última hora, la cual constituye una respuesta efectiva a la demanda de los parlamentarios que estamos preocupados del proyecto y de este sector. La votaré favorablemente porque su floreciente industria -gran exportadora de un producto del metanol- da trabajo a muchos chilenos, por el cual necesita nuestro apoyo.


He dicho.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Tiene la palabra el diputado Francisco Encina.

El señor ENCINA.- Señor Presidente, la bancada del Partido Socialista apoyará este proyecto, porque, en nuestra opinión, da respuesta a un fenómeno que el país está viviendo con mucha angustia: la crisis del gas argentino, que, sin duda, llegó para quedarse, por lo que hay que mirar hacia el futuro. Todo indica que es necesario diversificar nuestra matriz energética. El sistema funcionaba basado, fundamentalmente, en el gas natural, de manera que todas las centrales planificadas para el futuro cercano operarían con gas argentino.


Siempre se dice que todas las cosas funcionan bien en torno al mercado. Sin embargo, aquí se demuestra que realmente no es así y que muchas veces la intervención del Estado o de iniciativas como ésta son tremendamente necesarias. En este caso, se ha producido un desfase y una diferencia en los contratos de venta de energía que se estaban celebrando entre productores y consumidores, basados en el gas natural argentino. Obviamente, al no existir gas, la producción de energía sube mucho esos contratos entre los clientes libres, los cuales deberán estar regulados por un sistema que tendrán que concordar entre ellos, porque, en definitiva, estaban determinando todo el resto del accionar de la matriz energética chilena, lo que se reflejaba en forma dramática en la inexistencia de proyectos de inversión. En el Sistema Interconectado Central o en el Sistema Interconectado del Norte Grande no había inversiones, por el precio que tendría la venta de energía. Eso se soluciona precisamente con este proyecto.


La iniciativa incentivará la inversión en generación en nuestro país, fundamentalmente, porque apunta a contratos de largo plazo, en los cuales se respete el precio por un período determinado, lo que nadie aseguraba con la ley vigente. 


En la Comisión de Minería y Energía se introdujeron las modificaciones necesarias para diversificar la matriz, a fin de que seamos capaces de producir electricidad con otro tipo de energía y no sólo con gas natural, que era el más barato. Esta iniciativa permitirá la generación con carbón, con gas natural y licuado, con energía geotérmica, eólica y, por supuesto, hídrica, que, sin duda, es la gran vocación de Chile. En definitiva, hay que mirar hacia ese horizonte.


El proyecto consigue ese propósito de manera bastante acotada al permitir que los contratos se celebren con un 20 por ciento más del precio de nudo hasta el año 2010 y, si es necesario, con un 15 por ciento más con la autorización del consejo de ministros de la Comisión de Energía. El proyecto está orientado al mercado regulado, cuya particularidad es que todo el costo se transmite al precio. Por ello, el Estado debe intervenir, porque si todos los costos se traspasan al cliente regulado, al pequeño consumidor domiciliario, el distribuidor no tendrá ningún interés en comprar energía más barata. Entonces, es necesario un proyecto de este tipo, porque entrega una señal clara al mercado para que invierta en generación.


Hemos solicitado al Ejecutivo que nos aclare qué significa esta medida para los pequeños consumidores, ya que los grandes clientes, como Codelco, las empresas mineras y otras industrias, transan sus precios con los generadores de la forma más conveniente para ambos. Pero el cliente regulado, la señora que recibe su cuenta todos los meses en su casa, debe ser resguardada. Si todo se va a transmitir al precio, debe haber un límite y éste lo establece el proyecto. Según los especialistas, generar electricidad en Chile será más caro y eso se transmitirá al cliente final regulado, pero las alzas no superarán el 8 ó 10 por ciento, porque sólo se transmite una parte del cobro a la cuenta final. La iniciativa -reitero- protege a los clientes regulados; aunque la energía será más cara, será el ente regulador quien fije este precio. Esperamos que exista un subsidio para el consumo de electricidad para la población más pobre.


Otro aspecto importante del proyecto es la modificación de la composición del Cdec. La participación mayoritaria de los actores del sistema permitirá una mayor actuación de este organismo y un mayor financiamiento. Debería darse la posibilidad de que los clientes participaran en los centros de despacho económico de carga, tal como ocurre en otros países.


Esta iniciativa posibilita la existencia de un proyecto de gas natural licuado, conocido como 85/15, que tanto se ha discutido, que al igual que en Francia y España, limita la importación de gas desde un solo país. Es fundamental aprobar la relación de 85/15 establecida en el proyecto, dejando fuera a las zonas que producen gas natural, como es el caso de la Duodécima Región, porque ello no sólo nos va a permitir tener la posibilidad de traer gas natural licuado, que es un commodity de los mercados internacionales, sino también que en el futuro se importe gas natural desde Perú e, incluso, desde Bolivia. Pero, no sólo está la posibilidad de importar gas desde otros países, ya que, en nuestra opinión, el mercado argentino se irá cerrando cada vez más, sino, además, que el precio final del gas natural sea menor sin la presencia de una planta de gas natural licuado, como lo ha propuesto el Ejecutivo. Hay que recordar que una variación en centavos de dólar significa miles de millones de dólares en el largo plazo. Por eso, la regulación parte de la base de tener un elemento alternativo. Por eso, el Gobierno le ha encargado a la Empresa Nacional del Petróleo la tarea de invertir en una planta de gasificación del gas natural licuado. Vamos a apoyar esta propuesta del Ejecutivo.


El proyecto apunta a solucionar el problema de la inversión en generación con miras al año 2010, porque los proyectos más cortos en generación duran 3 ó 4 años. Incluso, hoy tenemos un problema serio, porque no se ha anunciado la construcción de ninguna central. Sin embargo, bastó que se discutiera esta iniciativa en el Congreso para que aparecieran anuncios de diversas empresas manifestando su intención de invertir en generadoras hidroeléctricas, eólicas, a gas natural licuado o a carbón.


Considero que el proyecto tiene tremenda importancia, porque su aprobación impedirá que en los próximos años se apague la luz en nuestro país y, además, permitirá que se diversifique nuestra matriz energética, objetivo al que debe tender todo país que, como el nuestro, se ve en la obligación de importar combustibles. En concreto, se abre la posibilidad de traer gas natural licuado, que es más caro que el que se importa en estado natural desde Argentina, pero tendremos que acostumbrarnos a ello y desarrollar otras alternativas energéticas, como las que mencioné.


Señor Presidente, le cedo un minuto de mi tiempo al diputado Pedro Muñoz para que se refiera a una indicación, de la que es autor, que fue recogida por el Ejecutivo.


He dicho.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Lamentablemente, señor diputado, no le queda tiempo, pero veré la forma para que el diputado señor Muñoz pueda intervenir más adelante.


Tiene la palabra el diputado señor Cristian Leay.


El señor LEAY.- Señor Presidente, quiero detenerme en un punto bien específico de esta iniciativa que me correspondió informar, dado que, en general, se trata de un excelente proyecto que entrega señales claras a los inversionistas en materia eléctrica.


En todo caso, este proyecto es consecuencia de las restricciones a las importaciones de gas natural desde Argentina, que han ocasionado muchos efectos negativos en el país.


En materia de generación eléctrica, dichas restricciones han ocasionado varios problemas. Por ejemplo, que tocara techo la política de aumentar la generación sobre la base de fuentes hidráulicas y de gas natural en reemplazo de fuentes más contaminantes, como el carbón. Esto nos obliga a legislar para que en el futuro se genere electricidad sobre la base de combustibles más caros.


El segundo efecto de las restricciones es que los chilenos vamos a pagar más caro por la electricidad. Hay que decirlo.


Un tercer efecto consiste en que hoy los sistemas interconectados, fundamentalmente el central y el del norte grande, tienen serios problemas de ajuste, de capacidad de generación de energía eléctrica. Por lo tanto, en el futuro no sólo vamos a pagar precios más caros por la energía, sino que también correremos el riesgo -Dios así no lo quiera, todo va a depender de cómo se presente el año en materia de lluvias- de que se produzcan cortes de electricidad si el año hidrológico es más seco que lo esperado, porque son situaciones que, lamentablemente, no podemos manejar.


Ésas son las consecuencias negativas de las restricciones en las importaciones de gas natural en materia de generación eléctrica.


El proyecto, vistos estos antecedentes y la escasez de gas, constituye una muy buena respuesta para los inversionistas y una buena señal para que se realicen inversiones en generación de energía eléctrica sobre la base de nuevos combustibles, como el gas natural licuado, el carbón u otras fuentes, de manera que garanticen el abastecimiento de energía eléctrica en cantidad suficiente, de acuerdo con la demanda que existe en el país, que es del orden del 7 por ciento.


El proyecto, en la etapa de transición, con el mejoramiento de las bandas, dada la estrecha capacidad de generación que tenemos, posibilita colocar turbinas y otras situaciones que nos permitan enfrentar de mejor modo el período 2005-2009. Por lo tanto, veo que en su conjunto da una muy buena respuesta. 


No obstante, a pesar de que nuestras autoridades le han bajado el perfil al tema del gas diciendo que es un problema menor, ya estamos sufriendo las consecuencias de la crisis del gas con Argentina, lo que se traduce en tener hoy un sistema sumamente estrecho y en que debemos legislar -como lo estamos haciendo- para cambiar nuestra matriz energética por combustibles más caros, lo que repercutirá en las cuentas de todos los chilenos. 


Me referiré a un punto que aun cuando no es el más importante, se ha debatido un poco más, que es la famosa cuota de gas, que es un apéndice del proyecto, no su esencia. En la Comisión de Minería hemos logrado consenso y hemos mejorado el proyecto del Ejecutivo, pero sigue pendiente el tema de la cuota de gas. 


Nosotros nos hemos manifestado contrarios a ese punto porque lo consideramos irrelevante para el proyecto. Los propios actores que van a participar en el proyecto de gas natural licuado, representantes de empresas como Metrogas y Endesa, señalaron en la Comisión que era absolutamente irrelevante que estuviera o no esta cuota, que el proyecto de GNL -referido a una planta de gas natural licuado- se va a hacer de todas manera, por lo tanto es irrelevante colocar una cuota y es una pésima señal económica. ¿Por qué el país tiene que renunciar en forma permanente a un insumo que en condiciones normales es más barato? ¿Cuál es la lógica? 


Las señales económicas ya las tiene. Estamos claros en que no hay mayor generación con gas. De hecho, las autoridades argentinas no dan permiso para exportar una mayor cuota de gas. Por lo tanto, en este proyecto estamos dando todas las señales para diversificar nuevamente nuestra matriz energética. Pero si el día de mañana o en diez o doce años más, en condiciones normales, podemos tener nuevamente gas natural en el país, con todos los beneficios que trajo, no sólo para generación barata, sino también en temas ambientales, en aspectos positivos para el país, ¿le vamos a decir que no? 


La lógica del Gobierno ha consistido en colocar una cuota para hacer viable el proyecto de gas natural licuado, pero creo que es una señal económica equivocada. 


No me parece correcto distorsionar el mercado introduciendo este tipo de medidas, más aún cuando las propias empresas han dicho que es innecesario, que el proyecto de gas natural licuado va sí o sí. Por lo tanto, considero que introducir este tipo de distorsiones no va en el camino correcto. 


Paso a un tema más de fondo. Hemos sido muy críticos a la actitud del gobierno argentino, al incumplimiento y violación de los protocolos, pero una medida de esta naturaleza implica actuar igual como lo han hecho los argentinos, ya que significa desconocer nuestro propio protocolo, en que no hay discriminación de mercado. Bueno, aquí actuamos igual. Incluso, hay elementos que, al parecer, el Gobierno siempre ha descartado; lo que considero un error. Me ha parecido bien el diálogo, aunque ha sido un monólogo argentino; pero es importante seguir con él, a fin de tratar de normalizar la situación del gas. Sin embargo, nunca debiéramos descartar la posibilidad de recurrir mañana a algún organismo internacional, como la OMC u otros, con el fin de hacer valer lo que establecen los protocolos. Con este tipo de medidas, sin lugar a dudas, nos vamos a quedar sin la posibilidad de hacerlo; además, estaríamos actuando igual que Argentina y que tanto hemos criticado.


De manera que este aspecto es menor, porque el proyecto que estamos discutiendo es tremendamente importante para solucionar la crisis generada por las restricciones de gas argentino; estamos dando una señal coherente de mercado para incentivar efectivamente las inversiones que se requieren. Por eso, poner este tipo de restricciones, como dije, puede resultar incoherente e innecesario para su futura materialización. Y digo que sería necesaria porque también estaríamos, de una u otra manera, renunciando a lo que pasará en el futuro. Esperamos -Dios así lo quiera- poder contar nuevamente con gas natural a un precio bajo, por cuanto ello ayudará a nuestro proceso productivo, a nuestra generación eléctrica, a descontaminar las ciudades, a nuestra economía y a preservar la salud de las personas. Así ocurrió durante los años que contamos con nuestro propio gas natural y, por eso, es un error establecer restricciones.


Por lo tanto, nuestra bancada votará favorablemente todo el articulado del proyecto. Y si el Gobierno insiste en mantener la indicación que incluye el artículo rechazado por la Comisión, la votaría en contra, por considerar que es una medida innecesaria, pues no apunta en la dirección correcta.


He dicho.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Antonio Leal.


El señor LEAL.- Señor Presidente, me alegra saber que la única diferencia que tengo con mi amigo Cristián Leay es el 85/15, lo que demuestra que hemos trabajado un proyecto de consenso muy importante.


Tal como lo indica su nombre, esta iniciativa del Ejecutivo busca modificar el marco normativo que rige para el sector eléctrico, con la finalidad de otorgar mayor certidumbre al proceso de inversión y, a la vez, permitir mayor participación de los actores en la administración de la demanda eléctrica, de modo de enfrentar mejor las contingencias que se puedan presentar en el sector. En definitiva, se trata de construir un sistema de generación eléctrica más seguro y sin problemas de suministro.


Lo anterior, se deriva de los problemas de abastecimiento del mercado argentino, y, al respecto, quiero reiterar un dato. 


Creo que no podemos mirar de manera negativa la experiencia vivida con el abastecimiento de gas argentino, porque en los siete años que lo hemos utilizado como insumo privilegiado el país ha ahorrado más de 3 mil millones de dólares. Éste es un dato muy relevante y debemos estar abiertos a la posibilidad de seguir usándolo, aun cuando, probablemente, durante el invierno, tendremos un recorte de las exportaciones equivalente al 40 ó 50 por ciento de los millones de metros cúbicos que hoy utiliza la industria energética.


Cuando hablamos de los objetivos de la política energética -a los cuales se ha referido el ministro-, nos interesa, en primer lugar, que haya un alto nivel de seguridad en el abastecimiento. Por eso somos partidarios de continuar profundizando en la política de los gobiernos de la Concertación, que es la diversificación de nuestra matriz energética.


Ahora, como es evidente que no vamos a tener gas natural barato ni un abastecimiento regular, es necesario buscar nuevas alternativas, teniendo presente que un país que está creciendo al 6 por ciento requiere, más o menos, 500 megavatios anuales, nuevos, lo que implica inversiones muy diversificadas en centrales de ciclo combinado, hidroeléctricas y geotérmicas, a lo cual nos hemos abierto definitivamente y, al mismo tiempo, a la utilización de combustibles baratos y diversos.


Lo que ha pesado en el debate de este proyecto es la necesidad de introducir incentivos a las inversiones, los que se han materializado con la fijación de un precio del nudo más permanente en el tiempo -acotado por el ministro en la última sesión de la Comisión y en la propuesta definitiva del Ejecutivo- con el 20 más 15. Destacaré los aspectos relevantes.


En primer lugar, si el monto de inversión con gas natural argentino es de 450 mil dólares por megavatio instalado y el costo de operación de 1,9 dólares por millón de BTU, con el carbón esto se eleva a 900 mil y 3, respectivamente, y con el gas natural licuado, entre 3,5 y 4,5 dólares por millón de BTU. Es decir, el valor del combustible experimenta un crecimiento muy notable y, por tanto, esto debe pesar al momento de establecer incentivos para invertir en la generación de energía eléctrica en el país.


En segundo lugar, uno de los objetivos del proyecto apunta a proponer nuevos mecanismos para enfrentar contingencias eléctricas.


En tercer lugar, el fortalecimiento normativo tendiente a prevenir riesgos de abastecimiento.


En cuarto lugar, la especificación de caso fortuito o de fuerza mayor, por contingencia del suministro de gas. Creo que estamos dando un paso adelante muy importante al introducir esta situación.


En quinto lugar, el mecanismo de diversificación de importaciones de gas natural. En este sentido, si hacemos una comparación con otros sistemas de generación existentes en el mundo, podremos ver que en los casos de España, Italia, Singapur y otros países siempre se fija un límite a la importación de un solo combustible desde un solo mercado. Probablemente, para los españoles sería muy conveniente importar todo el combustible desde Argelia; sin embargo, su legislación establece un límite del 60 por ciento. Lo mismo se ha hecho en Italia, en Singapur y en otros países, porque se trata de dar una señal en cuanto a que, por barato que sea determinado combustible, el sistema energético nacional y la generación de energía no se concentra en un solo combustible ni en un solo proveedor. Es muy importante dejarlo establecido así.


En sexto lugar, el mecanismo transitorio para incentivar contratos de abastecimiento a distribuidoras que actualmente carecen de ellos.


En séptimo lugar, la delegación de facultades para introducir las modificaciones y adecuaciones al régimen de precios que derivan de esta ley.


En octavo lugar, la composición de los centros de despacho económico de carga. Nos habría gustado que este proyecto hubiera sido aún más explícito en lo que se refiere a determinar su composición, pues deberían estar representados todos los actores, como ocurre con el Camesa argentino y otros organismos que dirigen el sistema eléctrico. Hoy, en dichos organismos sólo tenemos a las tres generadoras, lo que no es bueno para la transparencia y el funcionamiento del sistema. Considero que deberían figurar también las distribuidores, las transmisoras, los clientes libres y los usuarios, a fin de garantizar que los órganos coordinadores de todo el funcionamiento eléctrico del país, como son los centros económicos de despacho de carga, reúnan a todos los actores que participan en el sistema.


Por último, tal como lo planteamos en la Comisión y al Presidente de la República, Ricardo Lagos, teniendo presente el carácter de este proyecto de ley, los mayores costos de los insumos e, incluso, los estímulos que estamos entregando a las inversiones, en algún momento vamos a tener un aumento del precio de nudo y de las tarifas de electricidad. Ahora, mi preocupación es que esta medida no afecte a los usuarios más pobres. Por eso, le propusimos al Presidente Lagos así como también en la Comisión -además ha sido acogido con simpatía por todos los sectores-, que se establezca un subsidio a la electricidad para las 700 mil familias más pobres del país, recurriendo al mismo mecanismo que hoy se aplica para subsidiar el agua potable a los pobladores de menos recursos. Me parece muy importante, sobre todo para nuestras regiones, establecer un subsidio a la electricidad que proteja a esos 700 mil chilenos, pues es a quienes más puede afectar el aumento del costo de la energía eléctrica.


Por eso, vuelvo a plantear aquí que hicimos llegar al Presidente de la República una fórmula que haga operable este mecanismo, para lo cual nos basamos en el utilizado para el agua potable. Esperamos que sea acogida por el Gobierno del Presidente Lagos, dado que estamos avanzando en crecientes estímulos que incentiven las inversiones en generación.


Señor Presidente, cedo al diputado Pedro Muñoz el resto de mi tiempo. 


He dicho.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Pedro Muñoz.


El señor MUÑOZ.- Agradezco al diputado Leal el tiempo que me ha cedido. 


Señor Presidente, sólo para expresar mi satisfacción por la acogida que el Ejecutivo dio, a través del ministro de Economía, señor Jorge Rodríguez, al planteamiento que le hicimos llegar conjuntamente con los diputados Álvarez y Encina, en el sentido de no hacer aplicable la disposición que restringía las importaciones de gas natural en la región de Magallanes. Tal como estaba redactada, constituía un grave riesgo para la región, ya que obligaba a los principales consumidores, como Methanex, y a las empresas suministradoras de energía eléctrica y gas domiciliario a satisfacer sus necesidades importando gas de, en caso de ser necesario, de países distintos de Argentina o, de ser posible, utilizando otros insumos, todo lo cual dificultaba o impedía su proceso productivo o subía los costos. 


En la práctica, el inciso que se agrega al artículo repuesto por el Ejecutivo exime a Magallanes de tal obligación, al permitirle que complete la proporción regional con su producción interna. .


Ahora bien, cualquiera que sea el destino de la restricción, sea que se mantenga el rechazo de la Comisión o, incluso, que se apruebe la nueva redacción propuesta por el Ejecutivo, la región de Magallanes no estará obligada a limitar sus importaciones de gas natural desde Argentina, en tanto mantenga su producción interna, lo que, según la Empresa Nacional del Petróleo, está asegurado.


He dicho.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Mario Bertolino.


El señor BERTOLINO.- Señor Presidente, estamos ante un proyecto que en lo grueso y medular mejora la forma de invertir en generación de energía eléctrica, evitando así que nuestro país sufra una crisis energética. Considero que el proyecto va en la línea correcta y en la Comisión de Minería y Energía se le introdujeron las modificaciones necesarias para mejorar su aplicación y evitar un déficit energético.


Sin embargo, quiero pedir votación separada para los artículos 99 ter, que se intercala por el número 6, y 2º.


El artículo 99 ter dice: “Todo cliente sometido a regulación de precio tiene derecho a recibir las compensaciones del artículo anterior, independientemente del origen de la obligación de abastecer a la concesionaria de servicio público de distribución por las empresas generadoras.”.


Pero este artículo se contrapone con el nuevo proyecto de ley, porque no van a existir distribuidoras sin contrato. De ahí la necesidad de rechazarlo y de incluirlo como un artículo transitorio, para lo cual presentaré la indicación correspondiente.


Asimismo, creo que es importante agregar una letra c) al artículo 1º transitorio, con el objeto de dejar claramente establecido que a los clientes no sometidos a regulación de precio y que hayan suscrito contrato con anterioridad al 31 de diciembre de 2003 no les será aplicable lo establecido en el artículo 2º de esta ley, el cual establece las calificaciones de caso fortuito o fuerza mayor. Lo planteo porque hay personas que suscribieron contratos respaldados en un protocolo que creían que se cumpliría, lo que desgraciadamente no ocurrió, razón por la cual efectuaron sus inversiones sin ser responsables de que después no se les entregara lo acordado. Por lo tanto, creo de justicia hacerlo de ahora en adelante.


Quiero hacer presente que votaré favorablemente las indicaciones presentadas, con excepción del artículo 3º, nuevo, mediante el cual se repone la exigencia que las importaciones de gas natural provenientes de un mismo país de origen no deberán ser superiores a una proporción equivalente al 85 por ciento. Dicha disposición me parece discriminatoria y atentatoria contra el libre comercio y la libre decisión de cada empresa para proveerse. Es más lógico exigir, como lo hace el proyecto, los resguardos necesarios, mediante la aplicación de las sanciones pertinentes si un proveedor no entrega la energía comprometida, que establecer limitaciones.


En ese sentido, es importante aclarar que en países de Europa -continente en el que las distancias son mucho más cortas y las disponibilidades de gas son mayores- tal vez es mucho más aplicable dicha restricción, pero en el nuestro, donde hasta este momento los únicos que están en condiciones de proveernos de gas son las naciones limítrofes, puede crear un problema de difícil solución.


Para quienes somos suspicaces y tenemos un mal presentimiento, nos parece ver en dicha disposición una protección y un incentivo para generar el establecimiento en el país de un consorcio o de una empresa que procese gas natural licuado, lo cual, a nuestro juicio, no procede definirlo en la ley, porque se nos estaría obligando a consumir un gas que será tres o cuatro veces más caro que otras posibles fuentes de abastecimiento que podríamos tener.


En consecuencia, votaré en contra del artículo 3º, nuevo.


He dicho.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Carlos Abel Jarpa.


El señor JARPA.- Señor Presidente, el objetivo del proyecto es asegurar energía sustentable, segura y económica para el país.


Quienes me han antecedido en el uso de la palabra han señalado la importancia de incrementar la matriz energética para mantener el crecimiento de nuestro desarrollo, la cual aumenta anualmente cincuenta por ciento más que la economía. Es decir, si crecemos en promedio 5 ó 6 por ciento, requerimos un incremento energético entre 7,5 y 9 por ciento.


Lo más grave es que para sustentar nuestra energía se requieren proyectos de producción cuyo período de latencia es de, aproximadamente, dos años, y su recuperación económica, de entre diez a quince años. 


La mejor demostración es que estamos inmersos en un mercado económico en el que felizmente la producción de gas argentino, según se ha informado, ha significado para nuestro país un ahorro de 4 mil a 6 mil millones de dólares. 


Sin embargo, como sabemos, nos encontramos con un fuerte racionamiento de gas en el sector industrial. Es importante recalcar que, a pesar de las restricciones, en 2004 Chile recibió más suministro que en 2003, pero aún es insuficiente para nuestras necesidades energéticas.


Como diputado radical, quiero resaltar el rol del Estado laico. Es decir, cómo podemos asegurar la libertad y las garantías que la comunidad requieren para abastecerse de los recursos básicos y necesarios a fin de tener una buena calidad de vida. Entre estos elementos, juega un papel importante la energía, fuente vital para sustentar el crecimiento. 


Por lo tanto, debemos lograr un gran pacto social sobre la materia. 


Este proyecto ha sido consensuado entre el Ejecutivo y la Comisión de Minería y Energía, con la excepción del artículo que regula la cantidad de gas. Apoyo los argumentos expresados por el señor ministro, porque apuntan en el sentido correcto y reafirman el rol que le corresponde al Estado.


Dado lo difícil y complejo que resulta el manejo del sistema económico, corresponde conciliar las tres características que debe reunir nuestra energía. Una, que sea lo menos contaminante posible -acorde con las políticas ambientales-; dos, segura, y la tercera, que asegure a la industria y a la comunidad que va a contar con ella y que no quedarán sujetas a racionamientos o al vaivén del suministro, porque ya estamos observando cambios en el mercado del petróleo y del gas. 


Y lo más importante: con este proyecto de ley va a haber una diversificación de los consumos energéticos.


Quiero destacar que en el distrito que represento, se acordó efectuar un estudio a fin de lograr lo antes posible energía geotérmica.


He dicho.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Manuel Rojas.


El señor ROJAS.- Señor Presidente, sobre la base de lo que se ha escuchado, hay consenso en aprobar el proyecto. Sin duda, no podría ser de otro modo, ya que frente a la crisis en materia energética no podemos permanecer pasivos, máxime si el país ha tenido una actitud existencialista al respecto y ha debido pasar, de golpe y porrazo, de la energía hídrica al gas.


Por lo tanto, la crisis, de una u otra forma, nos ha permitido aprender y aunar esfuerzos para sacar adelante este proyecto, cuyo fin es superar nuestras debilidades.


La crisis del gas nos ha enfrentado a desafíos fundamentales. Uno de ellos es dejar de depender de un país determinado en materia energética. Cabe preguntarse si nuestro Gobierno está por la integración energética en Latinoamérica. Queremos saber si existe la posibilidad de que el gas de Perú o de Bolivia sea viable en tal sentido para superar nuestras debilidades. 


Otro de los desafíos que plantea esta crisis se refiere a avanzar en el estudio del gas licuado como alternativa, de manera de acelerar el proceso y tener una respuesta en 2007 ó 2008 en cuanto a su accesibilidad.
También es conveniente que nuestra sociedad haga cambios culturales. En este sentido, el empresariado ha expresado que es menester optimizar el ahorro de combustible, incluso de producción.


Al respecto, cabe hacer un llamado de atención. Aunque comparto la preocupación del diputado Leal de beneficiar a quienes más lo necesitan, considero que la comunidad debe asumir un rol protagónico en la crisis energética y adoptar un cambio cultural, en el sentido de aprender a usar la energía en nuestros hogares para que los efectos de las crisis se puedan disminuir en el futuro.


Si bien comparto la idea de beneficiar a quienes más lo necesitan y otorgar un subsidio energético a las familias, ello debe hacerse no sólo pensando en los más pobres -esto lo quiero señalar responsablemente-, porque cuando se otorgó el subsidio al agua potable muchos de quienes lo obtuvieron no se preocuparon de cuidar su consumo, sino pensando también en quienes sean responsables y gasten menos energía, es decir, en aquellos que no tengan por costumbre tener encendido el televisor, el equipo de música y otros aparatos electrónicos al mismo tiempo. Sin duda, corresponde incentivar el cambio cultural y de conducta de los usuarios en esta materia.


Deben buscarse alternativas ciertas ante las nuevas tecnologías, como la geotermia, eólica, solar y otras.


Alguien preguntó cómo debe participar el Gobierno en este proceso. A mi juicio, debería otorgar incentivos para la exploración, de manera de encontrar una alternativa que propenda al desarrollo energético que tanto requiere nuestro país.


En relación con las disposiciones del proyecto, encuentro positivo que las licitaciones públicas de suministro sean abiertas, no discriminatorias y transparentes.


Asimismo, también encuentro positivo el inciso nuevo que se introduce en el número 11 del artículo 3º de la ley Nº 18.410, orgánica de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, porque responde al hecho de que en algún momento se excusó a algunas empresas por las faltas de seguridad y calidad de servicio provocadas por indisponibilidad de centrales. El proyecto va por la buena línea de buscar soluciones. 


Señor presidente, por su intermedio, quiero ceder la palabra al diputado Rodrigo Álvarez.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Por la vía de la interrupción, tiene la palabra el diputado Rodrigo Álvarez.


El señor ÁLVAREZ.- Señor Presidente, sin perjuicio de que los diputados de nuestra bancada, Cristián Leay y Manuel Rojas, expresaron nuestro apoyo a la mayoría de las disposiciones del proyecto, debido al trabajo consensuado que hubo en la Comisión de Minería, que preside el diputado señor Leay, en el que participó también el ministro de Economía, Jorge Rodríguez Grossi, quiero señalar aún nuestra preocupación por el artículo 3º. 


Retiramos una indicación porque entendemos, luego de conversaciones con representantes del ministerio, la visión sobre las políticas externa y energética que existe sobre la materia, pero sigue sin convencernos del todo el artículo 3º. Sólo soluciona parcialmente los problemas de mi región, Magallanes; es todavía una norma compleja de entender y requerimos algunas precisiones a su respecto. Creemos que en el Senado -lo hemos comentado con las autoridades de Gobierno-, a través de coordinar dichas políticas podremos llegar a una fórmula de acuerdo.


En lo demás, el proyecto nos parece bueno, pero -insito- tenemos una discrepancia de fondo con el artículo 3º. En general, presenta algunas complicaciones más genéricas, y, además, de acuerdo con el artículo 19 número 23 de la Constitución, es una disposición de quórum calificado. Por eso, hemos preferido votar en contra de él y en todo lo demás, hacemos nuestras las palabras de los diputados Manuel Rojas y Cristián Leay. 


He dicho.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Esteban Valenzuela.


El señor VALENZUELA.- Señor Presidente, imploro para que nuestra derecha, la Alianza por Chile, medite antes de la votación del proyecto, porque es extraordinariamente simple que asume la necesidad de traspasar a costo, para generar inversión, la variabilidad del precio de los combustibles. Estamos de acuerdo, se trata de ser modernos y entenderlo. Pero, la tozudez de la Alianza y su exceso de dogmatismo de no querer aprobar el artículo 3º, que permite que, a contar de 2010, pero también desde ahora, se lleven a cabo negociaciones para que Enap pueda generar, en consorcio con empresas privadas, un poder comprador de gas natural comprimido es, realmente, digna de antología.


He leído -por cultura general- a los máximos teóricos del neoliberalismo mundial, a von Hayek, a Friedman e, incluso, las columnas de Álvaro Bardon, en su utopía de que en el Estado no exista en nada, pero hasta ellos dicen que el Estado tiene que hacerse cargo, al menos, de la defensa del país, de ayudar, en su rol subsidiario, a que sobrevivan los más pobres, y la seguridad estratégica. Los mismos que cada vez que no opera algún servicio en el país piden apoyo estatal, despotrican contra las políticas del Estado, la falta de prevención, etcétera, hoy niegan un instrumento como éste 
-que se ha explicado una y otra vez-, que tienen todos los países capitalistas desarrollados y civilizados del mundo, cual es que el 15 por ciento de las compras de gas del país se realice a través del sistema del commodity disponible, con seguridad estratégica, en los mercados mundiales.


Existe irresponsabilidad, ignorancia y dogmatismo que no se compadece con las tareas nacionales. Somos diputados de la 



República y debemos proteger a Chile. Acá se dice que basta con que las empresas tomen los resguardos, pero vemos cómo las empresas, cuando tienen problemas, piden definiciones estatales, de país a país; vemos cómo se ha judicializado largamente cualquier multa a las empresas cuando no logran proveer la energía.


La experiencia comparada -el pragmatismo democrático de Dewey- nos dice que un país no debe depender de un gran suministro energético. Por tanto, vemos, con una pequeña esperanza, lo dicho por el diputado Álvarez en cuanto a que la UDI se abriría a solucionar esta omisión del proyecto en el Senado. Pero, esperamos que exista un sentido patriótico, que se dejen de lado los dogmatismos y que se vele por el interés nacional, en la consideración de ese pequeño e importante ajuste -respecto del cual conversábamos con el ministro Luis Sánchez Castellón- que, además, en el largo plazo ayudará a regular el precio del gas natural al existir un mercado competitivo de gas natural comprimido. Nos puede ayudar a corregir y moderar los precios de dicho mercado. Está archidicho que si hay suficiente suministro de gas, a contar del año 2010, 15 por ciento es un efecto bastante menor en el mercado global. 


Este sentido de seguridad estratégica que la patria reclama está en juego en la votación del artículo 3º.


Esperamos que la misma tradición democrática, nacionalista y de visión con que ha actuado la derecha chilena en otros proyectos, se traduzca respecto de este artículo en una votación sensata. Ojalá que en la Cámara de Diputados prime la sensatez y un sentido de país para aprobar este instrumento que también los militares, a propósito de seguridad, han recalcado en el sentido de que un país no puede depender de un solo suministro para su seguridad estratégica. Y lo que está haciendo el Gobierno, al facilitar esta inversión estratégica de la Empresa Nacional del Petróleo con el consorcio privado, apunta precisamente en dicha dirección.


Ojalá, seamos coherentes en esta votación.


He dicho.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Tiene la palabra el diputado señor Uriarte.


El señor URIARTE.- Señor Presidente, dejando de lado el análisis ciertamente interesante y la politología y entrando de lleno al proyecto de ley en discusión, nos encontramos finalmente frente a un buen proyecto que resuelve razonablemente los problemas de falta de inversión en el sector generación. Se trata -como se ha dicho- de un proyecto que, si bien es corto en términos de articulado, es extremadamente complejo, tanto por su contenido como por las repercusiones que tendrá en la economía nacional. Si hay generación o no la hay es demasiado importante al momento de medir el nivel de crecimiento de un país. El costo del crecimiento es distinto; incluso, si no hay generación, puede estancarse el crecimiento o, definitivamente, puede no haberlo. Por eso, es importante este proyecto.


Para los diputados que no hemos participado en su discusión en la Comisión de Minería y Energía nos queda muy claro, de la sola lectura del informe, que, en general, no hubo posturas contrarias, especialmente de los actores involucrados y, por qué no decirlo, nos queda claro que el proyecto ganó mucho después del debate en la Comisión.


Sin perjuicio de lo anterior, estimo que la iniciativa presenta facetas perfectibles todavía y en nada se desvirtúa el hecho de realizarla. Por el contrario, pueden contribuir a hacer de ella una gran iniciativa. Me refiero, concretamente al artículo 90 bis que otorga a los generadores facultades para que puedan convenir con los clientes regulados de las empresas distribuidoras, reducciones o aumentos temporales de sus consumos. A pesar de estar bien inspirada dicha disposición, en términos económicos, me parece que el artículo 90 bis introduce cambios en la operatoria del sector que ameritan un mejor análisis. Variables tan importantes como la competencia y la comercialización merecen un análisis más profundo y detallado acerca de la forma en que se pretende introducir el artículo propuesto.


Recordemos que la idea matriz del proyecto es dar señales económicas para que se hagan las inversiones en obras de generación. Sin embargo, con este artículo se hace algo distinto, cual es resolver un problema coyuntural. Y si tenemos confianza en el proyecto -esperamos que ocurra-, va a resolver un problema transitorio. 


Como legislador, me parece relevante y sano que se introduzca la competencia en cualquier mercado -conversamos al respecto con el director de la Comisión Nacional de Energía-, y, en particular, que esto se haga en el mercado eléctrico. Pero me parece relevante también que la forma en que se haga sea armónica, sensata, coherente y, sobre todo, completa. 


El artículo 90 bis da la impresión que surge como una solución coyuntural, y eso no es bueno. Antecedentes hay. No era diputado en esa época, pero conozco la discusión que se produjo con ocasión del establecimiento del artículo 99 bis, que también surgió como consecuencia de una coyuntura.


Esto lo decimos en general, porque vemos que se introducen conceptos de competencia y de comercialización que debieran formar parte de un proyecto de más largo aliento. Sin embargo, no vemos que aquí se cree un marco jurídico en el que se salvaguarde el adecuado equilibrio entre deberes y derechos de los actores involucrados. 


Es cierto, como dijo el director de la Comisión Nacional de Energía, que el inciso penúltimo del citado artículo 90 bis señala que los costos relacionados con la implementación del sistema de incentivos a reducciones o aumentos de consumo serán de cargo del generador, pero también es cierto que falta algo más: un marco jurídico que se haga cargo de problemas todavía no resueltos.


Me parece que una buena legislación debe ser armónica, y, en este caso, simétrica, condiciones que no se cumplen aparentemente en el texto en discusión. Este artículo producirá efectos patrimoniales adversos en un sector, los cuales no son debidamente compensados.


Además, no podemos dejar de señalar que el artículo 90 bis tiene su origen en una coyuntura transitoria que nadie puede discutir y que está determinada por un plazo, cual es diciembre de 2008, razón por la cual se hace evidente también que su aplicación no debiera ir más allá de ese período. El artículo 90 bis no surge para atraer más inversiones, motivo central del proyecto, sino para enfrentar la reducida oferta que se verificará durante un período transitorio, definido 
-reitero- hasta diciembre de 2008. Sin embargo, la norma propuesta no se hace cargo de ello. El articulado deja en forma permanente un mecanismo que se origina de un problema de carácter transitorio.


Por todo lo dicho, sin perjuicio de aprobar el texto en discusión, quiero dejar constancia de los temas señalados para que el Ejecutivo los recoja en el segundo trámite constitucional y pueda así perfeccionar el proyecto.


He dicho.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Por último, tiene la palabra el ministro de Economía, señor Jorge Rodríguez.


El señor RODRÍGUEZ (ministro de Economía y Energía).- Señor Presidente, agradezco y felicito a la Cámara de Diputados, porque la tramitación de este proyecto se ha llevado a cabo sobre la base de consensos, lo cual se refleja en el amplio apoyo que recibió en la Comisión y que espero reciba en la Sala.


Me referiré al tema que hoy ha causado mayor controversia, cual es la propuesta del Gobierno de que, a partir del año 2010 en adelante, la totalidad del abastecimiento de gas natural no provenga de un solo origen.


El presidente de la Comisión de Minería y Energía, diputado Cristián Leay, ha señalado que una o varias empresas habrían sostenido que este artículo es irrelevante. La verdad es que el Gobierno está convencido de que para las empresas privadas y para el mercado, en general, todos los temas que tengan que ver con nuestras relaciones diplomáticas son irrelevantes. Sin embargo, no pueden serlo para el Gobierno de Chile, cualquiera sea su tendencia política, ni para el Congreso Nacional.


Entendemos perfectamente bien que para las empresas generadoras pueda ser irrelevante la obligación de traer el 15 por ciento de gas desde otros mercados distintos al actual. Pero consideramos que para Chile no es irrelevante poder tener, al menos, dos o tres mercados de abastecimiento, de manera que, en el futuro, no vuelva a ocurrir lo que sucede hoy: que debido a que el mercado lo considera irrelevante, tengamos nuevamente, en cualquier momento, el ciento por ciento del abastecimiento de un artículo tan estratégico como el gas natural -nos vamos a demorar tres o más años en encontrar un buen sustituto- proveniente de un solo mercado.


Además, se señala que esta norma es vital para hacer viable el proyecto de gas natural licuado. Hace pocos días, el propio proyecto de gas natural licuado ha sido firmado por tres empresas -la Empresa Nacional del Petróleo, Endesa y Metrogas-, con lo cual dicho proyecto ya existe y no requiere de este artículo para ser viable. ¡Ya es viable! Y a partir del año 2008 ó 2009 vamos a tener gas licuado en Chile. Por lo tanto, este proyecto y el artículo aludido no buscan hacer viable la presencia de gas natural licuado en Chile porque -repito- ya lo es. Sin embargo la presencia o ausencia de este artículo en la ley nos permitirá tener gas natural licuado y, por consecuencia, gas natural desde Argentina o desde cualquier otro lugar a un precio más barato o más caro. Quisiera tomarme un minuto para explicar este punto. 


El diputado Mulet dio un ejemplo que se aplica exactamente igual a lo que quiero ilustrar. El gas natural que se nos vende en los domicilios y en los pequeños negocios, en Santiago y en la Quinta Región, no toma su precio del costo de importación del gas natural, sino del sustituto más barato equivalente a ese combustible, que es el gas licuado. Por lo tanto, el precio del gas natural entregado en nuestras casas es equivalente al del gas licuado, menos un porcentaje, de manera de hacerlo competitivo y conveniente al comprarlo.


En el caso del gas natural licuado, definitivamente éste va a fijarle el precio al gas natural que traigamos desde Argentina o desde cualquier otro país, por cuanto va a constituir, dentro del rubro de los gases naturales, el más alto en precio y, por lo tanto, el gas natural argentino tomará como referencia el gas natural licuado y lo venderá a ese precio menos algo. 


En consecuencia, la decisión de incorporar o no la obligación de que en el mercado del gas natural exista o no competencia va a determinar si los chilenos pagamos gas natural más caro o más barato. Más allá de cualquier tendencia política o ideológica, estamos por generar más competencia en el mercado -no menos-, por lo que los llamo a sumarse a esta política. 


El diputado Leay también se pregunta por qué distorsionar el mercado incorporando una cuota. ¿Acaso el mercado del gas natural no está ya suficientemente distorsionado? ¿Acaso estamos comprando gas natural de un mercado competitivo? ¿No estamos trayendo gas natural de un mercado que, por las razones que sean, está hoy intervenido por el Gobierno de la República Argentina y, por lo tanto, recibimos gas desde un mercado que no funciona competitivamente? En consecuencia, no estamos distorsionando el mercado del gas natural. Al contrario, estamos estableciendo una norma que va a ayudar a Chile. Y si el día de mañana volvemos a tener un problema como el actual, tendremos la alternativa de traer, desde otros mercados, el mismo combustible para salir adelante sin los costos que hoy estamos pagando.


¿Acaso el mercado argentino se mueve sólo con los precios? Todos sabemos que no es así. No son los precios los que manejan la oferta y la demanda, sino las regulaciones que se están estableciendo en el mercado argentino.


Por último, ¿acaso estamos cerrando el mercado argentino para el comercio de gas natural en el futuro? En absoluto, lo que señalamos es que a partir del año 2010 no deberemos depender ciento por ciento de un solo mercado; podremos tener el 85 por ciento de dependencia, lo cual significa que en una economía en expansión, y siempre y cuando el mercado argentino esté disponible para vendernos mucho más gas, Chile va a poder seguir trayendo mucho más de lo que trae hoy, pero respetando una norma que proteja al país de una situación como la presente, al asegurarle una parte importante de gas natural proveniente de otro mercado.


Por eso, invito a los señores diputados a superar diferencias de tipo partidista y apoyar decididamente una propuesta que va en beneficio del país.


He dicho.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Cerrado el debate.


El señor ORTIZ.- Señor Presidente, ¿sería posible suspender los tiempos de los proyectos de acuerdo y de Incidentes?


El señor ASCENCIO (Presidente).- ¿Habría acuerdo?


No hay acuerdo.


En votación general el proyecto de ley que modifica el marco normativo del sector eléctrico.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 104 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.


El señor ASCENCIO (Presidente).- Aprobado.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Alvarado, Álvarez-Salamanca, Álvarez, Allende (doña Isabel), Ascencio, Barros, Bauer, Bayo, Becker, Bertolino, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Cornejo, Correa, Cristi 
(doña María Angélica), Cubillos (doña Marcela), Delmastro, Díaz, Dittborn, Egaña, Encina, Errázuriz, Escalona, Espinoza, 
Forni, Galilea (don Pablo), Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel), García-Huidobro, González (doña Rosa), González (don Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Hales, Hernández, Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Jaramillo, Jarpa, Kast, 
Kuschel, Leal, Leay, Letelier (don Juan 
Pablo), Letelier (don Felipe), Longton, 
Longueira, Luksic, Martínez, Masferrer, Melero, Mella (doña María Eugenia), 
Molina, Montes, Mora, Moreira, Mulet, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Norambuena, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma, Paredes, Paya, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (don 
Ramón), Pérez (doña Lily), Pérez (don 
Víctor), Prieto, Quintana, Recondo, Riveros, Robles, Rojas, Rossi, Saffirio, Salaberry, Salas, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Tohá (doña Carolina), Tuma, Uriarte, Valenzuela, Varela, Vargas, Venegas, Vidal (doña Ximena), Vilches, Villouta, Von Mühlenbrock y Walker.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Por no haber sido objeto de indicaciones, se declaran aprobados reglamentariamente los artículos 1º, salvo su numeral 6, y 2º permanentes, y los artículos 2º, 3º, 5º y 6º transitorios.


En votación la indicación del diputado señor Bertolino, para trasladar, como nuevo artículo 3º bis transitorio, el artículo 99 ter, contenido en el número 6 del artículo 1º.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 29 votos; por la negativa, 67 votos. Hubo 2 abstenciones.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Rechazada.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca, Barros, Bauer, 
Bayo, Becker, Cornejo, Correa, Delmastro, Dittborn, Encina, Errázuriz, Forni, Galilea (don Pablo), Galilea (don José Antonio), Guzmán (doña Pía), Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Kuschel, Longton, Martínez, 
Moreira, Norambuena, Paya, Pérez (don Ramón), Pérez (doña Lily), Prieto, Ulloa, Vargas y Vilches.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Álvarez, Allende (doña Isabel), Ascencio, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Cristi (doña María Angélica), Cubillos (doña Marcela), Díaz, Egaña, Escalona, Espinoza, García-Huidobro, González (don Rodrigo), Hales, Hernández, Jaramillo, Jarpa, Jeame 
Barrueto, Kast, Leal, Leay, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Luksic, Melero, Mella (doña María Eugenia), 
Molina, Montes, Mora, Mulet, Muñoz (don 
Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, 
Ojeda, Olivares, Ortiz, Paredes, Pérez (don Aníbal), Pérez (don Víctor), Quintana, 
Riveros, Robles, Rojas, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salas, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Tohá 
(doña Carolina), Tuma, Valenzuela, Varela, Venegas, Vidal (doña Ximena), Villouta, Von Mühlenbrock y Walker.


-Se abstuvieron los diputados señores:

Alvarado y Longueira.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Corresponde votar indicación de su excelencia el Presidente de la República, que agrega un artículo 3º nuevo. Esta norma requiere para su aprobación del voto afirmativo de 58 señoras diputadas y señores diputados en ejercicio, por cuanto se trata de una materia propia de quórum calificado.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 59 votos; por la negativa, 45 votos. Hubo 2 abstenciones.


El señor ASCENCIO (Presidente).- Aprobada.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Allende (doña Isabel), Ascencio, Bayo, Becker, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Cardemil, Ceroni, Díaz, Encina, Escalona, Espinoza, González (don Rodrigo), Hales, Jaramillo, Jarpa, 
Jeame Barrueto, Leal, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Mella (doña María Eugenia), Montes, Mora, Mulet, 
Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma, 
Paredes, Pérez (don José), Pérez (don 
Aníbal), Quintana, Riveros, Robles, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salas, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Tohá (doña Carolina), Tuma, Valenzuela, Venegas, Vidal (doña Ximena), Vilches, Villouta y Walker.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Alvarado, Álvarez-Salamanca, Álvarez, Barros, Bauer, Bertolino, Correa, Cristi 
(doña María Angélica), Cubillos (doña 
Marcela), Delmastro, Dittborn, Egaña, 
Forni, Galilea (don Pablo), Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel), García-Huidobro, Guzmán (doña Pía), 
Hernández, Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Kast, Kuschel, Leay, Longton, Longueira, Martínez, Masferrer, Melero, Molina, Monckeberg, Moreira, Norambuena, Paya, Pérez (don Ramón), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), Prieto, Recondo, Rojas, 
Salaberry, Ulloa, Uriarte, Varela y Von Mühlenbrock.


-Se abstuvieron los diputados señores:

Errázuriz y Luksic.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
En votación indicación de su excelencia el Presidente de la República al artículo 1º transitorio.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa 106 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.


El señor ASCENCIO (Presidente).- Aprobada.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Alvarado, Álvarez-Salamanca, Álvarez, Allende (doña Isabel), Ascencio, Barros, Bauer, Bayo, Becker, Bertolino, Burgos, Caraball (doña Eliana), Cardemil, Ceroni, Correa, Cristi (doña 
María Angélica), Cubillos (doña Marcela), Delmastro, Díaz, Dittborn, Egaña, Encina, Errázuriz, Escalona, Espinoza, Forni, 
Galilea (don Pablo), Galilea (don José 
Antonio), García (don René Manuel), 
García-Huidobro, González (doña Rosa), González (don Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Hales, Hernández, Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Jaramillo, Jarpa, Jeame 
Barrueto, Kast, Kuschel, Leal, Leay, 
Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don 
Felipe), Longueira, Luksic, Martínez, 
Masferrer, Melero, Mella (doña María 
Eugenia), Molina, Monckeberg, Montes, Mora, Moreira, Mulet, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, 
Norambuena, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma, Paredes, Paya, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (don Ramón), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), Prieto, Quintana, Recondo, Riveros, Robles, Rojas, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salaberry, Salas, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Tohá (doña Carolina), Tuma, Ulloa, Uriarte, Valenzuela, Varela, Vargas, 
Venegas, Vidal (doña Ximena), Vilches, Villouta, Von Mühlenbrock y Walker.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
El señor Secretario va a dar lectura a la indicación del diputado señor Bertolino para agregar una nueva letra c) al artículo 1º transitorio.


El señor LOYOLA (Secretario).- 
Indicación del diputado Bertolino para agre-



gar la siguiente letra c) al artículo 1º transitorio: “En el caso de los clientes no sometidos a regulación de precios, que hayan suscrito contratos con anterioridad al 1 de abril de 2004, no les será aplicable lo establecido en el artículo 2º de esta ley”.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
En votación la indicación del diputado señor Bertolino.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 17 votos; por la negativa, 69 votos. Hubo 4 abstenciones.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Rechazada.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca, Bauer, Bertolino, Bustos, Delmastro, Errázuriz, Galilea (don Pablo), Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel), Guzmán (doña Pía), Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Kuschel, Martínez, Monckeberg, Ulloa y Vargas.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Allende (doña Isabel), Ascencio, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Cornejo, Cristi (doña María Angélica), 
Cubillos (doña Marcela), Díaz, Dittborn, Encina, Ecalona, Espinoza, González (don Rodrigo), Hales, Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Leal, Leay, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Longueira, Luksic, Masferrer, Melero, Mella (doña María Eugenia), Molina, Montes, Mora, Mulet, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Norambuena, Ojeda, Olivares, Ortiz, Paredes, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (don Víctor), Quintana, Riveros, Robles, Rojas, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, 
Salaberry, Salas, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Tohá (doña Carolina), Tuma, Uriarte, Valenzuela, Varela, Venegas, Vidal (doña Ximena), Villouta, Von Mühlenbrock y Walker.


-Se abstuvieron los diputados señores:

Alvarado, Álvarez, Barros y Burgos.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
En votación indicación de su excelencia el Presidente de la República para sustituir el artículo 4º transitorio.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 103 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.


El señor ASCENCIO (Presidente).- Aprobada.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Alvarado, Álvarez-Salamanca, Álvarez, Allende (doña Isabel), Ascencio, Barros, Bauer, Bayo, Bertolino, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Cardemil, Ceroni, Cornejo, Correa, Cristi (doña María Angélica), Cubillos (doña 
Marcela), Delmastro, Díaz, Dittborn, Egaña, Encina, Errázuriz, Escalona, Espinoza, 
Forni, Galilea (don Pablo), Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel), García-Huidobro, González (doña Rosa), González (don Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Hales, Hernández, Hidalgo, Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Kast, Kuschel, Leal, Leay, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Longueira, Luksic, Martínez, Masferrer, Melero, Mella (doña María 
Eugenia), Monckeberg, Montes, Moreira, Mulet, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Norambuena, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma, Paredes, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (don 
Ramón), Pérez (doña Lily), Pérez (don 
Víctor), Prieto, Quintana, Recondo, Riveros, Robles, Rojas, Rossi, Saa (doña María 
Antonieta), Saffirio, Salaberry, Salas, 
Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña 
Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Tohá (doña Carolina), Tuma, Ulloa, Uriarte, Valenzuela, Varela, Vargas, 
Venegas, Vidal (doña Ximena), Vilches, Villouta, Von Mühlenbrock y Walker.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
En votación la indicación de su excelencia el Presidente de la República para agregar un artículo 7º transitorio, nuevo.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 103 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.


El señor ASCENCIO (Presidente).- Aprobada.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló, Alvarado, Álvarez-Salamanca, Álvarez, Allende (doña Isabel), Ascencio, Barros, Bauer, Bayo, Bertolino, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Cardemil, Ceroni, Cornejo, Correa, Cristi (doña María Angélica), Cubillos (doña Marcela), 
Delmastro, Díaz, Dittborn, Egaña, Encina, Errázuriz, Escalona, Espinoza, Forni, 
Galilea (don Pablo), Galilea (don José 
Antonio), García (don René Manuel), 
García-Huidobro, González (doña Rosa), González (don Rodrigo), Guzmán (doña Pía), Hales, Hernández, Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Jaramillo, Jarpa, Jeame 
Barrueto, Kast, Kuschel, Leal, Leay, 
Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don 
Felipe), Longueira, Luksic, Martínez, 
Masferrer, Melero, Mella (doña María 
Eugenia), Monckeberg, Montes, Mora, 
Moreira, Mulet, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma, Paredes, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (don Ramón), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), 
Prieto, Quintana, Recondo, Riveros, Robles, Rojas, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salaberry, Salas, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Tohá (doña Carolina), Tuma, Ulloa, Uriarte, Valenzuela, Varela, Vargas, Venegas, Vidal (doña Ximena), Vilches, Villouta, Von 
Mühlenbrock y Walker.


El señor ASCENCIO (Presidente).- Aprobada.

En consecuencia, quedan aprobadas todas las normas que requerían quórum calificado para su aprobación.


Despachado el proyecto.

VI. PROYECTOS DE ACUERDO

INCORPORACIÓN DE LA DEPRESIÓN COMO ENFERMEDAD CUBIERTA POR LA LEY DE ACCIDENTES DEL TRABAJO. 
(Votación).


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Corresponde votar por última vez el proyecto de acuerdo Nº 548.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 20 votos; por la negativa, 1 voto. No hubo abstenciones. 


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Rechazado por falta de quórum.

CREACIÓN DE COMISIÓN INVESTIGADORA DE SUPUESTAS IRREGULARIDADES DE ORGANISMOS PÚBLICOS EN EL CONTROL DE EXTRACCIÓN Y PROCESAMIENTO DE ÁRIDOS.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
El señor Prosecretario dará lectura al siguiente proyecto de acuerdo.


El señor ÁLVAREZ (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo Nº 547, de los señores Sánchez, Uriarte, Tarud, Vilches, Venegas, Rojas, Delmastro, Navarro, Aguiló y Palma. 


“Considerando:

1.
Que, en el año 1999, se presenta a la Dirección General de Aguas una solicitud para que se apruebe un proyecto denominado “Saneamiento y Obras de Protección con Enrocados en el río Mapocho sector Aguas Abajo del Puente Rinconada de Maipú” a realizarse en la comuna de Maipú, provincia de Santiago, Región Metropolitana, por la empresa Áridos Maipú. Según consta, dicho proyecto fue aprobado por la Dirección General de Aguas en el mes de febrero del año 2000, según resolución Nº 131, de dicha repartición.

2.
Que, por su parte, la Comisión Regional del Medio Ambiente según resolución exenta Nº 170/2000, del 20 de abril de ese mismo año, resuelve aprobar la declaración de impacto ambiental y el addendum del proyecto de recuperación y mejoramiento de suelos mediante la actividad de extracción y procesamiento de áridos presentado por la empresa Áridos Maipú.

3.
Que, en nuestro concepto y para mejor entendimiento de este acuerdo, es preciso señalar que la resolución exenta Nº 170 de la Corema precisó que este organismo “está facultado para pronunciarse respecto de la factibilidad ambiental del proyecto, por lo cual, para que este proyecto pueda ejecutarse, necesariamente deberá cumplir con las normas vigentes y con todas las resoluciones que les sean aplicables y especialmente las de:


-Rigidizar o acorazar la bifurcación en la ribera en que se produce la participación del caudal pasante del caudal entrante al canal Esperanza Alto de Padre Hurtado.


-Realizar operaciones permanentes con maquinaria pesada, en forma rutinaria para asegurar que no se afecte el funcionamiento de la bocatoma de la referencia.


-Intervenir con maquinaria en caso de producirse emergencias que puedan dañar la Bocatoma.

4.
Que, sin perjuicio de las providencias y exigencias hechas por la autoridad administrativa a fin de que las faenas realizadas por la empresa Áricos Maipú no afectaría a los canalistas y regantes de la zona, ello sencillamente no se ha cumplid. Innumerables son las denuncias y presentaciones a cada uno de los organismos fiscales que norman o regulan las relaciones para el uso de las aguas según lo dispone nuestro ordenamiento jurídico en esta materia. A modo de ejemplo, los afectados han representado a la autoridad pertinente el no cumplimiento de lo ordenado en la resolución 170/2000 de la Corema y de la Resolución 131 de D.G.A., por parte de Áridos Maipú, desde el año 2001, siendo la última presentación la efectuada el 27 de septiembre del presente año, en la que los afectados denuncian la pérdida de cota y cauce de la bocatoma del canal La Esperanza Alto y comienzo de la sequía del Valle de Padre Hurtado con la consecuencial ruina económica y social de los 137 regantes pertenecientes a ese canal. Sin perjuicio de ello, queremos dejar establecido que son más de 50 presentaciones las que han realizado los afectados a los organismos respectivos sin tener respuesta en uno u otro sentido y, cuando se ha dictaminado algún tipo de medida, la empresa sencillamente no las ha efectuado.

5.
Que, es evidente que durante estos cuatro años de funcionamiento de la empresa Áridos Maipú, se ha provocado una catástrofe agrícola y ambiental aún no dimensionada. Junto con ello, la ineficacia y falta de servicio de los organismos públicos destinados a hacer cumplir la ley y la Constitución ha sido realmente lamentable, manteniendo un silencio inexplicable y dejando sus atribuciones de lado, perjudicando a los regantes y canalistas de manera injusta y contumaz, condenándolos como ya se ha dicho a la ruina ambiental y económica. Por lo señalado precedentemente y por la gran cantidad de información que poseemos, creemos que la Comisión de Recursos Naturales es el organismo pertinente para que investigue en profundidad las irregularidades señaladas y emita el informe respectivo.

6.
Que este grave atentado medioambiental, se produce también, en innumerables lugares de nuestro territorio lo que indica la urgencia de perfeccionar la legislación existente sobre la extracción de áridos.


La Cámara de Diputados acuerda:


Que la Comisión de Recursos Naturales y Medio Ambiente se constituya como investigadora para analizar, en un plazo no superior a 60 días, las supuestas irregularidades cometidas por la Corema Región Metropolitana, por la Dirección General de Aguas Región Metropolitana y en general, de todos los servicios públicos dotados de competencia en la materia, manifestadas en la inexplicable falta de medidas adoptadas en contra de los innumerables incumplimientos de la empresa Áridos Maipú en la ejecución de extracción y procesamiento de áridos, según lo dispuesto en las resoluciones exenta Nº 170/2000 y 131/2000 de la Corema y D.G.A. respectivamente, las cuales no han sido cumplidas por dicha empresa.



Del mismo modo, se autorice a la comisión de Recursos Naturales para que informe respecto al daño ambiental en la zona y a la magnitud del perjuicio económico ocasionado a los canalistas y regantes del sector”.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Para hablar a favor del proyecto, tiene la palabra el diputado señor Leopoldo Sánchez.

El señor SÁNCHEZ.- Señor Presidente, éste es el paradigma de las irregularidades que ocurren en las instituciones que no funcionan, desde la Municipalidad de Maipú hasta la Corema. 


En forma trasversal, varios diputados presentamos el proyecto, porque queremos analizar el tema de la extracción de áridos y la intervención ilegal de bienes de uso público, particularmente la intervención horrorosa del río Mapocho. Realmente es una situación gravísima, que queremos que la Comisión de Recursos Naturales, constituida en investigadora, se aboque a estudiar y elaborar una propuesta de cómo deben manejarse y explotarse los áridos. 


No quiero insistir en los planteamientos del proyecto de acuerdo. Simplemente pido a los colegas que le den su aprobación, porque trata de una situación urgente sobre una gran cantidad de irregularidades que afecta a numerosas instituciones del ámbito municipal y público, a lo que es conveniente ponerle término.


He dicho.


El señor ASCENCIO (Presidente).- Ofrezco la palabra para hablar a favor del proyecto de acuerdo.


Ofrezco la palabra.


Ofrezco la palabra para impugnar el proyecto de acuerdo.


Ofrezco la palabra.


Cerrado el debate.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 28 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
No hay quórum.


Se va a repetir la votación.


En votación.


-Repetida la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 18 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.


El señor ASCENCIO (Presidente).- Nuevamente no hay quórum.


Se va a llamar a los señores diputados por cinco minutos.


-Transcurrido el tiempo reglamentario:


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 13 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
Por no haber alcanzado el quórum requerido, la votación del proyecto de acuerdo queda pendiente para la próxima sesión ordinaria.
VII. INCIDENTES

INCUMPLIMIENTO DE OBLIGACIONES DE EMPRESA PROVEEDORA DE ALIMENTOS PARA COLEGIOS Y JARDINES INFANTILES DE PRIMERA REGIÓN. Oficios.


El señor ASCENCIO (Presidente).- 
En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité Unión Demócrata Independiente.


Tiene la palabra el diputado señor 
Ramón Pérez.


El señor PÉREZ (don Ramón).- Señor Presidente, los colegios y jardines infantiles de la Primera Región se vieron afectados durante marzo por serias dificultades en la entrega de raciones alimenticias. Si bien la semana pasada la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas, Junaeb, solucionó en parte el problema, las consecuencias de esta situación subsisten. Lo anterior se debe a que la Junaeb llamó a licitación pública en 2004 para adjudicar la prestación de esos servicios por tres años a los colegios y jardines infantiles de la región. Ésta, dudosamente, fue adjudicada a la Distribuidora de Alimentos S.A, Dialsa, empresa que ha tenido problemas de incumplimiento de contrato en otras regiones y actualmente está a punto de declararse en quiebra. No entiendo cómo un organismo que llama a una licitación pública no considera esos antecedentes negativos, más aún cuando están involucrados recursos fiscales.


Tal es así que a los quince días de iniciado el programa, se empezaron a notar las deficiencias, lo que llevó a la Junaeb a caducar el contrato. Esa situación afectó, además de los miles de niños que diariamente reciben el apoyo alimenticio, a doce pequeños empresarios de Iquique y a otros tantos de Arica, que son proveedores de la empresa mencionada. También afecto a los trabajadores que desempeñaban labores en Dialsa empresa que se fue de la región sin pagar a los proveedores el costo de los insumos por un monto cercano a los 50 millones de pesos en Iquique y 35 millones de pesos en Arica.


El director nacional de la Junaeb me manifestó, en una entrevista telefónica, que el 31 de marzo se pagaría a la empresa Dialsa el décimo correspondiente a los días de operación, valor que alcanzaría para cancelar las deudas. Aún más, existe un mandato de Dialsa que autoriza pagar las deudas que haya contraído. Para una mayor seguridad, los acreedores interpusieron una medida precautoria de retención de dinero ante los tribunales, pero la Junaeb pagó el 28 y no el 31 de marzo, como correspondía.


Al tenor de los hechos denunciados, es evidente que aquí existe, además de un engaño, una grave situación de protección y encubrimiento en que ha incurrido la propia Junaeb.


Por lo anterior, solicito oficiar al director nacional de la Junaeb, con el objeto de que informe lo siguiente a la Cámara de Diputados:

1.
Las razones que tuvo para favorecer a la empresa Dialsa, considerando los negativos antecedentes previos que presentaba.

2.
Si existe boleta de garantía y si la Junaeb hará uso de ella, a fin de evitar mayores perjuicios a la institución.

3.
Por qué no se pagó a los proveedores del décimo correspondiente por los días que prestó servicios Dialsa, considerando que existe un mandato entre la Junaeb y Dialsa, que autoriza el pago de las deudas contraídas.


Asimismo, solicito hacer llegar copia de esta intervención al señor ministro de Educación.


He dicho.


La señora CARABALL, doña Eliana (Presidenta accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, a los cuales se adjuntará copia de su intervención, con la adhesión de los diputados señores Ulloa, Egaña y Rojas.

AUMENTO DE LA DELINCUENCIA EN PUERTO VARAS. Oficios.


La señora CARABALL, doña Eliana (Presidenta accidental).- Tiene la palabra el diputado Carlos Recondo.



El señor RECONDO.- Señora Presidenta, no cabe duda de que la delincuencia sigue estando entre las primeras preocupaciones de los chilenos, no sólo de quienes viven en las grandes ciudades, sino también de los que pertenecen a localidades más pequeñas.


Quiero referirme en particular a lo que sucede en la comuna de Puerto Varas, Décima Región, donde en las últimas semanas se han cometido varios asaltos, robos y otros delitos, que mantienen, al igual que en el resto del país, una sensación de inseguridad ciudadana que afecta gravemente a la comuna, en particular a los sectores más modestos. Como siempre sucede, lamentablemente, es precisamente en estos sectores, en los que residen las personas más pobres, donde la violencia y la delincuencia se instalan y provocan los peores efectos.


Es así como, hace sólo algunos días, en Puerto Varas fuimos testigos de un atraco perpetrado a las dos de la tarde por tres sujetos a una casa ubicada en pleno centro de la ciudad, quienes asaltaron y secuestraron a sus moradores a mano armada. Incluso secuestraron a una persona que acudió al lugar por el llamado de la alarma instalada en el inmueble, lo cual da cuenta del nivel de agresividad y audacia con que se realizan estos asaltos, que han llegado a todos los sectores de la sociedad.


Lamentablemente, son los sectores más desposeídos los más afectados, porque es precisamente en las poblaciones más populosas de Puerto Varas, especialmente en las ubicadas en Puerto Chico, como la Del Sur, Lago Llanquihue, Errázuriz, Alessandri, villa Las Cumbres, Pedro Aguirre Cerda y Pablo Neruda, entre otras, donde se ha ensañado la violencia juvenil, con la presencia de pandillas que, especialmente durante la noche, atemorizan a los pobladores.


No es mi intención estigmatizar a estos sectores poblacionales por radicarse en ellos 



la mayor violencia. Muy por el contrario, lo que pretendo transmitir es que precisamente en esos lugares se debe priorizar la defensa y protección de la gente, quienes por sí mismos tienen menos posibilidades de defenderse. La única reacción que les cabe es encerrarse a tempranas horas en sus casas y mantenerse prácticamente sin posibilidades de salir.


Esas pandillas operan habitualmente en los mismos lugares, como calle Palena, entre Puente y Diego Rosales, en la población Alessandri; calle Colón, entre Nicanor García y los Copihues, que incluye a las poblaciones Colón, Pablo Neruda y Pedro Aguirre Cerda; calle los Copihues, entre Los Claveles y Melinka. En fin, un sinnúmero de lugares donde las pandillas señorean durante la noche.


En consecuencia, se requiere la acción de Carabineros, para lo cual no sólo se requiere aumentar su dotación, pues se trata de una subcomisaría con sesenta carabineros, cuya jurisdicción incluye las comunas de Puerto Varas, Cochamó, Fresia, Frutillar y Llanquihue, sino también instalar un retén urbano en los sectores poblacionales que he mencionado, incluido el de Alerce, donde se han instalado alrededor de seis mil habitantes nuevos que no cuentan con ninguna presencia policial. Se debe proteger a la gente modesta que vive en esos sectores.


Por lo tanto, solicito que se oficie, con copia de mi intervención, al ministro del Interior, al general director de Carabineros y al intendente de la Décima Región para que estudien la posibilidad de instalar un nuevo retén urbano en Puerto Varas que brinde protección a quienes viven en las poblaciones mencionadas,.


He dicho.


La señora CARABALL, doña Eliana (Presidenta accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con copia de su intervención y con la adhesión de los diputados señores Andrés Egaña, Alejandro Navarro y Jorge Ulloa.

IRREGULARIDADES EN EMPRESA DE SERVICIOS SANITARIOS DEL BÍO-BÍO S.A. Oficios. 


La señora CARABALL, doña Eliana (Presidenta accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Andrés Egaña. 


El señor EGAÑA.- Señora Presidenta, en los últimos días hemos sido informados por la prensa local y nacional sobre graves irregularidades de la empresa sanitaria Essbío. Sería largo explicar la historia de su privatización, pero quisiera hacer un breve resumen. 


Es conocido por todos que existieron sectores a favor y en contra de la privatización de esta empresa sanitaria, pero, al final, se impuso la tesis del Gobierno y vendió el 43 por ciento de los recursos que tenía la Corfo en la empresa. 


El diario “El Sur”, de Concepción, de 27 de septiembre de 2000, señalaba lo siguiente: “El Presidente de la República, Ricardo Lagos Escobar, realizará hoy una corta visita a la ciudad. Se espera que en la oportunidad precise cuál será el aporte que hará Essbío a la región. La enajenación de un 42 por ciento de las acciones de la sanitaria significará ingresos al país por 280 millones de dólares, más o menos 154 mil millones de pesos”. 


En esa oportunidad se prometió que parte importante de esos recursos se emplearía en erradicar los campamentos de nuestra región. 


En esa época, según declaraciones del secretario técnico regional del programa Chile Barrios, don Eric Aedo, de los 291 campamentos catastrados en la región en 1996, 96 habían sido intervenidos y 14 se encontraban en etapa de egreso, quedando 212 campamentos por erradicar. 


Es así como el 18 de diciembre de 2002 se firma, con mucha solemnidad, un acuerdo entre el señor Mario Marcel, director de Presupuestos, y el intendente, en el que asignaban parte de los recursos a la región: no más de 32 mil millones de pesos, es decir, menos del 20 por ciento de una empresa que fue creada y administrada por nuestra región. 


Por tanto, pido oficiar a Chile Barrios para que indique cuál es el cumplimiento que se ha dado a la erradicación de los campamentos, cuyo anuncio fue hecho por el Presidente de la República y firmado por el intendente, porque de los 32 mil millones de pesos aún quedan por entregar 14 mil millones. Quiero saber si esos recursos se han aplicado en la erradicación de los campamentos. 


Pero la historia no termina aquí. Hemos sido informados de que, gracias a una investigación del Servicio de Impuestos Internos y de la Superintendencia de Valores y Seguros, se ha aplicado una multa a Essbío por un pago irregular realizado a Thames Water, llevándose la cifra de 2 mil 100 millones de pesos, que corresponde al 30 por ciento del total de las utilidades. 


Además, la Superintendencia de Servicios Sanitarios ha hecho la denuncia de que existen irregularidades respecto de la construcción de las plantas de aguas servidas.


¿Qué significa eso? Que todos en nuestra región estamos pagando más por el agua, por el alcantarillado y las aguas servidas, porque se aplicaron las tarifas con base a los valores que tuvieron las plantas.


Por lo tanto, estamos frente a una irregularidad manifiesta. Pero también hay una responsabilidad del Gobierno, porque de los siete directores, tres son nombrados por la Corfo, los que deben representar los intereses de todos los chilenos, en este caso, el 42 por ciento de esa propiedad.


No podemos aceptar que los directores de Essbío digan que nunca supieron de los pagos e irregularidades que ahí se estaban realizando. ¿Qué calidad de directores pueden ser, en representación de la Corfo y del Gobierno, si no supieron que en una empresa se realizó un pago de 2 mil 100 millones de pesos?


Por tanto, vamos a pedir que las irregularidades se investiguen a fondo, porque -como se dijo- ver cómo se dilapidan los recursos de todos los chilenos es una bofetada a los sectores postergados.


Pido que se oficie al presidente del Consejo del Sistema de Empresas Públicas, SEP, para que nos envíe el nombre de los directores que lo integran en representación del Gobierno, por cuanto hemos sabido que entre ellos hay ex intendentes y ex subsecretarios de Justicia, quienes han cometido esta irresponsabilidad.


He dicho.


La señora CARABALL, doña Eliana (Presidenta accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión del diputado Jorge Ulloa.

DEMORA EN CONSTRUCCIÓN DE INMUEBLE PARA PREFECTURA DE CARABINEROS DE TALCAHUANO. Oficios.


La señora CARABALL, doña Eliana (Presidenta accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Jorge Ulloa.


El señor ULLOA.- Señora Presidenta, desde mediados de 1990, en Talcahuano, hay un edificio muy grande y sin terminar, el cual comenzó a ser construido con recursos de privados, entre ellos, de la Compañía de Acero del Pacífico y de la Municipalidad de Talcahuano, que entregó el terreno donde se emplaza para que fuera destinado a la Prefectura de Carabineros y a una nueva comisaría que reemplaza a la actual 2ª Comisaría de Higueras. 


Se suponía que el edificio, ubicado en el centro de Talcahuano, iba a ser terminado de acuerdo a lo planificado, lo que permitiría contar con una dotación policial acorde con realmente las necesidades de nuestra comunidad.


¿Qué ocurrió? En 1999, el entonces candidato a la Presidencia de la República, don Ricardo Lagos Escobar, concurrió hasta Talcahuano y, en terreno -los medios de prensa así lo consignan-, confirmó no sólo la necesidad de que el edificio fuera terminado y destinado a Carabineros.


Pues bien, van a transcurrir más de 10 años y el edificio está terminado sólo en su primera etapa, la que ha sido habilitada para el funcionamiento de la prefectura, que es la que atiende los asuntos administrativos de Carabineros. Pero la parte que se refiere a la 2ª Comisaría es un “elefante blanco” que necesita con toda urgencia que todos empujemos para que se convierta en una realidad.


No podemos seguir dilapidando recursos fiscales y tener un edificio sólo terminado por fuera, pero que por dentro falta su habilitación completa.


Por tanto, solicito que se oficie al ministro del Interior y también, con mucho respeto, solicito recordar al Presidente de la República el compromiso que él asumió en Talcahuano con Carabineros, que espera que muy pronto se termine de construir dicho edificio para el bienestar de 300 mil habitantes de las comunas de Hualpén y Talcahuano, que requieren que sean cubiertas sus necesidades de protección policial.


He dicho.


La señora CARABALL, doña Eliana (Presidenta accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con copia de su intervención y la adhesión de los diputados señores Egaña y Navarro.

PRONUNCIAMIENTO DEL SERVICIO DE SALUD DE CONCEPCIÓN SOBRE NECESIDADES DEL HOSPITAL DE SANTA JUANA. Oficio.


La señora CARABALL, doña Eliana (Presidenta accidental).- En el tiempo del Comité Socialista y Radical, tiene la palabra el diputado señor Alejandro Navarro.


El señor NAVARRO.- Señora Presidenta, solicito se oficie al Servicio de Salud Concepción, a fin de que informe acerca de las causas por las cuales el proyecto de reposición del equipo de rayos X del Hospital de Santa Juana, cuyo monto asciende a 24 millones de pesos, no ha sido actualizado. Dicho centro hospitalario aún no cuenta con ese servicio y estamos empezando la temporada en la que las consultas broncopulmonares y enfermedades respiratorias obligan a un diagnóstico prematuro. El equipo de rayos X es fundamental para evitar a los pacientes desplazarse 45 kilómetros desde Santa Juana a Concepción.


El proyecto se encuentra RS en el Fondo Nacional de Desarrollo Regional. Sin embargo, ese proceso es larguísimo y, dado su bajo monto, puede ser asumido por el Servicio de Salud Concepción. De esa manera, se evitarían las derivaciones desde Santa Juana a Concepción, las que al final se terminan pagando con el mismo dinero, ya que el trabajo que no hace Santa Juana lo realiza después el hospital regional, el que aumenta su deuda, pues otorga ilimitadas prestaciones que no alcanzan a ser cubiertas con la devolución central. Por lo tanto, se requiere la reposición inmediata de dicho equipo.


Por otro lado, deseo señalar que el Hospital de Santa Juana cuenta con tres ambulancias, una de 1991, otra de 1996 y la última de 2003, ninguna de las cuales tiene tracción en las cuatro ruedas. Hay una camioneta con tracción en las cuatro ruedas, pero no es posible trasladar en ella a pacientes en delicado estado de salud. La dignidad de los habitantes de Santa Juana exige contar con un vehículo con tracción en las cuatro ruedas y todos los servicios incorporados, que sea capaz de llegar hasta los más apartados sectores, muchos de ellos inaccesibles durante el invierno.


El mencionado proyecto fue desarrollado por el hospital, razón por la cual pedimos al 



gobierno regional, en particular al Ministerio de Salud, disponer los fondos necesarios para la adquisición de una ambulancia con tracción en las cuatro ruedas, a fin de no marginar de la atención de salud a los pobladores de las zonas rurales.


También quiero manifestar que en Santa Juana existen tres médicos, más un médico general de zona, que presta servicios en todas las postas rurales de la segunda comuna más grande de la Octava Región, después de Santa Bárbara. Por lo tanto, en los hechos, el hospital queda con tres médicos. Además, cuando hay cursos de capacitación, que forman parte de los derechos de los médicos, se reducen a dos. Eso ocurrirá en abril, cuando la doctora Karen Messenger asista a una pasantía por dos meses. Si no hace uso de ese legítimo derecho, después de un año y medio lo pierde.


A lo anterior debemos agregar que las funciones directivas del jefe de servicio en algunas ocasiones lo obligan a ausentarse de la unidad médica. Aun cuando el contrato no lo obliga a hacer prestaciones, él las realiza. Sin embargo, en muchas ocasiones se termina con un solo médico en el hospital, quien debe efectuar tanto la ronda a los pacientes internos como las prestaciones normales.


El Servicio de Salud de Concepción debe reemplazar a los profesionales cuando, por motivos de perfeccionamiento u otros, abandonan su unidad, en muchos casos con autorización del propio servicio. No veo inconveniente en que los médicos sean reemplazados. Lo que sucede es que hoy se prohíbe hacerlo, porque se trata sólo de dos meses.


Solicito un pronunciamiento al Servicio de Salud de Concepción respecto de la normativa de reemplazo y a la Municipalidad de Santa Juana hacer un trueque para devolver al hospital al médico general de zona que sale a prestar servicio a las postas. El municipio puede contratar un médico y reemplazar al dentista que va a las postas rurales y atiende en precarias condiciones. El Hospital Santa Juana puede habilitar un segundo box dental que tiene magníficamente equipado y, por lo tanto, tener dos cirujanos dentistas en el hospital y un médico contratado por el municipio para atender en las postas rurales, de forma de dejar permanentemente cuatro médicos en el hospital.


Existe también allí un hogar de ancianos, en una vivienda de madera, que cobija a 18 pacientes, que se encuentra en precarias condiciones. El hospital ha presentado un proyecto de reposición de dicho hogar, de manera que no esperemos que ocurra una desgracia para responder a tiempo. Pedimos que se elabore un proyecto para reemplazar a la brevedad el hogar que alberga a los ancianos del hospital de Santa Juana.


He dicho.


La señora CARABALL, doña Eliana (Presidenta accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con copia de su intervención y la adhesión de los diputados señores Jorge Ulloa, Fidel Espinoza y de quien preside. 

AUMENTO DE DOTACIÓN DE CARABINEROS DE LA DÉCIMA REGIÓN. Oficios.


La señora CARABALL, doña Eliana (Presidenta accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Fidel Espinoza.


El señor ESPINOZA.- Señora Presidenta, solicito que se oficie al general director de Carabineros sobre varios problemas de seguridad ciudadana que aquejan a nuestra región.


El sábado recién pasado, a altas horas de la madrugada, fui despertado por un grupo de vecinos de la localidad Los Pellines, ubicada en la comuna de Llanquihue, donde vive gente esforzada de la clase media y de sectores populares, debido a las acciones de un grupo de adolescentes que provocan problemas en la población.


Desde hace más de un año los pobladores no pueden vivir tranquilos, como consecuencia de dichos desmanes, que se iniciaron con típicas jugarretas hasta altas horas de la madrugada, pero que con el transcurso del tiempo se transformaron en actos de delincuencia.


En esta época del año, los vecinos de Los Pellines no pueden salir de sus casas después de las 20 horas. Desde el punto de vista de la seguridad ciudadana, su situación es muy deprimente y de baja calidad de vida.


Por ello, pido que se oficie general director de Carabineros, con el objeto de que se adopten las medidas tendientes a dotar de mayor personal al retén ubicado en la mencionada localidad o buscar las alternativas que permitan solucionar el grave problema que aflige a sus pobladores.


Repito: no se trata de una situación coyuntural, pues se ha venido proyectando en el tiempo, dejando en una situación de incertidumbre a los pobladores, cuya calidad de vida ha disminuido producto de los hechos delictuales cometidos por un grupo de menores que aterroriza a la localidad de Los Pellines.


En este mismo ámbito, se requiere con urgencia implementar un retén de Carabineros en la naciente localidad de Alerce norte, en Puerto Varas, donde ya viven más de dos mil familias. Es fundamental que sus pobladores tengan la posibilidad de contar con una dotación de carabineros que les permita sortear las dificultades que están viviendo como consecuencia de la erradicación de las poblaciones de Puerto Montt hacia ese lugar. 


Es necesario abordar con tiempo esta situación de inseguridad, a fin de evitar una futura desgracia debido a la ausencia de personal policial. El retén más cercano se encuentra en Alerce histórico, pero no hay posibilidad alguna de que pueda atender a las necesidades que afligen a la localidad de Alerce norte.



Por otra parte, en los últimos días, el encargado de Seguridad Ciudadana de la Décima Región, señor José Luis Añazco, señaló que Puerto Montt se ha transformado en una de las ciudades más seguras de la región.


A pesar de ser un ferviente partidario de la Concertación y del Gobierno, quiero decir, desde esta tribuna, que discrepo absolutamente de ese planteamiento, porque hoy en Puerto Montt, lamentablemente, existe un alto nivel de inseguridad en la población: en los terminales de buses, en sus principales arterias, como la calle Varas; en los sectores poblacionales más importantes, como las poblaciones Bernardo O´Higgins y Mirasol, y en muchos otros lugares, donde un grupo minoritario de personas pone en riesgo a la ciudadanía.


Por lo anterior, pido que se oficie al general director de Carabineros y al jefe de la Décima Zona Los Lagos de dicha institución, a fin de hacerles llegar copia de mi intervención, para que tomen conocimiento de lo que he señalado y de la necesidad de contar con mayor dotación de carabineros, con el objeto de erradicar los problemas puntuales que he planteado.


He dicho.


La señora CARABALL, doña Eliana (Presidenta accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con copia de su intervención y la adhesión del diputado señor Alejandro Navarro y de quien habla.


Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.


-Se levantó la sesión a las 15.56 horas.

JORGE VERDUGO NARANJO,
Jefe de la Redacción de Sesiones.

VIII. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1.
Mensaje de S.E. el Presidente de la República con el que se inicia un proyecto de ley que modifica el Codigo del Trabajo en materia de jornada de los choferes de carga terrestre interurbana. (boletín Nº 3833-13)

“Honorable Cámara de Diputados:


Como es de su conocimiento, el Gobierno ha adquirido un compromiso con los distintos actores sociales involucrados en el sector del transporte interurbano de carretera, en aras de alcanzar soluciones consensuadas sobre los problemas derivados de la aplicación de la modificación introducida al artículo 25 del Código del Trabajo, por la Ley Nº 19.759, en lo relativo a la imputación a la jornada de trabajo de los tiempos de espera de los conductores de dicho sector.


Dichas soluciones han avanzado sobre la base de alcanzar un adecuado equilibrio entre las exigencias de seguridad vial, por un lado, y los problemas operacionales y salariales derivados de la actual aplicación del artículo 25 a los choferes de carga interurbana, por el otro.

I. EL ARTÍCULO 25 DEL CÓDIGO DEL TRABAJO.


El actual contenido del artículo 25 del Código del Trabajo explicita que los tiempos de espera (carga, apertura de bodegas, embalaje, etc.) que deben enfrentar los conductores del transporte de carga interurbano, son imputables a la jornada de trabajo, lo que implica que deben ser pagados, ya que el trabajador no dispone de ese tiempo para su uso sino que debe efectuar labores propias de su trabajo.


Ahora bien, el problema se presenta porque estos trabajadores tienen actualmente mensualizadas sus jornadas (180 horas) debido a que la naturaleza de sus funciones no permite asignarles una jornada regular.


En este contexto, las referidas 180 horas se ven rápidamente copadas en el mes, normalmente a los 10 o 15 días, por efecto de la imputación de dichos tiempos de espera, razón por la cual su trabajo durante el resto del mes, se realiza habitualmente de forma irregular.

II. CONTENIDO DEL PROYECTO.


La iniciativa legislativa sometida a tramitación parlamentaria se encuentra inspirada y orientada por los siguientes principios o ideas matrices:

1.
Distribución semanal de la jornada ordinaria de los choferes de vehículos de carga terrestre interurbana.

La norma propuesta busca, en primer lugar, siguiendo la tendencia internacional y las normas de la OIT (Convenio Nº 153), permitir una mejor adaptabilidad de la jornada de los choferes de carga, procediendo a su distribución semanal.

2.
Exclusión de los tiempos de espera de la jornada de los choferes de vehículos de carga terrestre interurbana, con obligación de compensar dichos tiempos.

En segundo lugar, la disposición que introdujo la imputación de la totalidad de los tiempos de espera a la jornada de los choferes de vehículos de carga interurbana, ha generado importantes problemas operacionales y salariales para los actores del sector. Por una parte, importa un aumento de los costos empresariales. Por otro lado, los trabajadores ven reducidas sus expectativas de ganancia producto de la estructura remuneracional del sector, vinculada principalmente a la carga transportada y las distancias recorridas.


En este contexto, la presente iniciativa busca soluciones equilibradas que garanticen el normal funcionamiento de los servicios de transporte de carga por carretera y la adecuada protección de los derechos de los trabajadores. Para lograr adecuadamente estos objetivos, se plantea el perfeccionamiento del actual artículo 25 del Código del Trabajo, en orden a excluir los tiempos de espera de la imputación de la jornada de trabajo.


Sin perjuicio de lo anterior, y conscientes de que el tiempo que los choferes de vehículos de carga interurbano dedican a las esperas no corresponde a un tiempo del que puedan disponer libremente y, por lo tanto, durante el mismo se encuentran a disposición del empleador, en consecuencia, el proyecto establece la obligación de compensar los referidos períodos conforme al acuerdo que sobre el particular convengan las partes contratantes.


Sin embargo, y dado el carácter principalmente variable de las remuneraciones del sector en cuestión, la compensación de los tiempos de espera puede transformarse en ilusoria. En mérito de lo anterior, se ha estimado oportuno incorporar en esta iniciativa legal una base mínima de cálculo para la ponderación de la compensación de los tiempos de espera. De esta manera, la retribución legal por el pago de los tiempos de espera, no podrá calcularse de forma tal que se vea reducida a una cantidad inferior a la que pudiere corresponder, al menos, el ingreso mínimo mensual.

3.
Limitación de los tiempos de espera de los choferes de vehículos de carga terrestre interurbana a jornada.

En tercer lugar, la norma pretende introducir incentivos que faciliten y apunten a una mejor administración del sistema de transporte propendiendo a la mejora de su eficiencia, mediante la limitación máxima de los tiempos de espera semanales.


En mérito de las consideraciones expuestas, someto a vuestra consideración, para que sea tratado en la actual Legislatura Extraordinaria de Sesiones del H. Congreso Nacional, el siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 25 del Código del Trabajo, en la siguiente forma:

1.
Elimínase en el inciso primero del artículo 25 la frase “,de choferes de vehículos de carga terrestre interurbana”; y se suprime la frase después del punto seguido(.),que pasa a ser punto aparte (.),”Tratándose de los choferes de vehículos de carga terrestre interurbana, el mencionado tiempo de descanso tampoco ser imputable a la jornada y su retribución o compensación se ajustará de igual modo. No obstante, en caso de estos últimos, los tiempos de espera se imputarán a la jornada”.

2.
Intercálanse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, pasando los actuales incisos segundo, tercero y cuarto, a ser a ser cuarto, quinto y final, respectivamente:


“La jornada ordinaria de los choferes de vehículos de carga terrestre interurbana, será de cuarenta y cinco horas semanales.


Los períodos de simple presencia, de espera o de disponibilidad, a bordo del vehículo o en el lugar de trabajo que les corresponda a los choferes de vehículos de carga terrestre interurbana no se imputarán a la jornada. Dichos períodos se compensarán conforme a lo acordado por las partes. La base de cálculo para el pago de dichos períodos no podrá ser inferior al ingreso mínimo mensual que determina la ley. Con todo, dichos períodos no podrán exceder de un límite máximo de veintidós horas semanales.”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; RICARDO SOLARI SAAVEDRA, Ministro del Trabajo y Previsión Social”.

2.
Mensaje de S.E. el Presidente de la República con el que inicia un proyecto de ley que mensaje de proyecto de ley que crea bono extraordinario para los sectores de menores ingresos. (boletín Nº 3837-05)

“Honorable Cámara de Diputados:

I. ANTECEDENTES.


Ha sido una característica de mi Gobierno procurar la implementación de diversas iniciativas que apunten a mejorar la calidad de vida de los sectores más vulnerables de nuestra sociedad. Chile requiere progresar con más solidaridad y más integración social; hemos estado construyendo una democracia con más equidad social y ello se logra focalizando los instrumentos de políticas públicas en los sectores sociales más necesitados. 


Hoy, cuando existe un relevante impacto en la vida cotidiana de los chilenos por el mayor precio internacional del petróleo, hemos tomado la decisión de otorgar a las familias de ingresos bajos y medios un bono extraordinario destinado a cubrir el impacto de los incrementos en el precio internacional del petróleo sobre el presupuesto familiar destinado al transporte colectivo y el consumo de parafina y de gas.


Este beneficio extraordinario dirigido hacia las personas de menores ingresos es una fórmula más progresista que las otras alternativas planteadas en el debate público como reactivar el Fondo de estabilización de precios del petróleo o reducir el impuesto específico a los combustibles.


Ambas iniciativas significarían inyectar más recursos fiscales, en un mecanismo que ayudaría a las familias de más altos ingresos, que son los mayores consumidores de combustibles, y donde las familias más pobres sólo recibirían el 25% de apoyo de lo que recibe una familia del quintil más rico. Además, en el caso de la reducción impositiva, significaría una merma de los ingresos fiscales dedicados a la inversión social. Es por estos efectos regresivos y de desfocalización, que estas alternativas no están en la agenda gubernamental. 

II. PROPÓSITOS FUNDAMENTALES.

1.
Monto.


Mediante este proyecto de ley se entregará un bono extraordinario a las familias de menores ingresos que carecen de posibilidades de defenderse de esta alza de precios y requieren el apoyo activo del resto de los chilenos. Este bono será de $16.000 para trabajadores y pensionados de ingresos bajos y medios, el que se pagará en dos cuotas de $ 8.000, en los meses de mayo y agosto de 2005, compensando con ello el impacto del mayor precio del petróleo sobre los presupuestos de las familias de menores ingresos durante el resto del presente año, particularmente en los meses de invierno.

2.
Beneficiarios.


Además, este beneficio extraordinario es tanto de mayor valor -lo que significan mayores recursos fiscales involucrados- como de una mayor cobertura en relación a los bonos compensatorios entregados en los últimos años. 


El bono extraordinario considera recursos públicos superiores en casi 4 veces en relación al costo fiscal del bono otorgado en 2004. La cobertura se amplió sustantivamente en más de 1 millón 200 mil beneficiarios en relación al bono que estableció la ley Nº 19.953, del año 2004,lo que significa un incremento de beneficiarios de alrededor del 140%. 


En esta oportunidad recibirán este bono los beneficiarios del Subsidio Familiar, los trabajadores que reciben asignación familiar con ingresos mensuales hasta $ 180.000 las nuevas familias incorporadas al sistema de protección social Chile solidario en el último año. 


Percibirán el bono compensatorio los siguientes grupos de beneficiarios:


-Familias incorporadas al Sistema de protección Social Chile Solidario


-Beneficiarios de Subsidio Familiar


-Beneficiarios de Pensiones Asistenciales


-Pensionados con pensión mínima, que incluye tanto a los pensionados del INP y de las AFP con garantía estatal, así como a los perceptores de pensión mínima de la ley de accidentes del Trabajo y enfermedades profesionales


-Pensionados de los regímenes previsionales del INP y de las mutualidades de empleadores de la ley 16.744 con pensión superior a la pensión mínima e inferior a los $ 100.000 mensuales


-Trabajadores con cargas familiares, de renta inferior a los $ 180.000 mensuales


En total, el bono compensatorio se entregará a alrededor de 2.200.000 beneficiarios precisamente los de menores ingresos.

3.
Costo fiscal.


Este beneficio compensatorio tendrá un costo fiscal anual de más de $ 35.000 millones, el que se financiará con cargo a los mayores ingresos estructurales respecto a lo presupuestado para el año 2005. La entrega de este beneficio será, por tanto, plenamente consistente con el cumplimiento de la meta de política fiscal.


Este enorme esfuerzo que hacemos como país permitirá llevar tranquilidad respecto a los efectos del aumento en el precio del petróleo a las familias que carecen de los medios para protegerse de tales incrementos y que requieren del auxilio del Estado. Con ello se mantienen los principios de equidad y eficiencia que han guiado a las políticas públicas durante los gobiernos de la Concertación. 

III. CONTENIDO DEL PROYECTO.


El artículo 1° del proyecto contempla el monto del bono, fechas de pago, cobertura, cargo, limitaciones para su obtención y sanciones. El artículo 2° establece su financiamiento durante el año 2005.

1.
Características del bono. 


El bono que otorga el proyecto es un bono extraordinario, pagadero por una sola vez. No constituye remuneración o renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no es imponible ni tributable y no está afecto a descuento alguno.


Su monto es de $ 6.000.


En cuanto a su forma y momento de pago, se pagará en dos cuotas de $ 8.000 cada una, durante los meses de mayo y agosto de 2005.

2.
Cobertura.


El bono se pagará a los pensionados del Instituto de Normalización Previsional, de las cajas de previsión y de la ley Nº 16.744, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas establecidas en el artículo 24 de la ley Nº 15.386; pensiones mínimas establecidas en los artículos 26 y 27 de la misma ley y del artículo 39 de la ley Nº 10.662, ya sea por invalidez, vejez, antigüedad u otra causal de jubilación o por viudez; pensionados del sistema establecido en el decreto ley Nº 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas de vejez, invalidez, viudez o de madre de hijos de filiación no matrimonial, con garantía estatal conforme al Título VII de dicho cuerpo legal; quienes perciban pensiones de regimenes previsionales de las cajas de previsión, del Instituto de Normalización Previsional y de las mutualidades de empleadores de la ley N° 16.744, ya sea por invalidez, vejez, antigüedad u otra causal de jubilación o por viudez o de madre de hijos de filiación no matrimonial, de montos superiores a las de las respectivas pensiones mínimas citadas precedentemente y que al 1 de abril de 2005 no excedan de $ 100.000 mensuales; beneficiarios de pensiones asistenciales del decreto ley Nº 869, de 1975; quienes perciban pensiones de gracia cuyo monto al 1 de abril de 2005 no exceda de $ 100.000 mensuales; beneficiarios de subsidio familiar establecido en la ley N° 18.020; trabajadores señalados en las letras a), b) y c) del artículo 2° del decreto con fuerza de ley N° 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que perciban el beneficio de asignación familiar establecido en el referido decreto con fuerza de ley y cuyo ingreso mensual a marzo de 2005 no exceda de $ 180.000, entendiendo que para estos efectos se considerarán ingresos mensuales los señalados en el artículo 2° de la ley N° 18.987; las familias que al 31 de marzo de 2005 hayan recibido el Bono de Protección del sistema de protección social “Chile Solidario”, establecido en la ley N° 19.949, y a las familias que a la misma fecha hayan recibido el Bono de Egreso establecido en el artículo 2° transitorio de la ley antes citada.

3.
Pago.


El bono extraordinario se pagará a todas las personas que tengan alguna de las calidades señaladas precedentemente al 1 de abril de 2005 y se efectuará por los organismos e instituciones a quienes corresponde pagar las respectivas pensiones o subsidios. En el caso de los trabajadores beneficiarios de asignación familiar, el bono será pagado por el respectivo empleador, aplicándose las normas sobre pago y recuperación de las asignaciones familiares establecidas en el citado DFL N° 150. 


En el caso de las familias que hayan recibido el Bono de Protección o el Bono de Egreso del sistema de protección social “Chile Solidario”, el pago del bono extraordinario se hará por el Instituto de Normalización Previsional al integrante de dichas familias que reciba el Bono de Egreso o el Bono de Protección. 

4.
Incompatibilidad.


Cada beneficiario tendrá derecho sólo a un bono extraordinario, aun cuando revista más de alguna de las calidades indicadas para acceder al mismo. Si tuviere más de una calidad de beneficiario, se le otorgará el bono como pensionado, y, en el evento de ser titular de más de una pensión, por la entidad que paga la de menor monto.


No tendrán derecho al bono extraordinario quienes sean titulares de más de una pensión de cualquier régimen previsional o asistencial, incluido el seguro social de la ley Nº 16.744, o de pensiones de gracia, salvo cuando éstas no excedan, en su conjunto, de $ 100.000 mensuales, a la fecha de pago del beneficio.

5.
Sanciones.


A quienes perciban maliciosamente el bono extraordinario que otorga este artículo, se les aplicarán las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles. 


En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, para ser tratado en la actual Legislatura, Extraordinaria, de Sesiones del Congreso Nacional, el siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1º.- Concédese, por una sola vez, un bono extraordinario de $ 16.000, que se pagará en dos cuotas de $ 8.000 cada una, durante los meses de mayo y agosto de 2005, junto con las pensiones, subsidios, beneficios o remuneraciones, según corresponda, a los pensionados del Instituto de Normalización Previsional, de las cajas de previsión y de la ley 
Nº 16.744, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas establecidas en el artículo 24 de la ley Nº 15.386, o pensiones mínimas establecidas en los artículos 26 y 27 de la misma ley y del artículo 39 de la ley Nº 10.662, ya sea por invalidez, vejez, antigüedad u otra causal de jubilación o por viudez; a los pensionados del sistema establecido en el decreto ley 
Nº 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas de vejez, invalidez, viudez o de madre de hijos de filiación no matrimonial, con garantía estatal conforme al Título VII de dicho cuerpo legal; a quienes perciban pensiones de regimenes previsionales de las cajas de previsión, del Instituto de Normalización Previsional y de las mutualidades de empleadores de la ley N° 16.744, ya sea por invalidez, vejez, antigüedad u otra causal de jubilación o por viudez o de madre de hijos de filiación no matrimonial, de montos superiores a las de las respectivas pensiones mínimas citadas precedentemente y que al 1 de abril de 2005 no excedan de $ 100.000 mensuales; a los beneficiarios de pensiones asistenciales del decreto ley Nº 869, de 1975; a quienes perciban pensiones de gracia cuyo monto al 1 de abril de 2005 no exceda de $ 100.000 mensuales; a los beneficiarios de subsidio familiar establecido en la ley N° 18.020; a los trabajadores señalados en las letras a), b) y c) del artículo 2° del decreto con fuerza de ley N° 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que perciban el beneficio de asignación familiar establecido en el referido decreto con fuerza de ley y cuyo ingreso mensual a marzo de 2005 no exceda de $ 180.000. Para estos efectos, se considerarán ingresos mensuales los señalados en el artículo 2° de la ley N° 18.987. 


Se concederá también el bono extraordinario señalado en el inciso primero, a las familias que al 31 de marzo de 2005 hubiesen recibido el Bono de Protección del sistema de protección social “Chile Solidario”, establecido en la ley N° 19.949, y a las familias que a la misma fecha hayan recibido el Bono de Egreso establecido en el artículo 2° transitorio de la ley antes citada. El bono extraordinario se pagará por el Instituto de Normalización Previsional al integrante de dichas familias que reciba el Bono de Egreso o el Bono de Protección, en las mismas fechas indicadas en el inciso anterior. 


El bono extraordinario establecido en este artículo será de cargo fiscal y se pagará a todas las personas que tengan alguna de las calidades señaladas en los incisos precedentes al 1 de abril de 2005, no constituirá remuneración o renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno. 


El pago de este bono extraordinario se efectuará por los organismos e instituciones a quienes corresponde pagar las respectivas pensiones o subsidios. En el caso de los trabajadores beneficiarios de asignación familiar, el bono será pagado por el respectivo empleador, aplicándose las normas sobre pago y recuperación de las asignaciones familiares establecidas en el citado decreto con fuerza de ley N° 150.


Cada beneficiario tendrá derecho sólo a un bono extraordinario, aun cuando revista más de alguna de las calidades indicadas para acceder al mismo. Si tuviere más de una calidad de beneficiario, se le otorgará el bono como pensionado, y, en el evento de ser titular de más de una pensión, por la entidad que paga la de menor monto.


No tendrán derecho al bono extraordinario quienes sean titulares de más de una pensión de cualquier régimen previsional o asistencial, incluido el seguro social de la ley Nº 16.744, o de pensiones de gracia, salvo cuando éstas no excedan, en su conjunto, de $ 100.000 mensuales, a la fecha de pago del beneficio.


A quienes perciban maliciosamente el bono extraordinario que otorga este artículo, se les aplicarán las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles. 


Artículo 2°: El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el año 2005, se financiará mediante transferencias del ítem 50-01-03-24-03.104 de la Partida Presupuestaria Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del presente año, entendiéndose incrementada en el equivalente a dicho mayor gasto la suma del valor neto a que se refiere el inciso primero del artículo 4° de la Ley N°19.986.”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; MARÍA EUGENIA WAGNER BRIZZI, Ministra de Hacienda (S); RICARDO SOLARI SAAVEDRA, Ministro del Trabajo y Previsión Social”.

INFORME FINANCIERO

PROYECTO DE LEY QUE OTORGA BONO

EXTRAORDINARIO A PERSONAS QUE SEÑALA

Mensaje Nº 429-352


El presente proyecto de ley propone otorgar, por una sola vez, un bono extraordinario de $ 16.000, que se pagará en dos cuotas de $ 8.000 cada una, durante los meses de mayo y agosto de 2005, a las siguientes personas:


-Pensionados del Instituto de Normalización Previsional, de las cajas de previsión y de la ley Nº 16.744, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas establecidas en el artículo 24 de la ley Nº 15.386, pensiones mínimas establecidas en los artículos 26 y 27 de la misma ley y del artículo 39 de la ley Nº 10.662, ya sea por invalidez, vejez, antigüedad u otra causal de jubilación o por viudez;


-Pensionados del sistema establecido en el decreto ley Nº 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas de vejez, invalidez, viudez o de madre de hijos de filiación no matrimonial, con garantía estatal conforme al Título VII de dicho cuerpo legal; a quienes perciban pensiones de regímenes previsionales de las cajas de previsión, del Instituto de Normalización Previsional y de las mutualidades de empleadores de la ley Nº 16.744, ya sea por invalidez, vejez, antigüedad u otra causal de jubilación o por viudez o de madre de hijos de filiación no matrimonial, de montos superiores a las de las respectivas pensiones mínimas citadas precedentemente y que al 1º de abril de 2005 no excedan de $ 100.000 mensuales;


-Beneficiarios de pensiones asistenciales del decreto ley Nº 869, de 1975;


-Beneficiarios de pensiones de gracia cuyo monto al 1º de abril de 2005 no exceda de 
$ 100.000 mensuales;


-Beneficiarios de subsidio familiar establecido en la ley Nº 18.020;


-Trabajadores señalados en las letras a), b) y c) del artículo 2º del decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que perciban el beneficio de asignación familiar establecido en el referido decreto con fuerza de ley y cuyo ingreso mensual a marzo de 2005 no exceda de $ 180.000.


-A las familias incorporadas en el sistema de protección social “Chile Solidario”, establecido en la ley Nº 19.949, según el procedimiento señalado en el Título II del decreto supremo Nº 235, de 2004, del Ministerio de Planificación y Cooperación, y a las familias que estén percibiendo el bono de egreso establecido en el artículo 2º transitorio de la ley Nº 19.949.


Se estima que el universo de personas a beneficiar alcanzará a 2.216.079 lo que significará un costo fiscal para 2005 de $ 35.457 millones.


El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el año 2005, se financiará mediante transferencias del ítem 50-01-03-24-03.104 de la Partida Presupuestaria Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del presente año, entendiéndose incrementada en el equivalente a dicho mayor gasto la suma del valor neto a que se refiere el inciso primero del 
artículo 4º de la ley Nº 19.986.


(Fdo.): MARIO MARCEL CULLELL, Director de Presupuestos”.

3.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de vuestra Excelencia que he resuelto retirar la 
urgencia para el despacho del proyecto de ley que introduce modificaciones al marco normativo que rige al sector eléctrico. (boletín Nº 3806-08).


Al mismo tiempo y en uso de la facultad que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, para el proyecto de ley antes aludido, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “discusión inmediata”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; EDUARDO 
DOCKENDORFF VALLEJOS, Ministro Secretario General de la Presidencia”.
4.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales 
-incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, respecto del proyecto de ley que crea bono extraordinario para los sectores de menores ingresos presentado por mensaje Nº 429-352, de 11 de abril del presente. (boletín Nº 3837-05).


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “discusión inmediata” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; EDUARDO 
DOCKENDORFF VALLEJOS, Ministro Secretario General de la Presidencia”.
5.
Oficio del Senado.

“Valparaíso, 6 de abril de 2005.


Tengo a honra comunicar a vuestra Excelencia que el Senado ha dado su aprobación al proyecto de ley, de esa honorable Cámara, que autoriza erigir monumentos en memoria del Padre Alberto Hurtado, en las diferentes comunas del país, correspondiente al boletín 
Nº 3.542-04, con las siguientes modificaciones:

Artículo 4º


Lo ha sustituido, por el siguiente:


“Artículo 4º.- Créase una comisión especial integrada por miembros ad honorem, encargada de ejecutar los objetivos de esta ley, la que estará constituida por:

a)
Dos Senadores y dos Diputados;

b)
El Ministro de Educación, o quien designe en su representación;

c)
Dos representantes designados por el Provincial de la Compañía de Jesús en Chile; 

d)
El Director del Museo Nacional de Bellas Artes o su representante, y

e)
Los alcaldes de las comunas respectivas.


Los senadores y diputados serán designados por sus respectivas Cámaras.


El quórum para sesionar será el de la mayoría de sus miembros.”.

Artículo 5º


Ha reemplazado sus letras d) y e), por las siguientes:


“d) Administrar separadamente los fondos creados por el artículo 3º, y


e) Abrir una cuenta corriente especial para cada uno de los fondos que se constituyan en virtud del artículo 3º.”.

Artículo 6º


Ha sustituido la expresión “cada” por el artículo “la”.

-o-


Lo que comunico a vuestra Excelencia en respuesta a su oficio Nº 4979, de 15 de junio de 2004.


Acompaño la totalidad de los antecedentes.


Dios guarde a vuestra Excelencia.


(Fdo.): JAIME GAZMURI MUJICA, Presidente (S) del Senado; JOSÉ LUIS ALLIENDE LEIVA, Secretario General (S) del Senado”.

6.
Oficio del Senado.

“Valparaíso, 6 de abril de 2005.


Con motivo de la Moción, informe y antecedentes que tengo a honra pasar a manos de Vuestra Excelencia, el Senado ha dado su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código del Trabajo:

1.
Intercálase el siguiente artículo 63 bis, nuevo:


“Artículo 63 bis.- En caso de término del contrato de trabajo, el empleador estará obligado a pagar todas las remuneraciones que se adeudaren al trabajador en un solo acto al momento de extender el finiquito. Sin perjuicio de ello, las partes podrán acordar el fraccionamiento del pago de las remuneraciones adeudadas y dicho pacto se regirá por lo dispuesto en la letra a) del artículo 169.”.

2.
Intercálase en el artículo 67, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser inciso tercero:


“Los trabajadores que presten servicios en la Duodécima Región de Magallanes y de la Antártica Chilena tendrán derecho a un feriado anual de veinte días hábiles.”.”.

-o-


Dios guarde a vuestra Excelencia.


(Fdo.): JAIME GAZMURI MUJICA, Presidente (S) del Senado; JOSÉ LUIS ALLIENDE LEIVA, Secretario General (S) del Senado”.

7.
Oficio del Senado.

“Valparaíso, 6 de abril de 2005.


Tengo a honra comunicar a vuestra Excelencia que, por acuerdo de los Comités de esta Corporación, se ha designado a los honorables senadores señores Juan Antonio Coloma 
Correa y Adolfo Zaldívar Larraín para que, en nombre del Senado y, en forma conjunta con los dos honorables diputados nombrados por la Cámara de Diputados, se aboquen a concordar el día más adecuado para conmemorar la amistad y paz entre Chile y Argentina.


Dios guarde a vuestra Excelencia.


(Fdo.): SERGIO ROMERO PIZARRO, Presidente del Senado”.

8.
Segundo Informe de la Comisión de Familia acerca de los proyectos de ley que modifican la ley Nº 14.908, sobre abandono de familia y pago de pensiones alimenticias, con el objeto de establecer la comunicación al boletín comercial de los incumplimientos graves de deudas alimenticias, penalizar el incumplimiento malicioso en el pago de pensiones alimenticias y otorgar competencia a juez que indica para conocer sobre aumento, disminución o cese de la pensión alimenticia de menores. (boletines 
Nº 2600-18, 3093-18 y 3619-18)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Familia pasa a informar, en primer trá​mite constitucional y segundo reglamentario, sobre los proyectos de ley de la referencia, originados en las mociones que se individualizan a continuación:


-De las diputadas señoras María Angélica Cristi y María Pía Guzmán, y de los ex diputados señores Aldo Cornejo y Jaime Orpis, que establece la comunicación al Boletín Comercial de los incumplimientos graves de deudas alimenticias (boletín Nº 2600-18).


-De los diputados señores Iván Norambuena, Marcelo Forni, Gonzalo Ibáñez, Iván Moreira, Felipe Salaberry, Carlos Recondo, Jorge Ulloa y Gonzalo Uriarte, que establece pena por el incumplimiento malicioso en el pago de pensiones alimenticias (boletín Nº 3093-18).


-Del diputado señor Maximiano Errázuriz, que otorga competencia a juez que indica para conocer sobre aumento, disminución o cese de pensión alimenticia de menores (boletín 
Nº 3619-18).


Durante el análisis de estas iniciativas, para los efectos de este segundo informe, la Comisión contó con la asistencia y colaboración de las siguientes personas:


La Ministra Directora Nacional del Servicio Nacional de la Mujer, señora Cecilia Pérez Díaz; la abogada Jefe del Departamento Situación Jurídica de la Mujer, de dicho Servicio, señora Patricia Silva Meléndez; la abogada asesora del mismo, señora Carolina Espinosa, y la abogada del Departamento de Asesoría y Estudios del Ministerio de Justicia, señora Paula Recabarren.

-o-


De conformidad con lo preceptuado en los artículos 130 y 288 del Reglamento de la Corporación, este informe versa sobre el proyecto aprobado en general por la H. Cámara, en su sesión 47ª ordinaria de fecha 8 de marzo de 2005, con todas las indicaciones presentadas y admitidas a tramitación en la Sala, que constan en la respectiva “hoja de tramitación” elaborada por la Secretaría de la Corporación, sin perjuicio de las nuevas modificaciones que la Comisión pudiere acordar introducirle con ocasión de este segundo trámite reglamentario, debiendo referirse expresamente a las materias siguientes:

1.
De los artículos que no fueron objeto de indicaciones durante la discusión del primer informe en la Sala ni de modificaciones en el segundo informe.


En esta situación se encuentran el artículo primero, números 1, letra a); 2, 4, 5 y 8, y el artículo segundo, del texto del proyecto propuesto al final de este informe.


Se hace constar, además, para efectos de lo preceptuado en los artículos 131, inciso segundo, y 288, del Reglamento de la Corporación, en relación con el inciso primero del artículo 30 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, que de las disposiciones mencionadas precedentemente, el artículo primero, Nº 1, letra a), y el artículo segundo tienen carácter orgánico-constitucional, razón por la cual deben votarse en particular.

2.
De los artículos calificados como normas de carácter orgánico-constitucional o de quórum calificado.

i)
El artículo primero, Nº 1, letra a), y Nº 3 (en relación con los incisos cuarto, quinto y final del nuevo artículo 5º bis que se propone agregar a la ley Nº 14.908), y el artículo segundo del texto del proyecto propuesto en la parte final de este informe tienen carácter orgánico-constitucional, toda vez que inciden en materias relativas a la competencia de los Tribunales de Justicia.

ii)
No existen en el proyecto disposiciones legales de quórum calificado.

3.
De los artículos suprimidos.


No hay disposiciones en esta situación.

4.
De los artículos modificados.


En este segundo trámite reglamentario, la Comisión introdujo en el articulado del proyecto las siguientes enmiendas:

Artículo primero.


Introduce diversas modificaciones en la ley Nº 14.908, sobre abandono de familia y pago de pensiones alimenticias, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el artículo 7º del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2000, del Ministerio de Justicia.

Nº 3


Este número agrega un artículo 5º bis en la ya señalada ley, con el propósito de imponer al demandado el deber de acompañar al tribunal, según corresponda, las liquidaciones de sueldo, copia de la declaración de impuesto a la renta del año precedente y de las boletas de honorarios emitidas durante el año en curso y demás antecedentes que determinen su capacidad económica.


Su inciso segundo dispone que el ocultamiento de cualquiera de las fuentes de ingreso del demandado, efectuado en cualquier juicio en que se exija el cumplimiento de la obligación alimenticia, será sancionado con la pena de prisión en cualquiera de sus grados.


En relación con este último inciso, las diputadas señoras Guzmán; Pérez, doña Lily, y Sepúlveda, formularon una indicación para sustituirlo por el siguiente: 


“En caso de que el demandado no dé cumplimiento a lo ordenado en el inciso anterior, el tribunal, de oficio, deberá solicitar, al Servicio de Impuestos Internos, a las Instituciones de Salud Previsional, a las Administradoras de Fondos de Pensiones y a cualquier otro organismo público pertinente, los antecedentes que acrediten la real situación económica del demandado.”


La Comisión acordó, por unanimidad, acoger la norma propuesta no como sustitutiva, sino que intercalándola como nuevo inciso segundo del artículo 5º bis, pasando el actual inciso segundo a ser tercero.


A su vez, los diputados señores Barros, Errázuriz y Letelier, don Juan Pablo, y las diputadas señoras Mella y Muñoz, formularon una indicación para agregar los siguientes incisos cuarto, quinto y sexto, nuevos:


“Por su parte, el alimentario podrá solicitar que se dejen sin efecto los actos celebrados por el alimentante con terceros de mala fe, con el objeto de reducir efectivamente su patrimonio en perjuicio de aquél. Para los efectos de esta ley, se entenderá que el tercero está de mala fe cuando conozca o deba conocer la intención fraudulenta del alimentante.


Se dejará sin efecto el acto celebrado por quien, con el objeto de perjudicar a su alimentario, celebre un acto jurídico simulado o aparente, sin perjuicio de la responsabilidad penal que corresponda.


Las acciones señaladas en los incisos precedentes serán conocidas incidentalmente por el juez de familia. La resolución que se pronuncie sobre esta materia será apelable en el solo efecto devolutivo.”.


El objeto de la indicación es dar expresa cabida, en materia de deudas alimenticias, a la acción pauliana y a la acción de simulación, en favor del alimentario.


Fue aprobada por asentimiento unánime.

Nº 6


Este número incorpora un artículo 16, nuevo, en la ley N° 14.908, mediante cuyo encabezamiento se dispone que, sin perjuicio de los demás apremios y sanciones previstas en la ley, el juez adoptará, a petición de parte, las medidas que enseguida enumera, entre las cuales se incluye:


“1. Ordenar a la Tesorería General de la República retenga de la devolución anual de impuestos a la renta que correspondiere percibir a deudores de pensiones alimenticias, los montos insolutos y las pensiones que se devengaren hasta la fecha en que debió haberse verificado la devolución.


La Tesorería enterará los fondos retenidos, dentro de los treinta días siguientes, a los alimentarios o a quien los represente. En todo caso, subsistirá la obligación por el saldo insoluto.”


En relación con esta medida, el diputado señor Burgos formuló una indicación para agregar al señalado Nº 1, del artículo 16, propuesto, el siguiente párrafo final:


“La Tesorería deberá comunicar, al tribunal respectivo, el hecho de la retención, el monto de la misma y la fecha e individualización de la persona a quien se le enteraron los fondos retenidos.”


Fue aprobada por unanimidad.


Por su parte, la diputada señora Muñoz y el diputado señor Letelier, don Juan Pablo, formularon una indicación para intercalar, en el encabezamiento del nuevo artículo 16, a continuación de la palabra “ley” y de la coma que le sigue, la frase “existiendo una o más cuotas de pensiones insolutas,” y, en el Nº 1, a continuación de la forma verbal “Ordenar”, la frase “en el mes de marzo de cada año”, entre comas, a fin de acotar la época en que el juez deberá cumplir el mandato que le impone dicho numeral, por ser marzo el mes que precede a la declaración anual de impuestos.


Cabe consignar que las enmiendas propuestas son coincidentes con las contenidas en el proyecto de las diputadas señoras Muñoz, Caraball, Tohá, Saa, Sepúlveda y Vidal, y del diputado señor Girardi, que establece procedimiento destinado a facilitar el cobro de las pensiones alimenticias (boletín Nº 3774-18).


Fue aprobada la indicación, por acuerdo unánime.

Nº 7


Este número modifica el artículo 18 de la ley Nº 14.908, a objeto de eliminar, en su inciso primero, la referencia a quien viva en concubinato con el padre, madre o cónyuge alimentante (letra a) y agregar un nuevo inciso segundo que sanciona con la pena de prisión, en cualquiera de sus grados, al tercero que colabore con el ocultamiento del paradero del demandado, para efectos de impedir su notificación o el cumplimiento de alguna de las medidas de apremio previstas en la misma ley (letra b).


Al respecto, la diputada señora Cristi y los diputados señores Kast y Barros formularon una indicación para reemplazar, en el nuevo inciso segundo que se incorpora por la letra b), la oración “será sancionado con la pena de prisión en cualquiera de sus grados” por “será sancionado con la pena de reclusión nocturna, entre las veintidós horas de cada día hasta las seis horas del día siguiente, hasta por quince días”.


La sustitución de la pena busca evitar que se imponga al tercero una sanción más gravosa que la que corresponde al alimentante en caso de ser procedente una medida de apremio en su contra.


Se hace constar, en todo caso, que la creación de éste y otros ilícitos a través de la iniciativa en informe no implica alterar el nuevo sistema procesal penal ni, en especial, la exclusividad de que goza el Ministerio Público en la investigación de los delitos y en el ejercicio de la acción penal, pues debe entenderse que, cada vez que ellos se produzcan, el juez competente en asuntos de familia deberá remitir los antecedentes del caso al órgano persecutor.


Fue aprobada la indicación en forma unánime.

5.
De los artículos nuevos introducidos.


No hay.

6.
De los artículos que deben ser conocidos por la Comisión de Hacienda.


No hay.

7.
De las indicaciones rechazadas por la Comisión.


La Comisión rechazó las siguientes indicaciones:

1)
Del diputado señor Burgos, al Nº 1 del artículo primero, para reemplazar la letra b), por la siguiente:


“b) Sustitúyese, en el inciso quinto, la oración “deberá adoptar todas las medidas necesarias para determinar, en el más breve plazo, su domicilio actual” por la frase “ordenará que ésta se notifique en un lugar que permita garantizar la debida información del demandado para el adecuado ejercicio de sus derechos” (Por unanimidad).

2)
Del diputado señor Burgos, al Nº 3 del artículo primero, para sustituir el inciso segundo del artículo 5° bis propuesto, por el siguiente:


“El que maliciosamente se rehusare a proporcionar a la justicia alguno o algunos de los antecedentes indicados en el inciso anterior, habiendo sido requerido para ello, será sancionado con la pena de prisión en cualquiera de sus grados.” (Por unanimidad).

3)
De las diputadas señoras Pérez y Guzmán, para agregar en el artículo 14 de la ley 
N° 14.908, el siguiente inciso final:


“Semanalmente, los jueces de letras de menores remiti​rán a la Cámara de Comercio de Santiago, para los efectos establecidos en el decreto supremo del Ministerio de Hacienda 
Nº 950, de 28 de marzo de 1928, una nómina de las resoluciones por las cuales hayan impuesto apre​mios en conformidad con este artículo en materias de su competencia. En la nómina se indicará el nombre y los apellidos del alimentante, su número de rol único tributario y el monto de la pensión alimenticia adeudada. Pagada o extinguida de otro modo la deuda, el tribunal avisará, de oficio, este hecho a la misma institución.” (Por unanimidad).

4)
Del diputado señor Bertolino, al Nº 6 del artículo primero, para suprimir el Nº 2 del 
artículo 16 propuesto (Por unanimidad).

5)
De las diputadas señoras Pérez y Guzmán, al Nº 6 del artículo primero, para eliminar el número 2 del artículo 16 propuesto (Por unanimidad).

6)
Del diputado señor Burgos, al Nº 7 del artículo primero, para reemplazar el inciso segundo, nuevo, que se propone agregar, mediante la letra b), por el siguiente:


“El que, a sabiendas del paradero de una persona requerida por los tribunales para efectos de su notificación o cumplimiento de alguna de las medidas de apremio establecidas en esta ley, consintiere en su ocultamiento, será castigado con la pena de prisión en cualquiera de sus grados.” (Por unanimidad).

7)
De las diputadas señoras Saa y Vidal, y del diputado señor Ceroni, para agregar, en el artículo primero, el siguiente Nº 9:


“9. Declárase que la frase “y sin más trámite”, contenida en el inciso primero del artículo 14, significa que el juez debe imponer el apremio sin necesidad de certificado previo del secretario, especialmente si le es exhibida la libreta de la cuenta a la vista del Banco Estado, actualizada, o una copia fehaciente, salvo que se trate de dineros consignados en la cuenta corriente del tribunal.” (Por unanimidad).

8)
De la diputada señora Cristi y de los diputados señores Barros y Kast, para incorporar, en el artículo primero, el siguiente Nº 9, nuevo:


“9. Agrégase, en el artículo 15, el siguiente inciso final:


'En circunstancias excepcionales en que el incumpli​miento del pago de los alimentos se deba a razones que no sean económi​cas, según conste de los antecedentes acompañados en el proceso, los jueces de letras de menores podrán remitir a la Cámara de Comercio de San​tiago, para los efectos establecidos en el decreto supremo Nº 950, de 1928, del Ministerio de Hacienda, una nómina de las resoluciones por las cuales hayan impuesto apremios en conformidad con este artículo en materias de su competencia. En la nómina se indicará el nombre y los apellidos del alimen​tante, su número de rol único tributario y el monto de la pensión alimenticia adeudada. Suscrito un convenio de pago por el deudor o pagada o extin​guida de otro modo la deuda, el tribunal comunicará inmediatamente, de oficio, este hecho a la misma institución. Dicho oficio podrá ser tramitado personalmente por el deudor o por cualquier persona a su nombre.'.” (Por no haberse alcanzado quórum de aprobación: 1 voto a favor y 4 abstenciones).

9)
De la diputada señora Cristi y de los diputados señores Barros y Kast, para incorporar, en el artículo primero, el siguiente Nº 10, nuevo:


“10. Reemplázase, en el inciso quinto del artículo 14 de la ley N° 14.908, desde “En las situaciones contempladas” hasta el primer punto seguido, por lo siguiente:


'En las situaciones contempladas en este artículo, el juez dictará también orden de arraigo en contra del alimentante, la que permanecerá vigente hasta que se efectúe el pago de lo adeudado o hasta que el alimentante garantice el pago o suscriba un convenio de pago en el tribunal.'.” (Por unanimidad).

10) De las diputadas señoras Pérez y Guzmán, para modificar la ley Nº 19.628, sobre protección de la vida privada, del modo siguiente:

a)
Sustitúyese el epígrafe del Título III de la ley Nº 19.628 por el siguiente: “De la utilización de datos personales relativos a obligaciones de carácter alimenticio, económico, financiero, bancario o comercial”.

b)
Agrégase, en el artículo 17, el siguiente inciso tercero y final:


“Las deudas por alimentos legales podrán también comu​nicarse cuando el alimentante haya sido apremiado en conformidad al artículo 15 de la ley Nº 14.908, sobre abandono de familia y pago de pensio​nes alimenticias.”.

c)
Añádase, al inciso segundo del artículo 19, después de su punto aparte, que continuará como punto seguido, la siguiente frase:


“Tratándose de deudas por alimentos legales, el aviso del pago o extinción de la obligación será dado por el tribunal respectivo, de oficio o a petición del deudor.” (Por unanimidad).

8.
Indicaciones declaradas inadmisibles.


Por no decir relación directa con las ideas matrices o fundamentales del proyecto, la Comisión declaró inadmisible una indicación formulada por el diputado señor Navarro, para agregar, en el Nº 2 del artículo 16 propuesto, el siguiente párrafo:


“Lo establecido en este número también será aplicable a aquél cónyuge, hombre o mujer, que, teniendo el cuidado personal de los hijos, no dé cumplimiento al régimen de visitas establecido por el juez.”.

9.
Proyecto de ley aprobado por la comisión.


Por las razones expuestas y por las que en su oportuni​dad dará a conocer el señor Diputado Informante, esta Comisión recomienda aprobar el siguiente proyecto, al cual, además, en virtud del artículo 15 del Reglamento de la H. Corporación, se le han introducido algunas modificacio​nes de forma, que no se detallan y que se incluyen en el siguiente texto:

PROYECTO DE LEY.


Artículo primero.- Introdúcense las siguientes modificacio​nes en la ley Nº 14.908, sobre abandono de familia y pago de pensiones alimenti​cias, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el artículo 7º del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2000, del Ministerio de Justicia:

1.
Modifícase el artículo 2º como sigue: 

a)
Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo:


“Para conocer de las demandas de aumento de la pensión alimenticia será competente, asimismo, el juez del nuevo domicilio del alimentario.”.

b)
Sustitúyese, en el inciso quinto, la frase “deberá adoptar todas las medidas necesarias para determinar, en el más breve plazo, su domicilio actual” por “ordenará que ésta se notifique en cualquier lugar, garantizando la debida información del demandado para el adecuado ejercicio de sus derechos.”.

2.
Agrégase, en el inciso cuarto del artículo 5º, a continua​ción del punto aparte, que pasa a ser seguido, lo siguiente:


“La no fijación oportuna de la pensión provisoria constituirá una falta en el cumplimiento de la responsabilidad disciplinaria del juez. Para tal efecto, la parte afectada, por sí, podrá solicitar al tribunal que envíe el expediente a la Corte de Apelaciones respectiva, señalando en su presentación la infracción a este artículo. El juez deberá hacerlo dentro de tercero día. El interesado podrá, asi​mismo, informar a la Corte de esta presentación para que verifique el cumplimiento de lo dispuesto en este artículo.”.

3.
Agrégase el siguiente artículo 5º bis:


“Artículo 5º bis.- Dentro del plazo señalado en el inciso ter​cero del artículo anterior, el demandado deberá acompañar, según corresponda, las liquidaciones de sueldo, copia de la declaración de impuesto a la renta del año pre​cedente y de las boletas de honorarios emitidas durante el año en curso y demás antecedentes que determinen su capacidad económica.


En caso de que el demandado no dé cumplimiento a lo orde​nado en el inciso anterior, el tribunal, de oficio, deberá solicitar, al Servicio de Im​puestos Internos, a las Instituciones de Salud Previsional, a las Administradoras de Fondos de Pensiones y a cualquier otro organismo público pertinente, los antece​dentes que acrediten la real situación económica del demandado.


El ocultamiento de cualquiera de las fuentes de ingreso del demandado, efectuado en cualquier juicio en que se exija el cumplimiento de la obli​gación alimenticia, será sancionado con la pena de prisión en cualquiera de sus grados.


Por su parte, el alimentario podrá solicitar que se dejen sin efecto los actos celebrados por el alimentante con terceros de mala fe, con el objeto de reducir efectivamente su patrimonio en perjuicio de aquél. Para los efectos de esta ley, se entenderá que el tercero está de mala fe cuando conozca o deba cono​cer la intención fraudulenta del alimentante.


Se dejará sin efecto el acto celebrado por quien, con el objeto de perjudicar a su alimentario, celebre un acto jurídico simulado o aparente, sin perjuicio de la responsabilidad penal que corresponda.


Las acciones señaladas en los incisos precedentes serán conocidas incidentalmente por el juez de familia. La resolución que se pronuncie sobre esta materia será apelable en el solo efecto devolutivo.”.

4.
Sustitúyese el inciso primero del artículo 9º por el siguiente:


“El juez podrá decretar o aprobar que se imputen, parcial o totalmente, al pago de la pensión los gastos útiles que efectúe el alimentante para satisfacer las necesidades de educación, salud, vivienda, alimentación o vestuario del alimentario.”.

5.
Modifícase el artículo 14 como sigue:

a)
Agrégase en el inciso primero, a continuación de la pala​bra “deberá”, la frase “dentro de tercero día desde que tome conocimiento del incumplimiento”, seguida de una coma (,).

b)
Agrégase en el inciso tercero, a continuación del vocablo “alimentante”, la segunda vez que aparece, la palabra “infractor” y, a continuación del vocablo “apremio”, la segunda vez que aparece, la frase “decretando orden amplia de investigar su paradero y pudiendo facultar a las policías para allanar y descerrajar los lugares en los que pudiere encontrarse”, precedida de una coma (,).

6.
Incorpórase el siguiente artículo 16, nuevo:


“Artículo 16.- Sin perjuicio de los demás apremios y sancio​nes previstas en la ley, existiendo una o más cuotas de pensiones insolutas, el juez adoptará, a petición de parte, las siguientes medidas:

1.
Ordenar, en el mes de marzo de cada año, a la Tesorería General de la República, retenga de la devolución anual de impuestos a la renta que correspondiere percibir a deudores de pensiones alimenticias, los montos insolutos y las pensiones que se devengaren hasta la fecha en que debió haberse verificado la devolución.


La Tesorería enterará los fondos retenidos, dentro de los treinta días siguientes, a los alimentarios o a quien los represente. En todo caso, subsistirá la obligación por el saldo insoluto.


La Tesorería deberá comunicar, al tribunal respectivo, el hecho de la retención, el monto de la misma y la fecha e individualización de la per​sona a quien se le enteraron los fondos retenidos.

2.
Suspender la licencia para conducir vehículos motorizados por un plazo de hasta seis meses, prorrogables hasta por igual periodo si el ali​mentante persistiere en el incumplimiento de su obligación. En el caso de los ali​mentantes que posean licencia de conducir clase A, se podrá interrumpir esta sus​pensión si garantizan debidamente el pago de lo adeudado.

3.
Decretar sin más trámite la suspensión de la patria potes​tad respecto del alimentante y ordenar su subinscripción al margen de la inscripción de nacimiento del alimentario.


Estas medidas procederán también respecto del alimentante que se encuentre en la situación prevista en el artículo anterior.”.

7.
Modifícase el artículo 18 como sigue:

a)
En el inciso primero, suprímese la frase “quien viviere en concubinato con el padre, madre o cónyuge alimentante, y”.

b)
Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo:


“El tercero que colabore con el ocultamiento del paradero del demandado para efectos de impedir su notificación o el cumplimiento de alguna de las medidas de apremio establecidas en la presente ley, será sancionado con la pena de reclusión nocturna, entre las veintidós horas de cada día hasta las seis horas del día siguiente, hasta por quince días.”.

8.
Modifícase el artículo 19 como sigue:

a)
En el inciso primero, sustitúyese la frase “el artículo 14” por “los artículos 14 y 16” y agrégase el siguiente numeral:


“3. Autorizar la salida del país de los hijos menores de edad sin necesidad del consentimiento del alimentante, en cuyo caso procederá en con​formidad a lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 49 de la ley Nº 16.618.”.

b)
En el inciso segundo, suprímese la letra a).


Artículo segundo.- Introdúcense las siguientes modificacio​nes al artículo 147 del Código Orgánico de Tribunales:

1.
En el inciso primero, agrégase a continuación del punto final, que pasa a ser seguido, lo siguiente: “Ello se aplicará, asimismo, a las solicitu​des de aumento de pensiones alimenticias decretadas.”.

2.
En el inciso segundo, sustitúyense las expresiones “aumento o” y la coma (,) que las precede, por la expresión “y”.

-o-


Sala de la Comisión, a 8 de abril de 2005.


Acordado en sesión de fecha 6 de abril de 2005, con asistencia de las diputadas señoras María Eugenia Mella Gajardo (Presi​denta), Adriana Muñoz D'Albora y Alejandra Sepúlveda Orbenes, y de los diputados señores Ramón Barros Montero, Maximiano Errázuriz 
Eguiguren y Juan Pablo Letelier Morel.


Se designó diputado informante al señor Letelier, don Juan Pablo.


(Fdo.): ANDRÉS LASO CRICHTON, Secretario de la Comisión”.

9.
Informe de la Comisión de Minería y Energía acerca del proyecto de ley que modifica el marco normativo del sector eléctrico. (boletín 3806-08)

“Honorable Cámara:


Vuestra Comisión de Minería y de Energía pasa a informaros sobre el proyecto de ley, originado en un mensaje de S.E. el Presidente de la República, que modifica el marco normativo del sector eléctrico. Su urgencia ha sido calificada de “suma”, en todos sus trámites.


El proyecto de ley tiene por objeto fortalecer la seguridad del suministro de energía en el país. Por cuanto, la energía es un factor estratégico en la vida y economía nacional y el país debe estar en condiciones de enfrentar los desafíos futuros, teniendo en consideración sus reales posibilidades. Chile puede y debe garantizar la oferta de energía, en consistencia con la evolución de la demanda interna, dado su nivel de desarrollo económico. 


Para lograr lo anterior, se proponen las siguientes medidas:

a)
Mayor capacidad de auto regulación de los consumos, con un sistema de incentivos,

b)
La inadmisibilidad de la causal de fuerza mayor, como excusa para no abastecer a las distribuidoras,

c)
La garantía de que no todo el abastecimiento de gas natural para generación eléctrica provendrá de un único país abastecedor, y

d)
Mayor seguridad en el sistema, en razón de un uso más prudente de los recursos, a través de la intervención de la SEC, u otras medidas alternativas a considerar.

-o-

Constancias Reglamentarias.


Para los efectos previstos en el artículo 287 del Reglamento de la Corporación, se hace constar lo siguiente:


-El artículo 3º permanente y los artículos 4º y 5º transitorios del proyecto fueron rechazados.


-Fueron incorporados los artículos 4º y 6° transitorio, nuevos.


-No hay artículos que deban ser calificados como normas orgánicas constitucionales o de quórum calificado.


-No hay artículos que deban ser conocidos por la Comisión de Hacienda.


-Fueron rechazadas 8 indicaciones, formuladas por los señores Diputados.


-El proyecto fue aprobado en general, por la unanimidad de los Diputados presentes. 

-o-


Para el estudio del proyecto de ley, la Comisión contó con la asistencia y la colaboración de las siguientes personas:


-El Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, señor Jorge Rodríguez Grossi; El Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Energía, señor Luis Sánchez Castellón, y los asesores, señores Claudio Castillo; José Tomás Morel; Eduardo Escalona, Claudio 
Espinoza; Claudio Gambardella y Marie Elene Breiand.


Además, concurrieron invitados por la Comisión las siguientes personas e instituciones:


-Vivian Blanlot Soza, consultora.


-Por la empresa Gener: señores Felipe Cerón Cerón, gerente general, y Juan Ricardo 
Inostroza, gerente de regulación y desarrollo.


-Por CGE Distribución: señor Mario Donoso Aracena.


-Por la Asociación de Empresas de Servicio Público A.G.: señores: Cristián Arnolds, vicepresidente; Eugenio Araya Bravo, gerente general;; Alfonso Toro; Rafael Salas y Jorge Brahm:


-Por la Asociación de Empresas Distribuidoras de Gas Natural: señores Carlos Cortés Simón, Secretario Ejecutivo y Gonzalo Palacios, asesor.


-Por el Instituto Libertad y Desarrollo: señores Renato Agurto, consultor y María de la Luz Domper, asesora.


-Por la empresa Endesa S.A.: señores Claudio Iglesis, gerente de generación y José 
Venegas, gerente de trading y comercialización.


Por la empresa Chilectra S.A.: señores Rafael López Rueda, gerente general; Gonzalo Vial Vial, Fiscal; Guillermo Pérez del Río, gerente de regulación y gestión de energía, y Cristián Núñez Pacheco, ingeniero.


-Por la empresa Chilquinta Energía S.A.: señores Cristián Arnolds, gerente general; 
Sergio Barrientos Burgué, gerente de regulación, ingeniería y planificación, y Juan Edgardo Goldenberg, asesor legal.


-Por la empresa Colbún: señor Emilio Pellegrini Ripamonti, Presidente.


-Por Sociedad Austral de Electricidad S.A.: señores Jorge Brahm Barril, gerente general, y Gustavo Riveros, gerente de generación y regulación.


-Por la empresa Methanex Chile Ltda.: señores Rodolfo Krause, gerente general; Paul Schiodtz, Director de Finanzas; Francisco Ajenjo, director del Proyecto Chile 4, y Roberto Peralta, asesor Jurídico.


-Por la empresa Electroandina: señores Lodewijk Verdeyen, gerente general; Juan 
Clavería, asesor comercial, y José Antonio Urrutia, asesor Jurídico.

I. FUNDAMENTOS DEL PROYECTO.


En el mensaje se indica que la energía es un elemento esencial para la vida del país. Tal situación, constituye un bien que está directamente relacionado con la calidad de vida de la población, en razón, de que es un insumo esencial para la producción nacional. Por esta razón, se plantea que la política energética tiene una gran importancia estratégica.


Se señala que la política energética chilena debe tener un alto nivel de seguridad en el abastecimiento y esto deberá hacerse bajo estrictas condiciones de eficiencia económica y de respeto al desarrollo sustentable. 


Se plantea además, que la seguridad de suministro depende de varios aspectos que, en su conjunto, definen el riesgo en la provisión de energía de un determinado sistema. 


En el mensaje se explica, que la diversificación de la matriz energética, influye en el grado en que participa cada fuente primaria de energía. Por lo tanto, mientras mayor es la diversificación en este ámbito, menor es el riesgo de desabastecimiento, por cuanto la dependencia respecto a cada una de las fuentes de energía, por sí sola, es menor. 


Se indica además, que también influye la variedad de fuentes externas desde las cuales se importan los combustibles. En razón de ello, no sólo es conveniente usar los recursos naturales existentes en el país, conforme a lo que es económicamente razonable, sino que también es conveniente disponer de diversas fuentes externas para la provisión de combustibles, especialmente cuando las restricciones físicas hacen difícil su inmediata sustitución en caso de desabastecimiento.


Por último se señala, que del mismo modo influye el desarrollo de inversiones que garanticen una oferta adaptada a la evolución de la demanda de energía, junto con un marco regulatorio eficiente que permita al mercado y a la autoridad pertinente administrar eficientemente eventuales situaciones de contingencia eléctrica. 

II. MINUTA DE LAS IDEAS MATRICES O FUNDAMENTALES DEL PROYECTO.


Para los efectos previstos en los artículos 66 y 70 de la Constitución Política de la República y en los incisos primeros de los artículos 24 y 32 de la ley Nº18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, corresponde consignar, como lo exige el artículo 287 del Reglamento de la Corporación, una minuta de las ideas matrices o fundamentales del proyecto, entendiéndose por tales las contenidas en el mensaje.


De acuerdo con esto último, las ideas matrices o fundamentales del proyecto, son las siguientes:

a)
Otorgar una mayor certidumbre al proceso de inversión en generación eléctrica, a partir de insumos alternativos al gas natural.

b)
Permitir una mayor participación de los actores, productores y consumidores en la administración de la demanda eléctrica.


Con tal motivo, el mensaje señala cuatro objetivos, claramente expresados en su texto, a saber:

1.
Modificar el marco regulatorio del sector eléctrico en actual aplicación, con el propósito de fortalecer la seguridad en el suministro de energía eléctrica a los consumidores regulados, o clientes finales. 

2.
Fortalecer las atribuciones de la autoridad normativa, para enfrentar con eficacia las contingencias o riesgos derivados de situaciones excepcionales, como el desabastecimiento de una de las fuentes de insumo.

3.
Diversificar la matriz energética con que opera el país.

4.
Incentivar el consumo racional, así como favorecer el ahorro de energía.

III. ARTÍCULOS CALIFICADOS COMO NORMAS DE CARÁCTER ORGÁNICO-CONSTITUCIONAL O DE QUÓRUM CALIFICADO.


La Comisión estimó que el proyecto no contiene normas de esta índole.

IV. ARTÍCULOS DEL PROYECTO QUE, EN CONFORMIDAD CON EL ARTÍCULO 220 DEL REGLAMENTO, DEBAN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA.


No los hay.

V. ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADAS POR LA COMISIÓN.

1.
*La Diputada señora González, doña Rosa y los Diputados señores Kuschel y Martínez formularon una indicación para incorporar el siguiente nuevo inciso al artículo 79-1:


“En caso que una concesionaria de servicio público de distribución, por causas ajenas a su voluntad, no disponga de contratos que permitan satisfacer el consumo de sus consumidores regulados, recibirá electricidad del sistema eléctrico que corresponda y el modo a pagar por el suministro destinado a dichos consumidores no podrá ser distinto al que se traspase a los clientes regulados de ese sistema.”


-Puesta en votación la indicación, fue rechazada por mayoría de votos.

2.
*Los Diputados señores Álvarez, Leay y señora González, doña Rosa, formularon una indicación para eliminar el artículo 102 bis, propuesto por el Ejecutivo.

-o-


-Puesta en votación la indicación fue rechazada por la unanimidad de los Diputados presentes.

3.
*Los Diputados señores Vilches y Kuschel formularon una indicación para reemplazar el inciso tercero del artículo 150, propuesto por una indicación del Ejecutivo, por los siguientes:


“Cada Centro de Despacho Económico de Carga contará con un Directorio de Peajes y un Directorio de Operaciones, los cuales deberán contar con los organismos técnicos y personal necesarios para el cumplimiento de sus funciones. Existirán, a lo menos, una Dirección de Operación y una Dirección de Peajes. Estos organismos, eminentemente técnicos y ejecutivos, desarrollarán su función conforme a la ley y su reglamento. El Director y el personal de cada Dirección, deberán reunir condiciones de idoneidad e independencia que garanticen su adecuado desempeño.


Las funciones del Directorio de Peajes corresponderán a todas aquellas necesarias para dar cumplimiento a la obligación de los Cdec de garantizar el acceso abierto a los sistemas de transmisión troncal y de subtransmisión, así como todas las labores de estudios y acciones tendientes a la adecuada coordinación entre los agentes que hacen uso de los sistemas de transmisión y generación. A su vez, las labores del Directorio de Operación serán todas aquellas necesarias para garantizar la operación más económica para el conjunto de las instalaciones del sistema eléctrico y preservar la seguridad del servicio en el sistema eléctrico.


El Directorio de Peajes estará compuesto por las empresas propietarias o administradoras de las instalaciones que señala el inciso primero de este literal.


El Directorio de Operaciones sólo estará integrado por empresas generadoras y de transmisión troncal.


Los Directores de cada Dirección serán nombrados y removidos por los dos tercios del respectivo Directorio. El financiamiento de cada Cdec será de cargo de sus integrantes, conforme lo determine el reglamento. El presupuesto anual de cada Cdec será informado favorablemente por la Comisión, en forma previa a su ejecución.”


-Puesta en votación la indicación, fue rechazada por la unanimidad de los Diputados presentes. 

4.
*La Diputada señora González, doña Rosa y el Diputado señor Álvarez formularon una indicación para intercalar en el artículo 3º del proyecto de ley, después de la expresión “de gas natural”, la frase “con fines de producción de energía eléctrica”.


-Puesta en votación la indicación fue rechazada por la unanimidad de los Diputados presentes.

5.
*La Diputada señora González, doña Rosa y los Diputados señores Álvarez y Leay formularon una indicación para intercalar en el artículo 3º del proyecto de ley, después de la palabra “natural”, la frase “destinado al servicios eléctrico”.


-Puesta en votación la indicación fue rechazada por la unanimidad de los Diputados presentes.

6.
*Los Diputados señores Jarpa, Kuschel, Leal, Mulet y Vilches formularon una indicación para agregar , a continuación del punto final del inciso primero del artículo 3º del proyecto, que pasa a ser punto y seguido (.), la siguiente frase: “Para estos efectos se considerarán todas las importaciones de gas, cualquiera sea su estado físico.”


-Puesta en votación la indicación fue rechazada por la unanimidad de los Diputados presentes.

7.
*Los Diputados señores Álvarez, Encina y Muñoz, don Pedro, formularon una indicación para agregar , en el inciso primero del artículo 3º del proyecto, la siguiente frase final: “Dicha limitación no será aplicable a quienes importen el gas natural en la Región de Magallanes y la Antártica Chilena.”


-Puesta en votación la indicación fue rechazada por la unanimidad de los Diputados presentes.

8.
*Los Diputados señores Kuschel y Vilches, formularon una indicación para sustituir en el inciso primero, del artículo 1º transitorio, la expresión “60 días” por la expresión “a partir”.


-Puesta en votación la indicación fue rechazada por la unanimidad de los Diputados presentes.

VI. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN GENERAL DEL PROYECTO.


El Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción y Presidente de la Comisión Nacional de Energía, señor Jorge Rodríguez Grossi, inició su exposición señalando que la principal consideración que tuvo el Ejecutivo al proponer el proyecto de ley en estudio, radica en la necesidad de “neutralizar la incertidumbre externa, con más certidumbre doméstica”. Aseguró que ante la escasez de gas natural desde Argentina, existe un abanico de opciones de tecnologías para desarrollar combustibles alternativos al gas. Sin embargo, los inversionistas no han desarrollado tales inversiones, a la espera de la recuperación del gas argentino, aludiendo a una relativa incertidumbre de ese mercado el que, eventualmente podría volver a ser una alternativa económica. Por otro lado, aquellas compañías que carecían de contratos de abastecimiento, estando muy prontas a suscribirlos, se retractaron ante la amenaza de restricciones de gas. Agregó, que aquello es una “trampa de incertidumbre” pues con la aprobación de la denominada “ley corta eléctrica” se dinamizó el sector y se despejaron las dudas a los inversionistas del subsector transmisión; un ejemplo concreto al respecto lo representa, el reforzamiento del tramo “Charrúa-Temuco”, por el que están actualmente compitiendo cuatro compañías, una de ellas, la chilena Transelec, una española, una brasileña y una colombiana, pugna comercial que demuestra el efecto positivo de la “ley corta”, poniendo fin a la incertidumbre en el sector de la transmisión; otros ejemplos se encuentran en la pronta operación de dos nuevas centrales de “ciclo combinado”, una de ellas en Quillota y otra en Rancagua. 


Ahora bien, ante este fenómeno de “desconfianza”, el propósito del proyecto que se presenta es generar al interior del país, mayor certeza y eliminar o neutralizar la incertidumbre que afecta al mercado doméstico, para que los decisores de inversiones concreten nuevas inversiones y no tengamos en el futuro problemas de abastecimiento eléctrico. En primer término, aludiendo a las causas de la desconfianza, señaló que la inestabilidad que se produce en Chile, generado por el mercado del gas argentino, tiene que ver con su precio, pues durante seis o siete años se disfrutó de un combustible muy barato, que hizo bajar sustancialmente los precios del producto eléctrico, tanto en la zona norte como en la zona centro-sur de Chile; al no estar disponible, desaparece un combustible muy barato y hay que sustituirlo por algún otro que será más caro. Ante esto, la pregunta crítica es ¿qué pasa si en el futuro el gas argentino vuelve a estar disponible?, incluso algunos apuestan a que vuelva estar disponible a bajo precio, sin embargo, no hay certeza alguna sobre tales variantes, no hay como “modelar” este mercado para el futuro inmediato. Así, es necesario que prontamente los inversionistas opten por alguna de las otras fuentes masivas de energía, tales como el agua, el gas natural licuado (disponible sólo a partir de unos tres años más), carbón, petróleo, etc., combustibles que si se integran a la matriz energética, implicarán mayores costos de producción, ante lo cual el inversionista duda, legítimamente, de invertir o no hacerlo, pues si hoy asume estos mayores costos, mañana, de volver el combustible barato, “quedarán fuera de mercado”. Ante esto, ¿qué puede hacer Chile para eliminar o neutralizar esta incertidumbre?, y ello es urgente, porque, en tres o cuatro años más será tarde si no se toman oportunamente las decisiones.


Explicó que la manera de resolverlo es, tal como lo señala el proyecto, ofrecer al inversionista la posibilidad de ganar contratos, mediante licitaciones públicas para abastecer a las distribuidoras, a un precio que se mantendrá estable por años, para darle seguridad de que podrá vender su electricidad a ese precio pese al eventual ingreso de un combustible más barato. Esto es, en esencia, el cambio propuesto por el Ejecutivo al marco regulatorio eléctrico, en el cual se proponen variantes para no ser dependientes de mercados externos, situación que el país no puede controlar y para no tener que afrontar problemas futuros de desabastecimiento.


Explicó que hay un universo de inversiones que ya está en marcha, cuyas condiciones no serán modificadas por el proyecto en trámite, y que en lo principal se basa en el precio de nudo que refleja las condiciones de producción y de costos del momento, que sin embargo transmite la incertidumbre del mercado al inversionista nacional. Por lo tanto, lo que el proyecto busca es estimular nuevas inversiones, las que no deben estar vinculadas o atadas al precio de nudo, para así evitar la incertidumbre.


Lo propuesto entonces, es que, a través de licitaciones públicas y vigiladas, las distribuidoras puedan comprar energía eléctrica para el futuro, contando con plazos de hasta quince años, plazo que se definirá para cada licitación; se trata de un plazo extenso, porque son inversiones de gran cuantía y de largo plazo de ejecución. En tercer lugar, tales contratos se suscribirán a un nivel de precios acorde con el mercado, para lo cual el Ejecutivo propone el precio de nudo del momento, congelado para el futuro, sujeto a una indexación que tendrá un índice especial, en el que se considerarán los valores de los combustibles del momento.


Expresó que es partidario de discutir respecto de la pertinencia de ponerle un techo al precio de las licitaciones, pues lo que se busca es generar inversiones, de forma que si el techo se transforma en un obstáculo, habrá que eliminarlo, teniendo eso sí, en vista, la necesidad de proteger los intereses de los consumidores. Con tal motivo, el proyecto contempla un mecanismo que asegura que, de presentarse las diferencias entre las distribuidoras, que superen un determinado porcentaje. La diferencia se distribuirá entre todas las distribuidoras, para protección de los clientes (usuarios finales) de cada una de esas empresas.


Señaló que otro aspecto, que es necesario analizar, es el de aquellas distribuidoras que no tienen suscritos contratos de abastecimiento -como es el caso de Saesa-Frontel- y las de aquellas cuyos contratos terminen antes del año 2009. Agregó, que tal situación ha sido abordada a través de la Resolución Ministerial Nº88, por la que se obliga a las generadoras a dar servicio eléctrico a todas las distribuidoras, aún sin contrato, pagándoseles el precio de nudo; esta solución genera sin embargo, una situación legal precaria para los consumidores finales, particularmente respecto de las compensaciones por corte o racionamiento eléctrico, las que están estrictamente vinculadas a los contratos de suministro. 


Indicó que un tercer aspecto necesario de abordar es el relativo a los precios, pues ante la escasez, la diferencia entre el precio de nudo y los costos marginales ha tendido a aumentar muy fuertemente, tendencia que se mantendrá hasta que se presente un año excesivamente lluvioso, momento en que, a la inversa, los costos marginales estarán por bajo los precios de nudo. Pero, en la actual situación, cualquier inversión adicional que un generador quiera hacer contiene una parte que estará destinada a servir o abastecer a un distribuidor con el cual no tiene contrato, a precio de nudo, que hoy está por bajo el costo de producción. Esta situación constituye una especie de impuesto temporal, determinado por las actuales circunstancias de mercado.


El Ministro señor Rodríguez planteó que a través del proyecto de ley en estudio, el Ejecutivo propone lo siguiente:


I.- A partir del año 2009, la situación se resolverá automáticamente, pues se contará con gas natural licuado (GNL), geotermia, posiblemente con proyectos de carbón en marcha e incluso con otras energías alternativas, que aumenten la oferta, estabilizando el mercado y haciendo desaparecer la situación de distribuidoras sin contrato.


II.- En lo inmediato, se propone el mecanismo de realizar licitaciones públicas, para aquellas distribuidoras a las que se aplica hoy la Resolución Ministerial Nª88, estableciendo valores que cubran los costos marginales, lo que asegura que los contratos se suscriban, y facilita que se ejecuten las nuevas inversiones en generación para abastecer el mercado en lo inmediato y afrontar eventuales contingencias. Además, el Ejecutivo se declara dispuesto, a que esta fórmula que propone pueda ser sustituida por otra, siempre que se consagre por ley, la obligación que tendrán las generadoras de entregar el suministro eléctrico a sus clientes y que se establezca un derecho a compensaciones, para proteger a los consumidores. Con este mecanismo, se busca afrontar la situación que se plantea desde hoy, hasta el año 2008, tiempo en el que será difícil contar con gas natural argentino y también es necesario considerar que pueda haber sequía. Por lo tanto, se hace necesario que las generadoras puedan reaccionar con rapidez y que realicen las inversiones necesarias para evitar racionamientos de energía eléctrica.


III.- Otra medida que contiene el proyecto, es la incorporación de un mecanismo de auto regulación, en que el consumidor es más protagonista, y que permitirá la generación de un nuevo mercado, en el que cualquier generadora pueda ofrecer a sus consumidores regulados, premios o incentivos al ahorro de energía (modulación o elasticidad del consumo ante estímulos económicos). Es un mecanismo que permitirá, por una parte, una mejor asignación de los recursos, bajando los niveles tanto de producción como de consumo, y por otra, atenuar el riesgo de un racionamiento eléctrico, lo que no sólo es útil en períodos de restricción como el actual, pues implica un ahorro tanto para el productor como para el consumidor, incluso en períodos de “sobreabundancia” de oferta. Confía en que este mecanismo será bien recibido en el mercado, en cuanto introduce flexibilidad al sistema eléctrico, dando más libertad a los consumidores para optar entre uno u otro tipo de combustible.


Por otra parte, el Ejecutivo está preocupado por la situación que afecta a las distribuidoras, que son meras intermediarias entre el generador y el consumidor final y que, eventualmente, los planes de incentivo al ahorro les pudiera generar costos adicionales (ej.: costo de administración de cartera de clientes). En ese caso, el Ejecutivo podría considerar una modificación para evitar que esa posibilidad se concrete, o que en su defecto tales costos sean sufragados por las compañías interesadas en generar tales ahorros.


IV. Una cuarta medida que contempla el proyecto, es la situación que ocurre en la actualidad, en que todo el abastecimiento de gas natural importado proviene de un sólo país, lo que implica un riesgo político y que determinadas políticas aplicadas, en el país abastecedor significan un abastecimiento irregular hacia Chile, comprometiendo el abastecimiento eléctrico interno. Aclaró que el gas natural es un producto excepcional e incluso estratégico, de difícil sustitución, distinto a otros productos disponibles en el mercado, de forma que lo propuesto respecto del gas no resulta aplicable a otros bienes o productos. Por lo tanto, resulta urgente disponer de uno o más productos alternativos, así como de un proveedor alternativo. Para tal efecto, el proyecto dispone que respecto del gas natural, exista un margen, del 15% al menos, que provenga de un segundo país proveedor, lo que será exigible a partir del año 2010. En caso contrario, es decir, en caso de no tener un segundo proveedor, la autoridad tendrá que prohibir que la expansión del consumo se sustente en un único proveedor de gas, obligando así a la búsqueda de combustibles alternativos para lograr satisfacer las demandas de energía. Aseguró que esta limitación responde a una consideración de “seguridad nacional” que el mercado no satisface y que, por tanto, el Estado debe imponer la obligación de tener la opción de sustituir, al menos en un 15%, al proveedor que ha fallado. Ahora bien, todos los contratos que cuenten con permisos de importación vigente hasta el año 2009, serán íntegramente respetados, no sufrirán reducción alguna. Sólo a partir del año 2010 operará esta restricción o cuota, sin perjuicio que, evolucionando las condiciones del mercado, se podrá levantar esta restricción en el futuro. Aclaró que esta restricción de 85/15% no operará para cada contrato, sino a nivel global en el país, a ser distribuido entre los distintos contratos de provisión, lo que permitirá la generación de un mercado secundario de cuota, pudiendo realizarse “swaps” entre los distintos clientes nacionales.


V.- Una quinta medida que contempla el proyecto para fortalecer la seguridad de abastecimiento de gas, a semejanza de lo que contempla el artículo 99 bis respecto del agua, consiste en no considerar como una causal de fuerza mayor el hecho de sufrir un corte o restricción en el abastecimiento de gas importado, para la generación de electricidad; es decir, las generadoras eléctricas no podrán argumentar fuerza mayor para justificar la falta de generación eléctrica. Agregó, que el argumentar la falta de gas como fuerza mayor es inaceptable. De hecho, los generadores chilenos ya han implementado fuentes alternativas de combustible para sus procesos, y salvo dos centrales, las demás han sido “reconvertidas” y pueden operar con combustibles alternativos, cuando les falla el suministro de gas. 


VI.- También se incluye en el proyecto, un tema referido al Centro de Despacho Económico de Carga (Cdec), que es la instancia donde se administran las decisiones de empleo de los recursos energéticos, sin embargo muchas veces las mismas empresas que integran el Cdec desatienden dichas decisiones, por razones económicas, dando un uso poco prudente a los recursos energéticos, lo cual debilita la necesaria seguridad de abastecimiento eléctrico. Por lo tanto, la medida propuesta consiste en concederle a la Superintendencia de Electricidad y Combustibles (SEC), mayores facultades para corregir aquellas medidas erróneas del Cdec, o incluso adoptar medidas que éste no haya dispuesto oportunamente, situación que provoca un natural rechazo de las compañías eléctricas. Sin embargo, el Gobierno se declara desde ya dispuesto a considerar alternativas a este punto, no incrementando las atribuciones de la SEC, como podría ser admitir la inclusión en el Cdec de nuevos actores, tales como las distribuidoras, cuyo interés no es igual al de las generadoras y en cierto sentido representan el interés del usuario final, cual es que el servicio se mantenga ininterrumpido. Otra alternativa podría ser la de fortalecer la independencia de las autoridades técnicas del Cdec para un manejo más centralizado.


El Ministro señor Rodríguez señaló en resumen, que con este proyecto se busca dar una mayor seguridad en el abastecimiento eléctrico, mediante la entrega de una mayor certidumbre a los inversionistas en generación, a través de una serie de medidas, a saber:

a)
Mayor capacidad de auto regulación de los consumos, con un sistema de incentivos,

b)
La inadmisibilidad de la causal de fuerza mayor, como excusa para no abastecer a las distribuidoras,

c)
La garantía de que no todo el abastecimiento de gas natural para generación eléctrica provendrá de un único país abastecedor, y

d)
Mayor seguridad en el sistema, en razón de un uso más prudente de los recursos, a través de la intervención de la SEC, u otras medidas alternativas a considerar.

-o-


El Vicepresidente de la Asociación de Empresas de Servicio Público, señor Cristián 
Arnolds, señaló en su exposición que la Asociación de Empresas de Servicio Público es una entidad que agrupa y representa a todas las empresas distribuidoras y de transmisión del país.

Indicó que desea referirse a los siguientes temas que trata el proyecto de ley: el mecanismo de licitación de los contratos; los incentivos para la reducción del consumo; las facultades extraordinarias otorgadas a la Superintendencia de Electricidad y Combustible; el riesgo de sobrefacturación de energía que se podría producir debido a la modificación legal que se propone; las facultades extraordinarias que se establecen para el Presidente de la República para la modificación del DFL N° 1, y el caso fortuito o de fuerza mayor de la transmisión eléctrica.


En relación con los contratos de licitación, la iniciativa establece que es obligación de los distribuidores contar con un suministro permanente para los próximos tres años. Existe un período transitorio, establecido hasta el 31 de diciembre de 2008 y un período permanente posterior a esa fecha.


Se ha establecido que, para el período permanente, las empresas distribuidoras pueden licitar sus contratos con un plazo máximo de quince años, a fin de buscar la posibilidad de que los generadores hagan ofertas de suministro de largo plazo a los distribuidores, con el objeto de que de alguna manera les estabilicen sus ingresos, y así justificar nuevos proyectos de inversión.


En el período transitorio, esto es, hasta el 31 de diciembre de 2008 -se entiende como período transitorio porque es imposible que una construcción de central nueva pueda entrar en operaciones-, estas licitaciones se harían sobre la base de un precio que es distinto, más bien, en función del costo marginal del sistema.


Indicó, que el mecanismo de licitaciones de largo plazo es positivo en la medida en que promociona o incentiva la construcción de nuevas centrales, y estos contratos de largo plazo que generan estabilidad en los ingresos para los generadores les permiten, a su vez, financiar estos proyectos de inversión. 


Pero hay un tema que el proyecto no trata y, quizás, valdría la pena concretar: que no prevé. Qué pasa en el caso de que una distribuidora se quede sin contratos de suministros. 


Esta es una situación muy importante de resolver, porque el proyecto establece que la distribuidora tiene una obligación bastante perentoria de contar con este suministro. 


Tampoco se puede obligar a ninguna empresa a lo imposible. Si la distribuidora ha hecho todos sus esfuerzos, ha participado en una licitación de acuerdo a lo que, además, van a ser las bases aprobadas por la Comisión Nacional de Energía y, en definitiva, no reciben ofertas. Hay un problema muy difícil de resolver, porque la distribuidora no tiene como función principal generar energía, sino distribuirla. Esta situación, por lo demás, ocurre en la legislación actual. 


Manifestó, que en la actualidad hay empresas distribuidoras que no tienen contratos. Es el caso de Saesa. Por lo tanto, es muy importante que en esta modificación legal, se considere cómo solucionar este caso.

Una distribuidora puede quedar sin contratos por dos causas distintas: una, que no se presente nadie a la licitación -hay que recordar que la licitación va a tener una serie de condiciones que van a ser principalmente establecidas por la Comisión Nacional de Energía- y, además, en la versión actual del proyecto existe una condición bastante compleja, que es que esta licitación tiene un precio máximo, que es el de nudo vigente. 


Entonces, dependiendo del nivel del precio de nudo en ese minuto, puede ocurrir que ningún generador se interese en ofrecer el suministro con ese límite de precio establecido y, por lo tanto, la solución que se plantea en este proyecto es que, en el caso de que una distribuidora quede sin contrato por causas ajenas a su propia voluntad, caso en el que los generadores deberán entregar la energía a la distribuidora, a un precio “económicamente eficiente”. Pueden haber distintas opciones sobre cómo establecer este precio. Una opción podría ser el precio de nudo; otra, el precio promedio de los contratos en ese momento. Pero tiene que haber una forma en que se establezca un precio razonable para que la distribuidora compre energía del sistema. Esto es necesario porque si bien el mercado de generación es libre, es muy difícil pensar que, una distribuidora que, no tenga contrato, sea desconectada del sistema. Eso es lo que genera esa necesidad. Porque en un mercado normal quien no tiene contrato no tiene abastecimiento. Pero resulta que éste es un mercado bastante especial, donde el distribuidor que no tiene contrato, por razones ajenas a su propia voluntad, la única solución sería desconectarlo del sistema y dejar regiones completas del país a oscuras. Como se sabe, eso no es posible, por lo tanto, hay que prever una solución más racional. Una de ellas es que la distribuidora compre del sistema a prorrata a los generadores, con un precio eficiente para los consumidores finales.


Por otra parte, está el tema de los incentivos para la reducción de consumos. Explicó que en el proyecto se establecen dos tramos, uno para los clientes de más de 500 kilowats y otro para los de menos de 500 kilowats. En primer lugar, el generador puede hacer ofertas directas; en segundo lugar, a través de las distribuidoras.


Respecto de estos incentivos, la Asociación planteó la preocupación sobre lo estipulado en el proyecto que dice ofrecer incentivos para que los clientes reduzcan los consumos. Esto sólo debe hacerse en situaciones excepcionales de contingencia, o establecerse en situaciones de racionamiento, porque es difícil pensar que en una situación de abastecimiento normal se propongan incentivos para que la gente consuma menos electricidad.


Señaló, que el consumo se debe reducir, sólo en casos de contingencia real en el sistema, en especial tomando en cuenta que cuando los clientes reduzcan sus consumos se van a generar serios problemas de costos. Si los clientes bajan sus consumos, esas instalaciones de las empresas quedarán con capacidad ociosa y esa situación constituye un gasto innecesario.

Indicó que otro punto importante, son las facultades extraordinarias que se le otorgan a la Superintendencia de Electricidad y Combustibles. En el proyecto se contempla que en situaciones en que se pongan en riesgo la seguridad del abastecimiento, la SEC tendría la facultad de pedir información y sancionar por falta gravísima al Cdec. Es muy complicado que la SEC intervenga la operación normal que realiza el Centro Económico de Despacho de Carga (Cdec), en una situación de contingencia, determinando una serie de medidas que deberían adoptar los integrantes del sistema, para paliar el supuesto riesgo del mismo.


Agregó que a juicio de la Asociación es altamente inconveniente, pues confunde los roles, que hoy son bastante claros, del fiscalizador, que es la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, con el Centro Económico de Despacho de Carga que es el que vela por la seguridad de operación del sistema. 


Sugirió que se elimine el artículo 81 ter, del proyecto de ley, porque es claramente innecesario, esto es un desincentivo para que las empresas que podrían estar en el Cdec, no se incorporan para no tener que pagar el costo de las multas, sin tener responsabilidad.


Señaló que otro tema que es necesario abordar, es el relativo al riesgo de “sobre facturación” de la energía. Añadió, que el punto, en la forma como se establece en el proyecto, la distribuidora pierde mucho la facultad de decidir cómo organizar sus procesos de contratación de energía. En la actualidad, la forma de contratar de cada empresa, es que generalmente se contrata justo lo necesario para consumir. Con lo que se plantea el proyecto, podría ocurrir que la autoridad regulatoria obligara a las empresas contratar en un sistema donde podrían quedar “sobre contratado” y pagar más energía de la que realmente consumen. Este tema puede tener una fácil solución, que es establecer, como principio, que las distribuidoras, producto del sistema de licitaciones contenido en el proyecto, paguen sólo la energía que efectivamente consumen. 


Otro tema, que es necesario considerar, es lo relativo a las facultades que se le otorgan al Presidente de la República. A juicio de nuestra Asociación, se establecen facultades demasiado amplias para modificar el DFL 1, de 1982, que es la ley eléctrica. Se debería establecer una clara restricción a tales facultades para que sólo se limiten a la modificación de la ley eléctrica y no para otra cosa.

Planteó finalmente que se incluye el tema de la fuerza mayor. Agregó, que en la versión actual de la ley se dispone que las instalaciones del sistema de transporte y transmisión de electricidad no van a poder calificar ninguna falla, como es el caso fortuito o de fuerza mayor. Se entiende que puede haber un error en la redacción del proyecto. Es absurdo pensar que no existe más que la fuerza mayor en la línea de transmisión.


Lo que parece que tiene sentido es que se elimine como causal de fuerza mayor solamente las indisponibilidades de centrales eléctricas a causa de falta de gas natural provenientes de gasoductos internacionales, y no la causal de fuerza mayor de la transmisión.

-o-


El consultor del Instituto Libertad y Desarrollo, señor Renato Agurto, inició su exposición señalando que este proyecto es importante para destrabar la situación crítica en que se encuentra el sistema eléctrico chileno y, particularmente, el Sistema Interconectado Central. Agregó que debido a la crisis del gas existen dos elementos claves que impiden la adopción de decisiones de inversión por parte de los generadores. El primero es el nivel de precios, y el segundo, su estabilidad.


Consideró que el proyecto aborda adecuadamente el tema de la estabilidad de los precios, pero no así el del nivel, porque, nada garantiza que con los niveles de precio de nudo que pudieran existir en un momento dado -particularmente los actuales- puedan despejarse las licitaciones de contrato de largo plazo, que son las que van a respaldar la instalación de nueva capacidad generadora. 


Explicó que este proyecto tiene una gran urgencia, debido a la situación que existe en el sistema interconectado central que en los años 2006, 2007 y 2008, será muy crítica, produciéndose un riesgo de restricciones que irá creciendo. Lógicamente, como probabilidad, sujeta a los eventos de fallas de gas o de sequía. Añadió que sólo hacia el 2009 se podrá contar en el sistema con nuevas inversiones eficientes que garanticen el crecimiento de la demanda.


A su juicio, el proyecto aborda muy bien las soluciones que proyecta para el largo plazo en términos de las licitaciones. También plantea bien el tema del suministro en el corto y el mediano plazo, porque soluciona el tema de las distribuidoras sin contrato e introduce un elemento que es positivo, esto es, hacer participar a la demanda en el mercado de corto plazo de energía, a través de la facultad que se les otorga a los generadores para pactar reducciones de consumo en situaciones en las cuales el abastecimiento del sistema sea critico.


Respecto de las objeciones y propuestas, sugirió que es necesario establecer un mecanismo que permita -a partir de un precio techo inicial igual al precio de nudo- rebajándolo en sucesivas repeticiones de la licitación si es que estas no la despejan.


Indicó que este es un proyecto de largo plazo, así que estas situaciones pueden volver a repetirse en 10 ó 20 años más y, por lo tanto, como solución permanente, tiene que establecerse esta válvula de escape.


El proyecto no aborda, aunque sería importante considerar una diversificación de los contratos por parte de las distribuidoras. Dado que todos los suministros regulados de las distribuidoras en el futuro van a estar contratados a través de licitaciones, ellas no debieran estar expuestas a que en un momento determinado tengan que renovar la totalidad de su suministro a un precio coyunturalmente alto. Desde ese punto de vista, se debiera establecer una limitación en términos, que el monto máximo a licitar cada año por parte de una distribuidora, no exceda del 25 por ciento de sus requerimientos.


Explicó que la iniciativa resuelve bien el tema de la energía, al independizar, durante el período del contrato, el precio de la energía, a través de una formula de indexación que la desliga de los precios de nudo. Sin embargo, con relación al precio de la potencia, el proyecto vincula el contrato de suministro al precio de nudo que esté vigente en cada momento a futuro. Si bien es cierto, que hay que reconocer que este precio de la potencia ha sido estable en los 20 años de vigencia que tiene la ley eléctrica, nada garantiza que a futuro pueda tener fluctuaciones y, sobre todo, la preocupación del Instituto Libertad y Desarrollo es que la señal que está dando el proyecto debe llegar a la posibilidad de que entren nuevos inversionistas al sector. Los que ya están, conocen la historia de la ley, conocen como se ha aplicado la regulación de precios y, por lo tanto, tienen dimensionado ese riesgo, pero un nuevo generador, que quiere entrar con una planta para instalarse a partir del 2009, no tiene controlado ese riesgo. 


Por lo tanto, propone que el precio de la potencia, sea el precio de nudo vigente a la fecha de iniciación del contrato, indexado con una fórmula que habría que establecerla en las bases de la licitación.


Señaló que otro tema que le preocupa, es el de la indexación de los contratos que se van a fijar en cada licitación, de acuerdo con las ofertas que se adjudiquen. Tal indexación, el proyecto la establece de tal manera que la licitación se asigna siempre en función del precio inicial, lo cual limita la posibilidad de que pudieran ensayarse otras opciones de indexación. Con esto, no se propone que hoy día se defina cuáles pueden ser esas opciones, pero sí que la ley dé la posibilidad de que exista más de una opción. 


En lo que se refiere al largo plazo, cree que los precios se van a despejar en las licitaciones para suministros que se inicien a partir del año 2009, en la medida en que serán despejados por el mercado, por tanto, deberían formar parte de la banda de precios libres, porque amplían el espectro de señales de mercado, con lo cual se ajustará el precio de nudo que seguirá siendo fijado para los contratos vigentes.


Manifestó que las facultades que se le entregan a la Superintendencia de Electricidad y Combustibles (SEC), son excesivas, por cuanto en períodos críticos de abastecimiento, importan una coadministración del sistema, por parte de quienes están destinados a regular y fiscalizar el sistema eléctrico.


Por último, indicó que tiene dos observaciones de importancia. Una, se refiere a que el proyecto en sus disposiciones principales, tendientes a facilitar la entrada de nueva generación se permitirá ir diversificando la matriz energética, pues introduce una cuota límite de importación al gas natural, lo cual cree que no es una buena medida si es que efectivamente lo que se quiere es resguardar la seguridad de abastecimiento del sistema eléctrico frente a interrupciones de gas. Se debe suponer que si esta cuota se fijó es porque en algún momento se puede activar, y cuando esto ocurra obligará a subir el precio del suministro porque sencillamente deben derivar a las nuevas inversiones y abastecerse con combustibles más caros. Entonces, desde ese punto de vista, se piensa que es mejor eliminarla y, alternativamente, exigir que aquellas centrales que se instalen utilizando algún combustible riesgoso, en términos de su indisponibilidad por corte de gasoducto o sencillamente por restricción de exportaciones del país, tengan la posibilidad de usar un combustible alternativo. Eso realmente garantiza la seguridad de suministro eléctrico frente a este tipo de contingencia.


Finalmente, señaló que se referirá a dos temas que se están abordando en un mismo artículo. El primero, se refiere al efecto que tienen las indisponibilidades de gas en las centrales de generación. El segundo, es la no invocación de “fuerza mayor” o “caso fortuito” para justificar las fallas del sistema de transmisión. Respecto del primer caso, lo que concierne a la indisponibilidad de gas natural, el proyecto establece modificar la ley de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles y califica, que no será causal de fuerza mayor el caso fortuito, para las interrupciones de gas que afecten la seguridad y calidad de servicios de las centrales eléctricas que son alimentadas con gas natural. En este aspecto, el proyecto está excediendo el marco respecto de lo que se legisló en la ley Eléctrica, respecto de la fuerza mayor y del caso fortuito.


Recordó que el artículo 99 bis, circunscribe la no admisibilidad de fuerza mayor o caso fortuito, para los efectos que puedan causar las sequías o las fallas de unidades generadoras eléctricas. Dentro del marco que establece dicho artículo la no admisibilidad de fuerza mayor requiere de -cuando esto afecte el suministro durante la vigencia de un decreto de racionamiento- la existencia de un decreto de racionamiento, es decir, un período de restricción de energía, y las obligaciones que asumen los generadores en esas circunstancias, en términos de compensar los suministros que no puedan otorgar en esas condiciones.


En consecuencia, al ampliar para las centrales que se alimentan con gas, la no invocación de fuerza mayor o caso fortuito frente a cualquier falla de calidad o seguridad del servicio, se estaría incorporando un espectro muy amplio de situaciones que hace absolutamente imprevisible el alcance que tendría la norma. En segundo lugar, ello reportaría una discriminación en contra de las centrales que se alimentan con gas respecto de las centrales hidroeléctricas y del resto de las centrales que puedan fallar. Se piensa que eso raya en lo peligroso, porque se estaría abriendo la puerta para que ante cualquier situación en que se afecte la calidad del suministro o la seguridad, incluso por interrupciones absolutamente intempestivas, esto es, causadas por situaciones imprevisibles -que no podrían ser introducidas adecuadamente dentro del sistema de precios-, los inversionistas no tomen la decisión de invertir. Es decir,se abre una puerta demasiado amplia a una situación que el país no está en condiciones de dimensionar adecuadamente. En ese sentido, propone circunscribir, para las centrales eléctricas que se alimentan con gas natural, la indisponibilidad del gas en el mismo contexto en que son consideradas actualmente la sequía y las fallas de las centrales eléctricas en el artículo 99 bis.

-o-


El gerente de generación de Endesa S.A., señor Claudio Iglesis, indicó que su presentación está relacionada con la crisis energética con Argentina y con la rigidez que tiene el sistema de precios en Chile, lo que puede provocar una profunda crisis en los próximos años en este país, lo que ha motivado al Gobierno a presentar este proyecto de ley.


Señaló que el proyecto está concebido en forma correcta y que, además, busca darle la urgencia necesaria para las soluciones que deben implementarse, pero a su vez, se deben introducir algunas modificaciones para su mejoramiento.


Indicó que las restricciones que han experimentado las empresas eléctricas en el sector generación del Sistema Interconectado Central (SIC) en el último año, han sido muy perjudiciales. El gas que llega para generación en el SIC es alrededor de 8 millones de metros cúbicos por día. Las restricciones que han tenido son aproximadamente el 50 por ciento promedio del gas que llega al sistema.


Explicó que en el sistema interconectado chileno las centrales que operan con gas argentino representan el 25 por ciento de la potencia instalada y el 50 por ciento de la potencia térmica total. Este 25 por ciento de la potencia instalada es el que está experimentando esta situación de corte.


Recordó que una central de ciclo combinado tiene un costo aproximadamente de 200 millones de dólares de inversión.


Señaló que existe una importante diferencia de costos al operar una central eléctrica con gas, o con el sistema de swap o con petróleo diesel, en forma alternativa,


Al operar con swap los costos de operación se van a 70 mil y existe un sobre costo diario de combustible de 300 mil dólares. Ahora, si les toca, como fue el caso de la central San Isidro, que los últimos días les suspendieron el swap, tuvieron que operar con petróleo diesel, situación que les significó tener un sobre costo diario de operación de 700 mil dólares por día.


Explicó que el swap opera de la siguiente manera. una central en Argentina, como Costanera, dedica sus máquinas a operar con combustible fuel oil, un poco más barato que el petróleo diesel, y el gas que deja de utilizar al generar con fuel oil, se viene para Chile. Es una forma de pagar un poco menos, pero todavía bastante más cara. Cuando se paga fuel oil se paga tres veces más y cuando se paga petróleo, se paga cinco veces más.


Informó que el costo de inversión de una central es de 200 millones de dólares y tiene un patrimonio de cien millones de dólares. Si uno ve que tiene un mayor costo diario de 700 mil dólares y lo llevamos a términos mensuales, nos da 20 millones de dólares, en cinco meses una de estas centrales “se come” el patrimonio. Esa es la situación real que experimentan en estos momentos.


Otro aspecto de gran importancia, son los costos marginales que experimentará el sistema. De acuerdo con la Comisión Nacional de Energía, en los próximos años, se van a ir aumentando en relación con los precios de nudo del sistema. En ese momento se empezará a producir una enorme diferencia entre costo marginal y precio de nudo. 


Por otra parte, es necesario indicar que hay dos mil gigawatts/hora que manejan las empresas distribuidoras que actualmente están sin contratos. Ese diferencial de precio, entre costo marginal y precio de nudo, tiene un costo alternativo, es decir, se puede comprar a costo marginal para vender a la distribuidora a precio de nudo de 70 millones de dólares. En ese momento la brecha va creciendo. ¿Por qué se acorta al final? Porque en los planes de obras que contempla la Comisión Nacional de Energía, aparecen centrales eléctricas en el 2008, las que no se están construyendo en estos momentos, que son a base de carbón y otros combustibles. Sólo estamos a tres años de esa fecha. Se ha considerando la instalación de nuevas centrales, pero el plazo es muy corto para desarrollarlas. 


Señaló, además, que los 2003 y 2004 se presentaron como años secos, y el nivel de los embalses se encuentra bajo. También, está presente la amenaza de corte de gas, y el costo marginal que se está experimentando es de 120 US$/MWs. Entonces, las diferencias son aún mayores.


En relación con la evolución de las empresas distribuidoras que van quedando sin contrato, evidentemente no lo tienen porque es muy costoso abastecerlas, debido a la diferencia existente entre los dos mercados y a los costos que están experimentando las centrales. Se partió el año 2005, con alrededor de 2 mil kilowatts/hora, y se terminará el año 2008 sobre los 5 mil kilowatts/hora. 


Por otra parte, se pueden revisar algunos números para tener idea de qué estamos hablando. Si el año 2008 las diferencias entre los precios de nudo y los costos marginales fueran del orden de unos 40 US$/MWs por cada kilowatt/hora, costaría 200 millones de dólares abastecer esos 5 mil kilowatts/hora por concepto de diferencia de precio. 


Ante esa situación habría que preguntarse ¿Qué pasaría si esa diferencia se repartiera entre todos los consumos del país? A esas alturas, el consumo nacional en relación con la energía de clientes regulados será de unos 25 mil gigawatts/hora. Entonces, si se tomaran los 200 millones de dólares y los dividiéramos por 25 mil gigawatts/hora, nos daría unos 8 US$/MWs, que representan un poco menos del 10 por ciento de la tarifa domiciliaria.


En suma, estamos hablando de una solución ante el otro escenario, es decir, los altos sobrecostos que está experimentando el sistema en este momento.


Explicó que para el largo plazo y de las posibilidades de desarrollo, están trabajando en conjunto con Enap para lanzar una planta de gas natural licuado, (GNL) que les permita tener nuevas inversiones. Pero ella probablemente esté operativa a comienzos del año 2009 si todo sale bien. Así y todo, están muy ajustados los plazos para llegar a comienzos de 2009 con ella en condiciones de operar. Ella no alcanzará a estar lista el 2008, como era el deseo de la empresa y el problema es que existe una gran incertidumbre respecto de cuál será el precio al que va a llegar el GNL a Chile.


Indicó, finalmente que una central de ciclo combinado, tiene un costo de inversión de unos 200 millones de dólares, pero al tomar un contrato del tipo take or pay, es decir, que hay que pagar independientemente se consuma o no, va a experimentar un costo anual de 90 millones de dólares. Es decir, en un proyecto de inversión que se realiza sobre la base de GNL, el costo no está en la parte inicial -de hecho, se pueden poner 200 millones de dólares para instalar una planta-, sino en la obligación de pagar el combustible a 15 años plazo, que alcanza el orden de 90 millones de dólares por año. Por eso, es necesario buscar equilibrios, con contratos de largo plazo que puedan firmarse con empresas reguladas.


Señaló que respecto del proyecto de ley en estudio, Endesa desde hace varios meses ha venido sugiriendo algunas fórmulas de ajuste similares a la que se presenta en esta oportunidad. 


Por una parte, se acordó lo relativo al precio de nudo, elevado, naturalmente, por la vía de estabilizarlo. Tal situación, debiera permitir que estos precios sirvieran para rentar las inversiones que necesita el sistema.


Indicó que el mecanismo para el largo plazo parece el mas correcto. El proyecto busca precios estables por un período largo, limitado al precio de nudo vigente. El problema sigue siendo el punto de partida. La incertidumbre la provoca nivel de precios de nudo que sirven para hacer los contratos de largo plazo, los que deberían estar relacionados con las realidades que costarán las nuevas plantas y el insumo resepcto del GNL. 


Mencionó que el precio de nudo que hay en este momento, es tradicional y teórico, que resulta del cálculo de modelos que establece la Comisión Nacional de Energía, y que es de 72 dólares por megawatts hora. Éste es un precio que nunca se había visto en Chile como resultado del cálculo de precios de nudo. Ese resultado se obtiene porque se mezclan dos situaciones: la de escasez de corto plazo y las inversiones nuevas que se ven en el mediano plazo.


Por otro lado, la mecánica de una banda de precios libres, está fuertemente influenciada por la realidad antigua, se sabe que este precio baja y queda, aproximadamente, en 42 ó 43 dólares. Evidentemente, hay un descalce. Es casi una casualidad que el precio de nudo aplicado por la banda se vaya dando, más o menos, con lo que se cree que va a costar el GNL. 


Podría ocurrir que, en los momentos en que se tomen las decisiones de inversión en la planta de GNL o de aprobar la licitación de Enap, no esté ocurriendo eso y todavía exista una brecha importante. De ahí que al parecer que existe un pequeño problema: que los precios de estos contratos de largo plazo, en un primer momento, no sean un reflejo exacto o no calcen con el precio de nudo.


La solución sería flexibilizar el techo de la licitación; es decir, facultar a la Comisión Nacional de Energía para que establezca las condiciones, si esto no resulta, significa que el precio de nudo vigente no sirve.


En síntesis, sin que la Comisión Nacional de Energía pierda la autonomía de fijar ese techo, debe tener cierta flexibilidad para permitir que estas variables se ajusten y calcen.


Otro punto que no es menos importante es la fórmula de indexación que va a trabajar con estos precios. O sea, se va a dejar un precio fijo. Suponiendo que se partió bien y que el techo que fijó la Comisión estaba perfecto, el gas costó barato, pero estos contratos deben pagar 90 millones de dólares todos los años y, evidentemente, la fórmula de indexación que tengan estos precios en el tiempo debe tener alguna relación estrecha con los costos que van a tener en los contratos “take or pay” o del gas natural. La única manera es que exista un buen calce a través de los planes de obras y de la fórmula con lo que se va a obtener en las licitaciones.


Señaló que es necesario considerar que los precios que se obtengan en las licitaciones a largo plazo y que provengan del GNL, puedan pasar a constituirse también en la banda de precios libres. Eso no está en la proposición del Gobierno, pero sería muy positivo que así fuera.


Respecto de mecanismos para el corto plazo, el proyecto contiene licitaciones con precios ligados al costo marginal, señal de precios correcta para inversiones en tiempos de crisis. El principal problema que todos tendrán que enfrentar en los próximos años será la capacidad financiera y económica de las empresas para resolver esta crisis. Podrán pasar tres años tratando de combatir con swap, que cuesta carísimo, con quemadas de diésel en las centrales, con soluciones de emergencia que en este momento no se alcanza a visualizar, pero que todo asegura que van a ser bastante caras frente a una crisis. 


Señaló que esta propuesta, parece correcta, porque permite que los clientes que están en este momento sin contrato, tengan un traspaso más real de los costos marginales y que, por la vía de repartir entre todas las distribuidoras, se logre que ese traspaso llegue muy atenuado al público. Pero ésta no debe esperar resoluciones exentas o trámites, que en el proyecto de ley quedan bastante indefinidos. Deben haber fechas concretas del momento en que esto se aplique. Es decir, que exista una mecánica que permita que esto entre en vigencia, ojalá, con la misma ley.


Por otro lado, no es menor el hecho que el gas natural va a llegar el 2009, se está hablando del 31 de diciembre de 2008, incluso, hay que tener la previsión de que esto se desajuste por algunos meses, que puede ser a principio del 2009. Por lo tanto, esta fecha rige a partir de diciembre de 2008, esta fecha se podría trabajar de alguna forma para dar un año de plazo más o dotarla de alguna flexibilidad de manera que esa fecha se pueda adaptar a la situación real que tendremos ese año. Sólo el cien por ciento de costo marginal cubre el costo de oportunidad, sin cubrir compensaciones y multas. Aquí hay un elemento complejo desde el punto de vista de los clientes sin contrato o a los clientes que estaban en la Resolución Ministerial Nº 88 se les va a hacer ese traspaso. En esa situación, los generadores que hagan estos contratos van a quedar expuestos a las multas o compensaciones que estaban en la ley cuando no tenían contrato. 


Como solución a esto es necesario establecer la vigencia inmediata, como lo decía la RM 88 de este mecanismo de traspaso al costo marginal, extender el plazo de vigencia en un año, al 31 de diciembre de 2009, o algún otro mecanismo que le dé flexibilidad a este tema, probablemente en manos de la propia Comisión Nacional de Energía o del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, y ver cómo se trabaja con las compensaciones y multas que puedan derivar del 99 bis en estos contratos o buscar una manera de que los costos asociados a esto se pudieran repartir entre todas las distribuidoras. En general, parece correcto que el mecanismo represente los costos marginales y distribuirlos entre todos los generadores, ya que en alguna oportunidad Endesa propuso un mecanismo de seguro en términos de acoger cierta proporción de los costos marginales en momentos en que la situación era menos dramática que la actual.


Planteó que le parecen inconveniente las atribuciones adicionales que se le están otorgando a la SEC. Es necesario recordar que la SEC debe supervisar el cumplimiento de las normas para una operación segura de mínimo costo, y que es el Cdec el que dispone de la operación económica y la programa. Agregó que el proyecto propone una casi “coadministración” entre el Cdec y la SEC de las normas de operación. Esta situación parece que es muy peligrosa, muy compleja, porque significaría un cambio absoluto de las reglas y de las formas de operación. La SEC, siendo un organismo del Estado, no independiente, ya no sería supervisora, sino que prácticamente daría instrucciones de cómo debe operarse el sistema. Es como si en una crisis económica la Superintendencia de Valores y Seguros interviniera en el Banco Central. 


Planteó que el otro tema que les preocupa es que no corresponde calificar argumentar fuerza mayor en las líneas de transmisión. Desde hace tiempo, ha habido un intento porque la ley eléctrica faculte a la Superintendencia para que acepte calificar el concepto de fuerza mayor, a pesar de que esto le corresponde a los tribunales o a otras instancias. Ciertamente el tema de la indisponibilidad de centrales, a consecuencia de restricciones parciales o totales a gas natural, deriva de problemas de relaciones internacionales.


Expresó que en la actualidad, están todos enfrentados a una realidad, que el gas se va a cortar en los próximos meses. Las posibilidades son muy altas, ya sea porque hayan huelgas, nuevas restricciones o por otra causa y, efectivamente, las empresas que tienen gas natural deberán tomar las providencias del caso, por lo menos, teniendo la alternativa de quemar otros combustibles. Por lo tanto, claramente parece pertinente que no sea causal de fuerza mayor.


Sin embargo hay que considerar que si bien es cierto que entre las causas por las cuales pueden fallar está la negligencia de un mantenimiento o de una mala operación, también puede suceder por causas naturales, como un terremoto o un rayo. Entonces, la solución es eliminar esta parte del artículo, es decir, no incluir en este paquete, la indisponibilidad del sistema de transmisión o transporte de electricidad.


La participación de la demanda en el mercado de corto plazo va en la dirección correcta. El proyecto incorpora la posibilidad de pactar a través de la empresa distribuidora, reducciones de consumo con clientes regulados, lo cual es bueno, sobre todo por las instancias que permiten tener válvulas de escape e ir donde los clientes y ofrecerles reducciones de consumo en un momento futuro en que, a lo mejor, se necesitarán. Las mediciones requerirán de un especial control, al igual que la imputación de la reducción de consumo al interior de la cartera de clientes. 


Respecto de la diversificación de los insumos de generación, considera que, la asignación bajo restricciones, máximo 85% no será más eficiente que la del mercado, bajo los incentivos correctos.


Como conclusión, el proyecto busca correctamente la forma de solucionar la necesidad urgente de realizar inversiones para el suministro de mediano plazo, pero requiere de diversas correcciones. El mecanismo de largo plazo requiere mayor flexibilidad en el precio de techo y una fórmula de indexación cuidadosamente construida para que funcione. El mecanismo de corto plazo requiere plazos perentorios y la socialización de los sobrecostos, si se llega a la compensación. No deben modificarse las funciones y atribuciones de la SEC. El Estado no debe intervenir en el mercado eléctrico. Eliminar causales de fuerza mayor evidentemente no aumenta la seguridad.

-o-


El gerente general de Chilectra S.A., señor Rafael López Rueda, inició su exposición señalando que se trata de un proyecto de bases esenciales y que se encuentran pendientes diversos desarrollos normativos, cuestión que no es menor ni sencilla. 


Planteó que se deben establecer instrumentos específicos, como un reglamento, que permita hacer operativa la ley, en la medida en que las licitaciones también lo sean. En ese sentido, deberán trabajar estrechamente con la Comisión Nacional de Energía y con el mercado para ser impecables en la elaboración de las bases de licitación. Además, la Comisión Nacional de Energía adquiere un compromiso efectivo en el proyecto, cual es dar un sello de viabilidad a los proyectos de licitación, por cuanto, una vez que las bases de licitación estén hechas, debe aprobarlas por ley. Ese será el sello de viabilidad efectivo que tendrán estos proyectos.


Chilectra tiene una convicción profunda, como distribuidora y agente comprometido con el mercado, de cumplir siempre con su deber y obligación, por eso no tienen ningún problema con la aprobación del proyecto de ley, en estudio. Lo que sí plantean es que existen algunas normas que debería ser modificadas.


Indicó que en esencia, éste es un buen proyecto de ley en su concepción, ya que tiene un objetivo específico con instrumentos que se deben desarrollar para resolver el problema efectivo de oferta de energía. En esa línea, Chilectra compromete todo su apoyo y colaboración. Como idea general, el proyecto debe resolver, con sus perfeccionamientos, el problema de oferta de energía que actualmente soporta el país por la crisis energética.


El primer punto de análisis de esta empresa, dice relación con la necesidad evidente de otorgar incentivos para asegurar inversiones en generación, que es el objetivo básico del proyecto. Es una proposición que está en lo correcto.


El segundo aspecto tiene relación con que exista una adecuada asignación de riesgos en la cadena eléctrica. Para la empresa es muy importante asegurar que los riesgos que generación, transporte y distribución. Se asumen con este proyecto que sean gestionables, pues, de lo contrario, se encontrarán con un problema de incapacidad de gestionar los riesgos, los que se asocian a la distribución. La mayor eficiencia se consigue si los riesgos de negocios se gestionan por quien puede hacerlo, porque el que no puede, naturalmente no tiene capacidad o queda impedido de desarrollar una gestión eficiente. 


El tercer punto está asociado a asegurar una equilibrada asignación de derechos y deberes para los agentes que intervienen en el mercado. En definitiva, requieren que la ley no dañe los derechos y obligaciones de los agentes del mercado, pues de lo contrario, tendría limitada aplicabilidad.


El cuarto aspecto a considerar es el denominado “eficiencia regulatoria”. Consideran que el mercado es el mejor asignador de recursos y que la regulación debe corregir imperfecciones coyunturales o debilidades ya reguladas o regulaciones que no tengan una perfecta aplicación. 


El quinto punto tiene que ver con la preocupación que tienen por el cliente. Consideran que el proyecto debe ser una iniciativa que el cliente perciba como legítima y conveniente y que tienda al crecimiento y al desarrollo del país. Sobre todo, deben explicarles a los clientes una realidad que es evidente, que el precio de la energía es creciente no sólo en Chile, sino también en el resto del mundo. No hay duda, que con las grandes demandas que se producen, sobre todo en los países asiáticos, los precios de los combustibles irán aumentando y, por ende, también el de la energía.


Señaló finalmente que planteará las siguientes observaciones al proyecto en análisis:


La primera tiene que ver con la obligación que la ley le impone a los distribuidores para asegurar el suministro a todo su mercado regulado. 


El artículo 71-1 establece obligaciones para las distribuidoras que, en opinión de la empresa, no son gestionables, porque no existen los elementos para hacerlo. Tal obligación es disponer del abastecimiento de energía para los clientes regulados a todo evento y en forma permanente. Además, si no hay contrato con las generadoras, eventualmente tendrían la necesidad de contar con generación propia. Al respecto, hará los siguientes comentarios:


Primero, el proyecto, tal como está redactado, da por descontado que las licitaciones siempre serán exitosas. Pero, si no lo fueran, la gran pregunta que se deben hacer es si tendrán la capacidad de generación propia para atender la necesidad del mercado regulado. La visión que tiene la empresa es que no están facultados técnicamente ni capacitados para ser generadores, porque es un negocio especializado. Por lo tanto, no tienen ningún aporte de valor importante que hacer.


Ahora bien, la posibilidad de no tener un contrato es un riesgo en el que no tienen la capacidad de gestionar y, en definitiva, es inmanejable, porque las distribuidoras no tienen capacidad de generar una expectativa mejor o un interés por parte de algún oferente distinto del que podría ofrecer el mismo generador. Por lo tanto, no pueden gestionar ese riesgo.


En definitiva, propone incorporar una salvaguardia legal que restituya el desequilibrio en la asignación de riesgos que no pueden gestionar. 


Hoy, el mercado regulado alcanza al 60 por ciento del total de la energía demandada en el sistema interconectado central. Sin embargo, la ley corta reduce el potencial de este mercado, dado que amplía o reduce el nivel de los clientes libres. Por lo tanto, si todos los clientes libres se liberaron, el mercado regulado en el 2007, 2008 ó 2009 podría ser 40 ó 50 por ciento, dependiendo de las ofertas que las generadoras o eventualmente las comercializadoras les pudieran hacer a estos clientes. Se trata de un riesgo que, en forma natural, se tiene que ir reduciendo para el generador. El riesgo de atender el mercado regular se reduce en la medida en que éste, teóricamente, se reducirá por la aplicación de la ley corta.


La propuesta es que esa salvaguardia fuerce a que el suministro no cubierto en cualquier licitación aprobada por la CNE, como lo establece la ley, sea entregado por el conjunto de generadores calificados. El principio aplicable es que esa cobertura de licitaciones que no hayan sido exitosas sea a prorrata y con una señal de precio eficiente.


Según la opinión de la empresa, no puede haber cualquier precio. El precio de nudo no es la mejor señal, porque puede darse que las licitaciones queden sin cubrirse. Tampoco debería ser un costo que no diera señales de largo plazo.


El precio de nudo debe cumplir algunas condiciones. En primer lugar, incentivar una generación eficiente, es decir, una oferta de energía eficiente. En segundo lugar, el cliente regulado debe ver preservados sus intereses, esto es, que no corra con todos los riesgos del mercado. El precio debe limitar la asunción de riesgos por parte del cliente, a fin de que no recoja los costos marginales o aquellos en que no tiene capacidad de influir.


Por otra parte, el precio debe evitar el deterioro patrimonial y de competitividad de las distribuidoras. Es evidente que, en general, un precio alto determinará menores consumos de energía por parte de los clientes, lo que conlleva un menoscabo patrimonial de las distribuidoras, porque éstas recuperan el valor de su inversión en función de la energía que venden. Por otra parte, el mayor precio de la energía genera un incremento en el hurto y la morosidad.


Indicó que el segundo punto de la exposición es la reducción de consumos que se establece en el artículo 90 bis, que faculta a los generadores a otorgar incentivos económicos a los clientes regulados de las distribuidoras para que reduzcan sus consumos.


En este punto, no hay relación con el Mensaje, que señala que se aplicaría frente a condiciones de contingencia eléctrica, pues el articulado no determina períodos de aplicación. Al parecer, se trata de una aplicación permanente. Por eso, creen que en el fondo lo que se produce es que hay una apertura del mercado regulado y, en alguna medida, aparece el concepto de comercialización.


Naturalmente están a favor de que el mercado no regulado se amplíe y que la comercialización aparezca como un instrumento eficiente de asignación de recursos, pero siempre, en la forma y el tiempo debidos.


Además, con esta medida puede haber una transferencia de riesgos desde el generador hacia el distribuidor. Puede ser una fórmula de corrección de políticas comerciales por parte de los generadores que si estuvieron sobrecontratados o tuvieron una acción equivocada con esta medida pueden generar un perjuicio a los distribuidores en la medida que nos están forzando, en última instancia, a reducir el consumo a nuestros clientes.


Luego, hay otro inconveniente que es importante y es que esta medida va a dificultar calzar la energía contratada a través de las licitaciones, o con contratos vigentes y el mercado regulado que finalmente resulte. No van a ser capaces, de proyectar el mercado regulado, que se moverá en función de los incentivos que entreguen los generadores a los clientes finales. Por lo tanto, ahí hay un problema que se debe resolver.


También esta medida implica un daño patrimonial para las distribuidoras, por cuanto, en general, las fórmulas tarifarias están calculadas en base a una cierta proyección de demanda -la que sea- y, en la medida en que se produzcan oscilaciones en ella, producto de esta oferta de las generadoras, la demanda no será concordante con la que se había proyectado al momento de fijar las tarifas.


Como consecuencia de esta medida, las distribuidoras se verán en dificultades o estarán impedidas de recuperar el valor agregado de distribución como valor total que debe de retribuir el activo. Además, seguramente también se verán impedidos de recuperar los recargos de subtransmisión, lo que está muy relacionado con la demanda de energía final que hagan los clientes. Naturalmente, este mecanismo generará una suerte de administración, y el proyecto no contempla cómo serán recuperados por los distribuidores.


El sistema genera una relación comercial multilateral de difícil manejo práctico, porque habrá casos de oferta de varios generadores para un mismo cliente. La pregunta es cómo se discriminará esa oferta.


Hay dificultades de ese estilo y otras adicionales que tienen que ver con que hay mucha movilidad de clientes, porque probablemente valoran el consumo histórico en un domicilio en el que habita un determinado cliente y, cuando éste se mude de domicilio, el nuevo morador tendrá un consumo distinto, por lo que resultará premiado o castigado.


En definitiva, si bien, es bueno incentivar el uso racional de la energía, este no es el mecanismo más adecuado para ello. Lo que procede es legislar en concordancia con el principio de eficiencia regulatoria, es decir, regular lo que haya que regular y dejar que el mercado opere en todo aquello que no es necesario regular y, además, evitar el daño patrimonial que tendrán las distribuidoras como consecuencia de la aplicación de esta medida.


Por eso, es bueno que el mercado asigne los recursos con señales de precio adecuada, de forma que se puedan conseguir los objetivos de uso racional de la energía, esto hay que hacerlo en un contexto integral de largo plazo, lo que, en definitiva debe significar la aparición de los comercializadores y, naturalmente, mayor apertura en comparación con el actual mercado regulado. 


Chilquinta propone que se incorpore al artículo 71-4 un inciso que establezca que el total de la energía que deberían facturar el o los suministradores a una distribuidora sea igual a la energía que efectivamente sea demandada por este mercado, calculado en los diferentes períodos de facturación. En el fondo, lo que pretenden es que no se traslade a los distribuidores un riesgo de mercado que no son capaces ni pueden gestionar, por cuanto son decisiones de clientes basadas en indicaciones del proyecto de ley y en la oportunidad que tienen de estar o no en el mercado regulado. 


También hay una observación al artículo 81 ter, que otorga mayores atribuciones a la Superintendencia de Electricidad y Combustibles. Como está estructurado institucionalmente el sector está bien. O sea, la CNE regula, la SEC fiscaliza y el Cdec coopera. 


Con el otorgamiento de facultades extraordinarias a la SEC se corre el riesgo que en la práctica se transforme en un planificador del sistema y confunda su papel con el que actualmente está desarrollando el Cdec. Temen que en este esquema haya dilución de responsabilidades de las instituciones y, al final, no haya una adecuada especialización de roles por parte de las diferentes instituciones. 


La SEC ya cuenta con facultades suficientes de información y fiscalización de los Cdec. 


No sería malo ampliar la participación en el Cdec de otros agentes del mercado. Pero, en este momento hay una serie de problemáticas que impiden un incentivo para que otros agentes intervengan, cuando se han producido algunos acontecimientos. En forma solidaria se ha multado a instituciones del Cdec sin determinar claramente cuál ha sido la responsabilidad directa y precisa de cada uno de los sus componentes. 


Por lo tanto, proponen que se elimine el artículo 81 ter. 


Paralelamente, que se clarifique y que se precise reglamentariamente las responsabilidades de los integrantes del Cdec frente a contingencias que afectan al sistema eléctrico, de forma tal que haya un atractivo para integrarse a él; asimismo, hacerlo más operativo, más transparente, más abierto y, por lo tanto, más eficiente. 

-o-


El gerente general de Chilquinta Energía S.A., señor Cristián Arnolds, señaló que el proyecto tiene como único y gran objetivo incentivar nuevas construcciones y nuevas inversiones en generación, tema relevante para Chile y que les preocupa mucho como distribuidores, porque dan la cara al cliente final, cuando la situación se torna muy complicada a raíz de la falta de energía. Ése es el punto central.


Indicó que las proposiciones que hace el proyecto son positivas. Lo que establece respecto de las licitaciones debería ser un mecanismo que permita la construcción de nuevas centrales. Además, dispone la obligación de los distribuidores de brindar suministro, que las licitaciones estarán supervigiladas por la Comisión Nacional de Energía y que el límite de precio para las licitaciones es el precio de nudo, aspecto que consideran puede hacer que este proyecto, si bien persigue muy buenas intenciones, pueda convertirse en un fracaso total, porque puede significar que, en la práctica, no opere.


Expresó que en la actualidad, sin gas natural, estan absolutamente justos en el margen de reserva que debe tener el sistema. En la mitad de 2006 nos encontraremos en una situación, donde sin gas natural no sólo no tendremos reservas, sino que estaremos justos con la oferta. Con posterioridad no habrá suministro, por lo tanto, habrá racionamiento. Si bien siempre se cuenta con algo de gas, hay que prever el futuro.


Por otra parte, aunque haya gas suficiente, igual en el 2008 se llegará a un punto donde se comienza a agotar la reserva. En el 2010 ya no habrá reserva.


Lo anterior refleja que estamos en una situación muy compleja. Eso significa que desde el 2008 habrá un problema estructural de ofertas en el sistema. Entonces, si no se empieza a construir luego una próxima planta de generación en Chile, como país, existe el riesgo de tener en los años 2009 y 2010, racionamientos de energía eléctrica. Para qué decir si no tenemos agua. Ésa es la realidad nuestra. 


Es muy importante que el proyecto funcione para incentivar la instalación de nuevas centrales con tecnologías alternativas de gas argentino.


Explicó que una planta de carbón podría ser una alternativa. Por ejemplo, se podría construir mañana. Con ello, no sería necesario saber si la planta de GNL se va a construir o no. El carbón está disponible en el mundo. Se podría partir mañana. Esa planta se demora más o menos cuatro años en construirse, quizás, con suerte, tres. 


En cambio, el plazo de construcción de la Central de GNL hoy día es más incierto. Quizás es más rápido construir una central a carbón, pero el terminal de GNL no está construido.


Hoy, si se plantea la posibilidad de llevar a cabo un contrato para consumir GNL en Chile desde el 2009 en adelante, no lo firma nadie. Por lo tanto, hoy no se puede partir construyendo una central. No es necesario ser pesimista, pero es la realidad. 


Añadió, que mientras no se aclare cómo se arma este proyecto de GNL, quien lo financiará, si están comprometidos los volúmenes emitidos, si hay ofertas, en fin. Porque aquí hay que pedir ofertas de GNL, que significa toda una cadena de abastecimiento desde los pozos que van a estar quizás en Qatar, además de los barcos y los terminales, etcétera. Y no se sabe a qué precio va a llegar. Si va a haber una licitación -ojalá se haga luego-, pero a ver a qué precio llega. Si el gas natural licuado llega a 6 ó 7 dólares, aquí no se va a construir ninguna central a gas natural licuado. Eso es solamente para decir que hay una cierta incertidumbre alrededor de esa alternativa.


En resumen, el tema es complicado, porque se desea reemplazar una cosa que sí sabemos hacer, que es usar el gas argentino, pero no es fácil reemplazarlo.


El precio de nudo actual está, más o menos, entre 42 y 45 dólares por megawatts hora. El costo de desarrollo que se han consultado con especialistas, de cualquiera de las otras alternativas, tanto del GNL como del carbón, es de 50 dólares hacia arriba. 


Explicó que el hecho de que el proyecto tenga este tope del precio de nudo, como tope de precio de la licitación que la distribuidora pueda hacer para conseguir suministros, hace muy probable que todas las primeras licitaciones queden desiertas, porque el precio no es suficiente. Además, el generador ve que el precio de nudo está subiendo. 


En las fijaciones de precio de nudo, si analizan las últimas tres, el precio va subiendo muy fuerte. No sube tanto al final, porque se topa con la banda, que es, más o menos, 5 por ciento de los contratos libres. Pero el precio está subiendo. Entonces, ¿qué pasa? Que esta licitación del distribuidor no conviene, porque es mejor esperar una, dos o tres fijaciones de nudo más, para tener un precio mucho más alto. Entonces, no es que nunca vaya a ocurrir el contrato, pero lo que sí va a pasar es que pueden pasar dos años haciendo licitaciones desiertas y resulta que recién después se va a adjudicar y recién se va a empezar a construir la central. 


Por lo tanto, sería bueno preguntarse ¿Cuál es la solución? Eliminar ese famoso límite del precio de nudo. Hay soluciones que uno podría disfrazar. Lo único que vamos a conseguir es perder más tiempo, porque habrá que efectuar muchas licitaciones. Si se tiene confianza en el sistema, que no se le ponga límite al precio, porque se está matando la solución. 


El otro tema que se debe solucionar es qué pasa si las licitaciones quedan desiertas o si el distribuidor se queda sin contrato. Incluso puede que la licitación se adjudique, pero si el generador que se adjudicó la licitación quiebra, no va a cumplir con el suministro. Entonces, una distribuidora puede quedar sin suministro, aunque haya adjudicado la licitación, por el hecho de que el generador a lo mejor tuvo un problema financiero y prefiere perder la garantía antes que construir la planta y no cumple el contrato. Pero se puede quedar sin suministro, y dado que hay una obligación perentoria del distribuidor de contar con suministro, es muy sano que en esta ley se prevea qué pasa en ese caso, y la solución es que el distribuidor pueda comprar la energía del sistema, que los generadores la suministren a prorrata dentro de sus capacidades y que se les pague un precio eficiente, que puede ser más o menos el precio de nudo. 


Hoy, la obligación de vender a precio de nudo sin contrato suena muy onerosa, porque el precio de nudo está muy por debajo de los costos. Pero se esta hablando de un período de más largo plazo, y en esas circunstancias, el precio de nudo va a reflejar el precio de los contratos de ese momento. Entonces, en ese momento, que uno compre al precio de nudo, no es tan dramático como hoy.


Hay dos alternativas. Se cree que en el largo plazo, desde 2009 en adelante, puede considerarse el precio de nudo, porque en él se incorporará el aumento de costos del que ahora se está hablando. En el corto plazo, reconoce que es más difícil; el precio de nudo hoy está artificialmente bajo, porque está topado en la banda y no refleja los costos reales de generación, que han subido mucho. Ha subido el carbón, no hay gas desde Argentina, se está operando con diesel; entonces, es cierto que ha subido mucho.


Señaló que una alternativa de precio puede ser el costo marginal, pero se sabe que éste puede ser demasiado, porque el costo marginal es lo más caro de producir hoy día. Pero los generadores están produciendo con un promedio de costo más bajo que ése. Entonces, hay que buscar una solución intermedia.


En el período transitorio, hay que buscar una solución. Quizás sería bueno que en vez que el distribuidor compre a precio de nudo, que puede ser muy bajo, que compre al precio de nudo teórico, porque en el fondo el precio de nudo oficial es el que topó en la banda, pero el precio de nudo calculado por la Comisión Nacional de Energía, hoy es mucho más alto. 


Explicó que en la actualidad, el precio de nudo está entre 42 y 45, porque topa en la banda, pero el precio que se calculó de verdad, es 60. Entonces, eso puede ser una buena solución. El precio de 60 es el promedio de los costos marginales de los próximos cuatro años, pero no es tan alto como el costo marginal. Es el costo medio del suministro del sistema.


En principio es algo que no es tan arbitrario. El precio de nudo sin topar en la banda. La solución es que, en las licitaciones, si el distribuidor se queda sin contrato, se le asigne la solución de precio no calculado. Eso responde al hecho físico e indesmentible de que el distribuidor tiene que seguir conectado y seguir consumiendo la energía.


Al generador hay que buscarle una solución para ese problema.


Indicó que en el corto plazo existe la solución del costo marginal. Suena demasiado alto, pero también hay que prever una solución en el caso de que el distribuidor se quede sin contrato, a pesar de que haga la licitación. En ese caso nuevamente podría aplicarse esa fórmula.


En las reducciones de consumo es importante tener en cuenta que la redacción del artículo tiene una falla. Esta pensado en un momento de contingencia del sistema y no de una situación normal. Actualmente el proyecto esta escrito en situación normal y eso debiera corregirse porque en realidad el sistema eléctrico no debiera funcionar haciendo ofertas a los clientes para que no consuman. El sistema debe funcionar teniendo en vista lo que los clientes necesitan consumir. Obviamente que hay que hacer campañas de uso eficiente de la energía pero si la necesitan, que la usen.


Por eso el artículo está bien, pero en el caso de la emergencia, ella debiera ser en época de racionamiento. Se le debe dar una buena definición de lo que es la emergencia en el sistema eléctrico.


También hay que pensar en el caso de la distribución y transmisión, hay que ser ecuánimes, equitativos y estar preocupados de que todos los actores del sistema tengan una compensación adecuada a sus costos. Se piensa que si la generación esta obligada a vender a precio de nudo puede ser oneroso para ellos, porque cuando se hagan esas reducciones de consumo debiera pagarse la capacidad ociosa que queda en las instalaciones por el simple hecho de que no se estén usando.


Señaló que otra cosa complicada, son los pagos de potencia de los generadores. Se sabe que un cliente residencial, que consume la potencia en punta en el invierno, los obliga a comprarla al generador. Pero el resto del año no la usa. En la medida que ese cliente consuma todo el año esa potencia, recupera su costo, pero si empieza a ahorrar no es posible lograrlo.


Planteó un esquema muy simple: compensar los costos que quedan sin pagar y también el costo de administrar la oferta, que es un tema engorroso para clientes masivos.


En la SEC hicieron una proposición para realizarlo con clientes de más de 50 kilowatts para evitar de que sea tan masiva la oferta y concentrarse en los clientes más grandes, que son los que pueden reducir consumo más fácilmente. En los residenciales es más dudoso que puedan ajustar su consumo, porque tienden a seguir consumiendo lo mismo.


El otro punto importante a tratar, es la facultad de la SEC porque es un tema realmente grave en el proyecto. La SEC no puede tener facultades de intervenir la operación del sistema, porque es fiscalizador, no es operador del sistema y tampoco tiene la gente que sepa hacerlo. Pueden cometer grandes errores en la medida que utilicen esa atribución excesiva de intervenir en la operación del sistema.


La verdad es que ellos no están preparados para señalar tal cosa. Para eso está el Cdec, que además está fiscalizado y multado por el SEC, cuando se supone que no lo hace bien. Por lo tanto, esto es totalmente innecesario y abre una puerta de incertidumbre extraordinaria para el sector, si es que se aprueba así.


En definitiva, propone eliminar el artículo 81 ter y mantener lo que actualmente hay: facultades suficientes del SEC para fiscalizar y que el Cdec cumpla su función. Ahora, este último se puede mejorar incorporando más integrantes. Por ejemplo, Chilquinta. Si quisiera podría estar, pero no. Porque no tienen ningún interés de compartir la fiesta de las multas que aplica el SEC cada vez que hay una interrupción al suministro. Está claro que no serían los responsables, solo son los distribuidores, por lo tanto, mal podrían ser los responsables de un apagón. Pero les llegaría igual, porque el SEC, muchas veces, multa a todos que son responsables. Ello desincentiva que nuevos actores sean parte del Cdec. Ahora, si hubiesen más actores las decisiones serían un poco más democráticas, porque se diluirían más las cuotas de poder que existen en la actualidad y no dependería tanto de los generadores. Pero están los incentivos negativos para no meterse. Si uno lo hace le llega una parte de la cuenta que es bastante cara por lo demás. Por ejemplo, hay casos de empresas de transmisión que les han cobrado multas de cientos de miles de dólares por apagones, en circunstancias de que ellos operan en zonas donde no se cortó la luz en esa oportunidad.


Finalmente, señaló que si se desea mejorar un poco el tema, en vez de darle estas atribuciones al Cdec, que no corresponde, sería mejor que no multen a todos los integrantes por igual.

-o-


El presidente la empresa Colbún, señor Emilio Pellegrini Ripamonti, señaló que desea analizar sólo tres temas del proyecto.


El primero, es acerca de la resolución ministerial Nº 88 -que trata el tema de las empresas distribuidoras sin contrato-; segundo, las atribuciones que el proyecto otorga a la SEC, y tercero, sobre lo que denomina la retroalimentación de los precios para los efectos de ir despejando los precios de mercado.


Explicó que la situación eléctrica actual es bastante dramática. Las centrales de ciclo combinado funcionan con un octavo de gas del que debiera llegar. De las cuatro centrales de ciclo combinado, sólo media central funciona con gas argentino; en el resto se está usando gasoil o diesel. La operación de una central con diesel -no con gasoil, que debe costar 450 mil dólares- cuesta 700 mil dólares día hacerla funcionar. Entonces, operar dos centrales con petróleo cuesta mucho dinero. Colbún está operando una central con petróleo y otra media central con gas. O sea, los costos son realmente importantes. Cuando se habla de 700 mil dólares diarios, por 30 días, se trata de 20 millones de dólares mensuales. Es decir, una cifra dramática.


El otro aspecto que quería mencionar es que hoy los inversionistas y los directores de nuestras compañías eléctricas son, en general, extranjeros. Colbún depende de Tractebel, que es una sociedad suiza; Endesa depende de Endesa España -y todos saben de dónde vienen-, y AES Gener es una empresa norteamericana. De alguna manera, las cosas que suceden en Chile se están analizando afuera. Ya no se trata sólo de una relación personal de las autoridades con los directores de las empresas, sino que van orientadas, básicamente, a dar información escrita y fehaciente a los directores de los extranjeros.


Indicó que uno de los puntos que los tiene sumamente preocupados es la imposición que hoy existe -fuera de toda la legislación actual- de obligar a las empresas generadoras a venderles energía a las empresas distribuidoras, sin contrato. El precio actual de la energía es de 120 dólares, pero el precio de venta es de 31 dólares. Es decir, por cada kilowatt que se vende a las empresas distribuidoras, se pierde tres veces ese precio. Evidentemente, eso es inexplicable ante cualquier directorio, pero resulta que es una imposición que pone la autoridad; no hay cómo evitarla. Se puede recurrir a los tribunales y decir que es fuerza mayor, pero todos saben que los juicios en los tribunales demoran varios años. Por lo tanto, han optado por tratar de llegar a un acuerdo con las autoridades, porque la situación es insostenible.


El enfoque que le ha dado la autoridad a este proyecto es muy positivo. Ya estuvo en la crisis de 1998. En ese momento se bajaron los precios, aumentó la demanda de manera artificial, se trataron de imponer inversiones por obligación y, al final, en vez de invertirse en generación se fueron todas las inversiones. Desde 1998 a la fecha, en Chile se construyó Ralco, que ya estaba trabajando, y el resto es lo que ha invertido Colbún. Agregó, que construyeron Nehuenco II, están construyendo Quiñenco y terminando Candelaria. Es decir, aportarán con alrededor de 850 a 900 mega en cinco años y el resto de las generadoras no han invertido, básicamente porque las reglas cambian muy seguido y no hay forma de prever los ingresos. 


Colbún tiene una componente de inversión chilena, han ido convenciendo a los socios, pero, la verdad, es que la Resolución Ministerial Nº 88 hizo crisis el mes pasado, porque no existe ningún tipo de justificación. Entonces, la prioridad es solucionar el tema de la mencionada RM 88. Si se desea pensar en soluciones a largo plazo, primero hay que solucionar las de corto plazo.


Señaló, que si se observan los objetivos de la ley, se cree que el proyecto reestablece las condiciones necesarias para que existan inversiones. De hecho, la iniciativa está muy bien orientada en el sentido de buscar contratos a largo plazo y contratos a plazo fijo -en ese sentido, el Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción y de Energía, y los funcionarios de la CNE lo han hecho bastante bien- y, definitivamente, independencia energética, porque hoy Argentina nos corta el gas y tendremos racionamiento en Santiago. Si una central desaparece y deja de hacer un swap, que se está haciendo con Gener y Endesa, tendríamos racionamiento seguro. Es imposible responder a la demanda si no llueve en los meses de marzo y de abril. Por lo tanto, nuestra dependencia es enorme.


Por lo tanto, habría que preguntarse ¿cuáles son los lineamientos del proyecto? Permitir la inversión en un escenario sumamente volátil donde si llueve el costo marginal baja 50 dólares o menos, de lo contrario, sube a 120, 150 ó 300 dólares, si se produce una falla.


El proyecto soluciona el problema de las empresas distribuidoras sin contrato. Al llevar a costo marginal el pago del costo que cuesta producir; le da cierta habilidad a la autoridad para tomar acciones preventivas, dentro de ciertas condiciones, lo que va por el camino correcto. Por último, establece el límite de la importación de gas natural del mismo origen, que es algo que todos han alegado, que no hay razones muy claras para justificar el 85 por ciento. Sin embargo, no se referirá a ese tema, porque por ahora, no es relevante. Tampoco vale la pena colocar limitaciones.


En líneas generales, la iniciativa apunta en la dirección correcta, ya que propone la solución a la RM 88 y permite estos contratos a largo plazo. La facultad para intervenir en la operación del sistema contrarresta y anula los efectos de la disposición anterior. Es decir, todo lo bueno que se hace al permitir los contratos a largo plazo se puede venir abajo si se mete una cuña. En cualquier minuto viene la SEC y puede hacer lo que se le dé la gana para imponer las obligaciones que estime conveniente a las generadoras. Entonces, conociendo la experiencia de la Resolución Ministerial Nº 88, que es sólo el 10 por ciento del consumo,se estima que irá en aumento en los próximos años. Ahora, se desconoce cuál puede ser esa imposición. La verdad es que será imposible tener inversiones mientras exista una distribución tan amplia, como la que está en la ley. Es un tema que hay que limitar o eliminarlo definitivamente, porque la ley actual le da atribuciones suficientes a la SEC para tomar las medidas del caso. 


Indicó que hará un análisis de qué sucedió con los precios en los últimos 10 años, para que los señores Diputados tengan una clara situación sobre el tema. Es bueno bajar a la realidad. El precio del petróleo subió de 19 a 57 dólares el barril. O sea, un 200 por ciento más, es decir, se triplicó. El carbón subió a 45,70 dólares la tonelada, o sea, subió un 56 por ciento. El petróleo subió un 63 por ciento, que es la que están pagando todos los chilenos -incluye la parafina, el precio de un pasaje en micro y todo lo relacionado con el costo del combustible-. Sin embargo, la energía bajó. Entonces, estamos en la alternativa de producir energía con carbón, que en 10 años subió 56 por ciento, o será que la energía, ha bajado. La diferencia que hay entre los costos reales de producir y el precio de hoy resulta insostenible, lo cual va a llevar a una situación financiera muy difícil para las compañías a futuro, porque esta situación es irresistible. 


Explicó, que las ventas del mercado en Chile son sobre 1.400 millones de dólares al año. Ahora, si se piensa que ha caído en la mitad sería de 700 millones de dólares. Los patrimonios de las compañías generadoras no alcanzan. Por ejemplo, Colbún en todo el año gana 100 millones de dólares y tiene un patrimonio de dos mil millones. Entonces, si se hace un estudio, el retorno de los últimos 10 años a las generadoras sería del 5 por ciento anual o menos, lo que resulta insostenible frente a cualquier directorio, porque poniendo la plata en un banco se obtiene lo mismo.


En cuanto al suministro de gas para generación, teóricamente, se debería recibir 6,5 millones y se están recibiendo 0,9 millones. Ahí se ve que si el racionamiento de gas argentino es o no es tan grave, depende de cómo se le mire. En el sector eléctrico es gravísimo, porque que se está recibiendo el 15 por ciento de la generación, lo que equivale a hacer desaparecer una bomba en cada central, es decir, desaparecen tres. Añadió, que una central de ciclo combinado cuando opera con petróleo baja en un 20 por ciento su capacidad y encarece cuatros veces su precio, así es que el funcionamiento de las tres que están operando con este combustible equivale al de dos. Esta es la situación de precios. 


Volviendo al tema del proyecto, para que exista solución de largo plazo se requiere necesariamente solucionar el problema a corto plazo. Hay algunas mejoras que desea proponer y agregar a la solución que se encontró en 1988, que es muy buena, pues el país paga este problema que ha tenido con Argentina de forma repartida para que, de esta manera, a nadie le signifique un exceso de costos. La ley dice que rige a partir de los 60 días desde su publicación, lo que no debería ser, porque, en el fondo, la solución al problema se está postergando esa misma cantidad de días.


En segundo lugar, no es necesario que se celebren contratos entre generadoras y distribuidoras, pues tanto las responsabilidades por las compensaciones como el suministro a un precio establecido, que sería el costo marginal, por el sólo imperio de la ley, puede quedar establecido. Un contrato requiere preparar bases de licitación, aprobar un texto y un decreto exento del ministerio -que nadie sabe cuándo lo va a emitir-, lo cual implica que la solución tardará aún más. Por lo tanto, una vez que se haya encontrado la solución y se promulgue la ley, hay que ejecutarla. Es algo lógico y racional, y al socializarse la diferencia ello significa para “doña Juanita” 150 pesos al mes y, en el peor de los casos, 500 pesos, es decir, uno o dos pasajes de bus.


Indicó que no es un problema mayor, puesto que la población no va a reclamar si el costo de la energía eléctrica sube 150 pesos al mes. Está claro que una familia promedio consume, más o menos, 50 kilowatts/hora. Por lo tanto, se propone que la solución sea definitiva y no provisoria. No hay que olvidar que a futuro habrá nuevas empresas distribuidoras con contratos, por lo tanto, será difícil aplicar este sistema, porque es transparente y porque tendrían que vender a costo marginal, lo cual significa lo que cuesta. Si el precio baja es porque hay agua, entonces, las distribuidoras se beneficiarán y no sólo generarán utilidades a partir de los precios que suben, ya que han tenido durante muchos años costos marginales bajos en precios que han estado por las nubes. Lo que ha dicho es una situación de toda lógica y no requiere de mucho análisis. Ahora bien, si sale más caro, lo repartiremos en la población y no se va a notar; en cambio, si sale más barato, siempre será mucho mejor.


Explicó que las transferencias deben hacerse a nivel de distribuidoras. La ley no deja muy claro cómo resultaría esto, pero los generadores siempre deben facturar su contrato a la distribuidora, de acuerdo a como lo establece la ley, y si hay ajuste o forma de socializar fondos es lógico que se realice a través de las distribuidoras y no por cuenta de los generadores, situación que puede producir problemas con los clientes y por tanto, puede provocar efectos negativos. También es bueno aclarar que esos costos se pueden traspasar a los clientes regulados. Respecto de los cálculos de corto plazo, de los cálculos del precio medio libre, de costo marginal y los contratos de largo plazo deben tener una retroalimentación de los precios de nudo. Hoy los precios de nudo son fijados por la Comisión Nacional de Energía y son del orden de 31 ó 32 dólares el kilowatts hora. El costo provisorio que acaba de enviar se calcula en 62 dólares. O sea, hay 30 dólares de diferencia entre el precio que debe ser y el precio que se tendrá que fijar. ¿Por qué la Comisión está fijando un precio bajo? No porque quiera, sino porque la ley la obliga a fijar el precio dentro del margen de los precios libres. Los precios son libres, debido a que en Chile existe bastante competencia en la generación -existen más de ocho generadores independientes-, los precios libres son tan bajos como los precios de nudo. Pero eso produce una rigidez enorme. Por ello, se debe considerar que los contratos de costo marginal pueden ayudar a que esta banda, con el tiempo, se vaya acercando al precio que se está fijando, o sea, al precio real. Se trata simplemente de una retroalimentación de los precios, que hasta ahora no se ha conseguido que la autoridad la entienda, que es buena para el sistema. Lo contrario significa otorgar un tremendo subsidio al consumo, y a quienes se les está subsidiando, no es para las familias más pobres del país, porque ellos consumen poco. Lo mismo sucede con los impuestos, que no los pagan las empresas, los paga la población. En el caso del subsidio, no lo perciben los pobres, sino los grandes consumidores. O sea, cuando el precio es bajo, el gran consumidor se beneficia. 


Supongamos que el costo se fija en 60 dólares. Eso significa en el costo marginal sube el precio de 31 a 35 dólares. Eso se traduce en 158 pesos en la cuenta de una familia de clase baja y en 500 pesos en una familia de clase media. O sea, el 95 por ciento de la población. Por lo tanto, cuando se plantea que son 500 pesos o de 150 pesos por familia, no tiene sentido producir una distorsión al proyectar una suma total, que puede ser de 140 millones o de 200 millones de dólares por año. Esa suma de dinero, llevada a lo que deben pagar las familias, es poco dinero; pero llevada al volumen total, y sólo respecto de tres empresas, que tienen el 95 por ciento del abastecimiento, es mucho dinero. Añadió que los directorios de esas empresas, les han puesto como imposición que encuentren una solución a este tema, porque se trata de mucho dinero. Se llevan todas las utilidades al año. En marzo, Colbún ha tenido pérdida operacional y en enero y febrero también. En consecuencia, a estos problemas debemos buscarle una solución y no mantenernos rígidos en una norma. Hay que retroalimentar los precios para llegar a los precios de costo, a los costos de producción.


Señaló por otra parte, que las atribuciones de la SEC son omnímodas. O sea, se le da permiso a la autoridad de turno, que puede ser cualquier persona, para que exija cosas. Esa autoridad tiene una atribución para cuidar la seguridad del país. Por tanto, ante cualquier problema, se va a cubrir. Eso es un imponderable irresistible. No hay forma de justificarlo, porque no se puede medir. A tal punto, que la autoridad les podría pedir que ocuparan diesel durante algunas horas, a otros le puede pedir que compre una turbina o que en un momento determinado podría determinar que compren gas oil. Y si alguien dice “Eso no se necesita”, la autoridad puede responder: “La ley me permite tomar esa decisión.” Con ello se crea un conflicto artificial entre la autoridad y las empresas reguladas, que no tiene sentido. La ley le ha dado a la SEC más atribuciones que antes, y la SEC las ha ocupado. La SEC tiene capacidad de multar y enormes capacidades de instruir. Por lo tanto, esta norma debiera ser retirada. 

-o-


La Consultora Vivian Blanlot, señaló que el proyecto es urgente e importante para el sector eléctrico durante los próximos años. 


En efecto, indicó que la reactivación de la inversión pasa por hacer ajustes en el marco regulatorio y en la línea de dar la mayor flexibilidad posible a los mecanismos de ajuste de precios, para que se puedan alinear con los cambios estructurales en la función de producción. En otras palabras, en los costos de las fuentes de energía.


Considera que el tema de las licitaciones de contrato y suministro, para el mercado regulado de las concesionarias de servicio público de distribución, ha sido un problema que lleva varios años o bastante tiempo para celebrar contratos, hay muchas interpretaciones respecto de las razones por las que esto ha ocurrido. Expresa que se han juntado una serie de factores, entre los cuales estuvo, como actor principal, la incertidumbre respecto a la estabilidad regulatoria en torno a los precios de nudo. 


El tema de la crisis del gas no viene de ahora, sino que de antes y se requeriría de una modificación.


Lo que ocurre con la crisis del gas es que se hace todavía más angustiante el problema de esa inflexibilidad del ajuste de los precios, a las condiciones del mercado. No se había producido un cambio estructural tan abrupto en las fuentes posibles de energía como ahora, en general, los cambios habían sido relativamente programados. Respecto del gas, se sabía que se enfrentaba un cambio, Sin embargo, hoy no existe capacidad de ajustarse adecuadamente.


La idea es licitar el suministro para el mercado regulado y reemplazar el precio que resulta de esas licitaciones, en cualquier forma que se haga, en lugar de utilizar el precio de nudo. En otras palabras, estabilizar el precio de un contrato, por la duración del mismo, es una muy buena idea.


Su primera objeción respecto del proyecto propuesto, radica en el “techo”, referido al precio de nudo. O sea, en primer lugar, el precio de nudo es una suposición en una situación ilustrada, de lo que van a ser los costos del sistema en los próximos años. Cuando hay cambios en la matriz, esta suposición ilustrada genera mucha incertidumbre en quien hace inversiones. Ésa es la primera objeción. 


Hay distintas maneras de resolver el tema. A su juicio, la mejor de ellas es la que se planteó hace algunos años y se replantea de manera recurrente, por distintos especialistas, en el sentido de que sean licitaciones a precio libre. Esto tiene algunos inconvenientes, el principal es que surge la pregunta de quién protege al consumidor en caso de que no haya competencia. Hay maneras de hacer que estas licitaciones generen competencia, siendo mejor favorecer un precio libre y buscar fórmulas para que las licitaciones sean competitivas, más que poner un techo o límite máximo.


Una de las cosas que se pueden hacer para que las licitaciones sean competitivas, por ejemplo, es obligar a que haya licitaciones anualmente, en razón del aumento de demanda del mercado, en conjunto; para todas las distribuidoras. Ello implica que año a año se licitarían contratos de venta en paquetes.


Ello implica, primero, que hay una predictibilidad de que en Chile se licitarán paquetes más o menos parecidos a los tamaños competitivos, una vez al año, lo cual puede despertar interés en los mercados internacionales, para que entren otros actores generadores en nuestros mercados.


Además, se puede establecer la tutela del Tribunal de la libre competencia sobre los procesos de licitación, para eso se creó el tribunal, en una reforma más o menos reciente. La primera opción son precios libres.


La segunda opción, que no es tan buena, es establecer un mecanismo para que, en la medida en que las licitaciones no tengan oferta, se puedan relicitar a precios paulatinamente mayores, como porcentajes de aumento respecto del precio de nudo. Esa es una manera administrativamente burocrática de hacer lo mismo que el precio libre, siendo que existe la percepción de que sería más fácil aceptar precios que tienen techo, pero una vez que se prueba que el techo no funciona, entonces, se pueden ir liberalizando. Ésta es una manera de resolver, aunque no es la mejor.


Una segunda observación al proyecto propuesto, radica en que se está dejando el precio de la potencia aparte del mecanismo de estabilización de largo plazo del precio. Considera que ese es un error. El precio de la potencia, como es más o menos del 25 al 30 por ciento del ingreso del inversionista, requiere ser estabilizado, tanto como el precio de nudo de la energía. Eso plantea algunos problemas relativamente fáciles de solucionar.


Nuevamente, habría dos maneras de hacerlo. Se podría plantear que el precio de la potencia es, a la vez, el precio que se transa en el mercado spot, la potencia entre la generadora que se distribuye y el pago de la potencia.


Lo que habría que hacer es que este precio de la potencia promedio que resulta de los contratos a largo plazo y que mezcla precios de nudo vigente con precios de nudos vigentes antes, fuese el del mercado spot para las transacciones entre empresas, es una disposición que cabe en esta ley. 


En este caso, la forma de adjudicar contratos sería el precio monómico y no el precio de la energía, sino el combinado de potencia y energía.


Señala que debe explicarse el mecanismo de la indexación de los contratos. Decir que se establecerá el precio sin tener bien definida la forma en que se indexan los distintos componentes del costo es, prácticamente, no cumplir con la tarea, pues la energía y la potencia van a valer lo que los indexadores digan. En la práctica es posible que los precios de pasado vuelvan a repetirse, por lo que es determinante que se ponderen en la ley los distintos combustibles, y que tal determinación no quede entregada a la discrecionalidad de la Comisión Nacional de Energía. Se evita así que se favorezca a una determinada tecnología en perjuicio de otra.


Establecerlo en la ley también es complejo, pero hay una manera neutra de hacerlo: disponer que la ponderación será igual para todos los combustibles, lo que no significa que todos los combustibles tengan que tener igual participación. Simplemente, no se alude a algún combustible en particular


Tal como está en el texto propuesto la ley, es muy arbitraria y se generarán conflictos entre empresas que tienen proyectos de distintas tecnologías y se intentará saber si la autoridad trató de favorecer a uno o a otro y si ponderó de distinta manera. Eso se presta para un nivel de conflictividad en la industria, que es lo que se debería evitar. Incluso algunos dirían que se presta para tráfico de influencias.


Una alternativa sería establecer en las mismas bases de licitación, los valores de cada indexador de forma de permitir a las empresas proponer las fórmulas de indexación aplicables a sus ofertas, lo que les facilitaría la decisión de ofrecer una fórmula u otra.


Lo dicho hasta aquí da cuenta de las observaciones de la señora Blanlot con respecto a todo el proceso de licitación de contratos de las distribuidoras.


Por otra parte objeta las facultades adicionales que se están entregando al regulador en este proyecto de ley. En el número 3) del proyecto se le dan facultades muy amplias a la Superintendencia de Electricidad y Combustible, SEC, para intervenir la operación del Cdec en la medida en que se advierta que hay algún problema de disponibilidad de energía o de eventuales restricciones en el futuro. La obligación de informar está establecida en forma tan amplia que, implica que toda empresa que piense que un día podría fallar algún equipo, tenga que informarlo. Eso abre la puerta inmediatamente a la SEC para empezar a distinguir distintas formas de operaciones y salirse de la operación del mínimo costo. El riesgo que ello conlleva para toda la estructura del modelo que se ha establecido en el sector eléctrico es muy alto; el regulador no puede ser regulador, fiscalizador y operador al mismo tiempo. 


Si hay alguna forma en que se pueda terminar desprestigiando al regulador o, en este caso, al fiscalizador, implicándolo en tráfico de influencias, es a través de esta disposición. Operar el sistema es lo peor que le puede pasar al fiscalizador. Cada vez que se introduce una pequeña diferencia entre la operación del mínimo costo y la real, lo que está haciendo es redistribuir los dineros, las rentas y los costos dentro del mercado spot. Es altamente riesgosa la forma en que está propuesta. Si bien es razonable que se esté buscando una mayor seguridad, una vez que se percibe que hay un riesgo de déficit de energía, no hay ninguna manera legal y expedita para que el sector tome las prevenciones del caso, y sea capaz de ponerse de acuerdo respecto de operar en forma preventiva.


En la ley vigente, el decreto de racionamiento permitiría actuar en casos en que se prevé un posible racionamiento, sea por baja hidrología o porque salen de operación centrales por un tiempo prolongado. Sin embargo, hay dudas de que esto se pueda hacer en forma preventiva, es decir, cuando sale una central y se sabe que puede durar varios meses, pero no hay seguridad de que hay hidrología seca, es jurídicamente dudoso si el decreto de racionamiento permite actuar o no y cambiar la forma de operación. Por ejemplo, podría ser que se decida, como ahora se ha estado haciendo, que en vez de gastar agua se usará más diesel. Claramente, si uno corriera los modelos del Cdec diría que tiene que gastar agua o al revés. Entonces, lo que se debe hacer ahí es simplemente apartarse del modelo y hacer una operación más segura. Tiene sentido que haya una manera expedita en que tanto el regulador como el Cdec se pongan de acuerdo en una operación más segura, cuando se prevé que pueden haber situaciones muy críticas.


Eso se puede introducir en el proyecto de ley, pero tiene que estar mucho más acotado todo: las situaciones específicas y límites que ameritarían esto. No es cualquier situación, sino un temor claro y definido. Por lo tanto, propone los criterios. En primer lugar, que existan circunstancias comprobadas de anomalías en la disponibilidad prevista del parque de generación; fallas de largo plazo de centrales térmicas; indisponibilidad de combustible sin posibilidad de sustitución o con restricción; bajo nivel de los embalses y una hidrología seca en los dos últimos meses.


Se podría dar perfectamente la posibilidad de que, con dos meses secos, se use esta hidrología para estas predicciones del año, y, por lo tanto, se hará una operación más segura. Pero eso se va haciendo en un análisis cada dos semanas, y, en la medida en que se determinó la hidrología, muchas veces ocurre que, a fines de junio, se sale de la situación crítica. 


La implementación de una posibilidad como la anterior tendría que ser a través de una especie de un “decreto de operación segura y preventiva”, según el cual el Cdec tenga obligación de programar la operación poniendo a disponibilidad reducida o hidrología seca para las próximas cuatro semanas en forma móvil.


Como tercer criterio, en estos casos la ley debe especificar sobre costo de operación, el que se debe repartir entre el total de la demanda, incluyendo los consumos regulados y los no regulados, porque obviamente al estar lista la operación de mínimo costo, implica un sobrecosto de operación-sistema, y éste debe ser pagado por el total del mercado.


Otro elemento objetable del proyecto es el límite de 85 por ciento a la contratación de gas desde un mismo origen. Si bien es comprensible que exista una preocupación sobre el origen, son muchas las complejidades que se derivan de un sistema de cuota como el propuesto


Afirma que un sistema de cuota no garantiza necesariamente seguridad.


La diversificación de origen se puede manejar mucho mejor al establecer incentivos, los cuales, en este caso, deben estar basados en los altos costos por incumplimiento de contrato. La única manera de lograr que un productor o alguien que vende energía esté dispuesto y listo a diversificar el origen de la energía que vende, es al hacerse responsable de altos costos cuando falla. 


Respecto del artículo 3º transitorio, considera correcto que se puedan hacer contratos a costo marginal o a una fracción del costo marginal y que la diferencia de ese costo se distribuya entre los consumidores del sistema, dado que, cuando se cambia una ley, lo importante es que el cambio que se plantea tenga sentido económico. Desde el punto de vista económico o de un mejor funcionamiento del sector, esta es la mejor solución, aunque presenta la desventaja de que hay que confesar que el costo de la energía es mayor que el que se dice, aunque es positivo sincerar el tema, pues si no se hace ahora, habrá que hacerlo brutalmente en dos o tres años más.


A su juicio, esos precios deben considerarse como precios de mercado, para el cálculo de la banda de precios libres. Obviamente, se acercan mucho más al mercado. Uno de los problemas graves que tiene la regulación actual es, justamente, la incapacidad de ajustarse en el precio regulado a lo que de verdad señala el mercado. 


En la medida que se introducen elementos de competencia en el sistema de precios, tales elementos tienen que internalizarse rápidamente en todos los esquemas y, por lo tanto, también en la banda de precios libres. Eso, como criterio general, lo que inspira a varios de los artículos propuestos.


Finalmente, hace una observación sobre los artículos 5 y 6 transitorios, que facultan al Ejecutivo a refundir mediante decretos con fuerza de ley los textos legales y, también, a modificar, derogar y adecuar los cuerpos legales afectados por el proyecto de ley.


La facultad de refundir es evidente, razonable y necesaria, pero la concedida en el artículo 5° es excesiva, porque invade la facultad legislativa privativa del Congreso Nacional y, probablemente, es inconstitucional. 


Bastaría, a su parecer quedarse con el artículo 6º transitorio, pues es el que permite refundir los cuerpos legales. Sugiere una reducción del plazo de un año a seis meses, porque sólo para refundir no es necesario tanto tiempo.


Es cierto que no me referí al tema de cómo incentivar el ahorro de energía, con premios y castigos en el precio. Creo que es correcto. El ideal sería que tuviéramos un sistema como el que se estableció en Brasil, durante el período que tuvieron de extrema sequía, en virtud del cual lograron reducir el consumo gracias a que se entregaban incentivos, en relación con el promedio de consumo en un cierto período. Los incentivos para reducir consistían en que reducían la tarifa y los castigos eran que les aumentaban brutalmente la tarifa marginal si se pasaban de cierto límite. Eso funcionó muy bien en Brasil y no tuvieron racionamiento, que era una situación que todo el mundo esperaba.


Considera que el mecanismo de premios e incentivos al ahorro en el consumo, que se incorpora en el proyecto en discusión, no es lo suficientemente agresivo aunque ello sea más oneroso.


Toda la estructura de costos de distribución que hoy existe ha sido fijada en función de una cierta demanda. Si dicha demanda se restringe en forma brusca, queda una infraestructura que nadie va a pagar. Ése es un tema con el que hay que lidiar. Es decir, si se quisiera utilizar ese sistema de premios y castigos, habría que lidiar con esa infraestructura fija que nadie estaría pagando.

-o-


El gerente de regulación de la Sociedad Austral de Electricidad S.A., señor Gustavo 
Riveros,. Indica que la empresa desde el 2001 está sin contrato por más del 80 por ciento del suministro y a partir del año 2004 por el 100 por ciento.


El gerente general de la Sociedad Austral de Electricidad S.A.,señor Jorge Brahm, señala que durante los últimos 20 años, el precio de nudo promedio, calculado en moneda constante ha sido casi un 3 por ciento superior al costo marginal promedio existente, considerando las tremendas sequías que han habido, con costos marginales tan grandes.


Esto ocurre en algunos momentos. Se puede apreciar en los últimos 20 años, que se trata de momentos puntuales. Son crisis en las cuales el sistema colapsa. Pero, en el resto del tiempo hay rentas para que hoy se pueda mirar atrás y en 20 años tener, históricamente, un 10 por ciento más de precio nudo que costo marginal. En resumen, si se vende a precio nudo, se va a ganar más que con costo marginal. De hecho, así lo reconoce Colbún, que las centrales no se financian con costo marginal, sino que a precio nudo. Y además porque son contratos que les permiten un precio estabilizado. Obviamente que con estos vaivenes tan grandes, una central se puede construir y vender a costo marginal.


Es importante que en el análisis del mecanismo de funcionamiento de generación se discuta un aspecto muy relevante que nos afecta hoy: ¿cómo responde el mecanismo del precio frente a un gran impacto en los combustibles o en la forma de operar del sistema?


Hace diez años todo el mundo estaba contento porque había llegado gas natural desde Argentina. Luego en 1995 los costos marginales tuvieron una baja descomunal. En todo caso, no hay que confundirse con la sequía que se produjo entremedio, la que generó un alza de dichos costos. Sin embargo, si la sequía no se hubiera producido, el costo marginal hubiera tenido una baja importante, por lo tanto, el costo marginal se ajustó instantáneamente. Lo siguió el precio de nudo, con un ajuste un poco posterior, pero al cabo de dos años dicho precio estaba reconociendo el costo de suministrarse con gas argentino. Es decir, en un negocio con inversiones a veinte o treinta años, en que el corto plazo dura cinco años, porque antes de ese tiempo no se puede esperar ningún resultado razonable, el precio de nudo se demoró veinticuatro meses en ajustarse, época en que la banda era de 10 por ciento.


En la actualidad el modelo se ajusta de modo más lento y esto se produjo a solicitud de los mismos generadores. De hecho, muchos de los integrantes de esta Comisión consultaron si era positivo o negativo que la banda se estableciera en 5 ó 10 por ciento. Tiene ventajas que la banda sea de 5 por ciento, pues deja a la autoridad con menos espacio para cometer errores. Es decir, si la autoridad se equivoca, no genera una catástrofe. Debido a esa ventaja la banda se bajó al 5 por ciento, pero al hacerlo se atentó en contra de un principio de la banda del 10 por ciento que era muy bueno: en dos años se ajustaba. Hoy, con una banda de 5 por ciento, por mucho que la Comisión Nacional de Energía quiera ajustar el modelo, no puede hacerlo antes de cuatro años. Aunque el precio de energía se fije a U$ 62 de aquí a los próximos cuatro años, el modelo no se ajustará tan rápido. Además, eso se produce porque los contratos a precios libres que hicieron los generadores con los clientes libres contemplan mecanismos que no consideran la adaptación tan rápida que tiene el precio de nudo. De ahí que resulta curioso que se corte el gas y los precios libres estén a U$ 31.


Lo último que se ajusta son los precios libres, se ajusta más rápido el marginal, porque responde a la operación: se ajusta en el día. Después, el precio de nudo, porque tiene una banda y se proyecta.


En la actualidad, el promedio de los precios de los contratos libres está bajo 5 por ciento del precio de nudo, el que está en aproximadamente 32 dólares, porque está topado con la banda.


Hay un mecanismo que ha funcionado bien en veinte años. La estimación del precio de nudo ha sido muy buena respecto del costo marginal, a pesar de todos los problemas que ha habido. En veinte años el precio de nudo está 3 por ciento arriba del costo marginal, a pesar de que hubo dos sequías grandes entremedio. Ése es el resultado en veinte años, a pesar de pequeñas discusiones que puede haber respecto de algunos meses.

Respecto del proceso de licitaciones de contratos considera que es mejor que no haya precio fijo, un “techo”. Hay consenso bastante amplio, en tal sentido por un precio móvil, aunque no libre.


Considera que no es conveniente cambiar las reglas de funcionamiento del mercado, mucho menos si no existe posibilidad de que se tomen decisiones. 

-o-


El gerente general Methanex Chile Ltda, señor Rodolfo Krause, precisó que para esta empresa el gas natural es imprescindible como materia prima, puesto que el metanol está compuesto en su mayor parte (un 95 por ciento) por gas natural, es decir, es su contenido fundamental y materia prima esencial para la producción de metanol. No se puede sustituir por otro combustible, es decir, se usa como materia prima, no como combustible.


Expresó que actualmente el 54 por ciento del gas natural se importa desde Argentina, y se espera que a fines de la década esta importación sea del 82 por ciento. Para estos efectos existe un contrato de largo plazo, de 20 años, con cláusulas de renovación, porque las plantas son muy caras y solamente son commodities. De manera que la rentabilidad es a largo plazo. 


En consecuencia, están pensadas para que operen durante 20 o más años y el abastecimiento de gas es fundamental para hacer estas inversiones. De tal forma que en el año 2010 más del 80 por ciento del gas natural provendrá de Argentina y en los contratos hay cláusulas de renovación que, entre otras cosas, estarían afectadas por el artículo 3° del proyecto.


De manera que se está hablando de cantidades que no son fácilmente sustituibles, no obstante que en Chile se encontrara gas. No hay otro país, más que Argentina, por lo menos en esta zona, donde encontrar gas para sustituir las importaciones. 


En consecuencia, precisó que Methanex es altamente dependiente del gas natural, no se puede sustituir y son volúmenes tremendamente significativos.


En relación con el artículo 3°, señaló que definitivamente les puede limitar y reviste una amenaza para su operación en el mediano y largo plazo.


El señor Roberto Peralta, Asesor Jurídico de Methanex, expresó que les preocupa la constitucionalidad del artículo 3°. Si bien entienden que la Constitución permite que se restrinja la adquisición de bienes, el gas es un bien-, ello sólo puede hacerse, según la establece la misma, por ley de quórum calificado y de acuerdo al interés nacional. 


Por otro lado, la justificación de interés nacional, en este caso, está dada por la seguridad en el abastecimiento eléctrico. Es decir, que se obligue a ciertos importadores a limitar sus importaciones desde un sólo país, a cierta cuota, se justifica para el sector eléctrico. Pero si Methanex quiere correr el riesgo de que sus importaciones dependan, en un porcentaje mayor, de un sólo país, va a producir menos metanol y va a bajar su participación en el mercado mundial. Pero eso no afecta al abastecimiento eléctrico.


El señor Krause señaló que el proyecto de traer gas natural licuado al centro del país, no es una solución viable para su empresa, puesto que sería necesario contar con una flota de barcos, porque cada uno de esos barcos que irían al norte del país no cubriría el abastecimiento de una semana. Por lo tanto, eso implicaría un costo tremendamente alto. No hay ninguna planta de metanol en el mundo que soporte este tipo de gas. Por esta razón, las plantas de metanol están situadas en lugares cada vez más remotos. Por ello, en su oportunidad, para instalar esa planta se eligió Magallanes y no el centro de Nueva York, porque el gas de Nueva York tiene recursos alternativos. De manera que el gas para este tipo de aplicación tiene un precio distinto. Ahora, el precio debe ser compatible con este negocio y el gas no debe tener otro tipo de alternativa, como el caso del gas del sur.


Precisó que ellos compran un porcentaje de gas a la Enap y el resto, a los proveedores de gas son argentinos. Sabemos que la Enap está preocupada de hacer prospecciones. Pero Methanex no tiene concesiones y es una empresa demasiado chica para dedicarse a investigar sobre la factibilidad de existencia de gas. Cuando se determina la existencia de gas, se instalan las plantas, y se compra el abastecimiento, con contratos de veinte años, donde se comprometen a un take or pay, de manera que si no se toma, igual se paga. Ésa es la forma en que operan. No participan en el negocio de prospección, porque es un negocio totalmente distinto.


Señaló que las cuencas de abastecimiento de Methanex son distintas de las eléctricas. Una es la cuenca Austral y la otra es la cuenca neuquina. No hay interconexión, sino una cañería que se llama TGS, que antiguamente se denominaba San Martín, que está por el lado argentino, que va desde Tierra del Fuego hasta Buenos Aires, pero tiene una limitación, que recién se está resolviendo, y a fines de este año podrán subir al norte 2,9 millones de metros cúbicos adicionales. Incluso considerando lo anterior y el abastecimiento que viene de nuevas producciones desde Argentina, no prevé que haya recorte de gas para ellos en los años 2005 y 2006.


Respecto de la Constitucionalidad del artículo 3°, el señor Krause señala que es un tema que le interesa, pero no es la médula de su problemática. Lo que sí le afecta con este artículo es el hecho de que se limite la clientela y que se agregue incertidumbre. No obstante no tener que ver con la ley eléctrica, no quieren ser egoístas ni personalistas y mirar hacia su núcleo exclusivamente cerrado. Piensa que esto no es bueno para Magallanes, que tampoco tiene una alternativa para traer gas natural licuado.


De todas formas como Methanex, les gustaría ser excluidos del asunto, porque esa es una problemática eléctrica y los eléctricos tienen que hablar por ellos.


El señor Peralta, respecto de la constitucionalidad del artículo 3°, precisa que no es un rechazo absoluto, de hecho, el artículo 19 número 23, dice que sí se puede, por una ley de quórum calificado y si lo justifica el interés nacional. y en este caso hay un interés nacional, sin embargo la inquietud, de Methanex, es que ese interés se justifica para el sector de generación eléctrica, pero no para el de Methanex.


El gas natural representa el 40 por ciento del costo; el transporte del metanol representa el 30 por ciento. De esa manera, hecha la inversión, éstos son tremendamente impactantes.


La fórmula que se usa y que se acuerda con los proveedores de gas es un precio variable. Hay un precio piso para los momentos malos, donde precisan ayuda para sobrevivir, y un precio que varía de acuerdo al precio del metanol para compartir los tiempos buenos. Es un precio totalmente distinto.


Hoy se está pagando un precio altísimo, dos dólares por millón de MBTU, porque los precios del metanol están muy buenos. Sin embargo, eventualmente, ese precio puede caer al nivel de un dólar o bajo esa cifra cuando el precio del metanol está malo. Ello se produce porque el consumo de gas de una planta de metanol es constante en el tiempo, lo que valorizan mucho los proveedores de gas. Funciona los 365 días del año, noche y día. Ello no ocurre con la generación eléctrica, que es mucho más cíclica, y que, por lo tanto, no utiliza todo su capital en algunas épocas. Además de la certeza de un consumo estable durante todo el año, hay de un contrato a veinte años.


Argentina plantea continuar con la expansión de sus gasoductos. Incluso, se habla de duplicar el gasoducto TGS, que implica una inversión de 1.500 ó 2.000 millones de dólares. Si se construye ese gasoducto, el gas de Tierra del Fuego va a fluir hacia el norte. Pero todo depende de cómo se resuelva el problema de abastecimiento de gas con Bolivia u otros países. Argentina tiene que tomar una opción.


En el sur de Argentina existe la mayor cantidad de reservas de gas, de tal manera que no habiendo otra alternativa, Argentina seguirá pensando cómo disponer de ese gas para el centro del país.


Si hay otras alternativas más económicas, a través de Bolivia o Argentina, el 2005 y 2006 con certeza la situación de Methanex estará más o menos protegida. Pero no se puede ver más allá del 2006, porque no se sabe qué opción tomará Argentina para resolver sus problemas energéticos.

-o-


El Gerente general de Electroandina, señor Lodewijk Verdeyen, señaló que un punto muy importante es que el proyecto de ley, tal como está hasta ahora, es una solución para el SIC, no para el Sing. La iniciativa busca incentivar nuevas y necesarias inversiones en generación, pero la situación del SIC es muy diferente a la del Sing, ya que en este último sistema sólo el 10 por ciento de los clientes son regulados. La mayoría corresponde a grandes proyectos mineros, por lo que el elemento “contrato entre privados y generadoras” es muy importante.


El problema para las empresas del Sing es que para realizar nuevas inversiones requieren menos incertidumbre regulatoria y el proyecto incluye un aumento de la intervención de la autoridad, tanto de la SEC como del Cdec, cuya intervención también aumentaría. Además, constituye un riesgo de pérdida del valor patrimonial de las inversiones en gasoductos, por la limitación que establece a las importaciones de gas desde un mismo país. Se refiere a aquello del 85 y 15 por ciento del artículo 3°.


Además detectan un problema en la tipificación de la fuerza mayor, porque podría afectar los contratos con sus clientes. Los contratos con ellos contienen cláusulas de fuerza mayor, que en estos momentos son la mejor esperanza en cuanto a poder cambiar las tarifas en los contratos vigentes, que son todos de largo plazo.


A su juicio, ésa es la única manera de garantizar nuevas inversiones en el futuro en el sistema interconectado del norte grande.


También encontraron un problema que dice relación con lo que se plantea en el artículo 5° transitorio. Allí se faculta al Presidente de la República para que, a través de uno o más decretos con fuerza de ley, modifique, adecue o derogue disposiciones de la Ley general de Servicios Eléctricos, en materias que resultan básicas.


Esos son los tres puntos que, en su opinión, van a generar más incertidumbre regulatoria.


En el contexto sudamericano, los países vecinos, como Argentina y Bolivia, viven graves problemas, lo cual afecta la atracción de nuevas inversiones. Por su parte, en Chile no sólo se ve este proyecto de ley, sino también las modificación a la ley corta eléctrica en cuanto a los procesos tarifarios y la norma técnica, entre otros problemas y divergencias.


En cuanto a los mecanismos de estabilización del precio de nudo, lo considera una medida positiva, pero que sólo tendrá efecto en el SIC, no en el Sing.


En los años siguientes se podría incrementar la demanda en el Sing. Entonces, el 2005 está un poco por encima de 1.500 y podría crecer en alrededor de 2.000 megavatios en el año 2008. 


Si existe como activos en el Sing, hay 0 por ciento de restricciones de gas y hay en esos momentos casi 2.500 megavatios disponibles. Felizmente, gran parte de eso está basado en gas desde Argentina. 


Si el sistema crece, como los está haciendo en este momento, el 2007 la generación va a ser hecha por gas y carbón, pero también van a necesitar diesel y búnker para suministrar el mercado. Eso implica que los costos marginales serán alrededor de 60 ó 70 dólares. 


Ahora, si no hay gas, aun en esta situación una demanda de 1.600 megavatios lleva directamente a racionamiento en el mercado del Sing. 


A su juicio el bloqueo podría ocurrir de un día para otro porque en el norte de Argentina hay una producción de 22 Mm3 de gas por día y el consumo local en esa zona es alrededor de 8,2 Mm3 por día. 


De esta producción de 22, hay 15 que van directamente a Buenos Aires a través de gasoducto y hay un 5,5 importado a partir de Bolivia. Y por los gasoductos de Gas Atacama y Norandino hay 4,8 que va hacia el norte de Chile. 


En este momento en el norte de Chile todavía hay restricciones porque la exportación de gas está limitada a los 90 días. Ése era el requerimiento del gobierno de Bolivia para confirmar que va a exportar gas a Argentina. Entonces, las autoridades argentinas imponen este límite.


En el futuro cercano se ve que las condiciones de la cuenca noreste de Argentina, en el mejor caso, va a seguir en el mismo nivel y sólo va a bajar si no hay grandes inversiones. 

Por otro lado, va a crecer el consumo de 8,2 millones de metros cúbicos en el norte de 
Argentina. 


La importación del gas de Bolivia en este momento está en 5.5 y todavía podría crecer hasta 6 millones de metros cúbicos, pero eso sería el máximo que en estos momentos ese gasoducto podría aportar a Argentina y se ve también que hay un incremento previsto del consumo hacia Buenos Aires que va a subir de 15 hasta 16,7 de millones metros cúbicos por día, probablemente en el mes de septiembre.


Si no hay grandes cambios, ya se prevé que en el mes de septiembre lo que puede ser exportado a Chile va a bajar probablemente en 1.5 de millones de metros cúbicos por día. Y si hay déficit en Bolivia se puede tener un corte de un día a otro.


Pero la conclusión de eso es que en el Sing, aun cuando existen sobreinversiones en este momento, en el corto plazo se van necesitar activos adicionales para las demandas de las grandes firmas de Chile.


Señala que han identificado 3 soluciones potenciales, lo que podría ser el gas natural licuado, pero el problema en el norte de Chile es tan chico que hacer una inversión de una planta de gasificación es un proyecto que económicamente es imposible de realizar.


Además el plazo necesario para diseñar ese proyecto sería tanto, que llegaría demasiado tarde y no va a solucionar el problema en el norte de Chile.


La segunda solución que es factible sería un gasoducto desde Perú, pero cabe destacar que el precio variable de este gas sería muy bajo comparado con el gas natural licuado. Esto también tendría un efecto en los precios de gas que vienen desde Argentina porque, a su juicio, una vez que existe una planta de gas licuado, el riesgo de que suban los precios de Argentina va a ser muy grande.


Otra ventaja muy grande es que de esa manera podría distraerse la energía basada en gas y las inversiones en áreas de Antofagasta, por ejemplo, basado en gas y también las minas podrían revertir sus hornos y otros lugares de sólido a gas.


La desventaja sería que se necesita una alta inversión. El costo fijo de un gasoducto es bastante grande y también hay un gran riesgo geopolítico, pero en su opinión podría ser mitigado de mucho mejor manera que en la relación con Argentina.


Se cita el ejemplo de que, en el caso de los gasoductos con Perú, sería posible pedir participación en el proyecto y esa es una manera mitigar el riesgo de cortar el gas. Además, para Perú sería una exportación muy importante. No como en Argentina, porque Chile representa en Argentina, como consumidor de gas, solamente una parte. Pero en el caso de Perú una gran parte es comprado con su consumo local.


La tercera alternativa sería las unidades a carbón, lo que en este momento parece una locura porque hace dos años esta actividad se iba eliminar y todo iba a ser con gas. Ahora se habla nuevamente de unidades de carbón, lo que en las casas matrices va a ser muy difícil atender. Pero a corto plazo, en los dos años o tres años que vemos, se necesitará más electricidad en el norte de Chile. Es la única solución realista para desarrollar en tan poco tiempo.


La pregunta es si se quiere regresar en el tiempo y de nuevo desarrollar proyectos basados en carbón. De todas maneras, estas tecnologías que utilizan carbón deberían ser mucho más limpias de lo que han sido hasta ahora.


Se espera que la próxima operación sea más alta al igual que la inversión, por lo que se va a necesitar tratamiento de los humos y otras tecnologías de las que existen en este momento en el norte de Chile.


Pero, en su opinión, en el corto plazo, parece ser la única alternativa posible. Podría ser también con la complementación de una solución de largo plazo con el Perú.


También el desarrollo en el norte se basará en contratos entre privados. Naturalmente, con los clientes se harán contratos de largo plazo para sustentar viejos proyectos basados en carboneras. Es probable que los clientes tengan que participar en la inversión. Pero hay un problema del lado de los clientes especialmente. Los clientes dicen que tendrán que firmar contratos de largo plazo a precios bastante altos, con el riesgo de que su activo sea utilizado para suministrar a otros clientes. Cuando exista una situación de racionamiento y tenga una nueva planta instalada, y pague una tarifa muy alta, podría ser que quien tenga un contrato basado en gas, también pueda aprovechar esa planta.


En su opinión, la ley debe estimular al cliente libre que quiere pagar por seguridad de suministro, o bien que la vea amenazada, garantizándole que una nueva inversión que él financie asegure su propio suministro.


Existe la incertidumbre de cómo se harán los racionamientos en el futuro. Esto es lamentable, porque incide en las decisiones privadas para realizar más inversiones.


En resumen, el proyecto de ley es positivo en cuanto a la estabilización del precio del nudo. Pero sólo tendrá efecto en el SIC.


El gran problema es que falta clarificar el tema de la Fuerza Mayor a fin de que no se afecten los contratos entre privados.


La mayor discrecionalidad en la SEC o intervención del Cdec en este proyecto de ley, generará más incertidumbre, lo que se transformará en una desventaja si es que hay que tomar decisiones para invertir en Chile.


Por otra parte el señor Verdeyen señaló que en el norte del país existen ciclos combinados que ahora funcionan con gas, pero, eventualmente, podrían funcionar también con diesel. Si así fuere, el riesgo de racionamiento sería muy bajo. El problema radica en que, en el norte, las empresas tienen características muy diferentes a las del sur. Cuando se tiene una proyección basada en centrales hidroeléctricas, nuevamente esta operación genera una caja de ahorro que permite, en tiempos de sequía, comprar energía generada por ciclos combinados con diesel o comprarla en spot. 


El problema radica en que, en el norte, todos los sistemas están basados en plantas termoeléctricas, pero ese tipo de operación no genera una caja de ahorro para pasar esos tiempos malos. Ello significa que ninguna de las empresas que existen en el norte podría resistir por más de algunos meses protección con diesel en sus ciclos combinados.


El señor Vedeyen señaló que la pregunta que ha surgido más veces se refiere al carbón. Primero, el carbón que ellos compran proviene de todo el mundo, de Australia, Indonesia, Estados Unidos, Canadá y también del sur de Chile. El precio del carbón incluido el transporte quemado en las calderas, tiene un precio variable que es más bajo que el precio del GNL. Es un combustible competitivo con el gas licuado.


En relación con el petcoke, en el norte no hay ninguna empresa que lo use en un 100 por ciento. La mayoría de ellas usa una mezcla de carbón y petcoke. El gran problema de este último es que tiene gran concentración de azufre que genera un impacto negativo en el medio ambiente, por lo que necesita tecnología adecuada para capturar esas emisones.


El petcoke se está utilizando mucho en el mundo porque los precios de gas natural son muy altos y los del carbón se duplicaron en menos de un año. Existe una gran demanda por petcoke en el mundo lo que significa que su precio por tonelada también ha aumentado muchísimo. No al nivel del carbón, pero está claro que ya no es posible encontrar petcoke a 25 dólares.


Sobre la incertidumbre del suministro el señor Verdeyen precisó que las empresas Edelnor y Electroandina tienen bastante capacidad, aunque no haya gas. Por los contratos que se han suscrito con sus clientes tienen el carbón necesario para funcionar. El problema es más de los compradores en el sistema interconectado porque ellos no tienen capacidad cuando no hay gas para suministrar a sus clientes. Eso podría también les podría afectar. 


La gran pregunta es cómo se va a repartir este racionamiento. Están a favor de que ese racionamiento no afecte al 10 por ciento de los clientes regulados pero para el 90 por ciento restante sea repartido entre los clientes en relación con la capacidad de sus generadores. Estos clientes en el pasado han pagado precios muy altos por su energía comparados con los otros.


Existen otros clientes en el norte que han tenido un contrato basado sólo en el gas y por años y años han aprovechado un suministro de energía muy barato.


Sería muy injusto para los clientes, que han pagado precios muy altos por la energía para asegurar el suministro, en el caso de un racionamiento, ser afectados porque los otros han tenido generadores que tienen encapsulado el gas.


Esto podría inducir a invertir en capacidad, de modo que ese capital sea solamente utilizado por si mismo para que tengan una gran motivación para invertir. En este momento esa motivación no existe.


Todos han firmado contratos de largo plazo con sus clientes y con las minas y la mayoría de esos contratos no tienen ninguna manera de adaptar el precio a las nuevas circunstancias porque tienen una tarifa vinculada al costo del gas, por ejemplo, el efecto del costo del carbón no ha sido incluido. Casi no existen contratos indexados al precio de nudo. Entonces, el problema es que en casi ningún contrato está reflejado el cambio de mezcla de generación. Entonces, están sufriendo situaciones en que los costos de producción han subido muchísimo, pero las tarifas han quedado al mismo nivel o han incrementado sólo un poco. Asimismo, como en la zona son contratos entre privados, la única manera de salir de este problema es ir a un arbitraje con los clientes. En este momento, en el norte, ninguno de los grandes clientes está dispuesto a cambiar su tarifa, porque temen que terminarán pagando una tarifa más alta, y que sus vecinos, que tienen contrato con otra generadora, van a continuar pagando un precio muy bajo.


Esta forma de competitividad entre los clientes, a su juicio, indica que ninguno va a moverse para firmar o para aceptar tarifas más altas hasta que lo establezca el arbitraje y esté presionado por el árbitro.


Otro tema es el de la fuerza mayor. Al respecto, piensa que aunque la intención de esa cláusula no era afectar directamente los contratos entre privados, pienso que sí, en una situación de arbitraje con clientes, podría ser utilizada para decir: “Mira, la ley indica que no es fuerza mayor, y ustedes vienen aquí con su arbitraje basado en las cláusulas de fuerza mayor”.


En relación con el artículo 3°, el asunto es que, en caso de que no haya más de 15 por ciento de importación de gas de otra fuente en el país, la situación afectará en forma directa, porque será imposible desarrollar más proyectos basados en dicho combustible. En consecuencia, ello significaría que el gasoducto que hemos construido y que tiene una capacidad mucho mayor de la que utilizamos ahora, no tendría la posibilidad de llegar a su valor final, lo cual afecta mucho, en forma directa, en el valor de su patrimonio. Al respecto, piensa que no es muy motivante hacer una inversión de acuerdo con determinadas condiciones, y después ver que ellas cambian de manera que no puede aprovecharse el valor de la inversión.


En relación con la pregunta sobre qué proyectos se han dejado de realizar en el norte, hasta hace un año no hubo ningún proyecto previsto porque existía una sobreinversión, y por los años y años de crecimiento de los clientes, hubo bastante capacidad y no hubo ninguna necesidad de invertir. En este momento, la situación ha cambiado, y les aseguro que en la casa matriz existen muchos problemas para realizar. En este momento, en el norte de Chile hay falta de capacidad en la materia, debido a los problemas con Bolivia y Argentina.


El asesor Comercial de Electroandina, señor Juan Clavería, señaló que respecto de la sobreinversión, ella se tradujo en una doble capacidad del sistema hasta el año 2002, y que los precios de todos los contratos nuevos se fijaron sobre la base del precio de gas natural. Eso es lo que se da hoy en varios contratos de grandes clientes mineros y, por supuesto, ellos han aprovechado esa situación. ¿En qué ha impactado esto a las distintas empresas? En que el pago por capacidad de las distintas empresas ha sido mucho menor: menos del 40 por ciento de lo que debió haber sido. En los últimos años, las centrales carboneras, que debían recibir seis dólares por cada kilowatts/hora por potencia, recibían menos de la mitad de esa renta, y tenían que pagar costos bastante altos.


En cuanto al riesgo principal operacional del 200, expresó que en el Sing se ha calculado que debería haber dos plantas-fundamentalmente, una de GasAtacama y otra de Edelnor- en caso de que no hubiera gas natural, que deberían ser capaces de operar permanentemente con diesel, y así el sistema andaría relativamente bien, en términos de seguridad. Pero aquí se presenta un problema: que ninguno de los contratos vigentes ha sido renegociado. Esto implica que, si cualquier día hay un corte completo de gas natural, una empresa como GasAtacama o, eventualmente, Edelnor, que es excedentaria, debería tener costos, día por día, de 500 mil dólares por tener generación con petróleo diesel y recibiría de sus clientes -fundamentalmente GasAtacama, que sería la empresa más deficitaria- precios que serían menos de la cuarta parte del valor de costo, con contratos que aún no han sido renegociados.


Por lo tanto, en ese momento existiría un riesgo financiero de transferencias que nadie sabe bien en qué terminaría. Entiende que, si se perfila esa parte, se generarían los incentivos para que quienes están más desprotegidos hicieran las inversiones. 


Respecto del carbón, señaló que en el sur de Chile se están explorando algunas fuentes. El único problema de carbón del sur de Chile es que tiene contenidos de cenizas muy altos, cercanos al 25 por ciento, lo que implica más contaminación. También están disponibles todas las fuentes de carbón del resto del mundo.


En cuanto a lo que les molesta en relación con la incertidumbre del sector eléctrico, cree que el proyecto que propicia la autoridad es muy bueno y que resuelve los problemas del SIC. 


En el Sing, los contratos con las distribuidoras son a muy largo plazo; no hay contratos que no estén suministrados. Piensa que, si llegase a haber un problema y se establece que para las distribuidoras el racionamiento será parejo y que, de ahí en adelante, tal racionamiento para las distintas empresas se daría en función de quién tiene capacidad, entonces no debiera profundizarse el problema. 


Solicitan que se clarifique que la fuerza mayor y el racionamiento en el futuro no afecte los contratos entre privados. 


El costo por megawatts de gas argentino a inicios del 2004 era de 1,2 dólares por millón de BTU; hoy están pagando alrededor de 2 dólares. Entienden que con gas natural el costo sería cercano a 4 dólares. Por lo tanto, esto implicaría duplicar el costo de la generación de energía. Lo que entienden, en la comparación entre el GNL y el gas que venga de Perú, es que el GNL genera un alza completa a todos los precios de mercado del sistema chileno. Todo el gas, incluso el que queda remanente de Argentina, va a subir de costo, lo que consideran un efecto negativo de esta situación.


Respecto de los proyectos que se están dejando de generar en el norte, entienden que habría algunas empresas que estarían interesadas en construir centrales carboneras. Habría algunos nuevos proyectos-, pero se debe clarificar el tema de que si alguien va a invertir en nuevas centrales carboneras, esa capacidad va a quedar como generación propia en caso de que haya restricciones. Éste es un punto que daría claridad y ayudaría a resolver los problemas en el norte.


En cuanto al gas peruano, estima que es el mal menor. Si bien hay una dependencia geopolítica con Argentina, ya están en el tema y existe una capacidad importante de inversión; se trata de diversificar ese riesgo.


El señor Vedeyen, finalmente se refirió a proyecto del gasoducto. Es claro que éste no puede resolver el riesgo que tiene este país. Entonces, este proyecto no va a ser la única solución. Probablemente se va a construir la planta gasificadora, pero si se hace este gasoducto va a ser un riesgo. Si los privados hacen un proyecto de riesgo sobre cortes de gas, es un peligro para los que han invertido en el proyecto. Por lo tanto, existe una póliza de seguridad para el país.

-o-


-Puesto en votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes en la sala de la Comisión. 

VII. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN PARTICULAR DEL PROYECTO.


El proyecto de ley consta de tres artículos permanentes y seis artículos transitorios.

Artículo 1º.-


Este artículo consta de seis numerales, mediante los cuales, se modifica el decreto con fuerza de ley Nº1, de 1982, del Ministerio de Minería, Ley General de Servicios Eléctricos.

1.-


Mediante este número, se deroga el inciso segundo del artículo 79. 


El artículo 79 vigente dispone lo siguiente: “La calidad de servicio de las empresas distribuidoras de servicio público que operen en sistemas cuyo tamaño es superior a 1.500 kilowatts en capacidad instalada de generación, en cuanto a tensión, frecuencia, disponibilidad y otros, corresponderá a estándares normales con límites máximos de variación que serán los que determinen los reglamentos. 


Los concesionarios de servicios públicos de distribución deberán informar a la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, la fecha de licitación de sus contratos de suministro cuyos vencimientos estén previstos para los próximos doce meses y podrán efectuar conjuntamente licitaciones de bloques de energía necesaria para abastecer la demanda, en condiciones objetivas, transparentes y competitivas, lo que deberá ser informado al público por la Superintendencia de Electricidad y Combustibles. 


En los sistemas cuyo tamaño es inferior o igual a 1.500 kilowatts en capacidad instalada de generación, la calidad de servicio será establecida de común acuerdo entre el concesionario y la Municipalidad respectiva, según lo señalado en el artículo 123°. 


Los usuarios no podrán exigir calidades especiales de servicio por sobre los estándares que se establezcan a los precios fijados, siendo de la exclusiva responsabilidad de aquéllos que lo requieran el adoptar las medidas necesarias para lograrlas.” 


-Puesto en votación el numeral 1.-, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.

2.-


Por medio de este número se incorporan, a continuación del artículo 79, los artículos 79-1 a 79-4, nuevos.


El objetivo de este número es incorporar nuevos artículos para regular en forma integral, el nuevo procedimiento de licitaciones y establecer las normas básicas para la inserción de los precios de nudo de largo plazo en el régimen de precios de la energía eléctrica.


Por otra parte, mediante las normas que se incorporan, se establece la obligación de los concesionarios de distribución de electricidad de asegurar, a través de sus contratos y eventual capacidad de generación propia, el abastecimiento del total del consumo proyectado para sus consumidores regulados, por, al menos, los siguientes tres años. También se les impone la obligación de licitar los suministros de generadores que requieran para abastecer sus consumos regulados, y define las condiciones esenciales de la licitación, precisando que podrán generar contratos para suministros de hasta 15 años, que el precio máximo de la energía será el definido en el decreto de precios de nudo vigente, y que la adjudicación se efectuará por el menor precio de la energía ofrecido. 


“Artículo 79-1.- Las concesionarias de servicio público de distribución deberán disponer permanentemente del suministro de energía que, sumado a la capacidad propia de generación, les permita satisfacer el total del consumo proyectado de sus consumidores regulados para, a lo menos, los próximos tres años.


Para dichos efectos, con la antelación que establezca el reglamento, deberán licitar el suministro necesario para abastecer los consumos de los clientes sometidos a regulación de precios ubicados en su zona de concesión, de modo que el conjunto de los contratos resultantes más la eventual capacidad de generación propia, garanticen el cumplimiento de la obligación establecida en el inciso anterior. 


Las licitaciones de suministro serán públicas, abiertas, no discriminatorias y transparentes. 


Las concesionarias podrán coordinarse para efectuar una licitación conjunta por la suma de los suministros individuales a contratar.”


*La Diputada señora González, doña Rosa y los Diputados señores Kuschel y Martínez formularon una indicación para incorporar el siguiente nuevo inciso al artículo 79-1:


“En caso que una concesionaria de servicio público de distribución, por causas ajenas a su voluntad, no disponga de contratos que permitan satisfacer el consumo de sus consumidores regulados, recibirá electricidad del sistema eléctrico que corresponda y el modo a pagar por el suministro destinado a dichos consumidores no podrá ser distinto al que se traspase a los clientes regulados de ese sistema.”


-Puesta en votación la indicación, fue rechazada por mayoría de votos.


*Los Diputados señores Kuschel, Jarpa, Leal, Mulet y Vilches formularon una indicación para intercalar en el inciso tercero del artículo 79-1, a continuación del punto y aparte (.), que pasa a ser punto y seguido(.), la siguiente frase: “Además, la información contenida en las ofertas de los proponentes será de dominio público a través de un medio electrónico.”


-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes.


-Puesto en votación el artículo 79-1, incluída la indicación, fue aprobado por mayoría de votos.


“Artículo 79º-2.- Las bases para licitaciones, individuales o conjuntas, serán elaboradas por las concesionarias y deberán ser aprobadas previamente por la Comisión. 


Las bases de licitación especificarán, a lo menos, el o los puntos del sistema eléctrico en el cual se efectuará el suministro, la cantidad a licitar y el período de suministro que cubre la oferta. 


En todo caso, las licitaciones que las concesionarias efectúen para abastecer sus consumos regulados, no podrán incluir consumos de clientes no sometidos a regulación de precios de sus zonas de concesión.”


*La Diputada señora González, doña Rosa y los Diputados señores Álvarez y Leay formularon una indicación para agregar el siguiente inciso final, nuevo al artículo 79-2:


“El reglamento establecerá el porcentaje máximo de los requerimientos de energía a contratar para clientes regulados. En este caso, el plazo de los contratos deberá coordinarse de manera que el vencimiento de éstos no implique que el monto de energía a contratar en un año calendario exceda del porcentaje señalado anteriormente.”


-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes.


-Puesto en votación el artículo 79-2, incluída la indicación, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.


“Artículo 79º-3.- Las exigencias de seguridad y calidad de servicio que se establezcan para cada licitación deberán ser homogéneas, conforme establezca la normativa, y no discriminatorias para los oferentes. Ningún oferente podrá ofrecer calidades especiales de servicio, ni incluir otras regalías o beneficios adicionales al suministro. 


El reglamento establecerá los requisitos y condiciones para ser oferente, así como las garantías que deban rendir para asegurar el cumplimiento de su oferta y del contrato de suministro que se suscriba.


El período de suministro que cubra la oferta deberá ser aquel que especifiquen las bases de licitación, el que no podrá ser superior a 15 años. 


El oferente presentará una oferta de suministro señalando el precio de la energía, en el o los puntos de compra que correspondan de acuerdo a las bases. Dicho precio de la energía tendrá como valor máximo el precio de la energía fijado en el decreto de precios de nudo vigente.


El precio de la potencia, durante la vigencia del contrato de suministro, será el precio de nudo de la potencia fijado semestralmente en conformidad a la ley.


Las fórmulas de indexación de los precios de energía serán definidas por la Comisión y se incorporarán en las bases de licitación. Estas fórmulas deberán expresar la variación de costos de los combustibles y de otros insumos relevantes para la generación eléctrica, asociados a las tecnologías de los proyectos establecidos en el programa de obras de la Comisión, al momento de la licitación del respectivo contrato.”


*El Ejecutivo presentó una indicación para modificar el artículo 79-3, de la siguiente forma:

a)
Propone suprimir la oración final del inciso cuarto, y

b)
Propone reemplazar los incisos quinto y sexto del proyecto, por los siguientes incisos quinto, sexto y séptimo, nuevos:


“El precio de la potencia, durante la vigencia del contrato de suministro, será el precio fijado en el decreto de precio de nudo vigente al momento de la licitación, dispuesto en el artículo 103º y siguiente.


Las fórmulas de indexación de los precios de energía y potencia serán definidas por la Comisión en las bases de licitación o, si éstas lo permiten, por los oferentes, conforme a las condiciones señaladas en ellas.


Las fórmulas de indexación del precio de energía deberán expresar la variación de costos de los combustibles y de otros insumos relevantes para la generación eléctrica. Del mismo modo, las fórmulas de indexación del precio de la potencia deberán reflejar las variaciones de costos de inversión de la unidad generadora más económica para suministrar potencia durante las horas de demanda máxima, y se obtendrá a partir de los valores de las monedas más representativas del origen de dicha unidad generadora, debidamente reajustadas para mantener el poder de compra en sus respectivos países.”.


El Ministro señor Rodríguez explicó que la indicación tiene por objeto eliminar, del mecanismo de licitaciones, el límite de precio de nudo como “techo”, de forma que pueda ese precio ser superado en un 20%, y en casos calificados, en un 15% adicional. Además, se dispone que el precio de la potencia, dentro del de nudo, debe mantenerse a valor constante durante la vigencia del contrato, lo que se logra a través de fórmulas de indexación que reflejan los valores reales de la moneda en que se compra la maquinaria (dólares, euros, etc.). Otra consideración importante que se incorpora es la indexación del componente energía, pues lo que se pretende es que los precios de los distintos combustibles queden fielmente reflejados en las licitaciones. Ambos requerimientos serán atendidos en una fórmula que contendrá el respectivo reglamento.


-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes.


-Puesto en votación el artículo 79-3, incluída la indicación, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.


“Artículo 79º-4.- La licitación se adjudicará al oferente que ofrezca el menor precio de energía. En el caso que haya más de un punto de abastecimiento, la forma de calcular el precio de energía ofrecido será la que señale el reglamento.


Todo contrato de suministro entre una distribuidora y su suministrador, para abastecer a clientes regulados, será suscrito por escritura pública, y una copia autorizada será registrada en la Superintendencia. Asimismo, la distribuidora respectiva deberá informar el resultado de la licitación a la Comisión, en la forma que ésta disponga, a más tardar 3 días después de efectuado el registro señalado.


Las demás condiciones de las licitaciones para abastecer consumos regulados, y de sus bases, serán establecidas en el reglamento.”.


*La Diputada señora González, doña Rosa y los Diputados señores Álvarez y Leay formularon una indicación para agregar al artículo 79-4, el siguiente inciso final, nuevo:


“En todo caso, el total de la energía que deberán facturar el o los suministradores a una distribuidora, será igual a la energía efectivamente demandada por ésta en el período de facturación.”


Los Diputados patrocinantes de la indicación, manifestaron que a futuro las distribuidoras licitarán el suministro para clientes regulados, según las bases de licitación que en definitiva serán aprobadas por la Comisión Nacional de Energía. De esta forma se ha introducido el riesgo, para las empresas concesionarias de distribución, de tener que comprar bloques de energía o potencia que, eventualmente, pudieren encontrarse desajustados en relación con sus consumos efectivos, quedando la empresa obligada a contratar bajo modalidades que le hagan incurrir en pagos por consumos que no ha efectuado.


-Puesto en votación el artículo 79-4, incluída la indicación, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.


*El Ejecutivo presentó una indicación para incorporar el siguiente artículo 79-5, nuevo:


“Artículo 79º-5.- En cada licitación el valor máximo de las ofertas será el equivalente al límite superior de la banda definida en el artículo 101º ter, vigente al momento de la licitación, incrementado en un 20%.


Si una licitación fuere declarada desierta al momento de la apertura de las ofertas de suministro, la concesionaria deberá convocar a una nueva licitación, la que deberá efectuarse dentro de los 30 días siguientes a dicha declaración. En este caso, el Consejo Directivo de la Comisión podrá acordar, fundadamente, que el límite superior de la banda, señalado en el inciso anterior, sea incrementado en forma adicional, hasta en un 15%.


En caso que esta nueva licitación fuere declarada desierta, la concesionaria podrá convocar a nuevas licitaciones, con el valor máximo que señala el inciso anterior, hasta que esté vigente el siguiente decreto de precios de nudo, momento a partir del cuál el valor máximo del precio de la energía corresponderá al definido en el inciso primero de este artículo.”.


-Puesta en votación la indicación, por la cual se incorpora un artículo 79-5, fue aprobada, sin debate, por la unanimidad de los Diputados presentes.

3.-


Mediante este número se incorpora un nuevo artículo 81 ter a la Ley General de Servicios Eléctricos, con el fin de establecer y regular la labor que realizan los Centros de Despacho Económico de Carga, los cuales deben informar inmediatamente a la Superintendencia de las situaciones de hecho riesgosas para la seguridad del abastecimiento que se prevean u ocurran, y de las medidas que deben adoptar para evitarlas o contrarrestarlas. Es una información esencial para garantizar la seguridad y permitir la oportuna adopción de medidas para evitar contingencias. La omisión de esta obligación se sanciona como infracción gravísima, conforme lo disponen las normas establecidas en la Ley N° 18.410, orgánica de la Superintendencia.


Además, se previene que, sin perjuicio de la responsabilidad que la ley le asigna a los Cdec en la preservación de la seguridad y calidad del servicio eléctrico, siempre que se prevean u ocurran situaciones de hecho que puedan ponerlas en riesgo, la Superintendencia podrá disponer y ordenar las medidas que estime necesarias para evitarlos o contrarrestarlos. Dichas medidas se establecerán mediante resolución fundada y previo informe de la Comisión Nacional de Energía, y serán obligatorias para los Cdec y sus integrantes y demás instalaciones sujetas a coordinación en el respectivo sistema. 


“Artículo 81 ter.- Los Cdec deberán informar a la Superintendencia y a la Comisión de las situaciones de hecho que puedan poner en riesgo la seguridad del abastecimiento eléctrico en el corto y mediano plazo. 


La comunicación deberá efectuarse inmediatamente después de detectado o previsto un hecho, situación o circunstancia que genere el riesgo, a través del medio más expedito disponible, sin perjuicio de remitir un informe escrito dentro de las siguientes 48 horas, en que deberán especificarse las medidas que el Cdec haya implementado o que implementará para evitar el riesgo detectado o previsto. El incumplimiento de esta obligación constituirá una infracción gravísima y será sancionada por la Superintendencia de acuerdo a las disposiciones de la Ley N° 18.410.


Sin perjuicio de las obligaciones y responsabilidades que conforme a la ley corresponden a los Cdec en la preservación de la seguridad y calidad de servicio en el respectivo sistema eléctrico, siempre que se prevean u ocurran situaciones de hecho que puedan poner en riesgo la seguridad del suministro eléctrico, la Superintendencia, mediante resolución fundada y previo informe de la Comisión, podrá adoptar y ordenar las medidas que estime necesarias para evitar o contrarrestar dicho riesgo. Estas medidas serán obligatorias para los Cdec y para sus integrantes, así como para las centrales y demás instalaciones interconectadas al respectivo sistema que deben sujetarse a la coordinación del mismo, y su incumplimiento será sancionado por la Superintendencia de acuerdo a las normas de la Ley N° 18.410.”.


*El Ejecutivo presentó una indicación para suprimir el número 3 del proyecto de ley, eliminando en consecuencia el artículo 81 ter: Por lo que, los numerales 4 a 6 del proyecto, pasan a ser 3 a 5.


El Ministro señor Rodríguez señaló que la indicación tiene por objeto eliminar el artículo 81 ter inicialmente propuesto, debido a que la facultad de requerir información a los Centro de Despacho Económico de Carga (Cdec) ya está hoy contemplada en la ley orgánica de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles (SEC), por lo que sería redundante. .Por otra parte, las facultades que el propuesto artículo 81 ter asignaba a la SEC, el Ejecutivo las considera satisfechas en otras dos modificaciones al proyecto de ley, con las que, por una parte, se fortalece la autonomía de los Cdec con la exigencia de quórum más altos para remover a los profesionales que los integran, se asigna un mayor presupuesto a dichos organismos y se les abre a la integración de otros actores del sector. Agregó que parte de las normas que estaban en el artículo 81 ter se incorporan en un nuevo artículo que permite que la Comisión Nacional de Energía exija a los Cdec, medidas de seguridad adicionales, parte de cuyos costos serán traspasados a precios, ofreciendo así una mayor seguridad.

-Puesta en votación la indicación, por la cual se elimina el Nº 3 del artículo 1º del proyecto, fue aprobada, sin debate, por mayoría de votos. 

4.- (que pasó a ser 3.)


Por medio de este número se incorpora un artículo 90 bis con el objeto de permitir la existencia de señales de mercado que favorezcan una conducta eficiente de los consumidores regulados frente a condiciones de contingencia eléctrica. El proyecto de ley contempla una disposición que les permite recibir y aceptar o no, propuestas económicas para ajustar voluntariamente sus consumos. 


Lo señalado anteriormente, se logra permitiendo que los generadores propongan directamente a los consumidores, incentivos económicos para dicho propósito. Además, este artículo regula el mecanismo de incentivos por reducciones de consumo y las reglas básicas para su aplicación.


El primer inciso se refiere a la aplicación del mecanismo respecto de consumidores sujetos a regulación de precios cuya potencia conectada sea superior a 500 kilowatts, ámbito en que se permite a éstos pactar directamente con las generadoras las condiciones e incentivos que aplicarán a las reducciones de consumo que convengan.


Los siguientes incisos regulan la aplicación del mecanismo respecto de los consumidores finales con una potencia conectada inferior a la indicada, cuyas características y posición de negociación, hacen necesario garantizar normativamente las condiciones mínimas en que los generadores podrán convenir con ellos reducciones temporales de consumo. Es así como se establecen las exigencias mínimas de la oferta; la obligación de la respectiva distribuidora de comunicar las ofertas a sus usuarios o clientes, sin incorporar elementos, condiciones o cláusulas adicionales; los requisitos mínimos para una aceptación válida por parte de los consumidores y los efectos jurídicos de ella.


La innovación descrita permitirá, por una parte, lograr una mayor eficiencia en la asignación de los recursos, por cuanto se consumirá menos cuando la energía tenga costos muy altos, y por la otra, dar mayor seguridad de abastecimiento al sistema, pues las disminuciones de consumo en períodos de escasez retrasarán situaciones de oferta insuficiente. 


“Artículo 90 bis.- Los generadores que suministren energía eléctrica a consumidores sujetos a regulación de precios, conforme a los números 1º y 2º del artículo 90º, y cuya potencia conectada del usuario final sea superior a 500 kilowatts, podrán convenir con éstos reducciones temporales de sus consumos, las que se imputarán a los suministros comprometidos por el respectivo generador, según se determine en el reglamento.


Asimismo, los generadores, a través de las empresas concesionarias de servicio público de distribución, podrán convenir con los consumidores de menos de 500 kilowatts reducciones temporales de consumo, las que se imputarán a los suministros comprometidos por el respectivo generador. Las ofertas que para este efecto efectúen los generadores, además de formularse en términos no discriminatorios y trasparentes, deberán precisar el período de tiempo por el que se ofrecen las condiciones propuestas y la forma, mecanismo y periodicidad de los incentivos o premios que se otorgarán por las reducciones de consumo, y contendrán las demás especificaciones que señale el reglamento. 


En los casos a que se refiere el inciso anterior, una vez formulada la oferta, las respectivas empresas distribuidoras deberán trasmitirla a sus consumidores, en la forma y dentro del plazo que determine el reglamento, estándole vedado incorporarle cualquier elemento o condición adicional a las establecidas por el generador. 


La aceptación de una oferta por parte de los consumidores sólo será válida cuando se preste voluntaria y expresamente, en la forma y por los medios que autorice el reglamento. Con la aceptación manifestada en estos términos, se entenderán perfeccionados los convenios respectivos y el generador quedará obligado a mantener las condiciones ofrecidas por el período de tiempo señalado en la oferta, respecto del o los consumidores que la hayan aceptado. Asimismo, las empresas distribuidoras que corresponda, quedarán obligadas a adoptar las medidas necesarias para la implementación del mecanismo antes descrito, de acuerdo al reglamento y a las instrucciones que se impartan al respecto. 


El reglamento establecerá las normas que sean necesarias para la adecuada aplicación del mecanismo previsto en este artículo, regulando los procedimientos, plazos y demás condiciones que se requieran para su ejecución.”.


*El Ejecutivo presentó una indicación para sustituir el artículo 90 bis, por el siguiente:


“Artículo 90º bis.- Los generadores que suministren energía eléctrica a consumidores sujetos a regulación de precios, conforme a los números 1º y 2º del artículo 90º, y cuya potencia conectada del usuario final sea igual o superior a 500 kilowatts, podrán convenir con éstos reducciones o aumentos temporales de sus consumos, las que se imputarán a los suministros comprometidos por el respectivo generador.


Asimismo, los generadores, en forma directa o a través de las empresas concesionarias de servicio público de distribución, podrán ofrecer y/o convenir con los consumidores de menos de 500 kilowatts reducciones o aumentos temporales de consumo, las que se imputarán a los suministros comprometidos por el respectivo generador. 


Las ofertas que realicen los generadores de conformidad con el inciso anterior, además de formularse en términos no discriminatorios y trasparentes, deberán precisar el período de tiempo por el que se ofrecen las condiciones propuestas y la forma, mecanismo y periodicidad de los incentivos que se otorgarán por las reducciones o aumentos de consumo, y contendrán las demás especificaciones que señale la Comisión. 


Si dichas ofertas se formularen a través de empresas distribuidoras, éstas deberán transmitirlas a sus consumidores, en la forma y dentro del plazo que determine la Comisión, sin que puedan incorporarles ningún elemento o condición adicional a las establecidas por el generador. 


Una vez formulada la oferta, sea directamente o a través de las empresas distribuidoras, ella se entenderá aceptada tácitamente por parte de los usuarios destinatarios por la sola reducción o aumento del consumo, según el caso, y los generadores quedarán obligados a cumplir los incentivos y demás condiciones ofrecidas por el período de tiempo señalado en la respectiva oferta. 


Los costos relacionados con la implementación del sistema de incentivos a reducciones o aumentos de consumo serán de cargo del generador.


Los mecanismos de incentivo que regula este artículo no podrán contener condiciones o cláusulas que graven, multen o perjudiquen a los consumidores.


La Comisión establecerá las normas que sean necesarias para la adecuada aplicación del mecanismo previsto en este artículo, regulando los procedimientos, plazos y demás condiciones que se requieran para su ejecución.”.


El Ministro Rodríguez explicó que la indicación tiene por finalidad otorgar una facultad para las generadoras eléctricas e imponer una obligación a las distribuidoras, para que apliquen en los casos en que sea conveniente, los incentivos tanto al ahorro como al incremento de consumo, según sea el caso, a favor de los consumidores regulados, con el propósito de optimizar la administración de la demanda. Otro aspecto relevante de esta indicación es que con ella, se reconoce que los costos en que se incurra para la aplicación del mecanismo, deben ser de cargo del generador o de los generadores que están ofreciendo los incentivos y no de cargo de la distribuidora que sólo cumple una función de intermediaria.


Además, se desea dar más libertad, tanto al productor como al comprador, para administrar los consumos, aplicando incentivos cuando al productor le convenga ofrecerlos, pero que también sea conveniente para los consumidores, incluso para los más pequeños. 


Por último, señaló el Ministro que con esta norma se pretende que no se generen costos para el consumidor, por algo que no se está comprando, en este caso potencia, con lo que se responde al alegato de algunas distribuidoras que han planteado que, pese a las campañas de ahorro, pueden perder valor agregado de distribución, lo que no sucederá si el consumidor deja de consumir.


*Los Diputados señores Jarpa, Leal y Mulet, formularon una indicación para modificar el texto del artículo 90 bis, nuevo, incorporado mediante una indicación del Ejecutivo, de la siguiente forma:

a)
Para agregar a continuación del inciso tercero, pasando el punto y aparte(.), a ser punto y seguido(.), la siguiente frase:


“Dichos mecanismos no podrán contener condiciones o cláusulas que graven, multen o perjudiquen a los consumidores.”

b)
Para suprimir el inciso séptimo.


-Puesta en votación la indicación del Ejecutivo por la que se sustituye el artículo 90 bis, incluída la indicación parlamentaria, fue aprobada, sin debate, por la unanimidad de los Diputados presentes. 

5.
(que pasó a ser 4.)


Mediante este número se incorporan los artículos 96 bis, 96 ter y 96 quáter, a continuación del artículo 96.


Los nuevos artículos que se proponen incorporar, regulan las bases esenciales para la incorporación de los precios que resulten de las licitaciones efectuadas conforme al nuevo procedimiento, denominados “precios de nudo de largo plazo”, a los precios aplicables al nivel generación-transporte, y su consecuente traspaso a los clientes finales sometidos a regulación de precios.


Además, se crea un mecanismo para evitar que los precios aplicables a los clientes finales regulados de las distintas distribuidoras de un sistema eléctrico, se distancien significativamente, sin perjuicio de las diferencias originadas en los costos que implica situar la energía en los distintos puntos del sistema.


Por su parte, los generadores facturarán los suministros que proporcionen a cada distribuidora de acuerdo a los precios establecidos en los respectivos contratos licitados, a medida que éstos entren en vigor, de manera que progresivamente perciban una remuneración estable en el tiempo, independiente de las variaciones del precio de nudo. 


“Artículo 96 bis.- Los precios de energía obtenidos en las licitaciones reguladas en el artículo 79-1 y siguientes, llamados “precios de nudo de largo plazo”, y sus fórmulas de indexación, se incluirán en el decreto contemplado en el artículo 103 que se dicte con posterioridad al término de la licitación respectiva.”


*El Ejecutivo presentó una indicación para intercalar, en el artículo 96 bis a continuación de la palabra “energía”, la expresión “y potencia”


-Puesto en votación el artículo 96 bis, incluída la indicación, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.


“Artículo 96 ter.- Los concesionarios de servicio público de distribución deberán traspasar a sus clientes finales sometidos a regulación de precios, los precios a nivel de generación-transporte que resultan de promediar los precios vigentes para dichos suministros conforme sus respectivos contratos. El promedio se obtendrá ponderando los precios por el volumen de suministro correspondiente.


En caso que el precio promedio de energía de una concesionaria, determinado para la totalidad de su zona de concesión, sobrepase en más de un 5% el promedio ponderado del precio de energía calculado para todas las concesionarias del sistema eléctrico, el precio promedio de la concesionaria respectiva deberá ajustarse de modo de suprimir dicho exceso, el que será absorbido en los precios promedio de los concesionarios del sistema, a prorrata de las respectivas energías suministradas para clientes regulados. Para efectos de la comparación señalada, los precios promedio deberán referirse a una misma subestación del sistema eléctrico. 


Las reliquidaciones entre empresas concesionarias a que dé origen el mecanismo señalado en el inciso anterior, serán calculadas por la Dirección de Peajes del Cdec respectivo.


Los procedimientos para dar cumplimiento a lo establecido en este artículo, se establecerán en el reglamento.”


-Puesto en votación el artículo 96 ter, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.


“Artículo 96 quáter.- Los precios promedio que los concesionarios de servicio público de distribución, calculados conforme al artículo anterior y que deban traspasar a sus clientes regulados, serán fijados mediante decreto del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, expedido bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, previo informe de la Comisión. Dichos decretos serán dictados en las siguientes oportunidades:

a)
Con motivo de las fijaciones de precios señaladas en el artículo 103;

b)
Con ocasión de la entrada en vigencia de algún contrato de suministro licitado conforme el artículo 79-1 y siguientes; y

c)
Cuando se indexe algún precio contenido en un contrato de suministro vigente, de acuerdo a lo establecido en los artículos 98 bis y 104.


Los precios que resulten de la publicación señalada en la letra b) entrarán en vigencia a partir de la fecha en que se inicie el suministro, conforme indique el contrato respectivo, y se procederá a la reliquidación que sea necesaria, de acuerdo el artículo 103.


Los precios que resulten de la publicación señalada en la letra c) entrarán en vigencia a partir de la fecha que origine la indexación.”.


*Los Diputados señores Vilches y Mora formularon una indicación para agregar al artículo 96 quáter, el siguiente inciso final, nuevo:


“Se deja establecido que la reliquidación que pueda efectuarse entre concesionarios de servicio público de distribución, no afecta la obligación del concesionario respectivo de pagar a su suministrador el precio íntegro de la energía y potencia recibida”


-Puesto en votación el artículo 96 quáter, incluída la indicación parlamentaria, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.

6.
(que pasó a ser 5.)


Mediante este número se incorpora un artículo 98 bis, a continuación del artículo 98.


Este número, también se refiere a la incorporación de los precios que resulten de las licitaciones efectuadas conforme al nuevo procedimiento, denominados “precios de nudo de largo plazo”, a los precios aplicables al nivel generación-transporte, y su consecuente traspaso a los clientes finales sometidos a regulación de precios.


Este artículo está estrechamente ligado a los artículos 96 ter y 103.


“Artículo 98 bis.- Los precios de nudo de largo plazo se reajustarán de acuerdo a sus respectivas fórmulas de indexación, con ocasión de cada fijación precios a que se refiere el 
artículo 103. Estos nuevos precios serán utilizados para determinar los precios promedio indicados en el artículo 96 ter.


Si dentro del período que medie entre los meses señalados en el artículo 103, al aplicar la fórmula de indexación respectiva un precio de nudo de largo plazo experimenta una variación acumulada superior a diez por ciento, éste será reajustado, debiendo la Comisión calcular los nuevos precios promedio de cada distribuidora de acuerdo a lo señalado en el artículo 96 ter.”. 


-Puesto en votación el artículo 98 bis, fue aprobado, sin debate, por la unanimidad de los Diputados presentes.

6.- (nuevo)


*Los Diputados señores Jarpa, Kuschel, Leal, Mulet y Vilches formularon una indicación para incorporar un artículo 99 ter, a continuación del artículo 99 bis, que es del siguiente tenor:


“Artículo 99 ter.- Todo cliente sometido a regulación de precios tiene derecho a recibir las compensaciones del artículo anterior, independiente del origen de la obligación de abastecer a la concesionaria de servicio público de distribución por las empresas generadoras.”


-Puesta en votación la indicación, por la cual se incorpora un artículo 99 ter, fue aprobada, por mayoría de votos. 

7.- (nuevo)


*El Ejecutivo presentó una indicación para reemplazar el artículo 101, por el siguiente:


“Artículo 101.- Las empresas y entidades a que se refiere el artículo 100, comunicarán a la Comisión antes del 31 de marzo y del 30 de septiembre de cada año, su conformidad o sus observaciones al informe técnico elaborado por la Comisión. Conjuntamente con su conformidad u observaciones, cada empresa deberá comunicar a la Comisión, respecto de sus clientes no sometidos a regulación de precios, en adelante “clientes libres”, y distribuidoras, lo siguiente:

a)
La potencia;

b)
La energía;

c)
El punto de suministro correspondiente;

d)
El precio medio cobrado por las ventas efectuadas a precio libre; y

e)
El precio medio cobrado por las ventas efectuadas a precios de nudo de largo plazo.


La información indicada en los literales anteriores comprenderá los cuatro meses previos a las fechas señaladas en el inciso primero.


Los precios medios señalados en los literales d) y e) deberán ser expresados en moneda real al final del período informado, de acuerdo con los mecanismos que establezca el reglamento.


La Comisión podrá aceptar o rechazar total o parcialmente las observaciones de las empresas. Sin embargo, los precios de nudo definitivos de energía y potencia que ésta determine, deberán ser tales que el Precio Medio Teórico se encuentre dentro de la Banda de Precios de Mercado señalada en el artículo 101 ter.”.


El artículo 101 vigente, dispone lo siguiente: 


“Las empresas y entidades a que se refiere el artículo 100° comunicarán a la Comisión antes del 31 de marzo y 30 de Septiembre de cada año, su conformidad o sus observaciones al informe técnico elaborado por la Comisión. Conjuntamente con su conformidad u observaciones, cada empresa deberá comunicar a la Comisión, conforme lo establezca el reglamento, la potencia, la energía, el punto de suministro correspondiente y el precio medio cobrado por las ventas a precio libre efectuadas durante los últimos cuatro meses, a cada uno de sus consumidores no sometidos a fijación de precio, expresados en moneda real al final del período informado, de acuerdo con los mecanismos que establezca el reglamento. 


La Comisión podrá aceptar o rechazar total o parcialmente las observaciones de las empresas; sin embargo, los precios de nudo definitivos que ella determine no podrán diferir en más de cinco por ciento de los precios correspondientes a suministros no sometidos a fijación de precios.


El procedimiento de comparación será el siguiente: 

1.
A partir del precio medio informado conforme al inciso primero, de cada suministro no sometido a fijación de precio se calculará un promedio considerando como factor de ponderación la energía facturada correspondiente a cada suministro; 

2.
A partir del precio medio teórico de cada suministro no sometido a fijación de precio, que resulta de aplicar los precios de nudo determinados por la Comisión, se calculará un promedio, considerando como factor de ponderación la energía facturada correspondiente a cada suministro; 

3.
Si el promedio de precios calculado según lo estipulado en el número 2 precedente no difiere en más de cinco por ciento del promedio calculado según lo estipulado en el número 1, los precios de nudo determinados previamente serán aceptados. En caso contrario, la Comisión deberá multiplicar todos los precios de nudo, sólo en su componente de energía, por un coeficiente único, de modo de alcanzar el límite más próximo, superior o inferior de la banda de cinco por ciento.”


El Ministro Rodríguez señaló, que la indicación que reemplaza el artículo 101 vigente, e incorpora los artículos 101 bis y 101 ter, tiene por objeto corregir el mecanismo de fijación del precio de nudo que actualmente desarrolla la Comisión Nacional de Energía, para ajustar la enorme distancia que existe entre lo que debiera ser el precio de nudo y el que en definitiva se fija, por efecto del mecanismo de bandas que considera el procedimiento (U$70 el megawatt/hora, frente a U$42 el megawatt/hora). Se propone entonces que, en caso que la diferencia entre el precio que se está calculando y el que figura en los contratos libres, sobrepase una determinada magnitud (30 ó 40%), la banda en torno al precio libre aumente de un 5% a un 10%, y permitir así que se ajuste más rápido el mercado. Además, en caso que la diferencia sea aún más grande, a partir de ese ajuste, sea corregida linealmente hasta llegar a una banda de más menos el 30% como máximo.


En suma, con estas disposiciones se busca que el sistema eléctrico se adapte más rápido a situaciones de schock para que no se detengan los procesos de inversión. El Ejecutivo asume que siempre habrá una distancia entre el precio calculado por la CNE y el precio que resulte, pero que tal distancia será más ajustada que la que se presenta actualmente, lo que será positivo para el mercado.

-Puesta en votación la indicación, por la cual se modifica el artículo 101, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes. 

8.- (nuevo)


*El Ejecutivo presentó una indicación para incorporar los artículos 101 bis y 101 ter, a continuación del artículo 101.


“Artículo 101 bis.- El procedimiento de determinación y comparación de los Precios Medios de Mercado y Teórico será el siguiente:

1)
A partir de los precios medios informados conforme a los literales d) y e) del artículo anterior, se calculará el Precio Medio de Mercado. Éste será determinado como el cuociente entre la suma de las facturaciones efectuadas por todos los suministros de energía y potencia a clientes libres y distribuidoras indicados en el artículo 101º, y el total de la energía asociada a dichos suministros, ambas ocurridas en el período de cuatro meses que culmina en el mes anterior al de la fijación de los precios de nudo;

2)
A partir de la energía y potencia de los suministros efectuados a clientes libres y distribuidoras, informadas conforme al artículo 101º, se determina el Precio Medio Teórico. Éste se calculará como el cuociente entre la facturación teórica, que resulta de valorar los suministros señalados a los precios de nudo de energía y potencia determinados por la Comisión, incluidos los cargos destinados a remunerar el sistema de transmisión troncal conforme señala el artículo 71°-30, en sus respectivos puntos de suministro y nivel de tensión, y el total de la energía asociada a estos suministros, ambas en el período de cuatro meses señalado en el numeral anterior;

3)
Si el Precio Medio Teórico se encuentra dentro de la Banda de Precios de Mercado a que se refiere el artículo 101º ter, los precios de nudo determinados previamente por la Comisión serán aceptados. En caso contrario, la Comisión deberá multiplicar todos los precios de nudo, sólo en su componente de energía, por un coeficiente único, de modo de alcanzar el límite más próximo, superior o inferior de la Banda de Precios de Mercado”·.


-Puesta en votación la indicación, por la cual se incorpora el artículo 101 bis, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes. 


“Artículo 101 ter.- Los límites de la Banda de Precios de Mercado se calcularán de acuerdo a lo siguiente:

1)
A partir de los precios básicos de energía y potencia calculados por la Comisión, se calcula un precio medio, denominado Precio Medio Básico.

2)
Si la diferencia entre el Precio Medio Básico y el Precio Medio de Mercado es inferior a 40%, la Banda de Precios de Mercado será igual al 5%, respecto del Precio Medio de Mercado.

3)
Si la diferencia entre el Precio Medio Básico y el Precio Medio de Mercado es igual o superior a 40% e inferior a 80%, la Banda de Precios de Mercado será igual a la cuarta parte de la diferencia entre ambos Precios Medios.

4)
Si la diferencia entre el Precio Medio Básico y el Precio Medio de Mercado es igual o superior a 80%, la Banda de Precios de Mercado será igual a 20%.”.


*Los Diputados señores Jarpa, Kuschel, Leay, Mulet; Muñoz, don Pedro; Mora y Vilches, formularon una indicación para modificar el artículo 101 ter, en la siguiente forma:
Para sustituir en el Nº2 y en el Nº3 el guarismo “40%” por “30%”;


Para reemplazar en el Nº3, la expresión “la Banda de Precios de Mercado será igual a la cuarta parte de la diferencia entre ambos Precios Medios”, por la expresión: “La Banda de Precios de Mercado será igual a las dos quintas partes de la diferencia porcentual entre ambos precios medios, menos el 2%”, y

Para sustituir en el Nº4 el guarismo “20%” por “30%”.


-Puestas en votación las indicaciones del Ejecutivo, por la cual se incorpora el artículo 101 ter y la de los parlamentarios por lq que se modifica el artículo 101 ter, fueron aprobadas por la unanimidad de los Diputados presentes. 

9.- (nuevo)


*El Ejecutivo presentó una indicación para incorporar el artículo 102 bis, a continuación del artículo 102:


“Artículo 102 bis.- Los precios a que se refiere el artículo 103º incorporarán un porcentaje de los mayores costos en que incurra el sistema eléctrico por planes de seguridad de abastecimiento requeridos al Cdec por la Comisión, previo acuerdo de su Consejo Directivo. El mecanismo para determinar dicho porcentaje será establecido en el reglamento.”.


El Ministro Rodríguez explicó que con la indicación se pretende lograr una situación de mayor justicia para con el inversionista a quien, en casos críticos el Ejecutivo puede exigirle seguridades adicionales más allá de las condiciones contractuales originales. Si bien esa mayor exigencia puede ser justificada a la luz del bien público, no tiene que ser gratuito, debe tener un costo que será traspasado al consumidor final, con lo que se obliga la autoridad a ser más responsable en sus solicitudes extraordinarias. En aquella parte que el mayor costo debe ser traspasado a precio, se estima que tal proporción debe serlo en relación con el tamaño del sector regulado en cada sistema eléctrico. Con este costo traspasado al usuario, esta mayor exigencia de seguridad será aún más excepcional de lo que ya era, y sólo tendrá lugar en circunstancias extraordinarias o calificadas. En todo caso, aclaró que es una decisión que no toma en forma autónoma la CNE, sino que requiere el acuerdo del Consejo de Ministros, lo que asegura un acuerdo político muy sólido y fundado, además que cubre el riesgo de una decisión apresurada y errónea en la materia.


*Los Diputados señores Bauer, Jarpa, Kuschel, Leal, Leay, Mulet; Muñoz, don Pedro, y Valenzuela formularon una indicación, para modificar el artículo 102 bis, de la siguiente forma:

a)
Para reemplazar en el inciso primero la expresión “requeridos al Cdec por la Comisión”, por la expresión “requeridos excepcionalmente al Cdec por la Comisión”, y para suprimir la segunda oración de dicho inciso, y 

b)
Para agregar un inciso segundo, nuevo.


“El reglamento establecerá las condiciones para que se dé el carácter excepcional, el mecanismo para establecer el porcentaje señalado en el inciso anterior, las reliquidaciones necesarias para asegurar la recaudación por parte de las empresas generadoras que incurrieron en costos adicionales por planes de seguridad, así como también, asegurar que no existan dobles pagos por parte de los usuarios.”


-Puestas en votación las indicaciones del Ejecutivo, por la cual se incorpora el artículo 102 bis y la de los parlamentarios por la que se modifica el artículo 102 bis, fueron aprobadas por la unanimidad de los Diputados presentes. 


-Además se acordó rechazar una indicación formulada por los Diputados señores Álvarez, Leay y señora González, doña Rosa, por la que proponían eliminar el artículo 102 bis propuesto por el Ejecutivo.

10.- (nuevo)


*El Ejecutivo presentó una indicación para agregar a continuación del inciso segundo de la letra b) del artículo 150, un inciso tercero, nuevo, la que es del siguiente tenor:


“El Cdec estará compuesto por las empresas propietarias de las instalaciones que señala el inciso primero de este literal, en la forma que determine el reglamento. Los Directores de cada Dirección serán nombrados y removidos por los dos tercios del Directorio. El financiamiento de cada Cdec será de cargo de sus integrantes, conforme lo determine el reglamento. El presupuesto anual de cada Cdec será informado favorablemente por la Comisión, en forma previa a su ejecución.”


El artículo 150 vigente señala lo siguiente:


“Para los efectos de la aplicación de la presente ley se entiende por: 

a)
Sistema eléctrico: conjunto de instalaciones de centrales eléctricas generadoras, líneas de transporte, subestaciones eléctricas y líneas de distribución, interconectadas entre sí, que permiten generar, 

b)
Centro de Despacho Económico de Carga: organismo encargado de determinar la operación del conjunto de instalaciones de un sistema eléctrico, incluyendo las centrales eléctricas generadoras; líneas de transmisión a nivel troncal, subtransmisión y adicionales; subestaciones eléctricas, incluidas las subestaciones primarias de distribución y barras de consumo de usuarios no sometidos a regulación de precios abastecidos directamente desde instalaciones de un sistema de transmisión; interconectadas entre sí, que permite generar, transportar y distribuir energía eléctrica de un sistema eléctrico, de modo que el costo del abastecimiento eléctrico del sistema sea el mínimo posible, compatible con una confiabilidad prefijada. 


Cada Centro de Despacho Económico de Carga contará con un Directorio y los organismos técnicos necesarios para el cumplimiento de su función. Existirán, al menos, una Dirección de Operación y una Dirección de Peajes. El Director y el personal de cada Dirección, deberán reunir condiciones de idoneidad e independencia que garanticen su adecuado desempeño. Estos organismos, eminentemente técnicos y ejecutivos, desarrollarán su función conforme a la ley y su reglamento. 

c)
Curva de carga: gráfico que representa la potencia producida en el sistema eléctrico en función del tiempo. 

d)
Potencia de punta: potencia máxima en la curva de carga anual. 

e)
Margen de reserva teórico: mínimo sobre-equipamiento en capacidad de generación que permite abastecer la potencia de punta en un sistema o subsistema eléctrico con una suficiencia determinada, dadas las características de las unidades generadoras y de los sistemas de transmisión del sistema eléctrico. 

f)
Costo marginal de suministro: costo en que se incurre para suministrar una unidad adicional de producto para un nivel dado de producción. Alternativamente, dado un nivel de producción, es el costo que se evita al dejar de producir la última unidad. 

g)
Tasa de actualización: tasa de descuento. 

h)
Costo total actualizado: suma de costos incurridos en distintas fechas, actualizadas a un instante determinado. costo. 

i)
Instalación económicamente adaptada: es la instalación que permite producir una cantidad determinada al menor transportar y distribuir energía eléctrica. 

j)
Línea de distribución de servicio público: línea de distribución establecida por una empresa distribuidora haciendo uso de una concesión de servicio público. 

k)
Usuario o consumidor final: usuario que utiliza el suministro de energía eléctrica para consumirlo. 

l)
Potencia conectada: potencia máxima que es capaz de demandar un usuario final dada la capacidad del empalme. 

m)
Areas típicas de distribución: áreas en las cuales los valores agregados por la actividad de distribución para cada una de ellas son parecidos entre sí. 

n)
Sectores de distribución: áreas territoriales en las cuales los precios máximos de distribución a usuarios finales, son los mismos. 

ñ)
Aportes de terceros: instalaciones que fueron aportadas por los usuarios a la empresa distribuidora sin costo para ésta, existente a la fecha de promulgación de la presente ley. 

o)
Subestación de distribución primaria: subestación que reduce el voltaje desde el nivel de transporte al de alta tensión en distribución. 

p)
Momento de carga: es el producto de la potencia conectada del usuario medida en megawatts y de la distancia comprendida entre el punto de empalme con la concesionaria y la subestación de distribución primaria, medida en Kilómetros a lo largo de las líneas eléctricas. 

q)
Usuario o cliente: es la persona natural o jurídica que acredite dominio sobre un inmueble o instalaciones que reciben servicio eléctrico. 

r)
Confiabilidad: cualidad de un sistema eléctrico determinada conjuntamente por la suficiencia, la seguridad y la calidad de servicio.

s)
Suficiencia: atributo de un sistema eléctrico cuyas instalaciones son adecuadas para abastecer su demanda. 

t)
Seguridad de servicio: capacidad de respuesta de un sistema eléctrico, o parte de él, para soportar contingencias y minimizar la pérdida de consumos, a través de respaldos y de servicios complementarios. 

u)
Calidad de servicio: atributo de un sistema eléctrico determinado conjuntamente por la calidad del producto, la calidad de suministro y la calidad de servicio comercial, entregado a sus distintos usuarios y clientes. 

v)
Calidad del producto: componente de la calidad de servicio que permite calificar el producto entregado por los distintos agentes del sistema eléctrico y que se caracteriza, entre otros, por la magnitud, la frecuencia y la contaminación de la tensión instantánea de suministro. 

w)
Calidad del suministro: componente de la calidad de servicio que permite calificar el suministro entregado por los distintos agentes del sistema eléctrico y que se caracteriza, entre otros, por la frecuencia, la profundidad y la duración de las interrupciones de suministro. 

x)
Calidad de servicio comercial: componente de la calidad de servicio que permite calificar la atención comercial prestada por los distintos agentes del sistema eléctrico y que se caracteriza, entre otros, por el plazo de restablecimiento de servicio, la información proporcionada al cliente, la puntualidad en el envío de boletas o facturas y la atención de nuevos suministros. 

y)
Ingreso tarifario por tramo: es la diferencia que resulta de la aplicación de costos marginales, producto de la operación del sistema eléctrico, respecto de las inyecciones y retiros de energía y potencia en un determinado tramo. 

z)
Servicios complementarios: recursos técnicos presentes en las instalaciones de generación, transmisión, distribución y de clientes no sometidos a regulación de precios con que deberá contar cada sistema eléctrico para la coordinación de la operación del sistema en los términos dispuestos en el artículo 81. Son servicios complementarios aquellas prestaciones que permiten efectuar, a lo menos, un adecuado control de frecuencia, control de tensión y plan de recuperación de servicio, tanto en condiciones normales de operación como ante contingencias. 


En este inmueble o instalación quedarán radicadas todas las obligaciones derivadas del servicio para con la empresa suministradora. 

No obstante, si el concesionario no suspendiere el servicio por la causal indicada en el artículo 84°, las obligaciones por consumos derivadas del servicio para con la empresa suministradora que se generen desde la fecha de emisión de la siguiente boleta o factura no quedarán radicadas en dicho inmueble o instalación, salvo que para ello contare con la autorización escrita del propietario.”


*Los Diputados señores Álvarez, Leay y señora González, doña Rosa, formularon una indicación que introduce las siguientes modificaciones al artículo 150:
a)
Para agregar, en el inciso segundo de la letra b), entre las expresiones “Directorio” y “los organismos técnicos”, la siguiente frase:

“que estará compuesto por las empresas generadoras y transmisoras troncales y de subtransmisión y por un representante de los clientes libres del respectivo sistema, conforme se determine en el reglamento. Contará también con”.

b)
Para eliminar en el inciso tercero, nuevo, de la letra b), la palabra “removidos” y luego agregar, entre la expresión “serán nombrados y” y la expresión “por los dos tercios”, la frase: “podrán ser removidos antes de su período,”.

c)
Para agregar en el inciso tercero, nuevo, después de la expresión “Directorio” y antes del punto (.) y seguido, la siguiente frase: “y durarán en su cargo un plazo de cuatro años, pudiendo ser reelegidos por unanimidad, sólo por un período más”.


Luego de un breve debate acerca de la composición del Directorio del Cdec, se acordó ajustar las indicaciones y se coincidió en otorgar autonomía operativa a los integrantes del Cdec, en asignar correctamente las responsabilidades en la administración del sistema eléctrico y en abrir la posibilidad a la integración de los actores del sector eléctrico. Además se determinó que la reelección de los directores operativos sólo requerirá los dos tercios del Directorio.


*Los Diputados señores Vilches y Kuschel formularon una indicación para reemplazar el inciso tercero del artículo 150, propuesto por una indicación del Ejecutivo, por los siguientes:


“Cada Centro de Despacho Económico de Carga contará con un Directorio de Peajes y un Directorio de Operaciones, los cuales deberán contar con los organismos técnicos y personal necesarios para el cumplimiento de sus funciones. Existirán, a lo menos, una Dirección de Operación y una Dirección de Peajes. Estos organismos, eminentemente técnicos y ejecutivos, desarrollarán su función conforme a la ley y su reglamento. El Director y el personal de cada Dirección, deberán reunir condiciones de idoneidad e independencia que garanticen su adecuado desempeño.


Las funciones del Directorio de Peajes corresponderán a todas aquellas necesarias para dar cumplimiento a la obligación de los Cdec de garantizar el acceso abierto a los sistemas de transmisión troncal y de subtransmisión, así como todas las labores de estudios y acciones tendientes a la adecuada coordinación entre los agentes que hacen uso de los sistemas de transmisión y generación. A su vez, las labores del Directorio de Operación serán todas aquellas necesarias para garantizar la operación más económica para el conjunto de las instalaciones del sistema eléctrico y preservar la seguridad del servicio en el sistema eléctrico.


El Directorio de Peajes estará compuesto por las empresas propietarias o administradoras de las instalaciones que señala el inciso primero de este literal.


El Directorio de Operaciones sólo estará integrado por empresas generadoras y de transmisión troncal.


Los Directores de cada Dirección serán nombrados y removidos por los dos tercios del respectivo Directorio. El financiamiento de cada Cdec será de cargo de sus integrantes, conforme lo determine el reglamento. El presupuesto anual de cada Cdec será informado favorablemente por la Comisión, en forma previa a su ejecución.”


-Puesta en votación la indicación de los Diputados señores Vilches y Kuschel, por la cual proponen modificar la indicación del Ejecutivo, fue rechazada por la unanimidad de los Diputados presentes. 


-Puestas en votación las indicaciones tanto del Ejecutivo, como la de los Diputados señores Álvarez, Leay y señora González, doña Rosa, mediante las cuales se modifica el artículo 150, fueron aprobadas por la unanimidad de los Diputados presentes. 

Artículo 2º.-


Mediante este artículo se incorpora un nuevo inciso a la disposición legal que faculta a la Superintendencia para comprobar y determinar los casos en que la falta de continuidad o de calidad en el suministro se deben a fuerza mayor o caso fortuito, excluyendo de tal posibilidad, a las que deriven de restricciones totales o parciales de gas natural proveniente de gasoductos internacionales y a las provocadas por indisponibilidad de instalaciones del sistema de transmisión o de transporte. 


Artículo 2º.- Introdúcese al número 11 del artículo 3º de la ley Nº 18.410, Orgánica de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, el siguiente inciso nuevo: 


“Las faltas de seguridad y calidad de servicio provocadas por indisponibilidad de centrales a consecuencia de restricciones totales o parciales de gas natural, proveniente de gasoductos internacionales; o provocadas por indisponibilidad de instalaciones del sistema de transmisión o de transporte de electricidad, no serán calificadas como caso fortuito o fuerza mayor.”.


El artículo 3º vigente, dispone lo siguiente:


“Corresponderá a la Superintendencia de Electricidad y Combustibles:

1.
Otorgar las concesiones provisionales de plantas productoras de gas, de centrales productoras de energía eléctrica, de subestaciones eléctricas, de líneas de transporte y de líneas de distribución de energía eléctrica. Las resoluciones de concesión provisional serán publicadas en el Diario Oficial con cargo al interesado.

2.
Emitir informes respecto de las solicitudes de concesiones definitivas que se hagan al Ministerio en relación con:

a)
Centrales productoras de energía eléctrica, subestaciones, líneas de transporte y de distribución de energía eléctrica y

b)
Plantas productoras de gas, líneas de transporte y de distribución de gas.


Asimismo, deberá evacuar los informes que las leyes y reglamentos señalen respecto de tales concesiones.

3.
Realizar las gestiones correspondientes en materia de caducidad de las concesiones definitivas señaladas en el número anterior.

4.
Requerir a los concesionarios de servicio público de distribución de recursos energéticos que se encuentre en explotación, para que adecuen la calidad del servicio a las exigencias legales, reglamentarias o estipuladas en los decretos de concesión.

5.
Asumir transitoriamente la administración de la concesión de servicio público de distribución de recursos energéticos y determinar quién explotará y administrará provisionalmente el servicio, en los casos en que lo ordene la autoridad en virtud de una causa legal.

6.
Emitir informes al Ministerio sobre las transferencias, a cualquier título, del dominio o del derecho de explotación de las concesiones de servicio público de distribución, o parte de ellas, salvo en los casos en que legalmente baste la autorización de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles.

7.
Resolver fundadamente los conflictos derivados de la obligación de los propietarios de líneas eléctricas que hagan uso de servidumbre, en orden a permitir el uso de sus postes, torres y demás instalaciones para el establecimiento de otras líneas eléctricas o para el paso de energía; informar a los Tribunales Ordinarios de Justicia en los juicios sumarios originados con motivo de las referidas servidumbres, y autorizar, en casos que estime calificados, la servidumbre temporal de postación eléctrica, pudiendo fijar, en cada caso, el monto del pago correspondiente.

8.
Conocer, mediante una comunicación previa, la puesta en servicio de las obras de generación, producción, almacenamiento, transporte y distribución de energía eléctrica, de gas y de combustibles líquidos o parte de ellas.

9.
Tasar el valor de la canalización subterránea de las líneas de distribución de energía eléctrica, de gas y de combustibles líquidos, dispuesta por los alcaldes, cuando las municipalidades reclamen de los valores determinados por los concesionarios.

10. Fijar los plazos máximos para la extensión de servicio en las zonas de concesión, pudiendo aplicar a los concesionarios de servicio público de distribución, una multa de hasta cinco unidades tributarias mensuales por cada día de atraso.

11. Comprobar los casos en que la falta de calidad o de continuidad del servicio se deban a caso fortuito o fuerza mayor.

12. Amonestar, multar e incluso, administrar provisionalmente el servicio a expensas del concesionario, si la calidad de un servicio público de distribución de recursos energéticos es reiteradamente deficiente.

13. Fiscalizar en las instalaciones y servicios eléctricos, de gas y de combustibles líquidos, el cumplimiento de las obligaciones establecidas en los decretos de concesión.


La Superintendencia deberá llevar un archivo actualizado de los antecedentes relativos a las concesiones eléctricas, de gas y de combustibles líquidos.

14. Autorizar a laboratorios o entidades de control de seguridad y calidad para que realicen o hagan realizar bajo su exclusiva responsabilidad las pruebas y ensayos que la Superintendencia estime necesarios, con el objeto de otorgar un certificado de aprobación a las máquinas, instrumentos, equipos y materiales eléctricos, de gas y de combustibles líquidos, que cumplan con las especificaciones normales y no constituyan peligro para las personas o cosas.


Las máquinas, instrumentos, equipos, artefactos, aparatos y materiales que, de conformidad con la normativa vigente, deban sujetarse a la certificación prevista en el párrafo anterior, no podrán comercializarse en el país sin contar con el respectivo certificado de aprobación.


La Superintendencia podrá retirar del comercio, con el auxilio de la fuerza pública, la totalidad de los materiales o productos de cualquier procedencia que, estando obligados a obtener certificado de aprobación, sean comercializados en el país sin contar con éste.


El certificado de aprobación dará derecho al uso de un distintivo en los productos respectivos. El uso indebido de éste será sancionado de conformidad a esta ley.

15. Otorgar licencias de instalador eléctrico y de gas, de conformidad con las normas reglamentarias pertinentes.

16. Comprobar, en caso, de reclamo, la exactitud de los instrumentos destinados a la medición de electricidad, de gas y de combustibles líquidos suministrados a los consumidores, por intermedio de lasentidades y laboratorios señalados en el número 14 deeste artículo.


Las pruebas de los instrumentos de medida serán de cargo de la empresa concesionaria si se comprobare que los instrumentos son inexactos y no se ajustan a la norma respectiva y, por el contrario, serán de cargo del reclamante, si se comprobare que operan dentro de las tolerancias permitidas.

17. Resolver, oyendo a los afectados, los reclamos que se formulen por, entre o en contra de particulares, consumidores y propietarios de instalaciones eléctricas, de gas y de combustibles líquidos, en general, y que se refieran a cualquier cuestión derivada de los cuerpos legales o reglamentarios cuyo cumplimiento le corresponde fiscalizar.


Los reclamos serán comunicados por la Superintendencia a los afectados, fijándoles un plazo prudencial para informar. Si dicho informe fuere suficiente para esclarecer la cuestión debatida, dictará resolución inmediata. Si el afectado no contestare en el plazo fijado o si el hecho imputado fuere estimado de gravedad, la Superintendencia deberá disponer que se practique una investigación que le permita formarse juicio completo y dictar la resolución que sea procedente.


En las resoluciones que dicte podrá aplicar multas u otras sanciones, conforme lo autoriza esta ley.


Del mismo modo, aunque no medie reclamo, en los casos en que la Superintendencia compruebe infracciones de las normas cuyo cumplimiento le corresponde fiscalizar, podrá aplicar a los infractores las sanciones referidas.


La forma de tramitación, los plazos, los requisitos que deben cumplir las diligencias y actuaciones y la aplicación de sanciones, así como la interposición de recursos en contra de las referidas resoluciones, se ajustarán a lo dispuesto en el Título IV de esta ley y a lo que disponga el reglamento respectivo.

18. Atender las consultas del público y resolver los reclamos que se formulen en contra de los instaladores autorizados y de las entidades y laboratorios a que se refiere el número 14 del presente artículo.

19. Suspender transitoriamente las autorizaciones o licencias que se hayan otorgado de acuerdo con los números 14, 15 y 26 de este artículo, cuando compruebe que no se cumplen las exigencias técnicas establecidas en la ley, los reglamentos y las normas técnicas de cumplimiento obligatorio para detentar o ejercer tales autorizaciones o licencias. La suspensión regirá hasta que se acredite el cumplimiento de las referidas exigencias.

20. Formar las estadísticas técnicas de explotación de las empresas eléctricas, de gas y de combustibles líquidos del país, en la forma que especifique la Comisión Nacional de Energía. Al efecto, la Superintendencia podrá requerir de las empresas señaladas la información necesaria, pudiendo sancionar con multa la no entrega de dicha información dentro de los plazos establecidos.

21. Verificar y examinar los costos de explotación y el valor nuevo de reemplazo de las empresas concesionarias de servicio público de distribución de electricidad, que le sean comunicados conforme a la Ley General de Servicios Eléctricos, y ejercer las facultades que en esta materia le otorga el citado cuerpo legal.


La Superintendencia estará, además, facultada para requerir de las empresas referidas, la información acerca de los ingresos de explotación mensuales.

22. Adoptar, transitoriamente, las medidas que estime necesarias para la seguridad del público y el resguardo del derecho de los concesionarios y consumidores de energía eléctrica, de gas y de combustibles líquidos, pudiendo requerir de la autoridad administrativa, el auxilio de la fuerza pública para el cumplimiento de sus resoluciones.

23. Sancionar el incumplimiento de las normas técnicas y reglamentarias vigentes o que se establezcan en virtud de la legislación eléctrica, de gas y de combustibles líquidos relativas a las instalaciones correspondientes, con desconexión de éstas, multas o ambas medidas.


Para la fiscalización del cumplimiento de las normas vigentes en las instalaciones a que se refiere el párrafo anterior, la Superintendencia podrá autorizar a laboratorios, entidades o instaladores, para que efectúen inspección de las mismas y realicen o hagan realizar, bajo su exclusiva responsabilidad, las pruebas y ensayos que dicho organismo estime necesarios, para constatar que cumplen con las especificaciones normales y no constituyen peligro para las personas o cosas.


Las instalaciones inspeccionadas que cumplan con lo señalado en el párrafo anterior tendrán derecho a un certificado o sello, cuyas características y vigencia serán establecidas por la Superintendencia, de acuerdo con la naturaleza de las mismas.


El procedimiento para la acreditación, autorización y control de las entidades o instaladores inspectores, será establecido por la Superintendencia mediante resolución fundada de carácter general. Las entidades e inspectores así autorizados quedarán sujetos a la permanente fiscalización y supervigilancia de la Superintendencia.

24. Fiscalizar el cumplimiento de los requisitos de seguridad para las personas y bienes, en las instalaciones destinadas al almacenamiento, refinación, transporte y expendio de recursos energéticos, cualquiera sea su origen y destino, conforme se establezca en los reglamentos respectivos y en las normas técnicas complementarias.

25. Verificar que las características de los recursos energéticos cumplan con las normas técnicas y no constituyan peligro para las personas o cosas.

26. Autorizar a los organismos de certificación de envases, aparatos e instrumentos de gas licuado, como asimismo a las instituciones destinadas a efectuar la inspección periódica de cilindros de gas licuado que se utilizan para el expendio a los consumidores y fiscalizar el cumplimiento de dicha inspección.

27. Informar al Ministerio respecto de las autorizaciones para interrumpir o dejar de atender los suministros de recursos energéticos dentro de una zona de servicio.

28. Comprobar y fiscalizar que tanto las obras iniciales y de ampliación de producción, almacenamiento de electricidad, gas y combustibles líquidos como la construcción y la explotación técnica de los mismos hechas por las empresas han sido o sean ejecutadas correctamente, estén dotadas de los elementos necesarios para su explotación en forma continua y en condiciones de seguridad, y cumplan con las normas de construcción y pruebas de ensayo vigentes respecto de las empresas.

29. Requerir, bajo apercibimiento de multa, la reposición del servicio respectivo, interrumpido por un hecho imputable a la empresa.

30. Asesorar técnicamente al Ministerio y a otros organismos técnicos sobre tarifas de recursos energéticos y respecto de las demás materias de su competencia.

31. Fiscalizar el desempeño de los laboratorios y entidades de certificación de seguridad y de calidad autorizados y el cumplimiento de las disposiciones de seguridad sobre certificación e instalación de los estanques de gas licuado para uso doméstico, comercial e industrial.

32. Determinar la ubicación de las plantas generadoras de gas y gasómetros.

33. Proponer al Ministerio la dictación de normas reglamentarias sobre almacenamiento, transporte, distribución, expendio y comercialización en general de gas licuado y sobre intercambiabilidad de cilindros de gas licuado entre las empresas distribuidoras y entre éstas y los usuarios; quedando facultado en esta materia el Superintendente de Electricidad y Combustibles para resolver en calidad de árbitro arbitrador los conflictos que las partes sometieren a su conocimiento y para dictar instrucciones relativas a la aplicación de las disposiciones reglamentarias a que se refiere este número.

34. Aplicar e interpretar administrativamente las disposiciones legales y reglamentarias cuyo cumplimiento le corresponde vigilar, e impartir instrucciones de carácter general a las empresas y entidades sujetas a su fiscalización.

35. Pronunciarse sobre los reglamentos especiales de servicio que las empresas concesionarias de servicio público sometan a su aprobación.

36. Adoptar las medidas tendientes a corregir las deficiencias que observare, con relación al cumplimiento de las leyes, reglamentos y demás normas cuya supervigilancia le corresponde.

37. Fijar normas de carácter general sobre la forma y modo de presentación de la información que las entidades sujetas a su fiscalización deban proporcionarle de conformidad a las leyes y reglamentos vigentes.


No obstante lo establecido en el párrafo anterior, las nuevas normas que se dicten no afectarán la validez de las informaciones presentadas con anterioridad a su vigencia.

38. Ordenar, por resolución fundada, durante la vigencia de un decreto de racionamiento y previo informe favorable de la Comisión Nacional de Energía, la reducción de los consumos prescindibles de los particulares y órganos del Estado, y las demás medidas de carácter general que contribuyan a la disminución del déficit de energía.

39. Ejercer las demás funciones y atribuciones que el ordenamiento jurídico confiera a la Superintendencia de Servicios Eléctricos y de Gas o a la Superintendencia de Electricidad y Combustibles.


En los casos en que se obstaculizare o impidiere el pleno ejercicio de las atribuciones otorgadas a la Superintendencia para la protección y seguridad de las personas, o para evitar un grave daño a la población, ésta podrá solicitar, por razones fundadas, directamente del Intendente que corresponda, el auxilio de la fuerza pública, con facultades de allanamiento y descerrajamiento, si fuere necesario”.


*El Ejecutivo presentó una indicación para modificar el número 11 del artículo tercero, propuesto por el proyecto de ley, de la forma siguiente:

a)
Sustituir el artículo inicial “Las” por la frase “Para los efectos del artículo 16 B, las”

b)
Suprimir la frase “o provocadas por indisponibilidad de instalaciones del sistema de transmisión o de transporte de electricidad” y el punto y coma (;) que la antecede.


-Puesto en votación el artículo 2º con las indicaciones incorporadas, fue aprobado por la unanimidad de vlos Diputados presentes.

Artículo 3º.-


Mediante este artículo se establece una restricción para que, a nivel nacional, la suma de las importaciones desde un mismo país de origen no supere el 85% del total de importaciones de gas natural, restricción que comenzará a regir a partir del 1° de enero del año 2010.


Además del plazo de vacancia dispuesto para la vigencia de esta limitación, la misma disposición se ocupa de garantizar que los importadores puedan mantener los volúmenes de gas natural que tenían contratados, desde un determinado origen, al momento de entrada en vigencia de la medida propuesta. 


Con ello se busca no generar un cambio en las reglas del juego para aquéllos que ya hubiesen desarrollado inversiones, a partir de los permisos de exportación otorgados por la autoridad del país de origen y de los contratos suscritos al amparo de dichos permisos.


“Artículo 3º.- Los importadores de gas natural deberán diversificar los aprovisionamientos de gas, de modo tal que la suma a nivel nacional de las importaciones provenientes de un mismo país de origen no sea superior a una proporción equivalente al 85%, conforme el procedimiento que señale el reglamento. 


La obligación del inciso anterior será exigible para todos los contratos que se celebren desde la fecha de entrada en vigencia de dicho precepto, con excepción de los contratos que permitan al importador mantener los volúmenes de gas natural que tenía contratado a la misma fecha, y que cuenten con los respectivos permisos de exportación, cuando corresponda.”


*Los Diputados señores Álvarez, Kuschel, Leay y señora González, doña Rosa, formularon una indicación para suprimir el artículo 3º del proyecto.


El Ministro señor Rodríguez, solicitó la aprobación del artículo 3º del proyecto, pues se basa en razones de seguridad energética, además de razones diplomáticas, que aconsejan no depender tan fuertemente, respecto de un producto clave como el gas natural, de un único país proveedor. En términos económicos es igualmente conveniente poner término a la dependencia señalada, considerando la inversión en gas natural licuado (GNL) que se está desarrollando en Chile, puesto que el precio que en definitiva se asigne al producto nacional, va a influir directamente en el precio que se pague por el gas natural importado, sea desde Argentino u otro país. Por lo demás, el precio del producto en el mercado del gas natural domiciliario, se fija, no en relación al costo del mismo, sino en función del precio del gas licuado. Es decir, el costo del gas domiciliario equivale al costo del gas licuado menos un “x%”. La lógica económica de esta fijación es que permite cobrar a cualquier comprador de gas (u otro combustible) el precio del combustible opcional más caro, menos un porcentaje (x%), siendo igualmente conveniente para el comprador. En el caso del gas natural licuado, el precio que en definitiva se asigne al producto va a influir en el precio que tendrá que pagarse por el gas natural que se importe desde Argentina, pues la opción a éste último será el gas natural licuado chileno y por lo tanto el vendedor argentino ofrecerá su producto al precio del GNL chileno menos un “x%”. En razón de lo anterior es importante que en el texto de la ley se establezca la determinación del país de contar con varios mercados, o alternativas de proveedores, pues de lo contrario el consumidor chileno terminará pagando más caro por el gas natural argentino.


-Puesta en votación la indicación parlamentaria, por la cual se propone eliminar el artículo 3º del proyecto, fue aprobada por mayoría de votos. 


-Por haberse aprobado la eliminación del artículo 3º del proyecto, se acordó rechazar las indicaciones que se habían presentado respecto de esta norma, las que se detallan a continuación.


*La Diputada señora González, doña Rosa y el Diputado señor Álvarez formularon una indicación para intercalar en el artículo 3º del proyecto de ley, después de la expresión “de gas natural”, la frase “con fines de producción de energía eléctrica”.


*La Diputada señora González, doña Rosa y los Diputados señores Álvarez y Leay formularon una indicación para intercalar en el artículo 3º del proyecto de ley, después de la palabra “natural”, la frase “destinado al suministro eléctrico”.


*Los Diputados señores Jarpa, Kuschel, Leal, Mulet y Vilches formularon una indicación para agregar , a continuación del punto final del inciso primero del artículo 3º del proyecto, que pasa a ser punto y seguido (.), la siguiente frase: “Para estos efectos se considerarán todas las importaciones de gas, cualquiera sea su estado físico.”


*Los Diputados señores Álvarez, Encina y Muñoz, don Pedro, formularon una indicación para agregar , en el inciso primero del artículo 3º del proyecto, la siguiente frase final: “Dicha limitación no será aplicable a quienes importen el gas natural en la Región de Magallanes y la Antártica Chilena.”

DISPOSICIONES TRANSITORIAS.

Artículo 1º transitorio.


Esta norma establece lo siguiente:


Las disposiciones de la presente ley entrarán en vigencia 60 días después de su publicación en el Diario Oficial, con las excepciones siguientes:

a)
El nuevo artículo 96 ter, que el artículo 1° de esta ley incorpora al DFL N° 1 de 1982, Ley General de Servicios Eléctricos, salvo su inciso final, comenzará a regir en la fecha de entrada en vigencia del decreto con fuerza de ley a que se refiere el artículo transitorio.


No obstante, en tanto rijan los contratos de suministro o compraventa de energía entre empresas de generación y concesionarias de servicio público de distribución, suscritos antes de la fecha de entrada en vigencia de esta ley, el precio promedio a traspasar a los clientes regulados de cada distribuidora se establecerá considerando tanto los precios de dichos contratos como los precios de los contratos suscritos en conformidad a lo establecido en los artículos 79-1 y siguientes. 

b)
La obligación contemplada en el artículo 3º de esta ley entrará en vigencia el 1º de enero de 2010.


*El Ejecutivo presentó una indicación para reemplazar, en el inciso primero del artículo primero transitorio, la expresión “60 días después” por “a contar”. 

*Los Diputados señores Kuschel y Vilches, formularon una indicación para sustituir en el inciso primero, del artículo 1º transitorio, la expresión “60 días” por la expresión “a partir”.


-Puesto en votación el artículo 1º transitorio, incluída la indicación presentada por el Ejecutivo respecto de esta norma, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes.


-Por la misma votación fue rechazada la indicación presentada por los Diputados señores Kuschel y Vilches.

Artículo 2º transitorio.


Este artículo dispone que las licitaciones para abastecer suministros regulados que las distribuidoras efectúen durante el primer año de vigencia de esta ley, se sujetarán en cuanto a sus plazos, requisitos y condiciones, a las disposiciones de esta ley y a las que se establezcan por resolución exenta de la Comisión Nacional de Energía. 


-Puesto en votación el artículo 2º transitorio del proyecto, fue aprobado, sin debate, por la unanimidad de los Diputados presentes.

Artículo 3º transitorio.


Esta norma propone un mecanismo para incentivar el desarrollo de contratos de abastecimiento eléctrico entre empresas generadoras y las distribuidoras que actualmente carecen de contrato. 


“Artículo 3º transitorio.- Los contratos que resulten de las licitaciones que las distribuidoras efectúen para abastecer suministros a clientes regulados, correspondientes al período que medie entre la fecha de entrada en vigencia de la presente ley y el 31 de diciembre de 2008, y suscritos durante ese mismo lapso, expirarán a más tardar el 31 de diciembre de 2008.


Las licitaciones señaladas en el inciso anterior se adjudicarán al suministrador que ofrezca el precio equivalente a la menor fracción del costo marginal en las barras de abastecimiento de la distribuidora respectiva, conforme establezca la Comisión Nacional de Energía mediante resolución exenta. 


La empresa adjudicataria recibirá como precio de suministro el precio de nudo vigente en los puntos de abastecimiento que corresponda, abonándole o cargándole las diferencias positivas o negativas, respectivamente, que se produzcan entre el precio licitado en estos puntos y el precio de nudo vigente.


El resultado de dichos abonos y cargos será determinado mensualmente y absorbido por el total de los consumidores regulados del sistema eléctrico, en proporción a sus consumos de energía. Los procedimientos para la determinación de los cargos o abonos a que da lugar este ajuste los aplicará la Dirección de Peajes del Cdec respectivo, y serán determinados mediante resolución exenta de la Comisión. 


Los suministros cuyos respectivos contratos se hubiesen suscrito antes del 31 de diciembre de 2004 y que terminen dentro del lapso señalado en el inciso primero, se someterán al mecanismo señalado en este artículo siempre que el término del contrato sea por la expiración del plazo que se hubiere pactado expresamente en él.


*El Ejecutivo presentó una indicación para sustituir el artículo 3º transitorio, por el siguiente:


“Artículo 3° transitorio.- En el período que medie entre la fecha de entrada en vigencia de la presente ley y el 31 de diciembre de 2008, las empresas generadoras recibirán, por los suministros sometidos a regulación de precios no cubiertos por contratos, el precio de nudo vigente dispuesto en el artículo 103° del D.F.L. N° 1 de 1982, de Minería, abonándole o cargándole las diferencias positivas o negativas, respectivamente, que se produzcan entre el costo marginal y el precio de nudo vigente. 

Las diferencias positivas o negativas que se produzcan serán determinadas con ocasión del decreto señalado en el referido artículo 103°, y absorbidas por el total de los consumidores regulados del sistema eléctrico, en proporción a sus consumos de energía. Los procedimientos para la determinación de los cargos o abonos a que da lugar este ajuste los aplicará la Dirección de Peajes del Cdec respectivo, y serán determinados mediante resolución exenta de la Comisión.


En todo caso, el traspaso que resulte de las diferencias señaladas no podrá ser ni superior ni inferior en un 20% del precio de nudo. En caso que el aumento o rebaja de 20% no fuera suficiente para cubrir las diferencias positivas o negativas señaladas en el inciso anterior, se incorporarán estos cargos o abonos remanentes, debidamente actualizados, en el siguiente cálculo de estas diferencias. 


Los suministros cuyos respectivos contratos se hubiesen suscrito antes del 31 de diciembre de 2004 y que terminen dentro del lapso señalado en el inciso primero, se someterán al mecanismo señalado en este artículo, siempre que el término del contrato sea por la expiración del plazo pactado expresamente en él.


Para el primer cálculo de las diferencias a que alude el inciso segundo de este artículo, se considerará el lapso que medie entre la entrada en vigencia de esta ley y los siguientes tres meses. El primer o segundo cálculo de las diferencias se hará coincidir con la fijación de precios de nudo más próxima.


El Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, previo informe fundado de la Comisión Nacional de Energía que considere las condiciones de oferta del mercado eléctrico, podrá prorrogar por una única vez y hasta por un año, el plazo señalado en el inciso primero de este artículo.”.


-Puesta en votación la indicación sustitutiva del artículo 3º transitorio, fua aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes.

Arículo 4º transitorio.


Esta norma dispone que la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, previo requerimiento de la Comisión Nacional de Energía, podrá ordenar que las licitaciones de las distribuidoras que requieran suministro durante el lapso que señala el inciso primero del artículo 3° transitorio, sean efectuadas conjuntamente.


*El Ejecutivo presentó una indicación para suprimir este artículo 4º transitorio, pasando los los artículos 5° y 6° transitorios, a ser 4° y 5° transitorios, respectivamente.


-Puesta en votación la indicación del Ejecutivo, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes, por lo tanto se eliminó el artículo 4º transitorio del proyecto..


*La Diputada señora González, doña Rosa y los Diputados señores Álvarez y Leay formularon una indicación para incorporar un artículo 4º transitorio, nuevo, conservando así la numeración original del proyecto de ley, considerando que el artículo 4º transitorio original fue suprimido.


“Artículo cuarto transitorio: en el plazo de 15 días a contar de la promulgación de la presente ley, el Ministerio de Economía Fomento y Reconstrucción, previo informe de la Comisión Nacional de Energía, ajustará los precios de nudo vigentes de manera de aplicar en su determinación la Banda de Precios de Mercado de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 101 ter del decreto con fuerza de ley Nº1, del Ministerio de Minería, de 1982, ley general de servicios eléctricos, y fijará como precios de nudo los valores resultantes. Este ajuste se efectuará considerando exclusivamente los antecedentes que se tuvieron en cuenta en la fijación de los precios de nudo vigentes”.


El diputado señor Leay, explicó que el artículo 101 ter define una nueva manera de calcular la banda de precios de mercado, dentro de la cual debe encontrarse el precio de nudo que se fija semestralmente. Ello permitirá un ajuste más rápido de los precios de nudo a la nueva realidad de costos de suministro que enfrenta el sector eléctrico a raíz de la crisis del gas. Por lo tanto, la indicación tiene por objeto comenzar este ajuste de inmediato, sin tener que esperar seis meses hasta la próxima fijación de precios de nudo que se efectúa en octubre.


-Puesta en votación la indicación que incorpora un artículo 4º transitorio, nuevo, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes. 

Arículo 5º transitorio.


Este artículo tiene por objeto establecer una delegación de facultades legislativas para que el Presidente de la República, dicte las modificaciones que sean necesarias a consecuencia de la aprobación del presente proyecto de ley.


“Artículo 5º transitorio.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de esta ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos a través del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, introduzca al decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1982, del Ministerio de Minería, Ley General de Servicios Eléctricos, las modificaciones, derogaciones y adecuaciones que sean procedentes a consecuencia de las disposiciones de esta ley, en materia de régimen de precios de nudo y su cálculo, precio básico de la energía, precio básico de la potencia, contratación de suministro de empresas concesionarias de servicio público y sus efectos o consecuencias técnicas o jurídicas, y en las demás que hayan sido afectadas por esta ley.”


*Los Diputados señores Kuschel y Vilches formularon una indicación para suprimir el artículo 5º transitorio.


El Ministro señor Rodríguez señaló que de no aprobarse este artículo se podrá generar una situación compleja que obligará a volver al Parlamento a solicitar una autorización específica. Ejemplifica esa complejidad con lo que sucede con la expresión precio de nudo, contenida innumerables veces en el texto, la que habrá que reemplazar por la expresión precio de nudo promedio. 


-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por mayoría de votos, por lo tanto se eliminó el artículo 5º transitorio del proyecto.

Arículo 6º transitorio.(Pasó a ser 5º transitorio)


Esta norma faculta al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de esta ley y mediante un decreto con fuerza de ley expedido a través del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, fije el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1982, del Ministerio de Minería, Ley General de Servicios Eléctricos, de la ley 19.940 y de esta ley. En ejercicio de esta facultad, el Presidente podrá efectuar las adecuaciones necesarias para la cabal y completa sistematización del texto refundido.”.


-Puesto en votación el artículo 5º transitorio, fue aprobado, sin debate, por la unanimidad de los Diputados presentes.

Arículo 6º transitorio, nuevo

*El Diputado señor Leay formuló una indicación para incorporar un artículo sexto transitorio, nuevo, que dispone lo siguiente:


“Artículo 6º transitorio: La elección de los directores de las direcciones a que se refiere el inciso 2º del literal b) del artículo 150, se efectuará una vez que hayan cesado en sus funciones de acuerdo a las normas legales, reglamentarias y contractuales vigentes, de acuerdo al mecanismo, forma y plazo que establezca el reglamento.”


Puesta en votación la indicación que incorpora un artículo 6º transitorio, nuevo, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes. 

VIII. TEXTO DEL PROYECTO APROBADO.


En mérito de las consideraciones anteriores y de las que, en su oportunidad, os podrá añadir el señor Diputado informante, vuestra Comisión de Minería y Energía os recomienda la aprobación del siguiente

PROYECTO DE LEY


Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1982, del Ministerio de Minería, ley General de Servicios Eléctricos:

1.
Derógase el inciso segundo del artículo 79.

2.
Intercálanse, a continuación del artículo 79, los siguientes artículos, nuevos:


“Artículo 79-1.- Las concesionarias de servicio público de distribución deberán disponer permanentemente del suministro de energía que, sumado a la capacidad propia de generación, les permita satisfacer el total del consumo proyectado de sus consumidores regulados para, a lo menos, los próximos tres años.


Para dichos efectos, con la antelación que fije el reglamento, deberán licitar el suministro necesario para abastecer los consumos de los clientes sometidos a regulación de precios ubicados en su zona de concesión, de modo que el conjunto de los contratos resultantes, más la eventual capacidad de generación propia, garanticen el cumplimiento de la obligación establecida en el inciso anterior. 


Las licitaciones de suministro serán públicas, abiertas, no discriminatorias y transparentes. Además, la información contenida en las ofertas de los proponentes será de dominio público a través de un medio electrónico.


Las concesionarias podrán coordinarse para efectuar una licitación conjunta por la suma de los suministros individuales a contratar.”


“Artículo 79º-2.- Las bases para licitaciones, individuales o conjuntas, serán elaboradas por las concesionarias y deberán ser aprobadas previamente por la Comisión. 


Las bases de licitación especificarán, a lo menos, el o los puntos del sistema eléctrico en el cual se efectuará el suministro, la cantidad a licitar y el período de suministro que cubre la oferta. 


En todo caso, las licitaciones que las concesionarias efectúen para abastecer sus consumos regulados no podrán incluir consumos de clientes no sometidos a regulación de precios de sus zonas de concesión.


El reglamento establecerá el porcentaje máximo de los requerimientos de energía a contratar para clientes regulados. En este caso, el plazo de los contratos deberá coordinarse de manera que el vencimiento de éstos no implique que el monto de energía a contratar en un año calendario exceda del porcentaje señalado anteriormente.”


“Artículo 79º-3.- Las exigencias de seguridad y calidad de servicio que se establezcan para cada licitación deberán ser homogéneas, conforme lo fije la normativa, y no discriminatorias para los oferentes. Ningún oferente podrá ofrecer calidades especiales de servicio, ni incluir regalías o beneficios adicionales al suministro. 


El reglamento determinará los requisitos y las condiciones para ser oferente, así como las garantías que éste deba rendir para asegurar el cumplimiento de su oferta y del contrato de suministro que se suscriba.


El período de suministro que cubra la oferta deberá ser aquel que especifiquen las bases de licitación, el que no podrá ser superior a quince años. 


El oferente presentará una oferta de suministro señalando el precio de la energía, en el o en los puntos de compra que correspondan, de acuerdo con las bases. 


El precio de la potencia, durante la vigencia del contrato de suministro, será el precio fijado en el decreto de precio de nudo vigente al momento de la licitación, dispuesto en el artículo 103º y siguientes.


Las fórmulas de indexación de los precios de energía y potencia serán definidas por la Comisión en las bases de la licitación o, si éstas lo permiten, por los oferentes, conforme a las condiciones señaladas en ellas.


Las fórmulas de indexación del precio de energía deberán expresar la variación de costos de los combustibles y de otros insumos relevantes para la generación eléctrica. Del mismo modo, las fórmulas de indexación del precio de la potencia deberán reflejar las variaciones de costos de inversión de la unidad generadora más económica para suministrar potencia durante las horas de demanda máxima, y se obtendrá a partir de los valores de las monedas más representativas del origen de dicha unidad generadora, debidamente reajustadas para mantener el poder de compra en sus respectivos países.”


“Artículo 79º-4.- La licitación se adjudicará al oferente que ofrezca el menor precio de energía. En el caso de que haya más de un punto de abastecimiento, la forma de calcular el precio de energía ofrecido será la que indique el reglamento.


Todo contrato de suministro entre una distribuidora y su suministrador, para abastecer a clientes regulados, será suscrito por escritura pública, y una copia autorizada será registrada en la Superintendencia. Asimismo, la distribuidora respectiva deberá informar sobre el resultado de la licitación a la Comisión, en la forma que ésta disponga, a más tardar tres días después de efectuado el registro mencionado.


Las demás condiciones de las licitaciones para abastecer consumos regulados, y de sus bases, serán establecidas en el reglamento.


En todo caso, el total de la energía que deberán facturar el o los suministradores a una distribuidora será igual a la energía efectivamente demandada por ésta en el período de facturación.”


“Artículo 79º-5.- En cada licitación el valor máximo de las ofertas será el equivalente al límite superior de la banda definida en el artículo 101º ter, vigente al momento de la licitación, incrementado en el 20%.


Si una licitación fuere declarada desierta al momento de la apertura de las ofertas de suministro, la concesionaria deberá convocar a una nueva licitación, la que deberá efectuarse dentro de los treinta días siguientes a dicha declaración. En este caso, el Consejo Directivo de la Comisión podrá acordar, fundadamente, que el límite superior de la banda, señalado en el inciso anterior, sea incrementado en forma adicional, hasta en el 15%.


En caso de que esta nueva licitación fuere declarada desierta, la concesionaria podrá convocar a nuevas licitaciones, con el valor máximo que señala el inciso anterior, hasta que esté vigente el siguiente decreto de precios de nudo, momento a partir del cual el valor máximo del precio de la energía corresponderá al definido en el inciso primero.”

3.
Intercálase, a continuación del artículo 90, el siguiente artículo, nuevo:


“Artículo 90º bis.- Los generadores que suministren energía eléctrica a consumidores sujetos a regulación de precios, conforme a los números 1º y 2º del artículo 90, y cuya potencia conectada del usuario final sea igual o superior a 500 kilowatts, podrán convenir con éstos, reducciones o aumentos temporales de sus consumos, las que se imputarán a los suministros comprometidos por el respectivo generador.


Asimismo, los generadores, en forma directa o a través de las empresas concesionarias de servicio público de distribución, podrán ofrecer y/o convenir con los consumidores de menos de 500 kilowatts reducciones o aumentos temporales de consumo, las que se imputarán a los suministros comprometidos por el respectivo generador. 


Las ofertas que realicen los generadores de conformidad con el inciso anterior, además de formularse en términos no discriminatorios y transparentes, deberán precisar el período por el que se ofrecen las condiciones propuestas y la forma, mecanismo y periodicidad de los incentivos que se otorgarán por las reducciones o aumentos de consumo, y contendrán las demás especificaciones que señale la Comisión. 


Si dichas ofertas se formularen a través de empresas distribuidoras, éstas deberán trasmitirlas a sus consumidores, en la forma y dentro del plazo que determine la Comisión, sin que puedan incorporarles ningún elemento o condición adicional a las establecidas por el generador. Dichos mecanismos no podrán contener condiciones o cláusulas que graven, multen o perjudiquen a los consumidores.


Una vez formulada la oferta, sea directamente o a través de las empresas distribuidoras, ella se entenderá aceptada tácitamente por parte de los usuarios destinatarios por la sola reducción o aumento del consumo, según el caso, y los generadores quedarán obligados a cumplir los incentivos y demás condiciones ofrecidas por el período señalado en la respectiva oferta. 


Los costos relacionados con la implementación del sistema de incentivos a reducciones o aumentos de consumo serán de cargo del generador.


La Comisión establecerá las normas que sean necesarias para la adecuada aplicación del mecanismo previsto en este artículo, regulando los procedimientos, plazos y demás condiciones que se requieran para su ejecución.”

4.
Intercálanse, a continuación del artículo 96, los siguientes artículos, nuevos:


“Artículo 96 bis.- Los precios de energía y potencia obtenidos en las licitaciones reguladas en el artículo 79-1 y siguientes, llamados “precios de nudo de largo plazo”, y sus fórmulas de indexación, se incluirán en el decreto contemplado en el artículo 103 que se dicte con posterioridad al término de la licitación respectiva.”


“Artículo 96 ter.- Los concesionarios de servicio público de distribución deberán traspasar a sus clientes finales sometidos a regulación de precios los precios a nivel de generación-transporte que resulten de promediar los precios vigentes para dichos suministros conforme a sus respectivos contratos. El promedio se obtendrá ponderando los precios por el volumen de suministro correspondiente.


En caso de que el precio promedio de energía de una concesionaria, determinado para la totalidad de su zona de concesión, sobrepase en más del 5% el promedio ponderado del precio de energía calculado para todas las concesionarias del sistema eléctrico, el precio promedio de tal concesionaria deberá ajustarse de modo de suprimir dicho exceso, el que será absorbido en los precios promedio de los concesionarios del sistema, a prorrata de las respectivas energías suministradas para clientes regulados. Para efectos de la comparación señalada, los precios promedio deberán referirse a una misma subestación del sistema eléctrico. 


Las reliquidaciones entre empresas concesionarias a que dé origen el mecanismo señalado en el inciso anterior serán calculadas por la Dirección de Peajes del Cdec respectivo.


Los procedimientos para dar cumplimiento a lo establecido en este artículo se contendrán en el reglamento.”


“Artículo 96 quáter.- Los precios promedio que los concesionarios de servicio público de distribución, calculados conforme al artículo anterior y que deban traspasar a sus clientes regulados, serán fijados mediante decreto del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, expedido bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, previo informe de la Comisión. Dichos decretos serán dictados en las siguientes oportunidades:

a)
Con motivo de las fijaciones de precios señaladas en el artículo 103;

b)
Con ocasión de la entrada en vigencia de algún contrato de suministro licitado conforme al artículo 79-1 y siguientes, y

c)
Cuando se indexe algún precio contenido en un contrato de suministro vigente, según lo dispuesto en los artículos 98 bis y 104.


Los precios que resulten de la publicación señalada en la letra b) entrarán en vigencia a partir de la fecha en que se inicie el suministro, conforme indique el contrato respectivo, y se procederá a la reliquidación que sea necesaria, según el artículo 103.


Los precios que resulten de la publicación señalada en la letra c) entrarán en vigencia a partir de la fecha que origine la indexación.


La reliquidación que pueda efectuarse entre concesionarios de servicio público de distribución no afectará la obligación del concesionario respectivo de pagar a su suministrador el precio íntegro de la energía y potencia recibida.”

5.
Intercálase, a continuación del artículo 98, el siguiente artículo, nuevo:


“Artículo 98 bis.- Los precios de nudo de largo plazo se reajustarán de acuerdo con sus respectivas fórmulas de indexación, con ocasión de cada fijación de precios a que se refiere el artículo 103. Estos nuevos precios serán utilizados para determinar los precios promedio indicados en el artículo 96 ter.


Si, dentro del período que medie entre los meses señalados en el artículo 103, al aplicar la fórmula de indexación respectiva, un precio de nudo de largo plazo experimenta una variación acumulada superior al diez por ciento, éste será reajustado, debiendo la Comisión calcular los nuevos precios promedio de cada distribuidora según lo señalado en el artículo 96 ter.”

6. 
Intercálase, a continuación del artículo 99 bis, el siguiente artículo, nuevo:.


“Artículo 99 ter.- Todo cliente sometido a regulación de precios tiene derecho a recibir las compensaciones del artículo anterior, independientemente del origen de la obligación de abastecer a la concesionaria de servicio público de distribución por las empresas generadoras.”

7.
Reemplázase el artículo 101 por el siguiente:


“Artículo 101.- Las empresas y entidades a que se refiere el artículo 100 comunicarán a la Comisión, antes del 31 de marzo y del 30 de septiembre de cada año, su conformidad o sus observaciones al informe técnico elaborado por la Comisión. Conjuntamente con su conformidad u observaciones, cada empresa deberá comunicar a la Comisión, respecto de sus clientes no sometidos a regulación de precios, en adelante “clientes libres”, y distribuidoras, lo siguiente:

a)
La potencia;

b)
La energía;

c)
El punto de suministro correspondiente;

d)
El precio medio cobrado por las ventas efectuadas a precio libre; y

e)
El precio medio cobrado por las ventas efectuadas a precios de nudo de largo plazo.


La información indicada en las letras anteriores comprenderá los cuatro meses previos a las fechas señaladas en el inciso primero.


Los precios medios señalados en las letras d) y e) deberán ser expresados en moneda real al final del período informado, de acuerdo con los mecanismos que establezca el reglamento.


La Comisión podrá aceptar o rechazar, total o parcialmente, las observaciones de las empresas; sin embargo, los precios de nudo definitivos de energía y potencia que ésta determine deberán ser tales que el Precio Medio Teórico se encuentre dentro de la Banda de Precios de Mercado señalada en el artículo 101 ter.”

8.
Intercálanse, a continuación del artículo 101, los siguientes artículos, nuevos:


“Artículo 101 bis.- El procedimiento de determinación y comparación de los Precios Medios de Mercado y Teórico será el siguiente:

1)
A partir de los precios medios informados conforme a las letras d) y e) del artículo anterior, se calculará el Precio Medio de Mercado. Éste será determinado como el cuociente entre la suma de las facturaciones efectuadas por todos los suministros de energía y potencia a clientes libres y distribuidoras indicados en el artículo 101, y el total de la energía asociada a dichos suministros, ambas ocurridas en el período de cuatro meses que culmina en el mes anterior al de la fijación de los precios de nudo;

2)
A partir de la energía y potencia de los suministros efectuados a clientes libres y distribuidoras, informadas conforme al artículo 101, se determinará el Precio Medio Teórico. Éste se calculará como el cuociente entre la facturación teórica, que resulta de valorar los suministros señalados a los precios de nudo de energía y potencia determinados por la Comisión, incluidos los cargos destinados a remunerar el sistema de transmisión troncal conforme señala el artículo 71-30, en sus respectivos puntos de suministro y nivel de tensión, y el total de la energía asociada a estos suministros, ambas en el período de cuatro meses señalado en el numero anterior;

3)
Si el Precio Medio Teórico se encuentra dentro de la Banda de Precios de Mercado a que se refiere el artículo 101 ter, los precios de nudo determinados previamente por la Comisión serán aceptados. En caso contrario, la Comisión deberá multiplicar todos los precios de nudo, sólo en su componente de energía, por un coeficiente único, de modo de alcanzar el límite más próximo, superior o inferior de la Banda de Precios de Mercado.”


“Artículo 101 ter.- Los límites de la Banda de Precios de Mercado se calcularán de acuerdo a lo siguiente:

1)
A partir de los precios básicos de energía y potencia calculados por la Comisión, se calculará un precio medio, denominado Precio Medio Básico.

2)
Si la diferencia entre el Precio Medio Básico y el Precio Medio de Mercado es inferior a 30%, la Banda de Precios de Mercado será igual al 5%, respecto del Precio Medio de Mercado.

3)
Si la diferencia entre el Precio Medio Básico y el Precio Medio de Mercado es igual o superior a 30% e inferior a 80%, la Banda de Precios de Mercado será igual a las dos quintas partes de la diferencia porcentual entre ambos precios medios, menos el 2%.

4)
Si la diferencia entre el Precio Medio Básico y el Precio Medio de Mercado es igual o superior a 80%, la Banda de Precios de Mercado será igual a 30%.”

9.
Intercálase, a continuación del artículo 102, el siguiente artículo 102 bis, nuevo:


“Artículo 102 bis.- Los precios a que se refiere el artículo 103 incorporarán un porcentaje de los mayores costos en que incurra el sistema eléctrico por planes de seguridad de abastecimiento requeridos excepcionalmente al Cdec por la Comisión, previo acuerdo de su Consejo Directivo. 


El reglamento establecerá las condiciones para que se dé el carácter excepcional, el mecanismo para establecer el porcentaje señalado en el inciso anterior, las reliquidaciones necesarias para asegurar la recaudación por parte de las empresas generadoras que incurrieron en costos adicionales por planes de seguridad, así como también asegurar que no existan dobles pagos por parte de los usuarios.”

10. Introdúcense, en el artículo 150° las siguientes modificaciones: 

a)
Agrégase, en el inciso segundo de la letra b), entre las expresiones “Directorio” y “los organismos técnicos” la siguiente frase:


“que estará compuesto por las empresas generadoras y transmisoras troncales y de subtransmisión y por un representante de los clientes libres del respectivo sistema, conforme se determine en el reglamento. Contará también con”

b)
Agrégase, a continuación del inciso segundo de la letra b), el siguiente inciso tercero, nuevo:


“El Cdec estará compuesto por las empresas propietarias de las instalaciones que señala el inciso primero de esta letra, en la forma que determine el reglamento. Los Directores de cada Dirección serán nombrados y podrán ser removidos antes del término de su período, por los dos tercios del Directorio y durarán en su cargo cuatro años, pudiendo ser reelegidos por dos tercios, sólo por un período más. El financiamiento de cada Cdec será de cargo de sus integrantes, conforme lo determine el reglamento. El presupuesto anual de cada Cdec será informado favorablemente por la Comisión, en forma previa a su ejecución.”


Artículo 2º.- Introdúcese, en el número 11 del artículo 3º de la ley Nº 18.410, orgánica de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, el siguiente inciso, nuevo:


“Para los efectos del artículo 16 B, las faltas de seguridad y calidad de servicio provocadas por indisponibilidad de centrales a consecuencia de restricciones totales o parciales de gas natural proveniente de gasoductos internacionales, no serán calificadas como caso fortuito o fuerza mayor.”

Disposiciones transitorias


Artículo 1º transitorio.- Las disposiciones de esta ley entrarán en vigencia a contar de su publicación en el Diario Oficial, con las excepciones siguientes:

a)
El nuevo artículo 96 ter, que el artículo 1° de esta ley incorpora en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1982, ley General de Servicios Eléctricos, salvo su inciso final, comenzará a regir en la fecha de entrada en vigencia del decreto con fuerza de ley mencionado.


No obstante, en tanto rijan los contratos de suministro o compraventa de energía entre empresas de generación y concesionarias de servicio público de distribución, suscritos antes de la fecha de entrada en vigencia de esta ley, el precio promedio por traspasar a los clientes regulados de cada distribuidora se establecerá considerando tanto los precios de dichos contratos como los precios de los contratos suscritos en conformidad a lo establecido en los 
artículos 79-1 y siguientes. 

b)
La obligación contemplada en el artículo 3º de esta ley entrará en vigencia el 1 de enero de 2010.


Artículo 2º transitorio.- Las licitaciones para abastecer suministros regulados que las distribuidoras efectúen durante el primer año de vigencia de esta ley se sujetarán, en cuanto a sus plazos, requisitos y condiciones, a las disposiciones de esta ley y a las que se establezcan por resolución exenta de la Comisión Nacional de Energía.


Artículo 3° transitorio.- En el período que medie entre la fecha de entrada en vigencia de la presente ley y el 31 de diciembre de 2008, las empresas generadoras recibirán, por los suministros sometidos a regulación de precios no cubiertos por contratos, el precio de nudo vigente dispuesto en el artículo 103 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1982, del Ministerio de Minería, ley General de Servicios Eléctricos, abonándole o cargándole las diferencias positivas o negativas, respectivamente, que se produzcan entre el costo marginal y el precio de nudo vigente. 


Las diferencias positivas o negativas que se produzcan serán determinadas con ocasión del decreto señalado en el referido artículo 103 y absorbidas por el total de los consumidores regulados del sistema eléctrico, en proporción a sus consumos de energía. Los procedimientos para la determinación de los cargos o abonos a que da lugar este ajuste los aplicará la Dirección de Peajes del Cdec respectivo y serán determinados mediante resolución exenta de la Comisión Nacional de Energía.


En todo caso, el traspaso que resulte de las diferencias señaladas no podrá ser ni superior ni inferior en el 20% del precio de nudo. En caso de que el aumento o rebaja de 20% no fuera suficiente para cubrir las diferencias positivas o negativas señaladas en el inciso anterior, se incorporarán estos cargos o abonos remanentes, debidamente actualizados, en el siguiente cálculo de estas diferencias. 


Los suministros cuyos respectivos contratos se hubiesen suscrito antes del 31 de diciembre de 2004 y que terminen dentro del lapso señalado en el inciso primero se someterán al mecanismo señalado en este artículo, siempre que el término del contrato se produzca por la expiración del plazo pactado expresamente en él.


Para el primer cálculo de las diferencias a que alude el inciso segundo de este artículo, se considerará el lapso que medie entre la entrada en vigencia de esta ley y los siguientes tres meses. El primer o segundo cálculo de las diferencias se hará coincidir con la fijación de precios de nudo más próxima.


El Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, previo informe fundado de la Comisión Nacional de Energía que considere las condiciones de oferta del mercado eléctrico, podrá prorrogar por una única vez y hasta por un año, el plazo señalado en el inciso primero.


Artículo 4º transitorio.- En el plazo de quince días a contar de la promulgación de la presente ley, el Ministerio de Economía Fomento y Reconstrucción, previo informe de la Comisión Nacional de Energía, ajustará los precios de nudo vigentes de manera de aplicar en su determinación la Banda de Precios de Mercado de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 101 ter del decreto con fuerza de ley Nº1, del Ministerio de Minería, de 1982, ley General de Servicios Eléctricos, y fijará como precios de nudo los valores resultantes. Este ajuste se efectuará considerando exclusivamente los antecedentes que se tuvieron en cuenta en la fijación de los precios de nudo vigentes.


Artículo 5º transitorio.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de esta ley y mediante un decreto con fuerza de ley expedido a través del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, fije el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1982, del Ministerio de Minería, ley General de Servicios Eléctricos, de la ley Nº 19.940 y de esta ley. En ejercicio de esta facultad, el Presidente podrá efectuar las adecuaciones necesarias para la cabal y completa sistematización del texto refundido.


Artículo 6º transitorio.- La elección de los directores de las direcciones a que se refiere el inciso segundo de la letra b) del artículo 150 se efectuará una vez que éstos hayan cesado en sus funciones de acuerdo a las normas legales, reglamentarias y contractuales vigentes, conforme al mecanismo, forma y plazo que establezca el reglamento.


Se designó diputado informante al señor Cristián Leay Morán


(Fdo.): Sala de la Comisión a 8 de abril de 2005.


Tratado y acordado, conforme se consigna en las actas respectivas de las sesiones de fechas 21 y 23 de marzo y 4 y 6 de abril de 2005, con la asistencia de los Diputados señores Leay, don Cristián (Presidente); Bertolino, don Mario; Encina, don Francisco; García 
Huidobro, don Alejandro; González, doña Rosa; Jarpa, don Carlos Abel; Kuschel, don 
Carlos; Leal, don Antonio; Mora, don Waldo; Mulet, don Jaime; Rojas, don Manuel; 
Valenzuela, don Estéban, y Vilches, don Carlos.


Además, se hace constar que, en la sesión de fecha 6 de abril de 2005, los Diputados señores Álvarez, don Rodrigo; Bauer, don Eugenio; Martínez, don Rosauro y Muñoz, don 
Pedro, reemplazaron a los Diputados señores, Rojas don Manuel; González, doña Rosa; Bertolino, don Mario, y Encina, don Francisco, respectivamente.


(Fdo.): PATRICIO ÁLVAREZ VALENZUELA, Secretario de la Comisión”.

TOMO II

LEGISLATURA 352ª, EXTRAORDINARIA

Sesión 62ª, en martes 12 de abril de 2005

(Ordinaria, de 11.09 a 15.56 horas)



Presidencia de los señores Ascencio Mansilla, don Gabriel; y



Letelier Norambuena, don Felipe.



Presidencia accidental de la señora Caraball Martínez, doña Eliana.



Secretario, el señor Loyola Opazo, don Carlos.



Prosecretario, el señor Álvarez Álvarez, don Adrián.
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IX.
Otros documentos de la Cuenta. 


1.
Comunicaciones:


-
Del diputado señor Montes por la cual informa que el diputado señor Letelier, don Juan Pablo ha sido elegido Jefe de la Bancada de los Diputados Socialistas.


-
Del Jefe de Bancada de la Democracia Cristiana por la cual informa que la nueva jefatura ha quedado compuesta por el diputado señor Burgos, como Jefe de Bancada; el diputado señor Silva, en calidad de Subjefe, y el diputado señor Lorenzini como Jefe de Salas. 


2.
Oficios:


-
De las Comisiones de Familia y de Vivienda y Desarrollo Urbano por los cuales comunican que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 235, del Reglamento de la Corporación, procedieron a elegir como Presidente a la diputada señora Mella, doña María Eugenia y al diputado señor Tapia, respectivamente. 


-
De la Comisión de Educación, Cultura, Deportes y Recreación por el cual solicita el asentimiento de la Corporación para sesionar simultáneamente con la Sala el martes 12 del presente con el objeto de analizar las observaciones del H. Senado al proyecto sobre financiamiento de estudios de la educación superior (boletín N° 3223-04). 



Contraloría General de la República:


-
Diputado Villouta, información sobre impugnación de resoluciones municipales y de organismos públicos con carácter de reservadas que afectan a organizaciones no gubernamentales. 


-
Diputada Saa, información sobre presuntas irregularidades con respecto a bienes nacionales de uso público. 


-
Diputado Moreira, información sobre irregularidades que pudieren existir en el contrato de obra suscrito entre la municipalidad de Cabildo y la empresa Consanit Ltda. 



Ministerio del Interior:


-
Diputado Navarro, información sobre situación proyecto mejoramiento de barrios “Dichato”, comuna de Tomé. 



Ministerio de Relaciones Exteriores:


-
Diputado Monckeberg, información sobre habilitación del paso internacional Lumabia-Salitre en la comuna de San Fabián de Alico. 


-
Proyecto de acuerdo Nº 533-A, información sobre gestión en relación con la extradición de Galvarino Apablaza desde Argentina. 


-
Proyecto de acuerdo Nº 558-C, información sobre situación de jóvenes chilenos enjuiciados en Cusco, Perú. 



Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción:


-
Diputado Egaña, información sobre restricción al abastecimiento de gas desde Argentina a Chile, que afectan a la actividad industrial, Octava 
Región. 


-
Diputado Vilches, información respecto del suministro de gas natural desde Argentina. 



Ministerio de Educación:


-
Diputado Bertolino, información sobre construcción de un liceo polivalente en la comuna de Paihuano, Cuarta Región. 



Ministerio de Justicia:


-
Diputado Pérez, don Ramón, solicitud de antecedentes sobre informe pericial de la causa de muerte del señor Julio López. 



Ministerio de Obras Públicas:


-
Diputado Espinoza, asignación de recursos para reparación de puentes en Décima Región. 



Ministerio de Agricultura:


-
Diputado Navarro, información plan de manejo para explotar plantaciones forestales en la península Tumbes. 


-
Diputado Urrutia, despido de personal que se desempeñaba en convenios Indap-Municipalidad de Longaví. 


-
Diputado Martínez, medidas respecto a grave crisis que afecta al sector agrícola nacional. 



Ministerio de Vivienda y Urbanismo:


-
Diputado Pérez, don Ramón, información sobre proyecto de construcción de nueva avenida en la comuna de Iquique. 



Ministerio Secretaria General de la Presidencia.


-
Diputada Vidal, información sobre programas en beneficio de adultos mayores. 


-
Diputado Navarro, información referida a la Planta Celulosa en el valle de Itata. 



Ministerio Público: 


-
Diputado Dittborn, información sobre solicitud cambio fiscal en investigación sobre desaparición de don Rodrigo Díaz Alfonso.
10. Informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia recaído en el proyecto de ley que modifica los Códigos Procesal Penal y Penal en diversas materias relativas al funcionamiento de la Reforma Procesal Penal. (boletín Nº 3465-07) (S)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Constitución, Legislación y Justicia viene en informar, en segundo trámite constitucional y primero reglamentario, el proyecto de la referencia, originado en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República.


Para el despacho de esta iniciativa el Presidente de la República ha hecho presente la urgencia, la que ha calificado de suma para todos los efectos constitucionales, por lo que esta Cámara cuenta con un plazo de diez días para afinar la tramitación de este proyecto, plazo que vence el 15 de abril en curso, por haberse dado cuenta de la urgencia en la Sala, el día 5 del mismo mes.

IDEAS MATRICES O FUNDAMENTALES DEL PROYECTO

El proyecto tiene por finalidad:

A.
modificar el Código Procesal Penal para:

1)
agilizar la persecución penal.


Con tal propósito:

a.
se extienden las hipótesis de flagrancia; 

b.
se autoriza a las policías para ingresar, sin necesidad de autorización judicial, en lugares cerrados para practicar una detención que, de no efectuarse, frustraría la diligencia; 

c.
se consagra expresamente la posibilidad de las órdenes verbales de detención;

d.
se permite que la audiencia de control de la detención pueda efectuarse ante el juez de garantía del lugar en que ésta se practique, aun cuando la orden emane de un juez distinto. 

e.
se explicitan las facultades del Ministerio Público para impartir a las policías instrucciones generales para la realización de diligencias de investigación, respecto de delitos de común ocurrencia.

2)
evitar zonas de impunidad en la persecución criminal.


Para lo anterior:

a.
se perfecciona la regulación de la prisión preventiva, distinguiendo de mejor manera las causales que la hacen improcedente.

b.
se otorgan facultades a las policías para detener a quienes se encuentren con órdenes pendientes o violen en forma flagrante las medidas cautelares que les hubieren sido impuestas o no respetaren las medidas de protección a otras personas, impuestas como condición para la suspensión condicional del procedimiento.

c.
se señala expresamente la obligación de citar a la víctima a la audiencia en que se discuta la suspensión condicional del procedimiento.

d.
se introducen modificaciones al procedimiento simplificado para permitir expresamente la formalización de la investigación antes de la realización de la audiencia y para establecer una segunda audiencia para efectuar el juicio mismo.


Asimismo, se modifican los efectos de la admisión de responsabilidad para evitar aplicaciones extremas del artículo 395, permitiendo la aplicación de penas proporcionales al delito.

e.
se modifica el procedimiento abreviado para facilitar su aplicación en cualquier etapa de la investigación, hasta la audiencia de preparación del juicio oral, incluyendo la posibilidad de negociación de pena en la audiencia, como consecuencia de la aceptación de los hechos.

3)
armonizar las disposiciones relativas al falso testimonio y las que regulan la negativa injustificada del testigo a declarar, estableciendo que sin perjuicio de la responsabilidad penal del testigo renuente, podrá ser apremiado con arresto de hasta cinco días para que preste la declaración.

4)
efectuar la corrección de diversos errores normativos que originan dificultades interpretativas y que se quiere rectificar antes de que la reforma rija en todo el país.

B.
modificar el Código Penal para:

1)
reformular la regulación relativa al falso testimonio:


Para lo cual:

a.
se introduce el tipo de falso testimonio ante el Ministerio Público y se incorpora a los peritos e intérpretes como sujetos activos del delito.

b.
se flexibiliza la penalidad asignada al delito de acuerdo al reordenamiento de los tipos penales y a la consideración de avenirse más esta figura con el simple delito que con el crimen.

c.
se introduce una norma especial sobre retractación oportuna dándole el valor de una circunstancia atenuante o, en casos calificados, de eximente.

d.
se establece una eximente especial para los menores de 18 años y para quienes podrían verse personalmente, o sus parientes cercanos, afectados por una persecución o condena penal, si ajustaren sus declaraciones a la verdad.

2)
aclarar la descripción del tipo penal del perjurio. 

C.
Modificar el artículo 6º transitorio de la ley Nº 19.665 para crear las Comisiones Regionales de Coordinación de la Reforma Procesal Penal, en cada región en que la reforma se encuentre vigente.

D.
Modificar el artículo 14 de la ley Nº 18.314, que determina conductas terroristas y fija su penalidad, para suprimir la obligación del Ministerio Público de pedir al juez de garantía la calificación de una conducta como terrorista, como condición pare pedir medidas cautelares en el caso de ser procedente la prisión preventiva del imputado.

E.
Modificar los artículos 17 y 21 de la ley N 19.640, orgánica constitucional del Ministerio Público, para permitir al Fiscal Nacional fijar criterios de actuación del Ministerio frente a los delitos de mayor connotación social, y sugerir modificaciones y la adopción de políticas públicas para mejorar el sistema penal.


Tales ideas, las que el proyecto concreta mediante tres artículos que introducen las modificaciones correspondientes, son propias de ley al tenor de lo establecido en el artículo 60 Nºs. 2 y 3, en relación con el artículo 19 Nº 3º, párrafos séptimo y octavo de la Constitución Política.


Asimismo, también es materia de ley, de la exclusiva iniciativa presidencial, en razón de lo dispuesto en el artículo 62, inciso cuarto, Nº 2 de la Carta Política.

CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS.


Para los efectos de lo establecido en los números 4º y 5º del artículo 289 del Reglamento de la Corporación, la Comisión dejó constancia de lo siguiente:

1º
Que el artículo 5º del proyecto tiene rango de ley orgánica constitucional por introducir modificaciones a la ley Nº 19.640, orgánica constitucional del Ministerio Público, según lo dispone el artículo 80 B de la Constitución Política.

2º
Que ninguna de las disposiciones del proyecto es de la competencia de la Comisión de Hacienda.

DIPUTADO INFORMANTE.


Se nombró en tal calidad al Diputado señor Juan Bustos Ramírez.

PERSONAS QUE ASISTIERON A LA COMISIÓN DURANTE

EL ESTUDIO DEL PROYECTO.


Durante el análisis de esta iniciativa, la Comisión recibió la colaboración de las siguientes personas:

a.
Don Luis Bates Hidalgo, Ministro de Justicia.

b.
Don Guillermo Piedrabuena Richard, Fiscal Nacional del Ministerio Público.

c.
Don Jaime Arellano Quintana, Subsecretario de Justicia.

d.
Don Mauricio Decap Fernández, abogado, Jefe de la Unidad Coordinadora de la Reforma Procesal Penal

e.
Don Ignacio Javier Castillo Val, abogado, integrante de la Unidad mencionada.

f.
Don Sabas Chahuán Sarrás, Fiscal Regional Metropolitano Occidente.

g.
Doña María Eugenia Manaud Tapia, abogado, asesora del Fiscal Nacional.

h.
Don Nelson Godoy Barrientos, General Subdirector de Carabineros de Chile.

i.
Don Juan Donati Pino, General, Director de Orden y Seguridad de Carabineros de Chile.

j.
Don Patricio Moya Bernal, General, Jefe del Servicio de Justicia de Carabineros de Chile.

k.
Don Gustavo González Jure, General, Director de Investigaciones Delictuales y Drogas.

l.
Don José Quezada Guajardo, Director General subrogante de la Policía de Investigaciones de Chile.

m.
Don Mario Videla Campillay, Prefecto de la Policía de Investigaciones de Chile.

n.
Don Héctor Soto Candia, Prefecto de la Policía de Investigaciones de Chile.

ñ.
Don Alberto Contreras Silva, Prefecto Inspector, Jefe de la Quinta Región Policial de Valparaíso.

o.
Don Rodrigo Quintana Meléndez, Defensor Nacional Público.

p.
Don Leonardo Moreno Holman, Defensor Regional Metropolitano Norte.

q.
Don Claudio Pavlic Véliz, Jefe del Departamento de Estudios de la Defensoría Nacional..

r.
Doña Sofía Libedinsky Ventura, Subjefa del Departamento de Estudios de la Defensoría Nacional.

s.
Don Martín Bernales Odino, abogado de la Defensoría.

t.
Don Jorge Bofill Genzsch, abogado, profesor de Derecho Penal en la Universidad de Chile.

ANTECEDENTES.


El Mensaje señala que la reforma procesal penal constituye un proceso gradual de instalación de un nuevo sistema de enjuiciamiento criminal que exige una constante evaluación de su aplicación en las distintas regiones, a fin de detectar las posibles dificultades que puedan presentarse.


Agrega que a la luz de investigaciones académicas y demás evaluaciones practicadas por distintas instituciones y por el Ministerio de Justicia, se han impulsado ya diversas modificaciones y se han presentado también proposiciones parlamentarias destinadas a superar las dificultades que se han podido percibir. De lo anterior, entonces, que pueda afirmarse que esta iniciativa es la resultante de un debate jurídico, político y académico derivado de tales iniciativas y de un anteproyecto del Ministerio de Justicia remitido, a principios de 2003, a todos los organismos técnicos y políticos involucrados en la reforma procesal penal.


Añade que el anteproyecto del Ministerio ha sido objeto de observaciones, entre otras instituciones, por parte del Ministerio Público, de la Defensoría Penal Pública, de la Corte Suprema, de la Asociación de Magistrados, de Carabineros y de la Policía de Investigaciones. Asimismo, se han considerado las evaluaciones y críticas formuladas por el Senado en las sesiones especiales celebradas con tal objeto y, especialmente, el trabajo realizado por la Comisión de Expertos, designada por el Ministerio para evaluar la implementación de la reforma, con motivo de la postergación de la puesta en marcha de la misma en la Región Metropolitana de Santiago.


Trata, en seguida, el Mensaje, los objetivos fundamentales perseguidos por el proyecto, señalando que ellos son la necesidad de agilizar la persecución penal, evitar las zonas de impunidad en la persecución criminal y corregir errores normativos que se han puesto en evidencia con la gradual entrada en vigencia de la reforma.


Con respecto al primer punto, señala que no obstante lo exitosa que ha sido la implementación del nuevo sistema, las distintas evaluaciones efectuadas demuestran las dificultades que ha tenido este proceso, uno de los cuales es la relativa a la agilización de la persecución penal, especialmente en lo que se refiere a las atribuciones policiales para detener en situaciones de flagrancia o para operar con rapidez en la persecución de un imputado que huye de las fuerzas policiales. 


Agrega que si bien la consolidación del Estado democrático de Derecho, requiere la profundización del goce de los derechos por todos los ciudadanos, ello no puede traducirse en la obstaculización de la persecución penal en desmedro de las víctimas de los delitos. Al respecto, señala que el remedio para disminuir la delincuencia, no está en el proceso penal, el que es sólo un instrumento que contribuye de modo colateral a ello, por cuanto por su naturaleza, al operar luego que el delito se ha cometido, tiene un efecto esencialmente represivo, más que preventivo.


Asimismo, desde el punto de vista del Derecho Penal, señala que los especialistas en esa disciplina, buscan respuestas efectivas al fenómeno de la delincuencia con el objeto de contribuir a su disminución, pero las diversas investigaciones demuestran que la prevención general o especial sólo constituyen antecedentes para justificar la penalidad, sin una real eficacia práctica, es decir, la mayor penalización de las conductas no necesariamente conlleva una mejora del comportamiento humano.


La necesidad de enfrentar esta situación, es decir, de aumentar la eficacia de la persecución penal sin afectar o vulnerar la plena vigencia de los derechos ciudadanos, constituye el desafío principal de las sociedades contemporáneas. De ahí, entonces, la necesidad de precisión y mesura en las intervenciones legislativas a las normas penales y procesal penales, a fin de no poner en riesgo el sistema de enjuiciamiento criminal en proceso de ajuste como consecuencia de la implementación de la reforma procesal penal.


En lo que se refiere, entonces, a la agilización de la persecución penal, señala el Mensaje que lo que se trata es diferenciar el origen de las dificultades observadas de la puesta en práctica de la reforma, distinguiendo entre aquellas que dicen relación con la insuficiente preparación de las policías y las que tienen su raíz en las normas jurídicas. Solamente respecto de estas últimas cabría la intervención legislativa, en la medida que exista certeza de su necesidad.


Aplicando, luego, un criterio selectivo, agrega que se ha optado por recoger solamente algunas de las modificaciones propuestas por la Comisión de Expertos y por las instituciones de la reforma, reservando las otras para cuando se tenga mayor certeza de que su introducción no alterará el diseño de las instituciones procesales, provocando efectos indeseados.


Sobre la base de lo anterior, se ha extendido la hipótesis de flagrancia a las situaciones en que un individuo es señalado por la víctima o un tercero como el autor de un delito cometido en un tiempo inmediato; se autoriza a las policías para que, en casos excepcionales, estando en persecución de un imputado que debe ser detenido, puedan ingresar en lugares cerrados sin autorización judicial, para practicar la detención, la que de no efectuarse frustraría la diligencia; se consagra expresamente la posibilidad de las órdenes verbales de detención; se faculta para que la audiencia de control de la detención pueda llevarse a cabo ante el juez de garantía del lugar en que se la practicó, aun cuando la orden emane de otro juez, y se explicitan las atribuciones del Ministerio Público para impartir instrucciones generales a las policías para la práctica de diligencias inmediatas de investigación, tratándose de delitos de común ocurrencia.


En lo que se refiere al segundo punto, vale decir, evitar zonas de impunidad en la persecución criminal, señala que una de las aspiraciones de la ciudadanía es lograr del Estado se le garantice una convivencia sana y tranquila entre todos, esperanza que exige de este último un esfuerzo para controlar la delincuencia, objetivo que puede conseguirse evitando dichas zonas de impunidad, para lo cual se requiere, junto con medidas administrativas para coordinar a los distintos organismos que intervienen en la persecución criminal, la mejora de los procedimientos, la capacitación de las policías y el reforzamiento de los organismos auxiliares de la administración de justicia, y efectuar ajustes normativos en determinadas materias, sensibles a la sensación de impunidad que experimenta la ciudadanía.


Para lo anterior, se plantean diversas reformas tales como el perfeccionamiento de la regulación de la prisión preventiva, distinguiendo de mejor forma las causales que la hacen improcedente; el otorgamiento de facultades a las policías para detener a quienes tengan órdenes pendientes o sean sorprendidos en violación flagrante de las medidas cautelares personales que le hubieren sido impuestas o violaren, en el contexto de la suspensión condicional del procedimiento, las condiciones impuestas para la protección de otras personas; la consagración expresa de citación a la víctima a la audiencia en que se discuta la suspensión condicional del procedimiento; las modificaciones al procedimiento simplificado para permitir expresamente la formalización de la investigación antes de la realización de la audiencia misma y el establecimiento de una segunda audiencia para la realización del juicio; las modificaciones al procedimiento abreviado para facilitar su aplicación en cualquier etapa de la investigación hasta la audiencia de preparación del juicio oral, permitiendo la posibilidad de negociar la pena como consecuencia de la aceptación de los hechos, y las modificaciones al Código Penal para reformular la regulación relativa al falso testimonio, con la finalidad de incorporar la falsedad en las declaraciones, informes o interpretaciones prestados ante el Ministerio Público por testigos, peritos o intérpretes.


Respecto de este último punto, el Mensaje señala que las modificaciones al Código Penal persiguen mantener la eficacia de las disposiciones sancionatorias que buscan proteger la adecuada actividad de los órganos de la justicia, especialmente la del crimen, por cuanto existiendo ahora, mediante la implementación de la reforma procesal penal, un nuevo sistema en que los roles procesales se encuentran repartidos en distintas manos, vale decir, un Ministerio Público encargado de la investigación preliminar, controlado por un juzgado de garantía, y un tribunal oral al que corresponde recibir la prueba en juicio, siguiendo un procedimiento caracterizado por la oralidad, la contradicción, la inmediación y la publicidad, en el que las partes acusadoras y defensoras tienen una activa participación y en que el sistema de la prueba tasada cede su lugar a un sistema libre de valoración, se está frente a una realidad distinta. 


Por ello, frente a esta nueva realidad, se introduce el tipo penal de faltar a la verdad ante el Ministerio Público, por cuanto siendo éste el responsable exclusivo de la investigación criminal, las declaraciones falsas presentadas ante él, constituyen un atentado grave contra la eficacia y el funcionamiento del nuevo sistema, no sólo entorpeciendo su actuar , sino también pudiendo dar lugar a decisiones injustas.


No obstante lo anterior, las conductas señaladas no pueden revestir la gravedad que tiene el falso testimonio prestado ante un tribunal, el que ejerce directamente las funciones jurisdiccionales, diferencias que se reflejan en las sanciones que se establecen.


Por las mismas razones anteriores, y en su contexto, se efectúan otros cambios tales como ampliar las personas que pueden ser sujetos activos de este delito, incorporando al efecto a los peritos; se agrega, además, una norma especial sobre retractación y se aclara la situación de los menores de 18 años y de quienes pueden verse afectados ellos o sus parientes por posibles acciones penales, si sus declaraciones se ajustan a la verdad.


Siempre en el ámbito penal, se introducen otras modificaciones como precisar los términos de la descripción del tipo penal del perjurio y se armonizan las disposiciones relativas al falso testimonio y aquellas que regulan la negativa injustificada del testigo a declarar, rectificando, en este último caso, el contrasentido que implica sancionar más drásticamente a quien se niega a declarar que a quien declara en falso, estableciendo la posibilidad de aplicar arresto, no superior a cinco días, como medida de apremio para obtener la declaración.


Finalmente, se introducen diversas modificaciones de carácter normativo para rectificar errores que originan problemas de interpretación y que se quiere solucionar antes que la reforma entre en vigencia en todo el país.

RESUMEN DEL PROYECTO APROBADO POR EL SENADO.


El Senado introduce un total de 57 modificaciones al Código Procesal Penal; 4 al Código Penal y modifica también las leyes Nºs. 19.665, 18.314 y 19.640, materias que, con el objeto de no repetir, se tratarán separadamente en el capítulo DISCUSIÓN DEL PROYECTO, en el acápite sobre la discusión en particular.

DISCUSIÓN DEL PROYECTO.

a.
Opinión de las personas invitadas a exponer.

1.
El señor Luis Bates Hidalgo, Ministro de Justicia.


Inició su exposición señalando que el Ministerio de Justicia había convocado a una Comisión de Expertos para evaluar la marcha y el funcionamiento del nuevo sistema de enjuiciamiento criminal, Comisión que entregó en diciembre del año pasado, un conjunto de medidas y propuestas de modificación.


Señaló que de acuerdo al orden de importancia de estas sugerencias, las modificaciones se clasificaron en prioritarias, no prioritarias y otras modificaciones.


Dentro de las prioritarias, estarían: 1º las referidas al procedimiento simplificado, el que debido a una incorrecta redacción ha llevado a que se interprete que la máxima pena que puede imponerse al imputado que reconoce su responsabilidad en algunos de los delitos respecto de los que procede dicho procedimiento, sea sólo de sesenta días, en circunstancias que, según el Código Penal, se trataría de ilícitos sancionables con hasta quinientos cuarenta días. 2º las que modifican las hipótesis de exclusión de prisión preventiva, aumentando las facultades judiciales para decidir sobre su conveniencia. 3º las que amplían las facultades policiales, especialmente las que dicen relación con la aceptación de órdenes verbales de detención, la ampliación de las hipótesis de flagrancia que habilitan para detener y la modificación de las normas que regulan el ingreso de las policías a lugares cerrados en persecución de sospechosos, sin autorización judicial ni del dueño del inmueble.


En lo que se refiere a las modificaciones no prioritarias que el proyecto acoge, están las reformas a la suspensión condicional del procedimiento destinadas a enfatizar el objetivo básico de esta salida alternativa y que importe la aceptación de los hechos; las reformas al procedimiento abreviado para ampliar las oportunidades para su discusión y rebajar los estándares de condena.


Otras modificaciones que propuso la Comisión de Expertos dicen relación con establecer cambios en la generación de las autoridades superiores del Ministerio Público, con la finalidad de sacar del ámbito judicial el procedimiento; acortar a cinco años el plazo de duración de los fiscales regionales; analizar la supresión de tribunales de juicio oral en aquellos lugares en que la carga de trabajo no los justifique; la creación de comisiones regionales de coordinación de la reforma, todas las que el Ejecutivo acordó, salvo en el caso de las comisiones regionales, dejar pendientes para un nuevo análisis una vez que la reforma rija en todo el país.


Añadió, además, que no siendo la Comisión de Expertos la única fuente de validación técnica y política de las propuestas, se consideraron también proposiciones formuladas por los parlamentarios como por diversas instituciones que participan del nuevo proceso penal, incorporándose a la iniciativa materias que la Comisión no consideró, tales como la posibilidad de que el Fiscal Nacional pueda impartir instrucciones generales a las policías para las diligencias de investigación respecto de delitos de común ocurrencia; las modificaciones que se introducen a las sanciones que se imponen a un testigo que no comparece a declarar o que se niega a hacerlo; la nueva regulación establecida para las falsedades que se vierten en el proceso que, más acorde con el juicio oral, significan la tipificación del falso testimonio prestado ante el fiscal, y diversas correcciones menores de orden normativo, como rectificación de citas, omisiones de cita e inconsistencias.


Se refirió, en seguida, el señor Ministro a las modificaciones que introdujo el Senado durante el primer trámite constitucional, señalando que si bien ellas, recogidas sobre la base de diversas propuestas formuladas en el seno de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento por los distintos actores de la reforma, no alteraban la estructura original del Mensaje, se apartaban del carácter restrictivo del mismo, puesto que se trataría de ajustes destinados a optimizar el funcionamiento de la reforma, los que deberían aplicarse una vez implementada ésta en todo el país. Por ello, entonces, que sostuviera que algunas de dichas modificaciones afectarían la regulación sistemática de ciertas materias o podrían generar efectos no deseados por los legisladores.


Dentro de las modificaciones senatoriales que, no obstante no ser urgentes, consideró orientadas en una dirección fácilmente compartible, citó la que establece la necesidad de que el funcionario policial que practica una detención sobre la base de una orden verbal, entregue al detenido una constancia escrita; la que obliga a efectuar un registro íntegro de las actuaciones ante el juez de garantía, limitando las actas sólo a las resoluciones dictadas en las audiencias por el magistrado; la que impone al fiscal la obligación de comunicar al defensor la detención de una persona; la que impone a notarios, archiveros, conservadores y demás funcionarios la gratuidad de las actuaciones, diligencias, informes, antecedentes y copias de instrumentos que los fiscales soliciten; la que obliga a advertir al testigo acerca de su obligación de ser veraz ante el Ministerio Público y de la responsabilidad penal que le cabría si a sabiendas faltare a la verdad; la que obliga a las empresas telefónicas a cumplir con las medidas de interceptación de comunicaciones; la que a propósito de la introducción de la prueba anticipada al juicio oral, reemplaza en la norma pertinente la expresión “lectura” por “reproducción”, de modo de permitir su producción escuchando la grabación de audio de la misma.


Con respecto a las modificaciones que pueden alterar la regulación sistemática del Código o que pueden producir efectos indeseados, mencionó 1º la substitución del inciso tercero del artículo 111, que elimina la posibilidad de que organizaciones de la sociedad civil se querellen por delitos que afecten intereses sociales relevantes o de la colectividad en su conjunto, eliminación que consideró compleja, estimando más adecuado adicionar la disposición señalando que los organismos públicos sólo pueden intervenir si sus leyes orgánicas les autorizan expresamente para ello; 2º la que habilita al abogado asistente del fiscal para intervenir en la audiencia de control de la detención, la que calificó de inconstitucional por cuanto entrega potestades persecutorias a un órgano distinto de aquellos que señala la Carta Política, sin perjuicio, además, de tratarse de una materia de exclusiva iniciativa presidencial; 3º la que permite apelar de la resolución que declara la ilegalidad de la detención y de la que deniega la prisión preventiva, señalando que ello afecta el carácter restrictivo del recurso de apelación en el contexto de las resoluciones del juez de garantía, sin perjuicio de las consecuencias procesales que tiene la ilegalidad de la detención en la audiencia de preparación del juicio oral; 4º la que introduce modificaciones al régimen de regulación de las medidas cautelares personales, que estimó desnaturalizaban su sistematización, destruyendo el equilibrio que contiene la regulación de la prisión preventiva en el Código, suprimiendo el principio de proporcionalidad y afectando su carácter excepcional; 5º la que impone al fiscal, para los efectos de concurrir al acuerdo para otorgar la suspensión condicional del procedimiento, una valoración sobre la base de un conocimiento anticipado o prognosis de que el imputado no volverá a delinquir, modificación que señaló podría significar un recargo del trabajo de Gendarmería producto de la petición de informes para tales efectos, sin contar, además, con la mayor dificultad para la implementación de la medida dados los nuevos requisitos; 6º la que restringe el recurso de nulidad en el procedimiento simplificado, lo que hace imposible recurrir ante la Corte Suprema ante la existencia de fallos contradictorios de las Cortes de Apelaciones, cercenando sus facultades uniformadoras, y 7º la que impone restricciones al reconocimiento de responsabilidad en el procedimiento simplificado, lo que podría redundar en un atochamiento significativo de juicios orales simplificados ante el juez de garantía.

2.
Don Jaime Arellano Quintana, Subsecretario de Justicia.


Señaló como antecedentes de la iniciativa, el anteproyecto de ajustes al Código Procesal Penal, elaborado por el Ministerio de Justicia a comienzos del alo 2003 y las observaciones recibidas de las instituciones involucradas; el informe de la Comisión de Expertos nombrada por el Ministerio para evaluar la marcha de la reforma en el contexto del aplazamiento de su entrada en vigencia en la Región Metropolitana y las observaciones planteadas por Senadores y Diputados en las sesiones celebradas para evaluar la nueva legislación.


Refiriéndose a las modificaciones que plantea el proyecto, las dividió en seis capítulos:

1º
Las relacionadas con la actividad policial.

a)
La primera modificación dice relación con una ampliación de las situaciones de flagrancia que define la letra e) del artículo 130, hoy día solamente referida a los delitos de robo y hurto que acabaren de cometerse y siempre que sea la víctima la que señale al delincuente. Al respecto, se amplía esta situación refiriéndola también a otros delitos distintos del robo o hurto, pudiendo, además, configurarse si son testigos los que señalan al delincuente flagrante y el tiempo de la comisión del delito puede ser el inmediato.

b)
La segunda afecta al artículo 206, ampliando las facultades de las policías para ingresar a un recinto cerrado sin orden judicial, a los casos en que se encontraren en actual persecución de un individuo a quien debieren detener, para el sólo efecto de practicar la detención.

c)
La tercera modifica el artículo 154 para permitir las órdenes verbales de detención en casos de urgencias, señalando que en tales casos y siempre que la inmediata resolución fuere indispensable para el éxito de la diligencia, podrá solicitarse la orden y otorgársela por cualquier medio idóneo, tales como teléfono, fax, etc, sin perjuicio de la constancia en el registro correspondiente y de la información escrita al detenido, señalando el tribunal que expidió la orden y la hora en que se emitió.

d)
La cuarta faculta a las policías para detener al que sorprendieren en violación flagrante de las medidas cautelares personales que le hubieren sido impuestas como alternativa a la prisión preventiva o violare la condición impuesta para acceder a la suspensión del procedimiento consistente en abstenerse de frecuentar determinados lugares o personas. También al que tuviere órdenes de detención pendientes..

e)
La quinta faculta para cumplir el control de detención de una persona, ante el juez de garantía correspondiente al lugar en que se practicó la detención, sin que sea indispensable tener que concurrir ante el que expidió la orden.

f)
La sexta complementa la norma que establece que una vez recibida una denuncia, la policía deberá informar al Ministerio Público para que éste imparta las instrucciones particulares para los efectos de la investigación, disponiendo que el citado Ministerio podrá impartir instrucciones generales para las diligencias inmediatas de investigación de delitos de común ocurrencia

2º
Las relacionadas con la represión de la delincuencia menor.

a)
La que elimina los límites de multa y prisión ( hasta 60 días) cuando el delincuente reconoce su responsabilidad, aunque se trate de ilícitos sancionados con mayor pena privativa de libertad, permitiendo que pueda imponerse la pena solicitada por el fiscal.

b)
En el caso de concurrir antecedentes favorables, el artículo 398 permite suspender la pena hasta por seis meses, si no pareciere aconsejable imponerla al imputado y, si transcurre dicho plazo sin nueva formalización o requerimiento, corresponde decretar el sobreseimiento definitivo, facultad esta última que el Mensaje suprimía, pero el Senado la mantuvo sólo para los casos de faltas.

3º
Las que se refieren a la respuesta oportuna del sistema penal.

a)
La que permite acordar en cualquier etapa del procedimiento, una vez formalizada la investigación, aplicar el procedimiento abreviado y no solamente cuando se ha cerrado la investigación y deducido la acusación.

b)
La que permitía la
prisión preventiva en el caso de condenados a presidio o reclusión menores en su grado mínimo, vale decir, a un máximo de 540 días o que podían ser objeto de medidas alternativas, cuando existiere una necesidad cautelar especialmente relevante y la prisión preventiva resultare indispensable para ello
. Esta disposición fue modificada por el Senado quien eliminó el principio de proporcionalidad y limitó la improcedencia de la prisión preventiva a los delitos de acción privada y a los que tengan penas pecuniarias o privativas de derechos.

c)
La que admite la posibilidad de que la alcoholemia o el test de drogas sean incorporados en el informe que se envía al tribunal, sin necesidad de que el perito respectivo concurra al tribunal de juicio oral a hacer relación del contenido de su informe, todo ello sin perjuicio del derecho de los intervinientes de solicitar, en casos fundados, la comparecencia del perito. El Senado incorporó, además, los exámenes de ADN y cualquier otro informe estandarizado o mecánico.

4º
Las que corrigen errores normativos y otras insuficiencias.


En esta situación se encuentran las que suprimen en el artículo 280 la referencia a un párrafo inexistente; la que incorpora en el artículo 331, letra a) la posibilidad de la reproducción en el juicio oral de la prueba anticipada rendida en el extranjero; la que substituye en el artículo 447 los términos “libertad provisional” por carecer de sentido en el contexto del nuevo sistema de enjuiciamiento criminal; la que complementa el artículo 131 para establecer que las policías cumplirán con la obligación de colocar a los detenidos a disposición del juez de garantía, por intermedio del personal de Gendarmería del tribunal respectivo, y la que modifica el artículo 470 para regular el destino de las especies recogidas o incautadas durante una investigación, que quedan a disposición del Ministerio Público y no son reclamadas por las víctimas.

5º
Las que fortalecen la obligación de ser veraz con el sistema de justicia.


El proyecto modifica los artículos 206 a 212 del Código Penal y agrega un artículo 212 bis para elevar a la calidad de delito, no sólo el falso testimonio prestado ante un tribunal, sino el faltar a sabiendas a la verdad ante un fiscal del Ministerio Público, perjudicando con ello la investigación; sanciona también la presentación de testigos u otros medios de prueba falsos, sanción que alcanza también a los fiscales, abogados, intérpretes y peritos que incurran en tales conductas y, finalmente, introduce la retractación como circunstancia atenuante de la responsabilidad de quienes hubieren incurrido en tales ilícitos.

6º
Modificaciones introducidas por el Senado.

a)
La que modifica el artículo 40 para regular las audiencias ante el juez de garantía en términos similares a las realizadas en el juicio oral, dejando subsistente, en la práctica, el registro íntegro de lo actuado mediante un sistema de audio digital y reduciendo las actas sólo a las resoluciones dictadas por los magistrados.

b)
La que elimina la posibilidad de que cualquier persona capaz de parecer en juicio, pueda interponer querella por delitos que afectan intereses sociales relevantes, reemplazándola por una norma que permite a los órganos y servicios públicos interponer querella por delitos terroristas o delitos cometidos por un funcionario público que afecten los derechos de las personas garantizados por la Constitución, sólo cuando sus respectivas leyes orgánicas les otorguen las correspondientes facultades.

c)
La que modifica el artículo 131 para imponer al fiscal o a las policías la obligación de poner la detención de una persona en conocimiento de su abogado de confianza o del defensor y la que modifica el artículo 132 para permitir al abogado asistente del fiscal concurrir, en reemplazo de éste, a la primera audiencia judicial del detenido.

d)
La que permite la apelación de la resolución que declara la ilegalidad de la detención, hoy inapelable, y la que faculta a las policía para efectuar exámenes corporales durante un control de identidad, cuando aparezcan sospechas fundadas de que la que persona sujeta a control de identidad, porta en su cuerpo drogas.

e)
La que modifica el artículo 237 para agregar como requisito para que el fiscal concurra al acuerdo que suspende condicionalmente el procedimiento, el hecho de que atendiendo a las características del ilícito y las circunstancias del imputado, estime que éste no volverá a delinquir, y la que permite imponer al imputado cualquier otra condición distinta de las que taxativamente señala el artículo 238, a propuesta del Ministerio Público, durante la suspensión condicional del procedimiento.

f)
La que modifica el artículo 314 para establecer que la solicitud para que los peritos sean citados al juicio oral, debe presentarse ante el juez de garantía, en la audiencia de preparación del juicio oral, y la que modifica el artículo 344 para flexibilizar los plazos para dictar sentencia, otorgando, en el caso de durar el juicio más de cinco día, un día por cada dos nuevos días de audiencia.

g)
La que modifica los artículos 346 y 384 para permitir que la sentencia que se dicte como la que se pronuncie sobre el recurso de nulidad, puedan entenderse notificadas a las partes mediante la lectura de sus acápites principales, y la que establece como nueva causal para dictar una sentencia de reemplazo, el haber impuesto el tribunal una pena inferior a la que legalmente correspondiere. 

3.
Don Guillermo Piedrabuena Richard, Fiscal Nacional del Ministerio Público.


En su exposición señaló que, en general, el proyecto se ajustaba a las necesidades de la reforma procesal penal y evitaba dificultades que se han detectado en regiones, agregando que recogía sugerencias del mismo Ministerio, de la Comisión de Expertos, de las policías y de los jueces.


Respecto de su contenido señaló que había disposiciones con las que el Ministerio tenía total acuerdo; otras con las que concordaba pero que requerían precisiones y otras con las que se discrepaba.

A)
Al efecto, señaló que, a su parecer, las siguientes disposiciones requerían una mayor precisión:

1)
En el caso de la modificación que se introduce al artículo 70, traducida en un inciso tercero en virtud del cual se permite que la audiencia de control de la detención pueda llevarse a efecto ante el juez del lugar en que se la practicó, aunque éste sea distinto de aquel que expidió la orden respectiva, señaló que debiera dejarse constancia que tal regla debiera aplicarse también a la audiencia de formalización de la investigación, mencionando para ello expresamente en el nuevo texto, “las audiencias a que se refieren los artículo 95 y 132”, de tal manera que no se entienda limitada la disposición sólo a la audiencia de control de la detención.

2)
Con respecto al párrafo final que se agrega al artículo 87, relativo a la facultad que se concede al Ministerio Público para impartir instrucciones generales a las policías, respecto de las diligencias inmediatas que deben realizar para la investigación de delitos de común ocurrencia, consideró que la determinación de cuales son estos delitos debería corresponder al mismo Ministerio, para lo cual sugirió agregar los términos “que estime” después de la palabra “delitos”.

3)
En lo que se refiere a la modificación que se introduce al artículo 129, específicamente en lo que dice relación con la extensión de la situación de flagrancia a quienes violaren las medidas cautelares que les hubieren sido impuestas o la condición a que se refiere la letra b) del artículo 238, vale decir, la de no frecuentar determinados lugares o personas como requisito para dar lugar a la suspensión condicional del procedimiento, y que habilitan a las policías para detener, señaló la conveniencia de que la misma ley indicara que estas situaciones especiales de flagrancia no constituían un nuevo delito en sí, sino que únicamente servirían para que el tribunal se pronunciara sobre la substitución de la medida cautelar o la revocación de la suspensión condicional del procedimiento.

4)
La modificación al inciso primero del artículo 132, referido a la comparecencia judicial, en cuanto permite concurrir a la primera audiencia judicial del detenido a un abogado asistente del fiscal, señaló que contaba con todo su apoyo siendo incluso una sugerencia del mismo Ministerio. Haciéndose cargo, en seguida, de las objeciones de constitucionalidad que se han hecho a esta disposición en el sentido de que, de acuerdo a la Carta Política, sólo los fiscales pueden ejercer la acción penal pública, señaló que el hecho de que un abogado funcionario del Ministerio asistiera a la audiencia de control de detención de una persona, no significaba ejercer la acción penal pública ni tampoco dirigir la investigación. Por otra parte, quien tiene, de acuerdo a la Constitución, la dirección de la acción penal pública es el Ministerio y no sus fiscales individualmente considerados, como también que el ejercicio de la acción lo tiene el Ministerio Público de conformidad a la ley y, por lo mismo, la ley puede establecer la forma en que sus funcionarios podrán colaborar con dicho ejercicio.


No obstante, consideró necesario señalar expresamente en la norma que el abogado asistente tendría la atribución de representar al Ministerio Público en todas las actuaciones propias de esta primera audiencia, esto es, podría pedir las ampliaciones de plazo que establece el artículo 132 y las medidas cautelares que procedieren.

5)
Respecto de la modificación que se introduce al artículo 182, que establece el secreto de las actuaciones de la fiscalía, en cuanto agrega a su inciso segundo una oración para disponer que tanto el imputado como su defensor, además de poder examinar los registros y documentos de la investigación fiscal y policial, podrán obtener copia de los registros y documentos de investigación fiscal que estuvieren a su alcance, estimó que debería dejarse constancia que ello sería a costa del solicitante, como también que sería conveniente señalar que este derecho no podría ejercerse respecto de las actuaciones declaradas reservadas.

6)
En lo que se refiere a la modificación al artículo 206, que trata de la entrada y registro en lugares cerrados sin autorización judicial, en cuanto agrega un inciso segundo para autorizar a la policía ingresar a un lugar cerrado para practicar la detención de un individuo que deba detener y de quien se encuentre en actual persecución, sostuvo estar de acuerdo, pero creyó necesario complementar la proposición para incluir diversas hipótesis, precisando que podría tratarse de lugares muebles o inmuebles, como también para incluir las situaciones de flagrancia.


Asimismo, con el propósito de incluir las naves y aeronaves entre los lugares en que se puede encontrar una persona, sorprendida en situación de flagrancia, propuso substituir el inciso segundo del artículo 134 para permitir el registro policial no sólo de vestimentas, equipajes o vehículos de la persona que será citada, sino también la nave o aeronave en que viaje o se encuentre.

7)
Respecto de la modificación que se propone introducir al artículo 252, que se refiere al sobreseimiento temporal, declaró estar de acuerdo con el nuevo inciso segundo que se propone en cuanto a establecer que el tribunal de juicio oral dictará sobreseimiento temporal cuando el acusado no haya comparecido a la audiencia del juicio y haya sido declarado rebelde, pero estimó necesario encabezar dicho nuevo inciso segundo con la frase “Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 283”, para salvar la situación descrita en el inciso segundo de esa norma, que contempla la posibilidad que el tribunal considere innecesaria la presencia del imputado que ha podido declarar en el juicio y, en consecuencia, no es declarado rebelde.

8)
En lo que se refiere a la ampliación a la defensa del recurso de apelación que el artículo 277 concede al Ministerio Público respecto del auto de apertura del juicio oral, sostuvo que, en la actualidad, la defensa del imputado no está en la indefensión, por cuanto puede recurrir al tribunal oral para que declare la exclusión de pruebas o deducir el recurso de nulidad por privación de derechos esenciales. Añadió que la norma en análisis se refería a pruebas de cargo, es decir, las que ofrece el Ministerio Público para acreditar el ilícito, razón por la que consideraba que sería muy difícil a la defensa demostrar agravios para fundar el recurso.


En todo caso, estimaba que de aprobarse la modificación, ésta debería también extenderse al querellante y comprender no sólo la causal que señala el inciso tercero del artículo 276, sino también las señaladas en los incisos primero y segundo de dicho artículo.

9)
Respecto de la modificación que se introduce al inciso segundo del artículo 348, en el sentido de que la sentencia condenatoria a penas temporales, deberá fijar con toda precisión el día a partir del cual comenzará a contarse y determinará el tiempo de detención, privación total o parcial de libertad o prisión preventiva que servirá de abono para su cumplimiento, estimó necesario fijar las equivalencias de las privaciones parciales, vale decir, arrestos domiciliarios y nocturnos, en relación a la privación total de libertad, ya que ello provocaría problemas de interpretación. Al efecto propuso agregar un inciso que estableciera que para los efectos del cómputo de las privaciones parciales, se entendería que ellas equivalen a la mitad del tiempo que efectivamente duraron.

10) En lo que se refiere a la modificación al artículo 398, se mostró partidario en un principio de suprimir el artículo, por cuanto los jueces tendían a aplicar indiscriminadamente la suspensión de las penas, con la consiguiente señal de impunidad para quienes cometen faltas de trascendencia social e, incluso, son reincidentes, pero ante la falta de acuerdo, declaró avenirse a la idea de circunscribir la suspensión sólo a las faltas, excluyendo a los simples delitos.

B) Con respecto al nuevo inciso tercero que se agrega al artículo131, en cuanto al hecho de que una persona detenida deba ser puesta a disposición del tribunal por orden del fiscal, situación que este último debe comunicar al defensor o a su abogado de confianza, agregando la disposición que si el fiscal no se pronuncia al respecto, la obligación recaerá en la policía, expresó desacuerdo porque, por una parte, se establecería una relación directa entre la policía y los defensores, particularmente la Defensoría Penal Pública, colocando al Ministerio en una situación disminuida frente a la policía, la que es auxiliar suyo. Por lo demás, el artículo 102 ya establecería la obligación de los fiscales de avisar al juez la falta de defensor del imputado, para que se le nombre uno, el cual deberá estar designado antes de la primera audiencia a que se le cite.


Asimismo, sostuvo que si la detención se practica en situación o en casos de flagrancia, la policía debe informar al Ministerio Público dentro de las 12 horas siguientes, por lo que dicho organismo debe esperar tal informe antes de requerir el nombramiento de un defensor. Estimó que la redacción dada a la norma podría dar lugar a una interpretación en el sentido de que la policía debe avisar de la detención, en forma inmediata, al fiscal y al defensor, frustrando las primeras diligencias y dando lugar a que los defensores se constituyan en las unidades policiales sin permitir el interrogatorio voluntario del fiscal o de las policías.

C) En lo que se refiere a las modificaciones que se introducen al Código Penal, manifestó estar de acuerdo con todas ellas, pero junto con explicar que, a sugerencia del mismo Ministerio, se había delimitado la falsedad de las declaraciones prestadas por el testigo ante el fiscal, al hecho de que la falsedad perjudicara la investigación, entendiéndose por tal la información que impide u obstaculiza el esclarecimiento de los hechos o la determinación de sus responsables o que conduce a la petición de medidas cautelares improcedentes o a que se deduzcan acusaciones infundadas, con lo que en el fondo constituía una obstrucción a la justicia, procedió a refutar los cuestionamientos formulados por algunos profesores a la tipificación de las declaraciones falsas testimoniales ante los fiscales.

1.
Con respecto a que las declaraciones que se prestan ante los fiscales carecen de toda relevancia frente a las pruebas que deben rendirse en el juicio oral, que son las únicas que importa que sean veraces, señaló que correspondía a los fiscales ponderar las declaraciones que ante ellos se efectuaban para los efectos de decidir si formalizar la investigación o no, solicitar medidas cautelares, acusar o no y por qué delitos, monto de la pena requerida, decisión sobre salidas alternativas al procedimiento, vale decir, acuerdos reparatorios o suspensión condicional del procedimiento, la aplicación del procedimiento abreviado y otras materias, todas las cuales pueden dar lugar, en el caso de declaraciones falsas, a enjuiciar a personas inocentes, sobredimensionar las penas solicitadas, decisiones erróneas en materia de medidas cautelares, etc, todo lo que afecta el sistema.


Por otra parte, el delito mismo se perseguirá una vez que haya terminado el juicio en que se prestó la declaración falsa, contando el fiscal con todos los elementos de prueba, y la apreciación de lo ilícito de la conducta, corresponderá, en definitiva, al tribunal.

2.
En lo que dice relación con la objeción de que las declaraciones ante la fiscalía no son juramentadas y son informales, señaló que parte de la doctrina sostiene que el juramento no forma parte del tipo penal del falso testimonio, como también que leyes especiales sancionan la declaración falsa prestada sin juramento, precisando, además, que esta nueva tipificación se configura sólo si la declaración perjudica u obstruye la investigación.


Finalmente, agregó que desde el punto de vista ético, parecía necesario defender el nuevo sistema de maniobras destinadas a amedrentar a los testigos para evitar la formalización de cargos o la acusación contra el imputado.

D) Respecto de la modificación que se introduce al artículo 6º transitorio de la ley 
Nº 19.665, que modifica el Código Orgánico de Tribunales, en lo que se refiere a la integración de las Comisiones Regionales de Coordinación de la Reforma Procesal Penal, recordó que en la Región Metropolitana hay 4 fiscales regionales y 2 defensores regionales, por lo que de no complementarse la norma, habría que entender que participarán en la Comisión todos ellos.

E) En lo que se refiere a las modificaciones que se introducen a la ley N º 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público, señaló lo siguiente:

1)
Respecto del artículo 17, estima que los cambios que se proponen no constituyen una mayor innovación puesto que solamente explicitan una facultad-obligación ya contenida en el texto actual, desde que los criterios señalados son para el cumplimiento de los fines del Ministerio Público, entre los cuales se cuenta la mejor y óptima persecución criminal. No obstante, declaró estar de acuerdo con la modificación.

2)
En lo relativo al artículo 21, estima que, efectivamente, la modificación que se introduce es de fondo, por cuanto mencionar las políticas públicas, significa incluir las actuaciones que corresponden a los Poderes del Estado, especialmente al Ejecutivo y al Legislativo, en materia de políticas criminales.


Manifestó estar de acuerdo, recordando que con ello se reponía una indicación senatorial que no había sido recogida por la Cámara al tratar el proyecto que dio origen a la ley 
Nº 19.640, pero estimó necesario, en caso de aprobárselo, complementar la disposición con una norma reglamentaria del Fiscal Nacional para la formación de una unidad especial que lo asesore en materia de formulación de políticas criminales y de modificaciones a la legislación penal y procesal.

4) Don José Quezada Guajardo, Prefecto General, Director General Subrogante de la Policía de Investigaciones de Chile.


Expresó el acuerdo de la Institución con el proyecto por cuanto muchas de las dificultades detectadas desde el inicio de la reforma, encuentran una solución normativa en el proyecto, conteniendo los ajustes adecuados para fortalecer las atribuciones de la policía, resguardando el correcto equilibrio entre la eficacia de la persecución penal y el respeto de las garantías fundamentales de las personas.


No obstante, consideró que algunas materias no quedaban plenamente resueltas como para permitir un eficaz accionar operativo de la Institución, razón por la que propuso lo siguiente:

1)
En lo que respecta a la modificación que se introduce al artículo 9º y que reemplaza su inciso tercero, expresó que solucionaba el problema derivado del otorgamiento de la orden de detención en forma escrita, la que por su característica, retarda el accionar policial y facilita la evasión de los delincuentes y la eliminación u ocultamiento de las evidencias.


Señaló entender que la mención que hace este nuevo inciso a la necesidad de dejar constancia del otorgamiento de la autorización u orden judicial en el registro correspondiente, se refiere al registro de actuaciones que lleva el juez de garantía. 


No obstante, siempre subsiste el problema de la forma de intimar las órdenes de detención que se encuentran vigentes en los registros computacionales de la Institución o en el catastro nacional de órdenes de aprehensión, por cuanto, generalmente, al momento de efectuar una detención, en cualquier control rutinario, el policía no dispone del original o de copia auténtica de la orden, por lo que no resulta posible su intimación física, lo que ha dado lugar a cuestionamientos relacionados con la legalidad de la detención, estimándose en la audiencia respectiva, que la intimación de la orden implica la entrega de la misma. Al efecto, propuso analizar la conveniencia de modificar el artículo 125 del Código, que trata de la procedencia de la detención, para permitir que en los casos que las órdenes consten en los registros computacionales, pueda efectuarse la intimación en forma verbal, sin perjuicio de la posterior entrega de una constancia de dicha orden, la que contendrá las menciones que señala el artículo 154 para las órdenes judiciales.

2)
Refiriéndose, en seguida, a las modificaciones que se introducen al artículo 70, en que el nuevo inciso tercero que se le agrega permite se practique la audiencia de control de la detención ante el juez del lugar en que se efectuó la detención, aunque no sea éste el del procedimiento, señaló que tal medida solamente solucionaba en forma parcial uno de los problemas que la Institución había constantemente representado, consistente en la imposibilidad de cumplir, dentro del plazo de 24 horas como máximo que fija el artículo 131, para conducir al imputado a presencia del juez que expidió la orden, cuando se trata de detenciones practicadas a gran distancia territorial del lugar de asiento de dicho juez, problema que la modificación en comentario no solucionaría, por cuanto la redacción dada al nuevo inciso tercero, se remite expresamente al “inciso precedente”, circunstancia que hace aplicable la nueva norma sólo en casos urgentes y siempre previa solicitud del Ministerio Público, subsistiendo la obligación en todos los demás casos, en la forma que señala el artículo 131.


Por todo lo anterior, se mostró partidario de suprimir la referencia que efectúa el nuevo inciso tercero al “inciso precedente”, no sólo como una forma de facilitar el cumplimiento del mandato legal, sino que porque la actual normativa implica la distracción de personal especializado en investigación criminal, en actividades de traslado de imputados, ya que una importante cantidad de órdenes de detención no tienen el carácter de urgentes, sin perjuicio, además, de que muchos de estos traslados implican la participación del detenido en audiencias brevísimas, quedando posteriormente en libertad, desconectado de su lugar de residencia y sin recursos para volver a ella.

5.
Don Nelson Godoy Barrientos, General Subdirector de Carabineros de Chile.


Junto con reseñar los objetivos perseguidos por el proyecto, pasó a referirse a las modificaciones que incidían en la actuación de Carabineros, señalando al respecto lo siguiente:

1)
En lo que se refiere al nuevo inciso tercero que se propone para el artículo 9º, hizo presente que la exigencia introducida por el Senado, en el sentido de que tratándose de una detención, el policía que la practique deberá entregar una constancia escrita de ella, con indicación del tribunal que la expidió y la hora en que se emitió, contradecía la tendencia hacia la desformalización y rapidez de las diligencias, trasladando la obligación de escrituración que pesa sobre el juez que emite la orden, al funcionario policial que practica la detención, quien deberá emitir un documento que respalde la intimación al imputado. 


Al respecto, sostuvo que Carabineros siempre deja constancia de las actuaciones que practica en los diferentes registros que lleva, pero que si esta modificación buscaba una actuación rápida en casos urgentes, la forma adoptada no parecía la más apropiada e, incluso, podría significar un retroceso porque podrían producirse situaciones equívocas derivadas de, por ejemplo, errores de transcripción, inexactitud en la indicación de la hora de emisión de la orden, errónea o incompleta individualización del tribunal, las que en principio aparecerían como de responsabilidad del funcionario policial y que podrían servir a la defensa para cuestionar la legalidad de la orden, produciéndose así un efecto contrario al propósito del legislador ya que un procedimiento que se quiere expedito, podría entrabarse por errores circunstanciales.

2)
Respecto del nuevo inciso tercero que se agrega al artículo 70, coincidió con la posición de la Policía de Investigaciones por cuanto si se trataba de facilitar la practica de la audiencia de control de la detención, efectuándola ante el juez del lugar en que se la practicó, también parecía necesario modificar el artículo 131 para establecer expresamente que, en caso de detenciones practicadas en lugares alejados del juez del procedimiento, Carabineros pueda conducir al detenido ante el juez de garantía del lugar en que se la practique, puesto que el plazo máximo que tiene para esos efectos es sólo de 24 horas, lo que no resulta suficiente en los casos señalados. Asimismo, consideró necesario precisar la redacción de este nuevo inciso, puesto que al emplear los términos “en los casos en que haya de realizarse el control de detención fuera del territorio jurisdiccional del tribunal del que haya emanado la orden respectiva”, se expresaba en términos genéricos, circunstancia que no daba plena certeza al trabajo de Carabineros y abría la posibilidad de cuestionamientos jurisdiccionales.

3)
Coincidió, sin observaciones, con la modificación que se propone para el artículo 87, en el sentido de facultar al Ministerio Público para impartir instrucciones generales a las policías para la realización de diligencias inmediatas para la investigación de delitos de común ocurrencia, por cuanto ello permitiría al personal de Carabineros proceder de inmediato a investigar sin tener que esperar instrucciones particulares del fiscal.

4)
Asimismo, coincidió con la substitución del inciso final del artículo 129 por cuanto permite a Carabineros detener a quien viola flagrantemente una medida cautelar personal o la condición que se le ha impuesto para suspender condicionalmente el procedimiento, todo lo cual ayuda a terminar con la frustración policial generada por la sensación que produce constatar la violación y carecer de facultades para proceder, como también la sensación de inutilidad de las medidas ya que su incumplimiento no es fiscalizable, y de impunidad ya que no trae consecuencias para el infractor.


No obstante, consideró necesario reponer la referencia a la facultad para detener al que se fugare encontrándose en prisión preventiva, a fin de evitar confusiones, ya que la supresión que efectuó el Senado de esta mención, mantuvo sólo la referencia al detenido que se da a la fuga.

5)
Se manifestó, igualmente, de acuerdo con la ampliación de la hipótesis que permite detener en situación de flagrancia, de acuerdo a la nueva letra e) del artículo 130, comprendiendo no sólo los llamados de auxilio de la víctima, sino también de testigos, a la vez que referido a los delitos en general y no sólo al robo o hurto, pero consideró necesario precisar los alcances de los términos “en un tiempo inmediato”, por cuanto ello constituiría una zona obscura que debería ser precisada por el intérprete, en este caso el funcionario que practique la detención.

6)
Respecto de los dos nuevos incisos que se agregan al artículo 131, concuerda plenamente con el que permite a las policías dar por cumplida su obligación de poner al detenido a disposición del juez, dejándolo bajo la custodia del personal de Gendarmería del tribunal, ya que dada la gran cantidad de situaciones que se dan, y que se darán especialmente en Santiago, implicaría una gran distracción de personal con la consiguiente dificultad para cumplir con el propósito preventivo de tener la mayor cantidad posible de personal en las calles.


Con respecto al otro inciso, estima que la nueva obligación que se impone a las policías de poner en conocimiento del abogado de confianza o del defensor del detenido, la puesta de este último a disposición del juez en los casos en que no lo hiciere el fiscal, resulta contradictoria con la lógica adversarial del nuevo modelo acusatorio, toda vez que la policía es el órgano auxiliar del Ministerio Público y debe informarle acerca de cualquier detención que se produzca y recibir las instrucciones que el fiscal le imparta. La Defensoría Penal, en cambio, se sitúa en la otra línea desde el momento que representa los intereses del imputado, por lo que no parece pertinente que las policías tengan vinculaciones con organismos que representan intereses contrarios a la persecución criminal.

7)
En lo que dice relación con el nuevo inciso tercero que se agrega al artículo 154, si bien reconoce que ello es concordante con la modificación introducida al artículo 9º, no la comparte por las mismas razones que dio respecto de esa modificación, es decir, que la obligación que se impone a Carabineros de dejar constancia escrita de la detención practicada en casos de urgencia, constituye una traba que puede impedir la finalidad que se busca, cual es la realización inmediata y efectiva de la detención de una persona en casos urgentes.

6.
Don Jorge Bofill Genzsch, abogado, profesor de Derecho Penal en la Universidad de Chile.


Señaló que, a su parecer, el proyecto trataba dos temas muy importantes, como eran las modificaciones que se incorporan al Código Penal en materia de falso testimonio prestado ante los fiscales, y al estatuto de la prisión preventiva.


Con respecto al primer tema, sostuvo que no existía comprobación empírica alguna que justificara la creación de este nuevo tipo penal y, más aún, ni siquiera se había tratado este tema en el seno de la Comisión de Expertos formada por el Ministerio de Justicia. A su parecer, no estaría claro si se estaría legislando en base a una necesidad real , o bien, sobre la base de concepciones teóricas ajenas a lo que sucede en el sistema nacional.


Dijo creer que tras la creación de este nuevo tipo penal de falso testimonio ante los fiscales, habría una alteración fundamental de nuestro sistema, que podría redundar en serios trastornos en el funcionamiento del juicio oral. Reconoció que en el derecho comparado podían citarse algunos ejemplos de legislaciones que contemplaban este tipo penal, pero que para que esta comparación fuera válida, había que situarse en el contexto de esos sistemas procesal penales. Así, por ejemplo, en el caso de España, que sería uno de los que se cita, existiría un sistema inquisitivo mixto del todo diferente al sistema acusatorio que consagra la ley chilena.


Recordó que las características del sistema chileno eran no sólo el ser acusatorio, es decir, separa las funciones investigativas y de juzgamiento, sino que, además, sería de corte adversarial, similar al modelo angloamericano, totalmente distinto al modelo de juicio oral europeo, denominado inquisitorial, por cuanto la iniciativa para la producción de la prueba durante el juicio le corresponde al tribunal, teniendo las partes una intervención mínima y fiscales y defensores una labor accesoria, toda vez que los interrogatorios los hacen los jueces. Además de lo anterior, en muchas de las legislaciones que se citan, los fiscales pertenecen al Poder Judicial, por lo que la infracción se comete ante un funcionario judicial, situación distinta a la nacional en que el Ministerio Público es autónomo.


Señaló que al tratar de agregar esta figura, se obviaba el sistema de investigación de nuestro Código, porque, por una parte, se trata de una investigación desformalizada y, por la otra, los fiscales son los encargados de dirigir la investigación pero no de llevarla personalmente a cabo, ya que se trata de un hecho comprobado y reconocido por el mismo Ministerio Público, que las declaraciones de testigos las toman los asistentes del fiscal. Dijo no tener claro que se pensaba al establecer este tipo penal, por cuanto la ley al regular las declaraciones de testigos, las que deben constar en actas resumidas, en parte alguna establece la existencia de un ministro de fe ni la exigencia de juramentar al testigo que presta la declaración. Lo anterior resultaba lógico en atención al interés del fiscal de recopilar antecedentes y al procedimiento desformalizado que emplea en su investigación En consecuencia, al crear este delito, se estaría creando un ilícito ante una de las partes del proceso: la acusadora. Ciertamente, se trata de una parte especial puesto que representa al Estado, pero esa misma circunstancia sería contraria a la incorporación de un tipo penal de tal naturaleza, por cuanto en un sistema adversarial, la verdad se alcanza sobre la base del enfrentamiento entre los litigantes en el juicio oral y no antes. Dijo creer que la afirmación que se hacía en el sentido de que durante el trabajo del fiscal se encontraba en juego el valor verdad en el proceso, por lo que las declaraciones que se presten ante ellos, incidirían no sólo en el juicio oral mismo, sino también en la decisión sobre las medidas cautelares que se decreten, estaría lejos de la realidad empírica, por cuanto de acuerdo a los datos estadísticos, gran parte de dichas medidas se decretan a propósito de la investigación de delitos flagrantes, momento en que normalmente no hay aún declaraciones ante el fiscal, sino sólo el trabajo policial.


Señaló que, analizando esta situación en el derecho comparado, la solución que se planteaba era similar a la que establece el artículo 269 bis del Código Penal, es decir, el delito de obstrucción a la justicia, figura que, con el nuevo sistema procesal penal, resulta inaplicable porque sanciona la negativa a proporcionar información a los tribunales de justicia, en circunstancias que el nuevo sistema encarga a la fiscalía la recopilación de antecedentes y no a los tribunales.


A su parecer, la solución a este problema estaría en reformular el tipo penal de obstrucción a la justicia y la denuncia o acusación calumniosa, extendiéndola a las falsas acusaciones que en determinadas instancias ciertas personas formulen en contra de otras, es decir, el establecimiento de un tipo penal que sancionara aquellas conductas materiales que suponen obstruir, de manera relevante, el trabajo de investigación de los fiscales.


En cuanto a la afirmación que se hace, en abono a esta nueva figura, en el sentido del verdadero problema que existe en nuestra cultura, relativo a la facilidad que existe para presentar declaraciones falsas ante los tribunales, señaló que lo lógico sería que los mismos órganos de persecución criminal reaccionaran frente a estos hechos y se encargaran de hacer efectiva la responsabilidad penal por tales declaraciones, cuestión sobre la que no existe dato alguno acerca de las acciones entabladas y los resultados obtenidos. Es decir, no hay nada concreto que avale esta modificación y, seguramente, lo que harán los testigos para evitar que se les acuse de falso testimonio ante el fiscal, será repetir en el juicio oral lo que dijeron ante aquél, lo que considera atentatorio contra la naturaleza de estos procesos.


En lo que se refiere a las modificaciones que se introducen al artículo 141, que trata de la prisión preventiva, señaló que la iniciativa borraba el principio de proporcionalidad, a la vez que prácticamente eliminaba la improcedencia de esa medida cautelar. Recordó que, de acuerdo a la actual disposición, la prisión preventiva no procedía cuando el imputado pudiere ser condenado únicamente a penas pecuniarias o privativas de derechos o a una pena privativa o restrictiva de libertad que no excediere de 540 días, salvo que haya peligro de fuga, hubiere incumplido el imputado alguna medida cautelar o no asistiere a la audiencia del juicio oral. Tampoco procede respecto de los delitos de acción privada, pero el gran avance estaría en la letra c) de este artículo, el que establece la improcedencia de esta medida cautelar cuando el juez, aún en el evento de condena del imputado, estimare que será objeto de alguna de las medidas alternativas que establece la ley Nº 18.226. 


El proyecto suprime la improcedencia respecto de la pena privativa o restrictiva de libertad de menos de 540 días y en lo que se refiere a la mencionada en la letra c), la discusión en la Comisión de Expertos se centró en la idea que los jueces la aplicaban en forma automática, sin requerir antecedentes al hacer el pronóstico de la aplicación de la medida alternativa, razón por la que se optaba por suprimirla. Dijo creer que, en tal caso, la solución debió haber sido hacer obligatoria para los jueces la necesidad de contar con antecedentes concretos para resolver. No se respeta, en consecuencia, el principio de proporcionalidad en relación con la garantía constitucional de la libertad individual y, prácticamente, se eliminan las causales de improcedencia de la prisión preventiva, manteniendo únicamente aquellas que parecen obvias.


Con respecto a la modificación al artículo 132, que permite asistir a la audiencia de control de detención al fiscal o a su asistente, señaló que ello contravenía la norma del artículo 2º de la ley Nº 19.640, que dispone que las actuaciones del Ministerio Público deberán realizarse por los fiscales. Explicó que el fundamento de esta disposición estaba en la aceptación por parte de la Corte Suprema, a su juicio errada, de la comparecencia de abogados en representación del Ministerio, para seguir recursos de nulidad deducidos en las regiones en que primero se estableció el nuevo sistema, fórmula a que acudió el mismo Ministerio como consecuencia de no contar con fiscales en Santiago que lo representaran. Creía que para acoger esta disposición, debería modificarse el citado artículo 2º de la ley mencionada.


En lo que se refiere a la modificación que se plantea al artículo 230, para permitir al fiscal ampliar, complementar o modificar la formalización de la investigación que hubiere realizado, estimó necesario precisar que tal actuación no alteraría el plazo de dos años que concede el artículo 247 para el cierre de la investigación.


Respecto de las modificaciones que se introducen al artículo 237, dijo cree que el nuevo inciso segundo incurre en un error conceptual, en cuanto a que al exigir al fiscal como requisito para concurrir a la suspensión condicional del procedimiento, estimar, en base a los antecedentes y circunstancias del imputado, que no volverá a delinquir, está empleando una terminología impropia por cuanto no se puede considerar delincuente, en virtud del principio de inocencia, a quien no ha sido objeto de una sentencia condenatoria.


Igualmente, en lo que se refiere a la modificación que se introduce al inciso sexto actual, para permitir que la víctima pueda apelar de la resolución que se pronuncia acerca de la suspensión condicional del procedimiento, señala que ésta es aquella que no tiene abogado y no ha ejercido la acción penal por la vía de la querella y que al permitírsele apelar, se desea otorgarle más derechos, pero con esta medida se olvida que la persecución penal corresponde al fiscal.


Respecto de la modificación que se introduce al artículo 242, en virtud de la cual el tribunal dictará sobreseimiento definitivo una vez cumplidas las obligaciones contraídas por el imputado en el acuerdo reparatorio, a satisfacción de la víctima, sostuvo que ello modificaba el sistema porque significa que mientras no se cumpla con la obligación civil, la causa penal no podrá ser sobreseída. No bastaría, en consecuencia, con tener un título ejecutivo que pudiera hacerse valer ante los tribunales civiles. Estimó que se trataba de dos cosas distintas, el conflicto penal y el civil, los que debían tratarse separadamente.


En el caso del artículo 276, que se refiere a la exclusión de pruebas para el juicio oral, señaló que era la instancia de preparación de dicho juicio en que el juez de garantía estaba facultado para efectuar un barrido de las pruebas ofrecidas, excluyendo aquellas que parecían impertinentes, dilatorias o excesivas, determinando, en definitiva, qué llega al juicio oral. En lo referente a la modificación que se introduce, que incluye en esta facultad la prueba pericial, señaló que parecía más lógico efectuar una remisión al artículo 316, disposición que establece los requisitos para la admisibilidad de dicha prueba.


Respecto de la modificación que se introduce al artículo 277, referido al auto de apertura del juicio oral, y que tiene por objeto que no sólo la fiscalía sino también la defensa, pueda apelar del auto cuando el juez de garantía excluye pruebas obtenidas con inobservancia de garantías fundamentales o que provienen de diligencias o actuaciones declaradas nulas, dijo creer que ello daría lugar a que los abogados buscaran dilatar el juicio oral e inventaran solicitudes en tal sentido en las audiencias de preparación, atochando con ello a las Cortes de Apelaciones con causas de exclusión, postergando los juicios orales, con el consiguiente desmedro para el caso que sostiene la fiscalía. Agregó que la misma norma que se quiere modificar, contempla otra solución para este problema, señalando la procedencia del recuso de nulidad en razón de haber involucradas materias propias de garantías constitucionales. Si bien la nulidad acarrea la vuelta atrás de todo el proceso, siempre es más económico porque la ocurrencia del recurso de nulidad es mínima.


En lo que se refiere a la modificación que se introduce al artículo 385, que se refiere a los casos en que como consecuencia de acogerse un recurso de nulidad de la sentencia, la Corte dicta una nueva o de reemplazo, señaló que las causales que autorizaban esta nueva sentencia eran el haber considerado delito un hecho que la ley no considerare tal, aplicado una pena cuando no procediere aplicar pena alguna o impuesto una pena superior a la que correspondería. La modificación consistía en agregar una nueva causal cual era la de haber aplicado una pena inferior a la que correspondería, cuestión que le parecía entraba en conflicto con los Pactos sobre Derechos Civiles y Políticos y de San José de Costa Rica, cuerpos internacionales que establecen que el imputado tiene derecho al recurso contra la sentencia condenatoria, ya que en el caso de que la sentencia de reemplazo elevara la penalidad, como se habría dictado acogiendo un recurso de nulidad, se entendería como si fuera una primera sentencia, pero como incidió en la interposición de un recurso de nulidad, no podría recurrirse en contra de ella, circunstancia que entraría en conflicto con las normas internacionales citadas. Dijo creer que la forma empleada no era la más adecuada.


Refiriéndose a las modificaciones que se introducen al procedimiento simplificado, considera positivo, en general, que se lo regule por cuanto dicho procedimiento sería el producto de modificaciones de última hora que tuvieron por objeto incrementar el ámbito de competencia del juzgado de garantía, habiéndose dado lugar a un problema jurisprudencial relacionado con el reconocimiento de responsabilidad por parte del imputado. El proyecto solucionaría este problema; permitiría, además, aplicar en este procedimiento, aún con reconocimiento de responsabilidad por parte del imputado, una pena privativa de libertad y, por último, permitiría la preparación del juicio simplificado.


No obstante lo anterior, hizo presente que en la modificación que se introduce al artículo 390, en cuanto a que el fiscal podría substituir por un requerimiento la formalización de la investigación que ya hubiere realizado, estimó que se cometía un error por cuanto el fiscal al formalizar no puede saber que lo que va a tener, en definitiva, es un hecho que merece una pena mayor o menor de 540 días. Señaló que el requerimiento no es equivalente a la formalización sino que a la acusación. El espíritu de la norma sería que si el fiscal ha iniciado un procedimiento como ordinario y hubiere formalizado una investigación, no por ello queda atado para después decidir requerir o acusar. Por ello, en este caso, el requerimiento haría las veces de la acusación y no de la formalización.


Asimismo, respecto a los términos empleados en el nuevo inciso tercero que se propone, habría un error conceptual porque no es posible acusar si se esta pidiendo una pena inferior a 541 días. En tales casos, sólo cabe requerir e ir al procedimiento simplificado. Se trataría de una norma de competencia.


Por último, refiriéndose a la modificación que se introduce al artículo 399, consistente en conceder en contra de las sentencias definitivas el recurso de nulidad, el que sólo podrá ser conocido por la Corte de Apelaciones respectiva, cualquiera sea la causal invocada, señaló que la sistematización del Código en este aspecto, es decir, la nulidad, fue distribuir la competencia en atención a la materia y no a la importancia o cuantía del asunto. Así, de acuerdo al artículo 373, sólo existen dos causales básicas de nulidad: la infracción substancial de derechos o garantías asegurados por la Constitución, y la aplicación errónea del derecho que influyere substancialmente en lo dispositivo del fallo. La primera materia es siempre de conocimiento de la Corte Suprema y la segunda de las Cortes de Apelaciones, en la que se incluyen también algunas cuestiones específicas relacionadas con las garantías constitucionales señaladas en el artículo 374. Por tanto, lo que se quiere es que sea la Corte Suprema el tribunal que fije la jurisprudencia en materia de garantías constitucionales, por lo que al disponer la modificación que todos los recursos de nulidad vayan a las Cortes de Apelaciones, se está quebrando ese principio y habrá jurisprudencia de ambas Cortes, lo que lo lleva a afirmar que se estaría cambiando el sistema.

b.
Discusión en general.


La Comisión compartió plenamente la necesidad de introducir modificaciones a la legislación procesal penal y penal para obviar las falencias que se han evidenciado durante la aplicación del nuevo sistema, motivo por el cual procedió a aprobar, sin mayor debate, la idea de legislar, por unanimidad. ( participaron en la votación los Diputados señora Soto y señores Araya, Ascencio, Bustos y Burgos).

c.
Discusión en particular.


Durante el debate pormenorizado, la Comisión llegó a los siguientes acuerdos:

ARTÍCULO 1º


Introduce 58 modificaciones al Código Procesal Penal, todas las que la Comisión acordó tratar separadamente:

Número 1.-


Substituye el inciso tercero del artículo 9º, disposición que se refiere a la autorización judicial previa para la realización de actuaciones que privaren al imputado o a un tercero de derechos que la Constitución asegura o restringieren su ejercicio, señalando que tratándose de casos urgentes, en que la inmediata autorización u orden judicial fuere indispensable para el éxito de la diligencia, ésta podrá ser solicitada y otorgada por cualquier medio idóneo al efecto, tales como teléfono, fax, correo electrónico u otro, sin perjuicio de la constancia posterior.


El Senado precisa esta norma señalando que la constancia posterior deberá incluirse en el registro correspondiente y agrega que no obstante lo anterior, en caso de una detención se deberá entregar por el funcionario policial que la practique una constancia de aquella, con indicación del tribunal que la expidió y la hora en que se la emitió.


Los representantes del Ejecutivo señalaron que el agregado que efectuaba el Senado obedecería a una sugerencia de la Defensoría, en cuanto a que la orden verbal de detención pueda quedar sujeta a un mínimo de registro.


El Diputado señor Bustos fue partidario de suprimir el agregado efectuado por el Senado, sosteniendo que ello implicaba exigir un trámite más que perjudicaría el objetivo perseguido por la norma, bastando, a su parecer, con la constancia en el registro correspondiente, formulando al efecto una indicación que resultó rechazada por mayoría de votos.


Finalmente, el Diputado señor Burgos propuso aprobar el texto senatorial, pero agregando entre la palabra “expidió” y la conjunción “y” que la sigue, la frase “el hecho que la fundamenta” por considerar que lo esencial para la calificación de la legalidad de una orden es, precisamente, su fundamento.


La Comisión procedió a aprobar el texto del Senado con la proposición del Diputado señor Burgos, por mayoría de votos ( 4 votos a favor y 1 abstención).


El texto de este número quedó como sigue:

1)
Substitúyese el inciso tercero del artículo 9º por el siguiente:


“Tratándose de casos urgentes, en que la inmediata autorización u orden judicial fuere indispensable para el éxito de la diligencia, podrá ser solicitada y otorgada por cualquier medio idóneo al efecto, tales como teléfono, fax, correo electrónico u otro, sin perjuicio de la constancia posterior, en el registro correspondiente. No obstante lo anterior, en caso de una detención se deberá entregar por el funcionario policial que la practique una constancia de aquella, con indicación del tribunal que la expidió, del hecho que la fundamenta y de la hora en que se la emitió.

Número nuevo.- (pasó a ser 2)


A sugerencia de la Defensoría Penal Pública, la Comisión procedió a tratar una modificación al artículo 10, disposición que trata de la cautela de garantía, señalando que en cualquier momento en que el juez de garantía estime que el imputado no está en condiciones de ejercer los derechos que le otorgan las garantías judiciales consagradas en la Constitución, en las leyes o en los tratados internacionales, deberá adoptar, de oficio o a petición de parte, las medidas necesarias para permitir dicho ejercicio. Su inciso segundo agrega que si dichas medidas no fueren suficientes para evitar una afectación substancial de los derechos del imputado, deberá suspender el procedimiento y citar a las partes a una audiencia, con el mérito de la cual resolverá la continuación del procedimiento o sobreseerá temporalmente.


La modificación sugerida consistió en susbstituir las expresiones “juez de garantía” y “juez” que figuran en ambos incisos, por “tribunal”.


La Comisión, acogió por unanimidad la explicación dada por los representantes el Ejecutivo, en cuanto a que dicha sugerencia se justificaba por cuanto a que, si bien el rol de cautela de garantías sería la principal actividad del juez de garantía en las etapas de investigación y preparatoria del juicio oral, dicho rol también correspondía al tribunal de juicio oral. De ahí la conveniencia de emplear, en este caso, términos genéricos y no específicos.


El texto de este número quedó como sigue:


“2) Reemplázanse en el artículo 10 las expresiones “juez de garantía” y “juez” por “tribunal”.

Números 2 y 3.y número nuevo- ( pasaron a ser 3, 4 y 5).


Estos números modifican el inciso tercero del artículo 39 y substituyen el inciso primero del artículo 40, textos que la Comisión trató en conjunto debido a la relación que existe entre ellos.


En efecto, el artículo 39 dispone que de las actuaciones realizadas por o ante el juez de garantía y el tribunal de juicio oral, se levantará un registro en la forma que señala el párrafo. Su inciso segundo agrega que las sentencias y demás resoluciones del tribunal se registrarán en su integridad y, su inciso tercero agrega que el registro se efectuará por cualquier medio apto para producir fe, que permita garantizar la conservación y reproducción de su contenido.


El Senado modifica el inciso tercero de este artículo para agregar después de la palabra “efectuará”, la frase “en forma íntegra”.


El inciso primero del artículo 40 se refiere al registro de actuaciones ante el juez de garantía, disponiendo que el registro de actuaciones realizadas por o ante el juez de garantía, contendrá una relación resumida de la actuación, de modo de reflejar fielmente la parte esencial de lo actuado y describa las circunstancias en las cuales la actuación se llevó a cabo.


La modificación introducida por el Senado reemplaza dicho inciso para establecer que las audiencias ante el juez se registrarán en forma íntegra, por cualquier medio que asegure su fidelidad, debiendo levantarse acta escrita sólo de las resoluciones dictadas en audiencia por el magistrado.


El Diputado señor Burgos se mostró contrario a estas modificaciones toda vez que no sería efectivo que fuera necesario reproducir por escrito la grabación íntegra de la audiencia ante el tribunal, sino sólo lo esencial.


La Diputada señora Guzmán se manifestó en contra de la modificación que se introduce al artículo 39 porque la exigencia de integralidad del registro, derivaría, finalmente, en un registro formal de la totalidad de la audiencia, redundando todo ello en lo que sucede en algunos otros países que han tratado de implementar el sistema oral, en que se procede a dar lectura a los registros de lo que ha sucedido en la etapa de investigación y en la audiencia ante el juez de garantía. Es decir, se transformaría el juicio oral en un juicio leído.


Los representantes del Ejecutivo precisaron que el sentido buscado por las modificaciones, no sería la escrituración del procedimiento, sino el deseo de recoger lo que señala la experiencia práctica, toda vez que las grabaciones de las audiencias se efectúan por medio de un sistema de audio digital que comprende la totalidad de las actuaciones. Por ello, al hablar de la integridad del registro, debe entenderse la concurrencia de esa circunstancia.


Se mostraron partidarios de substituir el inciso primero del artículo 39 para establecer la regla general en materia de registro de actuaciones, no ya sólo ante el juez de garantía y el tribunal oral, sino que ante todos los tribunales con competencia en materia penal, es decir, además de los mencionados, las Cortes de Apelaciones y la Corte Suprema; suprimir , en consecuencia, el artículo 40 y agregar un número nuevo, con el objeto de substituir el artículo 41 para especificar la forma en que debe efectuarse el registro de las actuaciones ante los tribunales mencionados.


La Comisión procedió a aprobar por unanimidad la proposición anterior, quedando los números 2 y 3 y el nuevo en los siguientes términos:


“3) Substitúyese el inciso primero del artículo 39 por el siguiente:


“Artículo 39.- Reglas generales. De las actuaciones realizadas por o ante el juez de garantía, el tribunal de juicio oral en lo penal, las Cortes de Apelaciones y la Corte Suprema se levantará un registro en la forma señalada en este párrafo.”.

4)
Derógase el artículo 40.

5)
Substitúyese el artículo 41 por el siguiente:


“Artículo 41.- Registro de actuaciones ante los tribunales con competencia en materia penal. Las audiencias ante los jueces con competencia en materia penal se registrarán en forma íntegra por cualquier medio que asegure su fidelidad, tal como audio digital, video u otro soporte tecnológico equivalente.”.

Número 4.- ( pasó a ser 6).


Modifica el inciso primero del artículo 48, disposición que establece que cuando el imputado fuere absuelto o sobreseído definitivamente, el ministerio público será condenado en costas, salvo que hubiere formulado la acusación en cumplimiento de la orden judicial a que se refiere el inciso segundo del artículo 462. (requerimiento de medidas de seguridad en el caso de tratarse de un imputado enajenado mental y a falta de acusación deducida por el querellante particular).


La modificación del Senado consiste en agregar al final de este inciso, antes del punto, lo siguiente: “o cuando el tribunal estime razonable eximirle por razones fundadas”.


No se produjo debate, aprobándoselo en los mismos términos, por unanimidad.

Números nuevos.- (pasaron a ser 7 y 8)


A proposición de los Diputados señores Bustos y Burgos, la Comisión procedió a tratar una indicación para modificar los artículos 59 y 62, disposiciones que señalan, la primera que la acción civil que tuviere por objeto únicamente la restitución de la cosa, deberá interponerse siempre durante el respectivo procedimiento penal, de conformidad a lo previsto en el artículo 189. Su inciso segundo agrega que durante la tramitación del procedimiento penal, la víctima podrá deducir respecto del imputado, con arreglo a las prescripciones de este Código todas las restantes acciones que tuvieren perseguir las responsabilidades civiles derivadas del hecho punible, agregando que podrá también ejercer esas acciones civiles ante el tribunal civil correspondiente, pero una vez admitida la demanda en el procedimiento penal, no se podrá deducir nuevamente ante un tribunal civil Su inciso tercero agrega que con la sola excepción de lo señalado en el inciso primero, las otras acciones encaminadas a obtener la reparación civil derivadas del hecho punible que interpusieren personas distintas de la víctima, o se dirigieren contra personas diferentes del imputado, deberán plantearse ante el tribunal civil competente.


La segunda, refiriéndose a las actuaciones del demandado, señala en su inciso primero .que el imputado deberá oponer las excepciones que corresponda y contestar la demanda civil en la oportunidad que indica el artículo 263. Podrá, asimismo, señalar los vicios formales de que adoleciere la demanda civil, requiriendo su corrección.


La modificación propuesta por los Diputados introduce dos enmkiendas al artículo 59, consistentes en intercalar en el inciso segundo, entre la palabra “·imputado” y la coma que la sigue, los términmos “y el tercero civilmente responsable”; y en el inciso tercero entre la palabra “imputado” y la coma que la sigue la frase “o el tercero civilmente responsable”.


En el artículo 62, substituye en el inciso primero la palabra “imputado “por demandado”. 


Fundaron los Diputados su indicación en que esto formaría parte de un tema que se dejó fuera al tratarse la reforma procesal penal, tema que diría relación con que al concederse la acción civil, ésta sólo queda para el imputado y no para el tercero civilmente responsable. A su entender, el hecho de que respecto de una gran cantidad delitos, la víctima deba recurrir a un proceso ordinario, significa una gran desprotección para ella. Recordaron que del hecho delictivo derivaban dos acciones: civil y penal, por lo que no permitir el ejercicio de ambas en el proceso penal, derivaba en la desprotección señalada.


Los representantes del Ministerio de Justicia no obstante conceder que la idea no era ajena a los principios que debieran recogerse en la materia, les parecía que se trataba de un tema que requería una mayor discusión y una revisión de las normas del Código, agregando que cuando se discutió la reforma procesal penal, se aceptó la acción civil pero reducida a quienes intervienen en el proceso penal. A su parecer, si se abría la posibilidad de intentar la acción civil en el proceso penal contra el tercero civilmente responsable, se estaría introduciendo un interviniente más en dicho proceso, lo que significaría revisar las normas del Código y la incorporación de nuevas modificaciones que no se estaría en este momento en condiciones de determinar. Por ello , preferían tratar este tema en otra ocasión..


La Diputada señora Guzmán estimó que si se aceptaba la inclusión del tercero civilmente responsable, se perdería accesibilidad a la justicia, porque al tenerse la posibilidad de intentar la acción en un procedimiento rápido, se daría preferencia a éste y no al que correspondiera.


Cerrado el debate, la Comisión acordó acoger la indicación de los Diputados señores Burgos y Bustos por mayoría de votos ( 3 votos a favor y 1 en contra).

El texto de estos nuevos números quedó como sigue:

7)
Modifícase el artículo 59 en los siguientes términos:

a)
Intercálase en el inciso segundo, entre la palabra “imputado” y la coma (,) que la sigue, la frase: “y del tercero civilmente responsable”.

b)
Intercálase en el inciso tercero, entre la palabra “imputado”y la coma (,) que la sigue, la frase “o del tercero civilmente responsable”.

8)
Substitúyese en el inciso primero del artículo 62, la palabra “imputado” por la siguiente: “demandado”.

Número 5.- ( pasó a ser 9)


Modifica el artículo 70 en su inciso segundo y agrega un inciso tercero.


Esta disposición señala en su inciso primero que el juez de garantía llamado por la ley a conocer las gestiones a que de lugar el procedimiento, deberá pronunciarse sobre las autorizaciones judiciales previas que solicitare el Ministerio Público para la realización de actuaciones que privaren, restringieren o perturbaren el ejercicio de derechos asegurados por la Constitución.


Su inciso segundo agrega que cuando estas actuaciones deban efectuarse fuera del territorio jurisdiccional del juzgado de garantía y se tratare de diligencias urgentes, el Ministerio podrá pedir la autorización directamente al juzgado de garantía del lugar, caso en el cual, una vez realizada la diligencia, el Ministerio deberá dar cuenta de ella, a la brevedad, al juez de garantía del procedimiento.


El Senado propuso modificar el inciso segundo para agregar en el primer párrafo, después de la palabra “diligencias” los términos “u órdenes” y, en el segundo, después de la palabra “diligencia”, la frase “o cumplida la orden”, como también agregar el siguiente inciso tercero:


“Lo dispuesto en el inciso precedente también tendrá lugar en los casos en que haya de realizarse el control de la detención fuera del territorio jurisdiccional del tribunal del que haya emanado la orden respectiva.”.


Los representantes del Ejecutivo propusieron substituir el inciso tercero que se agrega por el siguiente:


“Lo dispuesto en el inciso precedente también tendrá lugar en los casos en que deba realizarse la primera audiencia judicial del detenido fuera del territorio jurisdiccional del tribunal del que haya emanado la orden respectiva.”.


Fundamentaron su proposición en la necesidad de solucionar un problema práctico, derivado de la situación que se produce al efectuarse la detención de una persona fuera del territorio jurisdiccional del juzgado de que emana la orden. Si como lo propone el texto del Senado, se habla sólo de control de la detención, querría decir que el juez solamente deberá pronunciarse sobre si dejar en libertad al detenido o mantener la detención, ampliándola hasta por el máximo legal para que éste sea puesto a disposición del juez del procedimiento, situación que resulta económicamente inviable para el Estado, toda vez que los recursos presupuestarios no alcanzan para financiar los pasajes del detenido y de un par de gendarmes, cada vez que se presente una situación similar.


Ante una observación del Diputado señor Burgos, en el sentido de agregar a la proposición del Senado los términos “pudiendo formalizar la investigación por el Fiscal ante ese tribunal y requerir el otorgamiento de las medidas cautelares personales que considere pertinentes.”, el Diputado señor Bustos precisó que esos mismo objetivos se consiguen con la proposición del Ejecutivo, de acuerdo a lo que establece el artículo 132, norma que señala lo que debe hacer el fiscal en la primera audiencia judicial del detenido.


La Diputada señora Guzmán objetó la proposición del Ejecutivo toda vez que la primera audiencia judicial, en la que se formaliza la investigación, debe realizarse ante el tribunal sede del juicio. La fundamentación dada por los representantes del Ejecutivo no le pareció convincente, toda vez que antes o después de la formalización de cargos, el detenido debe ser trasladado ante ese tribunal y lo lógico sería que el traslado se produjera antes de dicha formalización, por cuanto la investigación deberá llevarse no en el lugar donde la persona está o fue detenida, sino, principalmente, en el lugar de comisión de los hechos que se pesquisan.


El Diputado señor Bustos recordó que una situación similar se daba con el antiguo procedimiento, en que aplicando principios de economía procesal, el juez, llegado el momento, podía someter a proceso y, luego, si tenía todos los antecedentes, remitirlos al juez competente.


Cerrado el debate, la Comisión procedió a aprobar por unanimidad la modificación al inciso segundo y por mayoría de votos la proposición del Ejecutivo para el nuevo inciso tercero (4 votos a favor y 1 abstención).


El texto de este número quedó como sigue:


“9) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 70:


Modifícase el inciso segundo en la forma que se indica:

i.
Intercálase en el primer párrafo, a continuación de la palabra “diligencias”, los vocablos “u órdenes”, e

ii.
En el segundo párrafo, intercálase, a continuación de la palabra “diligencia”, la frase “o cumplida la orden”.


Incorpórase el siguiente inciso tercero, nuevo: 


“En los casos a que se refiere el inciso anterior, la primera audiencia judicial del detenido también podrá efectuarse, a petición del ministerio público, ante el juez de garantía del lugar en que se efectuaron las actuaciones, sin perjuicio de la posterior remisión de lo obrado al juez del procedimiento.”.

Número 6.- (pasó a ser 10).


Modifica el artículo 87, disposición que establece que sin perjuicio de las instrucciones particulares que el fiscal impartiere en cada caso, el Ministerio Público regulará mediante instrucciones generales la forma en que la policía cumplirá las funciones previstas en los artículos 83 y 85 ( actuaciones de las policías sin orden previa y control de identidad), así como la forma de proceder frente a hechos de los que tomare conocimiento y respecto de los cuales los datos obtenidos fueren insuficientes para estimar si constituyen delito.






La proposición del Senado agrega, a continuación del punto final, que pasa a ser seguido, la siguiente oración:


“Asimismo, podrá impartir instrucciones generales relativas a la realización de diligencias inmediatas para la investigación de delitos de común ocurrencia.”.


Los representantes del Ejecutivo explicaron que a este respecto el Ministerio Público entiende que no tiene facultades para dictar instrucciones de carácter general, aún cuando siempre se ha entendido que existe una categoría de delitos considerados de común ocurrencia y que son aquellos respecto de los cuales la policía sabe qué hacer y no tiene necesidad de consultar nada al fiscal. Se trataría de una medida de racionalización, pero quedando siempre la actividad policial sujeta a la responsabilidad del Ministerio Público. Serían las primeras diligencias, correspondiendo al fiscal determinar, dentro de su política criminal, cuáles serían esas diligencias inmediatas y cuáles los delitos de común ocurrencia.


La Diputada señora Guzmán quiso saber cuáles serían los delitos de común ocurrencia: los de mayor connotación social o los más frecuentes. Consideró excesivamente discrecional la facultad y, además, innecesaria, lo que la llevó a proponer suprimir este número.


El Diputado señor Burgos estuvo de acuerdo con la proposición, pero con dos modificaciones: la primera suprimir las expresiones “inmediatas”, toda vez que da la impresión de algo que debe realizarse en un tiempo muy próximo, siendo que lo importante es que la diligencia se realice en la oportunidad que indique el fiscal, lo que no tiene por qué ser inmediato. Asimismo, creyó más correcto hablar de delitos determinados que de delitos de normal ocurrencia, toda vez que este último es un concepto relativo, sujeto a interpretaciones.


La Comisión acogió, por mayoría de votos, ( 4 votos a favor y 1 en contra) la proposición del Senado con la referencia a delitos determinados sugerida por el Diputado señor Burgos, quedando, en definitiva,
este número, como sigue:


“10) En el artículo 87, incorpórase, a continuación del punto final (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “Asimismo, podrá impartir instrucciones generales relativas a la realización de diligencias inmediatas para la investigación de determinados delitos.”.

Número 11.- (pasó a ser 9).


Reemplaza el inciso tercero del artículo 111, disposición que señala quienes pueden presentar querella, indicando en su inciso primero, que ésta podrá ser interpuesta por la víctima, su representante legal o su heredero testamentario. Su inciso segundo habilita, igualmente, a cualquier persona capaz de parecer en juicio, domiciliada en la provincia, respecto de hechos cometidos en la misma, que constituyan delitos terroristas o cometidos por funcionarios públicos que afecten derechos garantidos por la Constitución. Su inciso tercero, finalmente, agrega que podrá deducir querella cualquier persona capaz de parecer en juicio, domiciliada en la región, respecto de delitos cometidos en la misma que afecten intereses sociales relevantes o de la colectividad en su conjunto.


El Senado propone reemplazar este inciso final por el siguiente:


“Los órganos y servicios públicos sólo podrán interponer querella cuando sus respectivas leyes orgánicas le otorguen expresamente las potestades correspondientes.”.


La Comisión, siguiendo el parecer del Diputado señor Bustos, estimó, por unanimidad, necesario conservar el actual inciso tercero del artículo, agregando el que se propone como cuarto, posición que también sostuvieron los representantes del Ejecutivo sin otra variación que el orden acordado para los dos incisos finales.


El texto de este número quedó como sigue:

11) Agrégase el siguiente inciso cuarto en el artículo 111:


“Los órganos y servicios públicos sólo podrán interponer querella cuando sus respectivas leyes orgánicas les otorguen expresamente las potestades correspondientes.”.

Número 8.- (pasó a ser 12).


Modifica el artículo 129, disposición que establece que cualquier persona podrá detener a quien sorprendiere en delito flagrante, debiendo entregar de inmediato al aprehendido a la policía, al Ministerio Público o a la autoridad judicial más próxima. Su inciso segundo agrega que los agentes policiales estarán obligados a detener a quien sorprendieren en la comisión flagrante de un delito. Su inciso tercero señala que no obstará a la detención la circunstancia de que la persecución penal requiera instancia particular previa y, su inciso cuarto, previene que la policía deberá, asimismo, detener al sentenciado a penas privativas de libertad que hubiere quebrantado su condena y al que se fugare estando detenido o en prisión preventiva.


La proposición del Senado substituye el inciso cuarto o final por el siguiente:


“La policía deberá, asimismo, detener al sentenciado a penas privativas de libertad que hubiere quebrantado su condena, al que se fugare estando detenido, al que tuviere orden de detención pendiente, a quien fuere sorprendido en violación flagrante de las medidas cautelares personales que le hubieren sido impuestas y al que violare la condición del artículo 238, letra b), a la que estuviere sometido para protección de otras personas.”.


El Diputado señor Burgos estimó necesario incluir la mención de la totalidad de las letras del artículo 238, por cuanto ellas no sólo están establecidas para la protección de personas determinadas sino que de toda la sociedad.


Ante la observación del Diputado señor Bustos en el sentido de que la frase final del texto propuesto por el Senado, resultaba un tanto confusa por cuanto parecía comprender las dos situaciones que prevé la letra b) del artículo 238, es decir, la frecuentación de determinados lugares o personas, la Comisión, por unanimidad, se inclinó por el parecer de la Diputada señora Guzmán quien propuso substituir la frase “a la que estuviere sometido” por la siguiente: “que le hubiere sido impuesta”.


De acuerdo a lo anterior y de conformidad a lo aprobado al tratar el número 21 del texto propuesto por el Senado, este número quedó como sigue:


“12) Substitúyese el inciso final del artículo 129 por los dos siguientes: 


“La policía deberá, asimismo, detener al sentenciado a penas privativas de libertad que hubiere quebrantado su condena, al que se fugare estando detenido, al que tuviere orden de detención pendiente, a quien fuere sorprendido en violación flagrante de las medidas cautelares personales que se le hubieren aplicado y al que violare la condición del artículo 238, letra b), que le hubiere sido impuesta para protección de otras personas.”.


“Asimismo, tratándose de crímenes y simples delitos, la policía podrá ingresar a un lugar cerrado, mueble o inmueble, cuando se encuentre en actual persecución del individuo a quien debiere detener, para el sólo efecto de practicar la respectiva detención y siempre que exista riesgo cierto de verse frustrada la diligencia.”.

Número 9.- (pasó a ser 13).


Substituye la letra e) del artículo 130, disposición que señala los casos en que una persona se encuentra en situación de flagrancia.


Su letra e) señala que se encuentra en tal situación aquel que las personas asaltadas, heridas o víctimas de un robo o hurto que reclamaren auxilio, señalaren como autor o cómplice de un delito que acabare de cometerse.


El Senado propone substituir esta letra por la siguiente:


“e) El que personas asaltadas, heridas o víctimas de un delito, que reclamaren auxilio, o testigos, señalaren como autor o cómplice de un delito que se hubiere cometido en un tiempo inmediato.”.


Los representantes del Ejecutivo explicaron que los términos empleados en esta proposición, obedecían a nomenclaturas utilizadas en la modificación que introdujo esta letra al artículo 130, agregando que lo que se quería era ampliar la hipótesis de la situación de flagrancia, algo muy debatido y difícil de determinar. Recordaron que algunos tratadistas distinguían entre situación de flagrancia real y ficticia. La modificación que se propone, al emplear los términos “tiempo inmediato” se diferenciaba del “delito que acabare de cometerse” del texto vigente, en cuanto a que implica la inexistencia de continuidad entre la comisión del ilícito y la persecución penal, es decir, se trataría de una situación ficticia.


Como una forma de acotar o precisar la situación de flagrancia, conjuntamente con la Defensoría, propusieron agregar en el texto propuesto por el Senado, después de la palabra “testigos “la expresión “presenciales”.


El Diputado señor Bustos coincidió con esta sugerencia, aun cuando estimó necesario precisar la clase de delitos comprendidos en esta situación, remitiéndose, por la vía de la correspondiente indicación, a los delitos de robo con violencia e intimidación y a la violación, estupro y otros delitos sexuales. Asimismo, consideró poco apropiado el término “asaltadas”, prefiriendo la expresión “víctimas” ya que ella engloba tanto a las personas asaltadas como a las heridas que emplea la proposición. 


Finalmente, ante la observación de la Diputada señora Guzmán acerca de que el problema que se presentaba a las policías para determinar la situación de flagrancia, era la pérdida de continuidad visual respecto de la persona del infractor, lo que implicaba que éste ya no se encontrara en dicha situación, el Diputado señor Burgos propuso analizar la posibilidad de agregar un inciso para precisar el concepto de “tiempo inmediato”.


Por último, la Comisión acordó, por unanimidad, acoger la proposición de los representantes del Ejecutivo y de la Defensoría, con la corrección propuesta por el Diputado señor Bustos para suprimir las palabras “asaltadas, heridas”quedando el texto de este número como sigue:


“131) Reemplázase la letra e) del artículo 130 por la siguiente:


“e) El que las víctimas de un delito que reclamaren auxilio, o testigos presenciales, señalaren como autor o cómplice de un delito que se hubiere cometido en un tiempo inmediato.”.

Número 10.- (pasó a ser 14).


Modifica el artículo 131, disposición que señala los plazos de la detención, estableciendo que cuando la detención se practique en cumplimiento de una orden judicial, los agentes policiales que la hubieren practicado o el encargado del recinto de detención, conducirán de inmediato al detenido a presencia del juez que hubiere expedido la orden. Si ello no fuere posible, el detenido podrá permanecer en el recinto policial o de detención hasta el momento de la primera audiencia judicial, por un período que no podrá exceder de las 24 horas. Su inciso segundo agrega que cuando la detención se practicare en los casos de flagrancia, el agente policial que la hubiere realizado o el encargado del recinto de detención, deberán informar al Ministerio Público dentro de un máximo de 12 horas. El fiscal podrá dejar sin efecto la detención u ordenar que el detenido sea puesto a disposición del juez dentro de un máximo de 24 horas a contar desde la práctica de la detención. Si el fiscal nada manifestare, la policía deberá presentar al detenido ante la autoridad judicial en el plazo indicado.


El Senado propone agregar dos nuevos incisos a este artículo del siguiente tenor:


“Cuando por orden del fiscal el detenido deba ser puesto a disposición del juez, aquél deberá comunicar por cualquier medio esta situación a su abogado de confianza o a la Defensoría Penal Pública. Si dicha situación se motivare en la falta de pronunciamiento del fiscal, la obligación recaerá en la policía.


Para los efectos de poner a disposición del juez al detenido, las policías cumplirán con su obligación legal dejándolo bajo la custodia del personal de Gendarmería del respectivo tribunal.”.


Los representantes del Ejecutivo explicaron los fundamentos del nuevo inciso tercero señalando que buscaba, especialmente, asegurar el conocimiento previo por parte del defensor del imputado, del hecho de que se va a realizar una audiencia de control de la detención. Con ello, se trataba de salir al paso de una práctica que se da en algunas localidades, traducida en avisar a último momento al defensor y, por lo mismo, dando lugar a una brevísima entrevista con el imputado. En todo caso, no se trataba de imponer esta obligación a las policías, sino que únicamente aplicar esta regla cuando el fiscal no tomaba decisión alguna y el plazo de 24 horas para poner al detenido a disposición del juez, se encontraba por cumplirse.


Agregaron, conjuntamente con los representantes de la Defensoría, que el otro inciso propuesto por el Senado planteaba una solución de carácter práctico a la obligación de las policías de poner al detenido a disposición del tribunal, dándola por cumplida por medio de la entrega al personal de Gendarmería, solución que resultaría especialmente necesaria en Santiago, toda vez que sería imposible que Carabineros pusiera a cada detenido a disposición de cada una de las salas.


Los Diputados señora Guzmán y señor Bustos estimaron confusa la redacción del nuevo inciso tercero por lo que presentaron sendas indicaciones destinadas a suprimir la obligación policial de aviso a la Defensoría, por considerarla improcedente ya que las policías serían auxiliares de la fiscalía y, al respecto, la Defensoría representaría a la contraparte, encomendando la primera directamente al fiscal la obligación de pedir un defensor al juez.


Finalmente, la Comisión, por unanimidad, acordó acoger la proposición del Senado, dividiendo en dos el nuevo inciso tercero, con la corrección sugerida por los Diputados señora Guzmán y señor Bustos en cuanto a eximir a las policías de la obligación de poner en conocimiento de la Defensoría la realización de la audiencia.


El texto de este número quedó como sigue:


“Número 14.- Agréganse al artículo 131, los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto, nuevos:


Cuando el fiscal ordenare poner al detenido a disposición del juez, deberá, en el mismo acto, dar conocimiento de esta situación a su abogado de confianza o a la Defensoría Penal Pública.


Si el fiscal no se pronunciare al respecto, la policía deberá poner al detenido a disposición del juez dentro del mismo plazo de veinticuatro horas que señala el inciso segundo.”. 


Para los efectos de poner a disposición del juez al detenido, las policías cumplirán con su obligación legal dejándolo bajo la custodia del personal de Gendarmería del respectivo tribunal.”.

Número 11.- (se suprime).


Modifica el artículo 132, disposición que regla la comparecencia judicial, señalando que a la primera audiencia del detenido deberá concurrir el fiscal. La ausencia de éste dará lugar a la liberación del detenido. Su inciso segundo agrega que en la audiencia, el fiscal procederá a formalizar la investigación y a solicitar las medidas cautelares que procedieren, siempre que contare con los antecedentes necesarios y se encontrare presente el defensor del imputado. Si no se pudiere proceder del modo indicado, el fiscal podrá pedir una ampliación del plazo de detención hasta por tres días, a fin de preparar su presentación. El juez accederá a la ampliación si estimare que los antecedentes justifican la medida.


El Senado propone: 

a)
substituir el inciso primero por el siguiente:


“A la primera audiencia judicial deberá concurrir el fiscal o el abogado asistente del fiscal. La ausencia de éstos dará lugar a la liberación del detenido.”.


agregar un nuevo inciso tercero o final:


“Si el juez declarare ilegal la detención el fiscal podrá apelar de tal resolución.”.


Tanto los representantes del Ejecutivo como de la Defensoría fueron partidarios de suprimir este número, sosteniendo los segundos que la aprobación de esta norma ocasionaría un gran perjuicio a la reforma procesal penal, básicamente por el desequilibrio que generaría entre las partes, especialmente en el caso de la audiencia de control de la detención en que no es obligatoria la presencia del defensor.


En lo que se refiere a la apelación que se concede a la fiscalía en el caso de declarar el juez la ilegalidad de la detención, remarcaron el efecto discriminatoria que envolvía el hecho de conceder el recuso sólo al Ministerio Público, sin perjuicio, además, de la dilación que significaría para el momento más importante de la investigación. A este mismo respecto, los representantes del Ejecutivo recordaron la estructura restrictiva de la apelación y el hecho de que la ilegalidad de la detención solamente podría acarrear perjuicios para la fiscalía, en el caso de fundarse en la exclusión de prueba en la audiencia de preparación, resolución que si era apelable. Esa sería la oportunidad del Ministerio Público para apelar y no la que se propone.


La Diputada señora Guzmán y el Diputado señor Bustos propusieron, mediante una indicación, suprimir la modificación al inciso primero, sosteniendo la primera que tanto la Constitución Política como la Ley Orgánica del Ministerio Público, no contemplaban la participación de asistentes del fiscal, por lo que esta proposición sería inconstitucional.


Finalmente, la Comisión acordó, por unanimidad, suprimir este número.

Número 12.- (pasó a ser 15).


Modifica el artículo 139, disposición que se refiere a la procedencia de la prisión preventiva, señalando que toda persona tiene derecho a la libertad personal y a la seguridad individual. Su inciso segundo agrega que la prisión preventiva sólo procederá cuando las demás medidas cautelares personales fueren insuficientes para asegurar las finalidades del procedimiento.


El Senado propone reemplazar el inciso segundo por el siguiente:


“La prisión preventiva procederá cuando las demás medidas cautelares personales fueren estimadas por el juez como insuficientes para asegurar las finalidades del procedimiento, la seguridad del ofendido o de la sociedad.”.


Los representantes del Ejecutivo fueron partidarios de suprimir este número por cuanto la prisión preventiva sería una medida cautelar personal que se decreta no en atención a la peligrosidad social del delincuente, sino como una forma de asegurar que la persona comparezca a los actos del procedimiento y no perjudique la investigación. Con los términos que emplea la norma vigente incorporaría todas las finalidades del procedimiento, no siendo necesario introducir la modificación propuesta.


El Diputado señor Burgos, haciendo un parangón con el artículo 140, que se refiere a los requisitos para ordenar la prisión preventiva, estimó acertada la proposición del Senado toda vez que la norma citada contenía una larga lista de situaciones que permitían al juez considerar la libertad del imputado como un peligro para la sociedad, por lo que el texto propuesto por el Senado abarcaba más completamente el contenido de esta última norma.


Los Diputados señora Guzmán y señor Bustos estimaron que los términos “seguridad de la sociedad “resultaban demasiado amplios, por lo que propusieron suprimirlos.


Cerrado finalmente el debate, la Comisión aprobó, por mayoría de votos ( 3 votos a favor y 2 en contra) la proposición del Senado.

Número 13.- (se suprime)


Modifica el artículo 140, norma que señala que una vez formalizada la investigación, el tribunal, a petición del ministerio público o del querellante, podrá decretar la prisión preventiva del imputado siempre que el solicitante acreditare que se cumplen los requisitos que señala. Su inciso segundo señala que esta medida es indispensable para el éxito de la investigación cuando existiere sospecha grave y fundada de que el imputado pudiere obstaculizar la investigación mediante la destrucción, ocultación o falsificación de elementos de prueba, o cuando pudiere inducir a los coimputados, testigos, peritos o terceros para que informen falsamente o se comporten de manera desleal o reticente. Su inciso cuarto agrega que se entenderá que la seguridad del ofendido se encuentra en peligro por la libertad del imputado, cuando existieren antecedentes calificados que permitieren presumir que éste realizará atentados graves en contra de aquél, o en contra de su familia o de sus bienes.


El Senado propone intercalar en el inciso segundo, después de la palabra “entenderá” la expresión “especialmente” y, en el inciso cuarto, suprimir los vocablos “calificados” y “graves”.


Respecto de este número, los representantes del Ejecutivo fueron partidarios de suprimirlo por cuanto ya existe un sistema cautelar y el mismo artículo 155 contempla diversas medidas destinadas a proteger al ofendido.


En lo que se refiere a la letra a), que modifica el inciso segundo para intercalar la palabra “especialmente”, la Comisión acogió la opinión del abogado señor Boffil, quien sostuvo que el inciso segundo exigía la concurrencia de una serie de antecedentes que presuponían conductas activas del imputado en el sentido de obstruir la investigación, dando al efecto una definición. Tal definición, al incorporarse la palabra “especialmente”, trocaría su naturaleza en un ejemplo, lo que daría como resultado que los jueces pudieran fundar la prisión preventiva en otras conductas que pudieran afectar la investigación y que no estarían definidas en la ley.


Respecto de la letra b), que suprime en el inciso cuarto los vocablos “calificados” y “graves”, los Diputados señora Guzmán y señor Bustos fueron partidarios de suprimirla por cuanto si se eliminaban tales adjetivos, cualquier conducta por simple que fuera, como lanzar piedras a los vidrios de una casa, podría autorizar para privar de libertad a una persona.


El Diputado señor Burgos sostuvo que la supresión se explicaba porque podría haber habido actitudes judiciales muy laxas respecto a la concesión de esta medida cautelar frente a hechos específicos que, sin ser calificados, pudieran constituir un riesgo para el ofendido.


Finalmente, el Diputado señor Bustos recordó que el nuevo proceso contenía una serie de otras medidas cautelares dirigidas a la protección de las víctimas, de tal manera que el hecho de quedar en libertad el imputado no significaba que el juez no pudiera adoptar otras medidas para la protección del ofendido.


Cerrado finalmente el debate, se rechazó la modificación de la letra a) por unanimidad, y la de la letra b) por mayoría de votos. (5 votos en contra y 2 abstenciones).

Número 14.- (pasó a ser 16)


Modifica el artículo 141, disposición que señala los casos en que no procede la prisión preventiva. En su primer inciso, señala que no se podrá ordenar la prisión preventiva cuando ésta aparezca desproporcionada en relación con la gravedad del delito, las circunstancias de su comisión y la sanción probable.


Su inciso segundo, indica que no procederá esta medida, cuando:

a)
el delito imputado estuviere sancionado únicamente con penas pecuniarias o privativas de derechos, o con una pena privativa o restrictiva de libertad de duración no superior a la de presidio o reclusión menores en su grado mínimo.(61 a 540 días).

b)
se tratare de un delito de acción privada, y

c)
el tribunal considerare que en caso de ser condenado, el imputado pudiere ser objeto de alguna de las medidas alternativas a la privación de libertad contempladas en la ley y éste acreditare tener vínculos permanentes con la comunidad, que den cuenta de su arraigo familiar o social.


Su inciso tercero agrega que sin perjuicio de lo anterior, el imputado deberá permanecer en el lugar del juicio hasta su término, presentarse a los actos del procedimiento y a la ejecución de la sentencia, inmediatamente que fuere requerido o citado en conformidad a los 
artículo 33 y 123.


Su inciso cuarto añade que en todo caso podrá decretarse la prisión preventiva en los eventos previstos en el inciso segundo cuando el imputado hubiere incumplido alguna de las medidas cautelares previstas en el párrafo 6º de este Título o cuando el tribunal considere que el imputado pudiere incumplir lo establecido en el inciso precedente. Se decretará también la prisión preventiva del imputado que no hubiere asistido a la audiencia del juicio oral, resolución que se dictará en la misma audiencia a petición del fiscal o del querellante.


Su inciso quinto añade que la prisión preventiva no procederá respecto del imputado que se encontrare cumpliendo efectivamente una pena privativa de libertad.. Si por cualquier motivo fuere a cesar su cumplimiento efectivo y el fiscal o el querellante estimaren procedente esta medida cautelar, o alguna de las medidas previstas en el párrafo siguiente, podrán recabarla anticipadamente de conformidad a las disposiciones de este Párrafo, a fin de que, si el tribunal acogiere la solicitud, la medida se aplique al imputado en cuanto cese el cumplimiento efectivo de la pena, sin solución de continuidad.


El Senado propuso substituir este artículo por el siguiente:


“Improcedencia de la prisión preventiva. No se podrá ordenar la prisión preventiva:

a)
cuando el delito imputado estuviere sancionado únicamente con penas pecuniarias o privativas de derechos;

b)
cuando se tratare de delitos de acción privada, y

c)
cuando el imputado se encontrare cumpliendo efectivamente una pena privativa de libertad. Si por cualquier motivo fuere a cesar el cumplimiento efectivo de la pena y el fiscal o el querellante estimaren necesaria la prisión preventiva o alguna de las medidas previstas en el párrafo 6º, podrá solicitarlas anticipadamente de conformidad a las disposiciones de este Párrafo a fin de que, si el tribunal acogiere la solicitud, la medida se aplique al imputado en cuanto cese el cumplimiento efectivo de la pena, sin solución de continuidad.


Podrá en todo caso decretarse la prisión preventiva en los eventos previstos en el inciso anterior, cuando el imputado hubiere incumplido alguna de las medidas cautelares previstas en el Párrafo 6º de este Título o cuando el tribunal considere que el imputado pudiere incumplir con su obligación de permanecer en el lugar del juicio hasta su término y presentarse a los actos del procedimiento como a la ejecución de la sentencia, inmediatamente que fuere requerido o citado de conformidad a los artículos 33 y 123. Se decretará también la prisión preventiva del imputado que no hubiere asistido a la audiencia del juicio oral, resolución que se dictará en la misma audiencia a petición del fiscal o del querellante.


Los representantes del Ejecutivo propusieron la siguiente redacción para este artículo:


“Improcedencia de la prisión preventiva. No se podrá ordenar la prisión preventiva cuando ésta aparezca desproporcionada en relación con la gravedad del delito, las circunstancias de su comisión y la sanción probable.


Tampoco procederá la prisión preventiva:

a)
cuando el delito imputado estuviere sancionado únicamente con penas pecuniarias o privativas de derechos. 

b)
cuando se tratare de un delito de acción privada.


Si el delito imputado estuviere sancionado con una pena privativa o restrictiva de libertad, de duración no superior a la de presidio o reclusión menor en su grado mínimo, o bien, cuando el imputado pudiere ser objeto de alguna de las medidas alternativas a la privación o restricción de libertad contempladas en la ley y existiere una necesidad cautelar especialmente relevante, el tribunal impondrá preferentemente, alguna de las medidas cautelares contempladas en el artículo 155, a menos que estimare que, en el caso concreto, la prisión preventiva resulta indispensable para satisfacer la necesidad cautelar.


Podrá en todo caso decretarse la prisión preventiva en los eventos previstos en el inciso segundo cuando el imputado hubiere incumplido alguna de las medidas cautelares previstas en el párrafo 6º de este Título o cuando el tribunal considere que el imputado pudiere incumplir lo establecido en el inciso precedente. Se decretará también la prisión preventiva del imputado que no hubiere asistido a la audiencia del juicio oral, resolución que se dictará en la misma audiencia a petición del fiscal o del querellante.


La prisión preventiva no procederá respecto del imputado que se encontrare cumpliendo efectivamente una pena privativa de libertad.. Si por cualquier motivo fuere a cesar su cumplimiento efectivo y el fiscal o el querellante estimaren procedente esta medida cautelar, o alguna de las medidas previstas en el párrafo siguiente, podrán recabarla anticipadamente de conformidad a las disposiciones de este Párrafo, a fin de que, si el tribunal acogiere la solicitud, la medida se aplique al imputado en cuanto cese el cumplimiento efectivo de la pena, sin solución de continuidad.”.


Fundaron su proposición en que el texto del Senado altera de un modo importante la regulación de la prisión preventiva, suprimiendo, en primer lugar, el principio de proporcionalidad; en segundo lugar no considera como causal de improcedencia un amplio ámbito de delitos que, en términos efectivos, no significarán penas privativas de libertad sino que sólo de medidas alternativas a dichas penas. 


Explicaron, en seguida, la estructura del artículo que proponen, señalando que las letras a) y b) del inciso segundo, son idénticas a la proposición senatorial, pero la hipótesis que figura en la segunda parte de la letra a) del texto vigente, es recogida por la proposición en el nuevo inciso tercero, conjuntamente con la que desarrolla la letra c) original y que el Senado suprime. Esto último obedecería a evitar la aplicación casi automática por parte de los jueces de estas causales de improcedencia, sin atender mayormente al caso concreto de que se tratare. De ahí entonces la nueva redacción, destinada a guiar el criterio judicial.


Ante una consulta del Diputado señor Burgos, partidario en principio de la redacción propuesta por el Ejecutivo, en cuanto a qué relación guardaba el principio de proporcionalidad consagrado en el inciso primero, con la disposición final del inciso cuarto que daba lugar a la prisión preventiva respecto del imputado que no asistiera a la audiencia del juicio oral, hicieron presente que ese inciso consagraba las excepciones a dicho principio, dando lugar a esa medida cautelar cuando se estaba frente a alguna de las situaciones que ese mismo inciso regulaba.


Ante una nueva observación formulada por el abogado señor Boffil, quien estimó que los términos “Tampoco procederá la prisión preventiva” que encabezan el inciso segundo, constituirían un error de técnica porque parecería un agregado al principio del inciso primero, siendo que resultaba evidente que la prisión preventiva no guarda proporcionalidad alguna con delitos que sólo merecen penas pecuniarias o privativas de derechos, se avinieron a mantener la redacción del artículo original del Código en dicho punto. 


Finalmente, haciéndose cargo de otra observación del abogado señor Boffil, acerca de una posible contradicción entre la redacción que se da al inciso tercero y la aplicación preferente de las medidas cautelares distintas a la prisión preventiva que establece el artículo 139, inciso segundo, sostuvieron que no habría tal contradicción por cuanto la norma reafirma la regla general del artículo 139 y sólo se limita a otorgar un ámbito de mayor discrecionalidad al juez, en lo referente a casos concretos que justificarían la aplicación excepcional de la prisión preventiva.


Cerrado el debate, la Comisión, pronunciándose sobre la proposición del Ejecutivo, acordó dividir la votación por incisos, aprobando por unanimidad y en iguales términos los incisos primero, cuarto y quinto; aprobó el encabezamiento del inciso segundo por mayoría de votos (4 votos a favor y 2 en contra) sin más cambios que substituir la palabra “Tampoco” por los términos “En consecuencia, no” y las letras a) y b), por mayoría de votos ( 6 votos a favor y 1 en contra) y por unanimidad, respectivamente, y, el inciso tercero ...


El texto de este número quedó como sigue:

16) Substitúyese el artículo 141 por el siguiente:


“Improcedencia de la prisión preventiva. No se podrá ordenar la prisión preventiva cuando ésta aparezca desproporcionada en relación con la gravedad del delito, las circunstancias de su comisión y la sanción probable.


En consecuencia, no procederá la prisión preventiva:

a)
Cuando el delito imputado estuviere sancionado únicamente con penas pecuniarias o privativas de derechos.


Cuando se tratare de delitos de acción privada.


Si el delito imputado estuviere sancionado con una pena privativa o restrictiva de libertad, de duración no superior a la de presidio o reclusión menor en su grado mínimo, o bien, cuando el imputado pudiere ser objeto de alguna de las medidas alternativas a la privación o restricción de libertad contempladas en la ley y existiere una necesidad cautelar especialmente relevante, el tribunal impondrá preferentemente, alguna de las medidas cautelares contempladas en el artículo 155, a menos que estimare que, en el caso concreto, la prisión preventiva resulta indispensable para satisfacer la necesidad cautelar.”. 


Podrá en todo caso decretarse la prisión preventiva en los eventos previstos en el inciso segundo cuando el imputado hubiere incumplido alguna de las medidas cautelares previstas en el Párrafo 6º de este Título o cuando el tribunal considere que el imputado pudiere incumplir su obligación de permanecer en el lugar del juicio hasta su término y presentarse a los actos del procedimiento y a la ejecución de la sentencia, inmediatamente que fuere requerido o citado de conformidad a los artículos 33 y 123. Se decretará también la prisión preventiva del imputado que no hubiere asistido a la audiencia del juicio oral, resolución que se dictará en la misma audiencia a petición del fiscal o del querellante.


La prisión preventiva no procederá respecto del imputado que se encontrare cumpliendo efectivamente una pena privativa de libertad. Si por cualquier motivo fuere a cesar su cumplimiento efectivo y el fiscal o el querellante estimaren procedente esta medida cautelar, o alguna de las medidas previstas en el párrafo siguiente, podrán recabarla anticipadamente de conformidad a las disposiciones de este párrafo, a fin de que, si el tribunal acogiere la solicitud, la medida se aplique al imputado en cuanto cese el cumplimiento efectivo de la pena, sin solución de continuidad.”.

Número 15.- (se suprime)


Modifica el artículo 149, norma que dispone que la resolución que ordenare, mantuviere, negare lugar o revocare la prisión preventiva será apelable cuando hubiere sido dictada en una audiencia. En los demás casos no será susceptible de recurso alguno.


El Senado propuso intercalar después de la palabra “audiencia” la siguiente oración:


“No obstará a la procedencia del recurso, la circunstancia de haberse decretado, a petición de alguno de los intervinientes, las medidas cautelares señaladas en el artículo 155.”.


Los representantes de la Defensoría Penal Pública propusieron suprimir este número por cuanto resultaría innecesario, ya que el problema que pretende solucionar, habría sido resuelto concediendo el recurso de apelación en los casos en que se ha negado la prisión preventiva y, en cambio, se han concedido otras medidas cautelares.


Los representantes del Ministerio Público explicaron que la proposición del Senado buscaba solucionar el problema que se plantea cuando se deniega la prisión preventiva, pero se concede, en cambio, otra cautelar, por cuanto, en tales casos, se cuestionaba la existencia de agravios que hicieren procedente la interposición de una apelación, explicación que reforzó el Diputado señor Bustos, señalando que dentro de la estructura del Código, al concederse una cautelar distinta a la prisión preventiva, estarían suficientemente resguardados los fines del procedimiento, razón por la que al negarse la prisión preventiva, el agravio que podría justificar la apelación sería mínimo.


El abogado señor Boffil señaló que se trataría de un tema discutido en la jurisprudencia, sobre el cual habrían fallos diferentes. La proposición del Senado buscaría establecer que efectivamente existirían agravios aunque se concediera una cautelar distinta a la prisión preventiva solicitada por el recurrente.


Finalmente la Comisión, a proposición de los representantes del Ministerio de Justicia, acordó, por mayoría de votos ( 5 votos a favor y 2 en contra), acoger la proposición de la Defensoría para suprimir el número, dejando la solución al criterio de los jueces, según el caso concreto.

Número 16.- (pasó a ser 17)


Agrega un inciso segundo al artículo 154, disposición que establece los requisitos que debe cumplir una orden judicial, señalando que toda orden de prisión preventiva o de detención, deberá ser expedida por escrito por el tribunal, debiendo contener el nombre y apellidos de la persona que debe ser detenida o aprehendida o, en su defecto, las circunstancias que la individualizaren o determinaren; el motivo de la detención o prisión, y la indicación de ser conducido de inmediato ante el tribunal, al establecimiento penitenciario o lugar público de detención o prisión que determinará, o de permanecer en su residencia, según correspondiere.


La proposición del Senado agrega un inciso segundo del siguiente tenor:


“Lo dispuesto en este artículo se entenderá sin perjuicio de lo previsto en el artículo 9º para los casos urgentes.”.


La Defensoría Penal Pública propuso agregar a este nuevo inciso, en punto seguido, la siguiente oración; “En esos casos, la orden deberá ser intimada verbalmente, sin perjuicio de la entrega posterior de la orden escrita.”.


Respecto de esta última proposición, la Comisión acogió una observación del abogado señor Boffil en el sentido de que el agregado parecía ambiguo toda vez que el artículo 9º, según el texto aprobado por la Comisión, exige que quien lleve a efecto la orden de detención dada verbalmente, entregue una constancia escrita que permitirá al afectado enterarse de lo que está pasando. Esto último sería mejor que la entrega posterior de una orden escrita.


Como consecuencia de lo anterior, se desechó la proposición de la Defensoría, aprobándose, por unanimidad, en los mismos términos, el texto propuesto por el Senado.

Número 17.- (pasó a ser 18).


Modifica el artículo 180, disposición que se refiere a la forma en que los fiscales dirigirán la investigación, pudiendo realizar por sí mismos o encomendar a las policías, todas las diligencias de investigación que estimaren conducentes al esclarecimiento de los hechos. Su inciso segundo agrega que dentro de las 24 horas siguientes al momento en que tomaren conocimiento de la ocurrencia de un hecho que reviste caracteres de delito de acción penal pública, deberán proceder a la práctica de todas aquellas diligencias pertinentes y útiles a la averiguación del mismo, sus circunstancias relevantes, los partícipes en los hechos y demás circunstancias que sirvieren para verificar su responsabilidad.


Su inciso tercero los faculta para exigir información de toda persona o funcionario público, los que no podrán excusarse de proporcionarla, salvo los casos que la ley señala.


El Senado agrega al final de este inciso, la siguiente oración:


“Los notarios, archiveros y conservadores de bienes raíces, y demás organismos, autoridades y funcionarios públicos, deberán realizar las actuaciones y diligencias y otorgar los informes, antecedentes y copias de instrumentos que los fiscales les soliciten, en forma gratuita y exentos de toda clase de derechos e impuestos.”.


Se aprobó sin debate, por unanimidad, en los mismos términos.

Número 18.- (pasó a ser 19)


Modifica el artículo 182, disposición que establece el secreto de las actuaciones de la investigación, señalando que las actuaciones de esta naturaleza realizadas por el Ministerio Público y la policía, serán secretas para los terceros ajenos al procedimiento. Su inciso segundo agrega que el imputado y los demás intervinientes en el procedimiento, podrán examinar los registros y los documentos de la investigación fiscal y policial.


El Senado propuso agregar al inciso segundo, en punto seguido, la siguiente oración:


El imputado y su defensor podrán, además, obtener copia de los registros y documentos de investigación fiscal que estuvieren a su alcance.”.


Los representantes del Ejecutivo propusieron substituir totalmente el inciso segundo por el siguiente:


“El imputado y los demás intervinientes en el procedimiento podrán examinar y obtener copias, a su cargo, de los registros y documentos de la investigación fiscal y policial, salvo las excepciones legales.”.


Justificaron su proposición, señalando que la propuesta del Senado restringía la posibilidad de acceder a las copias sólo al imputado y a su defensor y, además, que la redacción actual de este inciso, se había interpretado como que el acceso a dichas copias tendría que ser a costa del solicitante, interpretación esta última no compartida por todas las fiscalías, con las consiguientes dificultades. De ahí, entonces, la necesidad de precisar dicha circunstancia.


Ante una consulta de la Diputada señora Guzmán acerca de la situación de quienes gocen de privilegio de pobreza, el Diputado señor Bustos precisó que la situación era ahora diferente y los costos de estas copias deberían cargarse a la Defensoría, situación que resaltó el abogado señor Boffil, señalando que ello podría adquirir cierta relevancia por el hecho de existir hoy el procedimiento de licitación de las actuaciones de la defensa, lo que se traduce en que las oficinas de profesionales que ganan la licitación, reciben del Fisco una cantidad determinada de dinero, pudiendo convertirse el costo de estas copias en un ítem importante dentro de su presupuesto.


Finalmente, la Comisión acogiendo a medias una sugerencia del Diputado señor Burgos, para modificar la frase final de la proposición del Ejecutivo, procedió a aprobar, por unanimidad, la siguiente redacción para este número:


“19) Substitúyese el inciso segundo del artículo 182 por el siguiente:


“El imputado y los demás intervinientes en el procedimiento podrán examinar y obtener copias, a su cargo, de los registros y documentos de la investigación fiscal y policial que no revistieren el carácter de secretos.”.

Número 19.- (se suprime).


Modifica el artículo 190, disposición que señala que durante la etapa de la investigación, los testigos citados por el fiscal estarán obligados a comparecer a su presencia y prestar declaración ante el mismo, salvo los que estuvieren exceptuados de comparecer a que se refiere el artículo 300 (Presidente de la República. Ministros, Parlamentarios, etc). Agrega la norma que el fiscal no podrá exigir del testigo el juramento o promesa previsto en el artículo 306.


Su inciso segundo añade que si el testigo citado no compareciere sin justa causa, o, compareciendo, se negare injustificadamente a declaran, se le impondrán, respectivamente, las medidas de apremio previstas en el inciso primero y las sanciones contempladas en el inciso segundo del artículo 299. (forzamiento a asistir por medio de la fuerza pública, pago de las costas, arrestos, multas y posibles sanciones y para el que se niega a declarar una pena privativa de libertad ascendente a reclusión menor en sus grados medio a máximo -(541 días a 5 años)-.


Su inciso tercero regla la situación de testigos que sean empleados públicos o de una empresa del Estado, señalando que corresponderá al organismo o empresa adoptar las medidas correspondientes para facilitar la comparecencia del testigo.


El Senado planteó dos modificaciones a este artículo:

a)
Reemplaza el inciso segundo por el siguiente:


“Si el testigo citado no compareciere sin justa causa o, compareciendo, se negare injustificadamente a declarar, se le impondrán las correspondientes medidas de apremio previstas en el artículo 299, sin perjuicio de la responsabilidad penal que pudiere caberle.”.

b)
Agrega el siguiente inciso final:


“Antes de prestarse la declaración, se informará al testigo de los derechos que se le reconocen en virtud de lo dispuesto en el artículo 305 de este Código, de su obligación de ser veraz y de la responsabilidad penal en que incurriría si, a sabiendas, faltare a la verdad en su declaración.”.


La Comisión acordó suprimir, por unanimidad, este número en atención a lo resuelto respecto del artículo 2º de este proyecto.

Número 20.- (se suprime),


Modifica el artículo 197, norma que establece que si fuera necesario para constatar circunstancias relevantes para la investigación, podrá efectuarse exámenes corporales del imputado o del ofendido por el hecho punible, tales como pruebas de carácter biológico, extracciones de sangre u otros análogos, siempre que no fuere de temer menoscabo para la salud o dignidad del interesado.


Su inciso segundo agrega que si la persona que debe ser sometida a exámenes, apercibida de sus derechos, consintiere en hacerlo, el fiscal o la policía ordenará que se practique sin más trámite. En caso de negativa, se solicitara la correspondiente autorización judicial, exponiéndose al juez las razones del rechazo.


Su inciso tercero añade que el juez de garantía autorizará la práctica de la diligencia siempre que se cumplieren las condiciones señaladas en el inciso primero.


El Senado propuso agregar un inciso final a este artículo del siguiente tenor:


“Los exámenes establecidos en este artículo serán también procedentes cuando, en una diligencia de control de identidad, aparezcan fundadas sospechas de que la persona cuya identidad se controla porta dentro de su cuerpo, para efectos de transporte, drogas o substancias estupefacientes o psicotrópicas ilegales. En este caso, se procederá de la forma dispuesta en los dos incisos anteriores.”.


Los representantes del Ejecutivo y de la Defensoría fueron partidarios de suprimir este número por cuanto consideraron excesivo que en un control de identidad se pudiera examinar corporalmente al controlado. Estimaron que si hubiera antecedentes que justificaran la sospecha, podría procederse a la detención, opinión con la que coincidió el Diputado señor Bustos quien hizo ver que tal medida cambiaba la naturaleza del control de identidad.


Se rechazó la proposición del Senado por unanimidad.


Número 21.- (se suprime pasando la modificación que propone a incorporarse al artículo 129 -número 12 del texto aprobado-) 


Modifica el artículo 206, disposición que establece que la policía podrá entrar en un lugar cerrado y registrarlo, sin el consentimiento expreso de su propietario o encargado ni autorización judicial previa, cuando las llamadas de auxilio de personas que se encontraren en el interior u otros signos evidentes, indicaren que en el recinto se está cometiendo un delito.


La modificación consiste en agregar un inciso segundo del siguiente tenor:


“Asimismo, la policía podrá ingresar a un lugar cerrado cuando se encuentre en actual persecución del individuo a quien debiere detener, para el solo efecto de practicar la respectiva detención.”.

a)
Respecto de esta proposición, el Ministerio Público sugirió una redacción alternativa atendiendo a si se trataba de una situación de flagrancia o no, para lo cual propuso lo siguiente: 


“Asimismo, la policía podrá ingresar a un lugar cerrado, mueble o inmueble, cuando se encuentre en actual persecución del individuo a quien debiere detener para los efectos de practicar la respectiva detención o del registro y detención en caso de flagrancia.” 


La segunda proposición del Ministerio, ligada a una modificación al artículo 134 para tratar por separado el problema de la flagrancia, reemplaza la oración que sigue a la preposición “para” por la siguiente: “el solo efecto de practicar la respectiva detención”.


En lo que se refiere a la inclusión de los términos “mueble o inmueble”, señalaron que ello obedecía a que la experiencia práctica había constatado la existencia de dificultades para el ingreso de las policías a naves y aeronaves, por cuanto las normas que se refieren a la flagrancia mencionan únicamente vehículos y, de acuerdo a la definición que de este concepto entrega la Ley de Tránsito, parece difícil incluir en él a los buques y aviones.


Respecto de esta proposición la Comisión, por unanimidad, acordó incluir los términos “mueble e inmuebles”.

b)
Los representantes del Ministerio de Justicia propusieron, a su vez, agregar al final del texto propuesto por el Senado, la siguiente frase: “y exista riesgo cierto de verse frustrada la diligencia.”.


El Diputado señor Bustos estimó atendible efectuar este agregado como una forma de precisar mejor esta situación de carácter excepcional.


La Comisión, por mayoría de votos ( 3 votos a favor y 2 en contra) acordó incluir tal frase en el texto que finalmente se aprobara.

c)
Finalmente, la Comisión debatió sobre la procedencia de incluir en esta nueva norma la situación de flagrancia, señalando el abogado señor Boffil que, de acuerdo al texto propuesto por el Senado, se trataría del individuo al que se debe detener sin exigir flagrancia. La disyuntiva estaría en determinar si esta nueva norma comprende cualquier caso en que se pueda detener, sea porque se está ante una situación de flagrancia o porque existe una orden escrita emanada de un juez.


Hizo presente que el origen de la norma que se propone, arranca de un problema práctico planteado por la policía y que se le presenta en la persecución en situación de flagrancia, no cuando el asunto ya pasó por el juez y existe una orden de detención que le permite ingresar en el recinto y registrar. Lo que se trataría, entonces, sería resolver ese problema.


El Diputado señor Ceroni estimó que la situación que se quería reglar se refería a la de persecución de una persona, existiendo una orden judicial previa. No en el caso de flagrancia.


Ante la observación de la Diputada señora Guzmán en el sentido de que si se tratara de la situación de flagrancia, la norma estaría mal ubicada, correspondiendo, en realidad, agregar un nuevo artículo 134 bis, los representantes de la Defensoría hicieron presente que lo que se establecía era una excepción más al principio de que no se puede ingresar a un lugar cerrado sin orden judicial o autorización del dueño, incluyendo la situación de flagrancia y señalando algunas reglas para hacerla procedente. De ahí, entonces, su inclusión en este artículo. Asimismo, en la proposición que ellos hacían, se establecía que para que procediera el ingreso, debería tratarse de crímenes o simples delitos, dejando fuera las faltas, a fin de que existiera cierta proporcionalidad entre la garantía constitucional de la inviolabilidad del domicilio y las figuras que justificarían la excepción.


Los representantes del Ejecutivo reconocieron que la situación más frecuente que se daba en estos casos era la de flagrancia, pero ello no excluía la posibilidad del problema no obstante existir una orden judicial previa. Al efecto, citaron los casos de personas respecto de las que se ha librado la correspondiente orden de detención y registro con facultades para ingresar a un determinado domicilio, pero en el momento de efectuarse la diligencia el perseguido ingresa a otra propiedad. En tal caso, debería solicitarse una nueva orden, razón por la que estimaban que la nueva disposición propuesta por el Senado, comprendía todas las hipótesis en que la policía tiene facultades para detener, incluida la situación de flagrancia. Ante una observación del Diputado señor Burgos, señalaron que la excepción se estaría estableciendo respecto a la necesidad de contar con una orden judicial previa para ingresar a un lugar cerrado y no para practicar una detención en caso de flagrancia. Por ello, entonces, correspondía incluir la modificación en el artículo 206, según se proponía.


El abogado señor Boffil recordó, al efecto, la norma del artículo 213, que establece las medidas de vigilancia que puede adoptar la policía cuando sabe que la persona que se debe detener se encuentra en un determinado lugar cerrado. Tales medidas le permitirían evitar la evasión del perseguido, mientras se obtiene la correspondiente orden de ingreso. De lo anterior, resulta que no sería necesario regular la hipótesis de entrada y registro en un lugar cerrado, fuera de los casos de flagrancia.


Finalmente la Comisión rechazó, por mayoría de votos (3 votos en contra y 1 abstención) una indicación de la Diputada señora Guzmán para establecer el derecho del dueño del bien afectado por la acción de la policía, para reclamar por los perjuicios que ésta hubiere ocasionado en su propiedad, por entender que la responsabilidad policial recaería en el Estado y no en el Ministerio Público y que ello significaría recargar el proceso penal con alegaciones pecuniarias de terceros que no son propias de dicho proceso, sin perjuicio, además, de las acciones civiles que podrían corresponder al perjudicado.


De conformidad a las conclusiones a que se llegara durante el debate, la Comisión acordó ubicar esta nueva disposición como inciso quinto del artículo 129, de acuerdo al siguiente texto:


“Asimismo, tratándose de crímenes y simples delitos, la policía podrá ingresar a un lugar cerrado, mueble o inmueble, cuando se encuentre en actual persecución del individuo a quien debiere detener, para el sólo efecto de practicar la respectiva detención y siempre que exista riesgo cierto de verse frustrada la diligencia.”.

Número 22.- (pasó a ser 20).


Modifica el artículo 222, disposición que establece que cuando existieren sospechas fundadas, basadas en hechos determinados, de que una persona ha cometido o participado en la comisión o prepara la comisión o participación en un hecho punible que merece pena de crimen, y la investigación lo hiciere imprescindible, el juez de garantía, a petición del Ministerio Público, podrá ordenar la interceptación y grabación de sus comunicaciones telefónicas o de otras formas de telecomunicaciones.


Su inciso quinto agrega, en su frase inicial, que las empresas telefónicas o de telecomunicaciones, deberán otorgar a los funcionarios encargados de la diligencia, las facilidades necesarias para llevarla a cabo, en el menor plazo posible.


El Senado propuso substituir esta frase inicial, hasta la palabra “cabo”, inclusive, por la siguiente:


“Las empresas telefónicas y de telecomunicaciones, deberán dar cumplimiento a esta medida, proporcionando a los funcionarios encargados de la diligencia los medios necesarios para que se lleve a cabo con la oportunidad con que se requiera.”.


Los representantes del Ejecutivo señalaron que la modificación abordaba un tema planteado por la policía y que radicaba, básicamente, en la reticencia de las empresas telefónicas para cumplir con las interceptaciones, aduciendo que carecían de los medios tecnológicos para ello. Creían que la situación estaba bien tratada en el Código puesto que se impone a las empresas la obligación de dar las facilidades necesarias para la interceptación y si éstas entorpecen o niegan la práctica de la medida o la grabación, estarían incurriendo en el delito de desacato.


Los representantes del Ministerio Público precisaron que la negativa de las empresas, se basaba en la alegación de carecer de los equipos tecnológicos para realizar la interceptación, por lo que resultaba muy dificultoso, salvo que se supiera que cuentan con tales medios, imputarles el desacato.


La Diputada señora Guzmán sostuvo que las empresas estarían dejando para más adelante estas diligencias y no entregarían los elementos necesarios para que se cumpla adecuadamente la orden judicial.


El Diputado señor Burgos recordó que las compañías hoy día son dueñas porque se han ganado determinados sectores de la banda mediante licitaciones públicas, las que al serles adjudicadas, les han significado la imposición de determinadas cargas. En consecuencia, la nueva carga que se quiere con esta norma imponerles, no estaría comprendida en la concesión, por lo que cree que podrían intentar en contra de ella un recurso de inconstitucionalidad.


Finalmente, el Diputado señor Bustos sugirió substituir, en el texto propuesto por el Senado, los términos “los medios necesarios” por “las facilidades necesarias”, expresiones que darían más fuerza a la actual disposición, pero evitarían el problema de los mayores costos.


De acuerdo a lo anterior, la Comisión procedió a aprobar, por mayoría de votos, (3 votos a favor y 1 abstención) el siguiente texto para este número:


“Número 20.- Reemplázase la oración inicial del inciso quinto del artículo 222, por la siguiente:


“Las empresas telefónicas y de telecomunicaciones deberán dar cumplimiento a esta medida , proporcionando a los funcionarios encargados de la diligencia las facilidades necesarias para que se lleve a cabo con la oportunidad con que se requiera.”.

Número 23.- (pasó a ser 21)


Modifica el artículo 230, disposición que se refiere a la oportunidad de la formalización de la investigación, señalando que el fiscal podrá formalizar la investigación cuando considere oportuno formalizar el procedimiento por medio de la intervención judicial. Su inciso segundo agrega que cuando el fiscal debiere requerir la intervención judicial para la práctica de determinadas diligencias de investigación, la recepción anticipada de prueba o la resolución sobre medidas cautelares, estará obligado a formalizar la investigación, a menos que lo hubiere realizado previamente. Exceptúanse los casos 
expresamente señalados en la ley.


El Senado propuso intercalar un inciso segundo del siguiente tenor:


“El fiscal podrá ampliar, complementar o modificar la formalización de la investigación que hubiere realizado de acuerdo a lo dispuesto en el artículo anterior, cuando durante el curso de la investigación surgieren nuevos antecedentes que lo hicieren necesario.”.


Respecto de esta proposición se presentaron dos indicaciones: la primera del Diputado señor Bustos para substituir el inciso por el siguiente:


“El fiscal o querellante podrá ampliar, modificar o complementar la formalización de la investigación que hubiere realizado de acuerdo a lo dispuesto en el artículo anterior, cuando durante el curso de la investigación surgieren nuevos antecedentes que lo hicieren necesario. En tales casos los efectos previstos en el artículo 233 se entenderán a partir de la referida ampliación, complemento o modificación de la formalización:”.


La de la Defensoría Penal Pública substituía el nuevo inciso propuesto por el Senado, por el siguiente:


“El fiscal podrá, por una sola vez, ampliar o complementar la formalización de la investigación que hubiere realizado de acuerdo a lo dispuesto en el artículo anterior, cuando surgieren nuevos antecedentes que lo hicieren necesario y mientras dure la investigación. La defensa podrá solicitar la prórroga del plazo de cierre de la investigación para hacer valer los derechos que correspondan a su defendido ante los nuevos antecedentes.”.


Los representantes del Ministerio Público coincidieron con la indicación del Diputado señor Bustos, en lo relativo a la posibilidad de que también el querellante pudiera pedir la ampliación o complementación de la formalización, pero les inquietó los efectos de la parte final, en lo referente al artículo 233, ya que el primer efecto que éste señala, se refiere a la suspensión de la prescripción, la que de acuerdo a la proposición señalada, debería empezar a correr desde la complementación. Quisieron saber, entonces, qué pasaba con el tiempo intermedio por cuanto, de acuerdo al texto vigente, se entendía la formalización como un acto único.


El abogado señor Boffil se mostró conforme con la idea de permitir la reformalización cuando durante la investigación surgieran nuevos antecedentes que lo justificaran, cuestión que, por lo demás, los jueces estarían aceptando y que tiene mucha importancia para el proceso, toda vez que de acuerdo al artículo 259, inciso final, sólo es posible acusar respecto de hechos que ya han sido objeto de formalización. No obstante, estimaba dudosa la legalidad de la participación del querellante en cuanto a poder también reformalizar, por cuanto de conformidad a las normas constitucionales, el órgano encargado de la persecución penal es sólo el Ministerio Público.


Asimismo, estimaba que la reformalización, es decir, la ampliación, complementación o modificación de la formalización solamente podía referirse a un mismo hecho, porque si fuera otro distinto, debería hablarse de una nueva formalización. Igualmente, creía que no era adecuado que los efectos de la formalización a que se refiere el artículo 233, comenzaran a generarse a partir de la reformalización porque ello permitiría eludir la existencia de un plazo máximo para investigar o mover la fecha en que se produce la interrupción de la prescripción, eliminando con ello los efectos de garantía que conlleva la formalización de la investigación. Agregó que, por lo mismo, coincidía con la proposición de la Defensoría, la que puesta ante la situación creada por la reformalización efectuada por la fiscalía poco antes del cierre de la investigación, no contaría con el tiempo necesario para ejercer la defensa del imputado frente a los nuevos elementos que se incorporaran a la formalización original. De ahí, entonces, su legítimo interés en solicitar al juez de garantía un plazo adicional para hacer valer los derechos de su defendido ante los nuevos antecedentes de la fiscalía.


Los representantes del Ministerio de Justicia señalaron que siendo la formalización de la investigación el equivalente a la comunicación que hace el fiscal al imputado, ante el juez de garantía, en el sentido de estar realizando una investigación en su contra, no parecía lógico que el querellante, que no realiza la investigación, pudiera, sin embargo, ampliar o complementar la formalización. Igualmente, les pareció que sujetar los efectos de la formalización al momento incierto de su complementación, significaría consagrar una situación de incertidumbre muy poco apropiada, como también que les parecía que los verbos empleados, es decir, “ampliar, complementar o modificar”, permitiría apuntar a muchas cosas, sin perjuicio, además, de que debiera precisarse el número de veces que se podrá ampliar o complementar la formalización.


Finalmente, la Comisión atendiendo a la imposibilidad de exceder el plazo legal de dos años para el cierre de la investigación, teniendo presente lo afirmado por los representantes del Ministerio Público, en el sentido que el plazo judicial para investigar, es decir, el que el juez de garantía establece para efectuarla, usualmente no excede de seis meses a contar de la formalización y, por último, la conveniencia de que solamente se pueda complementar la formalización una vez, acordó, por unanimidad, la siguiente redacción para este número:

21) Agrégase el siguiente inciso segundo en el artículo 230, pasando el actual a ser inciso tercero:


“El fiscal podrá, por una sola vez, complementar la formalización de la investigación que hubiere realizado de acuerdo a lo dispuesto en el inciso anterior, cuando durante el curso de la investigación surgieren nuevos antecedentes que lo hicieren necesario. Si el defensor planteare la necesidad de la práctica de diligencias precisas y determinadas como consecuencia de la complementación de la formalización, el juez de garantía podrá fijar un nuevo plazo para la investigación, que en ningún caso podrá exceder de seis meses.”.

Número 24.- (pasó a ser 22).


Modifica el artículo 237, norma que establece que el fiscal, con el acuerdo del imputado, podrá solicitar al juez de garantía la suspensión condicional del procedimiento, pudiendo el juez requerir del ministerio público los antecedentes que estimare necesarios para resolver.


Su inciso segundo agrega que la suspensión condicional podrá decretarse en los siguientes casos:

a)
Si la pena que pudiere imponerse al imputado, en caso de dictarse sentencia condenatoria, no excediere de tres años de privación de libertad.

b)
Si el imputado no hubiere sido condenado anteriormente por crimen o simple delito.


Su inciso tercero señala que la presencia del defensor del imputado en la audiencia en que se ventilare la solicitud de suspensión condicional del procedimiento, constituirá un requisito de validez de la misma.


Su inciso cuarto agrega que si el querellante asistiere a la audiencia en que se ventilare la solicitud de suspensión condicional del procedimiento, deberá ser oído por el tribunal.


Su inciso quinto agrega que al decretarse la suspensión condicional, el juez de garantía deberá establecer las condiciones a las que deberá someterse el imputado por el plazo que determine, el que no podrá ser inferior a un año ni superior a tres. Durante dicho período no se reanudará el curso de la prescripción de la acción penal y se suspenderá el plazo para declarar el cierre de la investigación.


Su inciso sexto declara apelable la resolución que se pronuncie sobre la suspensión condicional, por el imputado, el ministerio público y el querellante.


Su inciso séptimo añade que la citada suspensión condicional.


No impedirá el derecho a perse4guir por la vía civil las responsabilidades pecuniarias derivadas del mismo hecho.


El Senado propuso las siguientes enmiendas a este artículo:

a)
Traslada la segunda oración del inciso primero, que comienza con las expresiones “El juez podrá...”dejándola como nuevo inciso tercero.


b)
Agrega un inciso segundo nuevo del siguiente tenor: 


El fiscal concurrirá al acuerdo para otorgar la suspensión condicional del procedimiento cuando, atendidas las características del hecho y las circunstancias concretas del imputado, estimare que esta medida asegura razonablemente que no volverá a delinquir.

c)
Sustituye su inciso cuarto, que pasa a ser sexto, por el siguiente :


Si el querellante o la víctima asistieren a la audiencia en que se ventilare la solicitud de suspensión condicional del procedimiento, deberán ser oídos por el tribunal. Con este fin el tribunal citará a la víctima por cualquier medio que asegure su conocimiento. Si la víctima citada no compareciere se llevará adelante la audiencia sin su participación.

d)
Intercala en el inciso sexto, que pasa a ser octavo, después de la palabra “imputado”, la frase “por la víctima”.


Sobre la proposición del Senado, el debate se centró, especialmente, en la participación que se acuerda a de la víctima, tanto en lo que dice relación con la necesidad de citarla a que se refiere la letra c) como a la titularidad del recurso de apelación que se concede por la letra d), sosteniendo los representantes de la Defensoría que la necesidad de citar podría ocasionar un grave retraso en las audiencias en que se tratara la suspensión condicional, como también que la posibilidad de apelar que se le otorga, daría lugar a un conflicto en términos de comparecencia, opinión con la que coincidieron los representantes del Ministerio Público quienes agregaron que la víctima, que no era a la vez querellante, no podría actuar por si sola en segunda instancia.


Los representantes del Ministerio de Justicia consideraron que entregar a la víctima la posibilidad de apelar era excesivo, por cuanto tenía amplias posibilidades de participar por la vía de querellarse sin demostrar interés en hacerlo, debiendo considerarse, además, que el Ministerio Público tiene el deber legal de protegerla. 


El Diputado señor Burgos y los representantes de la Fundación Paz Ciudadana señalaron que no veían inconvenientes en el ejercicio de este recurso por la víctima, toda vez que la suspensión condicional sería una salida alternativa que pondría término al caso y que ello podía parangonarse con la aplicación del principio de oportunidad por parte de la Fiscalía, ya que si ésta optaba por no iniciar la persecución penal, la resolución respectiva debía ser puesta en conocimiento de todos los intervinientes por el juez de garantía, en consecuencia, también de la víctima. Igualmente, en el caso de dictarse sobreseimiento temporal o definitivo o sentencia absolutoria, la víctima podía impugnar estas resoluciones aunque no hubiera intervenido en el procedimiento.


Los representantes del Ministerio de Justicia precisaron que la suspensión condicional no era una sentencia ni ponía término al procedimiento, sino que obedecía a una estrategia de la fiscalía destinada a llevar el caso a una salida alternativa.


La Comisión coincidió mayoritariamente con esta última posición y acordó rechazar la letra d) propuesta por el Senado ( 3 votos en contra y 1 a favor).


Asimismo, ante la aseveración del Diputado señor Bustos, en cuanto a que la letra b), que condiciona la participación del fiscal en el acuerdo para concurrir a la suspensión condicional, al hecho de que estime que la medida asegurará que el imputado no volverá a delinquir, atentaría contra la presunción de inocencia, se inclinó, por unanimidad, por rechazar dicha letra.


Finalmente, acogió la alegación de la Defensoría en cuanto a que la necesidad de citar a la víctima a la audiencia en que se ventilara la solicitud de suspensión, ocasionaría un retraso, terminó rechazado, también por unanimidad, las dos oraciones finales de la letra c).


El resto de la proposición se aprobó por unanimidad.


El texto e este número quedó como sigue:

22) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 237:

a)
Trasládase, desde su inciso primero, la oración: “El juez podrá requerir del Ministerio Público los antecedentes que estimare necesarios para resolver.”ubicándola como nuevo inciso segundo.

b)
Substitúyese su actual inciso cuarto, que ha pasado a ser quinto: por el siguiente: 


“Si el querellante o la víctima asistieren a la audiencia en que se ventilare la solicitud de suspensión condicional del procedimiento, deberán ser oídos por el tribunal.”.

Número 25.- (pasó a ser 23).

Modifica el artículo 238, disposición que señala las condiciones que el juez de garantía debe imponer al imputado durante el período de suspensión temporal del procedimiento. Al respecto podrá imponer una o más de las siguientes:


Residir o no residir en un lugar determinado.


Abstenerse de frecuentar determinados lugares o personas.


Someterse a un tratamiento médico, psicológico o de otra naturaleza.

d)
Tener un trabajo, profesión u oficio o empleo o asistir a algún programa educacional o de capacitación.

e)
Pagar o garantizar el pago a favor de la víctima determinada suma a título de indemnización de perjuicios.

f)
Acudir periódicamente ante el ministerio público y, según el caso, acreditar el cumplimiento de las demás condiciones impuestas, y

g)
Fijar domicilio e informar al ministerio público de cualquier cambio del mismo.


Su inciso segundo agrega que durante el período de suspensión, oyendo en una audiencia a todos los intervinientes que concurrieren, el juez podrá modificar una o más de las condiciones impuestas..


El Senado propone agregar una letra final para agregar cualquier otra condición que resulte adecuada en consideración con las circunstancias del caso concreto de que se trate y sea propuesta, fundadamente, por el Ministerio Público.


Los representantes de la Defensoría consideraron innecesaria esta modificación, toda vez que la aplicación de esta norma no había generado problema alguno. 


Los representantes del Ministerio Público se mostraron favorables a la proposición, toda vez que, en la práctica, se daban múltiples casos en que, puestos de acuerdo fiscal y defensor y con la anuencia del juez, se establecían condiciones que no estaban previstas en la enumeración que hace este artículo, tales como pintar escuelas o reparar de alguna forma el daño causado a la víctima.


Cerrado el debate, se aprobó la proposición, por unanimidad, sin más cambio que una observación formal del Diputado señor Burgos, quedando el texto de este número como sigue:


“23) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 238:

a)
Substitúyese la conjunción “y” que figura al final de la letra f), por un punto y coma (;);

b)
Substitúyese el punto final (,) de la letra g), por la conjunción “y”, y

c)
Agrégase la siguiente letra h), nueva:


“h) U otra condición que resulte adecuada en consideración con las circunstancias del caso concreto de que se trate y sea propuesta, fundadamente, por el ministerio público.”.

Número 26.- (pasó a ser 24)


Modifica el artículo 242, norma que señala que junto con aprobar el acuerdo reparatorio, el tribunal dictará sobreseimiento definitivo, total o parcial, en la causa, con lo que se extinguirá, total o parcialmente, la responsabilidad penal del imputado que lo hubiere celebrado.


El Senado propone substituir la frase inicial “Junto con aprobar el acuerdo reparatorio propuesto” por la siguiente: “Una vez cumplidas las obligaciones contraídas por el imputado o garantizadas a satisfacción de la víctima”.


Respecto de esta modificación, la Comisión se mostró partidaria, unánimemente, de aprobarla, pero acordó, a proposición del Diputado señor Burgos, modificar, además, el inciso final del artículo 247 para establecer que el plazo de dos años que esa norma establece para el cierre de la investigación, deberá entenderse suspendido entre la fecha en que se celebró el acuerdo reparatorio y la fecha en que se cumplieren las condiciones pactadas o se otorgaren las correspondientes garantías a satisfacción de la víctima.


En consecuencia, sin otra alteración que la sugerencia de la Diputada señora Guzmán para intercalar la palabra” debidamente” antes de los términos “a satisfacción” , se aprobó este número por unanimidad, quedando su texto como sigue:


“24) Reemplázase, en el artículo 242, la oración “Junto con aprobar el acuerdo reparatorio propuesto” por la siguiente: “Una vez cumplidas las obligaciones contraídas por el imputado en el acuerdo reparatorio o garantizadas debidamente a satisfacción de la víctima”.

Número nuevo.- ( pasó a ser 25)


De acuerdo a lo acordado al debatirse el número anterior, la Comisión acordó modificar el artículo 247, disposición que se refiere al plazo para declarar el cierre de la investigación, el que es de dos años a contar de la fecha en que el fiscal formalizó la investigación.


Su inciso final señala que este plazo se suspenderá cuando se dispusiere la suspensión condicional del procedimiento o se decretare sobreseimiento temporal de conformidad a lo establecido en el artículo 252, es decir, cuando para proceder criminalmente, deba resolverse previamente una cuestión civil; o cuando el imputado no compareciere al procedimiento y fuere declarado rebelde, o cuando, luego de cometido el delito, el imputado cayere en enajenación mental.


De conformidad a lo acordado, se substituyó el inciso final por el siguiente, quedando el nuevo número en los términos que se indica:


“25) Substitúyese el inciso final del artículo 247 por el siguiente:


“El plazo de dos años previsto en este artículo se suspenderá en los casos siguientes:

a)
cuando se dispusiere la suspensión condicional del procedimiento;

b)
cuando se decretare sobreseimiento temporal de conformidad a lo previsto en el artículo 252, y

c)
desde que se alcanzare un acuerdo reparatorio hasta el cumplimiento de las obligaciones contraídas por el imputado a favor de la víctima o hasta que hubiere debidamente garantizado su cumplimiento a satisfacción de esta última. 

Números nuevos.- (pasaron a ser 26 y 27)


A proposición de la Defensoría, la Comisión trató dos nuevas modificaciones, referidas esta vez a los artículos 248 y 249:


El primero trata del cierre de la investigación y señala que una vez practicadas las diligencias necesarias para la averiguación del hecho punible y sus autores, cómplices o encubridores, el fiscal declarará cerrada la investigación y podrá, dentro de los diez días siguientes, solicitar el sobreseimiento temporal o definitivo de la causa; formular acusación si estimare que la investigación proporciona fundamentos suficientes para enjuiciar, o comunicar la decisión del Ministerio de no perseverar en el procedimiento por no reunir la investigación los antecedentes suficientes.


El inciso segundo de esta norma señala los efectos de no perseverar en el procedimiento, señalando que quedará sin efecto la formalización de la investigación, el juez revocará las medidas cautelares que se hubieren decretado y la prescripción de la acción penal continuará corriendo como si nunca se hubiere interrumpido.


El artículo 249 señala que si el fiscal decide solicitar el sobreseimiento o comunicar su decisión de no perseverar en el procedimiento, deberá para ello requerir al juez de garantía, quien citará a todos los intervinientes a una audiencia.


La proposición de la Defensoría planteó, en primer lugar, substituir el encabezamiento del inciso primero del artículo 248 por el siguiente:


“Practicadas las diligencias necesarias para la averiguación del hecho punible y sus autores, cómplices o encubridores, el fiscal declarará cerrada la investigación, lo cual comunicará de inmediato al juez de garantía, quien citará a un audiencia no antes de cinco días ni después de diez días, contados desde la comunicación practicada por el fiscal. En dicha audiencia el fiscal deberá poner en conocimiento de los intervinientes su decisión de:


En segundo lugar, derogar el artículo 249.


Ante la objeción formulada por los representantes del Ministerio Público, .quienes no veían clara la necesidad de citar a una nueva audiencia, los representantes de la Defensoría señalaron que la proposición obedecía al propósito de que la audiencia a que se refiere el artículo 249, y que sólo tiene lugar en caso de pedir el fiscal el sobreseimiento o comunicar su decisión de no perseverar en el procedimiento, se ampliara contemplando todas las posibilidades que comprende el artículo 248 y no sólo las indicadas.


Los representes del Ministerio de Justicia hicieron presente que la proposición de la Defensoría buscaba hacer obligatoria siempre la comunicación de la fiscalía de declarar cerrada la investigación, para que el juez de garantía, a su vez, cite a una audiencia. Señalaron que actualmente, cuando el fiscal decide acusar, notifica a los intervinientes por correo electrónico, sin formalidad alguna, procediendo, normalmente, en el mismo día a ingresar la acusación al juzgado de garantía. Cabía preguntarse, entonces, si resultaba o no conveniente que en el caso de decidir acusar, debiera efectuarse otra audiencia para declarar el cierre de la investigación.


Cerrado, finalmente, el debate. la Comisión estimó atendible la exigencia de mayor formalidad implícita en la proposición, inclinándose, por unanimidad, por aprobar la proposición de la Defensoría.


Los dos nuevos números quedaron como sigue:

26) Substitúyese el inciso primero del artículo 248 por el siguiente:


“Artículo 248.- Cierre de la investigación. Practicadas las diligencias necesarias para la averiguación del hecho punible y sus autores, cómplices o encubridores, el fiscal declarará cerrada la investigación, lo cual comunicará de inmediato al juez de garantía, quien citará a una audiencia para no antes de cinco días ni después de diez contados desde la comunicación practicada por el fiscal. En dicha audiencia el fiscal deberá poner en conocimiento de los intervinientes su decisión de: 

27) Derógase el artículo 249.

Número 27.- (se suprime)


Modifica el artículo 252, norma que señala los casos en que el juez de garantía decretará el sobreseimiento temporal es decir, como ya se señaló, cuando para proceder criminalmente, deba resolverse previamente una cuestión civil; o cuando el imputado no compareciere al procedimiento y fuere declarado rebelde, o cuando, luego de cometido el delito, el imputado cayere en enajenación mental.


El Senado propone agregar un inciso segundo del siguiente tenor:


El tribunal de juicio oral en lo penal dictará sobreseimiento temporal cuando el acusado no haya comparecido a la audiencia del juicio oral y haya sido declarado rebelde de conformidad a lo dispuesto en los artículos 100 y 101 de este Código.”.


Los representantes del Ejecutivo estimaron innecesaria esta proposición, la que obedecería a dificultades de interpretación acerca de la posibilidad del tribunal de juicio oral de declarar el sobreseimiento temporal en caso de rebeldía del imputado. Estimaron que dicha facultad constaba explícitamente en el artículo 101 del Código, que permitía tal declaración tanto al juez de garantía como al tribunal de juicio oral, además de que su aprobación afectaría la sistematicidad del Código, ya que el artículo 252 trataba de actuaciones ante el juez de garantía.


Cerrado el debate, la Comisión procedió a rechazar por unanimidad la proposición del Senado.

Número nuevo.- (pasó a ser 28)


De acuerdo al debate producido al tratar la proposición de la Defensoría para agregar dos nuevos números destinados a modificar el artículo 248 y suprimir el 249 (números 26 y 27 de este capítulo) , y como consecuencia de su aprobación, a proposición de la misma Defensoría, la Comisión procedió a tratar una modificación al artículo 257, norma que se refiere a la reapertura de la investigación, señalando en su inciso primero, que hasta la realización de la audiencia a que se refiere el artículo 249 y durante la misma, los intervinientes podrán reiterar la solicitud de diligencias precisas de investigación que oportunamente hubieren formulado durante la investigación y que la fiscalía hubiere rechazado.


La proposición de la Defensoría consistía en substituir la mención del artículo 249 por otra al 248, como consecuencia de la supresión del primero, y en agregar al final del inciso, la siguiente frase: “o no se hubiere pronunciado sobre ellas.”.


Dada la consecuencia lógica de la primera proposición y el agregado de una nueva hipótesis, perfectamente atendible, referente a la posibilidad de no pronunciarse el fiscal sobre las solicitudes de investigación, la Comisión procedió a aprobar, por unanimidad, este nuevo número.


Su texto quedó como sigue:

28) Introdúcense las siguientes modificaciones en el inciso primero del artículo 257:


Substitúyese el guarismo “249” por “248”.

b)
Agrégase a continuación de la expresión “rechazado” y antes del punto final (.), la oración “o no se hubiere pronunciado sobre ellas”.

Número 28.- (pasó a ser 29).


Modifica el artículo 276, disposición que permite al juez de garantía, luego de examinar las pruebas ofrecidas y escuchar a los intervinientes, excluir, fundadamente de ser rendidas en el juicio oarl, pruebas que parezcan manifiestamente impertinentes o que tuvieren por objeto acreditar hechos públicos y notorios. 


Su inciso segundo agrega que si el juez estimare que los términos en que están ofrecidas las pruebas documental y testimonial sólo producirán efectos dilatorios en el juicio oral, dispondrá la reducción del número de testigos o de documentos, si con ellos se busca acreditar unos mismos hechos o circunstancias que no guardaren pertinencia substancial con la materia que se someterá al conocimiento del tribunal oral. .


El Senado propone modificar el inciso segundo para intercalar entre la palabra “testimonial”y la conjunción “y” la palabra “pericial” y entyre el vocablo “testigos” y la conjunción “o” la palabra “peritos”.


La finalidad de la proposición de incluir dentro de la posibilidad de la exclusión de prueba que pueda efectuar el juez de garantía, a los peritajes, fue desechado, por unanimidad y sin mayor debate, por la Comisión, en atención a que la materia aparece tratada en los artículos 314 y siguientes, pudiendo aplicarse al efecto la exclusión de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 316.


No obstante el rechazo anterior, la Comisión acogió una proposición del Diputado señor Bustos para modificar el inciso tercero de este artículo, el que trata de la exclusión que deberá efectuar el juez de garantía respecto de pruebas que provinieren de diligencias o actuaciones declaradas nulas o que hubieren sido obtenidas con inobservancia de garantías fundamentales. La modificación consistió en agregar después de la palabra “pruebas” los términos “de cargo” para precisar el origen de dicha probanza, es decir, la que ofrece el Ministerio Público, saliendo así al paso de diversas interpretaciones de los tribunales .que han estimado que esta norma se aplica también a la prueba ofrecida por la Defensa.


El texto de este número quedó como sigue:

29) Intercálase en el inciso tercero del artículo 276, entre las palabras “las pruebas” y la conjunción “que” los términos “de cargo”.

Número 29.- (pasó a ser 30).


Modifica el artículo 277, norma que se refiere al auto de apertura del juicio oral, indicando que al término de la audiencia, el juez de garantía dictará el auto de apertura, en el que deberá indicar las menciones que señala el inciso primero.


Su inciso segundo agrega que dicho auto sólo será susceptible del recurso de apelación cuando lo interpusiere el ministerio público por la exclusión de pruebas que hubiere efectuado el juez de garantía, recurso que se concederá en ambos efectos, agregando el inciso que lo anterior se entenderá sin perjuicio del recurso de nulidad en contra de la sentencia definitiva que se dictare en el juicio oral.


El Senado plantea extender el recurso de apelación de que trata este inciso a la defensa, proponiendo agregar después de las palabras “ministerio público” los términos “o la defensa”.


A este respecto, los representantes del Ministerio Público propusieron substituir este número para agregar un inciso tercero a este artículo del siguiente tenor:


“En el evento de rechazarse por resolución ejecutoriada pruebas de cargo que el Ministerio Público considere fundamentales, el fiscal podrá adoptar la decisión de no perseverar en el procedimiento, por no contar con antecedentes suficientes para fundar su acusación en el juicio oral, decisión que deberá comunicar lo antes posible y, en todo caso, antes de la realización de dicho juicio, en audiencia convocada en los términos del artículo 249.”.


Fundamentaron su proposición, señalando que les parecía improcedente la proposición del Senado en cuanto a conceder el recurso de apelación a la Defensoría, toda vez que la norma se refería a la exclusión de pruebas de cargo por ilegalidad en su obtención, lo que difícilmente podrá ocurrirle a la Defensoría.


Asimismo, señalaron que la proposición de agregar un inciso tercero al artículo, para permitir a la Fiscalía desistirse de perseverar en la investigación una vez que se le rechacen pruebas por haberlas obtenido ilegalmente, guardaba relación con la apelación de la resolución que declara ilegal una detención, situación en que se da al Ministerio la posibilidad de no perseverar en la investigación.


Los representantes de la Defensoría concedieron que no se había dado a la defensa la posibilidad de apelar frente a la exclusión de prueba, porque la misma norma en análisis le permite interponer el recurso de nulidad, pero, al respecto, la Corte Suprema ha entendido que este último recurso solamente dice relación con la vulneración de garantías en el juicio oral o en la sentencia y no en la etapa de investigación, cuestión que estimaban podría salvarse introduciendo la modificación pertinente en la letra a) del artículo 373.


En lo que se refiere a la proposición del Ministerio Público, estimaban que lo que correspondía era, al igual como lo establece el artículo 248, pedir el sobreseimiento definitivo.


Los representantes del Ministerio de Justicia precisaron que el recurso de apelación se había concedido, desde el punto de vista doctrinario, al Ministerio Público porque se entendía que la exclusión de prueba se refería a la de cargo, no obstante, existían diferentes interpretaciones que la extendían también a la probanza de la Defensoría. Frente a la proposición de los representantes del Ministerio Público, creyeron que era acertada, por cuanto si el 
artículo 248 entrega a la fiscalía la posibilidad de no perseverar por no haber reunido los elementos de prueba suficientes, parecía lógico que, en este caso, en que se creía tener la probanza necesaria, pero que, a consecuencias de la exclusión efectuada por el juez de garantía, se perdían parte de esos antecedentes, parecía más de acuerdo al sistema del Código, dar también la posibilidad de desistirse y no de pedir el sobreseimiento.


Cerrado finalmente el debate, la Comisión, junto con rechazar la proposición del Senado, acogió, por unanimidad, la del Ministerio Público, sin otra corrección que la de reemplazar la referencia al artículo 249 por otra al 248.


El texto de este número quedó como ,sigue:

30) Agrégase el siguiente inciso tercero en el artículo 277:

 “En el evento de rechazarse por resolución ejecutoriada pruebas de cargo que el Ministerio Público considere fundamentales, el fiscal podrá adoptar la decisión de no perseverar en el procedimiento, por no contar con antecedentes suficientes para fundar su acusación en el juicio oral, decisión que deberá comunicar lo antes posible y, en todo caso, antes de la realización de dicho juicio, en audiencia convocada en los términos del artículo 248.”.

Número 30.- (pasó a ser 31).


Modifica el artículo 280, norma que señala que durante la audiencia de preparación del juicio oral, podrá solicitarse la anticipación de la prueba testimonial, en los términos que señala el artículo 191.


Su inciso segundo permite solicitar en los mismos términos la prueba pericial, cuando pueda preverse que la persona que debe prestar la declaración, estará imposibilitada de concurrir al juicio oral.


El Senado propuso substituir en el inciso segundo la referencia que se hace al “Párrafo 3º del Título VIII del Libro Primero” por otra Párrafo 6º del Título III del Libro Segundo” para corregir una cita mal efectuada, y agregar un inciso tercero nuevo, para establecer que el juez de garantía, a fin de recibir la prueba anticipada, deberá citar a una audiencia especial.


No se produjo debate, aprobándose la proposición, en los mismos términos, por unanimidad.

Número 31.- (pasó a ser 32).


Modifica el artículo 281, norma que, en su inciso primero, dispone que el juez de garantía hará llegar el auto de apertura del juicio oral, al tribunal competente, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a su notificación.


El Senado propuso substituir la frase final de este inciso “a su notificación”por la siguiente: “al momento en que quede firme”.


No se produjo debate, aprobándoselo en los mismos términos, por unanimidad.

Número 32.- (se suprime)


Modifica el artículo 299, norma que dispone que el testigo legalmente citado, que se negare a comparecer sin justa causa, dará lugar a que se proceda en su contra en los términos del artículo 33, es decir, puede ser arrestado hasta por un máximo de veinticuatro horas hasta la realización de la actuación y multado..


Su inciso segundo se refiere al testigo que se negare sin justa causa a declarar, el cual podrá ser sancionado con las penas que establece el artículo 240 del Código de Procedimiento Civil.


El Senado propone substituir el inciso segundo por los dos que se señalan:


“El testigo que se negare sin justa a declarar, podrá ser mantenido en arresto hasta que preste su declaración. Con todo el arresto no podrá en caso alguno extenderse por más de cinco días.


Lo previsto en los incisos precedentes se entiende sin perjuicio de la responsabilidad penal que pudiere afectar al testigo rebelde.


La Comisión procedió, por unanimidad, a rechazar este número como consecuencia de lo acirdado al tratar el artículo 2º de este proyecto. 

Número 33.-


Modifica el artículo 314, disposición que establece en su inciso primero que el ministerio público y los demás intervinientes, podrán presentar informes elaborados por peritos de su confianza y solicitar que se les cite al juicio oral, acompañando los comprobantes que acreditaren la idoneidad del perito.


El Senado propone agregar, después de la palabra “solicitar, lo siguiente: “en la audiencia de preparación del juicio oral”.


Se aprobó sin debate, por unanimidad, en los mismos términos.

Número 34.-


Agrega un inciso final al artículo 315, norma que señala que sin perjuicio de que los peritos deben concurrir al tribunal a declarar acerca del contenido de su informe, ´éste deberá entregarse por escrito y deberá contener la descripción de la persona o cosa que fuere objeto del peritaje; la relación circunstanciada de todas las operaciones practicadas y su resultado, y las conclusiones que, de acuerdo a los datos consignados en el informe, formularen los peritos de acuerdo a los principios de su ciencia o arte.


El Senado propone agregar un inciso final del siguiente tenor:


“No obstante, de manera excepcional, las pericias consistentes en análisis de alcoholemia, de ADN y aquellas que recaigan sobe sustancias estupefacientes o psicotrópicas, así como cualquiera otra que, por su estandarización o mecanización, ofrezca suficientes garantías de autenticidad en su producción y claridad en sus resultados, podrán ser incorporadas al juicio oral en base al informe respectivo. Sin embargo, si alguna de las partes planteara una línea de examen concreta, relevante y plausible, la comparecencia del perito no podrá ser substituida por la presentación del informe.” 


Los representantes de la Defensoría propusieron substituir la proposición del Senado por la siguiente, la que agrega tres nuevos incisos al artículo 315:


“Excepcionalmente, cuando el perito citado a audiencia manifestare la imposibilidad de asistir a ella por incapacidad física o por encontrarse en una región diversa a la de la celebración del juicio, el interviniente que solicitare su comparecencia podrá requerir la utilización del sistema de videoconferencia para recibir la declaración del perito.


Para los efectos del inciso anterior el deponente deberá declarar desde la sede del tribunal de juicio oral más próximo al lugar donde se encuentre, este tribunal deberá comprobar la identidad del deponente. El tribunal ante el cual se ventile el juicio deberá tomar al perito el juramento de rigor, a continuación, prestará declaración. Podrán encontrarse presentes en el lugar de la declaración, representantes de los intervinientes en el juicio.


Las normas establecidas en los dos incisos precedentes se aplicarán, también, en los casos de juicio simplificado.”.


Los representantes de la Defensoría hicieron presente que la proposición del Senado envolvía el riesgo de convertir el juicio en una lectura de documentos, afectando el principio de la oralidad y la producción de prueba en el juicio oral. La proposición que hacían comprendía la posibilidad de rendir la prueba sin la presencia del perito, estimando que la videoconferencia que proponían, no afectaba el principio de la inmediación. 


Los representantes del Ministerio de Justicia hicieron presente que muchas de estas probanzas, especialmente las alcoholemias y las pruebas de ADN, no consistían en otra cosa mas que en la anotación efectuada por el experto de los resultados de una operación científica efectuada con un instrumental técnico, por lo que no parecía necesaria la presencia misma del perito en el juicio. Lo que se buscaba con la proposición del Senado, era permitir que los juicios se llevaran a cabo sin dificultades y no se produjeran dilaciones en atención a la imposibilidad de llevar a los distintos lugares en que se encontraren los tribunales, a los pocos peritos con que cuentan los institutos públicos que operan al respecto.


La Diputada señora Guzmán y el Diputado señor Ceroni estimaron que, normalmente, en las pericias existen márgenes de error que sólo pueden ser resueltas mediante la contrainterrogación personal efectuada al especialista por parte de quien impugna los resultados, sin perjuicio, además, que la proposición del Senado redundaría en algo que no se quería en la reforma, es decir, la lectura de exámenes por muy mecanizada que haya sido su elaboración.


Finalmente, la Comisión acoger la proposición del Senado, prescindiendo del carácter estandarizado o mecanizado de la elaboración de las pericias y permitiendo la posibilidad de exigir la comparecencia del mismo mediante petición fundada.


El texto de este número quedó como sigue:

34) Introdúcese, en el artículo 315, el siguiente inciso final:


“No obstante, de manera excepcional, las pericias consistentes en análisis de alcoholemia, de ADN y aquellas que recaigan sobe sustancias estupefacientes o psicotrópicas, podrán ser incorporadas al juicio oral en base al informe respectivo. Sin embargo, si alguna de las partes lo solicitara fundadamente, la comparecencia del perito no podrá ser substituida por la presentación del informe.” 

Número 35.-


Modifica el artículo 316, disposición que señala que el tribunal admitirá los informes y citará a los peritos cuando, además de los requisitos generales para la admisibilidad de la probanza, estime que los peritos otorgan suficiente garantía de seriedad y profesionalismo.


Su inciso segundo imputa los honorarios y gastos que ocasione la probanza a quien presente a los peritos.


Su inciso tercero permite al juez relevar total o parcialmente a la parte del pago de estas remuneraciones cuando estime que no cuenta con los medios suficientes para ello , o cuando tratándose del imputado, la no realización e la diligencia pudiere redundar en una notaria situación de desequilibrio en sus posibilidades de defensa.


La proposición del Senado se limitó a substituir la palabra “tribunal” las dos veces que figura en el inciso primero, por “juez de garantía”.


La Comisión estimó obvia esta modificación, pero por las mismas razones la extendió también al inciso tercero de esta norma, quedando su texto como sigue:

35) Reemplázase en los incisos primero y tercero del artículo 316, la palabra “tribunal”, todas las veces que aparece, por la siguiente: “juez de garantía”.

Número 36.- (se suprime).


Modifica el artículo 319, norma que dispone que la declaración de los peritos en la audiencia del juicio oral se regirá por las normas del artículo 329 y supletoriamente por las establecidas para las declaraciones de testigos.


Su inciso segundo agrega que si el perito se negare a declarar, se le aplicará lo dispuesto para los testigos en el artículo 299 inciso segundo.


El Senado propone suprimir, en el inciso segundo, las expresiones “inciso segundo”.


La Comisión procedió a rechar, por unanimidad este número como consecuencia de lo acordado respecto del artículo 2º de este proyecto. 

Número nuevo.- (pasó a ser 36).


A proposición de los representantes del Ministerio de Justicia, la Comisión trató una modificación al artículo 325, disposición que se refiere a la apertura del juicio oral, la que en la parte pertinente a este número señala que el presidente de la sala, luego de señalar las acusaciones que serán materia del juicio, advertir al acusado de eatar atento y disponer el abandono de la sala de audiencia de peritos y testigos, procederá, según lo señala su inciso tercero, a dar la palabra al fiscal para que exponga su acusación, y luego al querellante para que la sostenga comom también la demanda civil si la hubiere interpuesto.


Al debatirse las modificaciones al artículo 338, y de acuerdo a lo que al respecto se aprobó, los representantes del Ministerio de Justicia hicieron presente que si se admitía la participación del actor civil en los alegatos de clausura del juicio oral, debería, por razones de concordancia, admitírsele también en los alegatos de apertura, opinión con la que coincidió la Comisión por unanimidad, quedando el texto de este nuevo número como sigue:

36) Substitúyese el inciso tercero del artículo 325 por el siguiente:


“Seguidamente concederá la palabra al fiscal, para que exponga su acusación, al querellante para que sostenga la acusación, así como la demanda civil si la hubiere interpuesto, y al actor civil.

Número nuevo. (pasó a ser 37)


A proposición de los representantes del Ministerio de Justicia, la Comisión procedió a tratar una modificación para incorporar un inciso final al artículo 329, norma que regla la participación de los testigos y peritos en la audiencia del juicio oral.


La proposición señala lo siguiente:


“37) Agrégase un inciso final en el artículo 329 del siguiente tenor:


“Los testigos y peritos que, por algún motivo grave y difícil de superar no pudieren comparecer a declarar a la audiencia del juicio, podrán hacerlo a través de videoconferencia o a través de cualquier otro medio tecnológico apto para su examen y contraexamen. Para estos efectos, la parte que los presente justificará su petición en una audiencia que será especialmente citada al efecto, debiendo comparecer los testigos o peritos ante el tribunal con competencia en materia penal más cercano al lugar donde se encuentren.”.


Los representantes del Ministerio de Justicia señalaron que la proposición resolvía la situación que se presentaba a testigos y peritos que, estando dispuesto a declarar, se encontraban imposibilitados de concurrir al lugar en que se encontrare el tribunal, agregando que se trataba de una práctica aceptada por los tribunales, especialmente en el caso de los peritos.


No se produjo debate, aprobándosela en los mismos términos, por unanimidad.

Número 37.- (pasó a ser 38).


Modifica el artículo 331, disposición que se refiere a la posibilidad de dar lectura a los registros en que constaren anteriores declaraciones de testigos, peritos o imputados, señalando en su letra a) que ello podrá tener lugar cuando se tratare de declaraciones de testigos o peritos que hubieren fallecido o caído en incapacidad física o mental, o estuvieren ausentes del país, o se ignorare su residencia o, por cualquier motivo difícil de superar, no pudieren declarar, siempre que sus declaraciones hubieren sido recibidas por el juez de garantía en una audiencia de prueba formal, conforme lo dispuesto por los artículos 191 y 280 ( prueba anticipada ante el juez de garantía y el tribunal oral, respectivamente).


La proposición del Senado consiste en substituir en el encabezamiento, en el subtítulo, la palabra “Lectura” por “Reproducción” y en el texto mismo, agregar después de las palabras “Podrá darse lectura”, los términos “o reproducirse”.


En la letra a) propone agregar, después de la mención del artículo 191, el artículo 192, norma que se refiere a la prueba anticipada en el extranjero.


Se aprobó sin debate, por unanimidad, en los mismos términos.

Número 38.- (pasó a ser 39).


Modifica el artículo 338, norma que se refiere al alegato final y clausura de la audiencia del juicio oral, señalando en su inciso primero que una vez concluida la recepción de las pruebas, el juez presidente otorgará sucesivamente la palabra al fiscal, al acusador particular y al defensor para que expongan sus conclusiones. Su inciso segundo señala que luego, dará la palabra al fiscal y al defensor para que repliquen respecto de las conclusiones planteadas por las demás partes.


La proposición del Senado incorpora en el inciso primero al actor civil entre quienes podrán hacer uso de la palabra, y en el inciso segundo, al acusador particular y al actor civil.


La Diputada señora Guzmán objetó la inclusión del actor civil en los alegatos de clausura, toda vez que, a su juicio, se produciría una distorsión por cuanto se estaría introduciendo el elemento civil en un juicio netamente criminal. Por otra parte, la víctima coincidiría con el acusador particular. 


Los representantes del Ministerio Público hicieron presente que no siempre se daba tal coincidencia, porque bien podía ser que la víctima no se querellara, teniendo sólo el carácter de actor civil.


Finalmente, la Comisión coincidió con la opinión del Diputados señor Bustos, quien estimó que negar la participación del actor civil equivalía a dejar en nada la protección de la víctima, procediendo, en consecuencia, a aprobar el número, por mayoría de votos ( 4 votos a favor y 2 en contra) en los mismos términos.

Número 39.- (pasó a ser 40)


Modifica el artículo 344, norma que se refiere al plazo para la redacción de la sentencia, señalando en su inciso primero que al pronunciarse sobre la absolución o condena el tribunal podrá diferir la redacción del fallo y, en su caso, la determinación de la pena, hasta por cinco días, fijando la fecha de la audiencia en que tendrá lugar la lectura de la sentencia. Agrega la norma que el transcurso del plazo sin que hubiere tenido lugar la audiencia de lectura, constituirá falta grave que deberá sancionarse disciplinariamente. Sin perjuicio de lo anterior, deberá citarse a una nueva audiencia de lectura de la sentencia, la que no podrá tener lugar luego del séptimo día de la comunicación de la decisión sobre absolución o condena. Transcurrido este nuevo plazo sin que se diere lectura a la sentencia, se producirá la nulidad del juicio, salvo que la decisión hubiere sido la de absolución del acusado. Añade el inciso que si fueren varios los acusados y se hubiere absuelto a alguno, la repetición del juicio sólo comprenderá a los que hubieren sido condenados.


Su inciso segundo agrega que el vencimiento del plazo adicional, sea que se produzca o no la nulidad del juicio, constituirá respecto de los jueces una nueva infracción que deberá sancionarse disciplinariamente.


La modificación propuesta por el Senado agrega un inciso tercero a este artículo del siguiente tenor:


“Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos precedentes, si el juicio hubiere durado más de cinco días, el tribunal tendrá un día extra para dar lectura a su fallo por cada dos nuevos días de audiencia. Si a su vencimiento no se hubiere dado lectura a la sentencia, se aplicarán las sanciones a que se refieren los incisos anteriores, con estos nuevos plazos.”.


Respecto de esta modificación, la Comisión se hizo eco de la opinión del profesor señor Boffil, quien sostuvo que si lo que se buscaba era extender el plazo concedido a los jueces para redactar la sentencia, cuando el procedimiento había tenido una duración más prolongada, lo lógico era incluir ese mayor plazo en el inciso primero, a continuación de la regla general, sin perjuicio, además, de observar el incorrecto uso de algunos términos de acuerdo a la técnica legislativa.


De conformidad a lo anterior, la Comisión procedió, por unanimidad, a dar la siguiente redacción a este número:

40) Substitúyese el inciso primero del artículo 344 por el siguiente:


“Artículo 344.- Plazo para redacción de la sentencia. Al pronunciarse sobre la absolución o condena, el tribunal podrá diferir la redacción del fallo y, en su caso, la determinación de la pena hasta por un plazo de cinco días, fijando la fecha de la audiencia en que tendrá lugar su lectura. No obstante, si el juicio hubiere durado más de cinco días, el tribunal dispondrá, para la fijación de la fecha de la audiencia de lectura, de un día adicional por cada dos de exceso de duración del juicio. El transcurso de estos plazos sin que hubiere tenido lugar la audiencia citada, constituirá falta grave que deberá ser sancionada disciplinariamente. Sin perjuicio de ello, se deberá citar a una nueva audiencia de lectura de la sentencia, la que en caso alguno podrá tener lugar después del séptimo día a contar desde la fecha fijada para la primera. Transcurrido este plazo adicional sin que se diere lectura a la sentencia se producirá la nulidad del juicio, a menos que la decisión hubiere sido la de absolución del acusado. Si, siendo varios los acusados, se hubiere absuelto a alguno de ellos, la repetición del juicio sólo comprenderá a quienes hubieren sido condenados. 

Número nuevo.- (pasó a ser 41).


A proposición de los representantes de la Defensoría, la Comisión trató una modificación para substituir el artículo 345, norma que se refiere a la determinación de la pena, señalando que una vez pronunciada la decisión de condena, el tribunal podrá, si lo considera necesario, citar a una audiencia con el fin de abrir debate sobre los factores relevantes para la determinación y cumplimiento de la pena que señalará. En todo caso, la celebración de esta audiencia no alterará los plazos señalados en el artículo anterior.


La Defensoría propuso substituir este artículo por el siguiente:


“Artículo 345.- Determinación de la pena. Pronunciada la decisión de condena, el tribunal citará a una audiencia, con el fin de abrir debate sobre los factores relevantes para la determinación y cumplimiento de la pena, salvo que todos los intervinientes manifestaren su voluntad de prescindir de ella. A esta audiencia las partes podrán concurrir con los medios de prueba en que funden sus alegaciones. En todo caso, la realización de esta audiencia no alterará los plazos previstos en el artículo anterior.”.


Los representantes del Ministerio Público manifestaron su disconformidad con las expresiones “medios de prueba” , las que estimaron contradictorias porque la única probanza que se puede tener como base, es la rendida en el juicio oral. Tampoco concordaron con el carácter imperativo de la norma, porque la redacción facultativa dada al actual artículo 345 resultaba coherente con otras disposiciones como la contenida en el artículo 343, disposición que debería modificarse de aceptarse esta nueva redacción.


Los representantes del Ministerio de Justicia hicieron presente que de acuerdo al inciso final del artículo 343, el hecho punible debe encontrarse determinado en el juicio oral, como también las circunstancias modificatorias de responsabilidad penal conectadas a ese hecho, por lo que lo único que podría considerarse en esta audiencia, serían las circunstancias modificatorias ajenas a ese hecho, a que se refiere el citado inciso del artículo 343. Agregaron que parecía lógico que en el debate de determinación de la pena, pudieran acompañarse antecedentes relacionados con tales circunstancias..


Conforme a lo anterior, la Comisión procedió a acoger, por unanimidad, la proposición de la Defensoría sin más cambios que la substitución de los términos “medios de prueba” por “antecedentes”.


Este número quedó como sigue:


“41) Substitúyese el artículo 345 por el siguiente:


“Artículo 345.- Determinación de la pena. Pronunciada la decisión de condena, el tribunal citará a una audiencia, con el fin de abrir debate sobre los factores relevantes para la determinación y cumplimiento de la pena, salvo que todos los intervinientes manifestaren su voluntad de prescindir de ella. A esta audiencia las partes podrán concurrir con los antecedentes en que funden sus alegaciones. En todo caso, la realización de esta audiencia no alterará los plazos previstos en el artículo anterior.”.

Número 40.- (pasó a ser 42)


Modifica el artículo 346, disposición que se refiere a la audiencia de lectura de la sentencia, señalando que una vez redactada ésta, se procederá a darla a conocer en la audiencia fijada al efecto, oportunidad a contar de la cual se entenderá notificada a todas las partes, aun cuando no asistieren a la misma.


El Senado propone substituir, en el subtítulo, la palabra “lectura” por “comunicación”.


Se aprobó sin debate, por unanimidad, sólo con modificaciones formales, de acuerdo al siguiente texto:


“42) Substitúyese, en el artículo 346, los términos “lectura de “ por los siguientes; “comunicación de la”.

Número 41.- (pasó a ser 43).


Modifica el artículo 347, disposición que señala que una vez comunicadas a las partes la decisión absolutoria, el tribunal dispondrá, en forma inmediata, el alzamiento de las medidas cautelares personales que se hubieren decretado en contra del acusado y ordenará se tome nota del alzamiento en todo índice o registro público o policial en que figuraren. Agrega que también deberán cancelarse las garantías de comparecencia que se hubieren otorgado.


El Senado propone substituir en el subtítulo las palabras “Sentencia absolutoria” por “Decisión absolutoria”.


No siendo la modificación más que una corrección de un error, se aprobó sin debate, por unanimidad, en los mismos términos.

Número 42.- (pasó a ser 44).


Modifica el artículo 348, norma que establece que la sentencia condenatoria fijará las penas y se pronunciará sobre la eventual aplicación de alguna de las medidas cautelares alternativas a la privación o restricción de la libertad previstas en la ley.


Su inciso segundo agrega que la sentencia que condenate a una pena temporal deberá expresar con toda precisión el día desde el cual empezará ésta a contarse y fijará el tiempo de detención o prisión preventiva que deberá servir de abono para su complemento.


Su inciso tercero añade que dicha sentencia dispondrá también el comiso de los instrumentos o efectos del delito o su restitución, cuando fuere procedente.


Su inciso cuarto previene que cuando se hubiere declarado falso, en todo o en parte, un instrumento público, el tribunal, junto con su devolución, ordenará que se le reconstituya, cancele o modifique de acuerdo con la sentencia.


El Senado propone:

1º
intercalar en el inciso segundo, después de la palabra “detención”, los términos “privación de libertad, total o parcial”.

2º
agregar un inciso final del siguiente tenor:


“Cuando se pronunciare la decisión de condena, el tribunal podrá, asimismo. Disponer de oficio la revisión de las medidas cautelares personales, atendiendo al tiempo transcurrido y a la pena probable.”.


Los representantes del Ministerio de Justicia propusieron intercalar, luego de la forma verbal “fijará” que figura en el inciso segundo, la expresión “proporcionalmente”, por cuanto para los efectos del abono de tiempo, deja al juez la posibilidad de apreciar en forma discrecional el lapso concreto que la persona ha estado privada de libertad. Así, en el caso del arresto domiciliario, que puede ser total o parcial, quedaría al criterio del magistrado, en el caso de ser total, considerar cada día como uno entero o sólo como medio día.


La Comisión, sin mayor debate, concordó por unanimidad con la proposición del Ministerio de Justicia para el inciso segundo, y aprobó, también por unanimidad, en iguales términos, el inciso final propuesto por el Senado.


El texto de este número quedó como sigue:


“44) Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 348:

a)
Substitúyese, en el inciso segundo, la frase “el tiempo de detención” por lo siguiente: “proporcionalmente el tiempo de detención, privación de libertad total o parcial “.

b)
Agrégase el siguiente inciso final:


“Cuando se pronunciare la decisión de condena, el tribunal podrá, asimismo, disponer de oficio la revisión de las medidas cautelares personales, atendiendo al tiempo transcurrido y a la pena probable.”.

Número nuevo.- (pasó a ser 45).


A proposición de la Defensoría, la Comisión procedió a analizar una modificación a la letra a) del artículo 373, disposición que señala los casos en que procede la declaración de nulidad del juicio oral y e la sentencia, señalando, en su letra a), que ello ocurre cuando, en la tramitación del juicio o en el pronunciamiento de la sentencia, se hubieren infringido substancialmente derechos o garantías asegurados por la Constitución o por los tratados internacionales ratificados por Chile, que se encuentren vigentes.


La Defensoría propuso substituir en dicha letra los términos “tramitación del juicio” por la frase “cualquier etapa del procedimiento”.


Fundó su proposición en que tratándose del recurso de nulidad, la Corte Suprema ha interpretado que para que sea procedente el recurso, la vulneración de garantías debe darse sólo en la tramitación del juicio o en la dictación de la sentencia, pero no durante la etapa de investigación, lo que tiene relación con la norma del artículo 277 que sólo permite a la Fiscalía apelar de la exclusión de pruebas hechas por el juez de garantía, pensando, en lo que se refiere a la defensa, en un posterior recurso de nulidad.


Los representantes del Ministerio Público sostuvieron que la interpretación de la Corte era correcta por cuanto la proposición de la Defensoría iría en contra de una serie de normas legales, sin perjuicio, además, de que las disposiciones que permiten alegar la nulidad en la etapa de la investigación, se encontraban en los artículos 159 y siguiente del Código. Más aún, el artículo 160 presumía de derecho la existencia de perjuicios cuando la infracción impedía el ejercicio de derechos amparados por la Constitución o las leyes. Añadieron a lo anterior, que acoger la proposición de la Defensoría redundaría en una considerable ampliación de la competencia de la Corte Suprema.


Los representantes del Ministerio de Justicia recordaron que era requisito para la procedencia del recurso de nulidad, su preparación. En consecuencia, si la defensa no hizo valer en su momento el incidente de nulidad, se entiende que no se preparó el recurso y, por lo mismo, sería inadmisible. A su juicio, la proposición de la Defensoría, salvaba un vació de la legislación.


La Comisión, por unanimidad, aprobó la proposición de la Defensoría.


El texto de este número quedó como sigue:

45) Substitúyese en la letra a) del artículo 373 la frase “tramitación del juicio” por la siguiente: “cualquier etapa del procedimiento”.

Numero 43.- (pasó a ser 46)


Modifica el artículo 384, norma que dispone que la Corte deberá fallar el recurso dentro de los veinte días siguientes a la fecha en que hubiere terminado de conocer de él.


Su inciso segundo agrega que en la sentencia deberán exponerse los fundamentos que sirvieren de base a la decisión; pronunciarse sobre las cuestiones controvertidas, salvo que se asociare el recurso, caso en el cual se limitará a las causales que le hubieren sido suficientes, y declarar si es o no nulo el juicio oral y la sentencia definitiva reclamadas o si solamente es nula la sentencia.


El Senado propone agregar un inciso final del siguiente tenor:


“El fallo del recurso se dará a conocer con la audiencia indicada al efecto, con la lectura de su parte resolutiva o de una breve síntesis de la misma.”


Se aprobó sin debate, por unanimidad, en los mismos términos.

Número 44.- (pasó a ser 47).


Introduce dos modificaciones al artículo 385, disposición que establece que la Corte podrá invalidar sólo la sentencia y dictar, sin nueva audiencia pero separadamente, la sentencia de reemplazo que se conforman a la ley, si la causal de nulidad no se refiere a formalidades del juicio ni a los hechos y circunstancias que se hubieren dado por probados, sino que se debiere a que el fallo calificó de delito un hecho que la ley no considerare como tal, o aplicado una pena cuando no procediere aplicar pena alguna, o hubiere impuesto una pena superior a la que legalmente correspondiere.


El Senado propone las siguientes modificaciones:

a)
intercalar, después de la palabra “superior” los términos “o inferior”, y

b)
agregar un inciso segundo del siguiente tenor:


“La sentencia de reemplazo reproducirá las consideraciones de hecho, los fundamentos de derecho y las decisiones de la resolución anulada, que no se refieran a los puntos que hubieren sido objeto del recurso o que fueran incompatibles con la resolución recaída en él, tal como se han dado por establecidos en el fallo recurrido.”.

Los representantes del Ministerio de Justicia propusieron suprimir la letra a) de esta modificación, argumentando que el texto actual del artículo 385 plantea la situación de haberse aplicado en la sentencia un a pena mayor a la que legalmente correspondiera, circunstancia que justificaría la nulidad de la sentencia y la dictación de una de reemplazo porque favorecería al acusado. A la........ de acuerdo a la propuesta del Senado, la nulidad de la sentencia y su posterior reemplazo, también debiera tener lugar por haberse aplicado una pena inferior a la que correspondería, pero , en este caso, no obstante no alterar los hechos establecidos en la sentencia, se estaría frente a una primera sentencia que, por ser de reemplazo, no sería recurrible, situación que al decir del profesor señor Boffil, constituiría una afectación inadmisible al derecho al recurso, según lo señala la Convención Interamericana de Derechos Humanos.


Los representantes del Ministerio Público argumentaron a favor de la propuesta del Senado porque no afectaba los hechos y circunstancias probadas en el juicio, sino, simplemente, la aplicación de una pena inferior a la que legalmente correspondiera. Recordaron que en el caso de acogerse la nulidad del juicio, la sentencia que se dictara en el nuevo tampoco era recurrible y, sin embargo, no se afectaba el derecho al recurso.


Los representantes de la Defensoría, mediante una indicación alternativa, complementaron la proposición senatorial, limitándola al hecho de que la pena inferior aplicada, fuera la consecuencia de una errada aplicación de las reglas del Código Penal para la determinación de la pena.


Finalmente, la Comisión, atendiendo el parecer del Diputado señor Bustos quien señaló que apoyaría la proposición sin el Código Penal fuera de una precisión matemáticas para la determinación de la pena, cosa que no ocurría, acordó, por unanimidad, acoger la proposición de los representantes del Ministerio de Justicia y rechazar, por unanimidad la letra propuesta por el Senado.


La letra b) se aprobó, sin debate, por unanimidad.


El texto de este número quedó como sigue:

47) Agrégase, en el artículo 385, el siguiente inciso segundo:


“La sentencia de reemplazo reproducirá las consideraciones de hecho, los fundamentos de derecho y las decisiones de la resolución anulada, que no se refieran a los puntos que hubieren sido objeto del recurso o que fueran incompatibles con la resolución recaída en él, tal como se hubieren dado por establecidos en el fallo recurrido.”.

Número 45.- (pasó a ser 48)


Modifica el artículo 390, norma que señala fue recibida por el fiscal la denuncia de un hecho constitutivo de alguno de los delitos a que se refiere el artículo 388 (faltas y simples delitos con pena no superior a presidio o reclusión menores en su grado mínimo), solicitará del juez de garantía la inmediata citación a juicio, a menos que fueren insuficientes los antecedentes aportados, se encontrare extinguida la responsabilidad penal del imputado o el fiscal decidiere aplicar la facultad que le concede el artículo 170 (no iniciar la persecución penal o abandonar la ya iniciada por aplicación del principio de oportunidad).


Su inciso segundo agrega que tratándose de las faltas señaladas en los artículo 494, Nº 5 y 496, Nº 11, del Código Penal, sólo podrán efectuar el requerimiento precedente las a quienes correspondiere la titularizad de la acción conforme a lo dispuesto en los artículos 54 y 55.


El Senado propone intercalar dos nuevos incisos a continuación del primero, del siguiente tenor:


“El fiscal podrá sustituir por un requerimiento la formalización de la investigación que ya hubiere realizado, en cuyo caso el juez deberá ordenar la prosecución del proceso conforme a las reglas de este Título.


Asimismo, si habiendo presentado acusación, la pena requerida no excede de presidio o reclusión menores en su grado mínimo y no es posible llevar el caso al procedimiento abreviado, la acusación se tendrá como requerimiento y la audiencia de preparación del juicio oral se conformará a lo previsto en este Título, citándose al término de la misma al juicio simplificado correspondiente.”.


Respecto a esta norma, el profesor Boffia señaló que la ampliación del ámbito del procedimiento simplificado, destinado en un principio nada más que a las faltas, a ciertos simples delitos, se habría hecho sin una adecuada adaptación de las normas del Título I del Libro Cuarto del Código. Por ello, la proposición senatorial para sustituir una formalización de la investigación ya efectuada, por un requerimiento, incurriría en un error conceptual, toda vez que el requerimiento del procedimiento simplificado no equivale a la formalización del procedimiento ordinario, sino que, en todo caso, a la acusación del fiscal una vez cancelada la investigación, prueba de ello es que inciso primero de este artículo indica que el fiscal solicitará al juez de garantía la citación inmediata a juicio.


Por otra parte, el verdadero sentido de lo que se pretende en este inciso, no sería sustituir una actuación por otra, sino permitir que una investigación iniciada conforme a las normas del procedimiento ordinario, pueda continuarse de acuerdo a las reglas del procedimiento simplificado, proposición que le parecía innecesaria porque nada impediría tal cambio. 


Igualmente, el nuevo inciso tercero que se propone partiría de la base que la fiscalía presentara una acusación, requiriendo una pena que no excediera de presidio o reclusión menores en su grado mínimo, cuestión que no sería posible porque tales requerimientos están sometidos al procedimiento simplificado, el que es de competencia del juez de garantía.


No obstante estas observaciones, la Comisión acogió la exposición de los representantes del Ministerio de Justicia en cuanto a que el proyecto no había recogido ninguna cuestión relacionada con las materias de carácter orgánico, entre otras razones, por las distintas posiciones que se dan al respecto en el seno del Poder Judicial.


En atención a lo anterior, procedió a tratar una indicación de la Diputada Guzmán para sustituir en el inciso primero la palabra “juicio” por “audiencia” y para agregar un inciso segundo del siguiente tenor:


“De igual manera, cuando los antecedentes lo ameriten y hasta la deducción de la acusación, el fiscal podrá dejar sin efecto la formalización de la investigación que ya hubiere realizado de acuerdo con lo previsto en el artículo 230, y proceder conforme a las reglas de este título.”.


Explicó la Diputada su indicación, señalando que ella obedecía al propósito de agilizar el procedimiento y evitar en el caso de, existir antecedentes que lo justifiquen, tener que continuar con el procedimiento ordinario.


La Comisión aprobó por unanimidad ambas proposiciones, acordando agregar la segunda como párrafo final del inciso primero, y acogiendo, por igual quórum, el nuevo inciso tercero propuesto por el Senado, el que quedó, en definitiva como segundo.


El texto de este número quedó como sigue:

48) Modifícase el artículo 390 en los siguientes términos:

a)
Substitúyese en el inciso primero la palabra “juicio” por “audiencia” y agrégase el siguiente párrafo final:


“De igual manera, cuando los antecedentes lo ameriten y hasta la deducción de la acusación, el fiscal podrá dejar sin efecto la formalización de la investigación que ya hubiere realizado de acuerdo con lo previsto en el artículo 229, y proceder conforme a las reglas de este título.”.

b)
Agrégase el siguiente inciso segundo, pasando el actual a ser tercero:


“Asimismo, si habiendo presentado acusación, la pena requerida no excede de presidio o reclusión menores en su grado mínimo y no es posible llevar el caso al procedimiento abreviado, la acusación se tendrá como requerimiento y la audiencia de preparación del juicio oral se conformará a lo previsto en este Título, citándose al término de la misma al juicio simplificado correspondiente.”.

Número 46 (pasó a ser 49)


Modifica el artículo 391, el que trata del contenido del requerimiento, señalando que debe indicarse la individualización del imputado; una relación sucinta del hecho que se le atribuye, con indicación del tiempo y lugar de comisión; la cita de la disposición legal infringida; la exposición de los antecedentes o elementos que fundan la imputación, y la individualización y la firma del requirente.


El Senado propuso agregar una nueva mención intercalando la siguiente letra e):


“e) La pena solicitada por el requirente, y”.


Se aprobó sin debate, por unanimidad, en iguales términos.

Número 47 (pasó a ser 50)


Modifica el artículo 393, norma que en su inciso primero, dispone que una vez recibido el requerimiento, el tribunal ordenará su notificación al imputado y citará a todos los intervinientes al juicio, el que no podrá tener lugar antes de veinte ni después de cuarenta días contados desde la fecha de la resolución. Agrega la norma que el imputado deberá ser citado con, a lo menos, diez días de anticipación a la fecha de la audiencia. La citación del imputado se hará bajo el apercibimiento señalado en el artículo 33 y a la misma se acompañarán copias del requerimiento y las de querellas en su caso.


El Senado propone reemplazar el subtítulo de este artículo por el siguiente :”Citación a audiencia” y sustituir la frase “citará a todos los intervinientes al juicio” por “citará a todos los intervinientes a la audiencia a que se refiere el artículo 395 bis”.


Se aprobó sin debate, por haberse retirado la única indicación presentada, por unanimidad, solo con adecuaciones de forma.

Número 48 (pasó a ser 51)


Modifica el artículo 394, disposición que establece que al inicio de la audiencia el tribunal efectuará una breve relación del requerimiento y de la querella, en su caso. Cuando se encontrare presente la víctima, el juez instruirá a ésta y al imputado sobre la posibilidad de poner término al procedimiento de conformidad a lo previsto en el artículo 241 (acuerdos reparatorios), si ello procediere atendida la naturaleza del hecho punible materia del requerimiento.


El Senado propuso agregar un párrafo final a este artículo del siguiente tenor:


“Asimismo, el fiscal podrá proponer la suspensión condicional del procedimiento, si se cumplieren los requisitos del artículo 237.”.


Se aprobó sin debate, por unanimidad, en iguales términos.

Número 49 (pasó a ser 52)


Modifica el artículo 395, norma que en su inciso primero señala que vez efectuado lo prescrito en el artículo anterior, el tribunal preguntará al imputado si admitiere responsabilidad en los hechos contenidos en el requerimiento o si, por el contrario, solicitare la realización del juicio.


Su inciso segundo agrega que si el imputado admitiere su responsabilidad en el hecho y no fueren necesarias otras diligencias, el tribunal dictará sentencia inmediatamente. En estos casos el juez aplicará únicamente pena de multa, a menos que concurrieren antecedentes calificados que justificaren la imposición de una pena de prisión, los cuales se harán constar en la sentencia. Con todo, la imposición de la pena de prisión no procederá si, al dirigirle la pregunta a que se refiere el inciso primero, el juez no le hubiere advertido acerca de esta posibilidad.


El Senado propone sustituir al inciso segundo por el siguiente:


“Si el imputado admitiere su responsabilidad en el hecho, el tribunal dictará sentencia inmediatamente. En estos casos, el juez no podrá imponer una pena superior a la solicitada en el requerimiento, permitiéndose la incorporación de antecedentes que sirvan al efecto de acreditar circunstancias modificatorias de responsabilidad penal, para la determinación de la pena a aplicar.”.


Los representantes del Ministerio de Justicia plantearon agregar un párrafo final al inciso segundo propuesto por el Senado, del siguiente tenor:


“Para los efectos de lo dispuesto en el presente inciso, el fiscal podrá modificar la pena requerida con la finalidad de que el imputado admita su responsabilidad.”.


Al respecto surgió un debate con los representantes de la Defensoría, partidarios de suprimir la idea de admitir responsabilidad en el hecho, limitándolo a un reconocimiento de los hechos del requerimiento, agregando que la admisión de responsabilidad en los mismos constituiría una atenuante muy calificada.


Sobre este punto, los representantes del Ministerio de Justicia sostuvieron que tal idea pretendía aplicar al procedimiento simplificado, las normas del procedimiento abreviado, cuestión diferente.


Añadieron que lo que se buscaba con la proposición que hacían, era incentivar al imputado a admitir su responsabilidad en los hechos, mediante la posibilidad de que el fiscal modificare la pena requerida. Se trataba, en otras palabras de una negociación en que se pedía al imputado admitir responsabilidades a cambio de una rebaja de la pena. Añadieron que el texto propuesto por el Senado redundaría en un desinterés del imputado en reconocer responsabilidad porque ello no le significaría beneficio alguno.


Finalmente el Diputado Bustos propuso agregar al párrafo sugerido por los representantes del Ministerio de Justicia al final del inciso primero, proposición que la Comisión acogió por unanimidad, como asimismo, una indicación del la Diputada Guzmán para sustituir en el mismo inciso la expresión “juicio” por “audiencia”


El nuevo inciso segundo propuesto por el Senado se aprobó en los mismos términos, por unanimidad.


El texto de este número quedó como sigue:


“52) Modifícase el artículo 395 en los siguientes términos:


a)
Introdúcense las siguientes modificaciones en el inciso primero:

1.
Substitúyese la expresión “del juicio” por “de la audiencia”

2.
Agrégase al final del inciso, substituyendo el punto final por un punto seguido, lo siguiente: “Para los efectos de lo dispuesto en el presente inciso, el fiscal podrá modificar la pena requerida con la finalidad de que el imputado admita su responsabilidad.”.

b)
Substitúyese el inciso segundo por el siguiente:


“Si el imputado admitiere su responsabilidad en el hecho, el tribunal dictará sentencia inmediatamente. En estos casos, el juez no podrá imponer una pena superior a la solicitada en el requerimiento, permitiéndose la incorporación de antecedentes que sirvan al efecto de acreditar circunstancias modificatorias de responsabilidad penal, para la determinación de la pena a aplicar.”.

Número 50 (pasó a ser 53)


El Senado propone incorporar un nuevo artículo con el número 395 bis, con la siguiente redacción:


“Artículo 395 bis. Preparación del juicio simplificado. Si el imputado no admitiere responsabilidad, el juez procederá, en la misma audiencia, a la preparación del juicio simplificado, el cual tendrá lugar inmediatamente, si ello fuere posible, o a más tardar dentro de quinto día.


Será especialmente materia de preparación del juicio simplificado, la autorización por parte del juez para admitir la presentación de informes periciales escritos y eximir la comparecencia del perito, cuando dichos informes, por su estandarización o mecanización, ofrezcan suficientes garantías de autenticidad en su producción y claridad en sus resultados. Sin embargo, si alguna de las partes planteara una línea de examen concreta, relevante y plausible, la comparecencia del perito no podrá ser sustituida por la presentación de su informe.”.


El Diputado Bustos fue partidario de dar al inciso segundo una redacción similar a lo acordado para el artículo 315 en lo relativo a la probanza pericial, a fin de evitar contradicciones.


Los representantes del Ministerio de Justicia hicieron presente que dada la naturaleza de este juicio, lo que se quería era que durara lo menos posible, por ello pensaban que se podría tener un poco más de laxitud que en el caso del procedimiento ordinario, opinión con la que no concordaron los representantes de la Defensoría, toda vez que con este procedimiento también podrían perseguirse delitos con una penalidad bastante alta.


Cerrado el debate, se acordó, por unanimidad, aprobar en los mismos términos el inciso primero y dar una redacción similar a la acordada para el artículo 315 al segundo.


El texto de este número es del siguiente tenor:

53) Agrégase el siguiente artículo 395 bis:


“Artículo 395 bis.- Preparación del juicio simplificado. Si el imputado no admitiere responsabilidad, el juez procederá, en la misma audiencia, a la preparación del juicio simplificado, el cual tendrá lugar inmediatamente, si ello fuere posible, o a más tardar dentro de quinto día.


Será especialmente materia de preparación del juicio simplificado, la autorización por parte del juez para que, excepcionalmente, las pericias consistentes en análisis de alcoholemia, de ADN y aquellas que recaigan sobre sustancias estupefacientes o psicotrópicas, puedan ser incorporadas al juicio en base al informe respectivo. Sin embargo, si alguna de las partes lo solicitara fundadamente, la comparecencia del perito no podrá ser substituida por la presentación del informe.”.

Número 51 (pasó a ser 54)


Modifica el inciso primero del artículo 396, que establece que cuando el imputado solicitare la realización del juicio, éste se llevará a cabo de inmediato, dándose lectura al requerimiento del fiscal y a la querella, si la hubiere. En seguida se oirá a los comparecientes y se recibirá la prueba, tras lo cual se preguntará al imputado si tuviere algo que agregar. Con su nueva declaración o sin ella, el juez pronunciará su decisión de absolución o condena, y fijará una nueva audiencia, para dentro de los cinco días próximos, para dar a conocer el texto escrito de la sentencia.


El Senado propone sustituir la frase inicial del inciso primero “Cuando el imputado solicitare la realización del juicio, éste se llevará a cabo de inmediato,” por “El juicio simplificado comenzará”.


Se aprobó sin debate, por unanimidad, en los mismos términos.

Número 52 (se suprime)


Modifica el inciso primero del artículo 398, el que establece que cuando resultare mérito para condenar por el hecho imputado, pero concurrieren antecedentes favorables que no hicieren aconsejable la imposición de la pena al imputado, el juez podrá dictar la sentencia y disponer en ella la suspensión de la pena y sus efectos por un plazo de seis meses. 


El Senado propone sustituir el inciso primero para agregar en el subtítulo, al final, “por Falta” y para reemplazar en el texto los términos “el hecho “por “la falta”.


No obstante que los representantes del Ministerio de Justicia estimaron razonable la proposición del Senado, la Comisión se inclinó por la proposición del Diputado Bustos y de los representantes de la Defensoría, quienes sostuvieron que aplicándose el procedimiento simplificado no sólo a las faltas, sino también a los simples delitos, parecería ilógico aprobar la proposición del Senado.


En consecuencia, se rechazó el número por unanimidad.

Número 53.- (se suprime)


Modifica el artículo 399, disposición que señala que contra la sentencia definitiva sólo podrá interponerse el recuso de nulidad previsto en el Título IV del Libro III. El fiscal requirente y el querellante, en su caso, sólo podrán recurrir si hubieren concurrido al juicio.


El Senado propone intercalar a continuación de la palabra “Tercero”, la oración “En estos casos conocerá siempre, cualquiera sea la causal de nulidad invocada, la Corte de Apelaciones respectiva.”.


Los representantes del Ministerio de Justicia fueron partidarios de suprimir este número por cuanto al establecer que de él debería conocer la Corte Suprema, cualquiera fuera la causal de nulidad invocada, se estaría contrariando el diseña sistemático establecido en el Código para el recurso de nulidad. En efecto, de acuerdo a tal diseño, a la Corte Suprema corresponde conocer de los recursos de nulidad que inciden en infracciones a las garantías constitucionales por corresponder a ella la última palabra en materia de derecho, tal como lo explicita la letra a) del artículo 373. Asimismo, corresponde a ella, ante las distintas interpretaciones de las Cortes de Apelaciones, dilucidar las diferencias a fin de uniformar el derecho y señalar la correcta doctrina acerca del punto en debate.


La proposición de la Defensoría, en cuanto permitiría a las Cortes de Apelaciones conocer de estos recursos, daría lugar a una jurisprudencia diversa en materias relacionadas con las garantías constitucionales, sin que quedara la posibilidad de que la Corte Suprema pudiera unificar la correcta doctrina.


La Comisión, por unanimidad, acogió la opinión de los representantes del Ministerio de Justicia y procedió a suprimir este número.

Número 54.- (pasó a ser 55)


Modifica el artículo 406 , disposición que señala en su inciso primero que se aplicará el procedimiento abreviado para conocer y fallar, en la audiencia del juicio oral, los hechos respecto de los cuales el fiscal requiriere la imposición de una pena privativa de libertad no superior a cinco años de presidio o reclusión menores en su grado máximo, o bien, cualesquiera otras penas de distinta naturaleza, cualquiera fuere su entidad o monto,, ya fueren ellas únicas, conjuntas o alternativas.


Su inciso segundo agrega que para lo anterior, será necesario que el imputado, en conocimiento de los hechos materia de la acusación, y de los antecedentes de la investigación que la fundaren, los acepte expresamente y manifieste su conformidad con la aplicación de este procedimiento.


Su inciso tercero añade que la existencia de varios acusados o la atribución de varios delitos a un mismo acusado, no impedirá la aplicación de las reglas del procedimiento abreviado a aquellos acusados o delitos respecto de los cuales concurrieren los presupuestos señalados en este artículo.


El Senado propone suprimir en este inciso la frase “en la audiencia de preparación del juicio oral”.


La Diputada señora Guzmán presentó una indicación para, junto con cambiar la redacción de la norma, substituir el término “acusación “del inciso segundo por “requerimiento” y para configurar la atenuante de responsabilidad establecida en el artículo 11 Nº 8 del Código Penal, en el caso de darse el presupuesto de aceptación de los hechos por parte del imputado.


Fundamentó su proposición en la necesidad de hacer aplicable y útil el sistema, estableciendo un incentivo para que el imputado reconozca los hechos y, cumpliendo los requisitos de carácter copulativo que establece la norma, pueda configurarse una atenuante de responsabilidad.


Los representantes del Ministerio de Justicia hicieron presente que los objetivos señalados por la Diputada, eran los mismos que se perseguían con el texto senatorial, con la diferencia que no se había querido rearmar todo el procedimiento abreviado, sino que introducir determinadas modificaciones que llevaran en la misma dirección. Por ello, en esta norma, se flexibilizaba la posibilidad de aplicar el procedimiento abreviado, no solamente en la audiencia de preparación del juicio oral sino que desde el inicio del procedimiento hasta la audiencia señalada. En el artículo siguiente, es decir, en el 407 se establecía el incentivo, pero no como el producto de una calificación efectuada por la ley ante el hecho de aceptarse los hechos y los antecedentes de la investigación, sino como una posible circunstancia atenuante que el fiscal puede reconocer.


Cerrado el debate, la Comisión procedió, por unanimidad, a aprobar el texto `propuesto por el Senado, en los mismos términos.

Número 55.- (pasó a ser 56).


Substituye el artículo 407, norma que señala que la solicitud del fiscal para proceder de acuerdo al procedimiento abreviado podrá ser planteada al juez de garantía por escrito, en la oportunidad que señala el artículo 248 o, verbalmente, en la misma audiencia de preparación del juicio oral. En este último caso, el fiscal y el acusador particular, si lo hubiere, podrán modificar su acusación así como la pena requerida, a fin de permitir la tramitación del procedimiento conforme a las normas de este Título.


El Senado propone substituir este artículo por el siguiente:


“Artículo 407.- Oportunidad para solicitar el procedimiento abreviado. Una vez formalizada la investigación, la tramitación de la causa conforme a las reglas del procedimiento abreviado podrá ser acordada en cualquier etapa del procedimiento, hasta la audiencia de preparación del juicio oral.


Si no se hubiere deducido aún acusación, el fiscal y el querellante, en su caso, las formularán verbalmente en la audiencia que el tribunal convoque para resolver la solicitud de procedimiento abreviado, a la que deberá citar a todos los intervinientes. Deducidas verbalmente las acusaciones, se procederá en lo demás en conformidad a las reglas de este Título.


Si se hubiere deducido acusación, el fiscal y el acusador particular podrán modificarla según las reglas generales, así como la pena requerida, con el fin de permitir la tramitación del caso conforme a las reglas de este Título. Para estos efectos, la aceptación de los hechos a que se refiere el inciso segundo del artículo 406 podrá ser considerada por el fiscal como suficiente para estimar que concurre la circunstancia atenuante de colaboración substancial para el esclarecimiento de los hechos, sin perjuicio de las demás reglas que sean aplicables para la determinación de la pena-


Si el procedimiento abreviado no fuere admitido por el juez de garantía, se tendrán por no formuladas las acusaciones verbales realizadas por el fiscal y el querellante, lo mismo que las modificaciones que, en su caso, éstos hubieren realizado a sus respectivos libelos, y se continuará de acuerdo a las disposiciones del Libro Segundo de este Código.”.


El Diputado señor Burgos hizo presente que parecía más apropiado hacer referencia en el inciso tercero a la atenuante del artículo 11 N1 9 del Código Penal, en lugar de la atenuante de colaboración substancial.


Cerrado el debate, se acogió por unanimidad el texto propuesto por el Senado, con la observación formulada por el Diputado señor Burgos.


El texto de este número quedó como sigue:

56) Substitúyese el artículo 407 por el siguiente:


“Artículo 407.- Oportunidad para solicitar el procedimiento abreviado. Una vez formalizada la investigación, la tramitación de la causa conforme a las reglas del procedimiento abreviado podrá ser acordada en cualquier etapa del procedimiento, hasta la audiencia de preparación del juicio oral.


Si no se hubiere deducido aún acusación, el fiscal y el querellante, en su caso, las formularán verbalmente en la audiencia que el tribunal convoque para resolver la solicitud de procedimiento abreviado, a la que deberá citar a todos los intervinientes. Deducidas verbalmente las acusaciones, se procederá en lo demás en conformidad a las reglas de este Título.


Si se hubiere deducido acusación, el fiscal y el acusador particular podrán modificarla según las reglas generales, así como la pena requerida, con el fin de permitir la tramitación del caso conforme a las reglas de este Título. Para estos efectos, la aceptación de los hechos a que se refiere el inciso segundo del artículo 406 podrá ser considerada por el fiscal como suficiente para estimar que concurre la circunstancia atenuante del artículo 11 Nº 9 del Código Penal, sin perjuicio de las demás reglas que sean aplicables para la determinación de la pena-


Si el procedimiento abreviado no fuere admitido por el juez de garantía, se tendrán por no formuladas las acusaciones verbales realizadas por el fiscal y el querellante, lo mismo que las modificaciones que, en su caso, éstos hubieren realizado a sus respectivos libelos, y se continuará de acuerdo a las disposiciones del Libro Segundo de este Código.”.

Número 56.- (pasó a ser 57).


Substituye el artículo 447, norma que dispone que en cualquier estado del procedimiento se podrá conceder la libertad provisional del imputado de acuerdo a las reglas generales, pero el Ministro de la Corte Suprema tomará las medidas que estimare necesarias para evitar la fuga del imputado.


El Senado propone substituir este artículo por el siguiente:


“Artículo 447.- De la modificación, revocación o sustitución de las medidas cautelares personales. En cualquier estado del procedimiento se podrán modificar, revocar o substituir las medidas cautelares personales que se hubieren decretado, de acuerdo a las reglas generales, pero el Ministro de la Corte Suprema tomará las medidas que estimare necesarias para evitar la fuga del imputado.”.


Se aprobó sin debate, por unanimidad, en los mismos términos.

Número 57.- (pasó a ser 58)


Modifica el artículo 470, norma que dispone que una vez transcurridos seis meses desde la fecha de la resolución firme que hubiere puesto término al juicio, sin que hubieren sido reclamadas por su legítimo titular las cosas corporales muebles retenidas y no decomisadas que se encontraren a disposición del tribunal, deberá procederse de acuerdo a lo dispuesto en los incisos siguientes:


Si se tratare de especies, el administrador del tribunal, previo acuerdo del comité de jueces, las venderá en pública subasta. Los mremates se podrán efectuar dos veces al año.


El producto de los remates, así como los dineros o valores retenidos y no decomisados, se destinarán a la Corporación Administrativa del Poder Judicial.


Si se hubiere decretado el sobreseimiento temporal o la suspensión condicional del procedimiento, el plazo señalado en el inciso primero será de un año.


El Senado propone agregar los siguientes incisos quinto y sexto a este artículo:


“El procedimiento señalado en los incisos precedentes, será aplicable también respecto de los bienes que se encuentren bajo la custodia o a disposición del ministerio público, transcurridos, a lo menos, seis meses desde la fecha de las resoluciones a que se refieren los artículos 167, 168, 170 y 248 letra c) de este Código. Para estos efectos, el fiscal podrá las especies a disposición del tribunal.


Lo dispuesto en los incisos anteriores no tendrá aplicación tratándose de especies de carácter ilícito. En tales casos, el fiscal solicitará al juez de garantía que autorice y proceda a su destrucción.”.


Los representantes del Ministerio de Justicia propusieron substituir el nuevo inciso quinto propuesto por el Senado, por el siguiente:


“Las especies que se encuentren bajo la custodia o a disposición del ministerio público, transcurridos a lo menos seis meses desde la fecha en que se dicte alguna de las resoluciones a que se refieren los artículos 167, 168, 170 y 248 letra c) de este Código, serán remitidas a la Dirección General del Crédito Prendario, para que proceda de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo anterior.”.


La Comisión procedió a aprobar por unanimidad la proposición de los representantes del Ministerio de Justicia, agregando luego de la palabra “resoluciones” las expresiones “o decisiones” para evitar posibles interpretaciones en el sentido de que las decisiones administrativas como la de archivo provisional, sean consideradas como no comprendidas en el concepto de resolución..


El texto de este número quedó como sigue:

58) Agréganse, en el artículo 470, los siguientes incisos quinto y sexto:


“Las especies que se encuentren bajo la custodia o a disposición del ministerio público, transcurridos a lo menos seis meses desde la fecha en que se dicte alguna de las resoluciones o decisiones a que se refieren los artículos 167, 168, 170 y 248, letra c) de este Código, serán remitidas a la Dirección General del Crédito Prendario, para que proceda de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo anterior.


Lo dispuesto en los incisos anteriores no tendrá aplicación tratándose de especies de carácter ilícito. En tales casos, el fiscal solicitará al juez que autorice proceder a su destrucción.”.

ARTÍCULO 2º.-


Introduce en cuatro números un total de nueve modificaciones al Código Penal, todas las que se trataron con juntamente, optándose finalmente por modificar los artículos 269 bis y ter sobre la base de una proposición de los representantes del Ministerio de Justicia y de la Diputada señora Guzmán.


Las modificaciones propuestas por el Senado son las siguientes::


Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Penal:

1)
Reemplázase el epígrafe del Párrafo 7º, del Título IV, del Libro II, por el siguiente:


“§ 7. De las falsedades vertidas en el proceso y del perjurio”.

2)
Sustitúyense los artículos 206, 207, 208, 209 y 210, por los siguientes:


“Artículo 206. El testigo, perito o intérprete que ante un tribunal faltare a la verdad en su declaración, informe o traducción, será castigado con la pena de presidio menor en sus grados mínimo a medio y multa de seis a veinte unidades tributarias mensuales, si se tratare de proceso civil o por falta, y con presidio menor en su grado medio a máximo y multa de veinte a treinta unidades tributarias mensuales, si se tratare de proceso penal por crimen o simple delito. 


Tratándose de peritos e intérpretes, sufrirán además la pena de suspensión de profesión titular durante el tiempo de la condena.


Si la conducta se realizare contra el imputado o acusado en proceso por crimen o simple delito, la pena se impondrá en el grado máximo.


Artículo 207. El que a sabiendas presentare ante un tribunal a los testigos, peritos o intérpretes a que se refiere el artículo precedente u otros medios de prueba falsos o adulterados, será castigado con la pena de presidio menor en su grado mínimo a medio y multa de seis a veinte unidades tributarias mensuales, si se tratare de proceso civil o por falta, y con presidio menor en su grado medio a máximo y multa de veinte a treinta unidades tributarias mensuales, si se tratare de proceso penal por crimen o simple delito. 


Los abogados que incurrieren en la conducta descrita, sufrirán además la pena de suspensión de profesión titular durante el tiempo de la condena.


Tratándose de un fiscal del ministerio público, la pena será de presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo. 


En todo caso, si la conducta se realizare contra el imputado o acusado en proceso por crimen o simple delito, la pena se impondrá en el grado máximo.


Artículo 208. El testigo que a sabiendas faltare a la verdad en su declaración ante un fiscal del ministerio público, será castigado con la pena de presidio menor en su grado mínimo y multa de dos a doce unidades tributarias mensuales, siempre que con ello se hubiere provocado un perjuicio para la investigación.


El perito o intérprete que ante un fiscal del ministerio público faltare a la verdad en su informe o traducción, será castigado con la pena prevista en el inciso precedente, además de suspensión de profesión titular durante el tiempo de la condena, aún cuando no concurriere perjuicio para la investigación.


Constituirá circunstancia agravante el que las conductas se realizaren contra el imputado en proceso por crimen o simple delito.


Artículo 208 bis. Para los efectos consignados en el artículo precedente, se entiende que perjudica la investigación la información que impide u obstaculiza el esclarecimiento de los hechos o la determinación de sus responsables y la que conduce a que se soliciten medidas cautelares improcedentes o se deduzcan acusaciones infundadas.


Artículo 209. El que a sabiendas presentare ante un fiscal del ministerio público a los testigos, peritos o intérpretes a que se refiere el artículo 208 u otros medios de prueba falsos o adulterados, será castigado con la pena de presidio menor en su grado mínimo y multa de dos a doce unidades tributarias mensuales.


Los abogados que incurrieren en la conducta descrita, sufrirán además la pena de suspensión de profesión titular durante el tiempo de la condena.


Constituirá circunstancia agravante el que la conducta se realizare contra el imputado en proceso por crimen o simple delito.


Artículo 210. La retractación oportuna de quien hubiere incurrido en alguna de las conductas previstas en los artículos 206 a 209 constituirá circunstancia atenuante muy calificada, en los términos del artículo 68 bis de este Código.


Retractación oportuna es aquélla que tiene lugar, ante el juez o el fiscal, en su caso, en condiciones de tiempo y forma adecuados para ser considerada por el tribunal que debe resolver la causa.


En todo caso, la retractación oportuna eximirá de responsabilidad penal en casos calificados, cuando su importancia para el esclarecimiento de los hechos y la gravedad de los potenciales efectos de su omisión, así lo justificaren.”.

3)
Sustitúyese el artículo 212, por el siguiente:


“Artículo 212. El que fuera de los casos previstos en los artículos precedentes, faltare a la verdad en declaración prestada bajo juramento o promesa exigida por ley, será castigado con la pena de prisión en cualquiera de sus grados o multa de una a cuatro unidades tributarias mensuales.”.

4)
Agrégase, a continuación del artículo 212, el siguiente artículo 212 bis, nuevo:


“Artículo 212 bis. Están exentos de responsabilidad penal por la conducta sancionada en los artículos 206 y 208 de este Código, quienes se encontraren amparados por cualquiera de los supuestos a que se refiere el artículo 305 del Código Procesal Penal.”.


La Comisión en atención a lo relacionado del tema tratado en todas estas disposiciones, las que dicen relación con la declaración de peritos y testigos ante el ministerio público, acordó tratarlos en conjunto, recibiendo al respecto una proposición de los representantes del Ministerio de Justicia para tratar la materia en un nuevo artículo que propusieron introducir al Código Penal.


Al efecto propusieron lo siguiente:


“Para substituir el artículo 269 bis del Código Penal por el siguiente:


“Artículo 269 bis.- El que a sabiendas perjudique la investigación de un hecho punible aportando de cualquier forma informaciones o antecedentes falsos al ministerio público o a las policías, será castigado con las pena de presidio en su grado mínimo y multa de dos a doce unidades tributarias mensuales.


Constituirá circunstancia agravante el que las informaciones o antecedentes falsos permitan fundar la imputación del hecho punible a persona determinada.


Los abogados que incurrieren en la conducta descrita sufrirán, además, la pena de suspensión de profesión titular durante el tiempo de la condena.


Para los efectos de este artículo se entiende que perjudica la investigación la información o antecedente que impide u obstaculiza el esclarecimiento de los hechos o la determinación de sus responsables y la que conduce a que se soliciten diligencias de la investigación o medidas cautelares improcedentes, o se deduzcan acusaciones infundadas.


Con todo, la retracción del responsable constituirá circunstancia atenuante muy calificada, en los términos del artículo 68 bis de este Código, y eximirá de responsabilidad penal en casos calificados, cuando su importancia para el esclarecimiento de los hechos y la gravedad de los potenciales efectos de su omisión, así lo justifiquen. Retracción oportuna es aquella que tiene lugar ante el juez o el fiscal, en su caso, en condiciones de tiempo y forma adecuados para ser considerada por el tribunal que debe resolver la causa.


Los representantes del Ministerio de Justicia sostuvieron que la proposición que hacían guardaba similitudes con la planteada por el profesor Boffil, siendo de notar algunas diferencias como el hecho de que en la proposición ministerial podía ser sujeto activo del delito cualquier persona, la conducta que se sanciona es aportar información o antecedentes falsos, en cambio en el tipo penal vigente para el delito de obstrucción a la justicia dicha conducta es la de rehusar, es decir, exige un requerimiento previo de los jueces, circunstancia que hace más difícil la comisión del delito en el caso que se trata. Lo que se propone es una adaptación al nuevo sistema. Los sujetos pasivos serían, además del ministerio público, las policías y la parte subjetiva estaría cubierta por la expresión “a sabiendas.


La Diputada señora Guzmán estimó muy amplia la redacción 

en cuanto consideraba como sujeto pasivo a las policías y establecía una agravante para el caso que los antecedentes falsos permitieran fundar una imputación a una persona, en circunstancias que tal imputación podía no tener resultado alguno.


Al respecto presentó una indicación sobre la base de la proposición del profesor señor Boffil, del siguiente tenor:


“Artículo 208.- El que mediante la aportación de antecedentes falsos indujera a sabiendas al ministerio público a realizar u omitir actuaciones, obstaculizando con ello gravemente el esclarecimiento de un hecho punible o la determinación de sus responsables, será castigado con presidio menor en su grado mínimo y multa de dos a doce unidades tributarias mensuales.


El que empleare los medios descritos en el inciso precedente para inducir al ministerio público a solicitar medidas cautelares o a deducir acusaciones infundadas, será castigado con presidio menor en sus grados mínimo a medio y multa de seis a veinte unidades tributarias mensuales.


El abogado que incurriere en las conductas descritas en los incisos precedentes será castigado, además, con la pena de suspensión de profesión titular durante el tiempo de la condena.


Artículo 209.- La retractación de quien hubiere incurrido en la conducta descrita en el inciso segundo del artículo 208 constituirá circunstancia atenuante muy calificada, en los términos del artículo 68 bis de este Código.


Retracción oportuna es aquella que tuviere lugar durante la permanencia de la medida cautelar y que condujere a su alzamiento o, en su caso, antes del pronunciamiento de la sentencia o de la decisión de absolución o condena, según correspondiere.”.


El Diputado señor Bustos estimó que la proposición del señor Boffil, adoptada por la Diputada señora Guzmán, debería figurar en el artículo 269 bis y no en el 208 como se la propone, como también que encontraba complicado, desde el punto de vista práctico, el empleo del verbo inducir, porque ello podría dar lugar a un tema de prueba sumamente dificultoso. Lo fundamental del delito de obstrucción a la justicia sería la entrega de antecedentes o pruebas falsas al fiscal que lo lleven a formalizar una investigación. El verbo inducir, en cambio, dadas sus reminiscencias subjetivas, exigiría probar la intencionalidad.


En todo caso, creía que en la figura propuesta no se consignaba la posibilidad de que la ocultación de antecedentes fuera hecha por el propio fiscal, cuestión que también debería sancionarse como obstrucción a la justicia. Ante la observación de los representantes .del Ministerio Público, en cuanto a que dicha situación estaría sancionada en el artículo 269 ter, que sancionaba al fiscal que, a sabiendas, ocultare, alterare o destruyere cualquier antecente, hizo presente que, en todo caso, en esa disposición faltaba la situación inversa a la descrita, es decir, que la actitud del fiscal se orientara a un ocultamiento o destrucción para evitar que se estableciera la existencia de un delito.


La Diputada señora Guzmán estimó necesario agregar en el inciso segundo de su indicación, las expresiones “a sabiendas”proposición que la Comisión acogió.


La Diputada señora Soto concordó con la opinión del Diputado señor Bustos en lo relativo a la inconveniencia del verbo inducir y mostró preocupación por la inclusión de las policías, toda vez que ello podría llevar a injusticias respecto del imputado.


El profesor señor Boffil coincidió con la proposición del Diputado señor Bustos en cuanto a que la materia se tratara en el artículo 269 bis, que trata del delito de obstrucción a la justicia. En cuanto al verbo inducir, estuvo de acuerdo en buscar otra forma que expresara la idea de que los antecedentes aportados fueren de tal entidad que el ministerio público, haciendo un juicio de mérito sobre ellos, conduzca o no la investigación hacia determinado objetivo. 


En lo que se refiere a las policías, señaló que la descripción de la figura que se propone torna inocuo quien sea el que reciba los antecedentes, porque no se dice a quien tienen que entregarse. Perfectamente podría ser a las policías por cuanto si se trata de antecedentes falsos y el fiscal, que es quien dirige la investigación, toma una determinación errada en base a la información, se habría cometido un delito.


Los representantes del Ministerio Público estimaron necesario mantener en la nueva norma que finalmente se aprobara, la exención de la obligación de declarar que el actual artículo 269 bis establece en su inciso final, respecto de los parientes y de determinadas personas que por su estado, profesión o función están exentas de la obligación de declarar y que figuran en los artículos 302 y 303 del Código Procesal Penal , opinión que rebatida por el profesor Boffil quien estimó que dichas personas tienen el derecho a no prestar declaración. En efecto, en el caso de los parientes señalados en el artículo 302, la exención se justifica por el conflicto que la ley reconoce existir entre la necesidad declarar bajo juramento o no declarar para no perjudicar al pariente. Por eso la ley los exime de la obligación de declarar que afecta a la mayoría de las personas. Por ello, le parece que si la ley les da el derecho a no declarar, no podría justificarse que lo hagan voluntariamente faltando a la verdad. En tal caso, como todo testigo, estarían sometidos al deber de verdad. 


El Diputado señor Bustos señaló comprender el planteamiento del señor Boffil pero estimó que en este aspecto había que sujetarse a la realidad y entender que no sólo podía tratarse de declaraciones sino que también del aporte de antecedentes. Agregó que el carácter desformalizado de la investigación justificaba aún más la existencia de una excusa legal absolutoria respecto de los parientes señalados en el artículo 302, porque parecía perfectamente atendible que, por ejemplo, un padre, no obstante no estar obligado a declarar, contestara una consulta falseando la realidad para ayudar a su hijo.


Finalmente, la Comisión procedió a aprobar, por mayoría de votos, ( 3 votos a favor y 1 abstención), a proposición de los representantes del Ministerio de Justicia, el siguiente texto para los artículos 269 bis y 269 ter del Código Penal, substituyendo, en consecuencia, el artículo 2º del proyecto por el que se indica: 


Artículo 2º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal:

a)
Modifícase el artículo 269 bis en los siguientes términos:

1.
Substitúyese el inciso primero por los cinco siguientes:


“Artículo 269 bis.- El que, a sabiendas, obstaculice gravemente el esclarecimiento de un hecho punible o la determinación de sus responsables, mediante la aportación de antecedentes falsos que condujeren al Ministerio Público a realizar u omitir actuaciones de la investigación, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado mínimo y multa de dos a doce unidades tributarias mensuales.


La pena prevista en el inciso precedente se aumentará en un grado si los antecedentes falsos aportados, condujeren al Ministerio Público a solicitar medidas cautelares o a deducir una acusación infundada.


El abogado que incurriere en las conductas descritas en los incisos anteriores, será castigado, además, con la pena de suspensión de profesión titular durante el tiempo de la condena.


La retractación de quien hubiere incurrido en las conductas de que trata el presente artículo, constituirá circunstancia atenuante muy calificada en los términos que previene el artículo 68 bis.


Se entiende por retractación oportuna aquella que se produce en condiciones de tiempo y forma adecuados para ser considerada por el tribunal que deba resolver y, en especial, aquella que tuviere lugar durante la vigencia de la medida cautelar decretada en virtud de los antecedentes falsos aportados y que condujere a su alzamiento o, en su caso, la que ocurriere antes del pronunciamiento de la sentencia o de la decisión de absolución o condena, según correspondiere.”.

2.
En el inciso segundo, substitúyese la frase que sigue a la palabra “Código”por la siguiente: “y el artículo 302 del Código Procesal Penal.”.

b)
Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 269 ter:

1.
Agrégase a continuación de la expresión “existencia” los términos “o inexistencia”, y

2.
Agrégase a continuación de la frase “`participación punible en él”suprimiendo la coma (,) que la sigue, lo siguiente: “de alguna persona o su inocencia,”.


Los artículos 206 y 207 del texto original fueron rechazados por mayoría de votos (3 votos en contra y 1 abstención). Los artículos 208, 208 bis, 209, 210, 211, 212 y 212 bis fueron rechazados por unanimidad.

ARTÍCULO 3º.-


Modifica el artículo 6º transitorio de la ley Nº 19.665, que reforma el Código Orgánico de Tribunales.


El artículo mencionado crea la Comisión de Coordinación de la Reforma Procesal Penal, la que tiene como función realizar los estudios y proposiciones técnicas que faciliten la puesta en marcha del nuevo sistema procesal penal.


Su inciso segundo indica la integración de esta Comisión, la que será presidida por el Ministro de Justicia.


Su inciso tercero señala que la Comisión deberá sesionar, al menos, una vez al mes.


Su inciso cuarto dota a la Comisión de un Secretario Ejecutivo, de su propia designación, con derecho a voz pero no a voto.


Su inciso quinto permite al Secretario Ejecutivo contratar hasta cuatro profesionales que se integrarán a la Secretaría.


Su inciso sexto dispone que la Comisión se disolverá un año después de la entrada en vigencia de la reforma procesal penal en la región Metropolitana.


Su inciso séptimo encomienda a la Comisión la dictación de un reglamento para su funcionamiento.


El Senado propone las siguientes modificaciones a este artículo:


Artículo 3º.- Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 6º transitorio de la ley Nº 19.665, que reforma el Código Orgánico de Tribunales:

a)
Reemplázase en su inciso sexto, la expresión “un año” por “cinco años”, y 

b)
Agréganse dos incisos finales, nuevos, del siguiente tenor:


“Créanse Comisiones Regionales de Coordinación de la Reforma Procesal Penal en cada una de las regiones del país en cada una de las Regiones del paísen que el nuevo proceso penal se encuentre vigente. Estas comisiones serán presididas por el Intendente Regional respectivo e integradas por el Secretario Regional Ministerial de Justicia, que actuará como secretario ejecutivo, por el Presidente de la Corte de Apelaciones, por el Fiscal Regional del Ministerio Público, por el Defensor Penal Regional, por el Presidente Regional del Capítulo respectivo de la Asociación Chilena de Municipalidades, por el Presidente del Colegio de Abogados con mayor número de afiliados en la región respectiva, por los representantes zonales de Carabineros de Chile y de la Policía de Investigaciones de Chile, por el Director Regional de Gendarmería de Chile y por el Director Regional del Servicio Médico Legal.


Dichas Comisiones tendrán a su cargo labores de coordinación, seguimiento y evaluación de la reforma procesal penal en la región respectiva. Además, podrán sugerir propuestas tendientes a corregir el funcionamiento de la misma. Dependerán de la Comisión de Coordinación a que se refiere el inciso primero de este artículo, a la que remitirán, a lo menos trimestralmente, información sobre el funcionamiento y estadísticas del nuevo sistema de justicia penal.”.


Los representantes del Ministerio de Justicia remarcaron la importancia de esta norma para la consolidación del trabajo desarrollado en regiones para la implementación de la reforma, pero lo que tenía mucha importancia era la obligación que imponía de informar trimestralmente acerca de lo que sucedía en cada región respecto de lo que sucedía con la reforma. Ante una proposición de los representantes del Ministerio Público, señalaron que no les había parecido necesario crear una comisión regional en la Región Metropolitana, dada la existencia en la misma de las autoridades nacionales de cada uno de los organismos.



Ante una consulta, señalaron que estas comisiones no necesitaban presupuesto, toda vez que las autoridades y demás personas que las integraban se desempeñaban ad honorem.


Finalmente, atendiendo a lo anterior, la Comisión, a sugerencia del Diputado señor Burgos, acordó agregar una frase al nuevo inciso octavo, letra b) del proyecto, para excluir a la Región Metropolitana, proposición que se aprobó, por unanimidad..


El texto de este artículo quedó como sigue:


Artículo 3º.- Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 6º transitorio de la ley Nº 19.665, que reforma el Código Orgánico de Tribunales:

a)
Reemplázase en su inciso sexto, la expresión “un año” por “cinco años”, y 

b)
Agréganse dos incisos finales, nuevos, del siguiente tenor:


“Créanse Comisiones Regionales de Coordinación de la Reforma Procesal Penal en cada una de las regiones del país, excluida la Región Metropolitana de Santiago. Estas comisiones serán presididas por el Intendente Regional respectivo e integradas por el Secretario Regional Ministerial de Justicia, que actuará como secretario ejecutivo, por el Presidente de la Corte de Apelaciones, por el Fiscal Regional del Ministerio Público, por el Defensor Penal Regional, por el Presidente Regional del Capítulo respectivo de la Asociación Chilena de Municipalidades, por el Presidente del Colegio de Abogados con mayor número de afiliados en la región respectiva, por los representantes zonales de Carabineros de Chile y de la Policía de Investigaciones de Chile, por el Director Regional de Gendarmería de Chile y por el Director Regional del Servicio Médico Legal.


Dichas Comisiones tendrán a su cargo labores de coordinación, seguimiento y evaluación de la reforma procesal penal en la región respectiva. Además, podrán sugerir propuestas tendientes a corregir el funcionamiento de la misma. Dependerán de la Comisión de Coordinación a que se refiere el inciso primero de este artículo, a la que remitirán, a lo menos trimestralmente, información sobre el funcionamiento y estadísticas del nuevo sistema de justicia penal.”.

ARTÍCULO 4º.-


Reemplaza el encabezamiento del inciso primero del artículo 14 de la ley Nº 18.314, que determina conductas terroristas y fija su penalidad, norma que señala que en los casos del artículo 1º de esta ley, durante la audiencia de formalización de la investigación o una vez formalizada ésta, si procediere la prisión preventiva del imputado, el Ministerio Público solicitará al juez de garantía que califique la conducta como terrorista. En virtud de esta calificación, que se efectuará mediante resolución fundada, el Ministerio Público podrá pedir al juez de garantía que decrete, por resolución igualmente fundada, todas o algunas de las siguientes medidas:

1.
Recluir al imputado en lugares públicos especialmente destinados a este objeto.

2.
Establecer restricciones al régimen de visitas.

3.
Interceptar, abrir o registrar sus comunicaciones telefónicas e informáticas y su correspondencia epistolar y telegráfica.


El Senado propone, substituir el encabezamiento de este inciso, por el siguiente:


“En los casos del artículo 1º de esta ley, durante la audiencia de formalización de la investigación o una vez formalizada ésta, si procediere la prisión preventiva del imputado, el Ministerio Público podrá pedir al juez de garantía que decrete, por resolución fundada, todas o algunas de las siguientes medidas:”.


Ante una observación planteada por la Defensoría, la Comisión estimó que era obvio que el juez al dictar estas medidas, tendría que tener en cuenta los presupuestos que establece el artículo 140 del Código Procesal Penal para decretar tal medida cautelar.


Por último, a sugerencia del profesor señor Bofill, la Comisión acordó, por unanimidad, aprobar este artículo, intercalando entre la palabra “decrete” y la coma que la sigue, la expresión “además”.


El texto de este artículo quedó como sigue: 


“Artículo 4º.- Reemplázase el encabezamiento del inciso primero del artículo 14 de la ley N º 18.314, por el siguiente:


“En los casos del artículo 1º de esta ley, durante la audiencia de formalización de la investigación o una vez formalizada ésta, si procediere la prisión preventiva del imputado, el Ministerio Público podrá pedir al juez de garantía que decrete, además, por resolución fundada, todas o algunas de las siguientes medidas:”.

ARTÍCULO 5º.-


Introduce dos modificaciones a la ley Nº 19.640, orgánica constitucional del Ministerio Público.

1)
La primera modificación afecta al párrafo primero de la letra a) del artículo 17, norma que señala que corresponderá al Fiscal Nacional:

a)
Fijar, oyendo previamente al Consejo General, los criterios de actuación del Ministerio Público para el cumplimiento de los objetivos establecidos en la Constitución y en las leyes.


El Senado propone incorporar las siguientes oraciones finales en este párrafo:


“Tratándose de los delitos de mayor connotación social, dichos criterios deberán referirse, especialmente, a la aplicación de las salidas alternativas y a las instrucciones generales relativas a las diligencias inmediatas para la investigación de los mismos, pudiendo establecerse orientaciones diferenciadas para su persecución en las diversas Regiones del país, atendiendo a la naturaleza de los distintos delitos.”.


Respecto de esta redacción la Diputada señora Guzmán estimó que ella no correspondía a una correcta expresión jurídica, sino que a la necesidad de formas estadísticas respecto de la ocurrencia de determinados delitos, por lo que creía más lógico comenzar la redacción de esta norma a partir de las expresiones “dichos criterios”ya que concordaba con la letra a).


El Diputado señor Burgos dijo creer que tales expresiones no creaban una categoría de nuevos delitos, sino que se hacían cargo de una realidad ya que se hablaba normalmente de delitos de mayor connotación social, que son aquellos que producen mayor preocupación, y como la norma se refiere a instrucciones para enfrentar este tipo de situaciones, no veía en ello inconveniente.


Los representantes del Ministerio Público señalaron que si se eliminaba la frase objetada de este artículo, se estaría estableciendo una obligación para el Ministerio de fijar criterios de actuación para todos los delitos que existan. Para evitar problemas con la terminología podría hablarse de los delitos de mayor ocurrencia, que son los que más preocupan a la población.


Finalmente, la Comisión acordó, por mayoría de votos, ( 3 votos a favor y 2 en contra) el siguiente texto para esta letra:


“a) Incorpórase, en el párrafo primero de la letra a), del artículo 17, la siguiente oración final: “Tratándose de los delitos que generan mayor conmoción social, dichos criterios deberán referirse, especialmente, a la aplicación de las salidas alternativas y a las instrucciones generales relativas a las diligencias inmediatas para la investigación de los mismos, pudiendo establecerse orientaciones diferenciadas para su persecución en las diversas regiones del país, atendiendo a la naturaleza de los distintos delitos.”, y 

2)
La letra b) modifica el inciso segundo del artículo 21, disposición que en su inciso primero dispone que el Fiscal Nacional deberá rendir cuenta de las actividades del Ministerio en el mes de abril de cada año.


Su inciso segundo agrega que en la cuenta deberá referirse a los resultados obtenidos en las actividades realizadas en el período, incluyendo las estadísticas básicas que las reflejan, el uso de los recursos otorgados, las dificultades que se hubieren presentado y, cuando lo estime conveniente, sugerirá modificaciones legales destinadas a una más efectiva persecución de los delitos y protección de las víctimas y de los testigos.


El Senado propone substituir en este inciso la frase final “modificaciones legales destinadas a una más efectiva persecución de los delitos y protección de las víctimas y de los testigos.”, por la siguiente: “las políticas públicas y modificaciones legales que estime necesarias para el mejoramiento del sistema penal, para una efectiva persecución de los delitos, la protección de las víctimas y de los testigos, y el adecuado resguardo de los derechos de las personas.”.


Se aprobó sin debate, por unanimidad, en los mismos términos.

ARTÍCULO NUEVO.- (pasó a ser 6º).


La Comisión procedió a tratar un nuevo artículo propuesto por el Ejecutivo del siguiente tenor:


Artículo 6º.- Introdúcese el siguiente párrafo segundo, nuevo, en la letra a) del artículo 3º del decreto con fuerza de ley Nº 7.912, de 1927, del Ministerio del Interior:


Para los efectos señalados en el párrafo anterior de esta letra, y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 111 del Código Procesal Penal y de las facultades que se le otorgan en las leyes números 12.927, sobre Seguridad del Estado y Ley 18.314, que determina conductas terroristas y fija su penalidad, el Ministro del Interior, el Subsecretario de dicha cartera, los Intendentes y Gobernadores, en su caso, podrán deducir querella en los siguientes casos:

a)
cuando los hechos alteren el orden público;

b)
cuando el hecho, considerado en si mismo o en la serie de otros de apariencia delictual que le han precedido, ha afectado la seguridad ciudadana, o ha generado en toda o en un sector de la población, el temor de ser víctimas de delitos de la misma especie, y

c)
cuando se trate de los delitos contemplados en la ley número 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y substancias psicotrópicas.


Los representantes del Ejecutivo explicaron esta nueva disposición señalando que ella buscaba solucionar el problema que se le presenta al Ministerio del Interior para intervenir como parte interviniente y 
querellante en causas penales, toda vez que los jueces del nuevo sistema, aplicando el artículo 111 del Código Procesal Penal, permiten la intervención de quien no es la víctima, únicamente cuando existe algún interés público comprometido. Agregó que en situaciones producidas en Collipulli, relacionadas con incendios sucesivos en un mismo predio, entendía que correspondía esta acción al Ministerio en resguardo del orden público. Al Ministerio le interesa hacerse parte interviniente cuando se altera el orden público o cuando se está ante una seguidilla de hechos delictuales que amenazan la tranquilidad pública. No se trataba de substituir al Ministerio Público sino sólo permitir que en delitos de acción pública, pudiera el Ministerio responsable de la seguridad ciudadana intervenir como querellante.


La Diputada señora Guzmán objetó la necesidad de esta disposición, toda vez que la amplitud del artículo 111 del Código Procesal Penal lo haría innecesario, puesto que su inciso final permite deducir querella a toda persona capaz de parecer en juicio, domiciliada en la región, respecto de delitos cometidos en la misma, que afectaren interese sociales relevantes o de la colectividad en su conjunto.


Ante las dudas formuladas por varios Diputados acerca de la mucha amplitud de las letras a), b) y c) de este artículo, el Ejecutivo propuso substituir este artículo por el siguiente:


“Artículo 6º.- Introdúcese el siguiente párrafo segundo en la letra a) del artículo 3º del decreto con fuerza de ley Nº 7.912, de 1927, del Ministerio del Interior:


Para los efectos señalados en el párrafo anterior de esta letra, y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 111 del Código Procesal Penal y de las facultades que se le otorgan en las leyes números 12.927, sobre Seguridad del Estado, 17.798, sobre Control de Armas y 18.314, que determina conductas terroristas y fija su penalidad, el Ministro del Interior, el Subsecretario del Interior, los Intendentes y Gobernadores, en su caso, podrán deducir querella:

a)
cuando el o los hechos que revistan caracteres de delito hayan alterado el orden público;

b)
cuando el o los hechos que revistan caracteres de delito, considerados en si mismos o en la serie de otros similares y próximos en el tiempo, hayan afectado la seguridad pública, generando en toda o en un sector de la población, el temor de ser víctima de delitos de la misma especie. En caso alguno podrán considerarse comprendidos en esta letra las faltas, los cuasidelitos, los delitos de acción privada, ni los incluidos en los párrafos 2 y 5 del Título III; párrafos 5, 7 y 8 del Título IV; párrafos 2 bis, 3, 5 y 7 del Título VI; todos los del Título VII, salvo los de los párrafos 5 y 6; los de los párrafos 2, 4, 6 y 7 del Título VIII; los de los párrafos 7 y 8 del Título IX, y los del Título X, todos del Libro II del Código Penal, y 

c)
cuando se trate de los delitos contemplados en las leyes números 19.327, sobre prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional, y 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y substancias psicotrópicas.


Explicaron los representantes del Ejecutivo esta nueva redacción, señalando que lo que se establecía era que el Ministerio del Interior pudiera actuar como querellante siempre que se tratara de delitos contemplados en la ley de Control de Armas, en la de Seguridad del Estado, en la sobre Conductas Terroristas, en la sobre Violencia den los Estadios y en la de Drogas. Asimismo, cuando se tratare de delitos que afectaren el orden público y cuando el o los hechos que revistan caracteres de delito, considerados en si mismos o en la serie de otros similares y próximos en el tiempo, hayan afectado la seguridad ciudadana, generando en todo o parte de la población, el temor de ser víctima de delitos de la misma especie.


Precisaron, asimismo que, salvo en virtud de las reglas generales establecidas en el artículo 111 del Código Procesal Penal, no podría actuar como querellante respecto de las faltas y cuasi delitos ni respecto de los que la norma señala del Libro II del Código Penal, es decir, crímenes y simples delitos relativos al ejercicio de cultos permitidos o relativos a la protección de la vida privada y publica de las personas y sus familias; la falsificación de instrumentos privados, el falso testimonio y el perjurio, el ejercicio ilegal de una profesión y la usurpación de funciones o nombres; la obstrucción a la justicia, la rotura de sellos, crímenes y simples delitos de los proveedores y los relativos a la industria, comercio y subastas públicas; el aborto, abandono de niños y personas desvalidas, crímenes y simples delitos contra el estado civil de las personas, los ultrajes a las buenas costumbres, incestos, celebración de matrimonios ilegales, violación, estupro y otros delitos sexuales, infanticidio, duelo, calumnias e injuria, defraudaciones, estafas y otros engaños.


Por último, ante una observación del Diputado señor Bustos, anunció una nueva indicación para salvar la situación que se produce al dar facultades de querellarse al Ministerio del Interior, lo que comprende a Intendentes y Gobernadores de quienes depende la Defensoría Penal. Para tales efectos se dispondría la inaplicabilidad de determinadas normas a esa organización.


La Comisión, sin más observación que una sugerencia del Diputado señor Uriarte para substituir las expresiones “seguridad ciudadana” por “seguridad pública”, procedió a aprobar este artículo por mayoría de votos ( 4 votos a favor y 1 en contra).

ARTÍCULO NUEVO.- (pasó a ser 7º).


En atención a lo expresado acerca de la necesidad de eximir a la Defensoría Penal Pública de la aplicación de determinadas disposiciones legales, que le permitan hacerse parte a nombre del imputado en los juicios en que el Ministerio del Interior es querellante, el Ejecutivo presentó una nueva indicación para agregar el siguiente artículo:


Artículo 7º..- Agrégase el siguiente artículo 76 en la ley Nº 19.718, que crea la Defensoría Penal Pública; 


“Artículo 76.- A la Defensoría Penal Pública no le serán aplicables los artículos 2º, letras j) y l); 24, letra m); 45, letra h); 46, y 64, letra f) de la Ley Orgánica Constitucional de Gobiernos Regionales.”.

-o-

INDICACIONES RECHAZADAS POR LA COMISIÓN.
Al N° 1 del artículo 1º que sustituye el inciso tercero del artículo 9°.


-Del Diputado señor Bustos parea suprimir en el inciso tercero que se agrega al artículo 9º, el párrafo final que señala: “No obstante lo anterior, en caso de una detención se deberá entregar por el funcionario policial que la practique una constancia de aquella, con indicación del tribunal que la expidió y de la hora en que se emitió.”, pasando el punto seguido que la precede a ser punto aparte.

Al Nº 2° del artículo 1° que intercala en el inciso tercero del artículo 39, a continuación de la palabra “efectuará”, la frase “, en forma íntegra,”.


-De la Diputada señora Guzmán para suprimir este número.

Al Nº 3° del artículo 1° que sustituye el inciso primero del artículo 40.

-Del Diputado señor Bustos para suprimir en el nuevo inciso primero que se propone para el artículo 40, la oración que sigue a la palabra “fidelidad”, la que señala “y se levantará acta escrita sólo de las resoluciones dictadas en audiencia por dicho magistrado.”.

Al Nº 6 del artículo 1° que modifica el artículo 87.


-De la Diputada señora Guzmán para suprimir este número.

Al Nº 7 del artículo 1° que modifica el artículo 111.


-Del Ministerio de Justicia para intercalar como inciso tercero nuevo el que propone el Senado, pasando el actual a ser cuarto.

Al Nº 9 del artículo 1° que modifica el artículo 130.

-Del Ministerio de Justicia para substituir este número por el siguiente:


“e) El que a personas asaltadas, heridas o víctimas de un delito, que reclamaren auxilio, o testigos presenciales, señalaren como autor o cómplice de un delito que se hubiere cometido en un tiempo inmediato.”.

Al Nº 10 del artículo 1° que modifica el artículo 131.


-De la Diputada señora Guzmán para substituir el nuevo inciso tercero por el siguiente:


“Cuando por orden del fiscal el detenido deba ser puesto a disposición del juez, aquel deberá comunicar por cualquier medio esta situación a su abogado de confianza o solicitar un defensor público al mismo juez de garantía.”.


-Del Diputado señor Bustos para suprimir en el nuevo inciso tercero que se agrega al 
artículo 131, la oración final que sigue a las palabras “Defensoría Penal Pública”.

Al Nº 11 del artículo 1° que modifica el artículo 132.


-De la Diputada señora Guzmán y del Diputado señor Bustos para suprimir en el inciso primero la frase “o al abogado asistente del fiscal”.

Al Nº 12 del artículo 1° que modifica el artículo 139.


-Del Ministerio de Justicia para suprimir el número.


-De la Diputada señora Guzmán y del Diputado señor Bustos para suprimir en el nuevo inciso segundo que se propone las expresiones finales “o de la sociedad.”.

Al Nº 14 del artículo 1° que modifica el artículo 141.


-De la Diputada señora Guzmán y del Diputado señor Bustos para suprimir el número.

Al Nº 19 del artículo 1° que modifica el artículo 190.


-De la Diputada señora Guzmán para suprimir el número.


-Del Diputado señor Bustos para suprimir en la letra b) la frase que sigue después del vocablo “veraz”.

Al Nº 21 del artículo 1° que modifica el artículo 206.


-De la Diputada señora Guzmán para agregar un inciso final a este artículo del siguiente tenor:


“El dueño del lugar podrá presentar un reclamo ante el juez de garantía por los destrozos de que fuere objeto su propiedad, avaluados de forma tal que le sean resarcidos al momento de determinar las costas.”.

Al Nº 22 del artículo 1° que modifica el artículo 222.


-De la Diputada señora Guzmán para substituirlo por el siguiente:


“Para substituir la oración inicial del inciso quinto del artículo 222, por la siguiente:


“Las empresas telefónicas y de telecomunicaciones deberán dar cumplimiento a lo ordenado y otorgar a los funcionarios encargados de la diligencia las facilidades necesarias para llevar a cabo, en el menor tiempo posible, y otorgándoles los medios tecnológicos para tal efecto.”


El resto del inciso pasaría a ser inciso sexto, pasando el actual a ser séptimo.

Al Nº 23 del artículo 1° modifica el artículo 230.


-Del Diputado señor Bustos para substituirlo por el siguiente:


“El fiscal o querellante, podrá ampliar, complementar o modificar la formalización de la investigación que hubiere realizado de acuerdo a lo dispuesto en el artículo anterior, cuando durante el curso de la investigación surgieren nuevos antecedentes que lo hicieren necesario. En tales casos los efectos previstos en el artículo 233 se entenderán a partir de la referida ampliación, complemento o modificación de la formalización.

Al Nº 25 del artículo 1que modifica el artículo 238


-Del Diputado señor Bustos para suprimir en la letra c) la oración final que sigue a la palabra “trate”, es decir, “y sea propuesta, fundadamente, por el Ministerio Público.”.

Al Nº 26 del artículo 1° que modifica el artículo 242.


-De la Diputada señora Guzmán para reemplazar en la nueva frase que se propone para el artículo 242, las palabras “a satisfacción” por la siguiente: “debidamente”.

Al Nº 31 del artículo 1° que modifica el artículo 281.


-De la Diputada señora Guzmán


Para agregar en el inciso 1º, del artículo 281, al final de la frase propuesta lo siguiente: “su notificación”.

Al Nº 32 del artículo 1° que reemplaza el inciso segundo del artículo 299.


-Del Diputado señor Juan Bustos 


Para suprimir en el número 32 del artículo 1º, el inciso segundo nuevo.


-De la Diputada señora Guzmán


Para derogar el inciso 2º que reemplaza al actual del artículo 299.
Al Nº 37 del artículo 1° que modifica el artículo 331.


-De la Diputada señora Guzmán


Para derogar las modificaciones al artículo 331.

Al Nº 38 del artículo 1° que modifica el artículo 338.


-De la Diputada señora Guzmán


Para Derogar el reemplazo propuesto a los incisos 1º y 2º, del artículo 338.

Al Nº 40 del artículo 1° que modifica el artículo 346.


-De la Diputada señora Guzmán


Para derogar la sustitución propuesta al artículo 346

Número nuevo:


-De la Diputada señora Guzmán, para establecer como artículo 393 ter el siguiente:


Artículo 393 ter “Fiscal y defensor en el procedimiento simplificado: En el procedimiento simplificado el ministerio público podrá estar representado por un asistente de fiscal.


Tratándose de faltas no será necesaria la presencia del defensor, lo cual no obsta a que si el imputado lo estime conveniente, comparezca con él.”

Al Nº 51 del artículo 1° que modifica el artículo 396.


-De la Diputada señora Guzmán


Para sustituir los incisos primero y segundo por los siguientes: 


“Realización de la audiencia. Cuando el Imputado solicitare la realización de la audiencia, ésta se llevará a cabo de inmediato, dándose lectura al requerimiento del fiscal y la querella, si la hubiere. Enseguida se oirá a los comparecientes y se recibirá la prueba.


La prueba se producirá de manera informal y rápida admitiéndose el reemplazo de declaraciones de testigos y peritos por la lectura de documentos, a menos que como producto de la controversia sobre su credibilidad o integridad, o por la existencia de contradicciones fundamentales el juez considere necesaria su comparecencia personal.


Recibida la prueba se preguntará al imputado si tiene algo que agregar. Con su nueva declaración o sin ella, el juez pronunciará su decisión de absolución o condena, y fijará una nueva audiencia, para dentro de los cinco días próximos, para dar a conocer el texto escrito de la sentencia. “

Al Nº 54 del artículo 1° que modifica el artículo 406


-De la Diputada señora Guzmán


Para sustituir el artículo 406 por el siguiente: 


“Presupuestos del procedimiento abreviado. Se aplicará el procedimiento abreviado para conocer y fallar los hechos respecto de los cuales el fiscal solicitare la imposición de una pena privativa de libertad no superior a cinco años, o bien cualesquiera otras penas de distinta naturaleza, cualquiera fuere su entidad o monto, ya fueran ellas únicas, conjuntas o alternativas”.


Para que prospere el procedimiento abreviado será necesario que el Imputado en conocimiento de los hechos materia del requerimiento señalado en el inciso precedente y de los antecedentes de la investigación que lo fundaren, los acepte expresamente y manifieste su conformidad con la aplicación de este procedimiento.


En este caso, siempre se entenderá configurada la atenuante de responsabilidad criminal contemplada en el artículo 11 n° 8 del Código Penal.


La existencia de varios acusados o la atribución de varios delitos a un mismo acusado no impedirá la aplicación de las reglas del procedimiento abreviado a aquellos acusados o delitos respecto de los cuales concurrieren los presupuestos señalados en este artículo. “

Al Nº 55 del artículo 1° que modifica el artículo 407.


-De la Diputada señora Guzmán


Para reemplazarlo por el siguiente:


“La solicitud del fiscal de proceder de conformidad al procedimiento abreviado podrá ser planteada al juez de garantía verbalmente o por escrito desde la audiencia de formalización de la investigación, hasta la dictación del auto de apertura del juicio oral. El fiscal y acusador particular, si lo hubiere, podrá modificar su acusación a fin de permitir la tramitación de este procedimiento en conformidad alas normas de este titulo. “

-o-


Adicionalmente, se rechazaron las siguientes proposiciones de los organismos que se indican:


Al Nº 2° del artículo 1°, que intercala en el inciso tercero del artículo 39, a continuación de la palabra “efectuará”, la frase “, en forma íntegra,”.


-De la Defensoría Penal Pública para substituir este número por el siguiente:

1.
Para substituir el inciso primero por el siguiente:


“De las actuaciones realizadas por o ante el juez de garantía, el tribunal del juicio oral en lo penal, las Cortes de Apelaciones y la Corte Suprema se levantará un registro en la forma señalada en este Párrafo.”.

2.
Intercálase, en el inciso tercero, a continuación de la palabra “efectuará”, la frase, “en forma íntegra”.

Al N° 5 del artículo 1°, que introduce modificaciones al artículo 70:


-Del Ministerio Público para substituir el nuevo inciso tercero que se propone para el artículo 70, por el siguiente:


“Lo dispuesto en el inciso precedente se aplicará también para los efectos de las audiencias a que se refieren los artículos 95 y 132 de este Código, que tengan lugar fuera del territorio jurisdiccional del tribunal al que naturalmente correspondería pronunciarse sobre la legalidad de la detención , o del que haya emanado la orden respectiva, debiendo en tales casos remitirse a este último los antecedentes, a la mayor brevedad.”.

Al Nº 6 del artículo 1°, que modifica el artículo 87.


-De la Defensoría Penal Pública para substituir este número por el siguiente:


“Asimismo, podrá impartir instrucciones generales relativas a la realización de diligencias inmediatas para la investigación de algunos delitos establecidos previamente por el Ministerio Público, siempre bajo la supervigilancia y responsabilidad del mismo.”.


-Del Ministerio Público para substituir este número por el siguiente:


“Asimismo, podrá impartir instrucciones generales relativas a la realización de diligencias inmediatas para la investigación de los delitos que estime de común ocurrencia.”.

Al Nº 7 del artículo 1°, que modifica el artículo 111.


-De la Defensoría Penal Pública para suprimir este número.

Al Nº 9 del artículo 1°, que modifica el artículo 130.


-De la Defensoría Penal Pública para substituir este número por el siguiente:


“e) El que a personas asaltadas, heridas o víctimas de un delito, que reclamaren auxilio, o testigos presenciales, señalaren como autor o cómplice de un delito que se hubiere cometido en un tiempo inmediato.”.

Al Nº 10 del artículo 1°, que modifica el artículo 131.


-Del Ministerio Público para suprimir este número.


-De la Defensoría Penal Pública para agregar al final del nuevo inciso cuarto, en punto seguido, el siguiente párrafo:


“Lo anterior, no afectará el cumplimiento de lo establecido en los incisos primero y segundo de este artículo.”.

Al Nº 11 del artículo 1°, que modifica el artículo 132.


-Del Ministerio Público para agregar en el inciso primero, a continuación del punto seguido, que pasa a ser coma, que sigue a las palabras “abogado asistente del fiscal”, lo siguiente:


“quien representará al Ministerio Público con todas las facultades que se establecen en el presente artículo.”.

Al Nº 15 del artículo 1°, que modifica el artículo 149.


-De la Defensoría Penal Pública para suprimir este número.

Al Nº 18 del artículo 1°, que modifica el artículo 182.


-De la Defensoría Penal Pública para substituir el número por el siguiente:


“El imputado y su defensor podrán, además, obtener copias de los registros y documentos de investigación fiscal, salvo las excepciones legales.”


-Del Ministerio Público para substituir4 el número por el siguiente:


“El imputado y su defensor podrán, además, obtener, de su cargo, copias de los registros y documentos de investigación fiscal que estuvieren a su alcance.”.

Al Nº 21 del artículo 1°, que modifica el artículo 206.


-De la Defensoría Penal Pública para substituir este número por el siguiente:


“Agrégase al artículo 206, los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:


“Asimismo, la policía podrá ingresar a un lugar cerrado cuando se encuentre en actual persecución del individuo a quien debiere detener, para el sólo efecto de practicar la respectiva detención, siempre que se trate de un crimen o simple delito flagrante y que exista riesgo cierto de verse frustrada la diligencia.


Cuando se procediera en virtud de lo previsto en los incisos precedentes, deberá dejarse constancia escrita y circunstanciada de la diligencia, la que deberá ser puesta de inmediato en conocimiento del Ministerio Público, con indicación de las causas que motivaron el ingreso, los resultados obtenidos y los incidentes que hubieran tenido lugar. Todo ello, sin perjuicio de las responsabilidades penales que pueden corresponder por actuaciones arbitrarias.”.

Al Nº 23 del artículo 1° modifica el artículo 230.


-De la Defensoría Penal Pública para substituir el número por el siguiente:


“El fiscal podrá, por una sola vez, ampliar o complementar la formalización de la investigación que hubiere realizado de acuerdo a lo dispuesto en el artículo anterior, cuando surgieren nuevos antecedentes que lo hicieren necesario y mientras dure la investigación. La defensa podrá solicitar la prórroga del plazo de cierre de la investigación para hacer valer los derechos que correspondan a su defendido ante los nuevos antecedentes.”.

Al Nº 25 del artículo 1, que modifica el artículo 238


-De la Defensoría Penal Pública para suprimir este número.

Al Nº 27 del artículo 1°, que modifica el artículo 252.


-Del Ministerio Público para anteponer al texto del nuevo inciso segundo que se agrega al artículo 252, la siguiente frase:


“Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 283, “

Al Nº 34 del artículo 1°, que introduce un inciso final en el artículo 315.


-De la Defensoría Penal Pública 


Para reemplazar el actual N° 34, por el siguiente:


“34) Introdúcese, en el artículo 315, los siguientes incisos finales, nuevos:


“Excepcionalmente, cuando el perito citado a audiencia manifestare la imposibilidad de concurrir a ella por incapacidad física o por encontrarse en una región diversa a la de la celebración del juicio, el interviniente que solicitare su comparecencia podrá requerir la utilización del sistema de videoconferencia para recibir la declaración del perito. 


Para los efectos del inciso anterior el deponente deberá declarar desde la sede del tribunal de juicio oral en lo penal más próximo al lugar donde se encuentre, este tribunal deberá comprobar la identidad del deponente. El tribunal ante el cual se ventile el juicio deberá tomar al perito el juramento de rigor, a continuación, prestará declaración. Podrán encontrarse presentes en el lugar de la declaración, representantes de los intervinientes en el juicio.


Las normas establecidas en los dos incisos precedentes se aplicarán, también, en los casos de juicio simplificado”.”

Al Nº 42 del artículo 1°, que modifica el artículo 348


-Del Ministerio Público


Para agregar un inciso tercero nuevo al artículo 348, pasando a ser cuarto y quinto los actuales, del siguiente tenor:


“Para los efectos del cómputo de las privaciones de libertad parciales, se entenderá que las reclusiones nocturnas y los arrestos domiciliarios equivalen a la mitad del tiempo que abarcó efectivamente su cumplimiento.”

Al Nº 44 del artículo 1°, que modifica el artículo 385.


-De la Defensoría Penal Pública 


Para reemplazar la letra a) del actual N° 44, por el siguiente:


“a) Elimínese, en el inciso primero la conjunción “o”, y agréguese a continuación de la palabra “correspondiere” lo siguiente: “, o una inferior sólo cuando existiese un error en la aplicación de las reglas del párrafo 4º del Título III del Libro I del Código Penal”.”.

Al Nº 49 del artículo 1°, que modifica el artículo 395


-De la Defensoría Penal Pública 


Para sustituirlo por el siguiente:


“49) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 395:


En el inciso primero:


Elimínese la frase “responsabilidad en”.


A continuación de la palabra “requerimiento” la oración agregar la frase “y los antecedentes en los cuales se funda”.


Sustitúyase el inciso segundo por el siguiente:


“Si el imputado admitiere los hechos del requerimiento, el tribunal dictará sentencia inmediatamente. En estos casos, la aceptación de responsabilidad se considerará como una atenuante muy calificada en los términos del artículo 68 bis del Código Penal. Con todo, la imposición de la pena de prisión o presidio no procederá si, al dirigirle la pregunta a que se refiere el inciso primero, el juez no le hubiere advertido acerca de esta posibilidad.”.


Agréguese el siguiente inciso final, nuevo:


“El fiscal podrá modificar su requerimiento para proceder en conformidad con lo dispuesto en los incisos anteriores.”.”

Al Nº 51 del artículo 1°, que modifica el artículo 399.


-De la Defensoría Penal Pública 


Para reemplazar el actual N° 53, por el siguiente:


“53) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 399.


Intercálase a continuación de la palabra “Tercero.”, la oración “En estos casos conocerá siempre, cualquiera sea la causal de nulidad invocada, la Corte de Apelaciones respectiva.”.


Agregase el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Sin perjuicio de lo anterior, cuando existieren diversas interpretaciones sobre materias de derecho sostenidas en distintos fallos emanados de los tribunales superiores, le corresponderá pronunciarse a la Corte Suprema, conforme al artículo 376 inciso tercero.”.”

Al Nº 55 del artículo 1°, que modifica el artículo 407.


-De la Defensoría Penal Pública 


Para sustituir, en el inciso segundo del actual N° 55, la frase “Deducida verbalmente las acusaciones, se procederá en los demás en conformidad a las reglas de este Título” por “La solicitud verbal sólo procederá hasta el cierre de la investigación y se procederá en lo demás de acuerdo a las reglas de este título”

Al artículo 4° (Ley 18.314 que determina conductas terroristas y fija su penalidad)


-De la Defensoría Penal Pública 


Para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 4°. Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 14 de la ley 
N° 18.314:

1)
Reemplazase el encabezamiento del inciso primero, por el siguiente:


“En los casos del artículo 1º de esta ley, durante la audiencia de formalización de la investigación o una vez formalizada ésta, si procediere la prisión preventiva del imputado, el ministerio público podrá pedir al juez de garantía que decrete, por resolución fundada, todas o algunas de las siguientes medidas:”.

2.
Agregase el siguiente inciso 2° nuevo, ordenándose los demás consecutivamente:


“El tribunal al pronunciarse acerca de las medidas recién indicadas, deberá estarse a las exigencias establecidas en el inciso primero 140 del Código Procesal Penal.”.”

ADICIONES O ENMIENDAS APROBADAS DURANTE LA DISCUSIÒN EN

PARTICULAR DEL TEXTO PROPUESTO POR EL SENADO

Artículo 1°

Número 1

Agregar en el inciso tercero del artículo 9° propuesto entre la palabra “expidió” y la conjunción “y” que la sigue, la frase “el hecho que la fundamenta”.

-o-


Agregar a continuación, el siguiente número nuevo:


“2) Reemplázanse en el artículo 10 las expresiones “juez de garantía” y “juez” por “tribunal”.”.

-o-

Número 2


Pasa a ser 3, reemplazado por el siguiente:


“3) Sustitúyese el inciso primero del artículo 39 por el siguiente:


“Artículo 39.- Reglas generales. De las actuaciones realizadas por o ante el juez de garantía, el tribunal de juicio oral en lo penal, las Cortes de Apelaciones y la Corte Suprema se levantará un registro en la forma señalada en este párrafo.”.

Número 3


Pasa a ser 4, reemplazado por el siguiente:


“4) Derógase el artículo 40.”.

-o-


Consultar el siguiente número 5, nuevo:


“5) Sustitúyese el artículo 41 por el siguiente:


“Artículo 41.- Registro de actuaciones ante los tribunales con competencia en materia penal. Las audiencias ante los jueces con competencia en materia penal se registrarán en forma íntegra por cualquier medio que asegure su fidelidad, tal como audio digital, video u otro soporte tecnológico equivalente.”.”.

Número 4


Pasa a ser 6, reemplazado el encabezamiento por el siguiente:


“6) Agrégase inmediatamente antes del punto final del inciso primero del artículo 48, la siguiente oración:”.

-o-


Agregar los siguientes números 7 y 8, nuevos:


“7) Modifícase el artículo 59 en los siguientes términos:

a)
Intercálase en el inciso segundo, entre la palabra “imputado” y la coma (,) que la sigue, la frase: “y del tercero civilmente responsable”.

b)
Intercálase en el inciso tercero, entre la palabra “imputado”y la coma (,) que la sigue, la frase “o del tercero civilmente responsable”.

8)
Sustitúyese en el inciso primero del artículo 62, la palabra “imputado” por la siguiente: “demandado”.”.

-o-

Número 5


Pasa a ser 9, modificando el inciso tercero propuesto mediante la letra b), por el siguiente:


“En los casos a que se refiere el inciso anterior, la primera audiencia judicial del detenido también podrá efectuarse, a petición del Ministerio Público, ante el juez de garantía del lugar del lugar en que se efectuaron las actuaciones, sin perjuicio de la posterior remisión de lo obrado al juez del procedimiento.”. 

Número 6


Pasa a ser 10, reemplazando las palabras finales de la oración que se agrega “delitos de común ocurrencia” por “determinados delitos.”.

Número 7


Pasa a ser 11, reemplazado por el siguiente:


“11) Agrégase el siguiente inciso cuarto en el artículo 111:


“Los órganos y servicios públicos sólo podrán interponer querella cuando sus respectivas leyes orgánicas les otorguen expresamente las potestades correspondientes.”.

Número 8


Pasa a ser 12, sustituyendo en el inciso final propuesto,
la frase “a la que estuviere sometido” por la siguiente: “que le hubiere sido impuesta”.

Número 9


Pasa a ser 13, sustituyendo la letra e) propuesta para el artículo 130, por la siguiente:


“e) El que las víctimas de un delito que reclamaren auxilio, o testigos presenciales, señalaren como autor o cómplice de un delito que se hubiere cometido en un tiempo inmediato.”.

Número 10


Pasa a ser 14, con las siguientes modificaciones:


-Sustituir el inciso tercero propuesto, por los siguientes tercero y cuarto:


“Cuando el fiscal ordenare poner al detenido a disposición del juez, deberá, en el mismo acto, dar conocimiento de esta situación a su abogado de confianza o a la Defensoría Penal Pública.


“Si el fiscal no se pronunciare al respecto, la policía deberá poner al detenido a disposición del juez dentro del mismo plazo de veinticuatro horas que señala el inciso segundo.”. 


-El inciso cuarto propuesto, pasa a ser quinto, sin otra enmienda.

Número 11


Eliminarlo.

Número 12


Pasa ser 15, sin otra modificación.

Número 13


Suprimirlo.

Número 14


Pasó a ser 16, sustituido por el siguiente.


“16) Substitúyese el artículo 141 por el siguiente:


“Artículo 141.Improcedencia de la prisión preventiva. No se podrá ordenar la prisión preventiva cuando ésta aparezca desproporcionada en relación con la gravedad del delito, las circunstancias de su comisión y la sanción probable.


En consecuencia, no procederá la prisión preventiva:

a)
Cuando el delito imputado estuviere sancionado únicamente con penas pecuniarias o privativas de derechos.

b)
Cuando se tratare de delitos de acción privada.


Si el delito imputado estuviere sancionado con una pena privativa o restrictiva de libertad, de duración no superior a la de presidio o reclusión menor en su grado mínimo, o bien, cuando el imputado pudiere ser objeto de alguna de las medidas alternativas a la privación o restricción de libertad contempladas en la ley y existiere una necesidad cautelar especialmente relevante, el tribunal impondrá preferentemente, alguna de las medidas cautelares contempladas en el artículo 155, a menos que estimare que, en el caso concreto, la prisión preventiva resulta indispensable para satisfacer la necesidad cautelar. 


Podrá en todo caso decretarse la prisión preventiva en los eventos previstos en el inciso segundo cuando el imputado hubiere incumplido alguna de las medidas cautelares previstas en el Párrafo 6º de este Título o cuando el tribunal considere que el imputado pudiere incumplir su obligación de permanecer en el lugar del juicio hasta su término y presentarse a los actos del procedimiento y a la ejecución de la sentencia, inmediatamente que fuere requerido o citado de conformidad a los artículos 33 y 123. Se decretará también la prisión preventiva del imputado que no hubiere asistido a la audiencia del juicio oral, resolución que se dictará en la misma audiencia a petición del fiscal o del querellante.


La prisión preventiva no procederá respecto del imputado que se encontrare cumpliendo efectivamente una pena privativa de libertad. Si por cualquier motivo fuere a cesar su cumplimiento efectivo y el fiscal o el querellante estimaren procedente esta medida cautelar, o alguna de las medidas previstas en el párrafo siguiente, podrán recabarla anticipadamente de conformidad a las disposiciones de este párrafo, a fin de que, si el tribunal acogiere la solicitud, la medida se aplique al imputado en cuanto cese el cumplimiento efectivo de la pena, sin solución de continuidad.”.”.

Número 15


Suprimirlo

Número 16


Pasa a ser 17, sin otra modificación.

Número 17


Pasa a ser 18, sin otra modificación.

Número 18


Pasa a ser 19, reemplazado por el siguiente:


“19) Substitúyese el inciso segundo del artículo 182 por el siguiente:


“El imputado y los demás intervinientes en el procedimiento podrán examinar y obtener copias, a su cargo, de los registros y documentos de la investigación fiscal y policial que no revistieren el carácter de secretos.”.

Número 19


Suprimirlo

Número 20


Suprimirlo

Número 21


Suprimirlo

Número 22


Pasa a ser 20, sustituyendo en el texto de propuesto, los términos “los medios necesarios” por “las facilidades necesarias”.

Número 23


Pasa a ser 21, reemplazado por el siguiente:


“21) Agrégase el siguiente inciso segundo en el artículo 230, pasando el actual a ser inciso tercero:


“El fiscal podrá, por una sola vez, complementar la formalización de la investigación que hubiere realizado de acuerdo a lo dispuesto en el inciso anterior, cuando durante el curso de la investigación surgieren nuevos antecedentes que lo hicieren necesario. Si el defensor planteare la necesidad de la práctica de diligencias precisas y determinadas como consecuencia de la complementación de la formalización, el juez de garantía podrá fijar un nuevo plazo para la investigación, que en ningún caso podrá exceder de seis meses.”.

Número 24


Pasa a ser 22, sustituido por el siguiente:


“22) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 237:

a)
Trasládase, desde su inciso primero, la oración: “El juez podrá requerir del Ministerio Público los antecedentes que estimare necesarios para resolver.” ubicándola como nuevo inciso segundo.

b)
Sustitúyese su actual inciso cuarto, que ha pasado a ser quinto, por el siguiente: 


“Si el querellante o la víctima asistieren a la audiencia en que se ventilare la solicitud de suspensión condicional del procedimiento, deberán ser oídos por el tribunal.”.”.

Número 25


Pasa a ser 23, sin otra enmienda.

Número 26


Pasa a ser 24, intercalando la palabra “debidamente” antes de los términos “a satisfacción.

-o-


Agregar a continuación, los siguiente números nuevos:


“25) Substitúyese el inciso final del artículo 247 por el siguiente:


El plazo de dos años previsto en este artículo se suspenderá en los casos siguientes:

a)
cuando se dispusiere la suspensión condicional del procedimiento;

b)
cuando se decretare sobreseimiento temporal de conformidad a lo previsto en el artículo 252, y

c)
desde que se alcanzare un acuerdo reparatorio hasta el cumplimiento de las obligaciones contraídas por el imputado a favor de la víctima o hasta que hubiere debidamente garantizado su cumplimiento a satisfacción de esta última. 

26) Substitúyese el inciso primero del artículo 248 por el siguiente:


“Artículo 248.- Cierre de la investigación. Practicadas las diligencias necesarias para la averiguación del hecho punible y sus autores, cómplices o encubridores, el fiscal declarará cerrada la investigación, lo cual comunicará de inmediato al juez de garantía, quien citará a una audiencia para no antes de cinco días ni después de diez contados desde la comunicación practicada por el fiscal. En dicha audiencia el fiscal deberá poner en conocimiento de los intervinientes su decisión de: 

27) Derógase el artículo 249.”.

Número 27


Suprimirlo

-o-


Agregar a continuación, el siguiente número nuevo:


28) Introdúcense las siguientes modificaciones en el inciso primero del artículo 257:

a)
Substitúyese el guarismo “249” por “248”.

b)
Agrégase a continuación de la expresión “rechazado” y antes del punto final (.), la oración “o no se hubiere pronunciado sobre ellas”.

Número 28


Pasa a ser 29, reemplazado por el siguiente:


“29) Intercálase en el inciso tercero del artículo 276, entre las palabras “las pruebas” y la conjunción “que” los términos “de cargo”.”.

Número 29


Pasa a ser 30, reemplazado por el siguiente:


“30) Agrégase el siguiente inciso tercero en el artículo 277:


“En el evento de rechazarse por resolución ejecutoriada pruebas de cargo que el Ministerio Público considere fundamentales, el fiscal podrá adoptar la decisión de no perseverar en el procedimiento, por no contar con antecedentes suficientes para fundar su acusación en el juicio oral, decisión que deberá comunicar lo antes posible y, en todo caso, antes de la realización de dicho juicio, en audiencia convocada en los términos del artículo 248.”.

Número 30


Pasa a ser 31, sin otra enmienda.

Número 31


Pasa a ser 32, sin otra enmienda

Número 32


Suprimirlo.

Número 35, reemplazarlo por el siguiente


“35) Reemplázase en los incisos primero y tercero del artículo 316, la palabra “tribunal”, todas las veces que aparece, por la siguiente: “juez de garantía”.”.

Número 36


Suprimirlo

-o-


Agregar a continuación, los siguientes números nuevos:


“36) Substitúyese el inciso tercero del artículo 325 por el siguiente:

 
“Seguidamente concederá la palabra al fiscal, para que exponga su acusación, al querellante para que sostenga la acusación, así como la demanda civil si la hubiere interpuesto, y al actor civil.”.

37) Agrégase un inciso final en el artículo 329 del siguiente tenor:


“Los testigos y peritos que, por algún motivo grave y difícil de superar no pudieren comparecer a declarar a la audiencia del juicio, podrán hacerlo a través de videoconferencia o a través de cualquier otro medio tecnológico apto para su examen y contraexamen. Para estos efectos, la parte que los presente justificará su petición en una audiencia que será especialmente citada al efecto, debiendo comparecer los testigos o peritos ante el tribunal con competencia en materia penal más cercano al lugar donde se encuentren.”.”.

-o-

Número 37


Pasa a ser 38, sin otra enmienda.

Número 38


Pasó a ser 39, sin otra enmienda.

Número 39


Pasó a ser 40, reemplazado por el siguiente:


“40) Substitúyese el inciso primero del artículo 344 por el siguiente:


“Artículo 344.- Plazo para redacción de la sentencia. Al pronunciarse sobre la absolución o condena, el tribunal podrá diferir la redacción del fallo y, en su caso, la determinación de la pena hasta por un plazo de cinco días, fijando la fecha de la audiencia en que tendrá lugar su lectura. No obstante, si el juicio hubiere durado más de cinco días, el tribunal dispondrá, para la fijación de la fecha de la audiencia de lectura, de un día adicional por cada dos de exceso de duración del juicio. El transcurso de estos plazos sin que hubiere tenido lugar la audiencia citada, constituirá falta grave que deberá ser sancionada disciplinariamente. Sin perjuicio de ello, se deberá citar a una nueva audiencia de lectura de la sentencia, la que en caso alguno podrá tener lugar después del séptimo día a contar desde la fecha fijada para la primera. Transcurrido este plazo adicional sin que se diere lectura a la sentencia se producirá la nulidad del juicio, a menos que la decisión hubiere sido la de absolución del acusado. Si, siendo varios los acusados, se hubiere absuelto a alguno de ellos, la repetición del juicio sólo comprenderá a quienes hubieren sido condenados. 

-o-


Agregar a continuación, el siguiente número nuevo:


“41) Substitúyese el artículo 345 por el siguiente:


“Artículo 345.- Determinación de la pena. Pronunciada la decisión de condena, el tribunal citará a una audiencia, con el fin de abrir debate sobre los factores relevantes para la determinación y cumplimiento de la pena, salvo que todos los intervinientes manifestaren su voluntad de prescindir de ella. A esta audiencia las partes podrán concurrir con los antecedentes en que funden sus alegaciones. En todo caso, la realización de esta audiencia no alterará los plazos previstos en el artículo anterior.”.”.

-o-

Número 40


Pasa a ser 42, sin otra enmienda.

Número 41


Pasa a ser 43, sin otra enmienda.

Número 42


Pasa a ser 44, reemplazando la letra a), por la siguiente:


“a) Substitúyese, en el inciso segundo, la frase “el tiempo de detención” por lo siguiente: “proporcionalmente el tiempo de detención, privación de libertad total o parcial”.”.

-o-


Agregar a continuación, el siguiente número nuevo:


“45) Substitúyese en la letra a) del artículo 373 la frase “tramitación del juicio” por la siguiente: “cualquier etapa del procedimiento”.”. 

-o-

Numero 43


Pasa a ser 46, sin otra enmienda

Número 44


Pasa a ser 47, con las siguientes enmiendas:


-Reemplazar el encabezamiento por el siguiente:


“47) Agrégase, en el artículo 385, el siguiente inciso segundo:”.


-Suprimir la letra a).

Número 45


Pasa a ser 48, reemplazado por el siguiente:


“48) Modifícase el artículo 390 en los siguientes términos:

a)
Substitúyese en el inciso primero la palabra “juicio” por “audiencia” y agrégase el siguiente párrafo final:


“De igual manera, cuando los antecedentes lo ameriten y hasta la deducción de la acusación, el fiscal podrá dejar sin efecto la formalización de la investigación que ya hubiere realizado de acuerdo con lo previsto en el artículo 230, y proceder conforme a las reglas de este título.”.

b)
Agrégase el siguiente inciso segundo, pasando el actual a ser tercero:


“Asimismo, si habiendo presentado acusación, la pena requerida no excede de presidio o reclusión menores en su grado mínimo y no es posible llevar el caso al procedimiento abreviado, la acusación se tendrá como requerimiento y la audiencia de preparación del juicio oral se conformará a lo previsto en este Título, citándose al término de la misma al juicio simplificado correspondiente.”.”.

Número 46


Pasa a ser 49, sin otra enmienda

Número 47


Pasa a ser 50, sin otra enmienda.

Número 48


Pasa a ser 51, sin otra enmienda.

Número 49


Pasa a ser 53, reemplazado por el siguiente:


“52) Modifícase el artículo 395 en los siguientes términos:

a)
Introdúcense las siguientes modificaciones en el inciso primero:

1.
Substitúyese la expresión “del juicio” por “de la audiencia”.

2.
Agrégase al final del inciso, substituyendo el punto final por un punto seguido, lo siguiente: “Para los efectos de lo dispuesto en el presente inciso, el fiscal podrá modificar la pena requerida con la finalidad de que el imputado admita su responsabilidad.”.

b)
Substitúyese el inciso segundo por el siguiente:


“Si el imputado admitiere su responsabilidad en el hecho, el tribunal dictará sentencia inmediatamente. En estos casos, el juez no podrá imponer una pena superior a la solicitada en el requerimiento, permitiéndose la incorporación de antecedentes que sirvan al efecto de acreditar circunstancias modificatorias de responsabilidad penal, para la determinación de la pena a aplicar.”.”.

Número 50


Pasa a ser 53, reemplazando en el inciso segundo del artículo 407 propuesto la oración : “admitir la presentación de informes periciales escritos y eximir la comparecencia del perito, cuando dichos informes, por su estandarización o mecanización, ofrezcan suficientes garantías de autenticidad en su producción y claridad en sus resultado” por “que, excepcionalmente, las pericias consistentes en análisis de alcoholemia, de ADN y aquellas que recaigan sobre sustancias estupefacientes o psicotrópicas, puedan ser incorporadas al juicio en base al informe respectivo”.

Número 51


Pasa a ser 54, sin otra enmienda.

Número 52


Suprimirlo.

Número 53


Suprimirlo.


Número 54


Pasa a ser 55, sin otra enmienda.

Número 55


Pasa a ser 56, sustituir la expresión “circunstancia atenuante de colaboración sustancial” por “del artículo 11 Nª 9 del Código Penal”.

Número 56


Pasa a ser 57, sin otra enmienda.

Número 57


Pasa a ser 58, sustituyendo el inciso quinto propuesto, por el siguiente:


“Las especies que se encuentren bajo la custodia o a disposición del ministerio público, transcurridos a lo menos seis meses desde la fecha en que se dicte alguna de las resoluciones o decisiones a que se refieren los artículos 167, 168, 170 y 248, letra c) de este Código, serán remitidas a la Dirección General del Crédito Prendario, para que proceda de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo anterior.”.

Artículo 2°


Lo ha reemplazado por el siguiente:


Artículo 2º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal:

a)
Modifícase el artículo 269 bis en los siguientes términos:

1.
Substitúyese el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 269 bis.- El que, a sabiendas, obstaculice gravemente el esclarecimiento de un hecho punible o la determinación de sus responsables, mediante la aportación de antecedentes falsos que condujeren al Ministerio Público a realizar u omitir actuaciones de la investigación, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado mínimo y multa de dos a doce unidades tributarias mensuales.


La pena prevista en el inciso precedente se aumentará en un grado si los antecedentes falsos aportados, condujeren al Ministerio Público a solicitar medidas cautelares o a deducir una acusación infundada.


El abogado que incurriere en las conductas descritas en los incisos anteriores, será castigado, además, con la pena de suspensión de profesión titular durante el tiempo de la condena.


La retractación de quien hubiere incurrido en las conductas de que trata el presente artículo, constituirá circunstancia atenuante muy calificada en los términos que previene el artículo 68 bis.


Se entiende por retractación oportuna aquella que se produce en condiciones de tiempo y forma adecuados para ser considerada por el tribunal que deba resolver y, en especial, aquella que tuviere lugar durante la vigencia de la medida cautelar decretada en virtud de los antecedentes falsos aportados y que condujere a su alzamiento o, en su caso, la que ocurriere antes del pronunciamiento de la sentencia o de la decisión de absolución o condena, según correspondiere.”.

2.
En el inciso segundo, substitúyese la frase que sigue a la palabra “Código”por la siguiente: “y el artículo 302 del Código Procesal Penal.”.

b)
Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 269 ter:

1.
Agrégase a continuación de la expresión “existencia” los términos “o inexistencia”, y

2.
Agrégase a continuación de la frase “`participación punible en él”suprimiendo la coma (,) que la sigue, lo siguiente: “de alguna persona o su inocencia,”.”.

Artículo 3°


Reemplazar en el primer inciso que se propone, las palabras “en que el nuevo proceso penal se encuentre vigente” por “excluida la Región Metropolitana de Santiago”.



Artículo 4°


Agregar en el inciso primero que se propone, enseguida de la coma (,) que sigue a la palabra “decrete”, la expresión “además,”.

Artículo 5°


Reemplazar en la frase que se incorpora al inciso primero de la letra a) del artículo 17, las palabras “de mayor connotación” por “que generan mayor conmoción”.

-o-


Agregar los siguientes artículos 6° y 7° permanentes, nuevos:


Artículo 6º.- Introdúcese el siguiente párrafo segundo en la letra a) del artículo 3º del decreto con fuerza de ley Nº 7.912, de 1927, del Ministerio del Interior:


Para los efectos señalados en el párrafo anterior de esta letra, y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 111 del Código Procesal Penal y de las facultades que se le otorgan en las leyes números 12.927, sobre Seguridad del Estado, 17.798, sobre Control de Armas y 18.314, que determina conductas terroristas y fija su penalidad, el Ministro del Interior, el Subsecretario del Interior, los Intendentes y Gobernadores, en su caso, podrán deducir querella:

a)
cuando el o los hechos que revistan caracteres de delito hayan alterado el orden público;

b)
cuando el o los hechos que revistan caracteres de delito, considerados en si mismos o en la serie de otros similares y próximos en el tiempo, hayan afectado la seguridad pública, generando en toda o en un sector de la población, el temor de ser víctima de delitos de la misma especie. En caso alguno podrán considerarse comprendidos en esta letra las faltas, los cuasidelitos, los delitos de acción privada, ni los incluidos en los párrafos 2 y 5 del Título III; párrafos 5, 7 y 8 del Título IV; párrafos 2 bis, 3, 5 y 7 del Título VI; todos los del Título VII, salvo los de los párrafos 5 y 6; los de los párrafos 2, 4, 6 y 7 del Título VIII; los de los párrafos 7 y 8 del Título IX, y los del Título X, todos del Libro II del Código Penal, y 

c)
cuando se trate de los delitos contemplados en las leyes números 19.327, sobre prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional, y 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y substancias psicotrópicas.


Artículo 7º.- Agrégase el siguiente artículo 76 en la ley Nº 19.718, que crea la Defensoría Penal Pública; 


“Artículo 76.- A la Defensoría Penal Pública no le serán aplicables los artículos 2º, letras j) y l); 24, letra m); 45, letra h); 46, y 64, letra f) de la Ley Orgánica Constitucional de Gobiernos Regionales.”.”.

-o-

Por las razones expuestas y por las que hará valer oportunamente el señor Diputado Informante, esta Comisión recomienda aprobar el proyecto de conformidad al siguiente texto:

PROYECTO DE LEY:


Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Procesal Penal:

1)
Substitúyese el inciso tercero del artículo 9º por el siguiente:


“Tratándose de casos urgentes, en que la inmediata autorización u orden judicial fuere indispensable para el éxito de la diligencia, podrá ser solicitada y otorgada por cualquier medio idóneo al efecto, tales como teléfono, fax, correo electrónico u otro, sin perjuicio de la constancia posterior, en el registro correspondiente. No obstante lo anterior, en caso de una detención se deberá entregar por el funcionario policial que la practique una constancia de aquella, con indicación del tribunal que la expidió, del hecho que la fundamenta y de la hora en que se la emitió.

2)
Reemplázanse en el artículo 10 las expresiones “juez de garantía” y “juez” por “tribunal”.

3)
Substitúyese el inciso primero del artículo 39 por el siguiente:


“Artículo 39.- Reglas generales. De las actuaciones realizadas por o ante el juez de garantía, el tribunal de juicio oral en lo penal, las Cortes de Apelaciones y la Corte Suprema se levantará un registro en la forma señalada en este párrafo.”.

4)
Derógase el artículo 40.

5)
Substitúyese el artículo 41 por el siguiente:


“Artículo 41.- Registro de actuaciones ante los tribunales con competencia en materia penal. Las audiencias ante los jueces con competencia en materia penal se registrarán en forma íntegra por cualquier medio que asegure su fidelidad, tal como audio digital, video u otro soporte tecnológico equivalente.”.

6)
Agrégase inmediatamente antes del punto final del inciso primero del artículo 48, la siguiente oración: “o cuando el tribunal estime razonable eximirle por razones fundadas.”.

7)
Modifícase el artículo 59 en los siguientes términos:

a)
Intercálase en el inciso segundo, entre la palabra “imputado” y la coma (,) que la sigue, la frase: “y del tercero civilmente responsable”.

b)
Intercálase en el inciso tercero, entre la palabra “imputado”y la coma (,) que la sigue, la frase “o del tercero civilmente responsable”.

8)
Substitúyese en el inciso primero del artículo 62, la palabra “imputado” por la siguiente: “demandado”.

9)
Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 70:


Modifícase el inciso segundo en la forma que se indica:

i.
Intercálase en el primer párrafo, a continuación de la palabra “diligencias”, los vocablos “u órdenes”, e

ii.
En el segundo párrafo, intercálase, a continuación de la palabra “diligencia”, la frase “o cumplida la orden”.


Incorpórase el siguiente inciso tercero, nuevo: 


“En los casos a que se refiere el inciso anterior, la primera audiencia judicial del detenido también podrá efectuarse, a petición del Ministerio Público, ante el juez de garantía del lugar del lugar en que se efectuaron las actuaciones, sin perjuicio de la posterior remisió9n de lo obrado al juez del procedimiento.”. 

10) En el artículo 87, incorpórase, a continuación del punto final (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “Asimismo, podrá impartir instrucciones generales relativas a la realización de diligencias inmediatas para la investigación de determinados delitos.”.

11) Agrégase el siguiente inciso cuarto en el artículo 111:


“Los órganos y servicios públicos sólo podrán interponer querella cuando sus respectivas leyes orgánicas les otorguen expresamente las potestades correspondientes.”.

12) Substitúyese el inciso final del artículo 129 por los dos siguientes:


“La policía deberá, asimismo, detener al sentenciado a penas privativas de libertad que hubiere quebrantado su condena, al que se fugare estando detenido, al que tuviere orden de detención pendiente, a quien fuere sorprendido en violación flagrante de las medidas cautelares personales que se le hubieren aplicado y al que violare la condición del artículo 238, letra b), que le hubiere sido impuesta para protección de otras personas.”.


“Asimismo, tratándose de crímenes y simples delitos, la policía podrá ingresar a un lugar cerrado, mueble o inmueble, cuando se encuentre en actual persecución del individuo a quien debiere detener, para el sólo efecto de practicar la respectiva detención y siempre que exista riesgo cierto de verse frustrada la diligencia.”.

13) Reemplázase la letra e) del artículo 130 por la siguiente:


“e) El que las víctimas de un delito que reclamaren auxilio, o testigos presenciales, señalaren como autor o cómplice de un delito que se hubiere cometido en un tiempo inmediato.”.

14) Agréganse en el artículo 131, los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto:


“Cuando el fiscal ordenare poner al detenido a disposición del juez, deberá, en el mismo acto, dar conocimiento de esta situación a su abogado de confianza o a la Defensoría Penal Pública.


Si el fiscal no se pronunciare al respecto, la policía deberá poner al detenido a disposición del juez dentro del mismo plazo de veinticuatro horas que señala el inciso segundo.”. 


Para los efectos de poner a disposición del juez al detenido, las policías cumplirán con su obligación legal dejándolo bajo la custodia del personal de Gendarmería del respectivo tribunal.”.

15) Reemplázase el inciso segundo del artículo 139 por el siguiente:


“La prisión preventiva procederá cuando las demás medidas cautelares personales fueren estimadas por el juez como insuficientes para asegurar las finalidades del procedimiento, la seguridad del ofendido o de la sociedad.”.

16) Substitúyese el artículo 141 por el siguiente:


“Improcedencia de la prisión preventiva. No se podrá ordenar la prisión preventiva cuando ésta aparezca desproporcionada en relación con la gravedad del delito, las circunstancias de su comisión y la sanción probable.


En consecuencia, no procederá la prisión preventiva:

a)
Cuando el delito imputado estuviere sancionado únicamente con penas pecuniarias o privativas de derechos.

b)
Cuando se tratare de delitos de acción privada.


Si el delito imputado estuviere sancionado con una pena privativa o restrictiva de libertad, de duración no superior a la de presidio o reclusión menores en su grado mínimo, o bien, cuando el imputado pudiere ser objeto de alguna de las medidas alternativas a la privación o restricción de libertad contempladas en la ley y existiere una necesidad cautelar especialmente relevante, el tribunal impondrá preferentemente, alguna de las medidas cautelares contempladas en el artículo 155, a menos que estimare que, en el caso concreto, la prisión preventiva resulta indispensable para satisfacer la necesidad cautelar.


Podrá en todo caso decretarse la prisión preventiva en los eventos previstos en el inciso segundo cuando el imputado hubiere incumplido alguna de las medidas cautelares previstas en el Párrafo 6º de este Título o cuando el tribunal considere que el imputado pudiere incumplir su obligación de permanecer en el lugar del juicio hasta su término y presentarse a los actos del procedimiento y a la ejecución de la sentencia, inmediatamente que fuere requerido o citado de conformidad a los artículos 33 y 123. Se decretará también la prisión preventiva del imputado que no hubiere asistido a la audiencia del juicio oral, resolución que se dictará en la misma audiencia a petición del fiscal o del querellante.


La prisión preventiva no procederá respecto del imputado que se encontrare cumpliendo efectivamente una pena privativa de libertad. Si por cualquier motivo fuere a cesar su cumplimiento efectivo y el fiscal o el querellante estimaren procedente esta medida cautelar, o alguna de las medidas previstas en el párrafo siguiente, podrán recabarla anticipadamente de conformidad a las disposiciones de este párrafo, a fin de que, si el tribunal acogiere la solicitud, la medida se aplique al imputado en cuanto cese el cumplimiento efectivo de la pena, sin solución de continuidad.”.

17) Agrégase el siguiente inciso segundo en el artículo 154:


“Lo dispuesto en este artículo se entenderá sin perjuicio de lo previsto en el artículo 9º para los casos urgentes.”.

18) Agrégase en el inciso tercero del artículo 180, después del punto final, que pasa a ser seguido, la siguiente oración:


“Los notarios, archiveros y conservadores de bienes raíces, y demás organismos, autoridades y funcionarios públicos, deberán realizar las actuaciones y diligencias y otorgar los informes, antecedentes y copias de instrumentos que los fiscales les soliciten, en forma gratuita y exentos de toda clase de derechos e impuestos.”.

19) Substitúyese el inciso segundo del artículo 182 por el siguiente:


“El imputado y los demás intervinientes en el procedimiento podrán examinar y obtener copias, a su cargo, de los registros y documentos de la investigación fiscal y policial que no revistieren el carácter de secretos.”.

20) Reemplázase la oración inicial del inciso quinto del artículo 222, por la siguiente:


“Las empresas telefónicas y de comunicaciones deberán dar cumplimiento a esta medida, proporcionando a los funcionarios encargados de la diligencia las facilidades necesarias para que se lleve a cabo con la oportunidad con que se requiera.”.

21) Agrégase el siguiente inciso segundo en el artículo 230, pasando el actual a ser inciso tercero:


“El fiscal podrá, por una sola vez, complementar la formalización de la investigación que hubiere realizado de acuerdo a lo dispuesto en el inciso anterior, cuando durante el curso de la investigación surgieren nuevos antecedentes que lo hicieren necesario. Si el defensor planteare la necesidad de la práctica de diligencias precisas y determinadas, como consecuencia de la complementación de la formalización, el juez de garantía podrá fijar un nuevo plazo para la investigación, que en ningún caso podrá exceder de seis meses. 

22) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 237:

a)
Trasládase, desde su inciso primero, la oración: “El juez podrá requerir del Ministerio Público los antecedentes que estimare necesarios para resolver.”ubicándola como nuevo inciso segundo.

b)
Substitúyese su actual inciso cuarto, que ha pasado a ser quinto: por el siguiente: 


“Si el querellante o la víctima asistieren a la audiencia en que se ventilare la solicitud de suspensión condicional del procedimiento, deberán ser oídos por el tribunal.”.

23) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 238:

a)
Substitúyese la conjunción “y” que figura al final de la letra f), por un punto y coma (;);

b)
Substitúyese el punto final (,) de la letra g), por la conjunción “y”, y

c)
Agrégase la siguiente letra h), nueva:


“h) U otra condición que resulte adecuada en consideración con las circunstancias del caso concreto de que se trate y sea propuesta, fundadamente, por el ministerio público.”.

24) Reemplázase, en el artículo 242, la oración “Junto con aprobar el acuerdo reparatorio propuesto” por la siguiente: “Una vez cumplidas las obligaciones contraídas por el imputado en el acuerdo reparatorio o garantizadas debidamente a satisfacción de la víctima”.

25) Substitúyese el inciso final del artículo 247 por el siguiente:


“El plazo de dos años previsto en este artículo se suspenderá en los casos siguientes:

a)
cuando se dispusiere la suspensión condicional del procedimiento;

b)
cuando se decretare sobreseimiento temporal de conformidad a lo previsto en el artículo 252, y

c)
desde que se alcanzare un acuerdo reparatorio hasta el cumplimiento de las obligaciones contraídas por el imputado a favor de la víctima o hasta que hubiere debidamente garantizado su cumplimiento a satisfacción de esta última. 

26) Substitúyese el inciso primero del artículo 248 por el siguiente:


“Artículo 248.- Cierre de la investigación. Practicadas las diligencias necesarias para la averiguación del hecho punible y sus autores, cómplices o encubridores, el fiscal declarará cerrada la investigación, lo cual comunicará de inmediato al juez de garantía, quien citará a una audiencia para no antes de cinco días ni después de diez contados desde la comunicación practicada por el fiscal. En dicha audiencia el fiscal deberá poner en conocimiento de los intervinientes su decisión de: 

27) Derógase el artículo 249.

28) Introdúcense las siguientes modificaciones en el inciso primero del artículo 257:


Substitúyese el guarismo “249” por “248”.

b)
Agrégase a continuación de la expresión “rechazado” y antes del punto final (.), la oración “o no se hubiere pronunciado sobre ellas”.

29) Intercálase en el inciso tercero del artículo 276, entre las palabras “las pruebas” y la conjunción “que” los términos “de cargo”.

30) Agrégase el siguiente inciso tercero en el artículo 277:


“En el evento de rechazarse por resolución ejecutoriada pruebas de cargo que el Ministerio Público considere fundamentales, el fiscal podrá adoptar la decisión de no perseverar en el procedimiento, por no contar con antecedentes suficientes para fundar su acusación en el juicio oral, decisión que deberá comunicar lo antes posible y, en todo caso, antes de la realización de dicho juicio, en audiencia convocada en los términos del artículo 248.”.

31) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 280:

a)
Reemplázase, en su inciso segundo, la frase “Párrafo 3º del Título VIII del Libro Primero” por la siguiente: “Párrafo 6º del Título III del Libro Segundo” y


Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo:


“Para los efectos de lo establecido en los incisos anteriores, el juez de garantía citará a una audiencia especial para la recepción de la prueba anticipada.”.

32) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 281, la frase “a su notificación” por la siguiente: “al momento en que quede firme.”.

33) Modifícase el inciso primero del artículo 314, en los siguientes términos:

a)
agrégase después de la palabra “solicitar”, la siguiente frase: “en la audiencia de preparación del juicio oral,”,.y 

b)
substitúyense las expresiones “al juicio oral” por las siguientes: “a dicho juicio”.

34) Introdúcese, en el artículo 315, el siguiente inciso final:


“No obstante, de manera excepcional, las pericias consistentes en análisis de alcoholemia, de ADN y aquellas que recaigan sobe sustancias estupefacientes o psicotrópicas, podrán ser incorporadas al juicio oral en base al informe respectivo. Sin embargo, si alguna de las partes lo solicitara fundadamente, la comparecencia del perito no podrá ser substituida por la presentación del informe.” 

35) Reemplázase en los incisos primero y tercero del artículo 316, la palabra “tribunal”, todas las veces que aparece, por la siguiente: “juez de garantía”.

36) Substitúyese el inciso tercero del artículo 325 por el siguiente:


“Seguidamente concederá la palabra al fiscal, para que exponga su acusación, al querellante para que sostenga la acusación, así como la demanda civil si la hubiere interpuesto, y al actor civil.

37) Agrégase un inciso final en el artículo 329 del siguiente tenor:


“Los testigos y peritos que, por algún motivo grave y difícil de superar no pudieren comparecer a declarar a la audiencia del juicio, podrán hacerlo a través de videoconferencia o a través de cualquier otro medio tecnológico apto para su examen y contraexamen. Para estos efectos, la parte que los presente justificará su petición en una audiencia que será especialmente citada al efecto, debiendo comparecer los testigos o peritos ante el tribunal con competencia en materia penal más cercano al lugar donde se encuentren.”.

38) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 331:

a)
Sustitúyese, en su encabezamiento, la palabra “Lectura” por “Reproducción”, e intercálanse los vocablos “reproducirse o” después de la forma verbal “ Podrá “, y 

b)
Incorpórase en su letra a), a continuación del numeral “191”, el guarismo “192, precedido de una coma(,)”.

39) Reemplázanse, en los incisos primero y segundo del artículo 338, las frases “fiscal, al acusador particular y al defensor” y “fiscal y al defensor”, respectivamente, por la siguiente: “fiscal, al acusador particular, al actor civil y al defensor”.

40) Substitúyese el inciso primero del artículo 344 por el siguiente:


“Artículo 344.- Plazo para redacción de la sentencia. Al pronunciarse sobre la absolución o condena, el tribunal podrá diferir la redacción del fallo y, en su caso, la determinación de la pena hasta por un plazo de cinco días, fijando la fecha de la audiencia en que tendrá lugar su lectura. No obstante, si el juicio hubiere durado más de cinco días, el tribunal dispondrá, para la fijación de la fecha de la audiencia de lectura, de un día adicional por cada dos de exceso de duración del juicio. El transcurso de estos plazos sin que hubiere tenido lugar la audiencia citada, constituirá falta grave que deberá ser sancionada disciplinariamente. Sin perjuicio de ello, se deberá citar a una nueva audiencia de lectura de la sentencia, la que en caso alguno podrá tener lugar después del séptimo día a contar desde la fecha fijada para la primera. Transcurrido este plazo adicional sin que se diere lectura a la sentencia se producirá la nulidad del juicio, a menos que la decisión hubiere sido la de absolución del acusado. Si, siendo varios los acusados, se hubiere absuelto a alguno de ellos, la repetición del juicio sólo comprenderá a quienes hubieren sido condenados. 

41) Substitúyese el artículo 345 por el siguiente:


“Artículo 345.- Determinación de la pena. Pronunciada la decisión de condena, el tribunal citará a una audiencia, con el fin de abrir debate sobre los factores relevantes para la determinación y cumplimiento de la pena, salvo que todos los intervinientes manifestaren su voluntad de prescindir de ella. A esta audiencia las partes podrán concurrir con los antecedentes en que funden sus alegaciones. En todo caso, la realización de esta audiencia no alterará los plazos previstos en el artículo anterior.”.

42) Substitúyese, en el artículo 346, los términos “lectura de “ por los siguientes; “comunicación de la”.

43) Reemplázance, en el artículo 347, los vocablos “Sentencia absolutoria” por los siguientes: “Decisión absolutoria”.

44) Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 348:

a)
Substitúyese, en el inciso segundo, la frase “el tiempo de detención” por lo siguiente: “proporcionalmente el tiempo de detención, privación de libertad total o parcial “.

b)
Agrégase el siguiente inciso final:


“Cuando se pronunciare la decisión de condena, el tribunal podrá, asimismo, disponer de oficio la revisión de las medidas cautelares personales, atendiendo al tiempo transcurrido y a la pena probable.”.

45) Substitúyese en la letra a) del artículo 373 la frase “tramitación del juicio” por la siguiente: “cualquier etapa del procedimiento”.

46) Agrégase, en el artículo 384, el siguiente inciso final:


“El fallo del recurso se dará a conocer en la audiencia indicada al efecto, con la lectura de su parte resolutiva o de una breve síntesis de la misma.”.

47) Agrégase, en el artículo 385, el siguiente inciso segundo:


“La sentencia de reemplazo reproducirá las consideraciones de hecho, los fundamentos de derecho y las decisiones de la resolución anulada, que no se refieran a los puntos que hubieren sido objeto del recurso o que fueran incompatibles con la resolución recaída en él, tal como se hubieren dado por establecidos en el fallo recurrido.”.

48) Modifícase el artículo 390 en los siguientes términos:

a)
Substitúyese en el inciso primero la palabra “juicio” por “audiencia” y agrégase el siguiente párrafo final:


“De igual manera, cuando los antecedentes lo ameriten y hasta la deducción de la acusación, el fiscal podrá dejar sin efecto la formalización de la investigación que ya hubiere realizado de acuerdo con lo previsto en el artículo 230, y proceder conforme a las reglas de este título.”.

b)
Agrégase el siguiente inciso segundo, pasando el actual a ser tercero:


“Asimismo, si habiendo presentado acusación, la pena requerida no excede de presidio o reclusión menores en su grado mínimo y no es posible llevar el caso al procedimiento abreviado, la acusación se tendrá como requerimiento y la audiencia de preparación del juicio oral se conformará a lo previsto en este Título, citándose al término de la misma al juicio simplificado correspondiente.”.

49) Modifícase el artículo 391 en los siguientes términos:

a)
Elimínase en la actual letra d) la conjunción “y”, substituyendo la coma (,) por un punto y coma (;) y

b)
Intercálase, a continuación del literal d), la siguiente letra e), pasando la actual a ser letra f):


“e) La pena solicitada por el requirente, y”.

50) Modifícase el inciso primero del artículo 393, en el siguiente sentido:

a)
Reemplázase el título “Preparación del juicio” por “Citación a audiencia”.y

b)
Substitúyese la frase “citará a todos los intervinientes al juicio, el” por la siguiente: “citará a todos los intervinientes a la audiencia a que se refiere el artículo 395 bis, la”.

51) Agrégase, en el artículo 394, a continuación del punto final (.) que pasa a ser seguido (.), el siguiente párrafo: 


“Asimismo, el fiscal podrá proponer la suspensión condicional del procedimiento, si se cumplieren los requisitos del artículo 237.”.

52) Moldifícase el artículo 395 en los siguientes términos:


a)
Introdúcense las siguientes modificaciones en el inciso primero:

1.
Substitúyese la expresión “del juicio” por “de la audiencia”

2.
Agrégase al final del inciso, substituyendo el punto final por un punto seguido, lo siguiente: “Para los efectos de lo dispuesto en el presente inciso, el fiscal podrá modificar la pena requerida con la finalidad de que el imputado admita su responsabilidad.”.

b)
Substitúyese el inciso segundo por el siguiente:


“Si el imputado admitiere su responsabilidad en el hecho, el tribunal dictará sentencia inmediatamente. En estos casos, el juez no podrá imponer una pena superior a la solicitada en el requerimiento, permitiéndose la incorporación de antecedentes que sirvan al efecto de acreditar circunstancias modificatorias de responsabilidad penal, para la determinación de la pena a aplicar.”.

53) Agrégase el siguiente artículo 395 bis:


“Artículo 395 bis.- Preparación del juicio simplificado. Si el imputado no admitiere responsabilidad, el juez procederá, en la misma audiencia, a la preparación del juicio simplificado, el cual tendrá lugar inmediatamente, si ello fuere posible, o a más tardar dentro de quinto día.


Será especialmente materia de preparación del juicio simplificado, la autorización por parte del juez para que, excepcionalmente, las pericias consistentes en análisis de alcoholemia, de ADN y aquellas que recaigan sobre sustancias estupefacientes o psicotrópicas, puedan ser incorporadas al juicio en base al informe respectivo. Sin embargo, si alguna de las partes lo solicitara fundadamente, la comparecencia del perito no podrá ser substituida por la presentación del informe.”.

54) Substitúyese, en el artículo 396, la frase inicial del inciso primero “Cuando el imputado solicitare la realización del juicio, éste se llevará a cabo de inmediato” por la siguiente: “El juicio simplificado comenzará”.

55) Suprímese, en el inciso primero del artículo 406, la frase “en la audiencia de preparación del juicio oral”.

56) Substitúyese el artículo 407 por el siguiente:


“Artículo 407.- Oportunidad para solicitar el procedimiento abreviado. Una vez formalizada la investigación, la tramitación de la causa conforme a las reglas del procedimiento abreviado podrá ser acordada en cualquier etapa del procedimiento, hasta la audiencia de preparación del juicio oral.


Si no se hubiere deducido aún acusación, el fiscal y el querellante, en su caso, las formularán verbalmente en la audiencia que el tribunal convoque para resolver la solicitud de procedimiento abreviado, a la que deberá citar a todos los intervinientes. Deducidas verbalmente las acusaciones, se procederá en lo demás en conformidad a las reglas de este Título.


Si se hubiere deducido acusación, el fiscal y el acusador particular podrán modificarla según las reglas generales, así como la pena requerida, con el fin de permitir la tramitación del caso conforme a las reglas de este Título. Para estos efectos, la aceptación de los hechos a que se refiere el inciso segundo del artículo 406 podrá ser considerada por el fiscal como suficiente para estimar que concurre la circunstancia atenuante del artículo 11 Nº 9 del Código Penal, sin perjuicio de las demás reglas que sean aplicables para la determinación de la pena-


Si el procedimiento abreviado no fuere admitido por el juez de garantía, se tendrán por no formuladas las acusaciones verbales realizadas por el fiscal y el querellante, lo mismo que las modificaciones que, en su caso, éstos hubieren realizado a sus respectivos libelos, y se continuará de acuerdo a las disposiciones del Libro Segundo de este Código.”.

57) Substitúyese el artículo 447 por el siguiente:


“Artículo 447.- De la modificación, revocación o sustitución de las medidas cautelares personales. En cualquier estado del procedimiento se podrán modificar, revocar o substituir las medidas cautelares personales que se hubieren decretado, de acuerdo a las reglas generales, pero el Ministro de la Corte Suprema tomará las medidas que estimare necesarias para evitar la fuga del imputado.”.

58) Agréganse, en el artículo 470, los siguientes incisos quinto y sexto:


“Las especies que se encuentren bajo la custodia o a disposición del ministerio público, transcurridos a lo menos seis meses desde la fecha en que se dicte alguna de las resoluciones o decisiones a que se refieren los artículos 167, 168, 170 y 248, letra c) de este Código, serán remitidas a la Dirección General del Crédito Prendario, para que proceda de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo anterior.


Lo dispuesto en los incisos anteriores no tendrá aplicación tratándose de especies de carácter ilícito. En tales casos, el fiscal solicitará al juez que autorice proceder a su destrucción.”.


Artículo 2º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal:

a)
Modifícase el artículo 269 bis en los siguientes términos:

1.
Substitúyese el inciso primero por los cinco siguientes:


“Artículo 269 bis.- El que, a sabiendas, obstaculice gravemente el esclarecimiento de un hecho punible o la determinación de sus responsables, mediante la aportación de antecedentes falsos que condujeren al Ministerio Público a realizar u omitir actuaciones de la investigación, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado mínimo y multa de dos a doce unidades tributarias mensuales.


La pena prevista en el inciso precedente se aumentará en un grado si los antecedentes falsos aportados, condujeren al Ministerio Público a solicitar medidas cautelares o a deducir una acusación infundada.


El abogado que incurriere en las conductas descritas en los incisos anteriores, será castigado, además, con la pena de suspensión de profesión titular durante el tiempo de la condena.


La retractación de quien hubiere incurrido en las conductas de que trata el presente artículo, constituirá circunstancia atenuante muy calificada en los términos que previene el artículo 68 bis.


Se entiende por retractación oportuna aquella que se produce en condiciones de tiempo y forma adecuados para ser considerada por el tribunal que deba resolver y, en especial, aquella que tuviere lugar durante la vigencia de la medida cautelar decretada en virtud de los antecedentes falsos aportados y que condujere a su alzamiento o, en su caso, la que ocurriere antes del pronunciamiento de la sentencia o de la decisión de absolución o condena, según correspondiere.”.

2. En el inciso segundo, substitúyese la frase que sigue a la palabra “Código”por la siguiente: “y el artículo 302 del Código Procesal Penal.”.

b)
Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 269 ter:

1.
Agrégase a continuación de la expresión “existencia” los términos “o inexistencia”, y

2.
Agrégase a continuación de la frase “`participación punible en él”suprimiendo la coma (,) que la sigue, lo siguiente: “de alguna persona o su inocencia,”.


Artículo 3º.- Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 6º transitorio de la ley Nº 19.665, que reforma el Código Orgánico de Tribunales:

a)
Reemplázase en su inciso sexto, la expresión “un año” por “cinco años”, y 

b)
Agréganse dos incisos finales, nuevos, del siguiente tenor:


“Créanse Comisiones Regionales de Coordinación de la Reforma Procesal Penal en cada una de las regiones del país, excluida la Región Metropolitana de Santiago. Estas comisiones serán presididas por el Intendente Regional respectivo e integradas por el Secretario Regional Ministerial de Justicia, que actuará como secretario ejecutivo, por el Presidente de la Corte de Apelaciones, por el Fiscal Regional del Ministerio Público, por el Defensor Penal Regional, por el Presidente Regional del Capítulo respectivo de la Asociación Chilena de Municipalidades, por el Presidente del Colegio de Abogados con mayor número de afiliados en la región respectiva, por los representantes zonales de Carabineros de Chile y de la Policía de Investigaciones de Chile, por el Director Regional de Gendarmería de Chile y por el Director Regional del Servicio Médico Legal.


Dichas Comisiones tendrán a su cargo labores de coordinación, seguimiento y evaluación de la reforma procesal penal en la región respectiva. Además, podrán sugerir propuestas tendientes a corregir el funcionamiento de la misma. Dependerán de la Comisión de Coordinación a que se refiere el inciso primero de este artículo, a la que remitirán, a lo menos trimestralmente, información sobre el funcionamiento y estadísticas del nuevo sistema de justicia penal.”.


Artículo 4º.- Reemplázase el encabezamiento del inciso primero del artículo 14 de la ley Nº 18.314, por el siguiente:


“En los casos del artículo 1º de esta ley, durante la audiencia de formalización de la investigación o una vez formalizada ésta, si procediere la prisión preventiva del imputado, el Ministerio Público podrá pedir al juez de garantía que decrete, además, por resolución fundada, todas o algunas de las siguientes medidas:”.


Artículo 5º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público:


“a) Incorpórase, en el párrafo primero de la letra a), del artículo 17, la siguiente oración final: “Tratándose de los delitos que generan mayor conmoción social, dichos criterios deberán referirse, especialmente, a la aplicación de las salidas alternativas y a las instrucciones generales relativas a las diligencias inmediatas para la investigación de los mismos, pudiendo establecerse orientaciones diferenciadas para su persecución en las diversas regiones del país, atendiendo a la naturaleza de los distintos delitos.”, y 


b) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 21, la frase “modificaciones legales destinadas a una más efectiva persecución de los delitos y protección de las víctimas y de los testigos” por “las políticas públicas y modificaciones legales que estime necesarias para el mejoramiento del sistema penal, para una efectiva persecución de los delitos, la protección de las víctimas y de los testigos, y el adecuado resguardo de los derechos de las personas:”. 


Artículo 6º.- Introdúcese el siguiente párrafo segundo en la letra a) del artículo 3º del decreto con fuerza de ley Nº 7.912, de 1927, del Ministerio del Interior:


Para los efectos señalados en el párrafo anterior de esta letra, y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 111 del Código Procesal Penal y de las facultades que se le otorgan en las leyes números 12.927, sobre Seguridad del Estado, 17.798, sobre Control de Armas y 18.314, que determina conductas terroristas y fija su penalidad, el Ministro del Interior, el Subsecretario del Interior, los Intendentes y Gobernadores, en su caso, podrán deducir querella:

a)
cuando el o los hechos que revistan caracteres de delito hayan alterado el orden público;

b)
cuando el o los hechos que revistan caracteres de delito, considerados en si mismos o en la serie de otros similares y próximos en el tiempo, hayan afectado la seguridad pública, generando en toda o en un sector de la población, el temor de ser víctima de delitos de la misma especie. En caso alguno podrán considerarse comprendidos en esta letra las faltas, los cuasidelitos, los delitos de acción privada, ni los incluidos en los párrafos 2 y 5 del Título III; párrafos 5, 7 y 8 del Título IV; párrafos 2 bis, 3, 5 y 7 del Título VI; todos los del Título VII, salvo los de los párrafos 5 y 6; los de los párrafos 2, 4, 6 y 7 del Título VIII; los de los párrafos 7 y 8 del Título IX, y los del Título X, todos del Libro II del Código Penal, y 

c)
cuando se trate de los delitos contemplados en las leyes números 19.327, sobre prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional, y 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y substancias psicotrópicas.


Artículo 7º..- Agrégase el siguiente artículo 76 en la ley Nº 19.718, que crea la Defensoría Penal Pública; 


“Artículo 76.- A la Defensoría Penal Pública no le serán aplicables los artículos 2º, letras j) y l); 24, letra m); 45, letra h); 46, y 64, letra f) de la Ley Orgánica Constitucional de Gobiernos Regionales.”.

-o-


Sala de la Comisión, a 5 de abril de 2005.


Se designó diputado informante al señor Juan Bustos Ramírez.


Acordado en sesiones de fechas 20 de octubre, 3 y 10 de noviembre y 1 de diciembre de 2004; 5, 12 y 19 de enero; 15, 16, 22 y 23 de marzo y 5 de abril de 2005 con la asistencia de los Diputados señora Laura Soto González y señor Juan Bustos Ramírez (Presidentes), señora María Pía Guzmán Mena y señores Pedro Araya Guerrero, Gabriel Ascencio Mansilla, Jorge Burgos Varela, Guillermo Ceroni Fuentes, Nicolás Monckeberg Díaz, Darío Paya 
Mira, Aníbal Pérez Lobos, Víctor Pérez Varela, Eduardo Saffirio Suárez y Gonzalo Uriarte Herrera.


En reemplazo del Diputado señor Aníbal Pérez Lobos asistió la Diputada señora Adriana Muñoz D’Albora.


(Fdo.): EUGENIO FOSTER MORENO, Secretario”.

11. Informe de la Comisión de Defensa Nacional recaído en el proyecto de ley sobre fusión de los escalafones femenino y masculino de oficiales de Carabineros de Chile. (boletín Nº 3694-02)

“Honorable Cámara:


Vuestra Comisión de Defensa Nacional pasa a informar acerca del proyecto de ley singularizado en el epígrafe, iniciado en un mensaje, en primer trámite constitucional y reglamentario. 


El Ejecutivo hizo presente la urgencia para el despacho de este proyecto, que calificó de “simple”, según consta en la cuenta de la sesión 57ª., celebrada el 5 de abril de este año. 


Durante el estudio del proyecto, la Comisión contó con la asistencia del Ministro de Defensa Nacional, señor Jaime Ravinet; del Subsecretario de Carabineros, señor Felipe Harboe; del General Director de Carabineros, General señor Alberto Cienfuegos; del Director del Personal de dicha institución, General señor Raúl Melo; del Auditor General de Carabineros, General (J) señor Patricio Moya; del Jefe de Planificación y Desarrollo de esa institución, General señor Eduardo Vera; del Capitán (J) señor Heriberto Navarro; de la Jefa del Departamento de Relaciones Sociales y Comunitarias de la Subsecretaría de Carabineros, Mayor señora Ana María González, y de los asesores de dicha Subsecretaría señores Neftalí Carabantes, Raúl Pierattini y Francisco Troncoso.

I. CONSTANCIAS PREVIAS.


-La Comisión acordó que los artículos 3° y 6° permanentes deben aprobarse con quórum de ley orgánica constitucional, por contener materias relativas a la norma básica sobre la antigüedad del personal de Carabineros de Chile, a que se refiere el inciso primero del artículo 94 de la Carta Fundamental. Asimismo, resolvió que tienen igual carácter el artículo 5° permanente y el artículo 3° transitorio, por cuanto hacen referencia a los mencionados artículos 3° y 6° permanentes que, de acuerdo con lo señalado, tienen rango de ley orgánica constitucional.


-La Comisión resolvió que el proyecto no debe cumplir trámite en la Comisión de Hacienda, debido a que no irroga gasto fiscal.


-El proyecto, que fue reemplazado por una indicación sustitutiva de S.E. el Presidente de la República, fue aprobado, tanto en la discusión en general como en particular, por unanimidad.


-En la discusión en particular no hubo artículos ni indicaciones rechazadas por la Comisión.

II. ANTECEDENTES.

1)
Normativa vigente.


La Constitución Política de la República, en el artículo 94, dispone que los nombramientos, ascensos y retiros de los oficiales de las Fuerzas Armadas y Carabineros, se efectuarán por decreto supremo, en conformidad a la ley orgánica constitucional correspondiente, la que determinará las normas básicas respectivas, así como las normas básicas referidas a la carrera profesional, incorporación a sus plantas, previsión, antigüedad, mando, sucesión de mando y presupuesto de las Fuerzas Armadas y Carabineros.


A su vez, el artículo 45 de la ley N° 18.961, orgánica constitucional de Carabineros de Chile, establece que la antigüedad es el tiempo de permanencia de un funcionario en un grado, conforme a la fecha de nombramiento, ascenso, escalafón o años de servicios.


Asimismo, la mencionada ley, en el artículo 47, prescribe que la antigüedad para el nombramiento de los Subtenientes de Orden y Seguridad y de Intendencias se fijará de conformidad al promedio de las notas obtenidas en los cursos de Aspirantes a Oficiales.


En concordancia con lo anterior, el inciso primero del artículo 48 de la citada ley estatuye que la antigüedad entre oficiales pertenecientes a diferentes escalafones, en igualdad de grados jerárquicos, se determinará conforme al siguiente orden de precedencia: 1°) Oficiales de Orden y Seguridad masculinos; 2|) Oficiales de Orden y Seguridad femeninos; 3°) Oficiales de Intendencia, y 4°) Oficiales de los Servicios.


Por otro lado, el artículo 1° del Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, contenido en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1968, del Ministerio del Interior
, establece que la planta y grados de Carabineros de Chile serán fijados mediante ley separada, de carácter secreto.


Finalmente, la ley N° 18.291, que reestructura y fija la planta del personal de Carabineros de Chile, contempla en los numerales 1 y 2 del artículo 1°, el Escalafón de Orden y Seguridad y el Escalafón Femenino de Orden y Seguridad (E.F.), dentro de los Oficiales de Fila del Personal de Nombramiento Supremo.

2)
Del mensaje.


En el mensaje se señala que en 1974 se creó el Escalafón Femenino de Orden y Seguridad, el cual, tras una serie de sucesivas modificaciones, se encuentra conformado actualmente por una General, cuatro Coroneles, quince Tenientes Coroneles, veinticinco Mayores, cincuenta y cuatro Capitanes, noventa y ocho Tenientes y cuarenta y dos Subtenientes.


Se advierte que aun cuando las oficiales que conforman el Escalafón Femenino de Orden y Seguridad se han insertado adecuadamente en las labores de mando y funciones operativas de seguridad pública, la existencia de escalafones diferenciados ha atentado contra el desarrollo de la carrera profesional. 


En efecto, la creciente incorporación de personal femenino como aspirantes a oficiales y la existencia de un número limitado de plazas para ascender, han producido algunas diferencias entre las expectativas de las oficiales y las de sus pares masculinos respecto del desarrollo de sus carreras profesionales, ya que estos últimos, siendo de igual promoción, pueden ascender con anterioridad. 


Se hace presente que en 1991 se produjo la unificación de los escalafones femenino y masculino de Orden y Seguridad del Personal de Nombramiento Institucional, lo cual ha permitido la igualdad en el desarrollo de las carreras de quienes los componen. 


En el mensaje se concluye que el Escalafón Femenino de Orden y Seguridad se encuentra en una situación de desmedro respecto del escalafón homólogo integrado por varones, a la cual han contribuido los siguientes factores:

a)
La planta del Escalafón Femenino ha crecido numéricamente en su base, pero ha adicionado escasos grados superiores, lo que impide que se produzcan los ascensos de las oficiales, en conjunto con sus pares masculinos. 

b)
Entre 1977 y 1989 no ingresaron oficiales al Escalafón Femenino, debido a que las plazas de Subtenientes son reducidas y están limitadas en la mencionada ley Nº 18.291.

c)
Al no poseer un número apropiado de plazas en los niveles superiores, no es factible asegurar que, cumpliendo con los requisitos, se podrá ascender al grado de Coronel al completar los treinta años de servicios, de modo que no hay coherencia entre el grado, la antigüedad y el cargo, lo cual lleva aparejado la desmotivación del personal
.

d)
Hay oficiales que, en razón de esta discontinuidad, han ascendido varios años antes que sus pares masculinos de la misma promoción, lo que puede derivar en un futuro estancamiento de las promociones posteriores en los grados inferiores, por períodos excesivos
. 

III. IDEA MATRIZ O FUNDAMENTAL.


Se pretende crear un escalafón unificado de Orden y Seguridad, de Oficiales de Fila de Nombramiento Supremo, integrado por hombres y mujeres, con objeto de garantizar que las nuevas promociones de aspirantes a oficiales de sexo femenino desarrollen una carrera funcionaria y profesional, que les permita ascender a los grados superiores en condiciones de igualdad respecto del personal masculino que integra actualmente el Escalafón de Orden y Seguridad. 

IV. CONTENIDO DEL PROYECTO.


El proyecto se compone de seis artículos permanentes y ocho transitorios, cuyo contenido se señala a continuación:


-Mediante el artículo 1°, se declara en extinción el Escalafón Femenino de Orden y Seguridad, de Oficiales de Fila del Personal de Nombramiento Supremo, contemplado en el número 2 del artículo 1º de la ley Nº 18.291, que reestructura y fija la planta y grados del personal de Carabineros de Chile.


-A través del artículo 2°, se traspasan al Escalafón de Orden y Seguridad, con sus respectivas plazas, las Capitanes, Tenientes y Subtenientes que ingresaron como aspirantes a oficiales a la Escuela de Carabineros en los años 1989 y siguientes.


Asimismo, se dispone que las oficiales serán encasilladas en la promoción homóloga correspondiente, ordenándose dentro de sus respectivos grados jerárquicos de acuerdo con el promedio de notas obtenido al egreso de la Escuela de Carabineros. No obstante lo anterior, se establecen normas especiales de encasillamiento para las oficiales que se encuentren en las siguientes situaciones:

a)
Las oficiales que ingresaron a la Escuela de Carabineros en 1989 y egresaron con la promoción de oficiales de Orden y Seguridad correspondiente al año 1988, serán encasilladas con sus pares varones de la promoción de 1989. 

b)
Las oficiales que ingresaron a la Escuela de Carabineros en marzo de 1994 y que, a la fecha de la publicación de la ley, detenten el grado de Capitán, se mantendrán en el Escalafón Femenino de Orden y Seguridad, declarado en extinción, en el mismo grado, hasta que se produzca el ascenso a Capitán del primero de los oficiales del Escalafón de Orden y Seguridad de la promoción que ingresó en el mes de agosto del año 1994; ocasión en que se procederá a encasillarlas en este último con los Capitanes correspondientes a la promoción que ingresó a la Escuela de Carabineros en el mes de enero de 1994.

c)
Las oficiales que hubiesen perdido antigüedad serán encasilladas en el Escalafón de Orden y Seguridad en el lugar que les habría correspondido en un escalafón unificado, considerando su trayectoria institucional reflejada en los roles de ascensos. 

d)
Las oficiales que se encuentren incorporadas en una promoción posterior a la propia, serán encasilladas con la promoción en que se encuentran, sin que pueda modificarse el orden de precedencia que, a la fecha de publicación de la ley, tengan las oficiales en el Escalafón Femenino de Orden y Seguridad, declarado en extinción.


-En virtud del artículo 3°, se establece que las plazas que ocupan las Coroneles, Tenientes Coroneles y Mayores que ingresaron a la Escuela de Carabineros con anterioridad a 1989, continuarán siendo servidas por sus respectivas titulares, cursándoseles los ascensos cuando se produzcan las vacantes respectivas.


-Por medio del artículo 4º, se dispone que para ascender al grado de Coronel, las oficiales que ingresaron a la Escuela de Carabineros con anterioridad a 1989 deberán estar en posesión del título de “Oficial Graduado en Ciencias Policiales”, otorgado por la Academia de Ciencias Policiales de Carabineros.


-A través del artículo 5°, se establece que, a partir de la fecha de publicación de esta ley, los aspirantes a oficiales de Orden y Seguridad de ambos sexos que egresen de la Escuela de Carabineros, serán nombrados subtenientes del Escalafón de Orden y Seguridad, de acuerdo con su antigüedad, que será fijada de conformidad con la nota obtenida a su egreso.


-Mediante el artículo 6º, se reemplaza el inciso primero del artículo 48 de la ley 
Nº 18.961, orgánica constitucional de Carabineros de Chile, con objeto de excluir a las oficiales del Escalafón Femenino de Orden y Seguridad del orden de precedencia que determina la antigüedad entre oficiales pertenecientes a diferentes escalafones, en igualdad de grados jerárquicos.

-En virtud del artículo 1° transitorio, se crea una planta transitoria y anexa a la de Oficiales de Fila de Orden y Seguridad, con el propósito de modelar, concretar ascensos y de materializar la unificación de los escalafones y la extinción progresiva del Escalafón Femenino.


-Por medio del artículo 2° transitorio, se regula la forma de financiar las plazas de la planta transitoria y anexa.


-A través del artículo 3° transitorio, se establece la forma de financiar y traspasar gradualmente al Escalafón de Orden y Seguridad las plazas que queden vacantes del Escalafón Femenino de Orden y Seguridad (E.F.) o de la planta anexa y transitoria de Oficiales de Fila de Orden y Seguridad.


-En virtud del artículo 4° transitorio, se dispone la extinción de las plazas vacantes del Escalafón Femenino y de la planta anexa y transitoria, una vez que se produzca la vacancia de la última plaza de Coronel grado 5 del Escalafón Femenino, en extinción, y sea traspasada al Escalafón de Orden y Seguridad. 


-Por medio del artículo 5° transitorio, se prescribe el traspaso de la plaza de General grado 3 del Escalafón Femenino al Escalafón de Orden y Seguridad, una vez que se libere la última plaza de Coronel y la titular del grado de General se acoja a retiro.


-En el artículo 6º transitorio se especifica que el orden de precedencia contemplado en el artículo 6º permanente no será aplicable a las oficiales del Escalafón Femenino, declarado en extinción, mientras permanezcan en éste. 


-Mediante el artículo 7º transitorio se dispone que la aplicación de la ley no podrá significar mayor gasto fiscal.


-Finalmente, el artículo 8º transitorio establece que el encasillamiento del personal se efectuará mediante decretos suscritos por el Ministro de Defensa Nacional, con la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, a propuesta de la Dirección General de Carabineros.

V. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN DEL PROYECTO.

1)
Opiniones recibidas.


El Ministro de Defensa Nacional, señor Jaime Ravinet, valoró el objetivo que se persigue mediante esta iniciativa legal, cual es permitir a los Oficiales de Fila del Personal de Nombramiento Supremo el desarrollo de una carrera profesional para hombres y mujeres en condiciones de igualdad y corregir las distorsiones que se han producido en el Escalafón Femenino de Orden y Seguridad. Estas últimas han afectado, por una parte, a las oficiales de las promociones más antiguas, en atención a sus limitadas posibilidades de ascender por el escaso número de plazas en los grados superiores, lo cual ha provocado el estancamiento de sus carreras y, por otra, a las oficiales que egresaron de la Escuela de Carabineros luego de un período en el que no se produjeron ingresos en dicho Escalafón, debido a que lograron ascender con mayor rapidez que sus pares varones. 


El Subsecretario de Carabineros, señor Felipe Harboe, explicó que se pretende contar con un escalafón único de oficiales de Orden y Seguridad, de manera que el personal femenino tenga la posibilidad cierta de proyectar una carrera profesional normal, para lo cual se propone eliminar el Escalafón Femenino a partir de la promoción de 1989 y mantener un escalafón diferenciado para las promociones de 1975, 1976 y 1977, el cual se extinguirá en el momento de acogerse a retiro la última integrante del mismo.


Destacó, entre los aspectos positivos de esta iniciativa legal, el ascenso que beneficiará a las oficiales que han sido postergadas en el desarrollo de sus carreras profesionales, lo cual podrá concretarse sin vulnerar los derechos o expectativas de los oficiales que pertenecen actualmente al Escalafón de Orden y Seguridad, gracias al modelamiento realizado por el Alto Mando de Carabineros.


Señaló que las oficiales de las promociones correspondientes a los años 1975, 1976 y 1977 podrán ascender, de acuerdo con lo que se propone en el mensaje, sin que ello implique mayor gasto fiscal. Para ello, se crean treinta y ocho plazas y se financian las de los grados superiores con los recursos asignados a las de grado inferior que quedan sin titular, mecanismo que permitiría generar un ahorro de dos millones de pesos.


Finalmente, aclaró que la unificación de los escalafones femenino y masculino de Orden y Seguridad no afectará el equilibrio en los ingresos de Carabineros de Chile, por cuanto el General Director tiene la facultad de llamar a concurso y convocar a una mayor cantidad de hombres o de mujeres, según sean las necesidades y requerimientos de la institución. 


El Jefe de Planificación y Desarrollo de Carabineros, General señor Eduardo Vera, comentó que esta iniciativa legal está estrechamente relacionada con el aumento de la Planta de Carabineros de Chile, dispuesto en la ley Nº 19.941
 y que los escalafones que se fusionan están modelados de acuerdo con su desarrollo de carrera, de modo que el encasillamiento de las oficiales en el Escalafón de Orden y Seguridad no afectará sus posibilidades de ascender en el futuro.

2)
Discusión en general.


En la discusión habida en el seno de la Comisión, se compartieron los objetivos perseguidos en el mensaje en orden a crear un escalafón unificado de Oficiales de Fila de Orden y Seguridad, mediante la fusión de los escalafones femenino y masculino.


Sin embargo, hubo consenso de los señores Diputados integrantes de la Comisión en el sentido de que este propósito no se cumple satisfactoriamente mediante el articulado que se propone en el proyecto, toda vez que es necesario efectuar las modificaciones correspondientes en el artículo 1° de la ley N° 18.291, que reestructura y fija la planta y grados del personal de Carabineros de Chile, el que contempla, en sus numerales 1 y 2, los escalafones masculino y femenino de Oficiales de Fila de Orden y Seguridad.


En efecto, se sostuvo, por una parte, que no es suficiente la simple declaración de extinción del Escalafón Femenino que propone el artículo 1° del proyecto, sino que es necesario dejar constancia del hecho en el número 2 del artículo 1° de la ley N° 18.291, que se refiere precisamente a ese escalafón
.


Por otra parte, se advirtió que, aunque el artículo 2° del proyecto se refiere al traspaso de las plazas de Capitanes, Tenientes y Subtenientes del Escalafón Femenino, es preciso diseñar un mecanismo que permita materializar la incorporación de dichos cargos en el número 1 del artículo 1° de la mencionada ley, que contempla el Escalafón de Orden y Seguridad.


En ese mismo orden de ideas, se señaló que igual predicamento debe aplicarse con ocasión del traspaso de los restantes cargos al Escalafón de Orden y Seguridad, es decir, de las plazas correspondientes a los grados de General, Coronel, Teniente Coronel y Mayor, a que alude el artículo 3° del proyecto.


Asimismo, en relación con los criterios propuestos para encasillar a las Capitanes, Tenientes y Subtenientes en el Escalafón de Orden y Seguridad, se hizo presente la conveniencia de establecer parámetros objetivos que den cuenta del proceso que se llevará a cabo, sin aludir a situaciones personales que el legislador no está en condiciones de calificar, sobre todo si se tienen presente las normas sobre preeminencia de la antigüedad contempladas en el Estatuto del Personal de Carabineros de Chile
.


Además, se advirtió que la planta transitoria y anexa, propuesta en el artículo 1° transitorio, no aparece vinculada directamente con el Escalafón Femenino de Orden y Seguridad, con lo cual no se advierte cómo el aumento de las plazas de Coroneles y de Tenientes Coroneles podría cumplir el rol que le ha sido asignado dentro del proceso de extinción progresiva de dicho Escalafón.


Finalmente, se sostuvo que no es necesario contemplar expresamente una norma que exija a las oficiales del Escalafón Femenino de Orden y Seguridad el título de Oficial Graduado en Ciencias Policiales para ascender al grado de Coronel, por cuanto el artículo 22 del Estatuto del Personal, establece dicho requisito para ascender al grado de Teniente Coronel.


Como consecuencia de la discusión habida en relación con esta iniciativa legal, la unanimidad de los señores Diputados integrantes de la Comisión estuvo de acuerdo en la necesidad de elaborar una nueva propuesta que recogiera las observaciones enunciadas con precedencia, la que se materializó en una indicación sustitutiva presentada por S.E. el Presidente de la República, por tratarse de materias que son de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.


-Puesta en votación la idea de legislar, fue aprobada por la unanimidad de sus integrantes presentes.

3)
Discusión en particular.


Como consecuencia del debate habido en la discusión en general, S.E. el Presidente de la República presentó una indicación sustitutiva que reemplaza el texto del proyecto, mediante oficio N° 403-352, de 4 de abril de 2005.


La indicación sustitutiva, que se compone de siete artículos permanentes y de cinco 
artículos transitorios, fue discutida y votada del modo que se señala a continuación:

Artículo 1º


Declara en extinción el Escalafón Femenino de Orden y Seguridad (E.F.), contemplado en el número 2 del artículo 1º de la ley 18.291, que reestructura y fija la planta y grados del personal de Carabineros de Chile.


Durante el debate se estimó necesario dejar constancia del objetivo que se persigue con la declaración de extinción del Escalafón Femenino de Orden y Seguridad, a fin de facilitar la comprensión del articulado del proyecto. 


En razón de lo anterior, los Diputados señores Bertolino, Cardemil; Pérez, don José; Tarud y Ulloa, presentaron una indicación para agregar, a continuación del punto final, que pasa a ser coma, la siguiente frase: “con objeto de crear un escalafón unificado de Orden y Seguridad, de Oficiales de Fila del Personal de Nombramiento Supremo.”.


-Puesto en votación con la indicación, fue aprobado por unanimidad. 

Artículo 2º


Agrega, en el Título I, Personal de Nombramiento Supremo, subtítulo A, Oficiales de Fila, del artículo 1° de la ley N° 18.291, a continuación del número 2, Escalafón Femenino de Orden y Seguridad (E.F.), la frase “(en extinción)”.


Esta disposición materializa la declaración de extinción del Escalafón Femenino de Orden y Seguridad en la normativa vigente, acogiendo, de este modo, las observaciones formuladas en la discusión en general.


-Sometido a votación, fue aprobado por asentimiento unánime.

Artículo 3º


Dispone el traspaso, en forma progresiva, de las plazas de Capitanes, Tenientes y Subtenientes del Escalafón Femenino de Orden y Seguridad (E.F.), declarado en extinción, al Escalafón de Orden y Seguridad, y la forma en que sus respectivas titulares se encasillarán en este último.


Este precepto posibilita el traspaso al Escalafón de Orden y Seguridad, con sus respectivas plazas, de las cincuenta y cuatro Capitanes, las noventa y ocho Tenientes y las cuarenta y dos Subtenientes del Escalafón Femenino de Orden y Seguridad, que se declara en extinción. Asimismo, se precisan los criterios generales que regirán el encasillamiento de estas oficiales con sus pares masculinos de igual grado y de la promoción regular homóloga, cuales son la fecha de ingreso a la Escuela de Carabineros y el promedio de notas obtenido al egreso de la misma, conforme al criterio sustentado sobre el particular en la discusión en general.


Se hace presente que esta disposición permite resolver satisfactoriamente los problemas que podrían producirse para encasillar a las oficiales que ingresaron a la Escuela de Carabineros en 1989 y egresaron con la promoción de oficiales de Orden y Seguridad correspondiente al año 1988, y a las oficiales que ingresaron a la Escuela de Carabineros en marzo de 1994 y que detentan actualmente el grado de Capitán. 


El Subsecretario de Carabineros, señor Felipe Harboe, destacó la importancia de que las Capitanes, Tenientes y Subtenientes sean encasilladas con sus pares masculinos de la promoción regular homóloga, por cuanto ello permite asegurar que el encasillamiento no provocará un perjuicio a las oficiales que serán traspasadas al Escalafón de Orden y Seguridad ni a los varones que conforman este último.


Durante el debate, se consideró innecesario especificar que el traspaso de las plazas se efectuará en forma progresiva o hacer referencia al momento en que éste se producirá, estimándose que estos elementos deben ser determinados por la autoridad encargada de efectuar los encasillamientos, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 2º transitorio.


Por tal motivo, los Diputados señores Cardemil, Tarud y Ulloa, presentaron una indicación para eliminar la frase “en forma progresiva”.


-Puesto en votación con la indicación, fue aprobado por unanimidad. 

Artículo 4º


Dispone la permanencia en el Escalafón Femenino de Orden y Seguridad (E.F.), declarado en extinción, de las plazas correspondientes a los grados de General, Coronel, Teniente Coronel y Mayor, y de sus respectivas titulares, hasta la fecha en que se produzca la vacancia de los cargos. Asimismo, establece en qué momento se producirá el traspaso de las citadas plazas. 


Esta norma tiene como objeto posibilitar que las oficiales correspondientes a los grados mencionados continúen en el Escalafón Femenino de Orden y Seguridad; que se cursen los ascensos cuando se produzcan las vacantes respectivas y que las plazas sean servidas por sus titulares hasta la fecha en que se verifique el retiro, la renuncia, el fallecimiento de aquéllas, o cualquier otra causal que motivare la vacancia de los cargos.


Se especifica, además, que las plazas que quedaren vacantes en los grados de Coronel, Teniente Coronel y Mayor se traspasarán al Escalafón de Orden y Seguridad, una vez que se declare la vacancia del último cargo de Coronel grado 5, mientras que el traspaso de la plaza de General se verificará cuando se declare su vacancia.


-Sometido a votación, fue aprobado por asentimiento unánime.

Artículo 5º


Prescribe que la aplicación de lo dispuesto en el artículo 3°, esto es, el traspaso de las plazas de Capitanes, Tenientes y Subtenientes y el encasillamiento de sus titulares en el Escalafón de Orden y Seguridad, no podrá alterar la antigüedad que les corresponda en el Escalafón Femenino de Orden y Seguridad (E.F.), declarado en extinción.


Esta norma tiene por objeto proteger a las oficiales que serán encasilladas en el Escalafón de Orden y Seguridad, de modo de garantizarles que se respetará la antigüedad y la posición que tienen actualmente en el Escalafón Femenino de Orden y Seguridad.


-Puesto en votación, fue aprobado por unanimidad.

Artículo 6º


Reemplaza el inciso primero del artículo 48 de la ley N° 18.961, orgánica constitucional de Carabineros de Chile, con objeto de modificar el orden de precedencia conforme al cual se determina la antigüedad entre oficiales pertenecientes a diferentes escalafones, en igualdad de grados jerárquicos.


El inciso primero del artículo 48 de la mencionada ley dispone que la antigüedad entre oficiales pertenecientes a diferentes escalafones, en igualdad de grados jerárquicos, se determinará conforme al siguiente orden de precedencia: 1°) Oficiales de Orden y Seguridad masculinos; 2°) Oficiales de Orden y Seguridad femeninos; 3°) Oficiales de Intendencia, y 4°) Oficiales de los Servicios.


La modificación que se propone tiene por finalidad adecuar dicho orden de precedencia a la creación de un escalafón unificado de Orden y Seguridad y a la consecuente declaración de extinción del Escalafón Femenino de Orden y Seguridad.


-Sometido a votación, fue aprobado por asentimiento unánime. 

Artículo 7º


Dispone que, a partir de la fecha de publicación de esta ley, los o las Aspirantes a Oficiales de Orden y Seguridad, que egresen de la Escuela de Carabineros, serán nombrados Subtenientes del Escalafón de Oficiales de Orden y Seguridad, de acuerdo con su antigüedad.


Esta disposición obedece a la necesidad de precisar que, con posterioridad a la entrada en vigencia de la ley, todos los aspirantes a Oficiales de Orden y Seguridad, sin distinción de sexo, ingresarán a un mismo escalafón, con lo cual se concreta la idea matriz del proyecto y se garantiza, en consecuencia, el desarrollo de una carrera con igualdad de oportunidades. 


-Puesto en votación, fue aprobado por unanimidad. 

Artículos transitorios

Artículo 1º transitorio

Crea una planta transitoria, conformada por veinte Coroneles y dieciocho Tenientes Coroneles, con objeto de materializar la unificación de los escalafones masculino y femenino de Orden y Seguridad y la extinción progresiva del Escalafón Femenino de Orden y Seguridad.


La creación de esta planta transitoria obedece a la necesidad de aumentar las plazas en los grados de Coronel y Teniente Coronel, a fin de permitir el ascenso de las oficiales de las promociones de los años 1975, 1976 y 1977, quienes se mantendrán en el Escalafón Femenino de Orden y Seguridad hasta que se verifique alguna causal que motive la vacancia de sus cargos, de acuerdo con lo preceptuado en el artículo 4º.


De este modo, las oficiales que sean titulares de las plazas de Mayores y de Tenientes Coroneles podrán continuar su carrera profesional, que hasta la fecha había sufrido un estancamiento, debido a la escasez de plazas en los grados superiores.


-Sometido a votación, fue aprobado por asentimiento unánime. 

Artículo 2º transitorio


Dispone que el encasillamiento del personal a que se refiere el artículo 3°, en el Escalafón de Orden y Seguridad, se hará a propuesta de la Dirección General de Carabineros, mediante decretos supremos suscritos por el Ministro de Defensa Nacional, con la fórmula “Por orden del Presidente de la República”.


Esta norma establece el mecanismo mediante el cual se materializará el encasillamiento de las Capitanes, Tenientes y Subtenientes del Escalafón Femenino, declarado en extinción, en el Escalafón de Orden y Seguridad, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 3°.


Hubo debate acerca de la autoridad a quien corresponde efectuar el mencionado encasillamiento y del alcance de la propuesta que debe preparar el General Director de Carabineros.


Sin embargo, se puntualizó que la norma que se propone es concordante con lo que establece el inciso primero del artículo 10 de la ley Nº 18.961, orgánica constitucional de Carabineros de Chile, que dispone que los nombramientos, ascensos, reincorporaciones y retiros del Personal de Nombramiento Supremo, se efectuarán por decreto supremo expedido a través del Ministerio de Defensa Nacional, a proposición del General Director
. 


No obstante lo anterior, con el propósito de aclarar el sentido del precepto propuesto, los Diputados señores Bauer, Bertolino, Cardemil y Ulloa, presentaron la siguiente indicación sustitutiva:


“Articulo 2° transitorio.- El encasillamiento del personal a que se refiere el artículo 3°, en el Escalafón de Orden y Seguridad, se hará a proposición de la Dirección General de Carabineros y se materializará mediante decretos supremos suscritos por el Ministro de Defensa Nacional, con la fórmula “Por orden del Presidente de la República”.”


-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por unanimidad. 

Artículo 3º transitorio


Prescribe que la modificación que se contempla en el artículo 6° no será aplicable a las Oficiales del Escalafón Femenino de Orden y Seguridad (E.F.), declarado en extinción, mientras permanezcan en éste.


Esta disposición se fundamenta en la necesidad de mantener el orden de precedencia que se contempla el mencionado artículo 6° para las oficiales que, de acuerdo con lo previsto en el artículo 4°, continuarán en el Escalafón Femenino de Orden y Seguridad, declarado en extinción.


-Sometido a votación, fue aprobado por asentimiento unánime. 

Artículo 4º transitorio


Señala el número de plazas correspondientes a los grados de General, Coronel, Teniente Coronel, Mayor, Capitán, Teniente y Subteniente que se incorporarán al Escalafón de Orden y Seguridad, obtenido por el traspaso y conversión de las plazas que se extinguieron del Escalafón Femenino y de la planta transitoria. 


Esta disposición contempla el resultado del proceso de traspaso de las plazas del Escalafón Femenino al Escalafón de Orden y Seguridad, cual es la incorporación en este último de una plaza de General, siete plazas de Coroneles, catorce plazas de Tenientes Coroneles, veintidós plazas de Mayores, cincuenta y cuatro plazas de Capitanes, noventa y ocho plazas de Tenientes y cuarenta y dos plazas de Subtenientes. 


Los Diputados señores Bauer, Bertolino, Cardemil, Leal; Pérez, don José; Tarud y Ulloa, presentaron una indicación que sustituye el encabezamiento de la norma propuesta por el siguiente, con el propósito de simplificar su redacción:


“Como consecuencia de la extinción progresiva del Escalafón Femenino de Orden y Seguridad (E.F.) y del traspaso de las plazas a que se refieren los artículos 3° y 4°, se incorporarán al Escalafón de Orden y Seguridad las siguientes plazas:”


-Puesto en votación con la indicación, fue aprobado por unanimidad. 

Artículo 5º transitorio


Establece que la aplicación de esta ley no podrá significar mayor gasto fiscal y que la planta a que se refiere el artículo 1° transitorio y el traspaso de las plazas señaladas en el artículo 4° transitorio se financiarán con los recursos que se generen como resultado de la vacancia de los cargos del Escalafón Femenino de Orden y Seguridad, en extinción. 


Los Diputados señores Bauer, Bertolino, Cardemil, Leal, Mora; Pérez, don José; Tarud y Ulloa, presentaron una indicación para eliminar, en el inciso segundo, la frase “el traspaso de”, a fin de aclarar que el objeto del financiamiento son las plazas y no el traspaso de las mismas. 


-Sometido a votación con la indicación, fue aprobado por asentimiento unánime. 

Artículo 6º transitorio, nuevo


Faculta al Presidente de la República para que, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio de Defensa Nacional, efectúe en los textos legales que indica, las adecuaciones que se deriven de la aplicación de lo dispuesto en los artículos 3° y 4° permanentes y 1° y 4° transitorios de esta ley. Asimismo, autoriza al Presidente de la República para fijar el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 2 (I), de 1968, Estatuto del Personal de Carabineros de Chile. 


Los Diputados señores Bauer, Bertolino, Cardemil, Leal; Pérez, don José; Tarud y Ulloa, presentaron una indicación para agregar el siguiente artículo 6º transitorio, nuevo:


“Artículo 6º transitorio.- Facúltase al Presidente de la República para que, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio de Defensa Nacional, efectúe, en el artículo 1° de la ley N° 18.291, que reestructura y fija la planta y grados del personal de Carabineros de Chile, y en el decreto con fuerza de ley N° 2 (I), de 1968, Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, las adecuaciones que se deriven de la aplicación de lo dispuesto en los artículos 3° y 4° permanentes y 1° y 4° transitorios de esta ley.


Asimismo, autorízase al Presidente de la República para fijar el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 2 (I), de 1968, Estatuto del Personal de Carabineros de Chile.” 


El propósito de esta indicación es establecer un mecanismo que permita materializar el traspaso gradual de las plazas del Escalafón Femenino de Orden y Seguridad, declarado en extinción, al Escalafón de Orden y Seguridad, mediante las modificaciones que sea pertinente introducir en el artículo 1º de la ley Nº 18.291. En el mismo sentido, a través de la facultad que se propone, se podrán modificar aquellas normas del Estatuto del Personal de Carabineros de Chile que resulten incompatibles con la existencia de un escalafón unificado. 


Durante el debate, se analizó la posibilidad de efectuar las modificaciones pertinentes en el mencionado Estatuto del Personal en virtud de este proyecto de ley. Sin embargo, se desechó esta idea al considerar, por una parte, que la facultad que se otorga al Presidente de la República para dictar decretos con fuerza de ley está establecida en términos bastantes restringidos, y por otra, que en la actualidad hay una comisión encargada de elaborar el texto refundido, coordinado y sistematizado del Estatuto del Personal de Carabineros de Chile y que se está a la espera del despacho de este proyecto para incorporar las modificaciones correspondientes una vez que se publique la ley respectiva
.


Particularmente, el Diputado señor Ulloa, don Jorge, hizo hincapié en la necesidad de que el Ejecutivo actúe con la debida cautela en la dictación de los decretos con fuerza de ley, a fin de evitar problemas o dificultades en la aplicación de las normas, como ha acontecido en el pasado.


-Puesto en votación, fue aprobado por unanimidad.

VI. TEXTO DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN.


En mérito de lo expuesto y por las consideraciones que, en su oportunidad, dará a conocer el señor Diputado informante, la Comisión de Defensa Nacional recomienda la aprobación del siguiente proyecto de ley, al cual se han introducido correcciones formales que no es del caso señalar:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- Declárase en extinción el Escalafón Femenino de Orden y Seguridad (E.F.), contemplado en el número 2 del artículo 1º de la ley 18.291, que reestructura y fija la planta y grados del personal de Carabineros de Chile, con objeto de crear un escalafón unificado de Orden y Seguridad, de Oficiales de Fila del Personal de Nombramiento Supremo.


Artículo 2°.- Agrégase, en el Título I, Personal de Nombramiento Supremo, subtítulo A, Oficiales de Fila, del artículo 1° de la ley N° 18.291, a continuación del número 2, Escalafón Femenino de Orden y Seguridad (E.F), la frase “(en extinción)”.


Artículo 3°.- Las plazas de Capitanes, Tenientes y Subtenientes del Escalafón Femenino de Orden y Seguridad (E.F.), declarado en extinción, se traspasarán al Escalafón de Orden y Seguridad, contemplado en el número 1 del artículo 1º de la ley 18.291, y sus respectivas titulares se encasillarán en este último, con sus pares masculinos de igual grado y de la promoción regular homóloga, según la fecha de ingreso a la Escuela de Carabineros y el promedio de notas obtenido al egreso de la misma.


Artículo 4°.- Las plazas correspondientes a los grados de General, Coronel, Teniente Coronel y Mayor continuarán siendo servidas por sus respectivas titulares en el Escalafón Femenino de Orden y Seguridad (E.F.), declarado en extinción, y se cursarán los ascensos cuando se produzcan las vacantes respectivas, hasta la fecha en que se verifique el retiro, la renuncia, el fallecimiento de aquéllas, o cualquier otra causal que motivare la vacancia de los cargos.


Las plazas que quedaren vacantes en los grados de Coronel, Teniente Coronel y Mayor serán traspasadas al Escalafón de Orden y Seguridad, una vez que se declare la vacancia del último cargo de Coronel grado 5.


La plaza de General será traspasada al mencionado Escalafón cuando se declare su vacancia.


Artículo 5°.- La aplicación de lo dispuesto en el artículo 3° no podrá alterar la antigüedad que corresponda a las Oficiales en el Escalafón Femenino de Orden y Seguridad (E.F.), declarado en extinción.


Artículo 6°.- Reemplázase el inciso primero del artículo 48 de la ley N° 18.961, orgánica constitucional de Carabineros de Chile, por el siguiente:


“La antigüedad entre Oficiales pertenecientes a diferentes escalafones, en igualdad de grados jerárquicos, se determinará conforme al siguiente orden de precedencia: 1) Oficiales de Orden y Seguridad; 2) Oficiales de Intendencia, y 3) Oficiales de los Servicios.”.


Artículo 7°.- A partir de la fecha de publicación de esta ley, los o las Aspirantes a Oficiales de Orden y Seguridad que egresen de la Escuela de Carabineros, serán nombrados o nombradas Subtenientes del Escalafón de Oficiales de Orden y Seguridad, de acuerdo con su antigüedad.

Artículos transitorios


Articulo 1° transitorio.- Créase la siguiente planta transitoria, con objeto de materializar la unificación de los escalafones masculino y femenino de Orden y Seguridad y la extinción progresiva del Escalafón Femenino de Orden y Seguridad (E.F.):

	20 Coroneles
	grado 5

	18 Tenientes
	Coroneles grado 7



Articulo 2° transitorio.- El encasillamiento del personal a que se refiere el artículo 3°, en el Escalafón de Orden y Seguridad, se hará a proposición de la Dirección General de Carabineros y se materializará mediante decretos supremos suscritos por el Ministro de Defensa Nacional, con la fórmula “Por orden del Presidente de la República”.


Artículo 3° transitorio.- La modificación que se contempla en el artículo 6° no será aplicable a las Oficiales del Escalafón Femenino de Orden y Seguridad (E.F.), declarado en extinción, mientras permanezcan en éste.


Artículo 4º transitorio.- Como consecuencia de la extinción progresiva del Escalafón Femenino de Orden y Seguridad (E.F.) y del traspaso de las plazas a que se refieren los artículos 3° y 4°, se incorporarán al Escalafón de Orden y Seguridad las siguientes plazas:

	1 General
	grado 3

	7 Coroneles
	grado 5

	14 Tenientes Coroneles
	grado 7

	22 Mayores
	grado 8

	54 Capitanes
	grado 9

	98 Tenientes
	grado 11

	42 Subtenientes
	grado 12



Artículo 5º transitorio.- La aplicación de esta ley no podrá significar mayor gasto fiscal.


La planta a que se refiere el artículo 1° transitorio y las plazas señaladas en el artículo 4° transitorio se financiarán con los recursos que se originen como resultado de la vacancia de los cargos del Escalafón Femenino de Orden y Seguridad (E.F.), declarado en extinción. 


Artículo 6º transitorio.- Facúltase al Presidente de la República para que, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio de Defensa Nacional, efectúe, en el artículo 1° de la ley N° 18.291, que reestructura y fija la planta y grados del personal de Carabineros de Chile, y en el decreto con fuerza de ley N° 2 (I), de 1968, Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, las adecuaciones que se deriven de la aplicación de lo dispuesto en los artículos 3° y 4° permanentes y 1° y 4° transitorios de esta ley.


Asimismo, autorízase al Presidente de la República para fijar el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 2 (I), de 1968, Estatuto del Personal de Carabineros de Chile.”.

-o-


Se designó diputado informante al señor Cardemil Herrera, don Alberto. 


Sala de la Comisión, a 6 de abril de 2005.


Tratado y acordado, según consta en las actas correspondientes a las sesiones de 12 de octubre y 9 de noviembre de 2004, 4 de enero, 15 de marzo y 5 de abril de 2005, con la asistencia de los Diputados señores Cardemil, don Alberto (Presidente); Álvarez, don Rodrigo; Bauer, don Eugenio; Bertolino, don Mario; Burgos, don Jorge; Encina, don Francisco; 
Ibáñez, doña Carmen; Leal, don Antonio; Mora, don Waldo; Norambuena, don Iván; Pérez, don José; Tarud, don Jorge, y Ulloa, don Jorge.


Asistieron, por la vía del reemplazo, los Diputados señores Álvarez-Salamanca, don 
Pedro, y Recondo, don Carlos.


(Fdo.): ELENA MELÉNDEZ URENDA, Abogado Secretaria de la Comisión”.

12. Informe de la Comisión de Gobierno Interior, Regionalización, Planificación y 
Desarrollo Social recaído en el proyecto de reforma constitucional en materia de gobierno y administración regional. (boletín Nº 3436-07-1)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Gobierno Interior, Regionalización, Planificación y Desarrollo Social pasa a informar el proyecto de reforma constitucional individualizado en el epígrafe, en primer trámite constitucional y reglamentario. 


El proyecto en informe tiene por finalidad introducir un conjunto de enmiendas a la Constitución Política sobre variados tópicos vinculados al gobierno y administración interior del Estado, con miras a avanzar cualitativamente en el proceso de descentralización, tras cumplirse una década de la puesta en aplicación del sistema de descentralización que estableció la reforma de 1991 a la Carta Fundamental. 

Se designó Diputado Informante a la señora Caraball, doña Eliana. 


Cabe señalar que el proyecto en referencia fue aprobado, en general, por asentimiento unánime.


Por tratarse de una normativa que incide en la modificación de disposiciones contenidas en los Capítulos V y XIII de la Constitución Política, la reforma debe contar con la aprobación de las tres quintas partes de los diputados y senadores en ejercicio, al tenor del artículo 116 de aquélla. 


El proyecto de reforma constitucional no requiere trámite de Hacienda.


Durante el estudio de esta iniciativa, la Comisión contó con la asistencia y participación del ministro del Interior, don José Miguel Insulza; de la subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, doña Adriana Delpiano; de los asesores jurídicos de esa repartición, señores Rodrigo Cabello y Eduardo Pérez; de los profesores de derecho constitucional, señores Raúl Bertelsen, Juan Carlos Ferrada, Humberto Nogueira, Teodoro Ribera y Francisco Zúñiga; y de los expertos en descentralización, señores Sergio Boissier y Esteban Marinovic. 

I. ANTECEDENTES.

A)
El Mensaje.


El Mensaje recuerda que con fecha 12 de noviembre de 1991 se promulgó la ley 
Nº 19.097, que introdujo modificaciones al Capítulo XIII de la Constitución Política, sobre Gobierno y Administración Interior del Estado. Uno de los pilares de dicha reforma consistió en el establecimiento de los denominados “gobiernos regionales”, integrados por el intendente y el Consejo Regional (Core), como instancias con personalidad jurídica de derecho público y patrimonio propio.


Posteriormente, el 11 de noviembre de 1992, se publicó en el Diario Oficial la Ley 
N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, que regula el nuevo sistema de gobierno y administración regional previsto en la Constitución, comprendiendo, entre otras materias, las competencias y atribuciones de los órganos constitutivos del mencionado gobierno, el mecanismo de elección de los miembros del Core, el presupuesto y el patrimonio de aquél.


De este modo, los gobiernos regionales han enterado diez años de funcionamiento, durante los cuales las regiones se han ido adaptando paulatinamente al nuevo sistema de administración regional, asumiendo un rol protagónico en las decisiones que afectan a su propio desarrollo.


Paralelamente, en este decenio se ha hecho evidente la necesidad de introducir ciertas adecuaciones al sistema imperante, incorporando avances al proceso de descentralización que se inició en el año 1991. 


Estas adecuaciones e innovaciones no sólo se refieren a los contenidos de la Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, sino que también imponen la necesidad de introducir determinadas enmiendas a la Constitución Política, con el propósito de avanzar cualitativamente en este proceso de descentralización.


Entrando luego a un análisis a grandes rasgos del contenido de las modificaciones propuestas a través del proyecto en cuestión, el Mensaje se detiene en los siguientes puntos: 

Número de Regiones.


Al respecto, se suprime la referencia constitucional al número de regiones del país, trasladando esta determinación al ámbito legal -aunque de quórum calificado-, y radicando la iniciativa sobre la materia exclusivamente en el Presidente de la República, en atención a que a éste compete el gobierno y la administración del Estado. 


Por otra parte, y complementando lo anterior, se contempla un mandato al legislador orgánico constitucional para que regule un procedimiento específico acerca del estudio y evaluación de toda modificación político-administrativa. 


Con estas enmiendas se trata de consagrar un mecanismo más expedito que el actual -la ley y no la Constitución- para la adecuación del componente territorial en el proceso de descentralización. 


Agrega el Mensaje que los significativos cambios en materia económica, demográfica, de infraestructura y geopolítica que se han venido sucediendo en el país como lógico corolario del desarrollo económico-social y la profundización del esfuerzo descentralizador, han ido destacando al componente geográfico como un elemento sustantivo de este proceso, elemento que en la práctica no ha resultado necesariamente armónico con la nueva forma de administración.


A este respecto, hay que considerar que la actual división geográfica de nuestro territorio, por un lado, y la puesta en marcha del proceso de descentralización, por el otro, se implementaron en situaciones políticas e institucionales muy distintas. Por ello, es posible afirmar que tanto los criterios inspiradores como los objetivos de uno y otro proceso fueron diversos.


En síntesis, la reforma constitucional sobre el tópico apunta a facilitar los mecanismos de construcción institucional, de manera de provocar el reencuentro armónico entre los criterios y objetivos de ambos procesos: la regionalización y la descentralización.

Estatuto Especial.


Un segundo aspecto que aborda el proyecto dice relación con la necesidad de reconocer en la propia Carta Fundamental la particularidad de algunos territorios insulares, en los que la organización del gobierno regional y local no ha resultado adecuada.


Se trata de ciertas zonas del país cuya especialísima condición geográfica las mantiene al margen, o bien rezagadas, en materia de desarrollo social o económico frente al resto del territorio nacional. La experiencia demuestra que en estos casos los mecanismos institucionales y económicos tradicionales, incluido el proceso de descentralización en marcha, resultan insuficientes o inadecuados, de lo que cabe colegir la intervención del Estado como única vía para superar las trabas señaladas. 


En armonía con dicho diagnóstico, se propone conferir un mandato al legislador orgánico constitucional para establecer las modalidades de gobierno y administración que configurarán el estatuto especial que regirá en las referidas zonas del país. Atendido el carácter excepcional de este mecanismo, se acota la aplicación del mencionado estatuto especial a Isla de Pascua y al Archipiélago Juan Fernández.

Potestad Reglamentaria del Intendente.


A continuación, y en otro orden de materias, el proyecto propone consagrar a nivel constitucional una potestad reglamentaria propia del Intendente, entendida como una extensión de la respectiva facultad del Presidente de la República -que a éste le asiste en su calidad de Jefe de Estado-, y que se confiere al Intendente por ser su representante natural e inmediato en la región.


Así, se otorga al intendente la atribución de dictar las normas que estime convenientes para la ejecución de las leyes en la respectiva región, sujetándose, en todo caso, a las regulaciones reglamentarias nacionales, y previéndose al efecto el control de legalidad por parte de la Contraloría General de la República. 


De este modo, y en ejercicio de tal potestad, el representante directo del Presidente de la República en la región podrá regular la ejecución de la ley en aquello que es propio o particular al respectivo ámbito territorial.

Órgano Ejecutivo del Gobierno Regional.


Con el fin de reforzar y perfeccionar la actual regulación constitucional aplicable al Intendente, el proyecto plantea consagrar en la Carta Fundamental la calidad de órgano ejecutivo del gobierno regional que dicha autoridad ostenta.


Vinculado a lo anterior, se instituye al Intendente como agente prioritario en la promoción del desarrollo en la región, manteniendo la presidencia del Core. 


Asimismo, se reitera la actual atribución del Intendente para coordinar, supervigilar y fiscalizar los servicios públicos que operan en la región.


Con el propósito de reforzar la señaladas atribuciones, se otorga al Intendente la facultad de delegar en los gobernadores el ejercicio de sus atribuciones en el nivel provincial, cuando las características del territorio así lo aconsejen.


Todo ello -al decir del Mensaje- procura darle un perfil más nítido al Intendente en las tareas de “administración regional”, dirigiendo el conjunto de sus competencias y atribuciones al esfuerzo del desarrollo regional. 

Elección del Consejo Regional.


En esta materia el proyecto incorpora una innovación sustantiva, ya que consagra la elección popular, mediante sufragio universal, de los consejeros regionales, cuya generación hasta ahora le ha correspondido al cuerpo electoral conformado por los concejales municipales de cada provincia.


Al mismo tiempo, se encomienda al legislador orgánico determinar el sistema electoral bajo el cual la ciudadanía elegirá popularmente a este cuerpo colegiado.


En cuanto al sentido de esta modificación, se señala que después de diez años de funcionamiento de los gobiernos regionales ha quedado en evidencia la necesidad de provocar un mayor involucramiento de la ciudadanía en el devenir de su región. Lo anterior no implica desconocer que la generación democrática indirecta de los representantes regionales fue un paso importante en el proceso de descentralización, aunque insuficiente para garantizar la plena participación de la ciudadanía regional en la búsqueda del desarrollo de los territorios que la cobijan. 


El Ejecutivo estima que el origen ciudadano de estos representantes hará más tangible y permanente su responsabilidad política, al constituirse en directos mandatarios de la ciudadanía, además de fortalecer la identidad regional y promover la constitución de actores locales.


La participación directa de los ciudadanos en la generación de sus mandatarios regionales imprime mayor fortaleza, legitimidad y autenticidad a la representación, lo cual contribuye a un mayor nivel de compromiso y responsabilidad en el desafío de ir creando región. El nuevo mecanismo propuesto constituye una expresión concreta de profundización de la democracia en el esquema de descentralización.

6)
Transferencia de Competencias.


Se propone un mecanismo concreto para la transferencia de competencias a los gobiernos regionales. Para tal efecto, se consagra dentro de las atribuciones del Presidente de la República la facultad de traspasar a uno o más gobiernos regionales, mediante decreto supremo, determinadas competencias, sean éstas del nivel central o de los servicios públicos que operen en la región, con los recursos y personal correspondientes al ejercicio de las mismas. Tales facultades han de ejercerse de acuerdo a las órdenes e instrucciones que imparta el Intendente, en consideración a su calidad de órgano ejecutivo del Gobierno Regional.


Con esta enmienda se procura reforzar las capacidades de gestión de los gobiernos regionales, otorgándoles nuevos instrumentos de planificación y ejecución de las políticas públicas que a dichos entes descentralizados les corresponde formular y aplicar regionalmente.


Destaca el Mensaje que la administración desde la región de determinadas competencias nacionales o sectoriales puede llegar a constituir una gran herramienta de gestión efectiva y acción directa por parte de los gobiernos regionales. Es por ello que la transferencia deberá sustentarse en una decisión fundada y justificable por parte del Ejecutivo, debiendo los gobiernos regionales demostrar previamente su real capacidad para asumir el ejercicio de las competencias que se traspasan. 


Por último, se encomienda a la ley orgánica constitucional regular las condiciones, requisitos y procedimientos para que opere la referida transferencia de competencias.

Convenios de Programación.


Sobre este tópico, el proyecto amplía la actual cobertura de los denominados “convenios de programación” de inversión pública en las regiones. Hoy día sólo pueden participar en la celebración de tales convenios los gobiernos regionales y los ministerios. De acuerdo a la reforma propuesta, también podrán suscribirlos los municipios y los gobiernos regionales entre sí. 

Gobierno Interior.


En esta materia se pretende reforzar la función -actualmente encomendada a los gobernadores- de ejercer las tareas de gobierno interior, especialmente la que dice relación con el mantenimiento del orden público y la seguridad en la provincia.


Al consagrarse constitucionalmente esta función preferente para los gobernadores, se define para ellos un ámbito de competencias específicas a las que deben abocarse especialmente, sin perjuicio de las demás funciones que les corresponden en materia de coordinación y supervigilancia de los servicios públicos existentes en la provincia.


Esta modificación debe armonizarse con aquélla que asigna al intendente una dedicación prioritaria a las tareas de “administración regional”, dirigiendo el conjunto de sus competencias y atribuciones al esfuerzo del desarrollo regional.

Participación Intrarregional. 


Se propone suprimir el denominado Consejo Económico y Social, que la Constitución Política hoy contempla en el nivel provincial. 


Tal medida -asegura el Mensaje- no hace más que recoger la realidad que ha caracterizado a estos cuerpos colegiados desde su establecimiento constitucional en el año 1991, a saber las dificultades para lograr, no ya su funcionamiento, sino incluso su propia instalación.


Por tal motivo, se estima preferible que la propia ley orgánica -por mandato constitucional- regule el tópico de la participación ciudadana en el nivel provincial, sin que ello tenga necesariamente que asumir una estructura formal. 


En armonía con ese principio, la normativa orgánica deberá establecer, con un cierto margen de flexibilidad, las bases que permitan consagrar mecanismos de participación intrarregional, las cuales debieran ser definidas por los gobiernos regionales atendiendo a su propia realidad territorial. 

10) Áreas Metropolitanas.


El proyecto propone también la consagración constitucional de un mecanismo de administración especial para las denominadas “áreas metropolitanas”, con el objeto de velar por la prevención y solución de la problemática común que afecta a las zonas comprendidas en dichos ámbitos territoriales.


En armonía con lo anterior, se dispone que la ley orgánica constitucional respectiva regule el régimen específico de administración para las áreas metropolitanas.


Fundamentando el tratamiento de esta materia a nivel constitucional, lo que es un hecho inédito, el Mensaje señala que hay desafíos muy característicos de estos territorios, que superan con creces las competencias municipales, obligando por lo tanto a una coordinación entre ellas, que normalmente es muy difícil o imposible de conseguir. Asimismo, se advierte que incluso para los gobiernos regionales con asiento en estas áreas metropolitanas la solución de tal problemática común sobrepasa sus propias atribuciones y recursos financieros. 


Dicho vacío ha sido suplido con un conjunto de respuestas incompletas o inapropiadas para la eficiente administración de esos ámbitos territoriales.


Cabe señalar que el proyecto encomienda la administración de las áreas metropolitanas a los gobiernos regionales hoy competentes en tales territorios, confiriéndoles, al efecto, atribuciones especiales y aun excluyentes de las establecidas para las municipalidades y los servicios públicos con facultades en los mismos territorios.

11) Otras Modificaciones.


Finalmente, el proyecto de reforma constitucional contempla otras enmiendas, de carácter misceláneo, destinadas a la actualización o concordancia de algunos preceptos del Capítulo XIII de la Constitución.



Así, se modifica la normativa sobre requisitos para ser nombrado o elegido en los cargos de autoridades del gobierno interior (intendente, gobernador, etc.), haciéndolos expresamente aplicables al cargo de alcalde, lo que resulta congruente con el sistema de elección separada de alcalde y concejales.


También se suprime el requisito de residencia para intendentes y gobernadores, por estimarse que éste limita de manera inapropiada la facultad de nombramientos de cargos de confianza.

B) Intervenciones en el seno de la Comisión.


Por referirse el proyecto de reforma constitucional a un conjunto de materias de gran proyección para el futuro del proceso descentralizador, la Comisión estimó pertinente escuchar las opiniones y sugerencias de autoridades del Gobierno (como autor de la iniciativa), de profesores de derecho constitucional y especialistas en la materia en examen. A continuación se ofrece una síntesis de los planteamientos que unos y otros vertieron en el seno de la Comisión.

i) Ministro del Interior, don José Miguel Insulza.


Dos de los temas más importantes que aborda la iniciativa son las Áreas Metropolitanas y el Estatuto Especial para los territorios insulares, específicamente Isla de Pascua y Juan Fernández. En cuanto al primer punto, es una realidad que las zonas metropolitanas densamente pobladas presentan problemas de gestión, lo que deriva en buena medida de nuestro modelo de municipio, orientado a un territorio más bien reducido. Para superar o, al menos, paliar estos inconvenientes, se propone crear un régimen de administración especial para tales zonas, a cargo de los gobiernos regionales, que tendrán atribuciones incluso por sobre las de las municipalidades afectadas en algunos aspectos, como podría ser, por ejemplo, el tratamiento de los residuos domiciliarios. En todo caso, será la ley orgánica constitucional pertinente la que regule la forma en que se ejercerá esa administración especial. En lo que atañe a los territorios insulares, destacó que ya se han formado grupos de trabajo que están abocados al tema. Al igual que en el caso de las Áreas Metropolitanas, hay un diagnóstico claro de la situación, a saber, que el hecho de depender los territorios insulares del intendente respectivo hace que ellos estén postergados en su desarrollo. Esta afirmación es particularmente válida para Isla de Pascua, por la distancia que la separa del continente. La reforma busca crear vínculos más directos entre los habitantes de estas posiciones y la autoridad política central. Cabe precisar, eso sí, que el proyecto en estudio posibilita que haya un Estatuto Especial para los territorios aludidos, pero no lo dicta. De ello se colige que ni Isla de Pascua ni Juan Fernández tendrán necesariamente autonomía administrativa. 


Por otro lado, el Ejecutivo ve con cautela el asunto de la creación de regiones, y en tal virtud se exige una ley de quórum calificado, y de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, para establecer una nueva. 


En un plano distinto, la reforma constitucional separa nítidamente las funciones del intendente de las del gobernador. El primero es concebido como el “órgano ejecutivo” del gobierno regional, es decir, como el administrador de la región; en tanto que al gobernador se le encomienda principalmente el resguardo del orden público en la provincia y la seguridad de sus habitantes y bienes. 


Vinculado al tema de los consejos regionales, se estipula la elección directa de los consejeros por la ciudadanía, para darles un mayor grado de representatividad. 


Acerca del tópico de la participación en cada región, se suprimen los Consejos Económicos y Sociales Provinciales (CESPROS), encargando a la ley orgánica constitucional regular las modalidades que revestirá dicha participación. 


También cabe poner de relieve el establecimiento de servicios públicos descentralizados, y no meramente desconcentrados como ocurre hoy. Se contempla, por otra parte, la transferencia vía decreto supremo de competencias hacia los gobiernos regionales, debidamente justificada. 


Asimismo, se amplía la cobertura de los convenios de programación, incluyendo a los municipios dentro de los beneficiarios.


Por último, se suprime el requisito de residencia de dos años en la región respectiva tanto para los intendentes como los gobernadores, habida consideración que se trata de cargos de exclusiva confianza del Presidente de la República. 


El señor ministro recalcó que la reforma en discusión contiene una normativa habilitante, esto es, permite crear regiones, como también descentralizar y traspasar competencias a los gobiernos regionales, pero no lo hace en el mismo texto constitucional. Admitió que el proyecto no aborda el tema de la descentralización fiscal, por lo que habrá que estudiar otras fórmulas que permitan dinamizar las economías regionales (estímulos a la inversión, por ejemplo). Sean cuales fueren los cambios que haya que hacerle al proyecto para perfeccionar el proceso de descentralización, hay una opinión bastante extendida en cuanto a que Chile no tiene tamaño ni vocación para ser un país federal. Por lo demás, la experiencia de los países del cono sur -Argentina y Brasil- que han adoptado esa modalidad de organización político-administrativa no ha sido del todo exitosa. Aun así, el gobierno no está cerrado a una discusión a fondo acerca del tópico.

ii) Señor Humberto Nogueira.


El abogado constitucionalista arriba individualizado planteó en los siguientes términos su posición frente al proyecto de reforma constitucional en referencia. 

1)
La primera enmienda a la Carta Fundamental se refiere a la supresión en el artículo 45 del vocablo “trece”, alusivo al número de regiones existentes. Vinculado a lo anterior, se modifica el artículo 99, en términos de que la creación, modificación y supresión de regiones sea materia de ley de quórum calificado, flexibilizando los requisitos para alterar la división político-administrativa del país. La propuesta del Ejecutivo es positiva en principio, ya que permite, además de la creación de regiones, el eventual reagrupamiento de éstas, potenciando su desarrollo autosustentable. Por otro lado, la reforma propugna que sea una ley de rango orgánico constitucional la que fije el procedimiento para el estudio y evaluación de las modificaciones a la división territorial, y aquí se plantea la cuestión de que si no se observan tales procedimientos se incurriría en vicios de ilegalidad o inconstitucionalidad, respecto de los cuales el proyecto no consagra un mecanismo de control. 


Profundizando en el tópico de la eventual creación de nuevas regiones, el señor Nogueira dijo que es de especial relevancia y preocupación a la vez, porque pueden malograrse los avances experimentados por el proceso de descentralización. Cabe la inquietud de que cada provincia quiera convertirse en región, en circunstancia que varias de aquéllas no tienen viabilidad, pues carecen del potencial adecuado. Desde su punto de vista, lo que cabría analizar es una eventual reducción del número de regiones: una que abarque el Norte Grande; otra el Norte Chico; la Región Metropolitana; una región que comprenda la zona central hasta el norte de la actual VIII región; refundir las regiones VIII, IX y eventualmente la X en una sola, manteniendo finalmente las regiones de Aysén y Magallanes, por sus particularidades. Debería, en síntesis, avanzarse en el marco de un Estado unitario hacia una creciente descentralización administrativa y financiera, con autoridades regionales efectivamente representativas de la comunidad regional. Lo ideal es que las funciones de gobierno y administración en la región estén separadas, lo cual en modo alguno implica un giro federalista.

2)
En el citado artículo 99 del Código Político se incorpora un inciso cuarto, nuevo, que contempla un estatuto especial en materia de gobierno y administración en beneficio de Isla de Pascua y de Juan Fernández, el cual deberá ser regulado por una ley orgánica constitucional. Al respecto, se plantea la duda de si es conveniente conferir un régimen jurídico propio únicamente a los territorios insulares, o merecen tenerlo también algunos territorios aislados ubicados en el continente. Deberían considerarse, a su juicio, ambas alternativas, para propender a la integración armónica de todos los sectores de la nación, al tenor del artículo 1º de la Carta Magna. Finalmente, hay que ser cautos en la materia, de modo de tomar los resguardos necesarios para que el otorgamiento del estatuto especial no implique avanzar hacia una virtual independencia de las posesiones insulares, particularmente -dada su lejanía- en el caso de Isla de Pascua. Lo anterior, sin embargo, escapa al dominio jurídico y se sitúa más bien en la esfera de la prudencia política. 

3)
Otro tema de gran relevancia que, a su juicio, aborda la reforma constitucional, es el que dice relación con el papel del intendente, modificándose los artículos 100 y 102. La primera idea que hay que tener presente en esta materia es que el intendente cumple dos funciones distintas. Por un lado, es un órgano desconcentrado del Presidente de la República, quien lo nombra y remueve discrecionalmente. Desde esta perspectiva, el Jefe de Estado imparte instrucciones y órdenes a los intendentes, relacionándose con ellos por intermedio del ministro del Interior, según el artículo 99 de la ley Nº19.175. La función de gobierno del intendente abarca aspectos como la protección de las personas y de sus bienes, la supervigilancia de aduanas y fronteras, etc. De otra parte, el intendente es el órgano ejecutivo del gobierno regional, al que incumbe administrar la región correspondiente junto con el Core.


Sobre este trasfondo conceptual, el proyecto le otorga facultades normativas al intendente, para dictar disposiciones de carácter general y obligatorio. Surge la reflexión de si tal potestad se refiere únicamente a la función de gobierno, o también comprende la función como ejecutivo del gobierno regional. A primera vista, y considerando la ubicación que tiene el precepto en el articulado de la Constitución, pareciera que tal potestad sólo apunta al rol de gobierno interior del intendente. Sin embargo, no puede descartarse que la reforma apunte a los dos aspectos consignados, en cuyo caso el proceso de descentralización sufriría un revés. 


En una óptica diferente, llama la atención que nuestro modelo de descentralización territorial carezca, aparentemente, de una meta prefijada. Esto explicaría una cierta desorientación del legislador y del propio constituyente, lo que se traduce en un proceso descentralizador más bien formal, en que el poder de decisión continúa concentrado en gran medida en la figura del intendente. En su concepto, es necesario separar claramente la función de gobierno interior de la tarea de administración superior de la región. Manteniendo centralizada la función de gobierno, podría estudiarse la idea de que, en vez de ser el intendente el órgano ejecutivo del gobierno regional, sea el propio Core quien designe a la persona que cumplirá ese cometido, o bien la misma ciudadanía la elija. Por lo demás, esta última alternativa es congruente con el sistema de elección popular de alcaldes y concejales. También podría barajarse la posibilidad de que el intendente continúe desempeñándose como ejecutivo del gobierno de la región, pero actuando con autonomía respecto del Presidente de la República en lo que concierne a ese rol. 

4)
Enseguida, el proyecto del Ejecutivo aborda el tema de la transferencia de competencias a los gobiernos regionales, propiciando para ello la reforma del artículo 103 de la Carta Fundamental. Hay que recordar sobre este punto que el artículo 67 de la ley Nº19.175 permite tal transferencia, exigiendo que ella se efectúe por ley. 

5)
Es positiva, por otro lado, la proposición de ampliar los actores susceptibles de celebrar convenios de programación, dando cabida a la posibilidad de que ellos sean suscritos entre los gobiernos regionales, o bien por éstos y las municipalidades. La norma permitirá crear sinergias para el desarrollo. 

6)
A continuación, se modifica el artículo 105 de la Carta Magna, “constitucionalizando” dos funciones de gobierno interior propias de los gobernadores, que son la de mantener en la provincia el orden público y la seguridad de sus habitantes y bienes. Esta disposición ya está consagrada en la ley orgánica pertinente y lo que hace el proyecto es elevarla de jerarquía. Si bien la norma es positiva, debería aprovecharse la oportunidad de incluir en el texto otras funciones inherentes a los gobernadores, como la relativa a la supervigilancia del servicio de aduanas. 

7)
Otro tópico importante que aborda la iniciativa gubernamental es el de las “Áreas Metropolitanas”. En su concepto, es necesario dictar un estatuto especial que permita la convergencia de funciones y competencias ministeriales, regionales y locales. 

8)
Finalmente, no es positivo, a su juicio, eliminar el requisito de residencia de dos años en la región respectiva a los intendentes y gobernadores, como lo propone el Ejecutivo. Desde la mirada del gobierno regional, es conveniente que el órgano ejecutivo del mismo cumpla con el requisito consignado. 

iii) Señor Francisco Zúñiga. 


El experto en derecho constitucional formuló, en síntesis, las siguientes apreciaciones acerca del proyecto en comento. 

1)
La reforma constitucional implica un avance en ciertos aspectos, pero omitió la modificación del artículo 3º de la Carta Magna (que señala que el Estado de Chile es unitario y su territorio se divide en regiones), toda vez que ese precepto, a su juicio, tiene directa atingencia con el sistema de gobierno y administración regional, materia de la cual se ocupa el proyecto. 

2)
En un plano más específico, es positivo flexibilizar los requisitos para crear nuevas regiones, porque se rompe una división político-administrativa meramente burocrática y se incorporan a la evaluación elementos sociales, productivos, demográficos, etc. Un juicio más crítico, en cambio, le merece la propuesta de conferir un Estatuto Especial a Isla de Pascua y a Juan Fernández en la forma que lo plasma el proyecto. De acuerdo a éste, el mencionado Estatuto deberá regular lo concerniente al gobierno y administración de esos territorios insulares, debiendo hacerse la prevención de que en un Estado unitario como el nuestro la función de gobierno no puede ser objeto de un régimen jurídico especial. Con todo, hay que reconocer que en otros países latinoamericanos el ordenamiento jurídico contempla estatutos especiales para ciertos territorios, particularmente tratándose de aquéllos ocupados ancestralmente por etnias aborígenes. 


A propósito del tópico de creación de regiones, manifestó que en España se crearon en la década de 1978 las Autonomías, como una forma de satisfacer las aspiraciones de las distintas regiones de ese país. En el caso chileno, existe el riesgo de que al flexibilizar la Constitución se generen demandas que atomicen la actual división administrativa.

3)
En cuanto a la reforma del artículo 100, hay que tener en consideración que el intendente cumple hoy la función de gobierno interior y, a la vez, es el órgano ejecutivo del gobierno regional. Se trata de dos roles contrapuestos. El proyecto en discusión no establece el ámbito de la competencia normativa de aquél y del Core. Al mismo tiempo, se entrega a la Contraloría (desconcentrada regionalmente) el control de legalidad de los reglamentos que dicte el intendente. Sería conveniente, acerca de este tema, que se consagre además el control de constitucionalidad respecto de la potestad normativa del intendente. 

4)
La elección de los consejeros regionales por sufragio universal, al tenor del nuevo inciso segundo que se agrega al artículo 102, es concordante con el principio de profundización de la democracia a nivel regional. La reforma es positiva, porque transparenta la gestación de los consejeros, pero habría sido preferible que se especificara el sistema electoral que se empleará para el objetivo en cuestión (método mayoritario o proporcional), y el número de miembros que tendrá el Core. 

5)
Por otro lado, estimó que constituye un avance la supresión de los Consejos Económicos y Sociales Provinciales, que hoy carecen de significación. 

6)
Sobre la creación de las denominadas “Áreas Metropolitanas”, puntualizó que se trata de una figura jurídica que ya está consagrada en el artículo 104 de la ley Nº19.175. Sin desconocer el avance que implica este paso, exteriorizó al mismo tiempo su aprensión de que dichas unidades puedan devenir en una estructura meramente burocrática. 

7)
Respecto a la modificación al artículo 113, eliminando el requisito de residencia en la región tanto para intendentes como gobernadores, se mostró partidario de que los requisitos de ingreso e idoneidad en la función pública estén plasmados en leyes especiales, sean orgánico constitucionales o estatutarias. 

iv) Señor Teodoro Ribera.


El señor Ribera manifestó que, a su juicio, falta un planteamiento que sustente la regionalización y, por ende, la presente reforma constitucional. La cuestión fundamental es saber hacia dónde se desea llevar el proceso de regionalización. Contrariamente a lo que algunos sostienen, un adecuado marco conceptual ayuda mucho a la concreción práctica del modelo descentralizador.


El proyecto en examen propone reformas aisladas, que carecen de organicidad. Como se sabe, nuestra tradición jurídica descansa en la concepción de un Estado nacional centralizado. Ese acervo jurídico es valioso, pues ha evitado a lo largo de la historia muchos problemas que tuvieron otros países en la conformación de su identidad. Sin embargo, es un hecho irrefutable que hoy día las regiones exigen mayor participación en las grandes decisiones que les atañen.


El Estado unitario, si bien configura un elemento matricial del ordenamiento jurídico nacional, no implica descartar una profundización del proceso de descentralización en distintos ámbitos (educación, finanzas, etc.). Es efectivo, por otro lado, que existe una especie de aversión hacia el federalismo.


Cabe recordar que durante el gobierno militar se produjo la descentralización de la administración, pero no del poder. Luego, la reforma constitucional de 1991 significó un paso positivo, aunque algo apresurado. Ese año se crearon los gobiernos regionales, compuestos por el intendente y el consejo regional (Core). Lamentablemente, éste último carece de iniciativa en temas cruciales. El intendente, que es un funcionario de exclusiva confianza del Presidente de la República, es la figura clave del gobierno regional. Se ha sostenido que una señal evidente del grado de avance de la descentralización es el hecho de que el 50% de la inversión pública es de decisión regional; empero, se olvida que la resolución del Core en la materia se basa en proyectos cuya prioridad ha sido definida previamente por los ministerios correspondientes. 


Desde su perspectiva, la regionalización ha tendido a facilitar al Presidente de la República la administración interior del Estado, pero quien detenta el poder real y efectivo es el Primer Mandatario. Es necesario, a estas alturas del proceso, delimitar el campo de atribuciones del gobierno central, de los gobiernos regionales y de los gobiernos locales (municipalidades). 


Centrándose, a continuación, en el contenido específico del proyecto, el señor Ribera formuló las siguientes apreciaciones:

1)
En cuanto al tema del número de regiones, es importante flexibilizar la Carta Magna en este aspecto. Con todo, lo esencial no radica en esa propuesta legislativa, sino en definir qué se desea hacer con las regiones, profundizando en aspectos tales como la identidad, la participación, la eficiencia administrativa, etc. Hoy día existen regiones con una gran superficie, lo que dificulta su administración; pero esa realidad no debería alentar una tendencia hacia la “provincialización” de las regiones. A su juicio, para resolver las demandas de los actores regionales bastaría en algunos casos con cambiar la capital regional o los límites entre una y otra región.

2)
Sobre el Estatuto Especial para determinados territorios (Isla de Pascua y Juan Fernández), opinó que la iniciativa es acertada en términos generales, pero hay que precaver que no genere presiones de otros territorios para obtener un trato privilegiado sin mayor fundamento. 

3)
Acerca de la potestad reglamentaria que se confiere al intendente, señaló que ella sólo tiene sentido si quien va a ejercer tal atribución cuenta con un ámbito propio de competencia. En la práctica, la posibilidad del gobierno regional de dictar reglamentos es inexistente, debido a la frondosa legislación que entraba dicha iniciativa. Además, ha sucedido que mediante los reglamentos regionales se procura regular materias que caen en la esfera legal. En todo caso, si se desea consagrar esta potestad reglamentaria, debe establecerse previamente un ámbito de atribuciones propias, que no puede ser invadido por otras autoridades regionales o nacionales, en cuyo caso tendría que haber un control de constitucionalidad y de legalidad, en los términos que plantean los artículos 82 Nº5 y 88 de la Carta Fundamental, respectivamente. Igualmente, habría que consagrar la facultad del gobierno regional de recurrir ante el Tribunal Constitucional cada vez que estime ser lesionado en sus atribuciones por otro órgano público, tal como lo puede hacer la Cámara de Diputados y el Senado cuando consideran que el Presidente de la República se ha inmiscuido en el campo propio de la ley a través de la potestad reglamentaria (artículo 82 Nº12 de la Constitución Política).

4)
La consagración en la Carta Fundamental del intendente como órgano ejecutivo del gobierno regional implicaría un retroceso en su opinión, pues lo transforma en el agente principal del desarrollo para la región. Ello, además, iría contra el espíritu de la reforma constitucional de 1991, oportunidad en que se habló de un proceso gradual, con miras a que en el futuro el intendente dejara de ser el ejecutivo del gobierno regional. Es importante tener en cuenta que hasta ahora los intendentes no han tenido mayores problemas en el seno de los Cores, porque la mayoría de los consejeros adhiere a partidos políticos de la coalición gobernante, pero ello puede variar a futuro, con las consiguientes dificultades para la gestión del intendente. 

5)
Respecto a la elección directa de los consejeros regionales, se trata indudablemente de una propuesta innovadora, porque desde la implementación del sistema los consejeros han sido elegidos de manera indirecta, lo que conlleva un menor grado de representatividad. Pese a este reparo, el sistema vigente ha funcionado relativamente bien, debiendo hacerse la prevención de que favorece a las comunas rurales y con menos población. En cambio, el nuevo mecanismo sería más beneficioso para los grandes conglomerados urbanos, lo que podría diluir la visión territorial de las necesidades de la región por parte de los consejeros. Otra característica del sistema actual es que la conformación provincial de los colegios electorales que participan en la votación de los candidatos al Core le confiere un gran poder a las provincias. Este factor determina una distribución de los recursos del Fndr por provincia. De este modo, los consejeros, más que responder a la región en su conjunto, se preocupan por atender las necesidades de la provincia que corresponda. La reforma de la Carta Fundamental en la materia en análisis constituye una oportunidad propicia para corregir estas distorsiones. 

6)
En lo que atañe a la transferencia de facultades del Presidente de la República a los gobiernos regionales mediante decreto supremo, señaló que la modificación de la Constitución Política en este aspecto es positiva, aunque cabe recordar que el artículo 67 de la ley Nº 19.175 ya consagra esa figura. Al margen de ese comentario, hay que considerar que el traspaso de facultades es esencialmente revocable, porque se materializa mediante un decreto supremo.


7)
En cuanto a la ampliación de los actores que pueden celebrar convenios de programación, incluyendo la hipótesis de que los suscriban los gobiernos regionales y los municipios, expresó que en la práctica ya opera esta última modalidad, no siendo objetada por la Contraloría.

8)
Respecto a las nuevas funciones de gobierno interior, la reforma apunta en la dirección correcta, pero con la siguiente salvedad: el actual inciso segundo del artículo 105 confiere al gobernador la atribución de supervigilar a los servicios públicos existentes en la provincia, en circunstancia que el nuevo inciso segundo del artículo 101 que se propone entrega al intendente la facultad de ejercer la coordinación, supervigilancia y fiscalización de los servicios públicos que operen en la región, lo que a su juicio plantearía una superposición de funciones. 

9)
Sobre la supresión de los Consejos Económicos y Sociales Provinciales (Cespros), hay que reconocer que estas entidades no han funcionado y, peor aún, ni siquiera se han instalado como tales. En su reemplazo se incorpora una norma (meramente programática y ambigua, en su concepto), que encomienda a la ley orgánica constitucional establecer, a iniciativa del intendente, mecanismos de participación al interior de cada región. 

10) Finalmente, en lo que dice relación con las Áreas Metropolitanas, sostuvo que la problemática debería abordarse de otra manera, esto es, extendiendo las atribuciones de los gobiernos regionales para atender las necesidades que rebasan el ámbito comunal, sin necesidad de crear esta nueva estructura. 

v) Señor Raúl Bertelsen. 


El experto en derecho constitucional señaló, en primer lugar, que se echa de menos en el proyecto una definición constitucional básica, a saber, si se desea una descentralización política o administrativa. En el primer caso los órganos de poder deben ser generados en cada región, sea directa o indirectamente. En la descentralización administrativa, en cambio, se trata de profundizar el poder de decisión de los entes descentralizados en aspectos normativos, financieros, etc. No cabe duda que Chile optó por el segundo esquema. En su opinión, el proyecto incurre en varias imprecisiones o contradicciones, que son las siguientes: 

1)
Se flexibiliza el requisito para crear nuevas regiones al eliminar en el artículo 45 de la Carta Fundamental el vocablo “13” (alusivo al número de regiones en que se divide el 
país), pero no se señalan en el proyecto las pautas mínimas del procedimiento que deberán observarse para evaluar las modificaciones a la división política y administrativa. La norma propuesta sobre la matera es demasiado amplia. 

2)
Se consagra la potestad reglamentaria del intendente, lo que en su concepto no debería tener cabida, radicándose dicha atribución en el gobierno regional. Al margen de esa consideración, habría que precisar el sistema de control aplicable a los actos emanados de esa potestad. 

3)
Sobre la elección directa de los consejeros regionales, expresó que sería conveniente que ella tenga lugar conjuntamente con otras elecciones, para evitar la organización y los costos de un nuevo acto electoral. Además, y en otro orden de consideraciones, se puede presentar un clima de tensión por el hecho de que los consejeros sean elegidos popularmente, condición que no se da en el intendente. 

4)
Respecto a la transferencia de competencias a los gobiernos regionales por parte del Presidente de la República, a través de decreto supremo, no resulta congruente con el principio de juridicidad -que es una de las bases del Estado de Derecho- que las competencias fijadas por ley puedan ser traspasadas por la vía señalada. 

5)
En materia de administración provincial, el proyecto señala que el gobernador ejercerá las tareas de gobierno interior, especialmente las destinadas a mantener en la provincia el orden público y la seguridad de sus habitantes y bienes. A su juicio, las provincias y, por ende, las gobernaciones, no se justifican por el irrelevante papel que cumplen en la actualidad. Análogo comentario vale para los Consejos Económicos y Sociales Provinciales, que la reforma suprime. Sería interesante, en cambio, facultar al intendente para nombrar delegados en una o más localidades. 

6)
Acerca de las Áreas Metropolitanas, sostuvo que la disposición que contiene el proyecto entraña riesgos políticos, sin perjuicio de su defectuosa formulación. La idea fundamental es que los gobiernos regionales puedan asumir las funciones propias de los servicios públicos y de las municipalidades en los territorios que la ley determine como “Áreas Metropolitanas”, lo cual, como es lógico prever, provocará más de un conflicto de competencia. 

vi) Señor Juan Carlos Ferrada.


La reforma constitucional sobre Gobierno y Administración Regional se viene gestando desde hace varios años. El eje del proyecto lo constituye la voluntad de avanzar en el proceso de descentralización, propósito que, a su juicio, se vería desvirtuado en dos aspectos: a) El reforzamiento de la figura del intendente, y b) El rediseño del modelo de administración regional, sin traspaso efectivo de poder a los órganos descentralizados. 


El articulado del proyecto le mereció las siguientes observaciones específicas:

1)
Sobre la creación de nuevas regiones, estimó positivo que no se fije su número en la Carta Fundamental. Junto con flexibilizarse el mecanismo para establecer otras regiones, radicándolo en una ley de quórum calificado, se mantiene la iniciativa exclusiva del Presidente de la República en la materia. 

2)
Tocante al Estatuto Especial para Isla de Pascua y Juan Fernández, hizo ver que hay precedentes sobre la materia en el derecho comparado. Así, por ejemplo, está el estatuto de los territorios de ultramar de Francia. A su vez, la consagración de las Áreas Metropolitanas puede generar conflictos entre el intendente y los alcaldes de las comunas que las conformen, pues se afectaría la autonomía municipal.

3)
Por otro lado, el proyecto consolida una determinada concepción del intendente, que debería superarse de acuerdo al espíritu que animó la reforma de 1991. Así, se “constitucionaliza” al intendente como ejecutivo del gobierno regional y, sin perjuicio de ello, se le confiere potestad reglamentaria, afectándose análoga potestad del Core, si bien esta última ha tenido un carácter más bien simbólico. El papel del intendente también se ve robustecido en virtud de la facultad que se le confiere de establecer las instancias de participación al interior de cada región, conforme a las bases generales que establezca la ley orgánica constitucional.

4)
El mecanismo de elección directa de los consejeros regionales constituye un avance en relación al sistema actual, porque legitima a aquéllos. Hoy día la ciudadanía no tiene cercanía con estas autoridades. Cabe destacar que, de acuerdo a cómo está concebida la institución en comento, los consejeros son funcionarios públicos, lo que se refleja claramente en las votaciones en el seno del consejo. También ocurre que algunos consejeros muestran una gran dependencia en su actuar respecto de los parlamentarios de su zona. Es evidente, por otro lado, que la operatoria del esquema que nos rige tiende a “provincializar” la asignación de recursos al interior de las regiones. 


A su juicio, los dos aspectos más positivos del proyecto de reforma constitucional son la implantación del mecanismo de elección directa de los consejeros regionales y la consagración de un Estatuto Especial para Isla de Pascua y Juan Fernández. El establecimiento de las Áreas Metropolitanas puede ser una medida acertada, pero hay que perfeccionar la norma respectiva. 

vii) Señor Sergio Boissier.


El señor Boissier expuso que, desde su punto de vista, el proyecto de reforma constitucional propone medidas que pueden clasificarse en tres grupos:


I. Modificaciones sustantivas. Ellas son las siguientes: a) Eliminación del vocablo “trece” en el artículo 45 de la Carta Fundamental, flexibilizando así el requisito para crear nuevas regiones. La idea es positiva, pero al mismo tiempo plantea la pregunta del futuro de la regionalización una vez que se abra la posibilidad de establecer nuevas regiones. Actualmente es partidario del concepto de “macro” regiones, en la medida que el fenómeno de la globalización impone la necesidad de ir adecuando las estructuras político-administrativas a la fluctuante realidad. Según su parecer, la globalización favorece el posicionamiento de los países pequeños cuyas actividades productivas están basadas en el principio de la diferenciación. En el plano de la estructura territorial, las circunstancias actuales aconsejan no apostar por un solo tipo de organización. Es ilustrativa y muy interesante la experiencia de Colombia en la materia. La Constitución Política de este país prevé que los 32 departamentos que actualmente lo conforman se transformen a futuro en regiones, consultándose al efecto la participación ciudadana. Cabe recordar que Colombia es un estado unitario, en que los gobernadores son elegidos por sufragio popular, aunque el Presidente de la República tiene la facultad de removerlos bajo ciertas circunstancias; b) Elección directa de los consejeros regionales. La propuesta merece ser respaldada, porque significa avanzar en la descentralización política. Sin embargo, lo ideal habría sido proponer la elección de un Presidente regional (equivalente al prefecto francés), que trabaje mancomunadamente con el intendente; y, c) Establecimiento de las Áreas Metropolitanas, que son una realidad ineludible. Al respecto, hay que tener especial cuidado en regular oportuna y acabadamente este instituto jurídico nuevo, de manera que no se repita la experiencia de las Asambleas Provinciales, que consagró la Carta Fundamental de 1925 en una disposición que se convirtió en meramente programática, pues nunca se implementaron. 


II. Modificaciones semi sustantivas. a) Estatuto Especial para los territorios insulares (Isla de Pascua y Juan Fernández), que constituye una iniciativa loable; b) Consagración constitucional del intendente como órgano ejecutivo del gobierno regional. El proyecto persigue robustecer la capacidad de administración del intendente. En torno a este tema, hay que considerar que gobernar una región no es lo mismo que administrarla. La función de gobierno implica ejercer permanentemente la autoridad, conducir la sociedad hacia una meta determinada. Ello exige una alta capacidad intelectual, plasmada en la generación de proyectos políticos de raigambre regional; c) Nuevas atribuciones de los gobernadores en cuanto a orden y seguridad. Estas autoridades, en su concepto, deberían tener otras funciones más sustantivas; y d) Supresión de los Consejos Económicos y Sociales Provinciales. Tal determinación obedece sin duda a que dichos Consejos, en las escasas oportunidades en que se han constituido, no han sido actores relevantes en el quehacer de la provincia. 


III. Modificaciones formales. a) Ampliación de los actores que pueden celebrar convenios de programación; b) Consagración de la potestad reglamentaria del intendente; y c) Eliminación del requisito de residencia para los intendentes y gobernadores. En lo que atañe a este último aspecto, señaló que la medida implica una flexibilización, aunque por otro lado parece razonable exigir una cierta identidad del intendente o gobernador con el territorio donde le va a corresponder actuar. 

viii) Señor Esteban Marinovic.


El experto en descentralización sostuvo que el tópico ha sido discutido arduamente en las últimas cuatro décadas. El momento que vive el país obliga a adoptar una posición sobre el modelo de descentralización que se desea impulsar a futuro. Las regiones quieren asumir un rol más activo, asumir nuevas tareas. Advierte una especie de “tensión” en las regiones, debido a problemas no resueltos que dificultan la gobernabilidad y el desarrollo. Las deficiencias del sistema de planificación y descentralización determinan que no se estén explotando los potenciales que hay en ellas. En otros términos, los territorios están perdiendo competitividad. 


Desde su perspectiva, cabría plantear un eje de trabajo que considere los siguientes componentes: 1) Político; 2) Técnico-Institucional; y 3) Recursos financieros.


Estos elementos deben actuar de manera integrada, porque un desequilibrio en el modelo generaría serios problemas. Si se fomentan expectativas sin acompañar los recursos financieros e institucionales adecuados, es probable que tengan que pagarse costos políticos muy elevados. 


En el período 1990-1994 hubo avances importantes en el proceso de descentralización, pero al mismo tiempo se echó de menos un soporte técnico adecuado y hubo un bajo acceso a recursos. Posteriormente, en la Administración del ex Presidente Eduardo Frei (1994-2000) se entregaron más recursos a las regiones, pero se apreció cierta inconsistencia técnica y una presión social por la demora en los resultados. 


La capacidad de conducción del proceso desde el nivel central se ha debilitado. Esa responsabilidad, que recayó hasta hace algunos años en Mideplán, corresponde hoy a la Subdere en el plano político. Frente a la desarticulación que ha sufrido el aludido ministerio, la cartera de Economía ha emprendido algunas acciones tendientes a fortalecer la gestión técnica. Al desequilibrio estructural se suma la duplicidad de funciones y competencias. Se hace, pues, imperiosa una dirección de alto nivel desde el centro y en las regiones. 


Respecto al proyecto de reforma constitucional, estima que tiene una intencionalidad clara, pero la propuesta es incompleta, porque no asegura el equilibrio en el desarrollo de los factores de éxito ni la indispensable conducción integrada en el nivel nacional y regional.


En un plano más específico, la iniciativa impulsada por el Ejecutivo presenta las siguientes características:


-Flexibiliza el número de regiones, permitiendo un ajuste vital para la profundización exitosa de la reforma regional.


-Enfrenta el fortalecimiento de las variables políticas por la vía de la elección popular de los consejeros regionales.


-Fortalece la capacidad de conducción y gerencia en la región por la vía del intendente.


-Confiere potestad reglamentaria al intendente.


-Enlaza a los gobiernos regionales con los municipios, a través de los convenios de programación.

II. IDEA MATRIZ O FUNDAMENTAL.


El proyecto apunta básicamente a avanzar cualitativamente en el proceso de descentralización, dando un nuevo impulso al proceso iniciado con la reforma de 1991 a la Carta Fundamental. En este sentido, se propugnan cambios en los capítulos V y XIII de la misma. 

III. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN DEL PROYECTO.

A.
En General.


La Comisión compartió los fundamentos del proyecto de reforma constitucional impulsado por el Ejecutivo, dando su asentimiento unánime a la idea de legislar. 

B.
En Particular.


Durante dicho trámite, la Comisión adoptó los siguientes acuerdos: 

Artículo Único


Está dividido en 12 numerales, que incorporan varias modificaciones a la Constitución Política, y que recibieron de la Comisión el trato que en cada caso se señala: 

N° 1


Éste, aprobado por unanimidad, suprime la referencia que hace el inciso primero del 
artículo 45 al número de regiones -trece- para efectos de las elección de los senadores, con lo cual la oración queda redactada en términos de que “El Senado se compone de miembros elegidos en votación directa por circunscripciones senatoriales, en consideración a las regiones del país”.

N° 2


Este numeral reemplaza el inciso segundo del artículo 99, que señala que es materia de ley de quórum calificado, y por iniciativa del Presidente de la República, la modificación de los límites de las regiones, la creación, modificación o supresión de las provincias y comunas, como asimismo la fijación de las capitales de las regiones y provincias. 


La norma sustitutiva consta de tres incisos, que pasan a ser segundo, tercero y cuarto: 


El nuevo inciso segundo encomienda a una ley orgánica constitucional establecer el procedimiento para el estudio y evaluación de las modificaciones a la división política y administrativa del país.


A su vez, el inciso tercero propuesto precisa que la creación, supresión y modificación de las regiones, provincias y comunas, como asimismo la fijación de las capitales de las regiones y provincias, serán materia de ley de quórum calificado, a iniciativa exclusiva del Presidente de la República.


El inciso cuarto, nuevo, señala que no obstante lo dispuesto en los incisos precedentes, el gobierno y administración de las zonas correspondientes a Isla de Pascua y Archipiélago Juan Fernández se regirán por el estatuto especial que la ley orgánica constitucional respectiva establezca.


El numeral en referencia fue objeto de una indicación sustitutiva suscrita por la señora Caraball (doña Eliana) y por los señores Becker, Navarro, Quintana, Riveros y Valenzuela, aprobada por siete votos a favor y dos en contra, que reemplaza el actual inciso segundo del artículo 99 de la Carta Fundamental por dos nuevos incisos: el primero de ellos señala que la creación, supresión y denominación de regiones, provincias y comunas; la modificación de sus límites, así como la fijación de las capitales de las regiones y provincias, serán materia de ley orgánica constitucional; en tanto que el nuevo inciso tercero -análogo al contenido en el proyecto original- expresa que el gobierno y la administración de Isla de Pascua y de Juan Fernández se regirán por el estatuto especial que contemple la L.O.C. respectiva. 


El debate sobre la modificación al precepto constitucional antes individualizado se centró en la conveniencia o no de encomendar a una ley de rango orgánico constitucional la regulación de un procedimiento de evaluación de las iniciativas tendientes a alterar la división político-administrativa del país, tal como lo proponía el texto original del proyecto. 


Al respecto, el voto de mayoría se inclinó por suprimir ese párrafo del artículo 99, argumentándose que una norma de tal naturaleza implicaría una limitante que rigidiza injustificadamente el mecanismo de reforma de la división política. En efecto, someter cada proyecto de creación de región (por nombrar una de las situaciones que regula la norma) a un exhaustivo análisis previo para verificar si cumple con los parámetros de evaluación plasmados en la L.O.C. haría innecesaria la etapa de discusión específica de cada iniciativa, pues se supone que satisfaciendo esos requisitos ella califica para ser aprobada. Por otro lado, todo proyecto de ley, máxime si se trata de un Mensaje, contiene los fundamentos del acto legislativo. Así, el aludido procedimiento de evaluación estaría ínsito en la exposición de motivos del Mensaje. De lo anterior cabe colegir que es perfectamente posible consignar en un proyecto de ley los criterios que sirven de base para establecer una nueva región y, en el mismo texto, proponer que se cree. 


A su vez, el voto de minoría sostuvo que es recomendable que una ley de rango orgánico constitucional establezca indicadores claros y objetivos a los que deben sujetarse las proposiciones de creación de regiones, provincias y comunas. No acoger esta idea conlleva el riesgo de que proliferen las peticiones de modificación de la actual división política del país. 

N° 3


Esta disposición introduce un inciso segundo, nuevo, al artículo 100. Cabe recordar que este último preceptúa, en síntesis, que el gobierno de cada región reside en un intendente, que es de exclusiva confianza del Presidente de la República; agrega que la administración superior de cada región radica en un gobierno regional y concluye señalando que el mismo está constituido por el intendente y el consejo regional.


El inciso que se propone incorporar, que otorga al intendente la facultad de dictar todas las normas generales y obligatorias que estime convenientes para la ejecución de las leyes en la región respectiva, sujetándose eso sí a las disposiciones reglamentarias nacionales que dicten los ministerios correspondientes, y sin perjuicio del control de legalidad que ejerza la Contraloría General de la República sobre aquellas normas, recibió una indicación sustitutiva de la señora Caraball (doña Eliana) y de los señores Becker, Navarro, Quintana, Riveros y Valenzuela, aprobada por asentimiento unánime, que, manteniendo en su esencia la norma propuesta por el Ejecutivo, precisa que la potestad normativa del intendente ha de ejercerse en los ámbitos que determine la L.O.C. pertinente, la cual fijará además las materias en que dicha autoridad requerirá el acuerdo del Core. 


El unánime respaldo a la indicación de marras obedeció a que, a juicio de los miembros de la Comisión, el nuevo texto del inciso segundo del artículo 100 tiende a establecer un equilibrio entre la potestad normativa del Core, que consagra el actual artículo 102 de la Carta Magna, y la atribución del mismo orden que se confiere al intendente. 

N° 4


Éste sustituye el inciso primero del artículo 101 (que confiere al intendente la presidencia del Core, otorgándole asimismo la responsabilidad de coordinar, supervigilar o fiscalizar a los servicios públicos que operen en la región), por los siguientes incisos primero y segundo, nuevos, pasando el actual inciso segundo a ser tercero.


El nuevo inciso primero, aprobado por asentimiento unánime, establece que el intendente ejercerá como órgano ejecutivo del gobierno regional y, en tal carácter, le corresponderá especialmente la promoción del desarrollo de la región, acotando la disposición que aquél presidirá el Core y le propondrá las materias que requieren su acuerdo.


El inciso segundo propuesto, aprobado por análogo quórum, reproduce la norma contenida en el texto vigente, en términos de otorgar al intendente las atribuciones antes descritas respecto de los servicios públicos existentes en la región. 

N° 5


Este numeral modifica en dos aspectos el artículo 102, que define al CORE y señala su función esencial, encomendando luego a la ley orgánica constitucional regular su integración y organización. 

a)
En virtud de la primera enmienda, aprobada por seis votos a favor y dos abstenciones, se suprime la frase final del precepto, que es la que entregaba a la L.O.C. el tratamiento de los dos tópicos arriba especificados. 

b)
Por otra parte, y por el quórum antes expresado, se incorpora un inciso segundo, nuevo -pasando el actual segundo a ser inciso tercero-, que establece que el CORE estará integrado por consejeros elegidos por sufragio universal de conformidad a la ley orgánica constitucional respectiva, durarán cuatro años en sus cargos y podrán ser reelegidos, y acota que la misma ley determinará la organización de dicho órgano colegiado. 

N° 6


Esta norma reemplaza el inciso primero del artículo 103, según el cual corresponderá a la ley señalar las modalidades en que se descentralizará la administración del Estado, así como la transferencia de competencias a los gobiernos regionales. 


La disposición sustitutiva, manteniendo el principio de que la ley deberá determinar las formas en que se descentralizará la administración del Estado, expresa, a continuación, que el Presidente de la República podrá transferir a uno o más gobiernos regionales determinadas competencias del nivel central o de los servicios públicos que operen en la región, y los recursos y personal correspondientes al ejercicio de tales competencias, todo ello de conformidad al procedimiento establecido en la ley orgánica respectiva.


El texto del Ejecutivo fue, a su vez, objeto de una indicación sustitutiva de la señora Caraball (doña Eliana), complementada por otra de carácter formal de la misma H. Diputada y de los señores Navarro y Riveros, ambas aprobadas por asentimiento unánime, que en términos generales recogen la redacción del proyecto original, pero con las siguientes variantes: se precisa que el decreto por el cual se transfieren competencias ha de ser fundado, debiendo especificar el mismo el período por el que se confiere la aludida atribución, y estableciéndose por último que no solamente el procedimiento de transferencia de las competencias tendrá que regularse en la ley orgánica constitucional, sino además las condiciones en que habrá de verificarse dicho acto. 

N° 7


Éste reemplaza el inciso cuarto del artículo 104, que consagra la facultad de los gobiernos regionales o de uno o más ministerios de celebrar convenios anuales o plurianuales de programación de inversión pública en la respectiva región o regiones incluidas en el convenio. 


El nuevo precepto, aprobado por unanimidad, recoge la norma vigente en su esencia, pero amplía el ámbito de actores que pueden celebrar estos convenios, de modo que las partes pueden ser los gobiernos regionales entre sí, los gobiernos regionales y uno o más ministerios, o bien los gobiernos regionales y las municipalidades, acotando que la ley orgánica constitucional pertinente establecerá las normas generales relacionadas con la suscripción y ejecución de dichos instrumentos. 

N° 8


Este numeral introduce dos adecuaciones al artículo 105, como se verá enseguida:

a)
En el inciso segundo -que entrega al gobernador la función de ejercer la supervigilancia de los servicios públicos existentes en la provincia de acuerdo a las instrucciones del intendente, indicando a continuación que corresponderá a la ley determinar las atribuciones que podrá delegarle el intendente y las demás que le incumben- se propone anteponer una oración que encomienda al gobernador la realización de las tareas de gobierno interior, y especialmente las destinadas a mantener en la provincia el orden público y la seguridad de sus habitantes y bienes.


Esta letra del numeral en referencia fue rechazada por asentimiento unánime, debido a que, como se explicó en el seno de la Comisión, la función que se pretende agregar al gobernador va a regularse en un proyecto que reestructura la organización del ministerio del Interior, específicamente en lo que concierne a la subsecretaría de Seguridad Pública. 

b)
Por otro lado, se reemplaza el inciso tercero, que consagra -con carácter consultivo-, el consejo económico y social provincial, encomendando a la L.O.C. regular aspectos tales como su composición, atribuciones, etc. 


La norma sustitutiva, aprobada por unanimidad, y que recoge en términos casi idénticos el texto del artículo 106 vigente, estatuye que los gobernadores, en los casos y forma que determine la ley, podrán designar delegados para el ejercicio de sus atribuciones en una o más localidades de la provincia respectiva.

N° 9


Éste sustituye el artículo 106, el cual, según se vio, quedó incorporado en el inciso tercero del artículo 105 de la Carta Fundamental.


El nuevo texto del artículo 106, que estipula que será la ley orgánica constitucional respectiva la que va a determinar las bases generales conforme a las cuales cada gobierno regional “podrá” establecer instancias de participación al interior de cada región, fue aprobado por unanimidad, conjuntamente, y por el mismo quórum, con una indicación de los señores Egaña, Navarro y Varela, que sustituye el vocablo “podrá” por la palabra “deberá”. 

N° 10


Este numeral incorpora un inciso segundo, nuevo, al artículo 112, cuyo actual inciso único encomienda a la ley fijar fórmulas de coordinación para la administración de todos o algunos municipios, así como entre los municipios y los demás servicios públicos. 


El inciso que se agrega, aprobado por unanimidad, señala que, sin perjuicio de la coordinación arriba mencionada, la ley orgánica constitucional respectiva regulará una administración especial para las áreas metropolitanas, la cual será ejercida por los gobiernos regionales competentes, estableciéndose al efecto funciones y atribuciones especiales y aun excluyentes de las que correspondan a las municipalidades y los servicios públicos con competencia en los mismos territorios. La señalada ley precisará las condiciones que permitan conferir a determinadas zonas del país la calidad de área metropolitana, como asimismo las formalidades bajo las cuales el Presidente de la República podrá decretar dicha condición.

N° 11


Éste modifica en dos aspectos el artículo 113, que en el inciso primero señala los requisitos que han de reunirse para ser designado intendente o gobernador, y para ser elegido miembro del Core o concejal, a saber: ser ciudadano con derecho a sufragio, reunir los demás requisitos de idoneidad que fije la ley y residir en la región correspondiente a lo menos en los dos últimos años anteriores a la designación o elección, según el caso; mientras que, en el inciso segundo, puntualiza que los cargos de intendente, gobernador, miembro del Core y concejal serán incompatibles entre sí. 

a)
La primera enmienda, que consiste en reemplazar el inciso primero de la norma supra por una disposición que mantiene, en general, la redacción en vigor, con la única diferencia de que suprime el requisito de residencia previa en la región respecto de los cargos de intendente y gobernador, fue aprobada por seis votos a favor y dos en contra, conjuntamente, y por el mismo quórum, con una indicación de la señora Caraball (doña Eliana) y de los señores Longton, Navarro y Riveros, que elimina también el requisito de marras para los alcaldes, concejales y consejeros regionales. 

b)
La otra modificación, aprobada por idéntico quórum, tiene por propósito incorporar al alcalde en la nómina de cargos incompatibles, en lo que constituye una adecuación al nuevo mecanismo de elección separada de alcaldes y concejales. 

N° 12


Este numeral, que introduce una enmienda meramente formal al artículo 114 de la Carta Fundamental, que encomienda a la ley orgánica constitucional determinar las causales de cesación en los cargos de alcalde, miembro del Core y concejal, fue aprobado por asentimiento unánime. 

IV.NORMAS QUE DEBEN SER CONOCIDAS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA.


En ejercicio de sus atribuciones, la señora Presidenta de la Comisión determinó que ninguna de las disposiciones del proyecto en informe se encuentra en esta hipótesis. 

V. NORMAS E INDICACIONES RECHAZADAS POR LA COMISIÓN.

i)
Los siguientes numerales del proyecto original del Ejecutivo:


-El Nº2, por siete votos contra dos, y que dice así:


“2) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 99 por los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto:


“La ley orgánica respectiva establecerá el procedimiento para el estudio y evaluación de las modificaciones a la división política y administrativa del país.


Con todo, la creación, supresión y modificación de las regiones, provincias y comunas, como asimismo la fijación de las capitales de las regiones y provincias, serán materia de ley de quórum calificado, de iniciativa exclusiva del Presidente de la República. 


No obstante lo dispuesto en los incisos precedentes, el gobierno y administración de las zonas correspondientes a Isla de Pascua y Archipiélago Juan Fernández se regirán por el estatuto especial que la ley orgánica constitucional respectiva establecerá.”.”.


-El Nº 3, por asentimiento unánime, cuyo tenor literal es el que pasa a consignarse: 


“3) Incorpórase en el artículo 100 el siguiente inciso segundo, pasando los actuales incisos segundo y tercero a ser tercero y cuarto, respectivamente: 


“Sin perjuicio de lo anterior, el intendente podrá dictar todas las normas generales y obligatorias que estime convenientes para la ejecución de las leyes en la región respectiva, sujetándose a las disposiciones reglamentarias nacionales que dicten los ministerios correspondientes. Las normas que se dicten en ejercicio de esta facultad estarán afectas al control de legalidad de la Contraloría General de la República.”.”.


-El Nº 6, por unanimidad, del siguiente tenor:


“6) Reemplázase el inciso primero del artículo 103, por el siguiente:


“Artículo 103.- La ley deberá determinar las formas en que se descentralizará la administración del Estado. El Presidente de la República, de propia iniciativa y mediante decreto supremo, podrá transferir a uno o más gobiernos regionales, determinadas competencias del nivel central o de los servicios públicos que operen en la región, y los recursos y personal correspondientes al ejercicio de tales competencias, de conformidad al procedimiento establecido en la ley orgánica respectiva.”.”.


-La letra a) del Nº8 -relativa al artículo 105 de la Carta Fundamental-, por el mismo quórum, y que reza textualmente: 


“a) En el inciso segundo, antepóngase a su texto, la siguiente oración:


“El gobernador ejercerá las tareas de gobierno interior, especialmente las destinadas a mantener en la provincia el orden público y la seguridad de sus habitantes y bienes.”.

ii) Por otra parte, las siguientes indicaciones fueron rechazadas:


-De los señores Navarro y Valenzuela, por tres votos contra dos, y que proponía reemplazar el actual inciso primero del artículo 100 de la Carta Magna por el siguiente: 


“El consejo regional propondrá al Presidente de la República una quina de nombres para ser nombrados intendente, con el acuerdo de los tres quintos de sus integrantes.”. 


-De los señores Becker, Egaña, Valenzuela y Varela, por asentimiento unánime, y que tenía por finalidad sustituir el texto del inciso primero del artículo 101 de la Carta Fundamental propuesto en el proyecto del Ejecutivo, por el siguiente: 


“El intendente presidirá el consejo regional y propondrá a éste aquellas materias que requieren su acuerdo. En tal carácter, le corresponderá especialmente la promoción del desarrollo de la región.”.


-De los señores Navarro y Valenzuela, por seis votos contra dos, y que tenía por objeto incorporar el siguiente inciso al artículo 102 de la Constitución Política:


“Entre ellos podrán elegir un coordinador anual de los consejeros regionales electos para representar intereses al ejecutivo regional y nacional. Dicho coordinador podrá ser reelecto o reemplazado por simple mayoría en enero de cada año.”. 

-o-


Como consecuencia de lo anteriormente expuesto, por y las razones que dará a conocer el señor Diputado Informante, la Comisión de Gobierno Interior, Regionalización, Planificación y Desarrollo Social recomienda la aprobación del siguiente

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL:


“Artículo Único.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Constitución Política de la República:

1)
Suprímese, en el inciso primero del artículo 45, la expresión “trece”.

2)
Sustitúyese el inciso segundo del artículo 99 por los siguientes incisos segundo y tercero:


“La creación, supresión y denominación de las regiones, provincias y comunas; la modificación de sus límites, así como la fijación de las capitales de las regiones y provincias, serán materia de ley orgánica constitucional. 


No obstante lo dispuesto en los incisos precedentes, el gobierno y administración de las zonas correspondientes a Isla de Pascua y al Archipiélago Juan Fernández se regirán por el estatuto especial que la ley orgánica constitucional respectiva establezca.”.

3)
Incorpórase en el artículo 100 el siguiente inciso segundo, pasando los actuales incisos segundo y tercero a ser tercero y cuarto, respectivamente:


“Sin perjuicio de lo anterior, el intendente podrá dictar todas las normas generales y obligatorias que estime convenientes para la ejecución de las leyes en la región, en aquellos ámbitos que determine la ley orgánica constitucional respectiva, la que asimismo establecerá las materias en que se requerirá, además, el acuerdo del consejo regional; sujetándose, en todo caso, a las disposiciones reglamentarias nacionales que dicten los ministerios correspondientes. Las normas que se dicten en ejercicio de esta facultad estarán afectas al control de legalidad de la Contraloría General de la República.”.

4)
Sustitúyese el inciso primero del artículo 101 por los siguientes incisos primero y segundo, pasando el actual inciso segundo a ser inciso tercero:


“Artículo 101.-
El intendente ejercerá como órgano ejecutivo del gobierno regional y, en tal carácter, le corresponderá especialmente la promoción del desarrollo de la región. Presidirá el consejo regional y propondrá a éste aquellas materias que requieren su acuerdo.


El intendente ejercerá la coordinación, supervigilancia y fiscalización de los servicios públicos creados por ley para el cumplimiento de las funciones administrativas y que operen en la región.”.

5)
Modifícase el artículo 102 de la siguiente forma:

a)
Suprímese, en el inciso primero, la frase final “la que regulará además su integración y organización”, y la coma (,) que la precede.

b)
Incorpórase un inciso segundo, pasando el actual segundo a ser tercero, del siguiente tenor:


“El consejo regional estará integrado por consejeros elegidos por sufragio universal, de conformidad a la ley orgánica constitucional respectiva. Durarán cuatro años en sus cargos y podrán ser reelegidos. La misma ley determinará la organización del consejo regional y el número de miembros que lo integrarán.”.

6)
Reemplázase el inciso primero del artículo 103 por el siguiente:


“Artículo 103.- La ley deberá determinar las formas en que se descentralizará la administración del Estado. Por iniciativa del Presidente de la República, a través de decreto supremo fundado, se podrá transferir a uno o más gobiernos regionales, por el período que aquél disponga, determinadas competencias del nivel central o de los servicios públicos, como asimismo los recursos y personal correspondientes al ejercicio de tales competencias, de conformidad a las condiciones y al procedimiento establecidos en la ley orgánica constitucional respectiva.”.

7)
Reemplázase el inciso cuarto del artículo 104 por el siguiente:


“A iniciativa de los gobiernos regionales o de uno o más ministerios, podrán celebrarse convenios anuales o plurianuales de programación de inversión pública entre gobiernos regionales, entre éstos y uno o más ministerios, o entre gobiernos regionales y municipalidades. La ley orgánica constitucional respectiva establecerá las normas generales que regularán la suscripción y ejecución de los referidos convenios.”.

8)
Reemplázase el inciso tercero del artículo 105 por el siguiente: 


“Los gobernadores, en los casos y forma que determine la ley, podrán designar delegados para el ejercicio de sus atribuciones en una o más localidades de la provincia respectiva.”.

9) Sustitúyese el artículo 106 por el siguiente:


“Artículo 106.- La ley orgánica constitucional respectiva determinará las bases generales conforme a las cuales cada gobierno regional deberá, a iniciativa del intendente, establecer instancias de participación al interior de cada región, en el contexto de las competencias propias del gobierno regional.”.

10) Incorpórese, en el artículo 112, el siguiente inciso segundo:


“Sin perjuicio de lo anterior, la ley orgánica constitucional respectiva regulará una administración especial para las áreas metropolitanas. Dicha administración será ejercida por los gobiernos regionales competentes en dichas áreas, estableciéndose al efecto funciones y atribuciones especiales y aun excluyentes de las que correspondan a las municipalidades y a los servicios públicos con competencia en los mismos territorios. Dicha ley establecerá las condiciones que permitan conferir a determinados territorios la calidad de área metropolitana, como asimismo las formalidades bajo las cuales el Presidente de la República podrá decretar dicha calidad.”.

11) Modifícase el artículo 113 de la siguiente forma:

a)
Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 113.- Para ser nombrado intendente o gobernador y para ser elegido consejero regional, alcalde o concejal se requerirá ser ciudadano con derecho a sufragio y cumplir los demás requisitos de idoneidad que la ley señale.”.

b)
Reemplázanse en el inciso segundo las expresiones “miembro del consejo regional” por “consejero regional, alcalde”.

12) Sustitúyense en el artículo 114 las expresiones “alcaldes, de miembro del consejo regional y de concejal” por “alcalde, consejero regional y concejal”.

-o-


Se designó diputado informante a la señora Caraball, doña Eliana.


Tratado y acordado, según consta en las actas correspondientes a las sesiones de los días 18 de mayo; 8 y 15 de junio; 6 y 13 de julio; 17 de agosto; y 14 de diciembre de 2004; 15 y 22 de marzo; y 5 de abril de 2005; con la asistencia de la señora Caraball, doña Eliana (Presidente), y de los señores Ascencio, don Gabriel; Becker, don Germán; Egaña, don Jaime; García-Huidobro, don Alejandro; señora González, doña Rosa; Jaramillo, don Enrique; Kast, don José Antonio; Longton, don Arturo; Montes, don Carlos; Navarro, don Alejandro; 
Paredes, don Iván; Pérez, don Víctor; Quintana, don Jaime; Riveros, don Edgardo; Rojas, don Manuel; Silva, don Exequiel; Valenzuela, don Esteban; y Varela, don Mario.


Sala de la Comisión, a 6 de abril de 2005.


(Fdo.): SERGIO MALAGAMBA STIGLICH, Abogado Secretario de la Comisión”.







PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido Por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; �RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; UCCP: Unión Centro Centro Progresista; PRSD: Partido Radical Social Demócrata, e IND: Independiente.


� El texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 412, de 1991, del Ministerio de Defensa Nacional.


� Esta situación afecta a las promociones de los años 1975, 1976 y 1977, es decir, a las Coroneles, Tenientes Coroneles y Mayores.


� Se trata de las oficiales correspondientes a las promociones de los años 1989 y siguientes, esto es, las actuales Capitanes, Tenientes y Subtenientes.


� La ley N° 19.941, publicada con fecha 24 de abril de 2004, autoriza al General Director de Carabineros para extender la duración de la carrera del personal hasta los treinta y cinco años de servicios, establece un conjunto de incentivos para fomentar la permanencia en la institución y dispone un aumento progresivo de la planta institucional.


� Particularmente, se tuvo en consideración la forma en que se declaró la extinción de diversos escalafones de las plantas de las instituciones de las Fuerzas Armadas, en virtud de las leyes números 18.535, 18.734 y 19.017.


� En efecto, el artículo 16 dispone que las alumnas aspirantes a Oficiales de Orden y Seguridad que sean aprobadas en los Cursos de Formación y Perfeccionamiento ordenados por la superioridad institucional se considerarán en las mismas condiciones que los aspirantes a oficiales para optar al grado de subtenientes de orden y seguridad. A su vez, el artículo 15 establece que los subtenientes de Orden y Seguridad serán designados exclusivamente de entre los aspirantes a Oficiales egresados de la Escuela de Carabineros y su antigüedad se fijará de conformidad con el promedio de notas obtenido en los cursos.


� Asimismo, el artículo 28 de la misma ley establece que los ascensos de los Oficiales y Empleados Civiles de Nombramiento Supremo se efectuarán por decreto supremo, expedido a través del Ministerio de Defensa Nacional, a proposición del General Director, considerando los requisitos y disposiciones que se establezcan en esta ley y el Estatuto respectivo.


� Se hace presente que el artículo 1º transitorio de la ley Nº 19.941 citada en la nota N° 4, contiene una norma similar. 
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